PROCESAL CIVIL.

UNIDAD 1 – NOCIONES GENERALES. INTRODUCCIÓN. 

1. El derecho procesal. Contenido. Naturaleza y caracteres.

CONCEPTO de derecho procesal.

Según ALVARADO VELLOSO, el derecho procesal es la rama del derecho que estudia el fenómeno jurídico llamado proceso y los problemas que le son conexos. 

Por su parte, ALSINA entiende que es el conjunto de normas que regulan la actividad jurisdiccional del Estado para la aplicación de las leyes de fondo y su estudio comprende la organización del PJ, la determinación de la competencia de los funcionarios que lo integran y la actuación del juez y las partes en la sustanciación del proceso. 

CONTENIDO.

En general, existe acuerdo doctrinario en acordar al derecho procesal el estudio de las siguientes materias: 

· jurisdicción y competencia de los órganos judiciales y régimen jurídico a que se hallan sometidos los integrantes de estos últimos. También lo concerniente a la capacidad, designación y recusación de los árbitros y amigables componedores.

· régimen jurídico de las partes y peticionarios y de sus representantes y asistentes. A este punto se halla vinculado el estudio de la pretensión procesal y de la petición procesal extracontenciosa, que constituyen, respectivamente, el objeto de los procesos contencioso y voluntario.

· requisitos, contenido y efectos de los actos procesales, y trámite del proceso a través de los distintos procedimientos que lo integran.

NATURALEZA Y CARACTERES.

Podemos enunciar como caracteres del derecho procesal los siguientes:

· es de derecho público o de derecho privado: suele distinguirse entre derecho público (que es el que regula las relaciones jurídicas en las cuales es parte el Estado actuando como tal, como en el derecho penal, administrativo, etc.) y derecho privado (que es aquel que regula las relaciones jurídicas entre los particulares, o entre un particular y el Estado, pero actuando éste como simple particular, tal el caso del derecho civil, comercial, etc.). Algunos autores han sostenido que las normas procesales podían ser de derecho público o de derecho privado, según el derecho que tendían a aplicar. De esa manera, las normas del proceso civil, comercial, etc., serían de derecho privado, mientras que las normas del proceso penal, administrativo, etc., serían de derecho público. Prevalece la opinión contraria, en el sentido de que las normas procesales son siempre de derecho público, porque en el proceso el Estado lleva a cabo, por medio del juez, la función jurisdiccional, que pertenece a aquél. 

En cambio, otros autores entienden que se trata de un derecho privado porque se persigue la protección de intereses privados. Si concebimos al derecho privado como aquél que regula intereses de los individuos, por oposición a los intereses comunitarios que protege el derecho público, entonces nada más hay que agregar a la primera frase.
· es instrumental: en el sentido de que el derecho procesal es el medio que permite la aplicación de las leyes de fondo. No obstante, ello no significa que éste sea sólo eso, ni que esté subordinado a las leyes de fondo, ni que carezca de finalidad. Por el contrario, el derecho procesal tiene una finalidad propia, cual es la de administrar justicia correctamente, respetando todas las garantías que permitan llegar a una solución justa.

· autónomo: antiguamente, derecho de fondo y de forma aparecían confundidos y no se admitía ninguna separación. Sin embargo, en la actualidad el derecho procesal es autónomo, tiene vida propia e independiente del derecho de fondo, a pesar de su relación medio-fin con éste. La autonomía se pone de manifiesto en la existencia de principios propios (los principios procesales) y de normas independientes del derecho de fondo, referidas, por ejemplo, a la relación procesal, a la acción, a la sentencia, etc. 

· único (unidad): el derecho procesal regula la conducta de todas las personas que intervienen en el proceso, y es desde éste punto de vista que constituye una unidad, es único, no obstante las distintas ramas o divisiones que de él se puedan hacer: procesal civil, penal, laboral, administrativo, etc.

· interno y local: una de las características del derecho procesal actual reside en que, salvo escasas excepciones, rechaza la aplicación de normas internacionales. Los tribunales aplican al enjuiciamiento el derecho procesal que rige en el ámbito del poder soberano que los inviste, como regla casi sin excepciones. La razón de esta reserva reside en la consideración de que la administración de justicia es un atributo esencial de las soberanías nacionales. 
Desde el punto de vista del derecho interno, son los parlamentos locales los que dictan las leyes de procedimiento y de organización judicial, y esas leyes, en principio, sólo tienen vigencia local, para los organismos judiciales que dependen del Estado autónomo que dicta la ley y que, por ende, los tribunales y organismos judiciales pertenecientes a una determinada organización judicial aplican sólo las leyes procesales del Estado que los inviste y concede el poder de juzgar
2. Las normas procesales. Concepto. Objeto. Vigencia y límites temporal y espacial.

LAS NORMAS PROCESALES. CONCEPTO. OBJETO.

La complejidad de la experiencia jurídica descarta la posibilidad de formular una distinción categórica desde el punto de vista del funcionamiento de las normas. Pero atendiendo al contenido de ellas, pueden denominarse normas materiales a las que en razón de mentar el modo o los modos de ser de la conducta preprocesal de las partes son invocadas por estas como fundamento de sus pretensiones, peticiones o defensas. 

Por su parte, constituyen normas procesales aquellas que conceptualizan:

· la clase de órganos habilitados para intervenir en los procesos, su competencia y derechos, deberes y facultades de las personas físicas que los integran.

· la actuación de dichos órganos, de las partes, de los auxiliares de aquéllos y de éstas y de los terceros durante el desarrollo del proceso, así como los requisitos y efectos de los actos procesales y el orden en que estos deben cumplirse.

· cómo debe comportarse el órgano judicial o arbitral en oportunidad de dictar la sentencia definitiva, para determinar el modo o los modos de ser de la relación o situación jurídica que provocó el proceso.

En consecuencia, mientras las normas materiales regulan normalmente el “qué” de la  decisión, o sea, el contenido de la sentencia, las normas procesales determinan el quien y el como de dicho acto, comprendiendo desde luego, a la actividad que lo procede.

VIGENCIA Y LÍMITES TEMPORAL Y ESPACIAL.

Eficacia de las normas procesales en el TIEMPO: con respecto al tema, es necesario hacer una serie de precisiones: 

· una nueva ley procesal no puede válidamente aplicarse a procesos que, a la fecha de su entrada en vigencia, se encuentran concluidos por sentencia firme.

· contrariamente, la nueva ley debe aplicarse a los procesos que se inicien con posterioridad a la fecha de su entrada en vigencia, prescindiendo del tiempo en que se constituyeron las relaciones jurídicas sobre que ellos versen. (Si, por ejemplo, una ley modifica, respecto de una determinada relación jurídica, el tipo de proceso judicial existente a la fecha en que aquella se constituyó, las partes no podrían invocar el derecho de ser juzgadas con las reglas del tipo del proceso constituido).

· por su parte, los procesos en trámite pueden ser alcanzados por la ley nueva, siempre que ello no importe afectar los actos procesales cumplidos, que han quedado firmes bajo la vigencia de la ley anterior. (Por ejemplo, si la nueva ley suprime un recurso, ella puede aplicarse al proceso pendiente en el cual, si bien el recurso ya ha sido interpuesto, no existe providencia judicial que lo haya concedido). La aplicación de la nueva ley a los actos procesales cumplidos afectaría el principio de preclusión, comprometiendo incluso la garantía constitucional de la propiedad.

Estas reglas son aplicables tanto a las leyes que rigen el procedimiento propiamente dicho, como a las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia de los órganos judiciales. 

En las llamadas disposiciones transitorias, las leyes procesales suelen disponer que ellas se apliquen a todos los asuntos que en lo sucesivo se promuevan y a los pendientes, con excepción de los trámites, diligencias y plazos que hubieran tenido principio de ejecución o comenzado a correr.
Eficacia de las normas procesales en el ESPACIO: en este caso, las normas procesales se hallan sujetas al llamado principio de la territorialidad de la ley. Solo tienen vigencia dentro del ámbito territorial del Estado que las dictó y se aplican tanto a los procesos íntegramente tramitados ante los órganos judiciales de este Estado como a las diligencias procesales particulares cumplidas por aquellos a requerimiento de órganos judiciales extranjeros.

3. Fuentes del derecho procesal civil. Concepto. La CN y la CPcial. Leyes procesales. Acuerdos. Reglamentos judiciales: usos, costumbres, jurisdicción. Doctrina.

FUENTES DEL DERECHO PROCESAL CIVIL.

La CN – nuestra CN tiene normas relativas a la administración de justicia en general y las relativas a ciertas garantías que hacen a la regulación del proceso, a las que se agregan los tratados internacionales sobre DDHH. La CN fija los principios rectores en materia jurídica. Este cuerpo legal trae numerosas normas relacionadas al derecho procesal, como ser: que las provincias deben asegurar la administración de justicia; el procedimiento judicial en una provincia goza de entera fe en las demás; nombramiento de jueces. Además, establece derechos y garantías esenciales, como ser: la abolición de fueros personales e igualdad ante la ley; inviolabilidad de la defensa en juicio.

La Constitución de la Provincia – la constitución de la provincia de Buenos Aires consagra, por ejemplo, la igualdad ante la ley y el goce de los derechos y garantías que establece la CN, los tratados celebrados por la nación y los dispuestos en esta constitución; el acceso a la justicia; la gratuidad de trámites y asistencia letrada para quienes carecen de recursos; inviolabilidad de defensa de la persona y los derechos y que el retardo al dictar la sentencia y las dilaciones indebidas reiteradas constituyen una falta grave.

LEYES PROCESALES – quedan acá comprendidos los códigos procesales, sea de la nación como de cada provincia. También incluimos los reglamentos y acordadas judiciales que dictan los tribunales superiores para regular su actividad interna y completar la organización judicial.  

ACUERDOS – las acordadas son normas administrativas del PJ destinadas a resolver situaciones particulares, a modificar parcialmente los reglamentos y a atender el trámite interno del tribunal, como así también a solucionar problemas procedimentales. La diferencia con los reglamentos es que éstos tratan de manera orgánica la totalidad de los temas administrativos del tribunal. 

REGLAMENTOS JUDICIALES – los reglamentos son disposiciones necesarias para la ordenada tramitación de los pleitos, sin que las mismas alteren la ley procesal. Se dictan por la CSJN y la SCJ, que tienen la superintendencia sobre los tribunales inferiores (de la justicia federal y local, respectivamente) para procurar una mejor administración de justicia. Las Cámaras de apelaciones también están autorizadas a dictarlos.  

USOS Y COSTUMBRES JUDICIALES – el uso es la repetición constante de un mismo hecho; por otro lado, la costumbre crea normas que, aunque no escritas, son de aceptación generalizada en cierto tiempo y lugar. En el derecho procesal, la costumbre se aplica por remisión expresa que a ella haga la ley, por la circunstancia de que falten, en la reglamentación de las leyes procesales, normas específicas sobre el caso; por la derogación que hagan las prácticas judiciales de ciertas normas; por sentido de oportunidad o conveniencia; o por inaplicabilidad de ciertas normas sobre la base de criterios no muy claros. 

JURISPRUDENCIA – la jurisprudencia es el conjunto de fallos de los tribunales que, de manera concordante, conciertan sobre un determinado punto, creando de este modo un marco de interpretación respecto de la aplicación de determinadas normas.

DOCTRINA – la doctrina es el conjunto de opiniones de los autores en una determinada rama del derecho; no constituyen un medio obligatorio de decisión, pero en virtud de los fundamentos que expresan de sus convicciones, la argumentación, la explicación de las normas legales, la armonización de las mismas, etc., constituyen una herramienta valiosa para el esclarecimiento de las normas, tanto para las partes como para el tribunal.  

4. Poder judicial. Organización de la función jurisdiccional, local, federal. Validez de los actos procesales.

PODER JUDICIAL. ORGANIZACIÓN DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL, LOCAL, FEDERAL.

5. Principios procesales. Concepto. Enumeración. Operatividad.

PRINCIPIOS PROCESALES. CONCEPTO. ENUMERACIÓN. OPERATIVIDAD.

Los principios procesales son las líneas directivas fundamentales que deben ser imprescindiblemente respetadas para lograr el mínimo de coherencia que supone todo sistema; se trata de lineamientos o líneas directrices que sirven de orientación al ordenamiento jurídico. 

Los principios procesales son directivas o ideas básicas sobre las cuales se estructura un ordenamiento jurídico procesal. En efecto, para que el proceso se desarrolle con éxito y logre su finalidad es necesario organizarlo adecuadamente y estructurarlo sobre ideas básicas (los “principios procesales”).
ENUMERACIÓN.

Palacio entiende que no existe acuerdo entre los autores acerca del número y de la individualización de los principios procesales. Es por ello que enunciamos aquellos que consideramos más significativos/relevantes:

1. IGUALDAD DE LAS PARTES – todo proceso supone la presencia de partes que mantienen posiciones antagónicas respecto de una misma cuestión. Asimismo, el proceso debe efectuarse en un marco de perfecta igualdad. Esta igualdad significa la paridad de oportunidades y de audiencia. En sentido concordante, las normas que regulan la actividad de una de las partes antagónicas no pueden constituir respecto de la otra un sistema de ventaja o privilegio, ni el juez puede dejar de dar un tratamiento absolutamente similar a ambos contendientes. 

2. BILATERALIDAD O CONTRADICCIÓN – este principio es una consecuencia directa del anterior. Implica que todos los actos procesales deben ejecutarse dando a la parte contraria la oportunidad de intervenir, sea para control o para defenderse. Como consecuencia de este principio, los actos más relevantes del proceso deben comunicarse a la contraparte para que se notifique de ellos y pueda intervenir.
3. IMPARCIALIDAD DEL JUEZ – el juez, que actúa como tercero en calidad de autoridad para procesar y sentenciar el litigio, debe ostentar este carácter. Para ello, no debe estar colocado en posición de parte (ya que nadie puede ser actor o acusado y juez simultáneamente), debe carecer de todo interés subjetivo en la resolución del conflicto y debe poder actuar sin subordinación jerárquica respecto de las partes o de otro poder (independencia).

4. LEGALIDAD DE LAS FORMAS – este principio excluye la posibilidad de que las partes puedan dejar de lado los requisitos de forma, tiempo y lugar a que están sujetos los actos procesales, ya que dichos requisitos se encuentran predeterminados en la ley.
5. ECONOMÍA PROCESAL – se trata de un principio que tiende a abreviar y simplificar el proceso, evitando trámites innecesarios del juez o de las partes, es decir, la reducción de todo esfuerzo que no guarde adecuada correlación con la necesidad que se pretende satisfacer.
6. PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN – consiste en reunir la mayor actividad procesal en el menor número de actos posible que, además, deben estar temporalmente próximos entre sí.

7. CELERIDAD – consiste en lograr la mayor rapidez en el proceso, limitando o eliminando trámites innecesarios. En tal sentido, el proceso debe tramitar y lograr su objetivo en el menor tiempo posible; se debe evitar una duración absurdamente excesiva de la tramitación de un pleito.

8. PRINCIPIO DE PUBLICIDAD – este principio implica la posibilidad de que los actos procesales sean conocidos por todos, incluso por quienes no participan en el proceso; salvo en casos excepcionales en que, por motivos relevantes, sea aconsejable el secreto de las actuaciones. En tal sentido, los jueces sólo pueden hacer secreta una actuación en casos verdaderamente excepcionales, siempre por resolución fundada. 
9. PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN – la idea lógica del proceso implica el necesario desarrollo de una serie cuyos componentes deben ser cumplidos en un cierto orden establecido por ley o convención; es un orden consecutivo y de ello se deriva que cada elemento de la serie debe preceder imprescindiblemente al que le sigue. En tal sentido, una vez operada la facultad de ejecutar un acto procesal determinado, el proceso no puede retrotraerse; los actos procesales deben realizarse en un momento específico y en el tiempo que corresponda, ya que lo contrario implica la pérdida de la oportunidad de realizarlos.

10. DE ADQUISICIÓN – este principio indica que el resultado de la actividad confirmativa desarrollada por las partes (toda la actividad procesal) se adquiere definitivamente para el proceso y, por ende, para todos sus intervinientes. La parte procesal que produce un resultado confirmatorio que le es adverso no puede desistirlo. 

11. EVENTUALIDAD – el principio de eventualidad consiste en que todas las defensas que deba esgrimir una parte procesal han de ser propuestas en forma simultánea, a fin de que si la primera de ellas es rechazada por el juez pueda éste entrar a considerar de inmediato la siguiente (ejemplo: el planteamiento de un recurso de revocatoria con el de apelación en subsidio).
12. INMEDIACIÓN – se trata de la exigencia de que el juzgador se halle permanente y personalmente en contacto con las demás personas que actúan en el proceso, sin que exista entre ellos intermediario. Tiende a un contacto lo más directo posible del juez con las partes, o con las pruebas producidas en el proceso.

13. PRINCIPIO DE SANEAMIENTO – el principio de saneamiento consiste en que el juez pueda sanear (depurar, expurgar) todo aquello que pueda entorpecer su pronunciamiento sobre el mérito de la causa.

14. DE ADQUISICIÓN – implica que todos los actos que se realicen se adquieren para el proceso, no para las partes, aunque estas hubieran pedido o realizado el acto. De manera que todas las partes pueden beneficiarse o perjudicarse con el resultado de los elementos aportados a la causa por cualquiera de ellas. 
15. DISPOSITIVO – el impulso procesal pertenece, en principio, a las partes. Dicho impulso está dado por los actos procesales que acercan el proceso a la sentencia definitiva. En tal sentido, la facultad del juez está limitada a aceptar o rechazar lo propuesto por las partes, conocer sobre lo que ellas aportan y luego decidir. 
16. PRINCIPIO DE CONGRUENCIA – el juez debe decidir sobre todas aquellas cuestiones que le fueron planteadas o sometidos a su juzgamiento por las partes; no puede observar otros asuntos, ni ir más allá de lo propuesto por las partes.

6. El abogado. Régimen jurídico de las profesiones de abogado y procurador. Los colegios profesionales y la participación obligatoria. Jurisprudencia. Régimen profesional. El servicio de la justicia. La independencia del poder judicial. La ley orgánica del poder judicial. Normas de ética profesional.

EL ABOGADO. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS PROFESIONES DE ABOGADO Y PROCURADOR.

LOS COLEGIOS PROFESIONALES Y LA PARTICIPACIÒN OBLIGATORIA. JURISPRUDENCIA. 

EL SERVICIO DE JUSTICIA.

LA INDEPENDENCIA DEL PJ.

LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL.

El art. 160 de la Constitución provincial dispone: "El Poder Judicial será desempeñado por una Suprema Corte de Justicia, cámaras de apelación, jueces y demás tribunales que la ley establezca". A tal efecto se promulgó la ley orgánica del Poder Judicial 5827, sucesivamente actualizada y modificada.

El artículo 1 de dicha ley establece que el Poder Judicial de la provincia será desempeñado por: 

· la Suprema Corte de Justicia.
· el Tribunal de Casación Penal.

· las Cámaras de Apelación en lo Civil y Comercial, en lo Contencioso Administrativo y de Garantías en lo Penal.

· Jueces de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, de Garantías, en lo Correccional y de Ejecución en lo penal; Tribunales en lo Criminal; Juzgados Contencioso Administrativos; Tribunales del Trabajo; Tribunales de Familia; Tribunales de Menores.
· Jueces de Paz.

· Juzgado Notarial. 

REGLAS DE ÉTICA PROFESIONAL.

Se trata de normas de conducta que condensan en forma insuperable las reglas a que debe supeditarse el letrado en su profesión. Ellas son: 

· Estudia.

· Piensa.

· Trabaja.

· Lucha.

· Sé leal.

· Tolera.

· Ten paciencia.

· Ten fe.

· Olvida.

· Ama a tu profesión.

Así como hay una ética en el ejercicio profesional de la abogacía, existe también una ética de la magistratura, consistente en los deberes de ciencia, imparcialidad, diligencia y decoro del juez.

7. El debido proceso legal. La labor de la CSJN. Sus grandes líneas. Los fallos de mayor significación. 

EL DEBIDO PROCESO LEGAL.

El debido proceso legal es un derecho constitucional de todo particular y un deber de irrestricto cumplimiento por la autoridad. 
La CN no menciona la adjetivación “debido”, lo que ha hecho decir a tratadistas que se trata de una “garantía innominada”. La doctrina en general se ha abstenido de definir qué se entiende por “debido proceso legal”. Es por ello que se hace necesario pasar a afirmativas las concepciones negativas, pudiendo afirmarse que el debido proceso:

· supone el derecho a la jurisdicción, que es imprescriptible, irrenunciable y no afectable por las causas extintivas de las obligaciones ni por sentencia.

· implica el libre acceso al tribunal.

· la posibilidad plena de audiencia (lo cual implica una efectiva citación que permita total conocimiento de la acusación o demanda cursada).

· la determinación previa del lugar del juicio y el derecho del reo de explicarse en su propia lengua.

· el derecho de que el proceso se efectúe con un pronunciamiento eficaz y sin dilaciones, adecuado a la naturaliza del caso justiciable y con asistencia letrada eficiente desde el momento mismo de la imputación o detención.

· con respecto a la confirmación, comprende el derecho de probar utilizando todos los medios legales procedentes y pertinentes; y el derecho de que el juzgador se atenga sólo a lo regular y legalmente acreditado en las actuaciones respectivas.

· en cuanto a la sentencia, comprende el derecho de que sea dictada por un juez objetivo, imparcial e independiente, que emita un pronunciamiento en forma:

· completa, es decir, referido a todos los hechos esenciales con eficacia decisiva y al derecho aplicable.
· legítima, esto es, basada en pruebas válidas y sin omisión de las esenciales.
· lógica, esto es, adecuada a las reglas del pensamiento lógico y a la experiencia común.
· motivada, porque debe ser una derivación razonada del derecho vigente con relación a la pretensión esgrimida y en función de los hechos probados en el proceso.
· congruente, porque debe versar exclusivamente sobre lo pretendido y resistido por las partes.
Buscando dar una definición, podría concebirse al “debido proceso” como aquél que respeta los principios procesales y todas las garantías constitucionales, de manera tal que garantice un verdadero derecho de defensa. 

UNIDAD 2 – JURISDICCIÓN. COMPETENCIA. 

1. La jurisdicción. Funciones. Caracteres. Poderes. Órganos. Los jueces: deberes y facultades.

LA JURISDICCIÓN. FUNCIONES. PODERES.

La jurisdicción tiene estrecha relación con la actuación del Poder Judicial, si bien no toda la actividad de éste es de carácter jurisdiccional y, además, los otros poderes del Estado tienen también jurisdicción.

La jurisdicción es una sola desde el punto de vista abstracto, y únicamente desde el concreto (competencia) se fracciona, para actuar con más eficacia y por razones de comodidad; pero la función sigue siendo la misma y es siempre una.

CARACTERES.

Como la jurisdicción implica el ejercicio de una función pública, o sea, inherente al Estado, constituye un servicio público en virtud del cual todos los habitantes tienen derecho a pedir que se ejerza la jurisdicción

Otra característica de la jurisdicción -que la diferencia de los restantes servicios públicos- consiste en que ella es indelegable, es decir, que sólo puede ejercerla la persona especialmente designada al efecto, y cuyas aptitudes se han debido tener en cuenta para la designación. El titular de la jurisdicción sólo puede comisionar a otras personas la realización de diligencias que no puede hacer personalmente.

La jurisdicción tiene efecto sobre las personas o cosas situadas en el territorio dentro del cual el juez ejerce sus funciones, y comprende tanto las personas nacionales como las extranjeras —porque aquélla es una manifestación de la soberanía—, y las de existencia ideal. Como excepción, algunas personas, como los diplomáticos, gozan del beneficio de la extraterritorialidad, al que pueden, sin embargo, renunciar.

La jurisdicción emana de la soberanía del Estado. El Estado la ejerce con poder compulsivo, haciendo respetar la norma jurídica y dando existencia real al derecho. 

Otro aspecto que presenta la jurisdicción es que interesa al orden público, por lo que las leyes que la rigen no pueden ser alteradas ni modificadas por la simple voluntad de las partes, concepto que alcanza a la competencia, que como grado o medida de la jurisdicción es también una institución de orden público, ya que además ambas emanan de la soberanía.

Finalmente, la idea de jurisdicción es inseparable de la de conflicto, pues se origina en la necesidad de resolver los que se plantean entre los particulares. 

Límites territoriales a la jurisdicción – la jurisdicción se extiende: 

· a todo el suelo nacional.

· a las aguas marítimas jurisdiccionales.
· a las aguas fluviales.
 al espacio aéreo que se halla por encima del suelo de la Nación. 

· abarca también a las naves de guerra, aunque estén en puertos extranjeros, y a las naves mercantes mientras naveguen en alta mar, quedando estas últimas sometidas a la jurisdicción extranjera cuando estén en un puerto que no sea de la Nación. 

· la extraterritorialidad, como ficción, ampara a los edificios de las embajadas y legaciones.

ÓRGANOS.

Por su función jurisdiccional, el Estado administra justicia mediante los órganos judiciales. Estos órganos públicos ejercen la clásica iurisdictio concebida, en la actualidad, como una potestad pública y soberana, con funcionarios especialmente seleccionados y designados –los jueces–, quienes gozan de estabilidad e inmunidad en sus cargos mientras dure su buena conducta.

En el ejercicio de la jurisdicción, corresponde a los jueces del Estado la interpretación y aplicación de la ley, dirimiendo cuestiones de intereses en los procesos contenciosos y declarando la certeza legal en los llamados procesas voluntarios.
El ejercicio de la función jurisdiccional corresponde, primordialmente, al PJ, aunque el PL puede también ejercerla, tal el caso del juicio político. Pero no puede ni debe ser ejercida por el PE, ya que así lo dispone el art. 95 CN. 

LOS JUECES: deberes y facultades.

Se llama “juez” al magistrado que, investido del poder jurisdiccional del Estado, se encuentra encargado de dirimir los conflictos de derecho que se presentan a su conocimiento de acuerdo a las reglas de competencia y de resolver todas las demás situaciones jurídicas que le encomiende la legislación.

Se trata de un funcionario público que integra el poder judicial, cuya misión específica es procesar y, en su caso, resolver los litigios presentados a su conocimiento, pudiendo también ejecutar lo resuelto cuando así lo amerite la cuestión.  

Entre los deberes y facultades de los jueces podemos enumerar:

· la notio, esto es, la facultad para conocer en una determinada cuestión litigiosa.

· la vocatio, que es la facultad para compeler a las partes a que comparezcan al proceso.

· la coertio, que se traduce en la facultad de emplear la fuerza para el cumplimiento de las medidas ordenadas dentro del proceso, a fin de hacer posible su desenvolvimiento (se ejerce tanto sobre las personas como sobre las cosas).
· la judicium, que es la facultad para resolver el litigio con efecto de cosa juzgada.

· y la executio, que es la facultad de ejecutar, mediante el uso de la fuerza pública, la sentencia no acatada espontáneamente por las partes, a fin de que las facultades antes mencionadas no se tornen ilusorias.
Art. 34 – Deberes. Son deberes de los jueces:

1) Asistir a las audiencias de prueba, bajo pena de nulidad, cuando cualquiera de las partes lo pidiere con anticipación no menor de dos (2) días a su celebración, y realizar personalmente las demás diligencias que este Código u otras leyes ponen a su cargo, con excepción de aquellas en las que la delegación estuviera autorizada.

En los juicios de divorcio y de nulidad de matrimonio, en la providencia que ordena el traslado de la demanda se fijará una audiencia a la que deberán comparecer personalmente las partes y el representante del Ministerio Público, en su caso. En ella el juez tratará de avenirlas sobre las cuestiones relacionadas con la tenencia de hijos, régimen de visitas y atribución del hogar conyugal.

2) Decidir las causas, en lo posible, de acuerdo con el orden en que hayan quedado en estado, salvo las preferencias a los negocios urgentes y que por derecho deban tenerla.

3) Dictar las resoluciones con sujeción a los siguientes plazos:

a) Las providencias simples, dentro de los tres (3) días de presentadas las peticiones por las partes o del vencimiento del plazo conforme a lo prescripto en el art. 36, inc. 1º, e inmediatamente, si debieran ser dictadas en una audiencia o revistieran carácter urgente.

b) Las sentencias interlocutorias, salvo disposición en contrario, dentro de los diez (10) días o quince (15) días de quedar el expediente a despacho, según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado.

c) Las sentencias definitivas, salvo disposición en contrario, dentro de los cuarenta (40) o sesenta (60) días, según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado. El plazo se computará, en el primer caso, desde que el llamamiento de autos para sentencia quede firme, y en el segundo, desde la fecha del sorteo del expediente.

4) Fundar toda sentencia definitiva o interlocutoria, bajo pena de nulidad, respetando la jerarquía de las normas vigentes y el principio de congruencia.

5) Dirigir el procedimiento, debiendo, dentro de los límites expresamente establecidos en este Código:

a) Concentrar, en lo posible, en un mismo acto o audiencia todas las diligencias que sea menester realizar.

b) Señalar, antes de dar trámite a cualquier petición, los defectos u omisiones de que adolezca, ordenando que se subsanen dentro del plazo que fije, y disponer de oficio toda diligencia que fuere necesaria para evitar nulidades.

c) Mantener la igualdad de las partes en el proceso.

d) Prevenir y sancionar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe.

e) Vigilar para que en la tramitación de la causa se procure la mayor economía procesal.

6) Declarar, en oportunidad de dictar las sentencias definitivas, la temeridad o malicia en que hubieren incurrido los litigantes o profesionales intervinientes.
Art. 35 – Facultades disciplinarias. Para mantener el buen orden y decoro en los juicios, los jueces y tribunales podrán:

1) Mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos.

2) Excluir de las audiencias a quienes perturben indebidamente su curso.

3) Aplicar las correcciones disciplinarias autorizadas por este Código. El importe de las multas que no tuviesen destino oficial establecido en el mismo, se aplicará al que le fije la Suprema Corte de Justicia. Hasta tanto dicho tribunal determine quiénes serán los funcionarios que deberán promover la ejecución de las multas, esa atribución corresponderá a los representantes del Ministerio Público Fiscal ante los respectivos departamentos judiciales. La falta de ejecución dentro de los treinta (30) días de quedar firme la resolución que las impuso, el retardo en el trámite, o el abandono injustificado, de éste, será considerado falta grave.

Art. 36 – Facultades ordenatorias e instructorias. Aun sin requerimiento de parte, los jueces y tribunales podrán:

1) Tomar medidas tendientes a evitar la paralización del proceso. A tal efecto, vencido un plazo, se haya ejercido o no la facultad que corresponda, se pasará a la etapa siguiente en el desarrollo procesal, disponiendo de oficio las medidas necesarias.

2) Ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes.

3) Corregir algún error material o suplir cualquier omisión de la sentencia acerca de las pretensiones deducidas en el litigio, siempre que la enmienda o agregado no altere lo sustancial de la decisión, y ésta no hubiese sido consentida por las partes.

4) Disponer, en cualquier momento, la comparecencia personal de las partes para intentar una conciliación o requerir las explicaciones que estimen necesarias al objeto del pleito. La mera proposición de fórmulas conciliatorias no importará prejuzgamiento.

5) Decidir en cualquier momento la comparecencia de los peritos y de los testigos para interrogarlos acerca de todo aquello que creyeren necesario.

6) Mandar, con las formalidades prescriptas en este Código, que se agreguen documentos existentes en poder de las partes o de los terceros en los términos de los arts. 385 y 387.

Art. 37 – Sanciones conminatorias. Los jueces y tribunales podrán imponer sanciones pecuniarias compulsivas y progresivas tendientes a que las partes cumplan sus mandatos, cuyo importe será a favor del litigante perjudicado por el incumplimiento.

Las condenas se graduarán en proporción al caudal económico de quien deba satisfacerlas y podrán ser dejadas sin efecto, o ser objeto de reajuste, si aquél desiste de su resistencia y justifica total o parcialmente su proceder.

2. Acceso a la jurisdicción. La remoción de los obstáculos. La sentencia jurídica.

ACCESO A LA JURISDICCIÓN. LA REMOCIÓN DE LOS OBSTÁCULOS.

El costo del proceso es visto como uno de los principales obstáculos a remover para que la comunidad toda pueda acceder a la justicia. Además del principio de economía que rige el proceso civil, resulta fundamental en este aspecto el instituto del beneficio de litigar sin gastos.

LA SENTENCIA JURÍDICA.

Se trata de la declaración del juez ante quien se presenta el litigio. Es el acto judicial que resuelve el litigio ya procesado, mediante la aceptación que el juez hace de alguna de las proposiciones mantenidas por los antagonistas (actor-demandado) luego de evaluar (de acuerdo con reglas precisas) los medios confirmatorios de las afirmaciones efectuadas por el actor (en función de las negativas del demandado respecto de ellas), dado aplicación particularizada al caso de una norma jurídica que preexiste en abstracto y con carácter general.

Es el acto decisorio que pone fin a las cuestiones planteadas en el proceso, atendiendo a los HECHOS ocurridos, a las PRUEBAS recavadas durante el transcurso del mismo y al DERECHO APLICABLE al caso de acuerdo con la ley vigente. 

La sentencia es el objeto-fin del proceso. 

En cuanto a sus caracteres:

1) es particular, porque rige sólo para quienes intervienen en el proceso.

 se dicta siempre a posteriori, sancionando conductas que se cumplieron en el pasado.

2) es concreta, porque la sentencia tienen destinatarios determinados.

3) y es complementaria, en el sentido de que su fuerza obligatoria proviene de la ley.

3. Competencia. Concepto. Clasificación y caracteres. Determinación de la competencia. Reglas generales y especiales.

COMPETENCIA. CONCEPTO.

La competencia es la aptitud otorgada a los jueces por la ley para conocer en las causas de determinada materia, grado, valor o territorio. De esta forma nace el concepto de “juez natural”, como aquel competente por imperativo legal para entender respecto de determinado litigio.

Competencia federal y competencia provincial – en rigor de verdad, la jurisdicción como función o poder del Estado es única, indelegable e indivisible. Sin embargo, circunstancias de orden político hacen que la CN misma haya organizado, por delegación, en el territorio de las provincias una jurisdicción nacional o federal (arts. 121 y 126, CN) encargada de conocer en las cuestiones previstas taxativamente en los arts. 116 y 117 de la CN. Es así que, paralelamente a la provincial existe la justicia federal, con competencia en todas las cuestiones sobre las que no fueron delegadas las facultades por los Estados provinciales.

CARACTERES.

La competencia es:

· IMPRORROGABLE:

Art. 1 – Carácter. La competencia atribuida a los tribunales provinciales es improrrogable. Exceptúase la competencia territorial en los asuntos exclusivamente patrimoniales, que podrá ser prorrogada de conformidad de partes.
Ello significa que si la ley atribuye a un determinado juez la jurisdicción respecto de cierto tipo de controversia, será éste y no otro el que deba resolverla. Este es el principio básico y se mantendrá incólume cuando las pretensiones versen sobre derechos indisponibles o cuando en un pleito esté en juego el orden público. 

En el mismo artículo que plasma la regla encontramos una excepción flexibilizadora. Si las cuestiones debatidas giran exclusivamente en torno de temas patrimoniales, ello habrá de poner en juego derechos disponibles. De allí que en esos casos las partes puedan prorrogar la competencia territorial, esto es, decidir ante qué juez querrán tramitar el juicio, independientemente de que este magistrado sea o no el que por ley corresponde. Esta excepción sólo rige en cuanto a cierto tipo de derechos.
Excepción – la PRÓRROGA:

Art. 2 – Prórroga expresa o tácita. La prórroga se operará si surgiere de convenio escrito mediante el cual los interesados manifiesten explícitamente su decisión de someterse a la competencia del juez a quien acuden. Asimismo, para el actor, por el hecho de entablar la demanda; y respecto del demandado, cuando la contestare, dejare de hacerlo u opusiere excepciones previas sin articular la declinatoria.

El propio CPCCBA prevé la posibilidad de prórroga en el art. 2., pero sólo con la condición –además de que se trate de materia exclusivamente patrimonial– de que sea acordada por todos los litigantes. En tal sentido, ambas partes deben estar de acuerdo en sacar el juicio del juez al que la ley atribuye jurisdicción territorial para llevarlo ante otro, puesto lo contrario implicaría un menoscabo al derecho de defensa en juicio de quien no admite el cambio de sede.

El convenio de prórroga puede ser expreso o tácito. El acuerdo expreso de las partes para prorrogar la competencia puede constituirse antes o durante el juicio.

Sin embargo, la forma más frecuente de prórroga es la tácita. Ésta se da por iniciativa del actor, quien plantea la pretensión ante un juez que no es el que naturalmente debería entender en ella y al darse traslado de la misma al demandado, éste la admite implícitamente, ya sea porque directamente contesta la demanda, o se abstiene de hacerlo o plantea oposiciones previas dentro de las cuales no incluye la específica destinada a controvertir la competencia territorial del órgano (declinatoria).

· INDELEGABLE:

Art. 3 – Indelegabilidad. La competencia tampoco podrá ser delegada, pero está permitido encomendar a los jueces de otras localidades la realización de diligencias determinadas.

Los jueces no pueden resignar su competencia, ni la que tienen por ley ni la que le atribuyen las partes cuando las normas positivas las habilitan a hacerlo. Una manera de resignar esa competencia sería negándose a resolver el conflicto planteado. Otra, hacer que un juez distinto resuelva por él. En ambos casos nos enfrentamos a un incumplimiento de funciones propias, que podría acarrear sanciones administrativas y, en casos extremos, también penales. Ello es así por cuanto hoy se conceptualiza la función jurisdiccional como un poder-deber.

Este artículo contiene expresamente la prohibición de la delegación de la competencia: un juez no puede requerir a otro que decida por él, lo cual no impide que un juez solicite la colaboración de un colega para que éste lleve adelante ciertas diligencias en su jurisdicción territorial.

CLASIFICACIÓN.

La competencia puede clasificarse sobre la base de tres criterios fundamentales: el territorial, el objetivo y el funcional.

· El criterio territorial se vincula con la circunscripción territorial asignada por la ley a la actividad de cada órgano judicial. La atribución de la competencia territorial contempla fundamentalmente la proximidad del órgano judicial con el lugar en que se halla ubicado alguno de los elementos de la pretensión o petición que constituye el objeto del proceso.

· El criterio objetivo atiende a la naturaleza y el monto de las causas, y a el corresponden la competencia por razón de materia y de valor.

· El criterio funcional toma en cuenta la diversa índole de las funciones que deben cumplir los jueces que intervienen en las distintas instancias de un mismo proceso.

La clasificación tradicional distingue la competencia:

· en razón del TERRITORIO: como el territorio de nuestra provincia es bastante extenso, se ha optado por dividirlo en secciones. En efecto, la ley 5827 establece cuántos y cuáles son los órganos jurisdiccionales que existen en la provincia, atribuyendo a cada uno de ellos un ámbito geográfico de actuación específica denominado departamento judicial. Dentro de cada departamento judicial el juez tendrá posibilidad de ejercer jurisdicción. Allí será competente.

· en razón de la MATERIA: en este caso, la división de la competencia tiene su origen en la materia sobre la que versa la pretensión. En tal sentido, la ley establece entre los jueces del mismo territorio distintas competencias, teniendo en cuenta el tipo de asuntos que están a cargo de ellos (ej.: fuero civil y comercial, penal, laboral, contencioso administrativo, etc.).

· en razón del grado: algunas legislaciones tienen una única instancia, en tanto otras (como la nuestra) han seguido el principio de la instancia múltiple y, en consecuencia, han organizado la doble instancia y aún, en casos excepcionales, una tercera. En definitiva, la instancia múltiple significa que el asunto puede ser examinado sucesivamente por tribunales de distinto grado. De esta manera, en nuestro ordenamiento jurídico encontramos:

a) primera instancia: en la cual un juez unipersonal conoce sobre el asunto, realiza el proceso y dicta la sentencia (primer grado de conocimiento).

segunda instancia: mediante la interposición de recursos (apelación, nulidad, etc.) el pleito puede ser llevado ante la Cámara de Apelaciones, la cual conocera sobre el caso y, luego de revisar la sentencia, podrá confirmarla o revocarla (segundo grado de conocimiento).
b) tercera instancia: finalmente, por excepción, los casos pueden llegar a la SCJBA, pero solamente se revisarán cuestiones de derecho.
· también existe la competencia en razón del MONTO, en cuyo caso depende del monto reclamado en la demanda.

DETERMINACIÓN DE LA COMPETENCIA.

Art. 4 – Declaración de incompetencia. Toda demanda deberá interponerse ante el juez competente, y siempre que de la exposición de los hechos resultare no ser de la competencia del juez ante quien se deduce, deberá dicho juez inhibirse de oficio.

Consentida o ejecutoriada la respectiva resolución, se procederá en la forma que dispone el art. 8, párr. 1.

Para evitar conflictos, el Código plantea la regla de que toda demanda deba ser interpuesta ante el juez competente. Ello es obvio, puesto que lo contrario implicaría iniciar un proceso destinado al fracaso, con todo el costo que ello implica.

Sin embargo, no deja sólo en manos del litigante que enarbola su pretensión ante los tribunales controlar este extremo, sino que exige al juez que también él controle si la cuestión que se le somete a consideración es de aquellas que puede resolver en el marco de la jurisdicción que por ley se le ha atribuido. De no ser así, está habilitado para negarse a intervenir mediante la inhibición de oficio, figura que sólo procederá en los casos en que las partes no están autorizadas para prorrogar la competencia.

La ley contempla 2 momentos para determinar si el juez es o no competente. El primero de ellos está previsto en este art., cuando expresa que el juez deberá analizar si el planteo es de su competencia a partir de “la exposición de los hechos” que haga el actor en su demanda. Podrá darse el caso de que de la misma no surja con claridad si el juez ante el que se presenta la demanda es o no competente. En tal supuesto, está previsto que antes de toda otra decisión se pidan más precisiones al actor para así poder determinar si su competencia está abierta válidamente o no, según lo que indica el art. 336 en su párr. 2. La segunda oportunidad corresponde al momento en que el juez debe resolver la excepción de incompetencia.

Una vez transcurridas las oportunidades que las normas específicas prevén a estos fines, se produce la preclusión y no corresponde una tardía declaración de incompetencia, la cual comprometería principios de economía y estabilidad de los procesos

REGLAS DE COMPETENCIA. GENERALES.

Art. 5 – Reglas generales. Con excepción de los casos de prórroga expresa o tácita, cuando procediere, y sin perjuicio de las reglas contenidas en este Código o en otras leyes, será juez competente:

1) Cuando se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles, el del lugar donde esté situada la cosa litigiosa. Si éstas fuesen varias o una sola, pero situada en diferentes jurisdicciones judiciales, será el del lugar de cualquiera de ellas o de alguna de sus partes, siempre que allí tenga su domicilio el demandado. No concurriendo tal circunstancia, será el del lugar en que esté situada cualquiera de ellas, a elección del actor.

La misma regla regirá respecto de las acciones posesorias, interdictos, restricción y límites del dominio, medianera, declarativa de la prescripción adquisitiva, mensura y deslinde, y división de condominio.

2) Cuando se ejerciten acciones reales sobre bienes muebles, el del lugar en que se encuentren o el del domicilio del demandado, a elección del actor. Si la acción versare sobre bienes muebles e inmuebles conjuntamente, el del lugar donde estuvieran situados estos últimos.

3) Cuando se ejerciten acciones personales, el del lugar en que deba cumplirse la obligación, y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación.

El que no tuviere domicilio fijo podrá ser demandado en el lugar en que se encuentre o en el de su última residencia.

4) En las acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, el del lugar del hecho o del domicilio del demandado, a elección del actor.

5) En las acciones personales, cuando sean varios los demandados y se trate de obligaciones indivisibles o solidarias, el del domicilio de cualquiera de ellos, a elección del actor.

6) En las acciones sobre rendición de cuentas, el del lugar donde éstas deban presentarse, y no estando determinado, el del domicilio del obligado, el del domicilio del dueño de los bienes o del lugar en que se haya administrado el principal de éstos, a elección del actor.

7) En las acciones fiscales por cobro del impuesto, tasas o multas, y salvo disposición en contrario, el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización; el del lugar en que deban pagarse o el del domicilio del deudor, a elección del actor. Ni el fuero de atracción ni la conexión modificarán esta regla.

8) En los procesos por declaración de incapacidad por demencia o sordomudez, el del domicilio del presunto incapaz o, en su defecto, el de su residencia. En los de rehabilitación, el que declaró la interdicción.

9) En los pedidos de segunda copia o de rectificación de errores de escrituras públicas, el del lugar donde se otorgaron o protocolizaron.

10) En la protocolización de testamentos, el del lugar en donde debe abrirse la sucesión.

11) En las acciones entre socios, el del lugar del asiento único o principal de la sociedad, aunque la demanda se iniciare con posterioridad a su disolución o liquidación, siempre que desde entonces, no hubieren transcurrido dos años.

12) En los procesos voluntarios, el del domicilio de la persona en cuyo interés se promuevan, salvo disposición en contrario.

Esta extensa norma contiene casuísticamente las pautas legales de atribución de competencia.

Será tarea del letrado de la parte actora analizar exhaustivamente los elementos y alcances de la pretensión que está llevando ante la justicia, para orientar debidamente su estrategia en lo que concretamente hace a la competencia del órgano. De tal manera, como primer paso determinará si la cuestión es o no de las que admiten prórroga y, en caso afirmativo, si la misma es conveniente.

Si no la admite o, admitiéndola, no lo encuentra conveniente, indagará acerca de si se trata de una pretensión que se relaciona con derechos reales o personales, o bien, si se ubica dentro de los casos restantes, de variada naturaleza: fiscales, declaración de incapacidad, pedido de segunda copia o rectificación de errores en escrituras públicas, protocolización de testamentos, etc.

En los primeros casos, determinará el tipo de objeto que está en juego, ya que si es un inmueble o un mueble habrán de variar las pautas existiendo, inclusive, diferentes alternativas a seguir en cada caso a elección del actor.

Algo similar ocurre con las pretensiones que encierran reclamos sobre la base de derechos personales, donde el análisis tendrá que tener en cuenta el tipo de obligaciones, la fuente de las mismas, etc.

REGLAS ESPECIALES.

Art. 6 – Reglas especiales. A falta de otras disposiciones, será juez competente:

1) En los incidentes, tercerías, citación de evicción, cumplimiento de transacción celebrada en juicio, ejecución de sentencia, regulación y ejecución de honorarios y costas devengadas en juicio, obligaciones de garantía y acciones accesorias en general, el del proceso principal.

2) En los juicios de separación de bienes y liquidación de la sociedad conyugal, el del juicio de divorcio o nulidad de matrimonio.

3) En la exclusión del cónyuge, tenencia de hijos, alimentos y litis expensas, el del juicio de divorcio o nulidad de matrimonio, mientras durare la tramitación de estos últimos.

4) En las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal.

5) En el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer.

6) En el juicio ordinario que se inicie como consecuencia del ejecutivo, el que entendió en éste.

En este artículo el Código regula la competencia teniendo en miras, básicamente, el principio de economía procesal. Dejando siempre a salvo lo que establezcan otras normas específicas al respecto, a lo largo de estos seis incisos manda que el juez que se encuentra entendiendo en un determinado juicio sea el competente para resolver pretensiones conexas o relacionadas.

4. Cuestiones de competencia. 

CUESTIONES DE COMPETENCIA.

Las cuestiones de competencia se presentan entre jueces, cuando dos o más de ellos se atribuyen de un modo positivo o negativo el conocimiento de una misma causa: conflicto positivo, al decidir más de un magistrado ser competente para entender de un mismo proceso; negativo, si resuelven varios órganos judiciales su incompetencia respecto de un mismo proceso.

Art. 7 – Procedencia. Las cuestiones de competencia sólo podrán promoverse por vía de declinatoria con excepción de las que se susciten entre jueces de distintos departamentos judiciales, en las que también procederá la inhibitoria.
En uno y otro caso, la cuestión sólo podrá promoverse antes de haberse consentido la competencia de que se reclama.
Elegida una vía, no podrá en lo sucesivo usarse de otra.
DECLINATORIA E INHIBITORIA – la declinatoria consiste en la petición que formula el demandado al juez ante el que se interpuso la demanda para que se declare incompetente y remita la causa al magistrado que por ley deba intervenir.

La inhibitoria, por otro lado, importa un pedido articulado por el accionado frente al juez ante quien – por considerarlo competente– debería tramitar el juicio en el cual se le dio traslado de la demanda. Ello con el objeto de que éste requiera a su colega la remisión de las actuaciones.

En ambos casos existe, pues, un conflicto de competencia: para las partes de un juicio existen dos jueces con poder jurisdiccional específico para tramitar cierto proceso.

Las señaladas vías son excluyentes. Esto significa que utilizada la inhibitoria no podrá recurrirse a la declinatoria y viceversa. El Código no admite duplicidad de caminos para lograr el mismo objetivo, en clara aplicación del principio de economía y celeridad procesal.

OPORTUNIDAD DE PLANTEAMIENTO.

Art. 8 – Declinatoria e inhibitoria. La declinatoria se sustanciará como las demás excepciones previas y, declarada procedente, se remitirá la causa al juez tenido por competente.

La inhibitoria podrá plantearse hasta el momento de oponer excepciones o de contestar la demanda si aquel trámite no se hallare establecido como previo en el proceso de que se trata.

La declinatoria constituye el contenido de la excepción de incompetencia que prevé el art. 345 inc. 1, a cuya nota remitimos. En tal sentido, tendrá el trámite de las excepciones previas, el que viene regulado por los arts. 347 a 352.

No ocurre lo mismo con la figura de la inhibitoria. En esta manda, el legislador se limitó a determinar expresamente hasta qué momento puede ser planteada ante el juez ubicado en otro departamento judicial, magistrado que la demandada entiende competente y que, hasta este requerimiento, se encontraba absolutamente ajeno al juicio iniciado. Ese momento límite es la oportunidad de plantear excepciones, sea que ello tenga que cumplirse –dependiendo del tipo de proceso en que se deba cuestionar la competencia del magistrado– junto con la demanda o en forma separada y previa.

PLANTEAMIENTO Y DECISIÓN DE LA INHIBITORIA.
Art. 9 – Planteamiento y decisión de la inhibitoria. Si entablada la inhibitoria, el juez se declarase competente, librará oficio o exhorto acompañando testimonio del escrito en que se hubiere planteado la cuestión, de la resolución recaída y demás recaudos que estime necesarios para fundar su competencia.

Solicitará, asimismo, la remisión del expediente o, en su defecto, su elevación al tribunal competente para dirimir la contienda.

La resolución sólo será apelable si se declarase incompetente.

TRÁMITE DE LA INHIBITORIA ANTE EL JUEZ REQUERIDO.

Art. 10 – Trámite de la inhibitoria ante el juez requerido. Recibido el oficio o exhorto, el juez requerido se pronunciará aceptando o no la inhibición.

Sólo en el primer caso su resolución será apelable. Una vez consentida o ejecutoriada remitirá la causa al tribunal requirente, emplazando a las partes para que comparezcan ante él a usar de su derecho.

Si mantuviere su competencia, enviará sin otra sustanciación las actuaciones al tribunal competente para dirimir la contienda y lo comunicará sin demora al tribunal requirente para que remita las suyas.

TRÁMITE DE LA INHIBITORIA ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR.

Art. 11 – Trámite de la inhibitoria ante el tribunal superior. Dentro de los cinco días de recibidas las actuaciones de ambos jueces, el tribunal superior resolverá la contienda sin más sustanciación y las devolverá al que declare competente, informando al otro por oficio o exhorto.

Si el juez que requirió la inhibitoria no remitiere las actuaciones dentro de un plazo prudencial a juicio del tribunal superior, éste lo intimará para que lo haga en un plazo de diez (10) o quince (15) días, según la distancia, bajo apercibimiento de tenerlo por desistido de su pretensión.

Cuando el planteo no puede ser solucionado por los propios jueces porque el requerido no admite la postura del requirente, entonces se impone la intervención de un tercer órgano que dirima la controversia. Ése es el “tribunal superior” que señala la norma, el que variará según cuáles sean los órganos judiciales que se enfrentan en este diferendo: si la contienda se da entre juzgados de un mismo fuero y departamento judicial, el superior será la cámara respectiva; si se entabla entre juzgados de diferente fuero o de disímiles departamentos judiciales, el superior será la Corte bonaerense.

SUSPENSIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS.

Art. 12 – Suspensión de los procedimientos. Durante la contienda ambos jueces suspenderán los procedimientos sobre lo principal, salvo las medidas precautorias o cualquier diligencia de cuya omisión pudiere resultar perjuicio irreparable.

La manda es clara al establecer la suspensión del expediente principal mientras se tramite y dilucide la cuestión de competencia planteada. Sin embargo, se excluye de la regla la adopción de medidas urgentes (cautelares o no).

CONTIENDA NEGATIVA Y CONOCIMIENTO SIMULTÁNEO.

Art. 13 – Contienda negativa, y conocimiento simultáneo. En caso de contienda negativa, o cuando dos o más jueces se encontraren conociendo de un mismo proceso, cualquiera de ellos podrá plantear la cuestión de acuerdo con el procedimiento establecido en los arts. 9 a 12.

Puede darse el caso de que el juez ante el que se plantea la demanda entienda que es incompetente y lo remita a otro magistrado quien, a su vez, considere que tampoco él es el juez con jurisdicción específica. Se configura de esta manera un conflicto negativo de competencia y la ley lo resuelve remitiendo a las pautas genéricas de la inhibitoria, dejando básicamente en un órgano superior la dilucidación de la contienda.

5. El proceso. Concepto. Objeto. Elementos. Clasificación de los procesos en razón de su función (conocimiento, ejecución, cautelares) y de su estructura (ordinarios, especiales y orales). El proceso oral en materia laboral. Procesos universales. La actividad judicial extracontenciosa, jurisdicción voluntaria, teorías sobre su existencia e inexistencia).

EL PROCESO. CONCEPTO.

Existen diferentes acepciones respecto del término proceso en nuestra materia. Enunciaremos a continuación algunas de ellas:

El proceso como SECUENCIA – en este caso, el vocablo proceso significa progreso, acción de ir hacia delante. En sí mismo, todo proceso es una secuencia. Podemos definir, pues, el proceso judicial, en una primera acepción, como una secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de resolver, mediante un juicio ante la autoridad, el conflicto sometido a su decisión.

El proceso como RELACIÓN JURÍDICA – pero esos actos constituyen en sí mismos una unidad. La simple secuencia no es proceso, sino procedimiento. La idea de proceso es necesariamente teleológica. Lo que la caracteriza es su fin: la decisión del conflicto mediante un fallo que adquiere autoridad de cosa juzgada.

Examinada esa unidad, se advierte que ella es una relación jurídica. Por relación jurídica se entiende el vínculo que la norma de derecho establece entre el sujeto del derecho y el sujeto del deber. La relación jurídica procesal consiste en el conjunto de ligámenes, vinculaciones, que la ley establece entre las partes y los órganos de la jurisdicción recíprocamente, y entre las partes entre sí. 

El proceso como EXPEDIENTE JUDICIAL – en nuestro idioma también se llama proceso al expediente judicial, a los papeles escritos que consignan los actos judiciales de las partes y de los órganos de la autoridad. Como expediente o conjunto de documentos, el proceso es un objeto físico, que ocupa un lugar en el mundo material, es una cosa. 

PALACIO lo define como el conjunto de actos recíprocamente coordinados entre sí de acuerdo con las reglas preestablecidas, que conducen a la creación de una norma individual destinada a regir un determinado aspecto de la conducta del sujeto o sujetos, ajenos al órgano, que han requerido la intervención de éste en un caso concreto, así como la conducta del sujeto o sujetos, también extraños al órgano, frente a quienes se ha requerido esa intervención.

OBJETO. Es objeto del proceso la materia alrededor de la cual gira su iniciación, desenvolvimiento y extinción. Dicho objeto se halla representado por una o más pretensiones o peticiones extracontenciosas, según se trate, respectivamente, de un proceso contencioso o de un proceso voluntario.
ELEMENTOS DEL PROCESO. Todo proceso consta de un elemento subjetivo y de un elemento objetivo, e importa una determinada actividad.

El elemento subjetivo se halla representado por personas facultadas para iniciarlo, impulsarlo, extinguirlo y decidirlo. En los procesos contenciosos son sujetos primarios el órgano judicial (o arbitral) y las partes. Existen necesariamente dos partes: la actora y la demandada. La primera es la persona que formula la pretensión que debe ser satisfecha por el órgano y la segunda, la persona frente a quien se formula dicha pretensión, encontrándose ambas por debajo del órgano, en una posición jerárquicamente igualitaria. Como consecuencia de la acumulación subjetiva de pretensiones, la intervención de terceros, la acumulación de procesos y la sucesión procesal, el proceso contencioso puede desarrollarse mediante la participación de varios actores o demandados.

El elemento objetivo del proceso puede hallarse constituido por una pretensión o por una petición extracontenciosa, según que, respectivamente, la intervención del órgano sea requerida para definir un conflicto (proceso contencioso) o para constituir, integrar o acordar eficacia a una relación jurídica (proceso voluntario).

La actividad comprende el conjunto de actos que deben cumplir los sujetos procesales desde el comienzo del proceso hasta la decisión que le pone término, escindiéndose en dimensiones de lugar, tiempo y forma.

CLASIFICACIÓN DE LOS PROCESOS.

1. DE ACUERDO A SU FUNCIÓN (clasificación de CARNELUTTI).

· PROCESOS DE CONOCIMIENTO: son aquellos donde el juez se informa y es informado de todos los fundamentos fácticos para producir una sentencia que constituye una declaración de certeza con alcance de cosa juzgada. Comprende el proceso ORDINARIO, SUMARIO Y SUMARÍSIMO. 

 PROCESOS DE EJECUCIÓN: son aquellos donde existe una reducción del conocimiento que se limita, en principio, al título, del cual parte propiamente la ejecución, sin investigación de la causa (cuestión que es dejada para una etapa posterior). Comprende procedimientos ejecutorios (ejecución de sentencia) y procedimientos ejecutivos, con variantes para diversas modalidades (hipotecarios, prendarios, etc.).

 PROCESOS CAUTELARES: son aquellos donde el conocimiento no va hacia los fundamentos de la pretensión, sino hacia los fundamentos de protección de la misma, para que eventualmente pueda ser cumplida la sentencia. En este caso, el conocimiento total también es postergado.  

2. EN RAZÓN DE SU ESTRUCTURA.

· PROCESOS ORDINARIOS: el proceso ordinario se caracteriza porque en él se pueden plantear y decidir, en forma definitiva, la totalidad de las cuestiones jurídicas que pueden derivar de los conflictos entre las partes.

 PROCESOS ESPECIALES: se trata de aquellos procesos judiciales que se hallan sometidos a trámites específicos, total o parcialmente distintos del proceso ordinario. Se caracterizan, en general, por la simplificación de las formas y la mayor celeridad. 
 PROCESOS ORALES: son aquellos en que el órgano jurisdiccional tiene en cuenta el material procesal enunciado oralmente en la audiencia, sin recurrir a escritos o memorias. Con este tipo de procesos se busca menor onerosidad, sencillez en las formas procesales y mayor rapidez. 

PROCESOS UNIVERSALES.

De acuerdo a la amplitud de los derechos contenidos en la controversia, los procesos pueden clasificarse en SINGULARES O UNIVERSALES. Los procesos singulares son aquellos en que está en juego una cuestión jurídica determinada (ej.: el cumplimiento de un contrato); en cambio, los procesos universales se caracterizan por comprometer la totalidad del patrimonio de una persona (tal el caso del concurso y las sucesiones). A ellos les es inherente el FUERO DE ATRACCIÓN, en virtud del cual los jueces que intervienen en ellos tienen competencia respecto de los procesos pendientes o que se promueven contra el caudal común. 

LA ACTIVIDAD JUDICIAL EXTRACONTENCIOSA. JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. TEORÍAS SOBRE SU EXISTENCIA E INEXISTENCIA.

En el ejercicio de la jurisdicción, corresponde a los jueces del Estado la interpretación y aplicación de la ley, dirimiendo cuestiones de intereses en los “procesos contenciosos” y declarando la certeza legal en los llamados “procesos voluntarios”. 

Se denomina contencioso al proceso que tiende a la obtención de un pronunciamiento que dirima un conflicto u oposición de intereses suscitados entre dos personas que revisten calidad de partes. Tiene por objeto una pretensión, siendo indiferente que el demandado se oponga a ella o que rehuya la discusión o la controversia, ya sea no compareciendo al proceso (rebeldía) o a través del expreso reconocimiento de los hechos invocados por el actor (allanamiento).

Por su parte, en el proceso voluntario los órganos judiciales cumplen la función consistente en integrar, constituir o acordar eficacia a ciertos estados o relaciones jurídicas privadas. Su objeto se halla configurado por una o más peticiones extracontenciosas y sus sujetos privados se denominan peticionarios o solicitantes.

La mayor parte de los autores afirma que ni son jurisdiccionales, por no ser resolutivos de conflictos intersubjetivos de intereses, ni voluntarios, porque no depende de la voluntad del particular el utilizar o no la respectiva instancia. De ahí que una parte de la doctrina propuso llamarlos “actos de competencia necesaria” ya que, sin ostentar la esencia de la actividad jurisdiccional, encuadran en la competencia judicial por expresa atribución legal y son de tránsito imprescindible en ciertos y determinados casos. 

Una posición minoritaria otorga a estos actos un auténtico carácter jurisdiccional, en razón de que siempre giran en torno a una contienda actual o potencial y de que, al menos para el actor, alcanzan el efecto propio del caso juzgado.

ALVARADO VELLOSO sostiene que ambas posturas tienen algo de razón y sinrazón: por ejemplo, a partir del nacimiento de un hijo, el padre tiene un plazo para efectuar por sí mismo la anotación respectiva en el Registro de las Personas; pero después de su vencimiento, ya no puede lograr por sí tal inscripción, sino que se requiere una orden emitida por el juez. Para ello debe realizar un acto de jurisdicción voluntaria y la actividad que se cumpliría correspondería a un simple procedimiento administrativo que vincula exclusivamente a dos sujetos (quien insta y la autoridad), y no un verdadero proceso como fenómeno jurídico único que relacionad a tres personas.
FENOCHIETTO entiende que en los supuestos de jurisdicción no contenciosa (procesos voluntarios), la jurisdicción actúa dando certeza legal y legalizando situaciones jurídicas mediante una función no contenciosa (por ej.: pronunciando la declaratoria de herederos). 
6. Proceso y procedimiento. Conceptos, diferencias. Diferencia entre juicio y proceso.  

PROCESO Y PROCEDIMIENTO. CONCEPTO Y DIFERENCIAS.

En una de sus acepciones, el vocablo proceso significa progreso, acción de ir hacia delante. En sí mismo, todo proceso es una secuencia. Podemos definir, pues, el proceso judicial, en una primera acepción, como una secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto de resolver, mediante un juicio ante la autoridad, el conflicto sometido a su decisión.

Pero ya vimos que la simple secuencia no es proceso, sino procedimiento. La idea de proceso es necesariamente teleológica. En concordancia con ello, el procedimiento se refiere a cada una de las etapas que comprende el proceso, en tanto que el proceso es el todo, el conjunto de todas las etapas. 

DIFERENCIA ENTRE JUICIO Y PROCESO.

En este caso, Palacio sostiene que el juicio indica un tipo de proceso especial: el contradictorio. En tal sentido, el término proceso resulta adecuado para denotar también casos en que existe conflicto, pero no controversia (en el sentido de intereses contrapuestos entre 2 partes).

UNIDAD 3 – LAS PARTES.

1. Parte. Objeto de intervención obligatoria. Capacidad sustancial y procesal. Cargas y facultades. Representación de las partes. Clases, deberes de los representantes. Cesación de la representación.

PARTE. CONCEPTO.

Es parte quien demanda en nombre propio (o en cuyo nombre se demanda) una actuación de ley, y aquel contra el cual esa actuación de ley es demandada. De hecho, revisten el papel activo y pasivo en el proceso, con prescindencia de que estén o no legitimados. 

Sólo es parte quien actúa en nombre propio. No reviste tal calidad, en consecuencia, quien, como el representante (legal o convencional), actúa en el proceso en nombre y por un interés ajeno.

Corresponde reconocer calidad de parte tanto al sustituto procesal como a los terceros que ingresan al proceso mediante cualquiera de las modalidades de la intervención. 

También son partes quienes, siendo ajenos a la relación jurídica sustancial que se debate en el proceso, actúan en él defendiendo un derecho o un interés propio. Tal lo que ocurre con los peritos en los incidentes promovidos con motivo de su recusación; con los abogados y procuradores cuando intentan el cobro de sus honorarios regulados con motivo de una condena en costas, etc.

Las partes no pueden ser más de dos (principio de dualidad de partes): actora y demandada. La posición de las partes puede no coincidir con la posición de la relación jurídica sustancial que se discute.

Esto se aplica en los procesos contenciosos; en los voluntarios se deben llamar peticionarios en lugar de partes.

OBJETO DE INTERVENCIÓN OBLIGATORIA.

CAPACIDAD SUSTANCIAL Y PROCESAL.

Capacidad sustancial.

Toda persona por el hecho de serlo goza de la capacidad para ser parte. La adquisición y pérdida de esta clase de capacidad ha de coincidir, necesariamente, con la adquisición y pérdida de la personalidad. 

Las personas naturales o de existencia visible adquieren capacidad para ser parte desde la concepción en el seno materno y la pierden con la muerte, sea que éste hecho resulte acreditado mediante el hallazgo e identificación del cadáver o que el juez lo tenga por comprobado en el supuesto de que la desaparición de la persona se haya producido en circunstancias tales que la muerte deba ser tenida como cierta. 

Tienen también capacidad para ser partes las personas jurídicas, sean de derecho público (estado nacional, provincial o municipal, entidades autárquicas e iglesia) o de derecho privado (asociaciones, fundaciones, sociedades).

Capacidad procesal.

La capacidad procesal es la aptitud necesaria para ejecutar personalmente actos procesales válidos. Supone el ejercicio los derechos y el cumplimiento de los deberes y las cargas inherentes a la calidad de tal.

La capacidad procesal coincide con la capacidad de hecho reglamentada en el CCiv., cuyas normas sobre el tema resultan aplicables a ella. En tal sentido, son incapaces procesales absolutos:  

· las personas por nacer.
· los menores impúberes (los que fueren menores de 14 años).

· los dementes, siempre que la demencia sea previamente verificada y declarada por juez competente.

· los sordomudos que no saben darse a entender por escrito, siempre que medie declaración judicial en ese sentido.  

Las personas precedentemente enunciadas carecen de toda aptitud para actuar válidamente dentro de un proceso. En su lugar actuarán los representantes necesarios a que se refiere el art. 57 del c.c., sin perjuicio de la representación promiscua del ministerio pupilar (art. 59). Conforme al art. 55 los menores adultos sólo tienen capacidad para los actos que las leyes autorizan a otorgar. En

En el caso de los menores adultos (esto es, que han cumplido los 18 años), en principio se hallan sometidos a la representación necesaria de sus padres o tutores.

El art. 281 (y 282) del mismo código les acuerda la facultad de comparecer en juicio como actores, previa autorización dada por el padre. Este requisito no es necesario cuando el menor fuese demandado criminalmente y para estar en juicio laboral. 

Debe entenderse, asimismo, que el menor adulto goza de plena capacidad procesal para intervenir en todos aquéllos juicios relacionados con actos civiles que puede válidamente ejecutar sin autorización paterna, o con actos respecto de los cuales ha mediado autorización de sus representantes legales.

Por su parte, los menores emancipados tienen plena capacidad procesal para intervenir personalmente en cualquier proceso que verse:

Sobre actos de disposición relativos a bienes adquiridos a título oneroso, o a título gratuito siempre que, en éste último caso, haya mediado autorización judicial para disponer de ellos, o acuerdo de los cónyuges en los términos señalados.

1) Sobre actos de administración relativos a bienes adquiridos por cualquier título.
Asimismo, el fallido goza de plena capacidad para intervenir en los procesos relativos a pretensiones inherentes a su persona.

Por último, el penado queda privado de capacidad procesal para intervenir en aquéllos juicios en los cuales se ventilen pretensiones de naturaleza patrimonial, pero no en los que versen sobre derechos personalísimos.

CARGAS Y FACULTADES.

Facultades de las partes.

Las partes son las titulares de la acción, y es por su voluntad que se forma el proceso. He aquí una clara manifestación del principio dispositivo, en virtud del cual el impulso del proceso corresponde a las partes. 

En cuanto a sus facultades, pueden plantear libremente sus pretensiones, tanto de fondo como de forma, y articular el proceso de la manera que mejor les parezca. 

También pueden alcanzar todas las instancias, siempre que cumplan los requisitos exigidos para ello; tienen derecho a una decisión fundada que resuelva la cuestión planteada. 

De igual forma, tienen la facultad de desplazar al juez vía recusación, la cual se manifiesta como un verdadero derecho para salvaguardar la imparcialidad de la decisión.  
Deberes de las partes.

1. Respeto al tribunal

Infringe el deber de respeto al tribunal la parte o el representante o el patrocinante de ella que, en la ejecución de cualquier acto procesal, asume actitudes o utiliza expresiones reñidas con la autoridad, dignidad o decoro de la magistratura.

Deber de lealtad, probidad y buena fe.

Existen dos clases de aptitudes procesales reñidas con la vigencia de aquéllos deberes:

Una de ellas es la litigante que deduce pretensiones o defensas cuya falta de fundamento no puede ignorar de acuerdo con una mínima pauta de razonabilidad.

La otra actitud que transgrede de los deberes de lealtad, probidad y buena fe es la del litigante que opone injustificada resistencia a la marcha del proceso, mediante la realización de actos tendientes a obstruir o dilatar su curso normal, tales como la promoción de incidentes o la deducción de recursos manifiestamente inadmisibles.
Cargas.

Domicilio.

Art. 40 – Domicilio. Toda persona que litigue por su propio derecho o en representación de tercero, deberá constituir domicilio legal dentro del perímetro de la ciudad que sea asiento del respectivo juzgado o tribunal.

Ese requisito se cumplirá en el primer escrito que presente, o audiencia a que concurra, si es ésta la primera diligencia en que interviene.

En las mismas oportunidades deberá denunciarse el domicilio real de la persona representada.

Se diligenciarán en el domicilio legal todas las notificaciones a domicilio que no deban serlo en el real.

Esta norma establece la carga de quien se presenta a juicio de denunciar domicilio real y de constituir domicilio procesal (o legal como dice el Código). Aquí se alude a su propio domicilio real, ya sea que se trate de una persona física o jurídica.

El real puede ubicarse en cualquier lugar, sea en la jurisdicción donde se litiga o fuera de ella (inclusive fuera del país), mientras que el constituido deberá fijarse en la zona urbana donde se asiente el tribunal.

Esta doble carga tiene directa relación con la forma de notificación que operará en el proceso. 

El cumplimiento de estas cargas (denunciar el domicilio real y constituir el procesal) debe hacerse en la primera oportunidad en que la parte se presente a juicio, sea en un escrito o en audiencia.

Al apoderado incumbe denunciar el domicilio real de su cliente, como así también los cambios que en él se produzcan, jugando en ello los principios de lealtad y buena fe procesales.

Art. 41 – Falta de constitución y denuncia de domicilio. Si no se cumpliere con lo establecido en la primera parte del artículo anterior, o no compareciere quien haya sido debidamente citado, quedará automáticamente constituido el domicilio legal en los estrados del juzgado o tribunal, salvo el caso del párr. 2º del art. 59. Allí se practicarán las notificaciones de los actos procesales que correspondan, en la forma y oportunidad determinadas por el art. 133.

Si no se denunciare el domicilio real, o su cambio, las resoluciones que deban notificarse en dicho domicilio se notificarán en el lugar que se hubiere constituido y, en defecto también de éste, se observará lo dispuesto en el párrafo anterior.

Consecuencia del incumplimiento de la carga – si al presentarse a juicio no se constituye domicilio procesal o el citado en su domicilio real no comparece ante el juez, tales incumplimientos determinarán que se tenga por constituido el domicilio en los estrados judiciales y todas las notificaciones que corresponde por ley hacer en el domicilio procesal se entenderán hechas de acuerdo con el sistema de notificación automática, ficta o ministerio legis.

Pueden darse, sin embargo, circunstancias especiales o extremas que obsten a la implementación del sistema de notificación ministerio legis, como la muerte de alguna de las partes. Estas causas, para ser operativas y dar lugar a previsiones especiales (ver art. 43), deben estar debidamente acreditadas.

Art. 42 – Subsistencia de los domicilios. Los domicilios a que se refieren los artículos anteriores subsistirán para los efectos legales hasta la terminación del juicio o su archivo, mientras no se constituyan o denuncien otros.

Cuando no existieren los edificios, quedaren deshabitados o desaparecieren o se alterare o suprimiere su numeración, y no se hubiese constituido o denunciado un nuevo domicilio, con el informe del notificador se observará lo dispuesto en la primera o segunda parte del artículo anterior, según se trate, respectivamente, del domicilio legal o del real.

Todo cambio de domicilio deberá notificarse por cédula a la otra parte. Mientras esta diligencia no se hubiese cumplido, se tendrá por subsistente el anterior.

Subsistencia de los domicilios – concretamente en lo que respecta a los domicilios, no bastará con indicar el real y constituir el procesal al inicio del juicio. Será imprescindible ir actualizando la información en la medida en que se cambie de residencia o se disponga constituir un nuevo domicilio a los fines del proceso. Con estas modificaciones, renacen las cargas ya referidas. La norma indica que una vez denunciado un domicilio real o constituido uno procesal, subsistirá como válido a todos los efectos legales hasta el fin del proceso o su archivo.

Ahora bien, cuando la paralización de las actuaciones se produce durante un lapso prolongado de años resulta un hecho equiparable al archivo, por lo que el domicilio constituido deja de subsistir, debiendo practicarse la notificación en el domicilio real.

Si la parte se muda de residencia o abandona el lugar donde estaba constituido el domicilio procesal y no cumple con la carga de denunciar tales circunstancias formalmente en el expediente, las notificaciones que se realicen en aquellos lugares serán plenamente válidas.

Art. 43 – Muerte o incapacidad. Cuando la parte que actuare personalmente falleciere o se tornare incapaz, comprobando el hecho, el juez o tribunal suspenderá la tramitación y citará a los herederos o al representante legal en la forma y bajo el apercibimiento dispuesto en el art. 53, inc. 5º.

Impedimentos insalvables – en este caso, estamos en presencia del acaecimiento de hechos no imputables a la parte que pueden llegar a incidir en los domicilios previamente establecidos en el proceso.

Se trata del supuesto en que el justiciable que actúa por derecho propio fallece o cae en alguno de los supuestos de incapacidad sobreviniente.

Para la primera contingencia prevista, una vez comprobado el hecho del fallecimiento, el Código ordena la suspensión de la tramitación y citación a los herederos o representantes legales en la forma y bajo el apercibimiento dispuesto en el art. 53, inc. 5º, correspondiendo denunciarse en autos la promoción del proceso sucesorio –si la hubo– bajo apercibimiento de lo dispuesto en el art. 729, a efectos de impedir nulidades y la paralización de los autos.

Para el segundo de los supuestos habrá que esperar el trámite de curatela o designación del síndico en la quiebra, para determinar según el caso quién realizará los actos materiales en defensa del “incapaz”.

Art. 44 – Sustitución de parte. Si durante la tramitación del proceso una de las partes enajenare el bien objeto del litigio o cediere el derecho reclamado, el adquirente no podrá intervenir en él como parte principal sin la conformidad expresa del adversario. Podrá hacerlo en la calidad prevista por los arts. 90, inc. 1º, y 91, párr. 1.

Reemplazo de sujeto procesal. Condiciones – la existencia de un juicio en trámite que involucre un determinado objeto o derecho –lo que hace que éstos adquieran la condición de litigiosos – no limita, en principio, la disponibilidad a su respecto.

Sus dueños o titulares (reales o aparentes) pueden transmitirlos libremente –salvo que se haya decretado una inhibición general de bienes u otra medida cautelar– a terceros correspondiendo, en virtud de la buena fe negocial, informar acerca del estado en que se encuentran, bajo riesgo de sufrir luego una pretensión resarcitoria en contra derivada del engaño o la reticente información.

Art. 45 (Texto según ley 11593) – Temeridad y malicia. Cuando se declarase maliciosa o temeraria la conducta asumida en el pleito por quien lo perdiere total o parcialmente, y no fuese aplicable el art. 4, dec.-ley 4777/1963, el juez podrá imponer una multa a la parte vencida o a su letrado patrocinante o a ambos conjuntamente, según las circunstancias del caso. Su importe se fijará entre el tres por ciento (3%) y el diez por ciento (10%) del valor del juicio, o entre doscientos cincuenta pesos ($ 250) y veinticinco mil pesos ($ 25.000), si no hubiere monto determinado, y será a favor de la otra parte.

Temeridad y malicia – el Código otorga poder sancionatorio al juez que considere que durante la tramitación del pleito ha existido una violación concreta al genérico deber de buena fe o moralidad mediante la deducción por la parte (y/o su letrado, según el caso) de “pretensiones o defensas cuya injusticia o falta de fundamentación no puede ignorar de acuerdo con una mínima pauta de razonabilidad” (temeridad), o bien, a través de “la conducta observada en el proceso con una finalidad exclusivamente distorsionada de aquél, tendiendo a la obstrucción del mismo, persiguiendo su dilación” (malicia).

La sanción es una multa en beneficio de la otra parte, la cual deberá ser cuantificada de acuerdo con los parámetros legales, evaluando las circunstancias del caso y componiendo una relación porcentual respecto del valor del pleito (si el juicio es susceptible de cuantificación pecuniaria) o topes fijos (para el caso contrario).

Los sujetos punibles son los litigantes o sus letrados, aplicándose la multa separada o conjuntamente.

REPRESENTACIÓN DE LAS PARTES. 

La representación es la actuación que cumple en el proceso un tercero ajeno al litigio, sosteniendo la defensa del derecho o interés de la parte procesal que no quiere o no puede actuar por sí misma. 

Esta relación de representación reconoce diversas fuentes. En tal sentido, puede ser la ley la que imponga esta forma de actuación (a partir del establecimiento de variados supuestos de incapacidad de hecho o de la regulación de la manera de intervenir en juicio de las personas jurídicas) como así también la voluntad de las partes (en este caso, los sujetos intervinientes son plenamente capaces y pueden otorgar poder para litigar por ellos a otra persona).

REPRESENTACIÓN NECESARIA – los que tienen incapacidad absoluta de hecho (personas por nacer, menores de 14 años, dementes y sordomudos) y los incapaces relativos de hecho (menores adultos, los penados a los que se refiere el art. 12 CPen., y los inhabilitados del art. 152 bis del CCiv.) actuarán a través de sus representantes necesarios (padres, tutores o curadores), además de la representación promiscua de los Asesores de Incapaces que prevé el art. 59, CCiv.

La Ley de Quiebras 24.522 establece una forma de incapacidad de hecho derivada de la condición de fallido, interviniendo en juicio en defensa de sus derechos el síndico designado, excepto en las causas referidas a las relaciones de familia.

En lo que respecta a las personas jurídicas, se deberá estar a lo que prevé su estatuto y a lo que regulan las leyes específicas (de sociedades, de fundaciones, etc.). Normalmente, en el acto constitutivo de las mismas se indicará qué persona física detenta la representación y cuáles son los alcances de su actuación y los límites dentro de los que puede comprometer a su mandante.

REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA – en este supuesto, estamos ante una parte que, siendo capaz para actuar por sí misma es un cierto proceso, prefiere que lo haga un tercero a su nombre. Para ello debe extenderle un poder o mandato judicial ante la autoridad competente, a fin de certificar dicho acto. 

La representación voluntaria deberá ser acreditada según las reglas del mandato,  contempladas en el CCiv. a partir del art. 1869. Ello ya sea respecto de quien representa a la parte sin ser letrado –debiendo luego, a su vez, contar con la asistencia de un abogado–, como de quien lo represente siendo un profesional del derecho.

Justificación de la personería.

Art. 46 (Texto según ley 11593) – Justificación de la personería. La persona que se presente en juicio por un derecho que no sea propio, aunque le competa ejercerlo en virtud de una representación legal, deberá acompañar con su primer escrito los documentos que acrediten el carácter que inviste.

Sin embargo, los padres que comparezcan en representación de sus hijos y el marido que lo haga en nombre de su mujer, no tendrán obligación de presentar las partidas correspondientes, salvo que el juez, a petición de parte o de oficio los emplazare a presentarlos bajo apercibimiento del pago de las costas y perjuicios que ocasionaren.

Cuando el valor pecuniario de los juicios no supere los tres mil ochocientos pesos ($ 3800), la representación en juicio podrá instrumentarse mediante acta labrada ante el secretario del juzgado interviniente con la comparecencia del poderdante y el profesional que actuará como apoderado.

Justificación de la personería – la norma en estudio manda que quien actúe por un derecho ajeno justifique el vínculo que lo une con el titular de aquél. Y esa demostración deberá realizarse en la primera presentación en juicio: tal la acreditación de la personería.

La falta de la debida acreditación de este extremo por parte del actor dará lugar a que el demandado oponga la excepción dilatoria de falta de personería.

Si no se justifica la personería en la oportunidad prevista por el artículo en estudio, el juez debe exigir de oficio ese requisito, fijando un plazo para ello, bajo apercibimiento de tener a la parte por no presentada.

LETRADO APODERADO. Presentación de poderes.

Art. 47 – Presentación de poderes. Los procuradores o apoderados acreditarán su personalidad desde la primera gestión que hagan en nombre de sus poderdantes, con la pertinente escritura de poder.

Sin embargo, cuando se invoque un poder general o especial para varios actos, se lo acreditará con la agregación de una copia íntegra firmada por el letrado patrocinante o por el apoderado. De oficio o a petición de parte, podrá intimarse la presentación del testimonio original.

Acreditación de poder – quienes actúen por otro en virtud de un poder otorgado en el marco de un contrato de mandato, deberán acompañar el testimonio que así lo acredite. 

La excepción se da para los pleitos cuyo monto no supere los $3.800 (ver art. 46), donde el poder para juicios pasado ante escribano público puede ser reemplazado por acta ante el secretario; en todos los demás supuestos deberá acompañarse el testimonio original que entrega el notario reflejando las constancias protocolizadas. 

GESTOR.

Art. 48 – Gestor. En casos urgentes podrá admitirse la comparecencia en juicio sin los instrumentos que acrediten la personalidad, pero si no fueren presentados o no se ratificase la gestión dentro del plazo de sesenta (60) días, será nulo todo lo actuado por el gestor y éste pagará las costas causadas, sin perjuicio de la responsabilidad por los daños ocasionados.
GESTOR – esta manda contempla la situación en la cual el letrado que asiste a una de las partes debe presentarse formalmente ante la justicia de manera urgente, en defensa de derechos de aquélla, y no cuenta ni con la presencia de su asistido –ya que en ese caso éste podría presentarse por derecho propio con letrado patrocinante– ni con el poder que acredite el mandato y le permita actuar por derecho ajeno.

En tales hipótesis, el letrado podrá comparecer en juicio explicando las situaciones extraordinarias que lo llevan a presentarse sin la debida documentación y haciendo valer expresamente el art. 48. Se establece una facultad excepcional y, por ende, de interpretación restrictiva, ya que autoriza el apartamiento de las reglas relativas a la representación en juicio. 

El juez admitirá ese acto procesal, pero su validez quedará condicionada a que en el plazo de 60 días hábiles se presente el testimonio o la copia del poder otorgado o, en su defecto, una ratificación por parte del litigante de las gestiones realizadas en su nombre.

Consecuencia de la presentación del poder y admisión de la personería.

Art. 49 – Efectos de la presentación del poder y admisión de la personería. Presentado el poder y admitida su personería, el apoderado asume todas las responsabilidades que las leyes le imponen y sus actos obligan al poderdante como si él personalmente los practicare.

Consecuencia de la acreditación de la personería – tal como surge de las reglas del CCiv. respecto al contrato de mandato, los actos realizados en el marco del poder conferido obligan al poderdante como si fuera él en persona quien actuó.

Obligaciones del apoderado.
Art. 50 – Obligaciones del apoderado. El apoderado estará obligado a seguir el juicio mientras no haya cesado legalmente en el cargo. Hasta entonces, las citaciones y notificaciones que se hagan, incluso las de las sentencias definitivas, tendrán la misma fuerza que si se hicieren al poderdante, sin que le sea permitido pedir que se entiendan con éste. Exceptúanse los actos que por disposición de la ley deban ser notificados personalmente a la parte.
Continuidad de la defensa – desde el inicio de la vigencia del contrato de mandato y mientras no cese el mismo (por alguna de las causas contempladas en el art. 53), la relación no puede ser interrumpida unilateral e incausadamente por el abogado. Este abandono importaría, además de un flagrante incumplimiento de lo convenido y una trasgresión de los deberes del abogado susceptible de generar responsabilidad disciplinaria, dejar en indefensión a la parte a la que asiste, con el consiguiente riesgo de pérdida de derechos por esta actitud impropia de quien –paradójicamente– ha sido escogido para la protección y defensa de aquéllos.

De allí que el derecho a la defensa técnica se abastezca no sólo con la designación de un abogado al inicio de la causa, sino también con la continuidad del ejercicio de esta función esencial dentro del proceso.

Alcance del poder.

Art. 51 – Alcance del poder. El poder conferido para un pleito determinado, cualesquiera sean sus términos, comprende la facultad de interponer los recursos legales y seguir todas las instancias del pleito.

También comprende la facultad de intervenir en los incidentes y de ejercitar todos los actos que ocurran durante la secuela de la litis, excepto aquellos para los cuales la ley requiera facultad especial, o se hubiesen reservado expresamente en el poder.

Extensión del mandato – se trata aquí de perfilar los alcances del contrato de mandato que contiene un poder para juicios. Esta manda debe entenderse en el sentido de proveer una pauta hermenéutica cuando los términos del contrato no prevean esa situación o bien resulten confusos u oscuros. En tales supuestos, deberá estarse por la amplitud de actuación a favor del letrado apoderado.

Actuación impropia del letrado. Consecuencias.

Art. 52 – Responsabilidad por las costas. Sin perjuicio de la responsabilidad civil o criminal por el ejercicio del mandato, el mandatario deberá abonar a su poderdante las costas causadas por su exclusiva culpa o negligencia, cuando éstas fueren declaradas judicialmente.

El juez podrá, de acuerdo con las circunstancias, establecer la responsabilidad solidaria del mandatario con el letrado patrocinante.

Actuación impropia del letrado – este artículo refiere a la responsabilidad civil y penal en la que puede incurrir el letrado por un ejercicio indebido de sus funciones, lo cual va de suyo a partir de lo que establecen respectivamente esos dos regímenes legales.

CESACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN. CAUSAS.

Art. 53 – Cesación de la representación. La representación de los apoderados cesará:

1) Por revocación expresa del mandato en el expediente. En este caso, el poderdante deberá comparecer por sí o constituir nuevo apoderado sin necesidad de emplazamiento o citación, so pena de continuarse el juicio en rebeldía. La sola presentación del mandante no revoca el poder.

2) Por renuncia, en cuyo caso el apoderado deberá, bajo pena de daños y perjuicios, continuar las gestiones hasta que haya vencido el plazo que el juez fije al poderdante para reemplazarlo o comparecer por sí. La fijación del plazo se hará bajo apercibimiento de continuarse el juicio en rebeldía. La resolución que así lo disponga deberá notificarse por cédula en el domicilio real del mandante.

3) Por haber cesado la personalidad con que litigaba el poderdante.

4) Por haber concluido la causa para la cual se le otorgó el poder.

5) Por muerte o incapacidad del poderdante. En tales casos, el apoderado continuará ejerciendo su personería hasta que los herederos o representante legal tomen la intervención que les corresponda en el proceso. Mientras tanto, comprobado el deceso o la incapacidad, el juez señalará un plazo para que los interesados concurran a estar a derecho, citándolos directamente si se conocieren sus domicilios, o por edictos durante dos (2) días consecutivos, si no fuesen conocidos, bajo apercibimiento de continuar el juicio en rebeldía en el primer caso y de nombrarles defensor en el segundo.

Cuando el deceso o la incapacidad hubieren llegado a conocimiento del mandatario, éste deberá hacerlo presente al juez o tribunal dentro del plazo de diez (10) días, bajo pena de perder el derecho a cobrar los honorarios que se devengaren con posterioridad. En la misma sanción incurrirá el mandatario que omita denunciar el nombre y domicilio de los herederos, o del representante legal, si los conociere.

6) Por muerte o inhabilidad del apoderado. Producido el caso, se suspenderá la tramitación del juicio y el juez fijará al mandante un plazo para que comparezca por sí o por nuevo apoderado, citándolo en la forma dispuesta en el inciso anterior. Vencido el plazo fijado sin que el mandante satisfaga el requerimiento, se continuará el juicio en rebeldía.



PATROCINIO LETRADO.
Art. 56 – Patrocinio obligatorio. Salvo lo dispuesto en los arts. 87 y 88 (actualmente son los arts. 70 y 71), ley 5177, respecto de los procuradores, los jueces no proveerán ningún escrito de demanda, excepciones y sus contestaciones, alegatos, expresiones de agravios, pliegos de posiciones o interrogatorios, ni aquellos en que se promuevan incidentes o se pida nulidad de actuaciones y, en general, los que sustenten o controviertan derechos, ya sean de jurisdicción voluntaria o contenciosa, si no llevan firma del letrado.

Asistencia letrada y derecho de defensa – el Código refuerza la idea de que sólo con asistencia técnica suficiente se resguarda en debida forma el derecho de defensa en el marco de un proceso judicial, sin hacer distinción alguna entre jurisdicción contenciosa o voluntaria.

Luego de haber regulado en el capítulo anterior la figura del letrado apoderado, se encarga aquí de contemplar la del abogado patrocinante. En estos supuestos, la parte actúa por sí, esto es, presentando escritos con su propia firma, la cual debe ir acompañada de la del letrado que la asiste.

Todo sujeto que desee actuar ante los tribunales tiene la carga de conseguir un letrado que avale técnicamente sus presentaciones. Correlativamente, el Estado tiene el deber de proveerle de uno si carece de medios económicos, a tenor de lo que establece la manda del art. 15, Constitución provincial.

Falta de firma del letrado.

Art. 57 – Falta de firma del letrado. Se tendrá por no presentado y se devolverá al firmante, sin más trámite ni recursos, todo escrito que debiendo llevar firma del letrado no la tuviese, si dentro de veinticuatro (24) horas de notificada la providencia que exige el cumplimiento de ese requisito no fuese suplida la omisión.

Ello tendrá lugar suscribiendo un abogado el mismo escrito ante el secretario o el oficial primero, quien certificará en el expediente esta circunstancia o por la ratificación que por separado se hiciere con firma de letrado.

Consecuencias del incumplimiento – la falta de cumplimiento de la carga de presentar escritos judiciales con firma de un abogado generará el dictado de una providencia poniendo de relieve esa anomalía y exigiendo su subsanación.

Si dentro del plazo de 24 hs la parte no subsana la omisión, el incumplimiento de la carga es sancionado, teniéndose el escrito por no presentado y devolviéndolo al presentante sin posibilidad de cuestionamiento alguno.

Art. 58 – Dignidad. En el desempeño de su profesión, el abogado será asimilado a los magistrados en cuanto al respeto y consideración que debe guardársele.

Jerarquización de la función del abogado – se trata de un reconocimiento a la importancia de la función que ejercen, y que debe entenderse establecido pura y exclusivamente en beneficio de la asistencia jurídica de sus clientes, para una mejor y más eficaz defensa de sus derechos. Esta prerrogativa funcional debe ir acompañada -necesariamente- de una mayor responsabilidad.

2. Unificación de la personería. Concepto. Procedimiento. Revocación.

UNIFICACIÓN DE LA PERSONERÍA. CONCEPTO. PROCEDIMIENTO.

La unificación de la personería tiene lugar cuando existiendo litisconsorcio (participación de mas de una persona en la misma posición de parte) se designa a un apoderado único para que represente a todos los litigantes que tienen en el proceso un interés común. (art.54).

Art. 54 – Unificación de la personería. Cuando actuaren en el proceso diversos litigantes con un interés común, el juez, de oficio o a petición de parte y después de contestada la demanda, les intimará que unifiquen la representación siempre que haya compatibilidad en ella, que el derecho o el fundamento de la demanda sea el mismo o iguales las defensas. A ese efecto, fijará una audiencia dentro de los diez (10) días y si los interesados no concurriesen o no se aviniesen en el nombramiento de representante único, el juez lo designará eligiendo entre los que intervienen en el proceso.

La unificación no podrá disponerse si tratándose de un juicio ordinario, las partes, en el mismo acto, no llegaren a un acuerdo sobre la persona que ha de asumir la dirección letrada.

Producida la unificación, el representante único tendrá respecto de sus mandantes, todas las facultades inherentes al mandato.

Esta manda dispone, concretamente, que sea uno solo el abogado que conduzca las pretensiones o las oposiciones del conjunto de personas que litigan de un mismo lado.

Existe una condición básica: la comunidad de intereses. En tal sentido, las personas deben exhibir intereses comunes que son llevados a juicio. Para evitar peticiones reiteradas o fundamentos superpuestos, es que el Código manda que de oficio o a pedido de alguna de las partes, el juez convoque a la unificación de personería, reuniendo toda la actuación de ese grupo en manos de un solo letrado.

OPORTUNIDAD Y TRÁMITE DE LA UNIFICACIÓN – Para ello habrá que esperar a la contestación de la demanda. El fundamento es evidente: recién allí, luego de que todos los sujetos plantearan sus pretensiones y sus oposiciones, podrá analizarse la compatibilidad de los intereses que exhiben los múltiples integrantes de cada parte. Será necesario, pues, haber delimitado el objeto litigioso.

Determinada aquella homogeneidad de posiciones, se fijará una audiencia dentro de los 10 días a la que deberán asistir todas las personas –con sus letrados–  involucradas en el intento de unificación de personería.

El juez buscará, en primer lugar, que se pongan de acuerdo en la unificación, y luego, en la persona del abogado que habrá de llevar adelante la defensa conjunta. 

Si faltan a la audiencia o, asistiendo, acuerdan lo primero pero no lo segundo, el magistrado en ambos casos designará al abogado representante único. No podrá realizar ello si se trata de un juicio ordinario y las partes –presentes en la audiencia– acuerdan la unificación pero no el nombre del abogado único.

En concordancia, quedaría abierta la posibilidad de que el juez lo designe de oficio si se trata de otro tipo de proceso (sumario o sumarísimo), diferencia sustentada en el principio de economía o celeridad procesal que rige con mayor vigor los procesos plenarios abreviados.

EFECTOS – una vez unificada la personería por acuerdo de sujetos o por decisión del juez y escogido el abogado único, éste adquiere todas las facultades y deberes propios del mandato respecto del grupo de mandatarios ahora unificado.

REVOCACIÓN.

Art. 55 – Revocación. Una vez efectuado el nombramiento común, podrá revocarse por acuerdo unánime de las mismas partes o por el juez a petición de alguna de ellas, siempre que en este último caso hubiese motivo que lo justifique. La revocación no producirá efectos mientras no tome intervención el nuevo mandatario.

La unificación se dejará sin efecto cuando desaparecieren los presupuestos mencionados en el párr. 1º del artículo anterior.

REVOCACIÓN – la premisa básica que posibilita la unificación de la personería es la existencia de pretensiones u oposiciones compatibles entre sí. Ausente este recaudo, no puede echarse mano de esta figura, que persigue la celeridad y simplificación de los trámites. 

Dicha ausencia puede ser original –y constatarse al momento de la demanda y contestación de todos los sujetos – o sobreviniente. 

3. Intervención de terceros. Concepto. Clases. Límites de la intervención y efectos.

INTERVENCIÓN DE TERCEROS. CONCEPTO. 

Se denomina “terceros” a todos aquellos que en mayor o menor medida están interesados en el resultado del litigio, porque los afecta actual o potencialmente. 

Siguiendo con el tema, digamos que algunos intervinientes se integran al proceso como terceros y continúan en tal carácter (por ej., los auxiliares de la jurisdicción, como testigos, peritos, etc.); otros, en cambio, pueden intervenir en el proceso con un interés propio, adquiriendo la calidad de litisconsortes. En tal supuesto, dejan de ser terceros para constituirse en partes. 
CLASES. LÍMITES DE SU INTERVENCIÓN Y EFECTOS.

INTERVENCIÓN VOLUNTARIA.

Art. 90 – Intervención voluntaria. Podrá intervenir en un juicio pendiente en calidad de parte, cualquiera fuere la etapa o la instancia en que éste se encontrase, quien:

1) Acredite sumariamente que la sentencia pudiere afectar su interés propio.

2) Según las normas del derecho sustancial, hubiese estado legitimado para demandar o ser demandado en el juicio.
El tercero que ingresa a un proceso en marcha – en este caso, nos encontramos en el ámbito del litisconsorcio facultativo o voluntario sucesivo, esto es, donde sujetos ajenos a un proceso ya iniciado se incorporan al mismo por propia iniciativa. De allí que se denomine “voluntaria” esta intervención, por oposición a la obligatoria o coactiva que regula el art. 94.

Momento de la incorporación – esta incorporación voluntaria al proceso de terceros es admitida en cualquiera de las etapas o instancias del juicio.

Calidad procesal de los intervinientes.

Art. 91 – Calidad procesal de los intervinientes. En el caso del inc. 1 del artículo anterior la actuación del interviniente será accesoria y subordinada a la de la parte a quien apoyare, no pudiendo alegar ni probar lo que estuviese prohibido a ésta.

En el caso del inc. 2 del mismo artículo, el interviniente actuará como litisconsorte de la parte principal y tendrá sus mismas facultades procesales.

Intervención adhesiva, autónoma o litisconsorcial – sólo será parte en sentido técnico el sujeto descripto en el inc. 2º del art. 90. A esta intervención se la denomina adhesiva autónoma o litisconsorcial. Este sujeto es titular de una pretensión autónoma, por lo que perfectamente pudo haber demandado o ser demandado en juicio distinto.

Intervención adhesiva, simple o coadyuvante – la figura del inc. 1º del art. 90 es denominada intervención adhesiva simple o coadyuvante. No puede ser considerada parte ya que no tiene plena capacidad procesal. Carece de autonomía y sólo cuenta con las facultades de actuación en el pleito que detenta la parte a la que asiste. 

Este sujeto procesal coadyuvante depende en su actuación de la parte principal, y sólo podrá alegar, probar o impugnar en la medida en que pueda hacerlo esta última.

Procedimiento previo.

Art. 92 – Procedimiento previo. El pedido de intervención se formulará por escrito, con los requisitos de la demanda, en lo pertinente. Con aquél se presentarán los documentos y se ofrecerán las demás pruebas de los hechos en que se fundare la solicitud. Se conferirá traslado a las partes y, si hubiese oposición, se la sustanciará en una sola audiencia. La resolución se dictará dentro de los diez (10) días.

Efectos.

Art. 93 – Efectos. En ningún caso la intervención del tercero retrogradará el juicio ni suspenderá su curso.

INTERVENCIÓN OBLIGADA.

Art. 94 – Intervención obligada. El actor en el escrito de demanda y el demandado dentro del plazo para oponer excepciones previas o para contestar la demanda, según la naturaleza del juicio, podrán solicitar la citación de aquél a cuyo respecto considerare que la controversia es común. La citación se hará en la forma dispuesta por los arts. 338 y ss.

Citación de tercero – en este caso, el tercero no aparece voluntariamente a litigar junto con otros por propia comodidad o interés, sino que es citado por el juez a raíz de la solicitud que hacen las partes originales de un pleito mediante un escrito con términos similares a los de una demanda, y se prevé que la notificación a este sujeto ajeno a la litis se realice en la forma y con las garantías con la que se cita a un demandado.

La citación de terceros no es una obligación, sino una facultad de aquel que considere que la controversia les resulta común.
Momento de la citación – la citación del tercero sólo puede hacerse en el momento de la demanda para el actor, y dentro del plazo para oponer excepciones o contestar demanda para el demandado.

Efecto de la citación.

Art. 95 – Efecto de la citación. La citación de un tercero suspenderá el procedimiento hasta su comparecencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiere señalado para comparecer.

Suspensión del procedimiento – la convocatoria a un tercero para que participe obligatoriamente de un proceso determina que se suspenda el trámite ya iniciado, a la espera de que éste se incorpore efectivamente o venza el plazo conferido para que lo haga.

Alcance de la sentencia.

Art. 96 – Alcance de la sentencia. En todos los supuestos, la sentencia dictada después de la intervención del tercero, o de su citación, en su caso, lo afectará como a los litigantes principales.

Será inapelable la resolución que admita la intervención de terceros. La que la deniegue será apelable en efecto devolutivo.

4. Citación de evicción. Tercerías: concepto, clases, requisitos, sustanciación y efectos.

TERCERÍAS. CONCEPTO. CLASES.

Se llama tercería a la pretensión independiente de un tercero, ajeno al proceso, que pretende el dominio de los bienes embargados, o tener un mejor derecho que el embargante sobre dichos bienes. De la definición surgen las 2 clases de terceros: 

· DE DOMINIO.

· DE MEJOR DERECHO. 

Diferencia entre tercería e intervención de terceros: mientras el tercerista busca satisfacer su propio interés sin importarle la suerte del pleito principal, al cual es ajeno, dirigiendo su pretensión tanto contra actor como contra demandado, el tercero se suma al proceso en busca de la misma sentencia de mérito que las partes originales, ya que de esa resolución de fondo también puede obtener provecho.

RÉGIMEN LEGAL.

Fundamento y oportunidad.

Art. 97 – Fundamento y oportunidad. Las tercerías deberán fundarse en el dominio de los bienes embargados o en el derecho que el tercero tuviere a ser pagado con preferencia al embargante.

La de dominio deberá deducirse antes de que se otorgue la posesión de los bienes; la de mejor derecho, antes de que se pague al acreedor.

Si el tercerista dedujere la demanda después de diez (10) días desde que tuvo o debió tener conocimiento del embargo o desde que se rechazó el levantamiento sin tercería, abonará las costas que originare su presentación extemporánea.

Fundamento y oportunidad – esta norma establece la oportunidad en que los terceristas pueden plantear sus pretensiones: la de dominio, sólo hasta la entrega de la posesión de los bienes; la de mejor derecho, hasta el efectivo pago al acreedor.

En el primer caso, se trata de una manera de instrumentar una pretensión reivindicatoria. La tercería de mejor derecho, en cambio, es una típica acción personal, mediante la cual se busca dilucidar –frente a un mismo deudor y pluralidad de acreedores– cuál es el crédito que tiene preferencia respecto de un bien.

Presentación extemporánea. Costas – si un tercerista presenta su pretensión tardíamente, se lo hará cargar con las costas de esa extemporánea irrupción dentro de la litis.

REQUISITOS.

Art. 98 – Requisitos. No se dará curso a la tercería si no se probare, con instrumentos fehacientes o en forma sumaria, la verosimilitud del derecho en que se funda, o se prestare fianza para responder de los perjuicios que pudiere producir la suspensión del proceso principal.

Desestimada la tercería, no será admisible su reiteración si se fundare en título que hubiese poseído y conocido el tercerista al tiempo de entablar la primera.

Recaudos a tener en cuenta – en el caso de la tercería de dominio, al tratarse de una forma de reivindicación, los requisitos se vinculan con esta pretensión real. Así, si se la intenta respecto de bienes inmuebles se deberá recurrir al título de propiedad para acreditar el dominio. 

Idéntica solución se aplica al caso de bienes muebles registrables, donde sólo con la presentación de la constancia de inscripción del dominio a nombre del tercerista podrá prosperar su intento. 

En cuanto a los bienes muebles no registrables, basta con acreditar sumariamente la posesión de ellos al momento del embargo. 

Para el caso de la tercería de mejor derecho, los instrumentos fehacientes habrán de referir a la existencia de un crédito con prioridad respecto de los acreedores que actúan como partes en el proceso. Toda esta documentación debe reunir los recaudos generales para su validez. 

Por último, de la redacción del párr. 1 puede entenderse que si se presta caución suficiente por eventuales perjuicios derivados de la suspensión del trámite, no sería determinante la demostración del dominio sobre las cosas o del privilegio en cuanto al derecho de cobro. Quedará en el juez ponderar la suficiencia de la garantía ofrecida y admitirla o no según el caso.

Efectos sobre el principal de la tercería de dominio.

Art. 99 – Efectos sobre el principal de la tercería de dominio. Si la tercería fuese de dominio, consentida o ejecutoriada la orden de venta de los bienes, se suspenderá el procedimiento principal, a menos que se tratare de bienes sujetos a desvalorización o desaparición o que irrogaran excesivos gastos de conservación, en cuyo caso, el producto de la venta quedará afectado a las resultas de la tercería.

El tercerista podrá, en cualquier momento, obtener el levantamiento del embargo dando garantía suficiente de responder al crédito del embargante por capital, intereses y costas en caso de que no probare que los bienes embargados le pertenecen.

TER4CERÍA DE DOMINIO. EFECTOS – en las tercerías de dominio, consentida la orden de venta de bienes, corresponde disponer la suspensión del procedimiento principal hasta tanto se decida la tercería. 

Cuando sean bienes sujetos a desvalorización, desaparición o de excesivos gastos de conservación, no corresponde decretar la suspensión, en cuyo caso el producto de la venta quedará afectado a las resultas de la tercería.
Efectos sobre el principal de la tercería de mejor derecho.

Art. 100 – Efectos sobre el principal de la tercería de mejor derecho. Si la tercería fuese de mejor derecho, con intervención del tercerista, podrán venderse los bienes, suspendiéndose el pago hasta que se decida sobre la preferencia, salvo si se otorgare fianza para responder a las resultas de la tercería.

El tercerista será parte en las actuaciones relativas al remate de los bienes.

TERCERÍA DE MEJOR DERECHO. EFECTOS – en las tercerías de mejor derecho, pueden venderse los bienes y sólo corresponde suspender el pago hasta que se decida sobre la preferencia invocada, salvo que el embargante otorgue fianzas para responder a las resultas de tercería.

SUSTANCIACIÓN.

Art. 101 – Sustanciación. Las tercerías se sustanciarán con quienes son parte en el proceso principal, por el trámite del juicio ordinario o del sumario, según lo determine el juez, atendiendo a las circunstancias.

Esta resolución será irrecurrible.

Sustanciación – de la tercería incoada –reclamo que se identifica con una verdadera demanda en cuanto a su forma y contenido– se dará traslado bajo las reglas del juicio ordinario o sumario. 

La decisión respecto del trámite a seguir queda en manos del juez, quien resolverá teniendo en cuenta las peculiaridades y complejidades de cada supuesto mediante fallo irrecurrible.

Ampliación o mejora de embargo.

Art. 102 – Ampliación o mejora del embargo. Deducida la tercería, el embargante podrá pedir que se amplíe o mejore el embargo, o que se adopten otras medidas precautorias necesarias.

Connivencia entre tercerista y embargado.

Art. 103 – Connivencia entre terceristas y embargado. Cuando resultare probada la connivencia del tercerista con el embargado, el juez ordenará sin más trámite, la remisión de los antecedentes a la justicia penal e impondrá al tercerista o a los profesionales que lo hayan representado o patrocinado o a ambos, las sanciones disciplinarias que correspondan. Asimismo podrá disponer la detención del tercerista hasta el momento en que comience a actuar el juez en lo penal.

Levantamiento de embargo sin tercería.

Art. 104 – Levantamiento de embargo sin tercería. El tercero perjudicado por un embargo podrá pedir su levantamiento sin promover tercería, acompañando el título de dominio u ofreciendo sumaria información sobre su posesión, según la naturaleza de los bienes.

Del pedido se dará traslado al embargante.

La resolución será recurrible cuando haga lugar al desembargo. Si lo denegara, el interesado podrá deducir directamente la tercería.

CITACIÓN DE EVICCIÓN. RÉGIMEN LEGAL.

Esta institución constituye una de las formas de hacer efectiva la intervención obligada de terceros.  

La citación de evicción supone un caso específico de intervención obligada o coactiva de un sujeto a quien la ley civil vincula con el objeto y la causa de lo pretendido.

Oportunidad.

Art. 105 – Oportunidad. Tanto el actor como el demandado podrán pedir la citación de evicción: el primero, al deducir la demanda; el segundo, dentro del plazo para oponer excepciones previas en el juicio ordinario, o dentro del fijado para la contestación de la demanda, en los demás procesos.

La resolución se dictará sin sustanciación previa. Sólo se hará lugar a la citación si fuere manifiestamente procedente.

La denegatoria será recurrible en efecto devolutivo.

Oportunidad – la citación de evicción podrá ser hecha por el actor al presentar la demanda y por el demandado al plantear excepciones previas –si el trámite es ordinario– o al contestar la demanda –en los demás casos–.

La resolución del juez tendrá la forma de una providencia simple, ya que habrá de dictarse sin sustanciación previa.

Notificación.

Art. 106 – Notificación. El citado será notificado en la misma forma y plazo establecidos para el demandado. No podrá invocar la improcedencia de la citación, debiendo limitarse a asumir o no la defensa.

Si no la ejerciere, su responsabilidad se establecerá en el juicio que corresponda.

Convocatoria al proceso – como todo tercero convocado en forma coactiva, las formas de la citación deben ser similares a las que rigen respecto del demandado.

Efectos.

Art. 107 – Efectos. La citación solicitada oportunamente suspenderá el curso del proceso durante el plazo que el juez fijare. Será carga del citante activar las diligencias necesarias para el conocimiento del citado.

El plazo para oponer excepciones previas y la sustanciación de éstas no quedarán suspendidos.

Suspensión del procedimiento – como toda intervención obligada, la citación de evicción requerida oportunamente (en los momentos que indica el art. 105) determinará la suspensión del proceso durante el tiempo que se haya estipulado judicialmente para la comparecencia del convocado. Sólo seguirá corriendo durante este tiempo el plazo para plantear y sustanciar las excepciones previas que correspondan.

Abstención y tardanza del citado.

Art. 108 – Abstención y tardanza del citado. Si el citado no compareciere o habiendo comparecido se resistiere a asumir la defensa, el juicio proseguirá con quien pidió la citación, salvo los derechos de éste contra aquél.

Durante la sustanciación del juicio, las dos partes podrán proseguir las diligencias para obtener la comparecencia del citado.

Si éste se presentare, tomará la causa en el estado en que se encuentre. En la contestación podrá invocar las excepciones que no hubieren sido opuestas como previas.

Posibilidades de actuación – no es obligación que el tercero venga al juicio y actúe positivamente en defensa de aquel a quien transmitió derechos a título oneroso.

Tanto es así que si no comparece, o compareciendo no asume la mentada defensa, nada podrá hacerse contra ello, prosiguiendo el juicio con las partes originales.

Esa falta de intervención a favor de una de las partes no lo eximirá de sus responsabilidades legales. Los derechos del citante que resultaron menoscabados por la sentencia dictada en este juicio darán la base jurídica a una nueva pretensión, que podrá dirigir contra el garante de evicción remiso en un juicio posterior.

Defensa por el citado.

Art. 109 – Defensa por el citado. Si el citado asumiere la defensa podrá obrar conjunta o separadamente con la parte que solicitó la citación, en el carácter de litisconsorte.

Citación de otros causantes.

Art. 110 – Citación de otros causantes. Si el citado pretendiese, a su vez, citar a su causante, podrá hacerlo en los primeros cinco (5) días de haber sido notificado, sin perjuicio de la carga de proseguir el proceso por sí. En las mismas condiciones, cada uno de los causantes podrá requerir la citación de su respectivo antecesor. Será admisible el pedido de citación simultánea de dos o más causantes.

Será ineficaz la citación que se hiciere sin la antelación necesaria para que el citado pueda comparecer antes de la sentencia de primera instancia.

5. Partes plurales. Litisconsorcio activo, pasivo y mixto. Litisconsorcio voluntario y necesario. Integración de la litis. Unificación de la personería.

PARTES PLURALES. 

Las partes simples son el actor y el demandado, cada uno con una pretensión simple. Pero el proceso puede contener varias pretensiones. En efecto, puede estar integrado por varios actores, o varios demandados, o varios actores y varios demandados simultáneamente, e incluso pueden incorporarse terceros, que al ser admitidos pasan a ser parte, con un interés que actúa como accesorio o coadyuvante. 

Cabe distinguir entonces: partes plurales (un parte formada por más de una persona) de pluralidad de partes (en cuyo caso hay más de dos partes, cada una de ellas con un interés diferenciado para defender).

LITISCONSORCIO. CONCEPTO. ACTIVO, PASIVO Y MIXTO. VOLUNTARIO Y NECESARIO.

Existe litisconsorcio cuando, por mediar cotitularidad activa o pasiva con respecto a una pretensión única, o un vínculo de conexión entre distintas pretensiones, el proceso se desarrolla con la participación de más de una persona en la misma posición de parte.

Según que la pluralidad de sujetos consista en la actuación de varios demandados, de varios actores, o de varios actores y demandados conjuntamente, el litisconsorcio se denomina, respectivamente, activo, pasivo y mixto.

El litisconsorcio es facultativo cuando su formación obedece a la libre y espontánea voluntad de las partes, y es necesario cuando lo impone la ley o la misma naturaleza de la relación o situación jurídica que constituye la causa de la pretensión.

6. Responsabilidad por los gastos del proceso. Régimen legal. Beneficio de litigar sin gastos. 

RESPONSABILIDAD POR LOS GASTOS DEL PROCESO. RÉGIMEN LEGAL.

Principio general.

Art. 68 – Principio general. La parte vencida en el juicio deberá pagar todos los gastos de la contraria, aun cuando ésta no lo hubiese solicitado.

Sin embargo, el juez podrá eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad.

Los gastos del proceso. El principio objetivo de la derrota – el titular del derecho reconocido mediante sentencia debe poder gozar plenamente de él, sin padecer una reducción de bienes derivada del trámite al que fue llevado por la actitud de la contraparte. Se trata de la regla de la “incolumidad” del derecho reconocido. Ése es el fundamento de la postura a la que adscribe el Código a los fines de determinar quién carga con los costos del proceso: el principio objetivo de la derrota tomado de las enseñanzas de Chiovenda.

Obligación de imponer las costas – los jueces deben imponer las costas al perdedor aun cuando la parte interesada no lo requiera expresamente.
Excepción a la regla. “Costas por su orden” – la ley procesal contempla –como válvula de escape del sistema– una excepción genérica al principio objetivo de la derrota, dejando en manos del juez la evaluación de las circunstancias de cada caso concreto y, mediante auto fundado, la eximición en todo o en parte al litigante vencido de cargar con las costas.

El fundamento de la decisión se requiere bajo pena de nulidad del pronunciamiento, sanción que podrá ser requerida por la parte agraviada.

Costas en los incidentes.

Art. 69. Incidente. En los incidentes también regirá lo establecido en la primera parte del artículo anterior, pudiendo eximirse de las costas únicamente cuando se tratase de cuestiones dudosas de derecho.

El condenado al pago de las costas del incidente, no podrá promover otros mientras no haya depositado su importe en calidad de embargo. No estarán sujetos a este requisito de admisibilidad los incidentes suscitados en el curso de las audiencias.

Toda apelación sobre imposición de costas y regulación de honorarios se concederá en efecto diferido, salvo cuando el expediente hubiese sido remitido a la cámara como consecuencia del recurso deducido por algunas de las partes contra la resolución que decidió el incidente.

Costas en los incidentes – el incidente es un tipo de proceso. Si bien suele ser accesorio de otro principal y normalmente es más simple y breve que aquél, durante su trámite también se generan gastos y la resolución que le da fin debe imponer las costas siguiendo el principio objetivo de la derrota.

Apelabilidad. Recurso con efecto diferido – dentro de los incidentes, y para resguardar el principio de celeridad evitando que el trámite tenga que radicarse en la cámara para resolver un recurso de apelación referido solamente a la imposición de costas o a la determinación de honorarios, se ha previsto la apelación con efecto diferido; salvo que el expediente deba ir a la cámara porque coincidentemente se apeló la resolución que pone fin al trámite incidental.

Excepciones.

Art. 70 – Excepciones. No se impondrán costas al vencido:

1) Cuando hubiese reconocido oportunamente como fundadas las pretensiones de su adversario, allanándose a satisfacerlas, a menos que hubiere incurrido en mora o que por su culpa hubiere dado lugar a la reclamación.

2) Cuando se allanare dentro de quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados.

Para que proceda la exención de costas, el allanamiento debe ser real, incondicionado, oportuno, total y efectivo.

Excepciones tasadas a la regla general – el art. 68, luego de sentar la regla general respecto de la imposición de costas, señala una excepción genérica al dejar en manos de los jueces la determinación de los casos en que corresponde eximir total o parcialmente de costas al vencido.

Ahora, en esta manda, se contemplan dos supuestos típicos de esta eximición de costas al vencido.

Vencimiento parcial y mutuo.

Art. 71 – Vencimiento parcial y mutuo. Si el resultado del pleito o incidente fuere parcialmente favorable a ambos litigantes, las costas se compensarán o se distribuirán prudencialmente por el juez en proporción al éxito obtenido por cada uno de ellos.

Distribución de las costas – una vez más, será la prudencia judicial la que sepa ajustar con forma de norma individual (resolución judicial) los alcances abstractos de esta norma general.

Pluspetición inexcusable.

Art. 72 – Pluspetición inexcusable. El litigante que incurriere en pluspetición inexcusable será condenado en costas, si la otra parte hubiese admitido el monto hasta el límite establecido en la sentencia.

Si ambas partes incurrieren en pluspetición, regirá lo dispuesto en el artículo precedente.

Pluspetición inexcusable – no se entenderá que hay pluspetición, a los efectos determinados en este artículo, cuando el valor de la condena dependiese legalmente del arbitrio judicial, de juicio pericial o de rendición de cuentas, o cuando las pretensiones de las partes no fuesen reducidas por la condena en más de un veinte por ciento (20%).

Imposición de costas - se trata de una excepción al principio objetivo de la derrota, ya que aquí, aun ganando, se le impone el costo del proceso al actor que exhibió una conducta abusiva al cuantificar lo requerido por su parte.

Dando un concepto simplificado de esta figura, diremos que se configura si existió una exageración inaceptable respecto de la entidad de lo demandado. De ocurrir ello, aun cuando el demandante sea victorioso, deberá cargar con las costas.

Pluspetición recíproca – se contempla expresamente el caso de que ambas partes incurran en pluspetición inexcusable, remitiendo a la regla de la compensación o distribución proporcional de costas.

Costas en los casos de conciliación, transacción y desistimiento.

Art. 73 – Conciliación, transacción y desistimiento. Si el juicio terminase por transacción o conciliación, las costas serán impuestas en el orden causado. Si lo fuese por desistimiento, serán a cargo de quien desiste, salvo cuando se debiese exclusivamente a cambios de legislación o jurisprudencia.

Exceptúase, en todos los casos, lo que pudieren acordar las partes en contrario.

Nulidad del proceso.

Art. 74 – Nulidad. Si el procedimiento se anulare por causa imputable a una de las partes, serán a su cargo las costas producidas desde el acto o la omisión que dio origen a la nulidad.

Costas en caso de litisconsorcio.

Art. 75 – Litisconsorcio. En los casos de litisconsorcio las costas se distribuirán entre los litisconsortes, salvo que por la naturaleza de la obligación correspondiese la condena solidaria.

Cuando el interés que cada uno de ellos representase en el juicio ofreciere considerables diferencias, podrá el juez distribuir las costas en proporción a ese interés.

Costas al vencedor.

Art. 76 – Costas al vencedor. Cuando de los antecedentes del proceso resultase que el demandado no ha dado motivo a la interposición de la demanda y se allanare dentro del plazo para contestarla, el actor será condenado en costas.

Alcance de la condena en costas. Rubros que implica.

Art. 77 – Alcance de la condena en costas. La condena en costas comprenderá todos los gastos causados u ocasionados por la sustanciación del proceso y los que se hubiesen realizado para evitar el pleito, mediante el cumplimiento de la obligación.

Los correspondientes a pedidos desestimados serán a cargo de la parte que los efectuó u originó, aunque la sentencia le fuere favorable en lo principal.

No serán objeto de reintegro los gastos superfluos o inútiles.

Si los gastos fuesen excesivos, el juez podrá reducirlos prudencialmente.

BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS.

Procedencia.

Art. 78 – Procedencia. Los que carecieren de recursos podrán solicitar antes de presentar la demanda o en cualquier estado del proceso, la concesión del beneficio de litigar sin gastos, con arreglo a las disposiciones contenidas en este capítulo.

“Carencia de recursos” – el Código contempla una manera de lograr el acceso a la justicia que puede estar impedido por los costos económicos de la litis: la concesión del beneficio de litigar sin gastos.

Esta figura está reservada a los que “carecieren de recursos”. Se trata de una medida personal para quien lo solicita. Ahora bien, el concepto “carencia de recursos” resulta variable y mutable.

Es notorio cómo la jurisprudencia se va adaptando a las cambiantes realidades sociales a los fines de determinar quién puede ser considerado “carente de recursos”. Se debe entender que la ley alude a la insuficiencia de medios económicos estrictamente a los fines de litigar, y no un estado de indigencia extrema.

Oportunidad de la petición – la norma indica que puede requerirse tanto antes de presentar la demanda como en cualquier otro estado del proceso. Incluso es posible su solicitud en la cámara, ante la posibilidad de tener que recurrir ante la Suprema Corte de Justicia.

Requisitos de la solicitud.

Art. 79 – Requisitos de la solicitud. La solicitud contendrá:

1) La mención de los hechos en que se fundare, de la necesidad de reclamar o defender judicialmente derechos propios o del cónyuge o de hijos menores, así como la indicación del proceso que se ha de iniciar o en el que se deba intervenir.

2) El ofrecimiento de la prueba tendiente a demostrar la imposibilidad de obtener recursos. Deberán acompañarse los interrogatorios para los testigos que no podrán ser menos de tres (3).

Demanda de beneficio de litigar sin gastos – si bien el código la llama “solicitud”, en puridad se trata de una verdadera demanda, si bien acotada a específicos fines.

La pretensión que busca obtener el beneficio de litigar sin gastos debe venir plasmada en una pieza donde se indiquen los hechos en que se funda. Concretamente, se deberá explicar cuál es el estado patrimonial del requirente, resaltando su insuficiencia a los fines de afrontar un proceso judicial.

Se indicará también en forma precisa cuál es el proceso a iniciar o el iniciado por la contraria.

Y en ese mismo escrito se ofrecerá la prueba que sostenga aquellas afirmaciones. Básicamente se referirá a la carencia de medios y la imposibilidad de obtenerlos en forma suficiente como para afrontar los gastos causídicos.
Prueba.

Art. 80 – Prueba. El juez ordenará sin más trámite las diligencias necesarias para que la prueba ofrecida se produzca a la mayor brevedad y citará al litigante contrario o que haya de serlo, quien podrá fiscalizarla.

Vista y resolución.

Art. 81 – Vista y resolución. Producida la prueba, se dará vista por cinco días comunes al peticionario y a la otra parte. Acto seguido el juez pronunciará resolución acordando el beneficio total o parcialmente o denegándolo. En el primer caso, la resolución será apelable en efecto devolutivo.

No obstará a la concesión del beneficio la circunstancia de tener el peticionario lo indispensable para procurarse su subsistencia cualquiera fuere el origen de sus recursos.

Carácter de la resolución.

Art. 82 – Carácter de la resolución. La resolución que denegare o acordare el beneficio no causará estado.

Si fuere denegatoria, el interesado podrá ofrecer otras pruebas y solicitar una nueva resolución.

La que lo concediere podrá ser dejada sin efecto a requerimiento de parte interesada cuando se demostrare que la persona a cuyo favor se dictó no tiene ya derecho al beneficio.

La impugnación se sustanciará por el trámite de los incidentes.

BENEFICIO PROVISIONAL.

Art. 83 – Beneficio provisional. Hasta que se dicte resolución la solicitud de presentaciones de ambas partes estarán exentas del pago de impuestos y sellados de actuación. Éstos serán satisfechos, así como las costas, en caso de denegación.

El trámite para obtener el beneficio no suspenderá el procedimiento, salvo que se pidiere en el escrito de demanda.

Extensión del beneficio.

Art. 84 – Alcance. El que obtuviere el beneficio estará exento, total o parcialmente, del pago de las costas o gastos judiciales hasta que mejore de fortuna; si venciere en el pleito, deberá pagar las causadas en su defensa hasta la concurrencia máxima de la tercera parte de los valores que reciba.

Alcance – si el beneficiario pierde, aun cuando cargue con las costas, por efecto del beneficio no deberá abonar los gastos comunes del juicio, ni los de su contraparte (que quedarán a cargo de ésta), ni los propios (básicamente honorarios en el caso de que cuente con abogado de la matrícula, no así en el caso de que sea defendido por un funcionario del Ministerio Público).

Y si gana, será la contraparte –vencida– quien deba afrontar la totalidad de los gastos judiciales, incluidos los honorarios del letrado del beneficiario, ya sea un abogado particular como un defensor oficial (en cuyo caso, se depositarán en una cuenta especial del Ministerio Público).

“Mejora de fortuna” – la exención en cuanto a la efectivización de las costas no es para siempre, sino que se contempla la posibilidad de que el beneficiario “mejore de fortuna”. Si bien se trata de un raro caso en los anales de la jurisprudencia, puede ser que en el futuro quien gozó del beneficio adquiera bienes con los que responder a la condena en costas impuesta y, entonces, la contraparte deberá llevar el caso a los tribunales para que, por vía incidental, se aleguen y demuestren los extremos afirmados y, eventualmente, se haga efectiva la responsabilidad tardía.

Defensa del beneficiario.

Art. 85 – Defensa del beneficiario. La representación y defensa del beneficiario será asumida por el defensor oficial salvo que aquél deseare hacerse patrocinar o representar por abogado o procurador de la matrícula. En este último caso, cualquiera sea el monto del asunto, el mandato que confiera podrá hacerse por acta labrada ante el secretario.

Los profesionales podrán exigir el pago de sus honorarios al adversario condenado en costas y a su cliente, en el caso y con la limitación señalada en el art. 84.

Extensión a otro juicio.

Art. 86 – Extensión a otro juicio. A pedido del interesado el beneficio podrá hacerse extensivo para litigar con otra persona, con citación de ésta y por el mismo procedimiento.

UNIDAD 4 – PROCESOS DE  CONOCIMIENTO.

1. Ámbito de los procesos ordinario, sumario, sumarísimo y oral en lo laboral. 

ÁMBITO DEL PROCESO ORDINARIO. 

Art. 319 – Principio general. Todas las contiendas judiciales que no tuvieren señaladas una tramitación especial serán ventiladas en juicio ordinario, salvo cuando este Código autoriza al juez a determinar la clase de proceso aplicable.

Proceso ordinario. La regla – tal como lo plasma la ley, cuando un proceso no tiene atribuido un trámite específico, la contienda se desarrollará según las reglas del proceso ordinario.

Las excepciones al empleo del juicio ordinario vendrán establecidas por expresa previsión legal o bien, en determinados supuestos, por la determinación judicial.

Determinación por parte del juez – en algunas ocasiones, la ley deja en manos del juzgador la determinación del tipo de trámite por el que habrá de desarrollarse el proceso. Se trata de los supuestos de las tercerías (art. 101), de la acumulación de procesos (art. 188, último tramo), de la acción meramente declarativa (art. 322), de liquidación en casos especiales (art. 514), etc.

ÁMBITO DEL PROCESO SUMARIO.

Art. 320 – Juicio sumario. Tramitarán por juicio sumario:

1) (Texto según ley 11593, art. 1) Los procesos de conocimiento hasta la suma de ciento cincuenta mil pesos ($ 150.000), exceptuados aquellos de competencia de la Justicia de Paz, que se regirán por la ley respectiva.

2) Cualquiera sea su monto, las controversias que versen sobre:

a) Pago por consignación.

b) División de condominio.

c) Cuestiones entre copropietarios surgidas de la administración, y las demandas que se promovieran por aplicación de la ley de propiedad horizontal, salvo que las leyes especiales establecieren otra clase de procedimiento.

d) Cobro de crédito por alquileres de bienes muebles.

e) Cobro de medianería.

f) Obligación de otorgar escritura pública y resolución de contrato de compraventa de inmuebles.

g) Cuestiones relacionadas con restricciones y límites del dominio o sobre condominio de muros y cercos, y en particular, las que se susciten con motivo de la vecindad urbana o rural.

h) Obligación exigible de dar cantidades de cosas o valores, o de dar cosas muebles ciertas y determinadas.

i) Suspensión del ejercicio de la patria potestad y suspensión y remoción de tutores y curadores.

j) Pedido de fijación del plazo de cumplimiento de la obligación cuando no se hubiere señalado en el acto constitutivo, o si se hubiese autorizado al deudor para satisfacerla cuando pudiere o tuviese medios para hacerlo, siempre que no se tratase de título ejecutivo.

k) Daños y perjuicios derivados de delitos y cuasi delitos y de incumplimiento del contrato de transporte.

l) Cancelación de hipoteca o prenda.

ll) Restitución de cosa dada en comodato.

m) (Incorporado por ley 11205, art. 1) Cuestiones relacionadas con la tenencia de menores.

3) Los demás casos que la ley establece.

ÁMBITO DEL PROCESO SUMARÍSIMO.

Art. 321 – Proceso sumarísimo. Será aplicable el procedimiento establecido en el art. 496:

1) Cuando se reclamase contra un acto u omisión de un particular que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta algún derecho o garantía explícita o implícitamente reconocida por la Constitución Nacional o de esta Provincia, siempre que fuere necesaria la reparación urgente del perjuicio o la cesación inmediata de los efectos del acto, y la cuestión, por su naturaleza, no deba sustanciarse por alguno de los procesos establecidos por este Código u otras leyes.

2) En los demás casos previstos por este Código u otra ley.

Si de conformidad con las pretensiones deducidas por el actor no procediere el trámite del juicio sumario o sumarísimo, el juez resolverá cuál es la clase de proceso que corresponde. La resolución no será recurrible.

2. Acción de condena, constitutiva y meramente declarativa.

ACCIÓN DE CONDENA.

Las acciones de condena son aquellas mediante las cuales se intenta no sólo la declaración de la existencia de un derecho, sino que también se incluye la aspiración de que el juzgador emita un mandato individualizado de condena de dar, hacer o no hacer algo. 

ACCIÓN CONSTITUTIVA.

Por su parte, las acciones constitutivas son aquellas mediante las que se intenta no sólo la declaración de la existencia de un derecho, sino también la aspiración de que como consecuencia de ella se cree, modifique o extinga un estado jurídico (ej., una sentencia de divorcio).

ACCIÓN MERAMENTE DECLARATIVA.

Art. 322 – Acción meramente declarativa. Podrá deducirse la acción que tienda a obtener una sentencia meramente declarativa, para hacer cesar un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance o modalidades de una relación jurídica, siempre que esa falta de certeza pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor, y éste no dispusiere de otro medio legal para ponerle término inmediatamente.

Si el actor pretendiera que la cuestión tramite por las reglas establecidas para el juicio sumario o sumarísimo, la demanda deberá ajustarse a los términos del art. 484.

El juez resolverá de oficio y como primera providencia, si corresponde el trámite pretendido por el actor teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión y la prueba ofrecida. Esta resolución no será recurrible.

Pretensiones de “conocimiento puro” – hay situaciones en que la pretensión del accionante se agota con la eliminación de la incertidumbre respecto de una cuestión controvertida. Alcanzará con que el juez determine cuál es la realidad a la que tendrán que atenerse las partes y lo declare.

Se ha dicho que la acción meramente declarativa tiende a suprimir un estado de incertidumbre acerca de un derecho o una situación de hecho o jurídica.

Procedencia. REQUISITOS – esta pretensión meramente declarativa sólo podrá tener éxito si reúne ciertos recaudos que marca la ley. Son básicamente 3:

1) En primer término, debe configurarse un estado de duda o incertidumbre respecto de una situación jurídica. La falta de certeza puede referirse tanto a la existencia de esa situación o relación de derecho, como a su alcance o a ciertas modalidades de la misma.

2) En segundo lugar, esta incertidumbre debe causar un perjuicio actual y concreto al actor.

3) Y finalmente, no debe existir otro camino o vía legal para disiparla “inmediatamente”. Esto es, si está previsto otro mecanismo más expedito para resolver el punto, la pretensión meramente declarativa habrá de ser rechazada.
3. Diligencias preliminares, concepto, requisitos y finalidad. Prueba de futuro. Responsabilidad por incumplimiento. 

DILIGENCIAS PRELIMINARES. CONCEPTO. FINALIDAD.

Las diligencias preparatorias son aquellas medidas que el justiciable puede adoptar antes de introducir la instancia o antes de notificar la demanda y, en general, antes de que exista una demanda, con el objeto de que un proceso futuro se constituya con el máximo de regularidad y eficacia. 

FINALIDAD. 

Se trata de diligencias que, a pesar de ser realizadas ante el juez, con intervención siempre limitativa de sujetos, no tienden a la solución de un conflicto de intereses, sino a la producción material de elementos destinados a ser aprovechados en un proceso. 

Enumeración.

Art. 323 – Enumeración. El proceso de conocimiento podrá prepararse pidiendo el que pretenda demandar, o quien, con fundamento, prevea que será demandado:

1) Que la persona contra quien se proponga dirigir la demanda preste declaración jurada, por escrito y dentro del plazo que fije el juez, sobre algún hecho relativo a su personalidad, sin cuya comprobación no pueda entrarse en juicio.

2) Que se exhiba la cosa mueble que haya de pedirse por acción real, sin perjuicio de su depósito o de la medida precautoria que corresponda.

3) Que se exhiba un testamento cuando el solicitante se crea heredero, coheredero o legatario, si no pudiera obtenerlo sin recurrir a la justicia.

4) Que, en caso de evicción, el enajenante o adquirente exhiba los títulos u otros instrumentos referentes a la cosa vendida.

5) Que el socio o comunero o quien tenga en su poder los documentos de la sociedad o comunidad, los presente o exhiba.

6) Que la persona que haya de ser demandada por reivindicación u otra acción que exija conocer el carácter en cuya virtud ocupa la cosa objeto del juicio a promover, exprese a qué título la tiene.

7) Que se nombre tutor o curador para el juicio de que se trate.

8) Que si el eventual demandado tuviere que ausentarse del país, constituya domicilio dentro de los cinco (5) días de notificado, bajo apercibimiento de lo dispuesto en el art. 41.

9) Que se practique una mensura judicial.

10) Que se cite por el reconocimiento de la obligación de rendir cuentas.

Trámite de la declaración jurada.

Art. 324 – Trámite de la declaración jurada. En el caso del inc. 1º del artículo anterior, la providencia se notificará por cédula, con entrega del interrogatorio. Si el requerido no respondiere dentro del plazo, se tendrán por ciertos los hechos consignados en forma asertiva, sin perjuicio de la prueba en contrario que se produjera una vez iniciado el juicio.

Trámite de la exhibición de cosas e instrumentos.

Art. 325 –Trámite de la exhibición de cosas e instrumentos. La exhibición o presentación de cosas o instrumentos se hará en el tiempo, modo y lugar que determine el juez, atendiendo a las circunstancias. Cuando el requerido no los tuviere en su poder deberá indicar, si lo conoce, el lugar en que se encuentre o quién los tiene.

PRUEBA ANTICIPADA (o PRUEBA DE FUTURO).

Art. 326. Prueba anticipada. Los que sean o vayan a ser parte en un proceso de conocimiento y tuvieren motivos justificados para temer que la producción de sus pruebas pudiera resultar imposible o muy dificultosa en el período de prueba, podrán solicitar que se produzcan anticipadamente las siguientes:

1) Declaración de algún testigo de muy avanzada edad, o que esté gravemente enfermo o próximo a ausentarse del país.

2) Reconocimiento judicial o dictamen pericial para hacer constar la existencia de documentos, o el estado, calidad o condición de cosas o de lugares.

3) Pedido de informes.

La absolución de posiciones podrá pedirse únicamente en proceso ya iniciado.
Medidas conservatorias. Prueba anticipada – si bien normalmente se recurre al instituto de la prueba anticipada en forma previa a la demanda, ello no tiene por qué ser siempre así. De acuerdo con lo que antecede, las partes podrán recurrir a este instituto luego de presentados los escritos de inicio y contestación. Ello hasta el momento en que normalmente se desarrolla la producción de estos actos probatorios: el período que nace con el auto de apertura a prueba.

Pedido de medidas preliminares, resolución y diligenciamiento.

Art. 327 – Pedido de medidas preliminares, resolución y diligenciamiento. En el escrito en que se solicitaren medidas preliminares se indicará el nombre de la futura parte contraria, su domicilio si fuere conocido y los fundamentos de la petición.

El juez accederá a las pretensiones si estimare justas las causas en que se fundan, repeliéndolas de oficio en caso contrario.

La resolución será apelable únicamente cuando denegare la diligencia.

Si hubiere de practicarse la prueba se citará a la contraria, salvo cuando resultare imposible por razón de urgencia, en cuyo caso intervendrá el defensor oficial. El diligenciamiento se hará en la forma establecida para cada clase de prueba, salvo en el caso de la pericial, que estará a cargo de un perito único, nombrado de oficio.
Producción de prueba anticipada luego de trabada la litis.

Art. 328 – Producción de prueba anticipada después de trabada la litis. Después de trabada la litis, la producción anticipada de prueba sólo tendrá lugar por las razones de urgencia indicadas en el art. 326, salvo la atribución conferida al juez por el art. 36, inc. 2º.

RESPONSABILIDAD POR INCUMPLIMIENTO.

Art. 329 (Texto según ley 11593, art. 1) – Responsabilidad por incumplimiento. Cuando sin justa causa el interpelado no cumpliere la obligación del juez en el plazo fijado, o diere informaciones falsas o que pudieren inducir a error o destruyere u ocultare los instrumentos o cosas cuya exhibición o presentación se hubiese requerido, se le aplicará una multa que no podrá ser menor de cincuenta pesos ($ 50) ni mayor de dos mil quinientos pesos ($ 2500), sin perjuicio de las demás responsabilidades en que hubiere incurrido.

La orden de exhibición o presentación de instrumento o cosa mueble, que no fuere cumplida, se hará efectiva mediante secuestro y allanamiento de lugares, si resultare necesario.

4. Las pretensiones procesales. Acción. Pretensiones. Acumulación de pretensiones. Identificación de acciones; acumulación. Distintos supuestos. Acumulación de procesos: concepto, clases. 

LAS PRETENSIONES PROCESALES. ACCIÓN. PRETENSIONES.

ACCIÓN. CONCEPTO – la acción es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión. 

Este poder jurídico compete al individuo en cuanto tal, como un atributo de su personalidad. Tiene, es ese aspecto, un carácter rigurosamente privado. Pero al mismo tiempo, en la efectividad de ese ejercicio está interesada la comunidad, lo que le asigna un carácter público. 

Es por esta circunstancia que en tanto el individuo ve en la acción una tutela de su propia personalidad, la comunidad ve en ella el cumplimiento de uno de sus más altos fines, o sea, la realización efectiva de las garantías de justicia, paz, seguridad, orden, libertad, consignadas en la Constitución. 

Podemos entonces distinguir:

· el derecho.
· la pretensión de hacerlo efectivo mediante la demanda judicial; la pretensión no es, por supuesto, un derecho autónomo, sino un simple hecho.

· la acción, o sea, el poder jurídico que faculta para acudir a los órganos de la jurisdicción. 

Estas tres manifestaciones del derecho no siempre van unidas. La acción, como poder jurídico de acudir a la jurisdicción, existe siempre: con derecho o sin él; con pretensión o sin ella, pues todo individuo tiene ese poder jurídico, aún antes de que nazca su pretensión concreta. El poder de accionar es un poder jurídico de todo individuo en cuanto tal; existe aún cuando no se ejercite efectivamente. 

PRETENSIÓN. CONCEPTO – la pretensión es la afirmación de un sujeto de derecho de merecer la tutela jurídica y, por supuesto, la aspiración concreta de que ésta se haga efectiva. Es un acto que consiste en una declaración de voluntad por la cual se solicita la actuación del órgano jurisdiccional frente a una persona determinada y distinta del autor de la declaración. 

La pretensión NO ES LA ACCIÓN.
DISTINTAS CLASES DE PRETENSIONES.

Puede hablarse de pretensiones de conocimiento, de ejecución y cautelares; reales y personales.

Las pretensiones de conocimiento son aquéllas mediante las cuales se solicita al órgano judicial que dilucide y determine el contenido y alcance de una situación jurídica. Se dividen, a su vez, en pretensiones declarativas, de condena y determinadas.

Las pretensiones declarativas tienden a obtener un pronunciamiento que elimine la  falta de certeza sobre la existencia, eficacia, modalidad o interpretación de una relación o estado jurídico. 

Se denominan pretensiones de condena a aquéllas mediante las cuales se reclama el pronunciamiento de una sentencia que imponga al demandado el cumplimiento de una prestación (de dar, de hacer, o de no hacer) a favor del actor.

Las pretensiones determinativas o especificativas son aquéllas mediante las cuales se pide  al juez que fije los requisitos o condiciones a que quedará supeditado el ejercicio de un derecho.

La clasificación de las pretensiones en reales y personales, atiende a la naturaleza del derecho invocado como fundamento de la pretensión procesal.

ACUMULACIÓN DE ACCIONES.

ACUMULACIÓN OBJETIVA DE ACCIONES.

Art. 87 – Acumulación objetiva de acciones. Antes de la notificación de la demanda el actor podrá acumular todas las acciones que tuviere contra una misma parte, siempre que:

1) No sean contrarias entre sí, de modo que por la elección de una queda excluida la otra.

2) Correspondan a la competencia del mismo juez.

3) Puedan sustanciarse por los mismos trámites.

Acumulación objetiva de pretensiones – este artículo sostiene que el actor puede acumular todas las pretensiones (el texto legal dice “acciones”) que tuviere contra una misma parte.

Requisitos. Oportunidad – no en todos los casos es posible reunir estas peticiones ante un mismo magistrado dentro de un único expediente. La ley plantea ciertos condicionamientos que tienden a preservar la seguridad jurídica en este trámite “acumulativo” de pretensiones.

· En primer lugar, introduce la cuestión temporal. Concretamente, hasta cuándo pueden reunirse estas pretensiones dentro del mismo juicio. Siguiendo la misma regla que para la modificación de la demanda del art. 331, esta posibilidad acumulativa existe hasta el momento de la notificación del traslado de esa pieza.

· Luego de ello recoge una cuestión que deviene de las normas de fondo, cual es la imposibilidad de acumular pretensiones que resulten incompatibles entre sí. 

· Finalmente, se requieren otros aspectos de corte formal pero que también hacen a la seguridad jurídica: que las dos pretensiones correspondan a la competencia del mismo juez y que tengan previsto el mismo tipo de trámite procesal.

LITISCONSORCIO FACULTATIVO.

Art. 88 – Litisconsorcio facultativo. Podrán varias partes demandar o ser demandadas en un mismo proceso cuando las acciones sean conexas por el título, o por el objeto, o por ambos elementos a la vez.

Pluralidad subjetiva – a diferencia de lo que ocurría en el supuesto del art. 87, donde lo plural de las pretensiones recaía sobre los elementos objetivos (objeto y causa) habiendo identidad de sujetos (un solo sujeto como actor, titular de varias pretensiones contra un solo sujeto como demandado), aquí se da el fenómeno inverso.

El objeto y la causa (“título” según la ley) son elementos comunes (“conexos” dice la norma),  mientras que los múltiples son los sujetos involucrados, originándose la figura del “litisconsorcio”.

LITISCONSORCIO NECESARIO.

Art. 89 – Litisconsorcio necesario. Cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente más que con relación a varias partes, éstas habrán de demandar o ser demandadas en un mismo proceso.

Si así no sucediere, el juez de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, ordenará, antes de dictar la providencia de apertura a prueba, la integración de la litis dentro de un plazo que señalará, quedando en suspenso el desarrollo del proceso mientras se cite al litigante o litigantes omitidos.

Orden público – En este caso, la situación varía. Ahora es el orden jurídico el que manda que se integren ciertos litisconsorcios, dado que lo que se ventila no son diferentes pretensiones (como en el caso del artículo anterior) sino una única pretensión con pluralidad de titulares. Todos ellos deben estar presentes inexorablemente en el proceso para que la sentencia que se dicte sea ejecutable (“útil” señala la ley).

IDENTIFICACIÓN DE PRETENSIONES/ACCIONES. DIVERSOS SUPUESTOS.

Es el procedimiento mediante el cual dos o más pretensiones son confrontadas entre sí con el objeto de establecer si se trata de una misma pretensión o de distintas pretensiones. Su importancia práctica se advierte en distintos aspectos del proceso, particularmente cuando corresponde decidir acerca de la procedencia de las excepciones de litispendendencia y cosa juzgada, o cuando se trata de determinar si la sentencia ha sido dictada dentro del ámbito de la pretensión procesal.

La primera identidad que debe verificarse es la que pudiere existir entre los sujetos (activo y pasivo), excluido el órgano judicial, que es ajeno a la relación jurídica sustancial sobre la que versa la pretensión.

Desde el punto de vista del objeto, es preciso atender a los dos aspectos de aquél, es decir, al objeto inmediato y al mediato. Habría identidad de pretensiones si, rechazada una pretensión declarativa sobre la base de la inexistencia del derecho material reclamado, se formulase posteriormente una pretensión de condena relativa  al mismo objeto mediato, pues la sentencia de condena debe fundarse, necesariamente, en la existencia de ese derecho.

Con respecto a la causa, debe entenderse que el simple cambio de argumentación jurídica en que se fundó una pretensión, excluye la procedencia de una pretensión posterior que se sustente en las mismas circunstancias de hecho. De modo que, rechazada una pretensión de divorcio fundada en el adulterio, no cabría intentar una nueva pretensión sosteniéndose que los mismos hechos configuran la causal de injurias graves.

ACUMULACIÓN DE PROCESOS.

CONCEPTO – la acumulación de procesos consiste  en la reunión material de dos o más procesos que, en razón de tener por objeto pretensiones conexas, no pueden ser sustanciados separadamente sin riesgo de conducir al pronunciamiento de decisiones contradictorias, e incluso de cumplimiento imposible por efecto de la cosa juzgada. En su base existe, una pluralidad de pretensiones, las cuales, al acumularse, determinan la unión material de los distintos procesos en los que aquéllas se hicieron valer.

Procedencia.

Art. 188 – Procedencia. Procederá la acumulación de procesos cuando hubiese sido admisible la acumulación subjetiva de acciones de conformidad con lo prescripto en el art. 88 y, en general, siempre que la sentencia que haya de dictarse en uno de ellos pudiere producir efectos de cosa juzgada en otro u otros.

Se requerirá además:

1) Que los procesos se encuentren en la misma instancia.

2) Que el juez a quien corresponda entender en los procesos acumulados sea competente por razón de la materia.

3) Que puedan sustanciarse por los mismos trámites.

Sin embargo, podrán acumularse dos (2) o más procesos de conocimiento, o dos (2) o más procesos de ejecución sujetos a distintos trámites, cuando su acumulación resultare indispensable en razón de concurrir la circunstancia prevista en la última parte del párr. 1º. En tal caso, el juez determinará el procedimiento que corresponde imprimir al juicio acumulado.

Procedencia. Requisitos – el Código plantea ciertos requisitos procedimentales: 

· que las causas se encuentren en la misma instancia.

· que el juez que deba entender en el trámite de los procesos acumulados sea competente en razón de la materia.

· y que puedan seguir todas ellas el mismo tipo de trámite.

Principio de prevención.

Art. 189 – Principio de prevención. La acumulación se hará sobre el expediente en el que primero se hubiese notificado la demanda. Si los jueces intervinientes en los procesos tuvieran distintas competencias por razón del monto, la acumulación se hará sobre el de mayor cuantía.

Modo y oportunidad de disponerse la acumulación.

Art. 190 – Modo y oportunidad de disponerse. La acumulación se ordenará de oficio, o a petición de parte formulada por vía de excepción de litispendencia o de incidente. Éste podrá promoverse en cualquier instancia o etapa del proceso, hasta el momento de quedar en estado de sentencia.

Iniciativa de la acumulación – el fundamento de la acumulación radica en el intento de evitar decisiones contradictorias, lo cual redunda en la vigencia del valor seguridad.

Trámite de la acumulación.

Art. 191 – Resolución del incidente. El incidente podrá plantearse ante el juez que debe conocer en definitiva o ante el que debe remitir el expediente.

En el primer caso, el juez conferirá vista a los otros litigantes, y si considerare fundada la petición solicitará el otro u otros expedientes, expresando los fundamentos de su pedido. Recibidos, dictará sin más trámite resolución, contra la cual no habrá recurso y la hará conocer a los juzgados donde tramitaban los procesos.

En el segundo caso, dará vista a los otros litigantes, y si considerare procedente la acumulación remitirá el expediente al otro juez, o bien le pedirá la remisión del que tuviere en trámite, si entendiese que la acumulación debe efectuarse sobre el que se sustancia ante su juzgado, expresando los motivos en que se funda. En ambos supuestos la resolución será inapelable. Si se declarase improcedente el pedido, la resolución será apelable.

Conflicto de acumulación. 

Art. 192 – Conflicto de acumulación. Sea que la acumulación se hubiese dispuesto a pedido de parte o de oficio, si el juez requerido no accediere, podrá plantear contienda de competencia en los términos de los arts. 9 a 12.

Suspensión del trámite.

Art. 193 – Suspensión de trámite. El curso de todos los procesos se suspenderá, si tramitasen ante un mismo juez, desde que se promoviere la cuestión. Si tramitasen ante jueces distintos, desde que se comunicare el pedido de acumulación al juez respectivo. Exceptúanse las medidas o diligencias de cuya omisión pudiere resultar perjuicio.

Sentencia única.

Art. 194 – Sentencia única. Los procesos acumulados se sustanciarán y fallarán conjuntamente, pero si el trámite resultare dificultoso por la naturaleza de las cuestiones planteadas, podrá el juez disponer sin recurso, que cada proceso se sustancie por separado, dictando una sola sentencia.

5. Incidentes. Concepto. Clases. Efectos sobre el proceso principal, procedimiento. 

INCIDENTES. CONCEPTO.

Junto con el trámite principal pueden sustanciarse trámites paralelos, ya sea en el mismo expediente o en otro abierto a esos fines. Se trata de los incidentes, figura procesal a través de la cual se busca una resolución respecto de temas que, si bien están vinculados con el objeto principal de la causa, no está previsto que su sustanciación se produzca dentro de ese continente y sí siguiendo las pautas que se establecen en forma especial en los arts. 175 a 187.

Se reserva el nombre de “incidente” para aquellas cuestiones conexas o accesorias al objeto principal del pleito que requieran una resolución especial, pero que no se hallan sometidas a un procedimiento particular sino a una sustanciación que el Código ha configurado genéricamente para todas ellas.
CLASES.

Los incidentes pueden clasificarse en:

· genéricos (o comunes): son aquellos que establecen los arts. 175 y ss. del CPCCBA, que tienen un trámite general establecido para todos los casos en que la ley no provea uno especial

· reglados: son aquellos a los que la ley les ha dado un trámite especial, el que puede cubrir todo el desarrollo incidental (reglados totalmente) o cubrir parte de su desarrollo en función de requisitos o elementos que hacen a su formación, como a su admisión y desarrollo (reglados parcialmente). 

EFECTOS SOBRE EL PRINCIPAL. PROCEDIMIENTO.
Principio general.

Art. 175 – Principio general. Toda cuestión que tuviere relación con el objeto principal del pleito y no se hallare sometida a un procedimiento especial, tramitará en piezas separadas, en la forma prevista por las disposiciones de este capítulo.

Efectos del incidente sobre el proceso principal. 

Art. 176 – Suspensión del proceso principal. Los incidentes no suspenderán la prosecución del proceso principal, a menos que este Código disponga lo contrario o que así lo resolviere el juez cuando lo considere indispensable por la naturaleza de la cuestión planteada. La resolución será irrecurrible.
Suspensión del proceso principal. Regla y excepciones – como regla, la sustanciación de un incidente no habrá de suspender el trámite principal. Lo contrario importaría tanto como echar por tierra la utilidad de esta vía simultánea, y no existiría diferencia alguna entre la tramitación paralela y la introducción de esos planteos dentro del expediente principal. Sin embargo, puede darse el caso donde sea necesario suspender el trámite principal.

La ley remite a dos fuentes de las que puede surgir el efecto suspensivo de los incidentes respecto del juicio principal: por un lado, la norma y los casos establecidos específicamente en ella; y por el otro, el criterio judicial.

Formación del incidente.

Art. 177 – Formación del incidente. El incidente se formará con el escrito en que se promoviere y con copia de la resolución y de las demás piezas del principal que lo motivan y que indicaren las partes, señalando las fojas respectivas cuya confrontación hará el secretario o el oficial primero.

Requisitos.

Art. 178 – Requisitos. El que planteare el incidente deberá fundarlo clara y concretamente en los hechos y en el derecho, y ofrecer toda la prueba de que intentare valerse.

Requisitos – estas normas establecen como carga de quien inicia la tramitación de un incidente la de presentar la petición por escrito. Se indica que la misma deberá estar debidamente fundada, actuando de manera supletoria los recaudos del art. 330, respecto de la demanda.
Control de procedencia del incidente.

Art. 179 – Rechazo “in limine”. Si el incidente promovido fuese manifiestamente improcedente, el juez deberá rechazarlo sin más trámite. La resolución será apelable en efecto devolutivo.

Control de procedencia del incidente – el juez controlará si la incidencia planteada es atendible o no, atento el conflicto planteado en su confronte tanto con el derecho de fondo como con el procesal. Sólo si de ese estudio surge manifiesta la improcedencia, habrá de rechazarlo liminarmente.

Esta facultad debe ser ejercida con mesura, bajo riesgo de vulnerar el derecho de defensa del incidentista. En todo caso, haciendo uso de facultades ordenatorias conferidas por el mismo ordenamiento, podrá requerir que la pretensión incidental sea completada o aclarada en debida forma, cuando las deficiencias sean subsanables de una manera rápida y sencilla.

Bilateralidad del incidente.

Art. 180. Traslado y contestación. Si el juez resolviere admitir el incidente, dará traslado por cinco (5) días a la otra parte, quien al contestarlo deberá ofrecer la prueba.

El traslado se notificará personalmente o por cédula dentro de tercer día de dictada la providencia que lo ordenare.

Prueba.

Art. 181 – Recepción de la prueba. Si hubiere de producirse prueba que requiriese audiencia, el juez la señalará para una fecha que no podrá exceder de diez (10) días; citará a los testigos que las partes no puedan hacer comparecer por sí y adoptará las medidas necesarias para el diligenciamiento de la prueba que no pueda recibirse en dicha audiencia.

Si no resultare posible su agregación antes de la audiencia sólo será tenida en cuenta si se incorporase antes de resolver el incidente, cualquiera sea la instancia en que éste se encontrare.

Prórroga o suspensión de la audiencia.

Art. 182. Prórroga o suspensión de la audiencia. La audiencia podrá postergarse o suspenderse una sola vez por un plazo no mayor de diez (10) días, cuando hubiere imposibilidad material de producir la prueba que deba recibirse en ella.

Prueba pericial y testimonial.

Art. 183 – Prueba pericial y testimonial. La prueba pericial, cuando procediere se llevará a cabo por un solo perito designado de oficio.

No se admitirán más de cinco (5) testigos por cada parte y las declaraciones no podrán recibirse fuera de la jurisdicción, cualquiera fuere el domicilio de aquéllos.

Cuestiones accesorias.

Art. 184 – Cuestiones accesorias. Las cuestiones que surgieren en el curso de los incidentes se decidirán en la interlocutoria que los resuelva.

“Incidencias de incidentes” – como no se admite la posibilidad de que se sustancien incidentes derivados de incidentes, es que las cuestiones accesorias –”incidencias”– a la ventilada por la vía incidental serán resueltas en la sentencia interlocutoria que da finalización a este trámite.

Resolución.

Art. 185 – Resolución. Contestado el traslado o vencido el plazo, si ninguna de las partes hubiese ofrecido prueba o no se ordenase de oficio, o recibida la prueba, en su caso, el juez, sin más trámite dictará resolución.

Resolución recaída en los incidentes – una vez que el incidente se encuentra cerrado, ya sea porque no existe prueba ofrecida o introducida por el juez o bien porque concluyó la etapa probatoria, se dictará la sentencia interlocutoria que le pone fin.

Tramitación conjunta de incidentes.

Art. 186 – Tramitación conjunta. Todos los incidentes que por su naturaleza pudieren paralizar el proceso, cuyas causas existieran simultáneamente y fuesen conocidas por quien los promueve, deberán ser articulados en un mismo escrito, siempre que sea posible su tramitación conjunta. Se desestimarán sin más trámite los que se entablaren con posterioridad.

Incidentes en procesos sumarios y sumarísimos.

Art. 187 – Incidentes en procesos sumarios y sumarísimos. En los procesos sumarios y sumarísimos, regirán los plazos que fije el juez, quien asimismo adoptará de oficio las medidas adecuadas para que el incidente no desnaturalice el procedimiento principal.

UNIDAD 5 – PROCESO DE CONOCIMIENTO ORDINARIO. LA DEMANDA. 

1. Demanda: requisitos. Teoría de la sustanciación. Modificación y transformación de la demanda, diferencias, oportunidad de realizarlas. Demanda y contestación conjuntas. 

DEMANDA. Concepto.

La demanda se puede definir, primeramente, como el acto procesal mediante el cual el justiciable introduce ante el órgano jurisdiccional una pretensión concreta de actividad.  

REQUISITOS. 

Art. 330 – Forma de la demanda. La demanda será deducida por escrito y contendrá:

1) El nombre y domicilio del demandante.

2) El nombre y domicilio del demandado.

3) La cosa demandada, designándola con toda exactitud.

4) Los hechos en que se funde, explicados claramente.

5) El derecho expuesto sucintamente, evitando repeticiones innecesarias.

6) La petición en términos claros y positivos.

La demanda deberá precisar el monto reclamado, salvo cuando al actor no le fuere posible determinarlo al promoverla, por las circunstancias del caso, o porque la estimación dependiera de elementos aún no definitivamente fijados y la promoción de la demanda fuese imprescindible para evitar la prescripción de la acción. En estos supuestos, no procederá la excepción de defecto legal.

La sentencia fijará el monto que resulte de las pruebas producidas.

La demanda. Forma y requisitos.

En el caso concreto de la demanda, las formas son muy importantes, ya que delinean el perfil de la contienda sometida a decisión jurisdiccional y hacen nacer la carga de defenderse del o de los demandados.

· Identificación de la pretensión.

Esta norma contempla qué elementos deberá contener el escrito de inicio para dar lugar a una petición seria y fundada.

Los diferentes recaudos que contiene el art. 330 en estudio no hacen más que reflejar los diferentes factores integrativos de la pretensión esgrimida por el actor. La información a estos efectos la debe recabar el letrado de la actora en una tarea que –junto con el procesamiento y depuración de la misma– resulta de las más complejas y trascendentes de las que tienen lugar en el proceso.

· Sujetos de la pretensión.

En los primeros incisos de este artículo se hace alusión a los sujetos de la pretensión. Se deben consignar los datos de la parte actora y de la parte demandada. 

La identificación de las personas que compongan esas partes reviste trascendencia a los efectos de una precisa determinación de quién será el sujeto contra el que se dirige la pretensión, y para que el demandado conozca también de manera exacta contra quién habrá de defenderse.

· Objeto de la pretensión.

Se exige la designación de la cosa demandada hecha “con toda exactitud”. En tal sentido, el escrito de demanda debe contener la designación precisa de aquello que se reclama, esto es, la cosa demandada.

A pesar de la rigidez del principio, no siempre es necesaria una designación tan exacta y precisa. Lo que la ley realmente busca realmente es que se individualice aquello que se reclama, pero no exige una “descripción” exacta o exhaustiva de la cosa reclamada.

En las demandas por sumas de dinero, es necesario precisar el monto reclamado, pues se trata de un elemento que el demandado tendrá en cuenta para adoptar determinada posición frente al reclamo. Sin embargo, permite cierta indeterminación si por las circunstancias del caso no fuere posible determinarlo; si se tratare de evitar la prescripción de la acción.

· Exposición de los hechos.

La demanda debe contener una exposición de los hechos, los cuales deben ser explicados claramente. En la demanda, el actor debe relatar todos aquellos acontecimientos concretos, espacial y temporalmente determinados, de los cuales puedan deducirse los presupuestos de las normas jurídicas que amparan o protegen una situación jurídica. 

Respecto de esta cuestión, existen 2 teorías para tener en cuenta:

· la teoría de la individualización, que sostiene que no es necesario un relato minucioso de los hechos, sino que basta con indicar (individualizar) la relación jurídica que ha dado lugar al litigio.

· la TEORÍA DE LA SUSTANCIACIÓN, la cual requiere que la demanda contenga una narración de los hechos más o menos detallada, de acuerdo con las circunstancias del litigio, sobre los cuales deberá expedirse el demandado, reconociéndolos o negándolos. 

· Exposición del derecho.

La exigencia legal no impone al actor la carga de designar por su nombre técnico la pretensión, y aunque la ausencia de citas legales no puede autorizar una excepción de defecto legal, ella facilita la calificación jurídica de la relación sustancial que se invoca. 

· La petición.

Es la exhortación que el justiciable dirige al juez para que dicte una resolución que ampare los derechos que se invocan. 

Requisitos fiscales – la demanda se ha transformado en un acto imponible, con un sujeto contribuyente y responsable. Por ello, exige el pago de ciertos montos. Entre ellos se encuentra la tasa judicial, cuyo monto lo determina la ley impositiva en un porcentaje sobre el valor del litigio, o en una suma fija si se tratara de un litigio cuyo valor fuera indeterminado. 

TRANSFORMACIÓN Y AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA.

Art. 331 – Transformación y ampliación de la demanda. El actor podrá modificar la demanda antes de que ésta sea notificada. Podrá, asimismo, ampliar la cuantía de lo reclamado si antes de la sentencia vencieren nuevos plazos o cuotas de la misma obligación. Se considerarán comunes a la ampliación los trámites que la hayan precedido y se sustanciará únicamente con un traslado a la otra parte.

Si la ampliación, expresa o implícitamente, se fundare en hechos nuevos, se aplicarán las reglas establecidas en el art. 363.

Transformación y ampliación de la demanda. Oportunidad – por regla, una vez presentada la demanda queda petrificada judicialmente la pretensión. 

Sin embargo, puede darse el caso de que sea necesario introducir modificaciones en aquel acto petitorio inicialmente expuesto, ya sea para completar elementos faltantes, desarrollar mejor algunos argumentos, subsanar errores, ampliar la cuantía de lo requerido, etc.

Pero se establece un límite temporal a esta actividad, ahora teniendo en miras la preservación del derecho de defensa de la contraria: las modificaciones a la pretensión no podrán hacerse sino hasta la notificación de la demanda.

Para mayor resguardo del derecho de defensa del obligado, cada ampliación de este tenor tiene previsto un traslado a la contraparte.

Por otro lado, si este cambio de la pretensión importa hacer valer un hecho nuevo, la ley remite al régimen específico de esta figura (art. 363).

Excepción al principio – Sin embargo, este principio no debe ser entendido como absoluto, puesto que en el sistema del Código existen alteraciones de la demanda que pueden producirse con posterioridad a la notificación de la misma, como ser:

· la ampliación del quantum litigioso: en efecto, si bien la demanda debe contener una determinación precisa del monto reclamado, el art. 331 entiende la posibilidad de la ampliación cuantitativa de la demanda aún después de notificada, cuando se tratare de obligaciones de tracto sucesivo.

· el monto de la indemnización por expropiación.

La reducción o moderación de la demanda – a pesar de que la ley sólo contempla la modificación ampliativa de la demanda, puede acontecer el fenómeno contrario. En cualquier estado del proceso antes de la sentencia final, el actor puede reducir cuantitativamente el monto reclamado en la demanda, pues tanto la reducción en cuanto al monto o la moderación de sus pretensiones implica un desistimiento parcial del derecho, con los efectos que consagra el art. 305.

DEMANDA Y CONTESTACIÓN CONJUNTAS.

Art. 335 – Demanda y contestación conjuntas. El demandante y el demandado, de común acuerdo, podrán presentar al juez la demanda y contestación en la forma prevista en los arts. 330 y 354, ofreciendo la prueba en el escrito.

El juez, sin otro trámite, dictará la providencia de autos si la causa fuere de puro derecho. Si hubiere hechos controvertidos, recibirá la causa a prueba.

Las audiencias que deban tener lugar en los juicios iniciados en la forma mencionada en el párrafo anterior, serán fijados con carácter preferente.

Quedan excluidas de esta disposición las acciones fundadas en el derecho de familia.

Concentración de actos procesales – se trata de un supuesto muy difícil de hallar dentro de la práctica tribunalicia: la presentación de demanda y su contestación en un mismo acto (escrito), firmado por ambas partes y sus letrados, y con el ofrecimiento de las pruebas de que intenten valerse.

2. Oportunidad de la agregación de la prueba documental: legalización, doctrina y jurisprudencia.

OPORTUNIDAD DE LA AGREGACIÓN DE LA PRUEBA DOCUMENTAL.

Art. 332 – Agregación de la prueba documental. Con la demanda, reconvención y contestación de ambas en toda clase de juicios, deberá acompañarse la prueba documental que estuviese en poder de las partes.

Si no la tuvieren a su disposición, la individualizarán indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública y persona en cuyo poder se encuentre.

Si se tratare de prueba documental oportunamente ofrecida, los letrados patrocinantes, una vez interpuesta la demanda, podrán requerir directamente a entidades privadas, sin necesidad de previa petición judicial, y mediante oficio en el que se transcribirá este artículo, el envío de la pertinente documentación o de su copia auténtica, la que deberá ser remitida directamente a la secretaría, con transcripción o copia del oficio.

Ingreso de la prueba documental al proceso – ya sea en los juicios ordinarios como sumarios o sumarísimos, si las partes pretenden fundar alguna de sus manifestaciones en prueba documental, con el escrito en el que las formulen deben acompañar esa prueba, siempre y cuando esté en su poder.

Normalmente se habla de documentos escritos, pero si tienen una diferente naturaleza –videos, planos, cintas de audio, maquetas, etc– bastará con mencionarlos en el ofrecimiento y peticionar que el juez adopte las medidas pertinentes para que los datos que surgen del mismo ingresen al expediente.

Algo similar ocurrirá en el caso de que el documento no se encuentre en poder del actor. Deberá ser individualizado y se comunicará su contenido junto con el lugar en que se encuentra.

Requerimiento directo por parte de los letrados – cuando los letrados ofrezcan prueba documental que no tengan en su poder pero que obra en archivos o lugares privados, luego de presentada la demanda y con transcripción de este artículo en el oficio, sin petición judicial podrán requerir el envío de los instrumentos –o de sus copias auténticas– directamente a la secretaría del tribunal.

3. Efectos sustanciales y procesales de la demanda: antes y después de la notificación. Admisión y fundamentación, conceptos, rechazo de la demanda “in limine”, facultades del juez. 

EFECTOS SUSTANCIALES Y PROCESALES DE LA DEMANDA: ANTES Y DESPUÉS DE NOTIFICADA.

El estado de litispendencia – al acudirse a un poder del Estado con una concreta pretensión de prestación del servicio jurisdiccional, se origina un estado de litispendencia que, ulteriormente, se perfeccionará por la notificación de la demanda y su eventual contradicción o contestación, pero que desde el momento mismo de la interposición produce efectos jurídicos.

EFECTOS DE LA DEMANDA POR SU SIMPLE PRESENTACIÓN.

Consecuencias de carácter sustancial:

1) interrumpe la prescripción – la presentación de la demanda interrumpe la prescripción, sea adquisitiva o liberatoria, aunque fuera interpuesta ante un juez incompetente o fuera defectuosa o el actor carezca de capacidad legal para presentarse en juicio.

2) impide la caducidad del derecho – la prescripción extingue la acción, pero el derecho subsiste. No obstante este principio, existen situaciones en las cuales el no ejercicio de un derecho dentro de un plazo determinado importa la caducidad del mismo.

3) extingue los derechos opcionales del actor – en ciertos tipos de obligaciones, en las cuales la ley otorga al acreedor una opción, la interposición de la demanda, como consecuencia de la fijación del objeto litigioso, produce la extinción del derecho no ejercitado. 

Consecuencias de carácter procesal:

1) produce la apertura de la instancia – la presentación de la demanda impone cargas al justiciable y deberes al órgano jurisdiccional. El primero asume la carga del impulso procesal, cuyo incumplimiento es sancionado con la caducidad de la instancia; y, simultáneamente, se impone al juez el deber de procedimiento.

2) fija respecto del actor la competencia del juez – el actor se somete, al presentar la demanda, a la competencia del juez, perdiendo el derecho para oponer la incompetencia en lo sucesivo, salvo el caso de reconvención. Igualmente, fija respecto del actor la jurisdicción del juez, en cuando le hace perder el derecho para recusar sin causa.

3) fija el objeto litigioso – la demanda determina el objeto litigioso respecto del actor y, salvo los casos de modificación de la demanda o reconvención, limita los poderes del juez, quien en la sentencia deberá decidir de acuerdo a las pretensiones deducidas en juicio.

EFECTOS DE LA DEMANDA LUEGO DE NOTIFICADA.

Sustanciales:

1) constituye en mora al demandado, quien desde ese momento es deudor de los intereses (Cód. civ., art. 508) cuando se persigue el cumplimiento de obligaciones cuyo plazo no se encuentre convenido, pero resulte tácitamente de la naturaleza y circunstancias de aquéllas.

2) desde la fecha en que la notificación tiene lugar, el poseedor de bue​na fe que es condenado a la restitución de la cosa es responsable de los frutos percibidos y de los que por su negligencia se hubiesen dejado de percibir

Procesales:

1) el actor no puede desistir de la pretensión sin la conformidad del de​mandado 

2) el demandado asume la carga procesal de defenderse y, asimismo, la facultad de promover por su cuenta el impulso del proceso no obstante la inactividad del actor, pudiendo oponerse al desistimiento de la pretensión formulado por aquél.

3) autoriza a oponer la excepción de litispendencia en otro proceso que se constituya entre las mismas partes y que verse sobre el mismo objeto y la misma causa.

ADMISIÓN Y FUNDAMENTACIÓN DE LA DEMANDA. CONCEPTO.

El deber de proveer – la presentación de la demanda impone al juez el deber de proveer, sea rechazando de inmediato (“in limine”) la demanda que no se ajusta a las reglas de competencia o que contenga defectos de forma de tal naturaleza que por imperio de la ley no se pueda sustanciar válidamente, o cuando se trate de cuestiones improponibles. 

El deber de proveer es un presupuesto de la actividad del órgano jurisdiccional. 

Condiciones de admisibilidad de la demanda – en el momento subsiguiente a la presentación de la demanda, el juez examina formalmente las condiciones de procedibilidad: legitimación procesal del actor, competencia del juez y recaudos formales de la demanda, examen que termina con una resolución judicial que rechaza o admite la presentación. 

El juez puede y debe asumir un concreto contralor de los presupuestos procesales, es decir, de los requisitos de procedibilidad de la pretensión. Así en cuanto a los sujetos (competencia del juez, legitimación procesal de las partes), al objeto (si es idóneo con relación al tipo de proceso en que la pretensión se dedujo) y a la causa.

RECHAZO “IN LIMINE”. FACULTADES DEL JUEZ.

Art. 336 – Rechazo in limine. Los jueces podrán rechazar de oficio las demandas que no se ajusten a las reglas establecidas, expresando el defecto que contengan.

Si no resultare claramente de ellas que son de su competencia, mandarán que el actor exprese lo necesario a ese respecto.

Rechazo “in limine” de la demanda – esta norma habilita a los jueces a rechazar de oficio, in limine, las demandas que “no se ajusten a las reglas establecidas”, indicándose el déficit en que haya incurrido la parte.

Atento el contenido del art. 336 CPCC, el rechazo in limine significa que el juez puede y debe asumir un concreto contralor de los presupuestos procesales, es decir, de los requisitos de procedibilidad de la pretensión. Así, en cuanto a los sujetos (competencia del juez, legitimación ad processum de las partes), al objeto (si fuere idóneo -objeto inmediato- con relación al tipo de proceso en que la pretensión se dedujo) y a la causa.

Delicado equilibrio – sin embargo, debemos recordar que las modernas tendencias procesales ponen en cabeza del juez poderes–deberes muy amplios y, entre ellos, la potestad saneadora, en virtud de la cual si el acto aún defectuoso puede ser subsanado, debe darse la oportunidad a las partes para que lo integren debidamente propendiendo así al desarrollo de actividad procesal útil y libre de riesgos de nulidades.

De allí entonces el delicado equilibrio en el que debe mantenerse el juez.

Por un lado, ser riguroso en el control del cumplimiento de las cargas procesales de todas las partes, ya que las mismas están predispuestas para lograr el respeto de los derechos de defensa de los litigantes y se vinculan con la seguridad jurídica. Y por el otro, coadyuvar con su facultad saneatoria a que los actos defectuosos sean corregidos para evitar nulidades.

4. Citación del demandado. Traslado de la demanda, plazo para contestarla según el proceso de que se trata, forma de computarlo. 

CITACIÓN DEL DEMANDADO. 

Demandado domiciliado en la jurisdicción del juzgado.

Art. 338 – Demandado domiciliado o residente en la jurisdicción del juzgado. La citación se hará por medio de cédula que se entregará al demandado en su domicilio real, si aquél fuere habido, juntamente con las copias a que se refiere el art. 120.

Si no se le encontrare, se le dejará aviso para que espera al día siguiente y si tampoco entonces se le hallare, se procederá según se prescribe en el art. 141.

Si el domicilio asignado al demandado por el actor fuere falso, probado el hecho, se anulará todo lo actuado a costa del demandante.

Copias. Remisión – la demanda, como todo escrito del cual deba darse traslado, debe ser presentada con copias de su texto y de la documentación agregada. La falta de cumplimiento de esta carga se sanciona según lo pauta el art. 120.

Demandado domiciliado fuera de la provincia. 

Art. 339 – Demandado residente o domiciliado fuera de la jurisdicción provincial. Cuando la persona que ha de ser citada no se domiciliare en jurisdicción de esta Provincia, la citación se hará por medio de exhorto a la autoridad judicial que corresponda, sin perjuicio, en su caso, de lo dispuesto en la ley de trámite uniforme sobre exhortos.

Demandado domiciliado fuera de la provincia – para estos casos, la ley contempla que la notificación de la demanda se hará mediante pedido de colaboración al juez con competencia en el domicilio real de la persona a anoticiar. La comunicación y el pedido se harán al juez del lugar que corresponda a través de oficio, si se trata de un magistrado de otra provincia o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o a través de exhorto, si se trata de un juez extranjero.

Ampliación y fijación del plazo.

Art. 340 – Ampliación y fijación de plazo. Cuando la persona que ha de ser citada se domiciliare o residiere dentro de la República y fuera del lugar del asiento del juzgado o tribunal, el plazo de quince (15) días se ampliará en la forma prescripta en el art. 158.

Si el demandado residiere fuera de la República, el juez fijará el plazo en que haya de comparecer, atendiendo a las distancias y a la mayor o menor facilidad de las comunicaciones.

Demandado incierto o con domicilio o residencia desconocidos.

Art. 341 – Demandado incierto o con domicilio o residencia ignorados. La citación a personas inciertas o cuyo domicilio o residencia se ignorare se hará por edictos publicados por dos (2) días en la forma prescripta por los arts. 145, 146 y 147.

Si vencido el plazo de los edictos no compareciera el citado, se nombrará al defensor oficial para que lo represente en el juicio. El defensor deberá tratar de hacer llegar a conocimiento del interesado la existencia del juicio y, en su caso, recurrir de la sentencia.

Demandados con domicilios en diferentes jurisdicciones.

Art. 342 – Demandados con domicilio en diferentes jurisdicciones. En caso de que los demandados fueren varios, y a lo menos uno de ellos se domiciliara fuera del departamento judicial, o de la Provincia, el plazo de la citación se reputará vencido para todos, cuando venza para el domiciliado a mayor distancia, o para el notificado en el último término.

Citación defectuosa.

Art. 343 – Citación defectuosa. Si la citación se hiciere en contravención a lo prescripto en los artículos que preceden, será nula y se aplicará lo dispuesto en el art. 149.

TRASLADO DE LA DEMANDA.

Art. 337 – Traslado de la demanda. Presentada la demanda en la forma prescripta, el juez dará traslado de ella al demandado para que comparezca y la conteste dentro de quince (15) días.

TRASLADO DE LA DEMANDA – la demanda que observe las prescripciones legales y reglamentarias debe ser comunicada al demandado para que pueda ejercitar su derecho de defensa. En tal sentido, el traslado es la resolución judicial que ordena que se comunique al sujeto procesal una petición del contrario o de quien tenga interés legítimo.

No debe confundirse el traslado con la notificación. Conviene aclarar que el juez ordena el traslado de la demanda, pero lo que se notifica o comunica no es la demanda, sino la orden judicial para que el demandado comparezca ante el órgano jurisdiccional, a fin de contestarla. 

Contenido del traslado de la demanda – la orden de traslado tiene un doble imperativo judicial: por una partes es una citación; por otra, un emplazamiento. En tal sentido, se cita al demandado para que comparezca al proceso y, simultáneamente, se le emplaza para que conteste la demanda. 

Notificación de la demanda – la orden de traslado de la demanda se manifiesta o exterioriza mediante una notificación, pero se trata de una notificación de naturaleza compleja, compuesta por:

· un acto citatorio: se cita al demandado para que se presente personalmente o por apoderado ante el juez, bajo apercibimiento de ser declarado “en rebeldía”. La comparecencia es un apersonamiento, una presentación del citado declarando su voluntad del someterse a la potestad jurisdiccional del juez

· un acto emplazatorio: todo traslado implica un emplazamiento, es decir, la fijación de un plazo para que dentro del mismo se ejercite el derecho de oposición o contradicción. En el caso del traslado de la demanda, el plazo es de 15 días. 
PLAZO PARA CONTESTARLA SEGÚN EL PROCESO DEL QUE SE TRATA. FORMA DE COMPUTARLA. 

La orden de traslado de la demanda contiene un plazo dentro del cual el demandado debe contestarla, que será diferente de acuerdo al proceso de que se trate:

· proceso ordinario: 15 días.

· proceso sumario: 10 días.

· proceso sumarísimo: 5 días.

La fijación del plazo es importante, porque el acto procesal debe realizarse dentro de un tiempo determinado para tener validez. Realizado fuera de ese tiempo, es inidóneo.

CURSO DEL PLAZO (forma de computarlo) – el plazo comienza a correr desde el día siguiente al de notificación, de acuerdo con la regla general contenida en el art. 156, y sólo se cuentan los días hábiles.

En lo que se refiere al vencimiento, la demanda debe contestarse dentro de los 15 días, pero existe el “plazo de gracia”, que permite su presentación dentro de las 4 primeras horas del día subsiguiente hábil. 

5. Clases de notificaciones. Citación por edictos, requisitos. 

CLASES DE NOTIFICACIONES. 

PRINCIPIO GENERAL en materia de notificaciones.

Art. 133 – Principio general. Salvo los casos en que procede la notificación en el domicilio, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, las resoluciones judiciales quedarán notificadas, en todas las instancias, los días martes y viernes, o el siguiente hábil, si alguno de ellos fuere feriado.

No se considerará cumplida la notificación, si el expediente no se encontrase en secretaría y se hiciera constar esta circunstancia en el libro de asistencia, que deberá llevarse a ese efecto.

Incurrirá en falta grave el oficial primero que no mantenga a disposición de los litigantes o profesionales el libro mencionado.

NOTIFICACIÓN TÁCITA.

Art. 134 – Notificación tácita. El retiro del expediente, de conformidad con lo establecido en el art. 127, importará la notificación de todas las resoluciones.

NOTIFICACIÓN PERSONAL O POR CÉDULA.

Art. 135 – Notificación personal o por cédula. Sólo serán notificadas personalmente o por cédula las siguientes resoluciones:

1) La que dispone el traslado de la demanda, de la reconvención y de los documentos que se acompañen con sus contestaciones.

2) La que ordena absolución de posiciones.

3) La que declara la cuestión de puro derecho y la que ordena la apertura a prueba.

4) Las que se dictan entre el llamamiento para la sentencia y ésta.

5) Las que ordenan intimaciones, o la reanudación de términos suspendidos, aplican correcciones disciplinarias o hacen saber medidas precautorias o su modificación o levantamiento.

6) La providencia “por devueltos” cuando no haya habido notificación de la resolución de alzada o cuando tenga por efecto reanudar plazos suspendidos.

7) La primera providencia que se dicte después que un expediente haya vuelto del archivo de los tribunales, o haya estado paralizado o fuera de secretaría más de tres (3) meses.

8) Las que disponen traslados o vistas de informes periciales o liquidaciones (Texto según ley 11874, art. 2).

9) La que ordena el traslado de la prescripción.

10) La que dispone la citación de personas extrañas al proceso.

11) Las que se dicten como consecuencia de un acto procesal realizado con anterioridad al plazo que la ley señala para su cumplimiento.

12) Las sentencias definitivas y las interlocutorias con fuerza de tales, con excepción de las que resuelvan negligencias en la producción de la prueba.

13) La providencia que denegare el recurso extraordinario.

14) Las demás resoluciones de que se haga mención expresa en la ley.

No se notificarán por cédula las regulaciones de honorarios que estén incluidas o sean consecuencia de resoluciones no mencionadas en el presente artículo.

Los funcionarios judiciales quedarán notificados el día de la recepción del expediente en su despacho. Deberán devolverlo dentro de las veinticuatro (24) horas, bajo apercibimiento de las medidas disciplinarias a que hubiere lugar.
Notificación bajo responsabilidad de parte – Esta forma de notificación consiste en el pedido que hace la parte interesada en el anoticiamiento por cédula de que el mismo se realice en determinado domicilio bajo su responsabilidad, esto es, cargando con las consecuencias de haber suministrado el dato erróneamente.

El Código Procesal Civil y Comercial no hace referencia a esta forma pero la misma ha sido reglamentada por la Suprema Corte de Justicia bonaerense mediante el acuerdo 1814/1978.

Contenido de la CÉDULA.

Art. 136 – Contenido de la cédula. La cédula de notificación contendrá: 

1) Nombre y apellido de la persona a notificar o designación que corresponda y su domicilio, con indicación del carácter de éste.

2) Juicio en que se practica.

3) Juzgado y secretaría en que tramita el juicio.

4) Transcripción de la parte pertinente de la resolución.

5) El objeto, claramente expresado, si no resultare de la resolución transcripta.

En el caso de acompañarse copias de escritos o documentos, la cédula deberá contener detalle preciso de aquéllas.

Importancia de los recaudos legales – la notificación por cédula es aquella que resguarda en mayor medida el derecho de defensa de la parte a quien se quiere hacer conocer alguna circunstancia procesal. Justamente por ello es que los datos que debe contener esa pieza están estrictamente establecidos por la ley, y su ausencia o deficiente presencia resultarían perjudiciales para el derecho mencionado.

Copias adjuntas a la cédula de notificación – la cédula que vaya acompañada de copias debe contener el “detalle preciso de aquéllas”.

Firma de la cédula.

Art. 137 – Firma de la cédula. La cédula será suscripta por el letrado patrocinante o apoderado de la parte que tenga interés en la notificación, o por el síndico, tutor o curador ad litem, en su caso, quienes deberán aclarar su firma con el sello correspondiente. La presentación de la cédula en la secretaría, importará la notificación de la parte patrocinada o representada.

Deberán ser firmadas por el secretario las cédulas que notifiquen embargos, medidas precautorias, entrega de bienes o modificaciones de derechos, y las que por el objeto de la providencia o por razones de urgencia, el juez así lo ordenare.

Diligenciamiento de la cédula.

Art. 138 – Diligenciamiento. Las cédulas se presentarán en secretaría enviándose dentro de las veinticuatro (24) horas a la oficina de mandamientos y notificaciones, cuando la diligencia deba cumplirse en el partido asiento del juez de la causa. Cuando la diligencia deba cumplirse en otros partidos, una vez selladas, se devolverán en el acto y previa constancia, en el expediente, al letrado o apoderado, quien las deberá presentar en la oficina de mandamientos que corresponda o, donde no la hubiere, en los pertinentes juzgados de paz o alcaldías. La reglamentación determinará los plazos en que deberán ser devueltas, considerándose falta grave del oficial primero la demora en la agregación de las cédulas.

Cédula con copias de contenido reservado.

Art. 139 – Copias de contenido reservado. En los juicios relativos al estado y capacidad de las personas, cuando deba practicarse la notificación en el domicilio, las copias de los escritos de demanda, contestación, reconvención, y contestación de ambas, así como las de otros escritos cuyo contenido pudiere afectar al decoro de quien ha de recibirlas, serán entregadas bajo sobre cerrado. Igual requisito se observará respecto de las copias de los documentos agregados a dichos escritos.

El sobre, será cerrado por personal de secretaría con constancia de su contenido, el que deberá ajustarse a lo dispuesto en el último párrafo del art. 136.

Entrega de la cédula al interesado. Entrega de la cédula a personas distintas.

Art. 140 – Entrega de la cédula al interesado. Si la notificación se hiciere en el domicilio, el funcionario o empleado encargado de practicarla dejará al interesado copia de la cédula haciendo constar, con su firma, el día y la hora de la entrega. El original se agregará al expediente con nota de lo actuado, lugar, día y hora de la diligencia, suscripta por el notificador y el interesado, salvo que éste se negare, o no pudiere firmar, de lo cual se dejará constancia.

Art. 141 – Entrega de la cédula a personas distintas. Cuando el notificador no encontrare a la persona a quien va a notificar, entregará la cédula a otra persona de la casa, departamento u oficina, o al encargado del edificio y procederá en la forma dispuesta en el artículo anterior. Si no pudiere entregarla, la fijará en la puerta de acceso correspondiente a esos lugares.

NOTIFICACIÓN PERSONAL.

Art. 142 – Forma de la notificación personal. La notificación personal se practicará firmando el interesado en el expediente, al pie de la diligencia extendida por el oficial primero.

En la oportunidad de examinar el expediente, el litigante que actuare sin representación o el profesional que interviniere en el proceso como apoderado, estarán obligados a notificarse expresamente de las resoluciones mencionadas en el art. 135.

Si no lo hicieran, previo requerimiento que les formulará el oficial primero o si el interesado no supiere o no pudiere firmar, valdrá como notificación la atestación acerca de tales circunstancias y la firma de dicho empleado y la del secretario.

NOTIFICACIÓN POR TELEGRAMA.

Art. 143 – Notificación por telegrama. A solicitud de parte, podrá notificarse por telegrama colacionado o recomendado:

1) La citación de testigos, peritos o intérpretes.

2) Las audiencias de conciliación.

3) La constitución, modificación o levantamiento de medidas precautorias.

Contenido y remisión del telegrama.

Art. 144 – Contenido y emisión del telegrama. La notificación que se practique por telegrama, contendrá las enunciaciones esenciales de la cédula.

El telegrama colacionado o recomendado se emitirá en doble ejemplar, uno de los cuales, bajo atestación, entregará el secretario para su envío y el otro, con su firma, se agregará al expediente. La fecha de notificación será la de la constancia de la entrega del telegrama.

Los gastos de la notificación por telegrama colacionado no se incluirán en la condena en costas.

NOTIFICACIÓN POR EDICTOS.

Art. 145 (Texto según ley 11593, art. 1) – Notificación por edictos. Además de los casos determinados por este Código procederá la notificación por edictos cuando se tratare de personas inciertas o cuyo domicilio se ignorase. En este último caso deberá justificarse previamente y en forma sumaria, que se han realizado sin éxito gestiones tendientes a conocer el domicilio de la persona a quien se deba notificar. Si resultare falsa la afirmación de la parte que dijo ignorar el domicilio, se anulará a su costa todo lo actuado con posterioridad, y será condenada a pagar una multa de cincuenta pesos ($ 50) a quince mil pesos ($ 15.000).

Los EDICTOS – se trata de una forma de notificación a la que se debe recurrir en casos extremos, cuando no existan posibilidades razonables de conocer datos acerca de la identidad del sujeto a anoticiar o, conociéndolos, no se sabe cuál es su lugar de residencia.

De allí entonces que se exija la acreditación sumaria de que se han transitado todos los carriles a disposición del interesado en la notificación para conseguir aquellos datos.

Fracaso de la notificación edictal – lo normal frente a este tipo de notificaciones es que no surta los pretendidos efectos, esto es, el anoticiamiento efectivo del sujeto requerido. Por tal motivo, cumplidos los pasos previstos, si el citado no comparece a contestar la demanda se da intervención al defensor oficial para que actúe en representación del ausente (art. 341).

Publicación de los edictos.

Art. 146 – Publicación de los edictos. La publicación de los edictos se hará en el Boletín Judicial y en un diario de los de mayor circulación del lugar del último domicilio del citado, si fuere conocido o, en su defecto, del lugar del juicio, y se acreditará mediante la agregación al expediente de un ejemplar de aquéllos y del recibo del pago efectuado. A falta de diarios en los lugares precedentemente mencionados, la publicación se hará en la localidad más próxima que los tuviera y el edicto se fijará además, en la tablilla del juzgado y en los sitios que aseguren su mayor difusión.

Forma de los edictos.

Art. 147 – Formas de los edictos. Los edictos contendrán en forma sintética, las mismas enunciaciones de las cédulas, con transcripción sumaria de la resolución.

El número de publicaciones será el que en cada caso determine este Código.

La resolución se tendrá por notificada al día siguiente de la última publicación.

NOTIFICACIONES POR RADIODIFUSIÓN.

Art. 148 – Notificación por radiodifusión. En todos los casos en que este Código autoriza la publicación de edictos a pedido del interesado, el juez podrá ordenar que aquéllos se anuncien por radiodifusión.

Las transmisiones se harán por una emisora oficial y por las que determine la reglamentación de superintendencia y su número coincidirá con el de las publicaciones que este Código prevé en cada caso respecto de la notificación por edictos. La diligencia se acreditará agregando al expediente certificación emanada de la empresa radiodifusora, en la que constará el texto del anuncio, que deberá ser el mismo que el de los edictos, y los días y horas en que se difundió.

La resolución se tendrá por notificada al día siguiente de la última transmisión radiofónica.

Respecto de los gastos que irrogare esta forma de notificación, regirá lo dispuesto en el último párrafo del art. 144.

NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN.

Art. 149 – Nulidad de la notificación. La notificación que se hiciere en contravención a lo dispuesto en los artículos anteriores será nula, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurriere el funcionario o empleado que la practique.

Sin embargo, siempre que del expediente resultare que la parte ha tenido conocimiento de la resolución que la motivó, la notificación surtirá sus efectos desde entonces. El notificador no quedará relegado de su responsabilidad.

El pedido de nulidad tramitará por incidente.

UNIDAD 6 – CONTINGENCIAS POSTERIORES A LA CITACIÓN DEL DEMANDADO. 

1. La excepción frente a la acción. Defensas y excepciones. Concepto. Clasificación. Enumeración. Requisitos de admisibilidad. Sustanciación. Resolución y recursos de cada uno. 

LA EXCEPCIÓN FRENTE A LA ACCIÓN. 

¿Qué es una excepción? En su más amplio significado, la excepción es un poder jurídico del que se halla investido el demandado, que le habilita para oponerse a la acción que ha sido promovida contra él.

La acción, como derecho a atacar, tiene una especie de réplica en el derecho del demandado a defenderse. Toda demanda es una forma de ataque; la excepción es la defensa contra ese ataque. 

La diferencia entre la acción y la excepción es que en tanto el actor tiene la iniciativa del litigio, el demandado no la tiene y debe soportar, a su pesar, las consecuencias de la iniciativa del demandante. El derecho a la defensa en juicio se nos aparece como un derecho paralelo a la acción en justicia. Si se quiere, es la acción del demandado.

Las excepciones son aquellos medios que pueden utilizar las partes para impedir la prosecución de un proceso, sea demorando la constitución de la relación jurídica procesal, sea impidiéndola en forma absoluta y definitiva.

DEFENSAS Y EXCEPCIONES. CONCEPTO.

El derecho, la acción y el proceso determinan 3 grupos defensivos:

· cuando el medio defensivo ataca el derecho del actor, discutiéndole la aplicabilidad de la norma legal o los hechos que le fundamentan, se habla, en general, de DEFENSA, la cual se considera como el derecho de una persona para impedir que el derecho de otra sea reconocido judicialmente.

· en el segundo grupo de medios defensivos, el juez rechaza la demanda porque el actor carece de acción. En este caso, el juez no llega a examinar la existencia de un derecho favorable al actor, sino que detiene su examen en las condiciones y requisitos de la acción, rechazando la demanda porque la acción se encuentra extinguida. Esta categoría está constituida por las EXCEPCIONES.

· la tercera categoría no influye ni gravita sobre el derecho o la acción, sino sobre la constitución válida de un proceso. A estos supuestos se les reserva el nombre de IMPEDIMENTOS PROCESALES.

CLASIFICACIÓN.

De acuerdo con lo expresado en los párrafos anteriores, es posible esbozar una clasificación de los diferentes medios de defensa:
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2. Las llamadas “excepciones previas” en la legislación; requisitos para su admisión. Efectos de cada una de ellas. Excepciones perentorias, dilatorias y temporarias. Conceptos, diferencias y especies dentro de cada género.

EXCEPCIONES PREVIAS. REQUISITOS PARA SU ADMISIÓN.

Art. 345 – Excepciones admisibles. Sólo se admitirán como previas las siguiente excepciones:

1) Incompetencia.

2) Falta de personería en el demandante, en el demandado o sus representantes, por carecer de capacidad civil para estar en juicio o de representación suficiente.

3) Falta de legitimación para obrar en el actor o en el demandado, cuando fuere manifiesta, sin perjuicio, en caso de no concurrir esta última circunstancia, de que el juez la considere en la sentencia definitiva.

4) Litispendencia.

5) Defecto legal en el modo de proponer la demanda.

6) Cosa juzgada.

7) Transacción, conciliación y desistimiento del derecho.

8) Las defensas temporarias que se consagran en las leyes generales, tales como el beneficio de inventario o el de excusión, o las previstas en los arts. 2486  y 3357, CCiv.

Art. 346 – Arraigo. Si el demandante no tuviere domicilio o bienes inmuebles en la República, será también excepción previa la del arraigo por las responsabilidades inherentes a la demanda.

REQUISITOS PARA SU ADMISIÓN.

Art. 347 – Requisitos de admisión. No se dará curso a las excepciones:

1) Si la de incompetencia lo fuere por razón de distinta nacionalidad y no se acompañare el documento que acredite la del oponente; si lo fuere por distinta vecindad y no se presentare la libreta o partida que justificare la ciudadanía argentina del oponente; si lo fuere por haberse fijado de común acuerdo por las partes el juez competente, cuando ello es admisible, y no se hubiere presentado el documento correspondiente.

2) Si la de litispendencia no fuere acompañada del testimonio del escrito de demanda del juicio pendiente.

3) Si la de cosa juzgada no se presentare con el testimonio de la sentencia respectiva.

4) Si las de transacción, conciliación y desistimiento del derecho no fueren acompañadas de los instrumentos o testimonios que las acrediten.

En los supuestos de los incs. 2, 3 y 4, podrán suplirse la presentación del testimonio si se solicitare la remisión del expediente con indicación del juzgado y secretaría donde tramita.

Enumeración y análisis de cada una de las excepciones contempladas. EFECTOS DE CADA UNA DE ELLAS.

· INCOMPETENCIA.

La competencia del juez es un presupuesto procesal. Como tal, en su aspecto negativo constituye un impedimento procesal. En el caso de la incompetencia, puede ser declarada de oficio por el propio juez, el cual se inhibe de conocer en determinada causa. Pero la sentencia solo produce el efecto de “cosa juzgada formal”, por lo que nada impide que la cuestión litigiosa sea resuelta por una sentencia de fondo dictada por el juez que sí es competente.

El principio general en materia de competencia está enunciado en el art. 4 del CPCCBA, el cual prescribe que toda demanda deberá interponerse ante juez competente. Precisamente la competencia es el primer extremo que el juez debe examinar respecto del litigio, para saber si le corresponde o no conocer en el mismo. 

Efectos de la declaración judicial – la sentencia que declara infundado el impedimento procesal produce cosa juzgada formal e impide a las partes alegar incompetencia en lo sucesivo.

Si la sentencia hace lugar al impedimento, estamos frente a un claro ejemplo de sentencia compleja, en cuanto contiene 2 declaraciones jurisdiccionales: por la primera, el juez se declara competente y se inhibe de seguir entendiendo en la causa; por la segunda, declara cuál es el juez competente, y a él remite la causa.

· FALTA DE PERSONERÍA.

La constitución regular de un proceso requiere que el actor posea capacidad civil de obrar en juicio y, si actúa por mandatario, que éste tenga poder suficiente y válido para actuar en juicio. No dándose estos supuestos, el demandado puede oponer la excepción de falta de personería, que tiende a que se subsanen los defectos de capacidad o de mandato dentro de un plazo judicialmente fijado, bajo apercibimiento de tenerse por desistido el proceso. 

En este caso, la incapacidad puede ser invocada en cualquier estado del proceso, produciendo como resultado la suspensión de aquél y la fijación de un plazo para que el representante legal comparezca a asumir la defensa de los derechos del incapaz, bajo apercibimiento de proseguirse el proceso en rebeldía.

La sentencia interlocutoria que declara admisible el impedimento procesal de falta de personería señalará el plazo en que deberán subsanarse los defectos de representación o insuficiencia de poder. 

Efectos de la declaración judicial – la sentencia interlocutoria que declara admisible el impedimento procesal de falta de personería señalará el plazo en que deberán subsanarse los defectos de representación o insuficiencia de poder.

· FALTA DE LEGITIMACIÓN PARA OBRAR. 

La falta de legitimación para obrar existe cuando no media coincidencia entre las personas que efectivamente actúan en el proceso y las personas a las cuales la ley habilita especialmente para pretender o para contradecir respecto de la materia sobre la cual versa el proceso. 

Diferencia con la falta de personería: la falta de personería se refiere a la capacidad para estar en juicio o a la insuficiencia de representación de la parte, mientras que la excepción de falta de legitimación para obrar versa sobre la titularidad del derecho que se pretende hacer valer. 

Efectos de la declaración judicial – la resolución judicial sobre la excepción de falta de legitimación para obrar versa principalmente sobre si ella es o no manifiesta, y de allí los distintos supuestos: si es manifiesta, se ordena el archivo del expediente; si no lo es, la oposición opera como una defensa de tipo condicional.

· LITISPENDENCIA.

Mientras un proceso se encuentra en sustanciación, sin que exista sentencia irrecurrible e imperativa, se dice que se halla en estado de “litispendencia”, el cual se define como la situación jurídica en que se encuentra una causa al estar sometida al juicio y resolución de los tribunales, circunstancia que origina el impedimento procesal de litispendencia, mediante el cual se impide que se sustancie, simultánea o separadamente, otro proceso que se identifique o vincule con el anterior pendiente.

Clases de litispendencia:

· litispendencia POR IDENTIDAD: 2 causas son idénticas cuando coinciden sus sujetos, objeto y causa. En estos supuestos, mediante este impedimento se obtiene que una de ellas desaparezca (generalmente la que se abrió después), manteniéndose la unidad de la cuestión litigiosa.

· litispendencia POR CONEXIDAD: pueden no darse en ambos procesos las tres identidades. Se dice que hay conexidad cuando la sentencia que haya de dictarse en uno de los procesos pudiere producir efectos de cosa juzgada en el otro. En este caso, la litispendencia impide que ambos procesos tramiten separadamente, y constituye un medio de obtener la acumulación.
Efectos de la declaración judicial – los efectos varían según se trate de litispendencia por identidad o por conexidad. En el primer caso, el juez que admite el impedimento ordenará el archivo de la causa; en el segundo, el juez remitirá la causa al tribunal donde tramite el otro proceso.
· DEFECTO LEGAL.

Insistentemente, el ordenamiento procesal califica con el adjetivo de “claridad” al contenido de la demanda. Su opuesto, la “oscuridad”, funda el impedimento procesal de defecto lega, siendo extensible su concepto no sólo a la omisión del cumplimiento de los requisitos del art. 330, sino también a las ambigüedades y falsedades de su texto, que la hagan ininteligible o que, en definitiva, no se pueda establecer con precisión quién demanda y a quién demanda, o qué demanda y para qué demanda.

Defectos que no son impedimento legal:

1) omisión del domicilio.

2) omisión de copias.

3) falta de presentación de documentos.

Por otra parte, el impedimento de defecto legal es procedente:

· demanda confusa: se entiende que la demanda es “confusa” en cualquier caso en que no se determine con precisión, claridad o exactitud la cosa demandada, o no se concrete una petición clara y positivamente, o se expongan hechos ambiguos cuyo contenido no sea posible desentrañar.

· acumulación indebida de pretensiones.

· improcedencia de litisconsorcio.

Efectos de la declaración judicial – la sentencia que declare la procedencia del impedimento fijará el plazo en que habrá de subsanarse el defecto, bajo apercibimiento de tenerse al actor por desistido del proceso. 

· COSA JUZGADA.

Concepto de “cosa juzgada” – es la autoridad y eficacia de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios de impugnación que permitan modificarla.

Concepto de cosa juzgada como defensa. La defensa de cosa juzgada consiste en la prohibición dirigida al juez de sustanciar otro proceso sobre una cuestión que ya ha sido juzgada (principio de “nom bis in idem”). Además, prohíbe al juez dictar una sentencia que contradiga o se oponga a la sentencia dictada sobre la misma cuestión. 

Para que se pueda interponer como excepción es necesaria la conjunción de las 3 identidades: SUJETOS, OBJETO Y CAUSA. 

Efectos de la declaración judicial – la admisión de la defensa de cosa juzgada implica que el nuevo proceso no debe sustanciarse porque ya existe anterior pronunciamiento judicial sobre la misma cuestión y entre las mismas partes. Por consiguiente, de admitirse la cosa juzgada se procederá al archivo del expediente. 
· TRANSACCIÓN.

La transacción es un modo excepcional o atípico de terminación del proceso. La transacción extingue los derechos y obligaciones que las partes hubieren renunciado y tiene para ellas autoridad de cosa juzgada.  

Efectos de la declaración judicial – es indudable que la transacción extingue el derecho, de manera que se le aplican los mismos efectos que para la defensa de cosa juzgada. En consecuencia, se ordenará el archivo del nuevo proceso.

· CONCILIACIÓN.

La conciliación puede definirse como el negocio jurídico procesal mediante el cual las partes, con la presencia del juez, ponen fin a un proceso, autocomponiendo el litigio y dando nuevos fundamentos a su respectiva situación jurídica. 

Diferencias con la transacción – transacción y conciliación se encuentran en una relación de género-especie, pero mientras la transacción requiere la existencia de obligaciones litigiosas o dudosas, la conciliación carece de sentido fuera del proceso. 

Efecto de la declaración judicial – la conciliación de las pretensiones de los litigantes tiene el efecto de transformar sus derechos, para dar lugar a nuevas relaciones jurídicas, extinguiendo las anteriores. En consecuencia, la conciliación efectuada en un juicio impedirá renovar la misma cuestión ulteriormente.

Admitida la defensa de conciliación, el proceso debe archivarse. 
· DESISTIMIENTO DEL DERECHO.

El desistimiento consiste en un negocio jurídico unilateral mediante el cual el litigante renuncia a continuar un proceso ya iniciado o al derecho en que fundó sus pretensiones.

La renuncia al proceso o desistimiento del proceso no funda ninguna defensa del demandado: si se produce antes de la notificación de la demanda, entra dentro de los actos posibles del actor; si se produce después, requerirá de la conformidad del demandado, que si la presta luego no podrá oponer el desistimiento del proceso como defensa. 

La renuncia al derecho o desistimiento del derecho, en cambio, es un acto unilateral, y no requiere de otra cosa que la exteriorización expresa de su titular para que se produzca la extinción del derecho. 

Efectos de la declaración judicial – el desistimiento produce la extinción del derecho, y en lo sucesivo no podrá promoverse otro proceso por el mismo objeto y causa. De ocurrir, será procedente la defensa del desistimiento. 

· BENEFICIO DE INVENTARIO.

El art. 3367 del CCiv. establecía que durante los plazos para hacer el inventario y deliberar, el heredero, los acreedores y legatarios del causante no podían demandar el pago de los créditos o legados, disposición que ha sido derogada por la LEY 17.711, con lo que el interesado no podrá oponer esta defensa temporaria.

· BENEFICIO DE EXCUSIÓN.

Esta defensa es solamente procedente cuando se trata de una fianza simple, pues si el fiador se ha obligado en las condiciones establecidas por el art. 2013 CCiv., ella no sería procedente. 

· CONDENACIONES DEL POSESORIO.

Dice el art. 2486 CCiv.: “El demandado vencido en el posesorio, no puede comenzar el juicio petitorio, sino después de haber satisfecho plenamente las condenaciones pronunciadas contra él”. 

· DÍAS DE LLANTO Y LUTO.

En este caso, el art. 3357 CCiv. dice: “Hasta pasados nueve días desde la muerte de aquel de cuya sucesión se trate, no puede intentarse acción alguna contra el heredero para que acepte o repudie la herencia. Los jueces, a instancia de los interesados, pueden entretanto dictar las medidas necesarias para la seguridad de los bienes”.
· ARRAIGO.

La excepción de arraigo podrá interponerse respecto de aquél demandado que no tenga residencia en el país y tampoco bienes inmuebles (a pesar de que el art. 346 utiliza la disyuntiva “o”). Se ha determinado que este impedimento tiene naturaleza cautelar.

Efectos de la declaración judicial – la sentencia que admite el impedimento procesal no se debe limitar a su simple declaración, sino que debe además fijar el plazo para arraigar (en tal sentido, el juez fija un plazo para que el actor ofrezca una caución, teniendo en cuenta las circunstancias de la causa; el plazo es de carácter perentorio y corre desde el día siguiente de notificación; si se vence y no se ha dado cumplimiento al mandato judicial, se tiene al acto por desistido del proceso) y fijar el monto de la caución (el cual estará condicionado por los hipotéticos gastos y honorarios que se causen al demandado).
EXCEPCIONES DILATORIAS, PERENTORIAS Y TEMPORARIAS.

De la misma manera, resulta corriente la distinción entre excepciones DILATORIAS, PERENTORIAS  y TEMPORARIAS:

· DILATORIAS: son definidas como aquellas oposiciones que, en caso de prosperar, excluyen temporariamente un pronunciamiento sobre el derecho del actor, de manera tal que solo hacen perder  a la pretensión su eficacia actual, pero no impiden que esta sea satisfecha una vez eliminados los defectos de que adolecía; tienen por finalidad postergar el ejercicio de la acción en el proceso de que se trata. Dentro de este género encontramos:
1) Incompetencia.

2) Falta de personería. 
3) Litispendencia. 
4) Defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

5) Arraigo.

· PERENTORIAS: son aquellas oposiciones que, en el supuesto de prosperar, excluyen definitivamente el derecho del actor, de manera tal que la pretensión pierde toda posibilidad de volver a proponerse eficazmente; tienen por finalidad impedir definitivamente ese ejercicio en tal proceso. En sí, extinguen la acción, el derecho del actor.

1) Falta manifiesta de legitimación para obrar. 
2) Cosa juzgada. 
3) Transacción.

4) Conciliación.

5) Desistimiento del derecho. 
· TEMPORARIAS: son las contempladas en el art. 345 inc. 8 (beneficio de inventario, de excusión, días de llanto y luto, etc.). Tienen también efectos suspensivos. 

1) Beneficio de inventario o de excusión.

2) Condenaciones del posesorio.

3) Días de llanto y luto. 

3. Deducción y sustanciación de las excepciones previas en la legislación. Resolución. Recursos. 

DEDUCCIÓN Y SUSTANCIACIÓN DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS EN LA LEGISLACIÓN.

SUSTANCIACIÓN DE LAS EXCEPCIONES – dentro del sistema del CPCC existen 3 sistemas en torno al tratamiento de las excepciones:

· proceso ORDINARIO: la oposición de excepciones se presenta como un acto procesal separa de la contestación de demanda.

· proceso SUMARIO Y PROCESOS ESPECIALES QUE SE RIGEN POR SUS REGLAS: las excepciones se opondrán juntamente con la contestación de la demanda, pero sin perder su carácter de excepciones previas, pues el juez deberá decidirlas antes de abrir la causa a prueba o declarar la cuestión de puro derecho.
· proceso SUMARÍSIMO: las excepciones pierden su carácter de artículo previo; opuestas juntamente con la contestación de la demanda, son decididas en la sentencia definitiva, como cuestión previa en la sentencia. 

Forma de deducirlas, plazos y efectos. 

Art. 344 – Forma de deducirlas, plazos y efectos. Las excepciones que se mencionan en el artículo siguiente se opondrán únicamente como de previo y especial pronunciamiento, en un solo escrito, y dentro de los primeros diez (10) días del plazo para contestar la demanda o la reconvención, en su caso.

Si se opusieren excepciones, deberá simultáneamente oponerse la de prescripción, cuando el demandado la estimare procedente. La prescripción se resolverá como excepción previa si la cuestión fuere de puro derecho; en caso contrario se resolverá en la sentencia definitiva, debiendo producirse la prueba junto con la de las restantes cuestiones o defensas de fondo.

La oposición de excepciones no suspenderá el plazo para contestar la demanda.

Si el demandado se domiciliare fuera del asiento del juzgado o tribunal, el plazo para oponer excepciones será el que resulte de restar cinco (5) días del que corresponda según la distancia.

Planteamiento de las excepciones y traslado.

Art. 348 – Planteamiento de las excepciones y traslado. Con el escrito en que se propusieren las excepciones, se agregará toda la prueba instrumental y se ofrecerá la restante. De todo ello se dará traslado al actor, quien deberá cumplir con idéntico requisito.

Audiencia de prueba.

Art. 349 – Audiencia de prueba. Vencido el plazo con o sin respuesta, el juez designará audiencia dentro de diez (10) días para recibir la prueba ofrecida, si lo estimare necesario. En caso contrario, resolverá sin más trámite.

Efectos de la resolución que desestima la excepción de incompetencia.

Art. 350 – Efectos de la resolución que desestima la excepción de incompetencia. Una vez firme la resolución que desestima la excepción de incompetencia, las partes no podrán argüir la incompetencia en lo sucesivo. Tampoco podrá ser declarada de oficio.

RESOLUCIÓN. RECURSOS.

Art. 351 – Resolución y recursos. El juez resolverá previamente sobre la declinatoria y la litispendencia. En caso de declararse competente, resolverá al mismo tiempo sobre las demás excepciones previas.

La resolución será apelable en relación, salvo cuando se tratare de la excepción prevista en el inc. 3 del art. 345, y el juez hubiere resuelto que la falta de legitimación no era manifiesta, en cuyo caso y sin perjuicio de lo establecido en dicho inciso, la decisión será irrecurrible.

4. Efectos de la admisión en cada caso. 

EFECTOS DE LA ADMISIÓN DE LAS EXCEPCIONES. 

Art. 352 – Efectos de la admisión de las excepciones. Una vez firme la resolución que declarare procedentes las excepciones previas, se procederá:

1) A remitir el expediente al tribunal considerado competente, si perteneciere a la jurisdicción provincial. En caso contrario, se archivará.

2) A ordenar el archivo si se tratase de cosa juzgada, falta de legitimación manifiesta, prescripción o de las previstas en el inc. 8 del art. 345, salvo, en ese último caso, cuando sólo correspondiere la suspensión del procedimiento.

3) A remitirlo al tribunal donde tramite el otro proceso si la litispendencia fuese por conexidad. Si ambos procesos fueren idénticos, se ordenará el archivo del iniciado con posterioridad.

4) A fijar el plazo dentro del cual deben subsanarse los defectos o arraigar, según se trate de las contempladas en los incs. 2 y 5 del art. 345, o en el art. 346. En este último caso se fijará también el monto de la caución.

Vencido el plazo sin que el actor cumpla lo resuelto se lo tendrá por desistido del proceso, imponiéndosele las costas.

UNIDAD 7 – CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. RECONVENCIÓN. 

1. Contestación de la demanda. Concepto. Contenido. Requisitos y efectos. Concepto de cargas. Agregación de documentos. Falta de contestación: concepto y efectos. Falta de comparecencia y de contestación a la demanda; diferencias. Efectos. 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. CONCEPTO.

La contestación a la demanda es el acto mediante el cual el demandado alega, en el proceso ordinario, aquellas defensas que no deban ser opuestas como de previo y especial pronunciamiento; y en los procesos sumario y sumarísimo, toda clase de defensas que intente hacer valer contra la pretensión procesal. 

Dicho acto reviste importancia por cuanto determina los hechos sobre los cuales deberá producirse la prueba, y delimita el thema decidendum, pues la sentencia definitiva solo puede versar sobre las cuestiones planteadas por ambas partes. 

Con la contestación a la demanda queda integrada la llamada “relación jurídica procesal”.

Plazo para contestar la demanda.

Art. 353 – Plazo. El demandado deberá contestar la demanda dentro del plazo establecido en el art. 337, con la ampliación que corresponda en razón de la distancia.

CONTENIDO. REQUISITOS. AGREGACIÓN DE DOCUMENTOS. 

Art. 354 – Contenidos y requisitos. En la contestación opondrá el demandado todas las excepciones o defensas que, según este Código no tuvieren carácter previo.

Deberá, además:

1) Reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos en la demanda, la autenticidad de los documentos acompañados que se le atribuyeren y la recepción de la cartas y telegramas a él dirigidos cuyas copias se acompañen. Su silencio, sus respuestas evasivas, o la negativa meramente general podrán estimarse como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos a que se refieran. En cuanto a los documentos se los tendrá por reconocidos o recibidos, según el caso.

No estarán sujetos al cumplimiento de la carga mencionada en el párrafo precedente, el defensor oficial y el demandado que interviniere en el proceso, como sucesor a título universal de quien participó en los hechos o suscribió los documentos o recibió las cartas o telegramas, quienes podrán reservar su respuesta definitiva para después de producida la prueba.

2) Especificar con claridad los hechos que alegare como fundamento de su defensa.

3) Observar, en lo aplicable, los requisitos prescriptos en el art. 330.

Contenido de la contestación de demanda:

CARGAS ESPECÍFICAS DEL DEMANDADO: exposición de las defensas “no previas” – el Código señala que en la contestación de la demanda se incorporarán todas las defensas que no se han incluido en los arts. 344, 345 y 346 (éstas ya tuvieron su momento procesal para ser alegadas).

Cargas específicas respecto a los HECHOS DE LA PRETENSIÓN – en la demanda el actor plantea detalladamente cuáles son los hechos que dan sustento a su pretensión. 

Determinar en forma clara y minuciosa la causa petendi es una de las cargas más importantes de quien demanda, ya que estas circunstancias fácticas serán las que permitan derivar conclusiones jurídicas favorables a sus intereses luego de la tarea probatoria a su respecto y de la subsunción legal que realizará el juez al momento de dictar sentencia.

Correlativamente, pesa sobre el demandado el imperativo de negar categóricamente la configuración de los extremos fácticos aducidos por la actora, cuando entienda que ellos no tuvieron lugar –o, al menos, no de la manera alegada–, o bien tenga dudas acerca de su configuración. Para ello, el escrito de contestación de demanda debe contener un capítulo dedicado a las “negativas”, dentro del cual se deben reseñar los diferentes hechos de la pretensión negándolos categóricamente en cada caso.

El efecto de esta carga procesal es establecer definitivamente las circunstancias que conforman el marco litigioso.

Otra consecuencia fundamental es la determinación de los hechos controvertidos. Ésta será la plataforma sobre la que operará la prueba en un momento procesal ulterior: no podrá producirse prueba alguna respecto de hechos que no se encuentren debidamente negados por el demandado en su responde.

Cargas específicas del demandado respecto de los DOCUMENTOS TRAÍDOS CON LA DEMANDA – con el escrito de demanda debe acompañarse la prueba documental con la que el actor pretenda demostrar la existencia de los hechos fundantes de su pretensión. De esa documentación –mediante copias– se da también traslado a la parte demandada generándose así nuevas cargas.

Ahora se trata, básicamente, de que el demandado reconozca o niegue dos circunstancias: la autenticidad de los documentos que a él se atribuyen y la recepción de cartas y telegramas a él remitidos.

El cumplimiento de la carga se realiza del mismo modo que respecto de los hechos (en forma expresa y categórica); difiere sólo en cuanto a las circunstancias sobre las que recae.

Cargas específicas del demandado: LOS HECHOS DE LA OPOSICIÓN – la manda agrega que se deben especificar los hechos sobre los que se funda la defensa. El demandado puede no sólo negar los hechos que afirma el actor, sino que también podrá esgrimir él mismo otros hechos sobre los que construirá su oposición.

Normalmente, frente a los hechos constitutivos que trae el demandante, el demandado podrá aducir la configuración de hechos impeditivos o extintivos que darán lugar a excepciones que rara vez tendrán carácter previo.

Estos “nuevos hechos” incorporados en la contestación de demanda deberán ser probados por quien los afirma y, por tal motivo, habrán de venir acompañados de documentación que los avale.

Cargas específicas del demandado: FORMA DE LA OPOSICIÓN – Finalmente, se señalan aquí como de aplicación a la contestación de demanda las reglas formales contenidas en el art. 330. Es que ambas piezas –demanda y contestación– son escritos que están íntimamente vinculados, desde el momento que la primera contiene la pretensión y la segunda la oposición a esa pretensión.

FALTA DE CONTESTACIÓN: concepto y efectos. 

El CPCC prescribe que en el supuesto de que el demandado no niegue los hechos expuestos en la demanda, el juez puede estimar su silencio, sus respuestas evasivas o su negativa general como un reconocimiento (admisión) de la verdad de los hechos. El silencio del demandado puede ser total o parcial, según deje de contestar o, contestándola, omita formular una negativa respecto de uno o más hechos contenidos en aquella. Esas situaciones determinarán la extensión del reconocimiento. 

Sin embargo, no siempre la falta de contestación a la demanda trae aparejada la rebeldía del demandado, pues esta situación no tiene lugar cuando aquel, no obstante comparecer al proceso, se abstiene de contestar la demanda.

A diferencia de lo que ocurre con los documentos, el silencio del demandado no obliga al juez a tener por admitidos los hechos invocados por el actor. La ley deja librada tal consecuencia al criterio de aquel, que debe pronunciarse al respecto en oportunidad de dictar sentencia definitiva. Dada la presunción de verdad de los hechos invocados por el actor que produce la falta de contestación a la demanda, es a la contraparte a quien corresponde demostrar lo contrario, aportando los elementos de juicio que sean necesarios para tal fin.

Ninguna de esas conclusiones es excluyente de las otras. Que el actor deba producir prueba corroborante y el alcance que cabe atribuir a esa prueba, o que la contestación traiga aparejada una inversión de la carga respectiva, son cuestiones que el juez debe resolver en cada caso particular.

FALTA DE COMPARECENCIA Y DE CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA: diferencias, efectos. (ver pto. siguiente).

2. Procedimiento en rebeldía. Casos en que procede la declaración de rebeldía. Efectos. Notificaciones. Cesación de la rebeldía: efectos. Costas.

PROCEDIMIENTO EN REBELDÍA. CASOS EN QUE PROCEDE SU DECLARACIÓN. 

Declaración de rebeldía.

Art. 59 – Declaración de rebeldía. La parte con domicilio conocido, debidamente citada, que no compareciere durante el plazo de la citación o abandonare el juicio después de haber comparecido, será declarada en rebeldía a pedido de la otra.

Esta resolución se notificará por cédula o, en su caso, por edictos durante dos (2) días. Las sucesivas resoluciones se tendrán por notificadas por ministerio de la ley.

Formas de rebeldía – esta norma establece las dos maneras en que puede configurarse la rebeldía: una forma original, que se dará cuando la demandada no comparezca a juicio vencido el plazo conferido para ello; y una forma sobreviniente, en el supuesto de que tanto actor como demandado, luego de haber comenzado a participar de la litis, la abandonen antes de su resolución.

Requisitos – es muy importante que los requisitos para la declaración de rebeldía se cumplan, ya que de ellos dependerá que la figura se constituya de manera respetuosa de los derechos al debido proceso y a la defensa en juicio.

Una de las condiciones consiste en que la parte tenga domicilio conocido, ya que de lo contrario procederá la citación por edictos. Se trata, entonces, de que la rebeldía se decrete contra alguien a quien le ha llegado de manera efectiva (y no ficta) la noticia de la citación a juicio.

Otra de las condiciones esenciales es la debida citación. A partir de conocerse el domicilio real del citado, se lo deberá notificar por cédula o personalmente. Debe quedar constancia de que se anotició de esta forma al demandado. Ello se logra por medio del informe circunstanciado que labra el oficial notificador en el reverso de la constancia de diligenciamiento de la cédula en cuestión, contenido que, en virtud de la fe pública que da este auxiliar del juez, se presume auténtico.

Luego, debe darse la incomparecencia o el abandono del proceso: en el primer caso, no corresponderá la declaración de rebeldía si el citado comparece y constituye domicilio pero no contesta la demanda ni realiza los subsiguientes actos procesales que le corresponden como carga. En tales supuestos, simplemente irá perdiendo la posibilidad de ejercerlos, pero no litigará bajo la condición de rebelde. 

La hipótesis del abandono del proceso suele darse por la simple inacción de la parte (actor o demandado), luego de haber participado en el trámite de las actuaciones.

El Código contempla ciertos supuestos de rebeldía sobreviniente: cuando se actúa por apoderado y se revoca o se renuncia el mandato y el poderdante no comparece por sí o mediante nuevo representante convencional (art. 53, incs. 1º y 2º); cuando fallece una parte y, debidamente citados, los herederos no comparecen (art. 53, inc. 5º); o cuando fallece o se inhabilita el apoderado y no se lo reemplaza en el plazo concedido para ello (art. 53, inc. 6º).

Por último, se exige que la rebeldía sea declarada por el juez a pedido de parte. Si no se la reclama, el juez no podrá actuar de oficio en ese sentido: se limitará a ir señalando el incumplimiento de las cargas en cabeza de quien no actúa en forma diligente.

Notificación de la declaración de rebeldía – este auto judicial será notificado en el domicilio denunciado por cédula o por edictos durante 2 días. Se entiende que esta última medida se habrá de adoptar sólo en el caso de que luego de notificada la citación en el domicilio real, éste cambie –desconociéndose el nuevo–, desapareciendo de allí su ocupante.

Otras notificaciones – en este caso, se entiende que quien no comparece a juicio se expone a que rija a su respecto un sistema más estricto de comunicación de actos procesales, lo cual encuentra correlato en la previsión de esta manda que sólo contempla, como manera de anoticiamiento del rebelde, las notificaciones ministerio legis

EFECTOS de la declaración de rebeldía.

Art. 60 – Efectos. La rebeldía no alterará la secuela regular del proceso.

La sentencia será pronunciada según el mérito de la causa y lo establecido en el art. 354, inc. 1º. En caso de duda, la rebeldía declarada y firme constituirá presunción de verdad de los hechos lícitos afirmados por quien obtuvo la declaración.

Serán a cargo del rebelde las costas causadas por su rebeldía.

Consecuencias de la declaración de rebeldía – en principio, digamos que la rebeldía no habrá de incidir en el curso normal del juicio, que avanzará de acuerdo con el impulso que le imprima la otra parte. Así hasta llegar a la sentencia de mérito.

La norma en estudio establece que la sentencia se pronunciará según el mérito de la causa. Ello no exime al actor de la carga de probar lo conducente para sustentar lo pretendido. Claro que la rebeldía –declarada y firme– de la contraria operará como una presunción de veracidad de los hechos afirmados por su contraparte, así como un reconocimiento pleno de la autenticidad de los documentos por ella presentados, según la remisión que se realiza al art. 354, inc. 1º.

Prueba.

Art. 61 – Prueba. Si el juez lo creyere necesario podrá recibir el pleito a prueba, o mandar practicar las medidas tendientes al esclarecimiento de la verdad de los hechos, autorizadas por este Código.

Verdad jurídica objetiva – si bien la rebeldía de una de las partes importa la presunción de veracidad de los hechos afirmados por la otra, ello no la releva de la carga de probar. De allí que si el juez entiende que la prueba ofrecida debe efectivamente ser producida, podrá disponer la apertura de la causa a estos fines.

Y si esta tarea se cumple defectuosa o insuficientemente, podrá hacer uso de sus facultades instructorias, a los efectos de recabar una mayor información que le permita reconstruir los eventos pasados que se indican en la demanda y así llegar a una solución más acorde con la verdad jurídica objetiva.

Notificación de la sentencia.

Art. 62 – Notificación de la sentencia. La sentencia se hará saber al rebelde en la forma prescripta para la notificación de la providencia que declara la rebeldía.

Medidas precautorias.

Art. 63 – Medidas precautorias. Desde el momento en que un litigante haya sido declarado en rebeldía podrán decretarse, si la otra parte lo pidiere, las medidas precautorias necesarias para asegurar el objeto del juicio, o el pago de las costas si el rebelde fuera el actor.

Requisitos para el dictado de medidas cautelares – otra de las consecuencias de la declaración de rebeldía consiste en que la ley presume existentes –por el solo hecho del dictado de esa resolución– los recaudos que tornan operativas las medidas cautelares.

De tal manera, si el rebelde es el demandado, a pedido del actor se decretarán las medidas cautelares suficientes para resguardar el cumplimiento de la sentencia (o podrán ser ampliadas si ya fueron trabadas con anterioridad).

Comparecencia del rebelde.

Art. 64 – Comparecencia del rebelde. Si el rebelde compareciere en cualquier estado del juicio, será admitido como parte y, cesando el procedimiento en rebeldía, se entenderá con él la sustanciación, sin que ésta pueda en ningún caso retrogradar.

Comparecencia del rebelde – nada impide al declarado rebelde incorporarse al proceso (si nunca intervino) o reingresar al mismo (si estuvo litigando y lo abandonó). Su derecho de acción sigue intacto y en uso del mismo podrá llevar adelante actividad procesal útil a sus intereses. Se habrá de incorporar (o reincorporar, según el caso) al juicio como parte y cesará el procedimiento en rebeldía mediante formal declaración judicial.

Subsistencia de medidas cautelares.

Art. 65 – Subsistencia de las medidas precautorias. Las medidas precautorias decretadas de conformidad con el art. 63, continuarán hasta la terminación del juicio, a menos que el interesado justificare haber incurrido en rebeldía por causas que no hayan estado a su alcance vencer.

Serán aplicables las normas sobre ampliación, sustitución o reducción de las medidas precautorias.

Las peticiones sobre procedencia o alcance sobre las medidas precautorias tramitarán por incidente, sin detener el curso del proceso principal.

Cesación de la rebeldía y medidas cautelares – en este supuesto, la regla será la plena validez de las mismas hasta el final del juicio, para que no se desnaturalice su finalidad conservatoria. Ello así, salvo el caso de la “rebeldía justificada”, es decir, la provocada “por causas que no hayan estado a su alcance vencer”.

Prueba en segunda instancia.

Art. 66 – Prueba en segunda instancia. Si el rebelde hubiese comparecido después del vencimiento del plazo del ofrecimiento de prueba y apelare de la sentencia, a su pedido se recibirá la causa a prueba en segunda instancia, en los términos del art. 255, inc. 5º, ap. a).

Limitaciones probatorias del rebelde – luego del dictado de la sentencia, si ésta es contraria al ex rebelde, podrá apelarla y contará con la posibilidad de realizar un ofrecimiento –si bien limitado– de prueba en la alzada.

Inimpugnabilidad de la sentencia.

Art. 67 – Inimpugnabilidad de la sentencia. Ejecutoriada la sentencia pronunciada en rebeldía, no se admitirá recurso alguno contra ella.

Rebeldía y limitación recursiva – si la sentencia de primera instancia es apelada por el ex rebelde y la cámara la confirma, expresamente la norma en estudio declara clausurada la vía impugnativa a su respecto.

3. Allanamiento. Concepto. Admisibilidad. Clasificación. Efectos. Costas. Reconvención, concepto. Amplitud en el proceso ordinario, en el oral y en el proceso sumario (plenario abreviado). Reconvención compensativa.

ALLANAMIENTO. CONCEPTO.

El allanamiento es una de las actitudes posibles que el demandado puede asumir frente a la demanda, y consiste en la declaración en cuya virtud aquel reconoce que es fundada la pretensión interpuesta por el actor.

No debe confundirse el allanamiento con la admisión expresa de los hechos. Esta última sólo trae aparejada la consecuencia de relevar al actor de la carga probatoria respecto de los hechos admitidos, pero no hace desaparecer la litis, que continua desarrollándose como una cuestión de puro derecho.

El allanamiento, en cuanto comporta un reconocimiento de la razón que asiste al actor y, por consiguiente, una conformidad con sus alegaciones jurídicas, no solo releva al actor del onus probandi sino que, además, produce la extinción de la litis.

CLASIFICACIÓN.

En lo que concierne a su forma, el allanamiento debe ser categórico y terminante, debiendo utilizar fórmulas precisas que no dejen lugar a dudas.

Puede ser expreso o tácito, según que el demandado reconozca manifiestamente la justicia de la pretensión frente a él deducida o adopte una actitud concordante con esa pretensión, cumpliendo, por ejemplo, la prestación que el actor reclama. Puede ser total o parcial, según recaiga sobre todas o algunas de las pretensiones planteadas en la demanda.

OPORTUNIDAD. 

Art. 307 – Oportunidad y efectos. El demandado podrá allanarse a la demanda en cualquier estado de la causa anterior a la sentencia.

El juez dictará sentencia conforme a derecho, pero si estuviere comprometido el orden público, el allanamiento carecerá de efectos y continuará el proceso según su estado.

Cuando el allanamiento fuere simultáneo con el cumplimiento de la prestación reclamada, la resolución que lo admita será dictada en la forma prescripta en el art. 161.

OPORTUNIDAD – con respecto a la oportunidad de su formulación, el allanamiento puede tener lugar no sólo dentro del plazo establecido para la contestación de la demanda, sino en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia definitiva.

EFECTOS.

Que el demandado se allane no exime al juez de la obligación de dictar sentencia sobre el fondo del asunto, pues el allanamiento carece de fuerza decisoria. En efecto, no obstante el allanamiento el juez está obligado a dictar una sentencia acorde con la petición formulada en la demanda.

El juez está habilitado para desestimar el allanamiento y disponer la continuación del proceso, si el objeto de este se halla sustraído al poder dispositivo de las partes. Sería procedente el rechazo inmediato de la pretensión, y por consiguiente, del allanamiento a ésta, si el juez comprobase que la pretensión reclamada es de cumplimiento imposible o contraria a la moral o buenas costumbres, o que se trate de un proceso simulado.

Además, cuando el allanamiento fuere simultáneo con el cumplimiento de la prestación reclamada, la resolución que lo admita será dictada en la forma prescripta por el art. 161.

En caso de litisconsorcio voluntario, el allanamiento de un litisconsorte autoriza a dictar sentencia respecto de él, sin perjuicio de que la causa continúe con los restantes. Si se trata de litisconsorcio necesario, el allanamiento formulado por uno de ellos carece de eficacia mientras los restantes no adopten la misma actitud, en razón de la indivisibilidad que caracteriza al objeto del proceso: aquel acto sólo lleva aparejada la consecuencia de liberar a su autor de las cargas inherentes al desarrollo ulterior del litigio y de eximirlo de la responsabilidad del pago de las costas.

COSTAS.

Rigen aquí las excepciones a la regla general del art. 68 que contienen los arts. 70 y 76. En tal sentido, no se impondrán costas al vencido cuando hubiese reconocido oportunamente como fundadas las pretensiones de su adversario allanándose a satisfacerlas, a menos que hubiere incurrido en mora o que por su culpa hubiere dado lugar a la reclamación.

Constituye causal de eximición el hecho de que el demandado se allane dentro del quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados.

Se dispone, además, que para que proceda la exención de costas, el allanamiento debe ser real, incondicionado, oportuno, total y efectivo.

Asimismo, si de los antecedentes del proceso resultare que el demandado no hubiere dado motivo a la promoción del juicio y se allanare dentro del plazo para contestar la demanda, cumpliendo su obligación, las costas se impondrán al actor.

RECONVENCIÓN. CONCEPTO.

Sin perjuicio de las defensas que el demandado puede oponer en el escrito de contestación de la demanda, la ley acuerda el derecho de deducir reconvención, la cual constituye una pretensión planteada por el de​mandado frente al actor y que, al incorporarse al proceso pendiente para la sa​tisfacción de la pretensión originaria, configura un supuesto de acumulación sucesiva por inserción de pretensiones.

Requisitos de la reconvención.

Debe contener las enunciaciones que la ley prescribe con respecto a la demanda. A parte de observar formalidades de rigor, debe el reconviniente exponer con claridad los hechos en que se funda, determinar con exactitud la cosa demandada y la petición, y acompañar la prueba instrumental que estuviese en su poder.

Constituyen requisitos:

1) Que se deduzca en el mismo escrito de contestación de la demanda.

2) Que corresponda a la competencia del juez que conoce la pretensión inicial; el principio cede cuando se trata de pretensiones civiles y comerciales.

3) Que sea susceptible de ventilarse por los mismos trámites de la demanda principal. Debe considerarse que sería admisible deducir, en un proceso ordinario, una reconvención que estuviese sujeta al trámite del proceso sumario, siempre que la decisión que haya de dictarse respecto de una de las pretensiones pueda producir efectos de cosa juzgada con relación a la otra.

4) Que se deduzca en vía principal, y no en forma subsidiaria.

5) Que la reconvención derive de la misma relación jurídica o sea conexa con la pretensión originaria.

6) Que se funde en un interés directo del reconviniente.

El derecho de reconvenir solo puede ejercerse contra el actor, y en la calidad asumida por este en la demanda. No es admisible que se ejerza contra un tercero extraño al proceso. 

Por último, el reconvenido –según la jurisprudencia– no puede a su vez reconvenir.

Oportunidad de planteamiento.

Art. 355 – Reconvención. En el mismo escrito de contestación deberá el demandado deducir reconvención en la forma prescripta para la demanda si se creyere con derecho a proponerla. No haciéndolo entonces, no podrá deducirla después salvo su derecho para hacer valer su pretensión en otro juicio.

Traslado de la reconvención y los documentos.

Art. 356 – Traslado de la reconvención y de los documentos. Propuesta la reconvención, o presentándose documentos por el demandado, se dará traslado al actor quien deberá responder dentro de quince (15) o cinco (5) días respectivamente, observando las normas establecidas para la contestación de la demanda.

Para el demandado regirá lo dispuesto en el art. 334.

AMPLITUD EN EL PROCESO ORDINARIO, EN EL ORAL Y EN EL PROCESO SUMARIO.

El plazo que la norma fija solo rige para el proceso ordinario, pues en el sumario es de diez días. En el proceso sumario, el reconviniente debe ofrecer todos los medios de prueba de que intente valerse.

El actor, dentro de los primeros diez días a partir de la fecha en la que se notifica el traslado de la reconvención, puede oponer, si se trata de un proceso ordinario, excepciones de previo y especial pronunciamiento. La oposición se excepciones no suspende el plazo para contestar la reconvención, salvo que se trate de la incompetencia y del defecto legal.

En el proceso sumario, las excepciones previas deben ser opuestas por el actor juntamente con la contestación a la reconvención.

La contestación debe limitarse a las cuestiones incluidas en ella, no pudiendo el actor refutar las manifestaciones formuladas en la contestación de la demanda.

Si se trata de un proceso sumario, en el escrito de contestación a la reconvención debe ofrecerse toda la prueba.

Cuando en la contestación de la reconvención se agregaren hechos no considerados en la contrademanda, el reconviniente podrá agregar dentro de los cinco días, la prueba documental referente a tales hechos. En el proceso sumario tiene también el derecho de ampliar su prueba con respecto a los hechos nuevos alegados por el reconvenido.

RECONVENCIÓN COMPENSATIVA. 

La compensación legal requiere, entre otras condiciones, que ambas deudas sean líquidas. Si el demandado tiene un crédito ilíquido contra el actor puede deducir reconvención, a fin de que aquél sea reconocido en la sentencia y compensado con el crédito del actor. La compensación, en este caso, es judicial y obedece a la conveniencia de evitar al demandado la necesidad de pagar previamente la deuda y de deducir una demanda contra el actor, la que puede ser inoperante ante la posible insolvencia de este último. 

4. Potestad saneadora del juez. 

5. Sustanciación del procedimiento como “de puro derecho”. Oposición. Recursos.

SUSTANCIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO COMO “DE PURO DERECHO”. OPOSICIÓN. RECURSOS.

Trámite posterior según la naturaleza de la cuestión.

Art. 357 – Trámite posterior según la naturaleza de la cuestión. Con el escrito de contestación a la demanda, o a la reconvención, en su caso, el pleito se abrirá a prueba si mediare el supuesto previsto en el artículo siguiente. Si fuere de puro derecho, se conferirá nuevo traslado por su orden, con lo que quedará concluso para definitiva.

CUESTIÓN DE PURO DERECHO – ya sea en el caso de una sola pretensión o de varias con titulares opuestos (demanda y contrademanda o reconvención), una vez presentados los escritos de contestación respectivos o vencidos los plazos para hacerlo, se determinará si existen o no “hechos conducentes acerca de los cuales no hubiere conformidad entre las partes” (art. 358). Si existieran hechos controvertidos, el próximo paso procesal será la apertura de la etapa probatoria.

Si, por el contrario, no existen hechos controvertidos o bien, existiendo, el juez considera suficiente para su dilucidación a la prueba documental agregada de oficio o a pedido de parte, podrá declarar la causa “de puro derecho”.

La declaración de la causa como “de puro derecho” implica, en concreto, que no habrá etapa probatoria.

Como tal medida (dispuesta normalmente a través de una providencia simple) puede causar perjuicio a alguna de las partes, se prevé un nuevo traslado por su orden –primero al actor y luego al demandado– por 5 días (art. 150) desde la recepción de la cédula que la notifica (art. 135, inc. 3º), para que manifiesten lo que estimen correspondiente al respecto.

Si no controvierten la medida y ésta adquiere firmeza, la causa queda conclusa para definitiva, correspondiendo poner el expediente a despacho y dictar la providencia de “autos para sentencia” (arts. 479 y 481).

OPOSICIÓN. RECURSOS.

Si en lugar de abrir la causa a prueba el juez dispone lo contrario, esto es, la declara como “de puro derecho”, esta decisión, por ser una providencia simple, estará sujeta a impugnación por revocatoria dentro del tercer día de su anoticiamiento por cédula (arts. 135, inc. 3º, 238 y 239).

Y dado que es susceptible de generar un agravio irreparable atento su eventual aptitud para frustrar una etapa visceral del proceso con mengua del derecho de defensa de las partes, también será admisible la apelación (art. 242, inc. 3º).

Ello viene corroborado por el criterio del legislador, que establece en forma expresa la apelabilidad de la resolución “que declara la cuestión de puro derecho” (art. 494) respecto del proceso sumario. Con más razón, entendemos, en el marco del plenario mayor – o juicio ordinario–.

6. Apertura a prueba: oposición. Clausura anticipada del plazo probatorio: por conformidad de las partes y de oficio.

APERTURA DE LA CAUSA A PRUEBA. 

Art. 358 – Apertura a prueba. Siempre que se hayan alegado hechos conducentes acerca de los cuales no hubiere conformidad entre las partes, aunque éstas no lo pidan, el juez recibirá la causa a prueba.

Apertura a prueba: HECHOS A PROBAR – la causa sólo se abre a prueba para demostrar hechos controvertidos y conducentes. 

Expuestas las versiones fácticas por el actor y el demandado, la parte contraria debe expedirse acerca de si los hechos ocurrieran como se lo manifiesta.

Si se admiten positivamente, no habrá “hecho controvertido” o “litigioso” alguno: se trata del reconocimiento expreso de los hechos.

En el caso en que se guarde silencio o se conteste con evasivas o con negativas genéricas cuando se debe negar categóricamente, estas circunstancias podrán dar lugar a que sean estimadas por el juez como reconocimiento.

HECHOS SOBRE LOS CUALES NO HABRÁ DE RECAER PRUEBA – no todos los hechos deben ser probados. Están exentos los admitidos por ambas partes –por no ser litigiosos o controvertidos–, los presumidos por la ley –por ejemplo, la plena capacidad de una persona luego de los 21 años–, los inconducentes, no pertinentes o superfluos –a consideración del magistrado– y los notorios –considerados como aquellos incluidos en la cultura normal propia de un determinado grupo social y época en cuyo marco se tramita el pleito–.

FACULTAD DEL JUEZ DE ABRIR LA CAUSA A PRUEBA – en definitiva, será el juez quien determine si la causa se abrirá o no a prueba, a partir de tomar un primer contacto con los hechos discutidos y la entidad de las pretensiones en disputa.

OPOSICIÓN.

Art. 359 – Oposición. Si alguna de las partes se opusiese dentro de quinto día, el juez resolverá lo que sea procedente previo traslado. La resolución sólo será apelable si dejara sin efecto la apertura a prueba.

Oposición a la apertura a prueba – el juez puede disponer la apertura de la causa a prueba aun cuando las partes no lo requieran. Si aun en estas condiciones el juez dispone recibir la causa a prueba, las partes pueden oponerse formalmente. Notificado el auto por cédula (art. 135, inc. 3º), la parte agraviada tiene 5 días para plantear fundadamente su discrepancia con el criterio del juzgador.

Luego de conferir traslado a la contraria por otros 5 días (art. 150), resolverá confirmando su anterior criterio, o bien revocándolo al dejar sin efecto la apertura a prueba.

En este último caso, la parte agraviada podrá recurrir a la alzada por vía de la apelación. No así en el supuesto de que se sostenga la decisión original, atento que no se vislumbra un gravamen que no pueda ser reparado en la sentencia de mérito.

CLAUSURA ANTICIPADA DEL PLAZO PROBATORIO: POR CONFORMIDAD DE LAS PARTES Y DE OFICIO.

Clausura anticipada del plazo probatorio por conformidad de las partes.

Art. 360 – Prescindencia de apertura a prueba por conformidad de partes. Si dentro de quinto día de quedar firme la providencia de apertura a prueba todas las partes manifestaren que no tienen ninguna a producir, o que ésta consiste únicamente en las constancias del expediente o en la documental ya agregada y no cuestionada, la causa quedará conclusa para definitiva, y, previo cumplimiento de lo dispuesto en el art. 357, párr. 2º, el juez llamará autos para sentencia.

Ausencia de prueba para ofrecer – puede darse el caso de que todas las partes manifiesten, dentro del 5º día de de quedar firme la providencia de apertura a prueba, que carecen de pruebas para producir.

Con esta manifestación, el juez deberá declarar la causa conclusa para definitiva, privándose de sus efectos al auto de apertura a prueba. Es obvio que esta medida sólo podrá operar si la presentación señalada se realiza por la totalidad de las partes litigantes y no se encuentra en juego el orden público.

Si se dan estas circunstancias, sólo restará un nuevo traslado por su orden, cumplido lo cual se llamará autos para sentencia.

Clausura anticipada del período de prueba de oficio.

Art. 361 – Clausura del período de prueba. El período de prueba quedará clausurado antes de su vencimiento, sin necesidad de declaración expresa, cuando todas hubiesen quedado producidas, o las partes renunciaren a las pendientes.

Cierre de la etapa probatoria – cuando el juez resuelve abrir la causa a prueba normalmente, fija el plazo durante el cual se podrán realizar tareas de esa naturaleza. Sin embargo, puede darse que antes de que expire ese período se haya cumplido con todas las diligencias, agotándose la lista de medidas ofrecidas por las partes. O bien que las mismas se presenten y expresamente renuncien a las pruebas pendientes de sustanciación.

Frente a ello, por economía y celeridad, la ley procesal contempla que el período de prueba se cierre de manera automática y anticipada, esto es, sin el requerimiento de una resolución judicial al efecto.

Admisibilidad de la prueba

Art. 362 – Pertinencia y admisibilidad de la prueba. No podrán producirse pruebas sino sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos.

No serán admitidas las que fueren manifiestamente improcedentes o superfluas o meramente dilatorias.

Admisibilidad de la prueba – respecto de los hechos a probar, no toda prueba será admitida en el juicio. El juez será el encargado de ponderar si la que ofrecen las partes resulta idónea para acreditar los extremos en debate o, por el contrario, se dirigen a probar elementos secundarios o superfluos.

7. Hechos nuevos, concepto, invocación en primera y segunda instancia. Hechos sobrevinientes, concepto, efectos en la sentencia. 

HECHOS NUEVOS. CONCEPTO. INVOCACIÓN EN PRIMERA INSTANCIA. 

Art. 363 – Hechos nuevos. Cuando con posterioridad a la contestación de la demanda o reconvención ocurriese o llegase a conocimiento de las partes algún hecho que tuviese relación con la cuestión que se ventila, podrán alegarlo hasta cinco (5) días después de notificada la providencia de apertura a prueba.

Del escrito en que se alegue se dará traslado a la otra parte la que, dentro del plazo para contestarlo, podrá también alegar otros hechos en contraposición en los nuevamente alegados. En este caso quedará suspendido el plazo de prueba hasta la notificación de la resolución que los admita o los deniegue.

En los supuestos mencionados en los párrafos precedentes, las pruebas podrán recaer también sobre los hechos nuevamente aducidos.

Cambio de la plataforma fáctica original – los hechos de un determinado proceso son los que se vuelcan en la demanda y su contestación. Se trata de aquellas circunstancias que las partes conocen al tiempo de presentar los escritos centrales de la litis y sobre los que basan sus respectivas peticiones.

Pero puede ocurrir que a lo largo del proceso sucedan nuevos acontecimientos que tengan directa incidencia con lo debatido en el expediente.

Asimismo, ciertas circunstancias con esa misma virtualidad ya acontecidas pueden recién llegar a conocimiento de los litigantes en el devenir del trámite. En este caso se tratará de hechos acaecidos con anterioridad, pero de los que no se tuvo conocimiento previo.
El derecho procesal ha buscado una solución que concilie dos aspectos centrales de la litis. Ello se logra mediante la figura contemplada en el artículo bajo análisis.

Entonces, si luego de contestada la demanda –o reconvención, en su caso– ocurre o llega a conocimiento de las partes un hecho que tenga relación con la cuestión que se está debatiendo, podrá ser válidamente llevado a juicio hasta 5 días después de la recepción de la cédula que notifica la providencia de apertura a prueba (art. 135, inc. 3º).

INVOCACIÓN EN SEGUNDA INSTANCIA. 

Es conveniente diferenciar entre los hechos nuevos del art. 363 y los hechos nuevos que se conocieron con posterioridad a la oportunidad prevista en dicho art.

La cuestión está tratada en el art. 255. Esta norma se refiere, por un lado, a los hechos nuevos del art. 363. (será “hecho nuevo” aquel que ocurre o es conocido con posterioridad a la contestación de demanda o reconvención y que puede ser alegado hasta cinco días después de notificada la apertura a prueba en primera instancia) y, por otro, a los “hechos nuevos” que ocurren o son conocidos luego de la notificación de la referida apertura a prueba.
Respecto de los primeros, sólo pueden introducirse en la cámara si fueron llevados en primera instancia y rechazados oportunamente por el juez.

Respecto de los segundos, si éstos no ingresaron al proceso por la vía del art. 163, inc. 6º, párr. 2º, podrán ser traídos en la segunda instancia en virtud de la norma que ahora analizamos (art. 255, inc. 5.a, 1ª parte).

En conclusión, el hecho nuevo invocable en la instancia apelatoria debe reunir ciertos requisitos esenciales a fin de que aquél se torne viable en los términos del art. 255, ap. a), CPCC. Entre tales recaudos se halla el extremo que hace al factor temporal, es decir, que el hecho que se alega se haya producido o llegare a conocimiento del peticionante, con posterioridad a la oportunidad prevista por el art. 363.

HECHOS SOBREVINIENTES. CONCEPTO. EFECTOS EN LA SENTENCIA.

De acuerdo con lo expresado por el art. 163 inc. 6 2º párr., la sentencia debe guardar estricta correlación con lo pretendido en la demanda o reconvención (en su caso). Ello no obsta a que, si durante el transcurso del proceso ocurren hechos que extingan o consoliden el derecho de las partes, el juez no pueda hacer mérito de esos hechos sobrevinientes para rechazar o admitir la demanda.

De allí que el CPCC agregue en el inciso 6º que la sentencia podrá hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o extintivos producidos durante la sustanciación del juicio y debidamente probados, aunque no hubiesen sido invocados como hechos nuevos. 

Por citar un ejemplo, si se ha interpuesto la demanda con anterioridad el vencimiento del plazo de la obligación, cabe admitirla si tal vencimiento se produjo durante la sustanciación del juicio, pues se trata de un hecho constitutivo que consolida el derecho del actor.

UNIDAD 8 – PRUEBA.

1. Prueba. Concepto. Régimen legal en el derecho argentino y comparado. Prueba o fijación de hechos. 

PRUEBA. CONCEPTO.

La prueba es la actividad procesal, realizada con el auxilio de los medios establecidos por la ley, y tendiente a crear la convicción judicial sobre la existencia o inexistencia de los hechos afirmados por las partes como fundamento de sus pretensiones o defensas.

RÉGIMEN LEGAL DE LA PRUEBA EN EL DERECHO ARGENTINO.

En lo que concierne al régimen legal de la prueba, es preciso recordar que las facultades de las provincias para legislar en materia de procedimientos judiciales deben ser entendidas sin perjuicio de las normas procesales que puede dictar el gobierno central con el fin de asegurar la efectividad del ejercicio de los derechos que consagra la legislación de fondo. 

Tanto el código civil como el de comercio contienen disposiciones relativas a los medios de prueba admisibles con respecto a diversas materias por ellos legisladas. Así, el art.  1190 CCiv. establece que los contratos se prueban por el modo que dispongan los códigos de procedimientos de las provincias federadas: 
· Por instrumentos públicos.

· Por instrumentos particulares firmados o no.

· Por confesión de partes, judicial o extrajudicial.

· Por juramento judicial.

· Por presunciones legales o judiciales.

· Por testigos. 

Los contratos que tengan una forma determinada por las leyes (art. 1191 CCiv.) no se juzgarán probados si no estuviesen en la forma prescripta, a no ser que hubiese habido imposibilidad de obtener la prueba designada por la ley, o que hubiese habido un principio de prueba por escrito en los contratos en que pueden hacerse por instrumentos privados, o que la cuestión versare sobre los vicios de error, dolo, violencia, fraude, simulación o falsedad de los instrumentos donde constare, o cuando una de las partes hubiese recibido alguna prestación y se negare a recibir el contrato. En éstos casos son admisibles los medios de prueba designados. 

Con respecto a los hechos, el CCiv. admite, en ciertos casos, que puedan acreditarse por cualquier medio de prueba, como ocurre con la filiación natural (art. 325), la inexistencia de la donación (art. 1817), etc.; y, en otros, excluye la admisibilidad de determinados medios de prueba, como ocurre con los testigos cuando  el signatario de un documento dado en blanco impugna su contenido (art. 1017). 
2. Finalidad de la prueba, hechos, derechos. Hechos exentos de prueba. Hechos notorios, necesidad de invocación; vinculación con el principio dispositivo.

FINALIDAD DE LA PRUEBA, HECHOS, DERECHOS. HECHOS EXENTOS DE PRUEBA. HECHOS NOTORIOS: necesidad de invocación, vinculación con el principio dispositivo.

OBJETO DE LA PRUEBA

En principio, sólo los hechos afirmados por los litigantes pueden constituir objeto de prueba. Pero aquéllos deben ser, además: 

· controvertidos, o sea, afirmados por una de las partes y desconocidos o negados por la otra (afirmación unilateral). 

· conducentes para la decisión de la causa. Puede suceder, en efecto, que un hecho haya sido afirmado, pero que carezca de relevancia para resolver las cuestiones sobre las cuales versa la litis. En tal caso se dice que el hecho es inconducente.

HECHOS EXENTOS DE PRUEBA.

Se hallan, en cambio, excluidos de la prueba:

a) Los hechos no afirmados por ninguna de las partes. Dado que debe existir una ineludible correlación entre el contenido de la sentencia y las afirmaciones formuladas por las partes (principio de congruencia). La regla es, por lo tanto, que no podrán producirse pruebas sino sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos.

b) Los hechos afirmados por una de las partes y admitidos por la otra. La vigencia del principio dispositivo impone al juez el deber de aceptar, sin más, la existencia de aquellos hechos que son concordantemente afirmados por ambas partes (afirmación bilateral). Pero es obvio, por lo demás, que el juez no se halla ligado por las afirmaciones de hechos inverosímiles, aunque con relación a éstos tampoco cabe la posibilidad de prueba.

c) Los HECHOS NOTORIOS, o sea, aquellos que entran naturalmente en el conocimiento, en la cultura o en la información normal de los individuos, con relación a un círculo social o a un lugar o momento determinado, en la oportunidad en que ocurre la decisión. A fin de precisar con mayor exactitud el concepto de hecho notorio, es necesario excluir de su ámbito las siguientes características:

· La generalidad – no es necesario que el hecho sea conocido de todo el mundo, pues la notoriedad se halla referida necesariamente a un determinado círculo social.

· El conocimiento absoluto – basta, pues, el conocimiento relativo, o sea la posibilidad de verificar la existencia del hecho de que se trate mediante el auxilio de una simple información (como puede ser la consulta de un texto para comprobar la fecha exacta de un acontecimiento histórico o el nombre de un accidente geográfico).

· El conocimiento efectivo – no se requiere la percepción directa del hecho, pues basta su difusión en el medio respectivo (un hecho histórico trascendente, como lo fue por ejemplo la Segunda Guerra Mundial, reviste el carácter de hecho notorio incluso para quienes no fueron sus partícipes o testigos presenciales).

PRUEBA DEL DERECHO.

El juez –en principio– conoce sólo el derecho de su nación. No tiene la obligación de conocer el derecho extranjero.

Por otro lado, en tanto las normas jurídicas se presumen conocidas, y al juez incumbe la calificación jurídica de los hechos de la causa, ellas no deben ser objeto de prueba. 

Esta regla reconoce, sin embargo, algunas excepciones. En primer lugar, el art. 13 CCiv. dispone que la aplicación de las leyes extranjeras, en los casos en que el código la autoriza, no tendrá lugar sino a solicitud de parte interesada, a cuyo cargo estará la prueba de la existencia de dichas leyes. 

Esta norma se encuentra en vigencia, más allá de que provenga de otra época en la cual las comunicaciones y el tráfico de información no eran tan fluidos como hoy y donde no existían tratados internacionales aplicables en esta materia, que establecen el deber de los jueces vernáculos de poner en práctica el derecho extranjero cuando corresponda.

En la actualidad, por efectos de la globalización y la Internet, no resulta dificultoso obtener información rápidamente respecto de ordenamientos jurídicos extranjeros.

Y si bien en los casos en que ello resulta necesario muchas veces el juez oficiosamente busca y obtiene tales datos, sigue pesando en cabeza de la parte que pretende beneficiarse con los efectos jurídicos de las normas extranjeras la carga de acreditarlas.

Por su parte, el art. 375 CPCC prescribe que “incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el juez o tribunal no tenga el deber de conocer”.

Prueba de la costumbre – otra excepción cabe respecto de la costumbre, la que también debe ser objeto de prueba en el caso de que su existencia no fuese notoria. Según el CCiv. art. 17, el derecho consuetudinario –es decir, las normas generales que nacen de la costumbre y de los usos sociales– sólo será válido cuando actúe praeter legem y secundum legem, esto es, en terrenos donde falte la regulación legal o bien cuando la ley se remita expresamente a estas pautas.

Veda todo efecto jurídico a la costumbre contra legem como fuente de derecho.

Son muchas las reglas del derecho civil así como del derecho comercial que remiten a soluciones que deberán tomarse de las costumbres del lugar, o de las prácticas comerciales, etc. En tales casos, será tarea compartida de las partes y del juez indagar y obtener prueba de esta fuente de normatividad específica, para lo cual no existirá limitación alguna respecto de los medios a utilizar.
3. Carga de la prueba, conveniencia e inconveniencia de legislarla, doctrinas. Presupuesto de hecho y los hechos constitutivos; hechos extintivos, impeditivos y modificativos, concepto. El hecho negativo y el no hecho. Inversión de la carga de la prueba. Consecuencias de la falta de prueba. Carga dinámica de la prueba. Noción.

CARGA DE LA PRUEBA. CONVENIENCIA E INCONVENIENCIA DE LEGISLARLA. DOCTRINAS. 

Art. 375 – Carga de la prueba. Incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el juez o tribunal no tenga el deber de conocer.

Cada una de las partes deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción.

Onus probandi – las reglas de la carga de la prueba poseen una importancia sustancial para la suerte de la pretensión y oposición de las partes. El juez de nuestros días no puede dejar de resolver un pleito. Todo conflicto sometido a su jurisdicción debe encontrar respuesta.

Se trata de determinar en cada caso concreto qué hecho corresponde probar y a qué parte, ya que si de ese hecho depende un efecto jurídico y la prueba del mismo está ausente, el juez deberá resolver en contra de aquél que tenía la carga de probarlo.

Diferentes posturas en materia de la carga de la prueba – La materia en cuestión ha variado con el paso de los siglos. Originalmente, el actor tenía que probar todo, es decir, no sólo la existencia de los hechos que fundaban su pretensión, sino además la inexistencia de hechos que obstaran a la misma. En idéntico papel quedaba el demandado cuando planteaba una defensa. El sistema exhibe notas de clara injusticia.

En una etapa posterior, se pasó a sostener la regla de que debe probar el que afirma. No importa quién sea el que produce una afirmación: sobre él recae la carga de la acreditación de lo afirmado. La dificultad se daba porque en muchos casos se producían confusiones entre la negativa de un hecho y la afirmación de un hecho negativo. Es decir, la delicada cuestión de la carga de la prueba podía quedar condicionada por una cuestión de expresión lingüística de los asertos, lo cual tampoco era algo aceptable.

Aparece luego una variante de aquella postura. Dice CHIOVENDA que se debe determinar qué tipos de hechos se afirman y a partir de allí atribuir la carga de probarlos. Se los clasifica en: 

· HECHOS CONSTITUTIVOS – que son aquellos que dan sustento al efecto jurídico que alguien pretende en su favor; p. ej.: un contrato. En tal sentido, de una pretensión por cumplimiento del contrato de compraventa, será hecho específico su celebración y, por consiguiente, el conjunto de circunstancias que lo tipifican.

· HECHOS IMPEDITIVOS – son los que privan de esos efectos jurídicos por importar falencias o déficits respecto de recaudos legales; p. ej.: la incapacidad de los celebrantes.

· HECHOS EXTINTIVOS – que son los que vienen a privar de efectos jurídicos a los constitutivos por razones posteriores al nacimiento del derecho; p. ej.: el pago.

Al actor incumbe –básicamente– la prueba de los hechos constitutivos, mientras al demandado los extintivos e impeditivos. 

ROSENBERG cambia el enfoque del problema desde el derecho alemán. Su teoría apunta a la norma y de allí se dirige a los presupuestos fácticos. Entiende que no interesa el rol procesal de los sujetos ni el tipo de hechos de que se trate, sino determinar cuáles son las bases fácticas para que opere la norma que cada litigante esgrime en su favor y así generar la carga de probarlas en quien se habrá de beneficiar con su operatividad. 

Este criterio es el que entiende válido nuestra Suprema Corte.

PRESUPUESTO DE HECHO Y LOS HECHOS CONSTITUTIVOS.

HECHOS EXTINTIVOS, IMPEDITIVOS Y MODIFICATIVOS. CONCEPTOS. 

EL HECHO NEGATIVO Y EL NO HECHO. 

En todos aquellos casos en que la ley hace de un hecho negativo el presupuesto de un efecto jurídico determinado, no media razón alguna que justifique eximir de la prueba respectiva a la parte que invoca ese hecho negativo, o ese “no–hecho”, como fundamento de su pretensión o defensa. Por ello se ha decidido que la alegación de que se trata de un hecho negativo no releva de la prueba a quien lo aduce, si aquél es presupuesto de actuación de la norma que esa parte invoca a su favor.

Lo que ocurre, simplemente, es que tales hechos no son susceptibles de prueba directa, sino que se deducen a través de la demostración de la existencia de hechos positivos. Por ejemplo, la pretensión fundada en la inejecución de una obligación de no hacer no releva al actor de probar el hecho positivo contrario.

Inversión de la carga de la prueba. Consecuencias de la falta de prueba. Carga dinámica de la prueba. Noción.

4. Facultades y deberes del juez en materia probatoria. Fijación de los hechos litigiosos. 

FACULTADES Y DEBERES DEL JUEZ EN MATERIA PROBATORIA. FIJACIÓN DE LOS HECHOS LITIGIOSOS.

5. Medios de prueba. Clasificación. Medios legislados expresamente. Su legislación, ¿corresponde al derecho sustancial o procesal?; doctrina. 

MEDIOS DE PRUEBA. CONCEPTO. CLASIFICACIÓN.

Son medios de prueba los modos u operaciones que, referidos a cosas o personas, son susceptibles de proporcionar un dato demostrativo de la existencia o inexistencia de uno o más hechos.

Del concepto precedentemente enunciado se infiere que todo medio de prueba: 

· entraña una actividad procesal referida a un instrumento real o personal sobre el que recae la percepción judicial.

· actúa como vehículo para lograr un dato a través del cual el juez determina la existencia o inexistencia de un hecho. 

Clasificación – la doctrina ha clasificado a los medios de prueba con arreglo a diversos criterios, de los cuales sólo han de mencionarse los más difundidos. Se habla así, de pruebas directas o indirectas, según que, respectivamente, se hallen constituidas por el hecho mismo a probar o por objeto distinto de él. El ejemplo típico de la prueba directa es el reconocimiento judicial, en el cual media la coincidencia entre el hechos a probar y el hecho percibido por le juez. Son pruebas indirectas, en cambio, la testimonial, la pericial y la documental, pues en ellas la percepción judicial recae sobre un objeto, del cual el juez deduce la existencia del hecho a probar.

Pero el objeto percibido por el juez puede, a su vez, ser o no representativo del hecho a probar. La forma en que se produjo un accidente de tránsito, por ejemplo, puede deducirse de una fotografía tomada en el lugar o de la narración de los testigos que lo presenciaron; pero también la convicción del juez puede basarse en la posición en que quedaron los vehículos o en las características de los daños producidos en ellos. La fotografía y el testimonio constituyen objetos representativos de un hecho pasado, y son, por lo tanto, pruebas históricas. La posición de los vehículos o las características de los daños carecen, en cambio, de esa aptitud representativa: se trata de circunstancias que sirven para la deducción del hecho a probar, pero que son autónomas con respecto a éste. Se las denomina pruebas críticas (presunciones), pero no configuran medios, sino argumentos de prueba.

Ciertas pruebas se hallan formadas con anterioridad al proceso, de modo tal que para valerse de ellas basta con ponerlas a disposición del juez: son las llamadas pruebas preconstituidas (por ejemplo, los documentos). Otras, por el contrario, deben constituirse en el mismo proceso mediante la actividad de las partes o del juez, y se las denomina, por ello, pruebas circunstanciales (por ejemplo, el testimonio de las partes o de los terceros, el reconocimiento judicial, etc.).

MEDIOS LEGISLADOS EXPRESAMENTE.

Art. 376 – Medios de prueba. La prueba deberá producirse por los medios previstos expresamente por la ley o por los que el juez disponga, a pedido de parte o de oficio, siempre que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o de terceros, o no estén expresamente prohibidos para el caso.

Los medios de prueba no previstos se diligenciarán aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes, o en su defecto, en la forma que establezca el juez.

Medios de prueba – la ley regula detalladamente una cierta cantidad de medios de prueba. Sin embargo, estas figuras no agotan el repertorio de formas de acreditar hechos de las que disponen las partes y los jueces. Si bien se tenderá a echar mano de los medios probatorios “típicos” o “nominados”, está en la creatividad de los litigantes y magistrados propiciar y admitir otras formas o combinación de tipos, en la medida en que estas nuevas figuras se adapten de mejor forma a la tarea de eliminar la incertidumbre respecto de los extremos fácticos a probar.

El CPCC reglamenta específicamente los siguientes medios de prueba: 

1) documental.

2) informativa.

3) confesión judicial y extrajudicial.

4) testimonial.

5) pericial.

6) reconocimiento judicial. 

Admite también la prueba de presunciones, aunque no en el sentido de medio probatorio, cuando aquellas “se funden en hechos reales y probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica”
6. Apreciación de la prueba: sistemas, evolución histórica. Régimen de los códigos procesales y del fuero laboral de la provincia y en el federal; diferencias.

APRECIACIÓN DE LA PRUEBA. EVOLUCIÓN HISTÓRICA.

Sistemas de apreciación de la prueba. GENERALIDADES – la doctrina, en general, reconoce la existencia de 2 sistemas fundamentales en lo que concierne a la apreciación de la prueba: 

1. El de la prueba legal (o tasada) – la eficacia de los distintos medios probatorios se halla fijada mediante reglas vinculantes para el juez, quien debe atenerse a ellas con prescindencia de su convicción personal. 

Su origen histórico se remonta al primitivo derecho germánico, en el cual la prueba no tenía por objeto formar la convicción del juez sino obtener, a través de ciertas experiencias (ordalías), la manifestación de la voluntad divina. Posteriormente, el llamado proceso común o romano canónico acusó notablemente la influencia de dicho sistema, que vino a sustituir, en importante medida, al sistema romano de la libre convicción del juez. En los siglos XIII y XIV, resulta patente la tendencia a la formulación de reglas, muchas veces extravagantes, destinadas a predeterminar el valor de cualquier elemento probatorio. En materia de prueba testimonial, por ejemplo, la regla en cuya virtud un testigo intachable hacía media prueba (semiplena probatio) y uno sospechoso (testis suspectus) menos de media (probatio semiplena minor), en tanto que un testigo intachable más uno sospechoso establecían más de media prueba (probatio semiplena maior).
2. El de la libre apreciación del juez (o de la prueba racional) – Paulatinamente, la legislación fue apartándose de esas reglas probatorias y se orientó en el sentido de acordar a los jueces mayor libertad de apreciación. 

Sin embargo, el sistema de la prueba legal no ha sido totalmente excluido de los códigos modernos, que contienen diversas reglas tendientes a determinar, por anticipado, la eficacia de ciertos elementos probatorios. En nuestro ordenamiento jurídico constituyen aplicaciones de tal sistema: el principio en cuya virtud los actos para los cuales se ha prescripto exclusivamente una clase de instrumento público carecen de eficacia si no se ha observado esa formalidad (art. 977 CCiv.); la plena fe que hacen los instrumentos públicos respecto de ciertas circunstancias (arts. 993–995 CCiv.); la prohibición de probar por testigos los contratos que tengan por objeto una cantidad superior a cierta cantidad de dinero (art. 1193 CCiv.) 

SISTEMA VIGENTE/ACTUAL.

Art. 384 – Apreciación de la prueba. Salvo disposición legal en contrario, los jueces formarán su convicción respecto de la prueba de conformidad con las reglas de la sana crítica. No tendrán el deber de expresar en la sentencia la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente de las que fueren esenciales y decisivas para el fallo de la causa.

Sistema vigente: la SANA CRÍTICA – es el sistema contemplado en el art. 384 CPCCBA, como surge de su texto. La sana crítica no implica –en general– ataduras a pautas taxativamente preordenadas, sino una valoración global y razonada del conjunto.

Han sido la doctrina y la jurisprudencia las que se encargaron de explicitar algunas de las pautas que la componen y son hoy aceptadas en el campo del derecho procesal.

Según estas enseñanzas, no hay dudas de que en esta tarea de valorar según la “sana crítica” el juez debe actuar respetando el material con que cuenta en el expediente, sobre la base de las reglas de la lógica y de acuerdo con las máximas de experiencia, dejando expresamente reseñado en la sentencia los hitos principales de este razonamiento para que las partes puedan controlar la manera en que se formó la convicción que sirvió de base al fallo que habrá de afectar sus derechos.

RÉGIMEN DE LOS CÓDIGOS PROCESALES Y DEL FUERO LABORAL DE LA PROVINCIA Y EN EL FEDERAL. DIFERENCIAS.

Concordancia con el CPCCN – No existen diferencias entre ambos textos normativos.

UNIDAD 9 – PROCEDIMIENTO PROBATORIO.

1. Modalidades en el ofrecimiento de la prueba según el medio probatorio y la clase de proceso de que se trate.

MODALIDADES EN EL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA SEGÚN EL MEDIO PROBATORIO Y EL PROCESO DE QUE SE TRATE. 

2. Recepción de la prueba. Modalidades según se deba recibir dentro del radio del juzgado de competencia territorial del mismo y fuera de ambos: oficio o exhorto. LEY 22.172.

RECEPCIÓN DE LA PRUEBA. MODALIDADES SEGÚN SE DEBA RECIBIR DENTRO DEL RADIO DEL JUZGADO DE COMPETENCIA TERRITORIAL DEL MISMO Y FUERA DE AMBOS: OFICIO O EXHORTO.

Prueba a producir dentro del radio del juzgado. 

Art. 379 – Prueba dentro del radio del juzgado. Los jueces asistirán a las actuaciones de prueba que deban practicarse fuera de la sede del juzgado o tribunal, pero dentro del radio urbano del lugar.

Prueba dentro del radio del juzgado – el juez debe mantener adecuado contacto no sólo con las partes, sino también respecto de las pruebas a producirse durante el transcurso del proceso. Este art. es una clara manifestación del principio de inmediación.

Aquí se hace referencia al deber de los jueces de asistir a aquellas diligencias que no tengan lugar dentro del recinto del órgano, sino que importen trasladarse fuera de los tribunales, pero siempre dentro del “radio urbano”.

El juez puede salir para efectuar un reconocimiento judicial, presenciar una operación pericial o una declaración testimonial en el lugar donde ocurrieron los hechos, etc.

Prueba fuera del radio del juzgado.

Art. 380 – Prueba fuera del radio del juzgado. Cuando las actuaciones deban practicarse fuera del radio urbano, pero dentro del departamento judicial, los jueces podrán trasladarse para recibirlas o encomendar la diligencia a los de las respectivas localidades.

Si se tratare de un reconocimiento judicial los jueces podrán trasladarse a cualquier lugar de la República donde deba tener lugar la diligencia.

Prueba fuera del radio del juzgado – en este supuesto, la distancia desde la sede del juzgado hasta el lugar donde tendrá lugar la diligencia probatoria es mayor, superando el ·radio urbano”, pero aún se trata de una actuación dentro del departamento judicial respectivo.

En este caso, la ley prevee tanto el traslado y la presencia del juez en el lugar como la delegación de la conducción de la diligencia al juez de la respectiva localidad. Normalmente se tratará de los jueces de paz letrados.

Para el supuesto del reconocimiento judicial, donde es imprescindible el contacto de visu por parte del juez y la delegación deviene impropia, la ley autoriza al juez a trasladarse a cualquier punto del país.

Plazo para el libramiento de oficios y exhortos.

Art. 381 – Plazo para el libramiento de oficios y exhortos. Tanto en el caso del artículo precedente como en el de los arts. 367 y 451, los oficios o exhortos serán librados dentro de quinto día. Se tendrá por desistida de la prueba a la parte si dentro de igual plazo contado desde la fecha de entrega del oficio o exhorto, no dejase constancia en el expediente de esa circunstancia.

Comunicaciones con otros jueces. Cargas – esta manda precisa cuáles son las cargas respecto de las comunicaciones que tendrán lugar en la etapa probatoria cuando el juez de la causa deba requerir colaboración a un colega, sea nacional o extranjero, para llevar adelante determinada diligencia probatoria.

Para los casos de prueba a realizarse fuera del radio del juzgado pero dentro del departamento judicial, y se decida encomendar la medida a algún Juez de Paz (art. 380), o bien cuando se deba realizar la prueba en otro país, sea limítrofe o no (art. 367), o para que ciertos testigos declaren ante otro magistrado, sea nacional o extranjero (art. 451), se contempla que los oficios (según el DEC/LEY 9618/1980 en los casos de jueces nacionales) o exhortos (comunicaciones dirigidas al extranjero) sean confeccionados y diligenciados por los litigantes interesados, por lo que deberán ser presentados dentro del 5º día de que se disponga el requerimiento de colaboración por parte del juez y retirados del juzgado en el mismo tiempo, dejándose constancia de ello en la causa, so pena de caducidad automática.

LEY 22.172.

El artículo 1º de la Ley 22.172 dispone que la comunicación entre los tribunales de diferente jurisdicción territorial se realizará directamente por oficio, sin distinción de grado o clase, siempre que ejerzan la misma competencia en razón de la materia.

Dicho ordenamiento establece que el oficio no requiere legalización y debe contener: 

· Designación y número de tribunal y secretaría y nombre del juez y secretario.

· Nombre de las partes, objeto o naturaleza del juicio y valor pecuniario, si existiera.

· Mención sobre la competencia del tribunal oficiante. 

· Transcripción de las resoluciones que deban notificarse o cumplirse, y su objeto expresado si no resultare de la resolución transcripta.

· Nombre de las personas autorizadas para intervenir en el trámite.

· El sello del tribunal y la firma del juez y del secretario en cada una de sus hojas.

3. Plazos de prueba; ordinario y extraordinario. Poderes de las partes y facultades del juez. 

PLAZO ORDINARIO Y EXTRAORDINARIO DE PRUEBA. PODERES DE LAS PARTES Y FACULTADES DEL JUEZ.

PLAZO ORDINARIO DE PRUEBA. 

Art. 365 – Plazo ordinario de prueba. El plazo de prueba será fijado por el juez y no excederá de cuarenta (40) días. Las pruebas deberán ofrecerse dentro de los primeros diez (10) días.

Plazo probatorio – en principio, la ley no fija un plazo determinado para la producción de la prueba, dejando en manos del juez la fijación del mismo. Lo que sí determina es el término máximo de ese plazo, que no podrá excederse de los 40 días. 

Como anticipáramos, la determinación del plazo de prueba será realizada por el juez, teniendo como parámetro básico la complejidad de las situaciones debatidas y la cantidad de hechos litigiosos a probar.

A partir de cuándo comienza a correr el plazo – el plazo previsto por el art. 365 para el ofrecimiento de las pruebas tiene el carácter de común, comenzando a correr desde que ha quedado consentida la providencia de apertura a prueba y luego de concretada la última notificación de ese auto, incluida la efectuada –en caso de que intervenga– al representante del Ministerio Público.

Fijación de las audiencias. Concentración.

Art. 366 – Fijación y concentración de las audiencias. Las audiencias deberán señalarse dentro del plazo de prueba y, en lo posible, simultáneamente en ambos cuadernos.

Se concentrarán en la misma fecha o en días sucesivos teniendo en cuenta la naturaleza de las pruebas.

Principio de concentración y economía procesal – el juez debe velar porque todo el proceso se conduzca en forma ágil, rápida y sencilla.

La etapa probatoria es una de las que más tiempo insume, donde los pasos procesales pueden llegar a volverse muy complejos por su multiplicidad y porque normalmente habrán de involucrar a terceros. Por eso la mayor necesidad de que el magistrado ponga especial atención en reducir estas posibles contingencias conflictivas.

PLAZO EXTRAORDINARIO DE PRUEBA.

Art. 367 – Plazo extraordinario de prueba. Cuando la prueba deba producirse fuera de la República, el juez señalará el plazo extraordinario que se considere suficiente, el que no podrá exceder de noventa (90) y ciento ochenta (180) días, según se trate o no, respectivamente, de un país limítrofe.

Prueba en el extranjero – excepcionalmente, puede darse la necesidad de que alguna medida probatoria se produzca fuera del país. Para esos casos, y dado que el plazo máximo habitual de cuarenta días puede llegar a ser insuficiente, el Código contempla un plazo extraordinario.

Aquí también será tarea del juez ponderar las necesidades de las partes en este terreno y determinar el plazo especial. La ley sólo establece tiempos máximos, teniendo en cuenta si el país es limítrofe (90 días) o no lo es (180 días).

Requisitos para conceder el plazo extraordinario.

Art. 368 – Requisitos de la concesión del plazo extraordinario. Para la concesión del plazo extraordinario se requerirá:

1) Que se solicite dentro de los diez (10) primeros días de notificada la providencia de apertura a prueba.

2) Que en el escrito en que se pide se indiquen las pruebas a producir y, en su caso, el nombre y domicilio de los testigos y los documentos que deban testimoniarse, mencionando los archivos o registros donde se encuentren.

Formación de los cuadernos, resolución y recurso. 

Art. 369 – Formación de cuaderno, resolución y recurso. Cumplidos los requisitos del artículo anterior, se formará cuaderno por separado y el juez resolverá sin sustanciación alguna.

La resolución que conceda el plazo extraordinario será inapelable. La que lo deniegue será apelable, pero únicamente se elevará a la cámara el respectivo cuaderno.

Prueba pendiente de producción.

Art. 370 – Prueba pendiente de producción. Cuando hubiese transcurrido el plazo extraordinario sin haberse diligenciado la prueba para cuya producción se concedió, y el proceso se encontrare en las condiciones a que se refiere el art. 480, se procederá en la forma dispuesta por éste y el juez podrá, incluso, dictar sentencia definitiva, salvo que considerase que dicha prueba revista carácter esencial para la decisión de la causa.

Si se hubiese pronunciado sentencia en primera instancia, y deducido contra ella recurso de apelación, la prueba deberá ser agregada en la alzada, siempre que no hubiese mediado declaración de negligencia a su respecto.

Celeridad y prueba en el extranjero – la parte que obtuvo plazo extraordinario para producir prueba en el extranjero debe ser diligente, tratando de que la misma se desarrolle antes del vencimiento del período especial asignado.

De allí que si vencido ese término la prueba no se encuentra producida y llega el cierre de la etapa probatoria, como paso previo a la entrega del expediente a las partes para alegar (art. 480), el juez deberá determinar si la prueba pendiente es o no esencial para resolver la causa.

Si lo es, dispondrá las medidas para que se espere a la sustanciación y agregación de la misma.

En cambio, si no reviste la condición de esencial, podrá dictar sentencia prescindiendo de ella, luego de cumplidos, entre otros, los pasos reseñados en el referido art. 480.

Modo y cómputo del plazo extraordinario.

Art. 371 – Modo y cómputo del plazo extraordinario. El plazo extraordinario de prueba correrá conjuntamente con el ordinario, pero empezará a contarse desde el día siguiente al de la notificación de la resolución que lo hubiere otorgado.

Modo y cómputo del plazo extraordinario. Dos plazos probatorios – ambos (plazo ordinario y extraordinario) corren al mismo tiempo; sin embargo, tienen diferente punto de inicio: el plazo ordinario correrá desde la firmeza del auto que lo fija (normalmente, la resolución que abre la causa a prueba), mientras que el extraordinario, desde la firmeza del auto que lo admite.

Costas.

Art. 372 (Texto según ley 11593, art. 1) – Cargo de las costas. Cuando ambos litigantes hayan solicitado el plazo extraordinario, las costas serán satisfechas en la misma forma que las demás del pleito, pero si se hubiese concedido a uno solo y éste no ejecutase la prueba que hubiese propuesto, abonará todas las costas, incluso los gastos en que haya incurrido la otra parte para hacerse representar donde debieran practicarse las diligencias.

Podrá también ser condenado a pagar a su colitigante una multa de cincuenta pesos ($ 50) a dos mil quinientos pesos ($ 2500).

Costas respecto del plazo extraordinario de prueba – si el plazo extraordinario es pedido por ambas partes se tratará de gastos del proceso, que integrarán el concepto genérico de costas y estarán a cargo del condenado a afrontarlas según lo que se disponga en la sentencia de mérito.

En cambio, si sólo una de las partes lo requiere y ésta no es diligente en su utilización, omitiendo activar el procedimiento probatorio a realizarse en el extranjero, serán a su exclusivo cargo todas las costas generadas por esta petición e, incluso, se le podrá imponer una multa dineraria independientemente de la condena en costas a pronunciarse en el fallo final.
Continuidad de los plazos de prueba.

Art. 373 – Continuidad de los plazos de prueba. Salvo acuerdos de parte o fuerza mayor, el plazo de prueba, tanto ordinario como extraordinario, no se suspenderá por ningún incidente o recurso.

Continuidad del plazo probatorio – el plazo de prueba, sea ordinario o extraordinario, no será suspendido por acto procesal alguno, salvo los motivos generales: el acuerdo de los litigantes y la fuerza mayor.

Requerimiento de la causa ad effectum vivendi et probandi.

Art. 374 – Constancia de expedientes judiciales. Cuando la prueba consistiere en constancias de otros expedientes judiciales no terminados, la parte agregará los testimonios o certificados de las piezas pertinentes, sin perjuicio de la facultad del juez de requerir dichas constancias o los expedientes, en oportunidad de encontrarse el expediente en estado de dictar sentencia.

Requerimiento de la causa ad effectum vivendi et probandi – en un proceso, muchas veces resulta determinante contar con otra causa –o constancias parciales de la misma– como elemento acreditante de la pretensión u oposición, ya sea del mismo o de diferente fuero, de trámite ante la misma o superior instancia.

Si se trata de un expediente terminado, lo normal será que se encuentre en el archivo respectivo. La parte deberá entonces ofrecerlo como prueba, requiriendo que el juez solicite el desarchivo del mismo y su remisión.

Si la causa aún está en trámite, el letrado tiene la posibilidad de concurrir a la secretaría donde se sustancian las actuaciones y solicitar allí copias de las partes pertinentes, requiriendo asimismo la certificación de su autenticidad.

También –respecto de las resoluciones dictadas– puede pedir que se emita testimonio.

Provisto de esas piezas, corresponde que las agregue como prueba documental a los escritos respectivos.

Otra manera (la más usual) es ofrecer como prueba toda la causa, requiriendo al juez que dentro de la etapa probatoria solicite su remisión ad effectum videndi et probandi, aun cuando la misma se encuentre en trámite.

La comunicación se hará por oficio y el juzgado requerido sólo podrá oponerse al envío si en ese momento resulta inconveniente interrumpir la tramitación. De lo contrario, la remitirá al juzgado requirente, donde deberá estudiársela rápidamente, obteniendo copias de las partes pertinentes y, acto seguido, devolverla para que continúe su sustanciación.

4. Negligencia en la producción de la prueba. Caducidad de la prueba. Conceptos, diferencias, régimen legal y jurisprudencia.

5. Inimpugnabilidad de las resoluciones sobre admisibilidad, negación y sustanciación de las pruebas. Replanteo, fundamentación, oportunidad.

INIMPUGNABILIDAD DE LAS RESOLUCIONES SOBRE ADMISIBILIDAD, NEGACIÓN Y SUSTANCIACIÓN DE LAS PRUEBAS. REPLANTEO, FUNDAMENTACIÓN, OPORTUNIDAD.

Inimpugnabilidad.

Art. 377 – Inimpugnabilidad. Serán irrecurribles las resoluciones del juez sobre producción, denegación y sustanciación de las pruebas, pero si se hubiese negado alguna medida, la parte interesada podrá solicitar a la cámara que la diligencie cuando el expediente le fuere remitido para que conozca del recurso contra la sentencia definitiva.

Celeridad vs. Defensa en juicio – la etapa probatoria es potencialmente una fuente inagotable de conflictos de menor o mayor entidad, pero siempre numerosos. De acuerdo con una plena vigencia del derecho de defensa, las partes deberían contar con vías procesales aptas para cuestionar una resolución que afecte sus derechos (en este caso, vinculados con la materia probatoria) apenas es emitida, ya sea ante el mismo juez como ante el tribunal superior si el tema es susceptible de generar un perjuicio irreparable.

Esta amplitud de debate e impugnación, permitiendo que a cada paso pueda darse la sustanciación de un conflicto que detenga el curso del período de prueba, lo haría interminable.

De allí que, en pos de la celeridad, se haya limitado la impugnabilidad de las medidas sobre denegación, producción y sustanciación de la prueba. Esta regla se extiende, incluso, una vez terminada la etapa probatoria, aunque no parece de aplicación respecto de las pruebas realizadas en el marco de las diligencias preliminares, por regir otras pautas en ese ámbito.

La limitación está dada por la imposibilidad de las partes de realizar planteos durante la etapa de prueba, lo que no impide que frente a la sentencia de mérito de ciertos procesos, y en la medida en que exista agravio suficiente para interponer recurso de apelación, las medidas probatorias denegadas puedan ser replanteadas en la alzada, en el marco de las prerrogativas contempladas en el art. 255.

Cuando el art. se refiere a “inimpugnabilidad”, entendemos que abarca algo más que la simple “inapelabilidad”, esto es, también está vedando la posibilidad de interponer revocatorias. Sin embargo, ello no es pacífico en la jurisprudencia.

Replanteo, fundamentación, oportunidad – el replanteo de prueba –receptado para ciertos casos en función de la inapelabilidad prevista por el art. 377– sólo procede frente a la eventualidad de que la decisión sobre negligencia o caducidad de la medida probatoria en primera instancia, hubiera sido dictada con error evidente de apreciación; es decir, que sólo serán viables cuando la declaración de negligencia del juzgador no resulte arreglada a derecho.

Ello así por cuanto la facultad de replantear prueba en la alzada no es una vía destinada a subsanar la indolencia en su producción oportuna, sino un modo indirecto de rever la justicia de la declaración de negligencia, atento la inapelabilidad del auto que la decide, posibilitando su producción en caso de ser injusta aquella declaración.

6. Producción de la prueba en el proceso oral.

7. La prueba y la inviolabilidad de la defensa en juicio, jurisprudencia de la CSJN.

UNIDAD 10 – PRUEBA DOCUMENTAL.

1. Documento. Concepto. Clasificaciones. Normas sustanciales y procesales. Valor probatorio.

DOCUMENTO. CONCEPTO.

En sentido lato, se denomina documento a todo objeto susceptible de representar una manifestación del pensamiento, con prescindencia de la forma en que esa representación se exterioriza.

Por lo tanto, no sólo son documentos los que llevan signos de escritura, sino también todos aquellos objetos que como los hitos, planos, marcas, contraseñas, mapas, fotografías, películas cinematográficas, videos, etc., poseen la misma aptitud representativa.

CLASIFICACIONES.

Desde el punto de vista de su contenido, son susceptibles de clasificarse en declarativos y meramente representativos, según que, respectivamente, el hecho documentado comporte o no una declaración del hombre.

· Los documentos DECLARATIVOS, atendiendo a la declaración que contienen, pueden subclasificarse en dispositivos e informativos. 

Si se toman en cuenta los efectos de la declaración, entre los documentos declarativos cabe diferenciar los CONFESORIOS de los TESTIMONIALES, según que, respectivamente, aquella sea o no contraria al interés de quien la emite.

· Son DISPOSITIVOS los que constituyen, modifican o extinguen relaciones jurídicas: un contrato, una sentencia, etc.; e informativos, los que se limitan a dejar constancia de una determinada situación de hecho: asientos de libros de los comerciantes, informaciones periodísticas, etc. 

· Son documentos MERAMENTE REPRESENTATIVOS todos los restantes, es decir, aquellos que no contienen declaración alguna: hitos, fotografías, planos, etc.

De acuerdo con su función, los documentos pueden clasificarse en constitutivos y meramente probatorios. 

· Son CONSTITUTIVOS aquellos a los que la ley erige en requisito formal indispensable para la validez de ciertos actos jurídicos, excluyendo cualquier otro medio de prueba para su existencia: ejemplo, escritura pública; como así también aquellos cuyo otorgamiento exige el Art. 1193 del CCiv. con relación a contratos que tengan por objeto una cantidad superior a determinada cantidad, aunque en este caso, solo es el testimonio de terceros, el medio de prueba insusceptible de reemplazar al documento.

· Son MERAMENTE PROBATORIOS los que constatan la existencia de un acto jurídico respecto del cual la ley no exige una forma determinada y sirven como medios de prueba  de ese tipo de actos, sin excluir la admisibilidad de otros medios.

Desde el punto de vista de los sujetos de quienes emanan, pueden ser PÚBLICOS o PRIVADOS.

Diferencia entre el documento y el testimonio – el documento tiene en común con el testimonio la circunstancia de que ambos constituyen medios representativos del hecho a probar. Pero difieren, ya que mientras el documento constituye un objeto que se crea contemporáneamente al hecho en el representado, el testimonio es un acto que tiene lugar con posterioridad al hecho que representa. Frente a la representación testimonial, esencialmente mediata y transeúnte, la documental es inmediata y permanente. 

2. Oportunidad del ofrecimiento de la prueba documental; caso en que el demandado acompañara prueba documental. Carga de exhibir documentos, por las partes; obligación de los terceros, límites.

OPORTUNIDAD DEL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA DOCUMENTAL.

La prueba documental que se encuentre en poder de las partes debe acompañarse con los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas, cualquiera que sea la clase de proceso aplicable.

La regla mencionada no ofrece dificultad alguna cuando se trata de documentos dispositivos y escritos, cuya propia índole resulta compatible con su presentación en las oportunidades procesales señaladas.

Pero en lo que concierne a los restantes tipos de documentos (informativos y meramente representativos), es inevitable atenerse a un criterio casuista que contemple, fundamentalmente: 

1) la aptitud del documento para ser transportado a la sede del órgano judicial.

2) la posibilidad de su inmediato reconocimiento por la parte a quien se opone.

Las dos condiciones precedentemente enunciadas concurren respecto de planos, recortes periodísticos y fotografías, pues amén de ser susceptibles de llevarse a la presencia del órgano judicial y de agregarse al expediente (o, en su defecto, de depositarse en secretaría), excluyen la necesidad de otra prueba cuando son reconocidos por la otra parte.

Si, en cambio, se trata de objetos cuya propia naturaleza impide su traslado a la sede del juzgado o tribunal, o que sin padecer de ese impedimento requieren inevitablemente la práctica de prueba complementaria (p. ej., audiencias destinadas a la proyección de una película cinematográfica o a la reproducción de una grabación fonoeléctrica), es suficiente que la parte que intenta hacerlos valer como prueba se limite a mencionarlos y a referir su contenido en los escritos iniciales.

CARGA DE EXHIBIR DOCUMENTOS POR LAS PARTES; POR TERCEROS; LÍMITES.

Art. 385 – Exhibición de documentos. Las partes y los terceros en cuyo poder se encuentren documentos esenciales para la solución del litigio, estarán obligados a exhibirlos o designar el protocolo o archivo en que se hallen los originales. El juez ordenará la exhibición de los documentos sin sustanciación alguna dentro del plazo que señale.

Incorporación de documentos al proceso. Presentación y exhibición – los documentos se incorporan normalmente al proceso junto con los escritos de demanda y reconvención y las contestaciones a los mismos (art. 332). En ellos se acompañarán aquellas piezas que obren en poder de las partes.

Sin embargo, puede darse que los litigantes quieran valerse de documentación con la que no cuentan, debiendo indicar, en tal supuesto, dónde se encuentra aquélla (archivo, protocolo de escribano, etc.).

Asimismo, esta prueba puede estar en manos de terceros o de la contraparte. El art. en análisis indica que en uno u otro caso existe la obligación de exhibir el documento. Ello es así tanto a los fines de que la parte que lo ofrece como prueba pueda constatar cuál es exactamente su contenido y ratificar o desistir de esa propuesta, como para que se pueda contar en el expediente con una copia del mismo certificada por el secretario.

La parte deberá requerir esta exhibición por escrito al juez, fundando el pedido en la esencialidad de esa prueba a los fines de demostrar los hechos que alega. El juez si entiende razonable el pedido, y sin sustanciar el requerimiento, lo despachará favorable o desfavorablemente, estableciendo las modalidades de la exhibición: plazo, lugar, forma, etc.
Documento en poder de una de las partes.

Art. 386 – Documento en poder de una de las partes. Si el documento se encontrare en poder de una de las partes se le intimará su presentación en el plazo que el juez determine. Cuando por otros elementos de juicio resultare manifiestamente verosímil su existencia y contenido, la negativa a presentarlas constituirá una presunción en su contra.

Exhibición de documentos en poder de una de las partes – si el documento del que pretende valerse un litigante está en poder del otro, a través del pedido que recepta el art. 386, se requerirá al juez que ordene su exhibición en cierto plazo mediante resolución dictada sin previo traslado.

Negativa a la presentación. Consecuencias – el requerido puede, sin embargo, negarse a cumplir la orden, aduciendo que el documento no se encuentra en su poder. 

Si de otros elementos que habrán de reunirse en la causa surge tanto la falsedad de la afirmación como el tenor del contenido del documento, el juez habrá de valorar esta conducta de la parte al momento de resolver como una presunción que pesará en su contra.

Claro que la operatividad de la presunción que establece el artículo en estudio queda librada al prudente arbitrio del juzgador.

Documentos en poder de un tercero. 

Art. 387 – Documentos en poder de tercero. Si el documento que deba reconocerse se encontrare en poder de tercero, se le intimará para que lo presente. Si lo acompañare, podrá solicitar su oportuna devolución dejando testimonio en el expediente.

El requerido podrá oponerse a su presentación si el documento fuere de su exclusiva propiedad y la exhibición pudiere ocasionarle perjuicio. Ante la oposición formal del tenedor del documento no se insistirá en el requerimiento.

Exhibición de documentos por terceros – también puede darse el caso de que el documento de que intente valerse la parte se encuentre en manos de terceros.

La manda en análisis prevé el caso de intervención judicial a los fines de que se exhiba el documento por un sujeto ajeno a la litis.

Si el juez admite la petición, deberá intimar al tercero para que lo presente en determinado plazo. Si se lo acompaña en original, el tercero podrá pedir que se lo devuelvan luego de que se arbitren los medios para obtener –y agregar a la causa– un testimonio del mismo, tarea que estará a cargo del secretario.

Negativa a la presentación – la ley contempla la posibilidad de que el tercero requerido se niegue a presentar el documento. El argumento que puede esgrimir será la exclusiva propiedad del mismo, sumado al perjuicio que la exhibición puede ocasionarle. Si ello se manifiesta a través de una oposición formal –por escrito presentado ante el juez que ordenó la exhibición–, la ley establece que no habrá de insistirse.

3. Comprobación de documentos, cotejo, documentos indubitados, cuerpo de escritura. Efecto del silencio respecto de los documentos acompañados por la parte contraria.

COMPROBACIÓN DE DOCUMENTOS, COTEJO.

Cotejo.

Art. 388 – Cotejo. Si el requerido negare la firma que se le atribuye o manifestare no conocer la que se atribuye a otra persona, deberá procederse a la comprobación del documento de acuerdo con lo establecido en los arts. 458 y ss., en lo que correspondiere.

Reconocimiento de firma – respecto de todos los instrumentos privados que una parte traiga al proceso, sea juntamente con los escritos constitutivos, en ocasiones posteriores (por ejemplo, el supuesto del art. 334) o mediante el requerimiento privado o judicial a los otros litigantes o a terceros, será necesario que se determine la autenticidad de la firma.

Ello se realiza a través de su presentación a la parte a la que se le atribuye la misma para que la reconozca como propia o niegue su autoría. La negativa deberá ser expresa y categórica, ya que de lo contrario se lo tendrá por reconocido de acuerdo con la estricta pauta del art. 354, inc. 1º.

Se ha dicho que la firma, esto es el nombre escrito de una manera particular, según el modo habitual seguido por la persona en diversos actos sometidos a esta formalidad (ver nota al art. 3639, CCiv) debe ser de puño y letra de aquel a quien se atribuye, y ello es condición esencial para la existencia del referido instrumento, por lo que no puede ser objeto de reconocimiento forzoso una fotocopia. De ahí que la firma de un instrumento no puede autenticarse con el alcance señalado por el art. 1026, CCiv., cuando el presentante no ha exhibido el original sino una copia fotográfica.

También puede darse el supuesto de que el documento se ponga a consideración de un tercero para que señale si reconoce la firma estampada. En este caso, el tercero actuará como mero “testigo de firma”, por lo que su desconocimiento de la autenticidad no tendrá el mismo alcance y consecuencias que el desconocimiento hecho por quien presuntamente la estampó.

Sin embargo, estos desconocimientos de firma –tanto el del presunto autor como el del tercero– se vinculan en una circunstancia: obligarán a que se lleve a cabo el procedimiento pericial específico (pericia caligráfica), de acuerdo con las pautas contenidas en los artículos que regulan este tipo probatorio, para que sea un experto el que, en definitiva, determine si la firma atribuida a una de las partes le pertenece o no.

Si bien el artículo en análisis se refiere a la “comprobación del documento”, en realidad y de acuerdo con las reglas del derecho de fondo mencionadas, basta con que se compruebe la autenticidad de la firma de su autor, lo que conlleva el reconocimiento de la autenticidad de todo el contenido del escrito (art. 1028, CCiv.).

Indicación de documentos para el cotejo.

Art. 389 – Indicación de documentos para el cotejo. En los escritos a que se refiere el art. 458, las partes indicarán los documentos que han de servir para la pericia.

Instrumentos indubitados – el experto deberá comparar la firma del instrumento no reconocido (“firma dubitada”) con las firmas o el material escrito por la persona a la que se atribuye aquélla (“firma o material indubitado”).

El material indubitado para realizar el confronte puede provenir de dos fuentes: el cuerpo de escritura –si la persona a quien se atribuye la firma vive y se encuentra en condiciones de realizarlo– o los “instrumentos indubitados”.

Y estos últimos surgirán del acuerdo de las partes, atribuyéndole a ciertos documentos la condición de “auténticos”, o bien de la decisión del juez sobre la base de los parámetros legales.

En este artículo se hace referencia a los “instrumentos indubitados por acuerdo de partes”, esto es, aquellos escritos donde consta una firma que ambos contendientes acuerdan en atribuir al sujeto a quien se atribuye la firma dubitada.

Resguardo de las condiciones materiales del documento dubitado.

Art. 390 – Estado del documento. A pedido de parte, el secretario certificará sobre el estado material del documento de cuya comprobación se trate, indicando las enmiendas, entrerrenglonaduras u otras particularidades que en él se adviertan.

Dicho certificado podrá ser reemplazado por copia fotográfica a costa de la parte que la pidiere.

Resguardo de las condiciones materiales del documento dubitado – a los fines de preservar el documento dubitado de eventuales deterioros o modificaciones en su estructura material –los cuales pueden incidir también en el tenor de su contenido–, este artículo manda que el secretario emita una certificación describiendo el estado exacto en el que fuera presentado a juicio, detallando las “particularidades” que en él se observen.

DOCUMENTOS INDUBITADOS.

Art. 391 – Documentos indubitados. Si los interesados no se hubiesen opuesto de acuerdo en la elección de documentos para la pericia, el juez sólo tendrá por indubitados:

1) Las firmas consignadas en documentos auténticos.

2) Los documentos privados reconocidos en juicio por la persona a quien se atribuya el que sea objeto de comprobación.

3) El impugnado, en la parte en que haya sido reconocido como cierto por el litigante a quien perjudique.

4) Las firmas registradas en establecimientos bancarios.

Documentos indubitados – como anticipáramos, el perito calígrafo requerirá necesariamente de material indubitado para confrontar las firmas allí consignadas con la del escrito en cuestión.

Si las partes no se ponen de acuerdo en la selección de ese material, la tarea quedará en manos del juez. A tales efectos, la ley procesal brinda ciertas pautas que gobernarán la elección del magistrado. Se señala que “sólo tendrá por indubitados” -lo que excluye otras posibilidades- los materiales que aquí se reseñan.

CUERPOS DE ESCRITURA.

Art. 392 – Cuerpos de escritura. A falta de documentos indubitados, o siendo ellos insuficientes, el juez podrá ordenar que la persona a quien se atribuya la letra forme un cuerpo de escritura al dictado y a requerimiento de los peritos.

Esta diligencia se cumplirá en el lugar que el juez designe y bajo apercibimiento de que si no compareciere o rehusare escribir, sin justificar impedimento legítimo, se tendrá por reconocido el documento.

Cuerpo de escritura – otra de las fuentes de material indubitado para el desarrollo de la pericia caligráfica lo constituye el denominado “cuerpo de escritura”.

Se trata de un texto escrito por el presunto autor de la firma dubitada, de puño y letra, en presencia de personal judicial y de acuerdo con un dictado elaborado por los peritos calígrafos designados en el proceso, dejándose constancia de todo lo ocurrido en el acta que se labrará como parte de esa diligencia. Es lo normal que sean aquellos expertos quienes dirijan los aspectos técnicos de esta audiencia donde se habrá de producir el cuerpo de escritura.

De este modo, no habrá dudas respecto de la autenticidad del texto obtenido, en el que se consignarán diversas grafías (letras, números, frases, firmas, etc.) con el fin de utilizar tales trazos en la tarea de comparación con la firma dubitada para determinar, sobre la base de las reglas científicas de la especialidad, si se puede establecer una identidad de autor entre aquéllos y ésta.

EFECTO DEL SILENCIO RESPECTO DE LOS DOCUMENTOS ACOMPAÑADOS POR LA PARTE CONTRARIA (ver contestación de la demanda para ampliar).
En caso de acompañarse documentos por el demandado (en la contestación de demanda), corresponde dar traslado de ellos al actor por el plazo de 5 días, debiendo éste reconocer o negar categóricamente su autenticidad o recepción. El silencio o las respuestas evasivas del actor con relación a los documentos acompañados por el demandado, determinará que se los tenga por reconocidos o recibidos. El traslado de los documentos presentados por el demandado no autoriza al actor a replicar  las argumentaciones formuladas en la contestación, debiendo limitarse a expedirse sobre los documentos agregados, y que la exigencia del traslado es también aplicable en los procesos sumarios.

4. Instrumentos públicos y privados, especie. Valor probatorio, redargución de falsedad: hipótesis, cargas, régimen legal. Procedimiento. 

INSTRUMENTOS PÚBLICOS Y PRIVADOS. VALOR PROBATORIO.

Son documentos públicos los otorgados por un funcionario público o depositario de la fe pública dentro de los límites de su competencia y de acuerdo con las formalidades prescriptas por la ley. Tienen valor probatorio por sí mismos, sin necesidad de que medie su reconocimiento por la parte a quien se oponen

Son documentos privados todos los documentos que no revistan las mencionadas características, sea que emanen de las partes o de terceros. Carecen de valor probatorio hasta tanto se acredite la autenticidad de la firma que figura en ellos, sea mediante el reconocimiento (expreso o tácito) de la parte a quien se atribuye, o mediante la comprobación que puede realizarse por cualquier clase de pruebas, entre las cuales el cotejo de letras es la que mayor eficacia reviste.

Valor probatorio de los instrumentos públicos – 1) El instrumento público hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción civil o criminal, de la existencia material de los hechos que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su presencia (art. 993 c.civ.)

2) El art. 994 dice: "Los instrumentos públicos hacen plena fe, no sólo entre las partes, sino contra terceros (debió decirse respecto de terceros, pues el instrumento puede ser invocado por éstos contra las partes), en cuanto al hecho de haberse ejecutado el acto, de las convenciones, disposiciones, pagos, reconocimientos, etcétera, contenidos en ellos". Este artículo se refiere a los hechos simplemente relatados por las partes al oficial público, quien no garantiza el grado de verdad que ellos encierran. Para impugnar la verdad de ese tipo de enunciaciones no es necesario, como en el supuesto precedentemente enunciado, promover querella de falsedad, sino que basta producir prueba en contrario, la cual, cuando la impugnación sea formulada por una de las partes, debe consistir en la presentación de un documento público o privado (Cód, civ., art. 996).

3) Dispone finalmente, el art. 995 CCiv. que "los instrumentos públicos hacen plena fe de las enunciaciones de hechos o actos jurídicos directamente relativos al acto jurídico que forma el objeto principal, no sólo entre las partes, sino también respecto de terceros". El código se refiere en este artículo a las denominadas cláusulas enunciativas, las cuales, a diferencia de las cláusulas dispositivas, pueden suprimirse sin riesgo de alterar la naturaleza o condiciones del acto.

REDARGUCIÓN DE FALSEDAD. HIPÓTESIS, CARGAS.

Es el acto tendiente a obtener la declaración de invalidez de un documento público o de un documento privado reconocido, en razón de carecer de autenticidad. 

La falsedad puede consistir:

1. Si se trata de un documento público:

· en la adulteración material resultante de no haber sido otorgado por el funcionario que aparece suscribiéndolo o de haberse suprimido, modificado o añadido alguna de sus enunciaciones.

· en la inexactitud de los hechos que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo o que han pasado en su presencia (art 993 CCiv.). 

2. Si se trata de un documento privado:

· en su adulteración material (alteración de su texto): supresiones, modificaciones, agregados.

La redargución de falsedad no procede para acreditar la falta de verdad o de sinceridad de las manifestaciones de las partes a que se refieren los arts. 994 y 995 CCiv.(instrumento públicos) y de las manifestaciones que consten en un documento privado. En tales casos basta la simple prueba en contrario.
RÉGIMEN LEGAL. PROCEDIMIENTO.

Art. 393 – Redargución de falsedad. La redargución de falsedad de un instrumento público tramitará por incidente que deberá promoverse dentro del plazo de diez (10) días de efectuada la impugnación, bajo apercibimiento de tener a quien la formulare por desistido.

En este caso, el juez suspenderá el pronunciamiento definitivo para resolver el incidente juntamente con la sentencia.

Modos de plantearla – elegida la vía civil (pues también cabe la impugnación por falsedad en sede penal), la redargución de falsedad puede plantearse:

· mediante el ejercicio de una pretensión autónoma (de carácter declarativo)

· por vía incidental dentro de un proceso pendiente (a esta se refiere el CPCCBA)

Trámite de la redargución de falsedad – el trámite estará regulado por las pautas procesales comunes de los incidentes (arts. 175 a 187). Sin embargo, el Código Procesal Civil y Comercial contempla pautas específicas que deben ser observadas en este trámite especial.

En principio, un plazo de caducidad.

Una vez que se manifiesta expresamente la disconformidad con el contenido de un instrumento público, el incidente de redargución de falsedad deberá iniciarse dentro de los diez días. De lo contrario, se tendrá por desistida a la parte de esa impugnación.

El art. 393 fija, para promover el incidente de redargución de falsedad, el término de diez días a contarse desde que se efectúa la impugnación. Y la oportunidad para efectuar esa impugnación se ha entendido que es la de contestar el traslado del instrumento atacado, comenzando a correr el plazo para redargüir a partir de allí y no desde que el incidentista tomó conocimiento de la existencia del instrumento.

Por otro lado, se atribuye a la tramitación del incidente de redargución de falsedad efecto suspensivo respecto del dictado de la sentencia de mérito. Ello se justifica por la especial fuerza probatoria de este tipo de documentos y la consiguiente incidencia en la formación de la convicción judicial necesaria para resolver el fondo del litigio.

El magistrado deberá resolver primero sobre la validez del documento público cuestionado, y recién después expedirse sobre los aspectos debatidos de la pretensión u oposición. Sin embargo, nada obsta a que en la misma sentencia de mérito se resuelva primero lo concerniente a la redargución de falsedad y luego los restantes planteos debatidos en juicio.

Jurisprudencialmente se señala que debe intervenir como parte el oficial público que otorgó la pieza en cuestión.

5. Correspondencia particular y comercial; libros de comercio. Procedimiento probatorio. Eficacia.

CORRESPONDENCIA PARTICULAR. 

Las cartas, como medios de comunicación escrita frecuentemente utilizados en el ámbito de las relaciones jurídicas, revisten el carácter de documentos privados y se hallan regidas sustancialmente por los principios y reglas procesales inherentes a estos. Es requisito de ellas la firma del remitente, aunque algunos precedentes jurisprudenciales han mitigado a ese respecto las exigencias del art. 1012 del CCiv., admitiendo incluso el reconocimiento forzoso de cartas suscriptas con sobrenombres, iniciales o expresiones cariñosas o afectivas, cuando aquellas han sido escritas por parientes o amigos íntimos. 

Por otro lado, la naturaleza  misma  de las cartas, excluye la aplicabilidad del requisito del doble ejemplar.

Cartas Dirigidas a Terceros o por Terceros – el destinatario de una carta puede hacerla valer, como medio de prueba y con prescindencia de su carácter, si ella proviene de la contraparte. 

Distinto es el caso de las cartas dirigidas a terceros, respecto de las cuales  el art. 1036 del CCiv. dispone que aún cuando en ellas se mencione alguna obligación, no serán admitidas a su reconocimiento. Esta norma, que se funda en el principio de la inviolabilidad de la correspondencia privada, ha sido objeto de una extensa elaboración jurisprudencial que atenuó en gran medida su aparente rigidez. La prohibición legal solo alcanza las cartas confidenciales, carácter que no depende de la circunstancia de que el remitente así las califique, sino del propio contenido de la carta. 

Asimismo, la jurisprudencia ha restringido la significación del término “terceros” contenido en la norma, considerando como tales a quienes carecen de toda vinculación con las partes o con el juicio de que se trate. 

Por otro lado, es admisible la agregación de cartas remitidas al apoderado o representante legal de quien las exhibe, o a su abogado o al corredor que ha intervenido en la operación que es materia de litigio, etc. Pero en todos los casos constituye requisito para que una carta pueda hacerse valer como prueba, el de que quien la presente la haya obtenido por medios lícitos y regulares.

Las partes pueden presentar en juicio las cartas que ellos hayan recibido de terceros, siempre que medie, en el caso de ser confidenciales, el consentimiento del remitente. Pero no puede hablarse en tal supuesto de prueba instrumental, pues la ratificación del contenido de la carta por parte de tercero comporta un caso de prueba testimonial.

LIBROS DE COMERCIO.

Los libros de comerciantes constituyen uno de los medios de prueba de los contratos que admite el CCom.; 2 son legalmente indispensables: el Libro Diario y el Libro de Inventario y Balances, debiendo ser llevados con arreglo a las formalidades prescriptas por el art. 53 de aquél cuerpo legal.

Los libros llevados en la forma y con los requisitos prescriptos serán admitidos en juicio, como medio de prueba entre comerciantes y por hechos  de su comercio, correspondiendo distinguir, en cuanto a su eficacia probatoria, las siguientes hipótesis:

1) aunque no estuviesen llevados en forma, sus asientos probarán contra los comerciantes a quienes pertenezcan o sus sucesores, sin admitírseles prueba en contrario. Pero como las constancias de los libros equivalen a una confesión por parte del comerciante y participan del carácter indivisible de aquella, la ley agrega que el adversario no podrá aceptar los asientos que le sean favorables y desechar los que le perjudiquen, sino que habiendo aceptado este medio de prueba, estará por las resultas combinadas que presenten todos los asientos relativos al punto.

2) los libros llevados en forma prueban a favor de sus dueños, cuando su adversario no presente asientos en contrario hechos en libros arreglados, a derecho u otra prueba plena y concluyente.

3) cuando resulte prueba contradictoria de los libros de las partes que litigan  y unos y otros se hallen con todas las formalidades necesarias y sin vicio, el tribunal prescindirá de este medio de prueba y procederá por los méritos de las demás probanzas que se presenten, calificándolas con arreglo a las disposiciones del CCom. No existe la prueba contradictoria a que se refiere esta norma cuando de los libros de uno resulta haberse realizado una operación, en tanto que los libros de la otra parte no registran ningún asiento acerca de ella. Existe tal contradicción cuando los libros de ambas partes registran la operación, pero de manera divergente.

En los litigios entre comerciantes y no comerciantes, los libros de comercio carecen de eficacia probatoria; pero cuando son invocados o aceptados como elementos de juicio por la parte no comerciante, los respectivos asientos prueban en contra o a favor de esta última. Si se trata de actos no comerciales, los libros de comercio solo sirven como principio de prueba.

La exhibición general de los libros de los comerciantes únicamente puede decretarse a instancia de parte en los juicios de sucesión, comunión o sociedad, administración o gestión mercantil por cuenta ajena y en caso de liquidación o quiebra. Puede decretarse la exhibición, incluso de oficio, pero solo en cuanto ella tenga relación con las cuestiones de que se trate.

La compulsa de libros de comercio requiere la posesión de conocimientos técnicos. Por ello, el procedimiento utilizado en la práctica consiste en la designación de un perito contador para que realice de acuerdo con los puntos de pericia propuestos por las partes.

La negativa a exhibir los libros autoriza al juez a decretar una intimación bajo apercibimiento de pasarse por lo que resulte de los asientos contenidos en los libros del adversario; o, en caso de éste no llevar libros, la negativa puede considerarse como un asentamiento con respecto a las afirmaciones formuladas en el correspondiente cuestionario.

No procede asignar eficacia probatoria a los asientos contenidos en los libros de comercio si no existen o no se presentan los comprobantes que respaldan a dichos asientos.

6. Otros documentos, documentos imposibles de traslación. Fotografías de documentos, cintas magnetofónicas. Valor de las pruebas obtenidas como garantías que consagran las constituciones, doctrina y jurisprudencia.

UNIDAD 11 – PRUEBA DE CONFESIÓN.

1. Confesión. Concepto. Confesión libre y forzada. Doctrina y jurisprudencia. Diferencias y analogías con el silencio y el reconocimiento. Objeto sobre el que debe versar. 

CONFESIÓN. CONCEPTO.

La confesión es la declaración que hace una parte respecto de la verdad de hechos pasados relativos a su actuación personal, desfavorables para ella y favorables para la otra parte.

Hay que tener en cuenta que:

· debe versar sobre hechos, y no sobre el derecho.

· como especie que es del testimonio, sólo puede tener por objeto hechos pasados. Una declaración formulada sobre hechos presentes puede constituir, eventualmente, una pericia, o el contenido de un documento, pero no comporta una confesión.

· debe recaer sobre hechos personales o de conocimiento del confesante, aunque en este último caso la declaración no se refiere al hecho en sí mismo,  sino al conocimiento que de él tenga quien confiesa.

· los hechos sobre los que versa la confesión deben ser desfavorables al declarante y favorables a la otra parte.

No se considera un requisito de la confesión (como lo hace gran parte de la doctrina y de la jurisprudencia) la necesidad de que quien la presta tenga cabal conocimiento de que mediante ella suministra una prueba a su contrario (animus confitendi). 

La confesión prestada por cualquiera de las partes es suficiente para que el juez tenga por existentes los hechos que han sido objeto de ella, sin necesidad de que se produzcan otras pruebas. De allí que la confesión constituya la prueba más importante y eficaz que existe en el proceso civil.

CONFESIÓN LIBRE Y FORZADA.

Según medie o no requerimiento judicial para prestarla, la confesión puede ser espontánea o provocada.

DIFERENCIAS Y ANALOGÍAS CON EL SILENCIO Y EL RECONOCIMIENTO.

El reconocimiento “es la declaración por la cual una persona reconoce que está sometida a una obligación respecto de otra persona”, así lo establece el art. 718 del CCiv.

En tanto que el reconocimiento comporta la admisión de que se ha operado un efecto jurídico (exigibilidad de una prestación), resulta claro que supone la confesión de los hechos que han producido ese efecto, pues mal puede admitirse este último si no se admite también la causa (hechos) que lo ha determinado .

El reconocimiento, por lo tanto, constituye una especie dentro del género confesión: puede existir confesión sin reconocimiento, pero no reconocimiento sin confesión.

OBJETO SOBRE EL QUE DEBE VERSAR.

Debe versar sobre hechos pasados, personales, desfavorables al confesante y favorables a la otra parte; esos hechos deben ser, además: 

1) controvertidos, pues no cabe producir prueba alguna sino sobre hechos respecto de los cuales no hubiere conformidad entre las partes.

2) verosímiles, es decir, conformes a las leyes de la naturaleza.

3) no excluidos expresamente por la ley como materia de confesión.

El derecho no puede ser objeto de la prueba de confesión, salvo que se trate de acreditar la existencia de una ley extranjera, porque ésta, en tal caso, se halla asimilada a un hecho. 

Por su parte, la jurisprudencia ha admitido la confesión para probar la interpretación dada por las partes al derecho nacional en oportunidad de celebrar un contrato.

2. Clasificación de la confesión: simple (expresa), cualificada y compleja. Vinculación de esas especies con la divisibilidad e indivisibilidad de la confesión. Principio al respecto y excepciones.

CLASIFICACIÓN DE LA CONFESIÓN: SIMPLE, CUALIFICADA, COMPLEJA.

Confesión SIMPLE – cuando se reconoce lisa y llanamente, sin salvedades, el hecho afirmado por la parte contraria (por ejemplo: he recibido de X la suma de mil pesos en concepto de préstamo).

Confesión CALIFICADA – cuando, reconociéndose el hecho, se agrega un hecho no independiente que modifica o limita sus alcances (he recibido de X la suma de mil pesos, pero no en concepto de préstamo, sino en concepto de donación)

Confesión COMPLEJA – cuando, reconociéndose el hecho y agregándose, asimismo, otro hecho que modifica o limita sus alcances, ambos hechos resultan separables o independientes (he recibido de X la suma de mil pesos, pero se la he devuelto).

VINCULACIÓN DE ESAS ESPECIES CON LA DIVISIBILIDAD E INDIVISIBILIDAD DE LA CONFESIÓN.

Se dice que la confesión es divisible cuando en ella pueden separarse las circunstancias desfavorables para el confesante de las que le son favorables. 

Por otra parte, la confesión es indivisible cuando la parte que pretende beneficiarse con la confesión debe aceptarla en su integridad, no pudiendo utilizar sólo lo favorable y rechazar lo desfavorable.

La confesión simple es, por naturaleza, indivisible, dado que no contiene ningún elemento que modifique el hecho confesado ni restrinja sus efectos. La confesión calificada también es indivisible, porque está condicionada por una circunstancia vinculada a la naturaleza del hecho confesado.

La confesión compleja, en cambio, es considerada por nuestra doctrina y jurisprudencia como divisible, ya que el hecho agregado por el confesante es separable del hecho principal desconocido.

La divisibilidad de la confesión se vincula con la carga de la prueba sobre el hecho agregado. En la confesión calificada, es la parte interesada en la prueba la que debe probar la falsedad del hecho agregado; en la confesión compleja, es el confesante quien debe probar el hecho agregado al principal.

PRINCIPIO GENERAL Y EXCEPCIONES.

Art. 422 – Alcance de la confesión. En caso de duda, la confesión deberá interpretarse en favor de quien la hace.

La confesión es indivisible, salvo cuando:

1) El confesante invocare hechos impeditivos, modificativos, o extintivos, o absolutamente separables, independientes unos de otros.

2) Las circunstancias calificativas expuestas por quien confiese fueren contrarias a una presunción legal o inverosímiles.

3) Las modalidades del caso hicieren procedente la divisibilidad.

Valor de la confesión. Regla general – cuando el juez tenga dudas acerca del alcance de las manifestaciones vertidas en el marco de una absolución de posiciones, deberá estar a la interpretación más favorable respecto del absolvente.

La ley establece por regla que quien requiera de su oponente prueba de absolución de posiciones deberá admitir sus declaraciones tanto en lo que lo beneficia como en aquello que no lo hace, soportando que todas las manifestaciones sean valoradas en conjunto. A ello se refiere cuando el artículo en análisis reza que la confesión es indivisible.

Sin embargo, frente a las modalidades señaladas, la regla se flexibiliza en pos de una adecuada distribución de la carga probatoria

Si el confesante incorpora en su declaración hechos totalmente autónomos y separables de los que plantea la parte contraria en sus posiciones (sea por su naturaleza modificativa, extintiva, impeditiva, por ser calificativos pero contrarios a una presunción de la ley o, en fin, inverosímiles por las particularidades fácticas del caso), a través de los cuales intentará colocarse en una postura menos gravosa para sus intereses, el ponente tendrá derecho a que el juez, en la ponderación final de este material, compute a su favor sólo aquellos tramos de la declaración confesional que sustentan sus pretensiones u oposiciones.

El resto de las afirmaciones que no tengan esa virtualidad correrán por cuenta del absolvente y sobre él pesará la carga de su acreditación.

3. Absolución de posiciones: oportunidades según el proceso en que se ponen. Quienes tienen la carga de confesar. Elección del absolvente. Pliego de posiciones: forma y contenido de las posiciones y absoluciones; facultades del juez. Interrogatorio de partes y oficio. Imposibilidad de que susciten incidentes. 

ABSOLUCIÓN DE POSICIONES. 

Concepto – la absolución de posiciones es la confesión prestada en juicio, con arreglo a las formalidades legales, y con motivo del requerimiento formulado por una de las partes (llámase ponente a quien ofrece este medio de prueba, y absolvente a quien debe prestar la confesión). La absolución de posiciones constituye una confesión judicial y provocada.

OPORTUNIDADES SEGÚN EL PROCESO.

Art. 402 – Oportunidad. Después de contestada la demanda y dentro de los diez (10) días de haber quedado firme la providencia de apertura a prueba, cada parte podrá exigir que la contraria absuelva con juramento, o promesa de decir verdad, posiciones concernientes a la cuestión que se ventila.

Oportunidad según el tipo de proceso – la prueba de absolución de posiciones debe ofrecerse, en el proceso ordinario, dentro de los diez primeros días contados desde que adquiere firmeza la providencia de apertura a prueba.

En el proceso sumario, la absolución de posiciones debe proponerse –como todas las demás pruebas– en los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas.
La misma regla rige en el proceso sumarísimo, excluida, naturalmente, la posibilidad de ofrecer la prueba en el escrito de reconvención, o en el de la contestación a ésta, pues dichos actos no proceden en este tipo de proceso.

Posiciones sobre incidentes.

Art. 406 – Posiciones sobre incidentes. Si antes de la contestación se promoviese algún incidente, podrán ponerse posiciones sobre lo que sea objeto de aquél.

Posiciones sobre incidentes – para esos supuestos, al plantearse la cuestión incidental (art. 178) o al contestarse esa demanda (art. 180) puede ofrecerse como prueba la de absolución de posiciones sobre las cuestiones allí debatidas.

El trámite para su producción surge de las reglas analizadas en la presente sección del Código Procesal Civil y Comercial, adaptadas en lo pertinente atento la sumariedad de aquel trámite.

Posiciones en primera y segunda instancia.

Art. 420 – Posiciones en primera y segunda instancia. Las posiciones podrán pedirse una vez en cada instancia; en la primera, en la oportunidad establecida por el art. 402; y en la alzada, en el supuesto del art. 255, inc. 4º.

Limitación al ofrecimiento de esta prueba – la absolución de posiciones no puede ser requerida más de una vez por instancia.

En la de origen, sólo puede pedirse junto con el ofrecimiento de toda la prueba que no sea la documental (dentro de los primeros diez días del período probatorio en el ordinario y con la demanda, reconvención o contestación de ambas en el sumario y sumarísimo); y en la cámara, en el marco del “replanteo de prueba” acotado a las reglas del art. 255, inc. 4, sobre hechos que no fueron objeto de confesión en primera instancia.

QUIÉNES TIENEN LA CARGA DE CONFESAR.

Cualquiera de las partes –actora o demandada– tiene la facultad de solicitar que su contraria absuelva posiciones. Tal facultad corresponde, también, a cada uno de los litisconsortes, quienes, sin embargo, no pueden poner posiciones a los litigantes que actúan en su misma posición, pues éstos no revisten el carácter de partes contrarias. Sin embargo, es admisible el pedido de posiciones entre litisconsortes que sustenten derechos distintos.

El sustituto procesal y los terceros que ingresan al proceso mediante algunas de las formas de la intervención (voluntaria u obligada) son también, como partes, titulares de la mencionada facultad.

Asimismo, cualquiera de las partes puede ser llamada a absolver posiciones. La carga se extiende a cada uno de los litisconsortes, a los terceros intervinientes y al sustituto procesal, aunque este último no puede ser citado en aquellos casos en que su confesión pueda comportar, directa o indirectamente, una disposición del derecho del sustituido.

Quiénes pueden ser citados.

Art. 403. Quiénes pueden ser citados. Podrán, asimismo, ser citados a absolver posiciones:

1) Los representantes de los incapaces por los hechos en que hayan intervenido personalmente en ese carácter;

2) Los apoderados, por hechos realizados en nombre de sus mandantes, estando vigente el mandato; y por hechos anteriores cuando estuvieren sus representados fuera del lugar en que se sigue el juicio, siempre que el apoderado tuviese facultades para ello y la parte contraria lo consienta;

3) Los representantes de las personas jurídicas, sociedades o entidades colectivas, que tuvieren facultad para obligarlas.

¿Quiénes pueden ser citados? – pueden darse casos en que la parte –técnicamente hablando– no haya actuado por sí sino a través de otros sujetos. 

Se trata de supuestos de falta de capacidad de hecho o de supuestos de representación voluntaria. En ambas categorías de situaciones se configura la actuación por otro, sea que ese rol derive de un mandato legal o convencional.

Esta norma, pues, regula tal situación y admite que sean citados a absolver posiciones a los representantes de incapaces (padres, tutores o curadores) respecto de los hechos en los que hayan participado directamente por aquéllos.

También a los apoderados convencionales, por las actividades realizadas en nombre de sus mandantes en el marco del contrato celebrado y durante su vigencia. Asimismo, se prevé el caso de la intervención de éstos respecto de los hechos anteriores al mandato, cuando el representado no se encuentre en el lugar donde se lleva adelante el juicio, siempre que el apoderado tenga facultades para ello y lo admita la parte que requiere esta prueba. Se trata de una medida para evitar que el proceso se estanque a la espera de que se presente el poderdante.

Finalmente, se consigna el caso de los sujetos que representan personas jurídicas, actúan por ellas y tienen la facultad de obligarlas. Respecto de esta previsión, la ley termina de regular el caso en el artículo que sigue (art. 404).

ELECCIÓN DEL ABSOLVENTE.

Elección del absolvente.

Art. 404 – Elección del absolvente. La persona jurídica, sociedad o entidad colectiva podrá oponerse, dentro del quinto día de notificada la audiencia, o que absuelva posiciones el representante elegido por el ponente, siempre que:

1) Alegare que aquél no intervino personalmente o no tuvo conocimiento directo de los hechos;

2) Indicare en el mismo escrito, el nombre del representante que absolverá posiciones;

3) Dejare constancia que dicho representante ha quedado notificado de la audiencia, a cuyo efecto aquél suscribirá también el escrito.

El juez, sin sustanciación alguna, dispondrá que absuelva posiciones el propuesto.

No habiéndose formulado oportunamente dicha oposición o hecha la opción, en su caso, si el absolvente manifestare en la audiencia que ignora los hechos, se tendrá por confesa a la parte que representa.

Elección del absolvente. Oposición – la mayor fuerza acreditante de la prueba en estudio radica en que la parte admite hechos que le constan por su conocimiento personal. Sin embargo, en el caso de las personas jurídicas, ello resulta una mera ficción, ya que los que actúan por sí son las personas físicas que constituyen sus órganos de gobierno y representación, situación receptada por el derecho, que atribuye a aquéllas los efectos de la actuación de sus representantes.

Esta situación no impide que una persona jurídica sea convocada a absolver posiciones. La parte contraria señalará el representante que habrá de efectuar la declaración. No obstante, puede darse que este sujeto no haya intervenido en los hechos controvertidos y, por ello, no pueda admitir o negar las circunstancias conducentes para resolver el pleito.

El Código contempla ese supuesto en este artículo, donde autoriza a la persona jurídica a que en el plazo de cinco días de haber sido notificada de la audiencia de absolución de posiciones se oponga a la confesión del sujeto elegido por la contraparte, mediante escrito presentado en el proceso.

Ello con ciertas condiciones: 

· que quien responda por el ente funde su oposición en la falta de conocimiento personal de los hechos sobre los que versa el pleito.

· que indique qué representante de la persona jurídica se encuentra en condiciones de participar de esta diligencia probatoria.

· y que manifieste que ese sujeto ha quedado notificado de la audiencia.
Se manda que el absolvente designado firme también el escrito, como manera de dar mayor certeza al anoticiamiento del trascendente acto procesal a celebrarse.

Cumplidos tales recaudos, el juez admitirá el reemplazo de representante absolvente sin sustanciación.

Ahora bien, si el ente no efectúa este cambio previo o si, habiéndolo realizado, el nuevo absolvente manifiesta en la audiencia no conocer respecto de los hechos sobre los que versan las posiciones, se tendrá por confesa a la parte que representa.

Declaración por oficio.

Art. 405 – Declaración por oficio. Cuando litigare la Provincia, una municipalidad o una repartición, municipal o provincial, la declaración deberá requerirse por oficio al funcionario facultado por ley para representarla, bajo apercibimiento de tener por cierta la versión de los hechos contenida en el pliego, si no es contestado dentro del plazo que el tribunal fije o no lo fuere en forma clara y categórica, afirmando o negando.

Excepción a la carga de comparecer – se trata aquí de un caso especial de personas jurídicas litigantes. 

Cuando los demandados sean los Estados provincial o municipal o las reparticiones de los mismas, el funcionario que ejerce la representación por ley o estatuto está eximido de la carga de comparecer a la audiencia de absolución de posiciones. Se intenta evitar que estos sujetos, atento la actividad que desarrollan en pos del interés comunitario, tengan que distraer parte del tiempo dedicado a la gestión pública para cumplir personalmente con diligencias procesales en el ámbito tribunalicio.

Sin embargo, no están eximidos de la carga de confesar. De allí que se haya ideado un sistema que armonice ambos requerimientos: la declaración por oficio.

PLIEGO DE POSICIONES.

Art. 408 – Reserva del pliego e incomparecencia del ponente. La parte que pusiese las posiciones podrá reservarlas hasta la audiencia en que deba tener lugar la declaración, limitándose a pedir la citación del absolvente.

El pliego deberá ser entregado en secretaría hasta media hora antes de la fijada para la audiencia, en sobre cerrado al que se le pondrá cargo.

Si la parte que pidió las posiciones no compareciere sin justa causa a la audiencia ni hubiese dejado pliego, y compareciese el citado, perderá el derecho de exigirlas.

Cargas del ponente – en este artículo se regulan las cargas procesales del ponente respecto del momento en que debe aportar el pliego de posiciones al proceso.

Si bien las posiciones pueden ser adjuntadas con el escrito por el que se ofrece la prueba confesional, lo habitual es que en esa oportunidad la parte se limite a requerir la citación del contrario para que declare.

Sin embargo, pesa sobre él la carga de presentar un sobre cerrado con las posiciones el día de la audiencia, hasta media hora antes del horario establecido para su celebración. El sobre será recibido en la mesa de entradas del tribunal y se le colocará el cargo, del cual surgirá el momento exacto de su introducción a la causa.

La finalidad de esta medida es evitar que el ponente especule con la incomparecencia del absolvente, introduciendo en tal caso un listado de posiciones más gravosas para la parte contraria que, de ese modo, quedarán alcanzadas por los efectos de la confesión ficta.

Se resguarda, en definitiva, el derecho de defensa en juicio del absolvente.

Ahora bien, si el absolvente se presenta a la audiencia pero el ponente no comparece y no dejó previamente en la causa el sobre con las posiciones, quien propuso la prueba la perderá por incumplimiento de las cargas precitadas.

FORMA DE LAS POSICIONES.

Art. 409 – Forma de las posiciones. Las posiciones serán claras y concretas; no contendrán más de un hecho; serán redactadas en forma afirmativa y deberán versar sobre puntos controvertidos que se refieren a la actuación personal del absolvente.

Cada posición importará, para el ponente, el reconocimiento del hecho a que se refiere.

El juez podrá modificar de oficio y sin recurso alguno, el orden y los términos de las posiciones propuestas por las partes, sin alterar su sentido. Podrá, asimismo, eliminar las que fuesen manifiestamente inútiles.

Forma de las posiciones – de una correcta redacción de las posiciones dependerá la utilidad de este importante medio probatorio. 

La norma plantea cuáles han de ser los requisitos que deben reunir:

· serán claras y concretas; no se admiten posiciones oscuras o con sentido ambiguo o figurado: deben referirse directamente al hecho investigado.

· serán simples, en el sentido de “unitarias”: no puede reunirse más de un hecho respecto de cada posición; de lo contrario, se quitaría claridad al planteo, obligando a más de una respuesta respecto de cada pregunta.

· su redacción debe hacerse en forma afirmativa o asertiva. 

· la respuesta debe poder darse sencillamente mediante un “sí” o un “no”. 

· y deben versar sobre los hechos controvertidos y conducentes de la causa.

FORMA DE LAS CONTESTACIONES.

Art. 410 – Forma de las contestaciones. El absolvente responderá por sí mismo, de palabra y en presencia del contrario, si asistiese, sin valerse de consejos ni de borradores, pero el juez podrá permitirle la consulta de anotaciones o apuntes, cuando deba referirse a nombres, cifras u operaciones contables, o cuando así lo aconsejaren circunstancias especiales. No se interrumpirá el acto por falta de dichos elementos, a cuyo efecto el absolvente deberá concurrir a la audiencia munido de ellos.

Contenido de las contestaciones.

Art. 411 – Contenido de las contestaciones. Si las posiciones se refirieren a hechos personales, las contestaciones deberán ser afirmativas o negativas. El absolvente podrá agregar las explicaciones que estime necesarias. Cuando el absolvente manifestare no recordar el hecho acerca del que se le pregunta, a pesar del apercibimiento que se le formulare, el juez lo tendrá por confeso en la sentencia, siempre que las circunstancias hicieren inverosímil la contestación.

Contenido de las contestaciones – las posiciones deben ser formuladas de manera asertiva (art. 409) a los efectos de que el absolvente pueda responderlas por la simple afirmativa o negativa.

De allí que cuando estas preguntas se refieran a hechos personales se exija una contestación categórica (un “sí” o un “no”) para considerarlas debidamente respondidas.

El absolvente, para cumplir acabadamente con su carga, deberá responder, salvo que no recordase el hecho sobre el que se le pregunta. En tal caso, el juez deberá exhortarlo para que se conduzca con la verdad, bajo apercibimiento de tenerlo por confeso en el momento de ponderar el valor de esta respuesta.

Ello se hará coetáneamente con el dictado de la sentencia de mérito y la sanción estará condicionada a los elementos que surjan de todo el cúmulo probatorio reunido.

IMPOSIBILIDAD DE QUE SE SUSCITEN INCIDENTES.

Posición impertinente.

Art. 412 – Posición impertinente. Si la parte estimare impertinente una pregunta, podrá negarse a contestarla en la inteligencia de que el juez podrá tenerla por confesa si al sentenciar la juzgare procedente. De ello sólo se dejará constancia en el acta, sin que la cuestión pueda dar lugar a incidente o recurso alguno.

Control del interrogatorio – normalmente, el absolvente concurrirá a la audiencia con su letrado. 

No se trata de que la parte absolvente requiera auxilio de su letrado para cumplir con un acto personalísimo como es expedirse sobre la veracidad o falsedad de las circunstancias afirmadas por su contraria.

Aquí se trata de algo diferente: el abogado, sobre la base de su conocimiento técnico procesal, actúa en resguardo del derecho de defensa de su asistido, quien se vería gravemente lesionado si existiera la carga de responder afirmativa o negativamente una posición cuando se encuentre mal redactada (es decir, no esté formulada de manera asertiva, contenga más de un hecho, sea confusa o vaga, no se vincule con hechos controvertidos en la causa y personales del absolvente, etc.).

Para ello, el abogado puede intervenir y de viva voz aconsejar no responder, dando las razones que entiende le asisten. 

De todo ello quedará constancia en el acta. No se puede generar a su respecto incidente o recurso alguno.

INTERROGATORIO DE LAS PARTES Y DE OFICIO. 

Preguntas recíprocas.

Art. 413 – Preguntas recíprocas. Las partes podrán hacerse recíprocamente las preguntas y observaciones que juzgaren convenientes con autorización o por intermedio del juez. Éste podrá también interrogarlas de oficio, sobre todas las circunstancias que fueren conducentes a la averiguación de la verdad.

Interrogatorio cruzado – una vez agotadas las posiciones propuestas, el CPCC admite que tanto el absolvente como el ponente se realicen preguntas o efectúen aclaraciones sobre los hechos en debate.

También el juez podrá aportar sus propios interrogantes dirigidos a cualquiera de las partes presentes.

ACTA DE LA AUDIENCIA.

Art. 414 – Forma del acta. Las declaraciones serán extendidas por el secretario a medida que se presten, conservando, en cuanto sea posible, el lenguaje de los que hubieren declarado. Terminado el acto, el juez las hará leer y preguntará a las partes si tienen algo que agregar o rectificar.

Lo que agregaren o rectificaren se expresará a continuación, firmando las partes con el juez y el secretario. Deberá consignarse, cuando ocurra, la circunstancia de que alguna de ella no hubiere querido o podido firmar.

Acta de la audiencia – de la audiencia de absolución de posiciones quedará constancia en un acta judicial que labrará el secretario.

En esa pieza, además de las circunstancias de rigor como lugar, fecha, carátula del juicio, partes presentes, etc., se podrán consignar literalmente las posiciones, transcribiéndolas del pliego o remitiendo a ellas, utilizando como referencia los números o letras con que se las identificó originariamente en aquel escrito presentado en sobre cerrado.

Lo que no podrá estar ausente en el acta son las respuestas. Por ello, el Código manda que sean recogidas mediante transcripciones literales lo más fieles posible respecto del lenguaje en que fueron vertidas.

4. Citación del absolvente, forma; carga de comparecer y de contestar, sanciones. Enfermedad del absolvente. Absolvente domiciliado a más de 300km del juzgado, según actúe por derecho propio o por apoderado; modalidad en el proceso oral. Audiencia, presentación del pliego y absolución por informe. 

CITACIÓN DEL ABSOLVENTE. CARGA DE COMPARECER Y CONTESTAR. SANCIONES.

Forma de la citación.

Art. 407 – Forma de la citación. El que deba declarar será citado por cédula con la anticipación necesaria, bajo apercibimiento de que si dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por confeso, en los términos del art. 415.

No procede citar por edictos para la absolución de posiciones.

La confesión como acto personalísimo – la parte en persona es la que debe declarar en la audiencia de absolución de posiciones. 

Para su anoticiamiento (respecto de dicha audiencia) se ha reservado la vía de notificación por cédula, descartándose expresamente la citación por edictos (más allá de que esta forma sólo habría procedido en el caso de que la parte haya tenido domicilio conocido al inicio del juicio y luego lo hubiera abandonado sin comunicar ese cambio).

Normalmente se cursa la notificación al domicilio constituido en los supuestos en que la parte litiga por derecho propio con abogado patrocinante, mientras que si lo hace con letrado apoderado, la cédula se diligenciará en el domicilio real. Y si éste no se conoce, al constituido (art. 41).

Asimismo, la cédula de notificación de la audiencia de absolución de posiciones irá acompañada de un apercibimiento específico: si el absolvente no concurre sin causa justificada operará a su respecto el efecto de la confesión ficta que contiene el art. 415.

ENFERMEDAD DEL ABSOLVENTE.

Art. 416 – Enfermedad del declarante. En caso de enfermedad del que deba declarar, el juez o uno de los miembros del tribunal comisionado al efecto, se trasladará al domicilio o lugar en que se encontrare el absolvente, donde se llevará a cabo la absolución de posiciones en presencia de la otra parte, si asistiere, o del apoderado, según aconsejen las circunstancias.

Imposibilidad del absolvente de concurrir a la audiencia – la sanción por incumplimiento de la carga de concurrir a la audiencia de posiciones sólo opera si no existen motivos serios o fundados que hayan impedido al absolvente hacerse presente en los tribunales.

Esas razones serán alegadas por el citado  y el juez determinará su atendibilidad.

Una de ellas está expresamente contemplada en el CPCC: la enfermedad que impida trasladarse a la sede de los tribunales a quien es llamado para confesar.

Se entiende que en este caso se está refiriendo a enfermedad que impida absolutamente y por un tiempo prolongado esa comparecencia, ya que de lo contrario deberán arbitrarse los medios –incluida la postergación de la audiencia– para que la parte pueda concurrir.

En el supuesto de una enfermedad de estas características, la audiencia se desarrollará en el lugar donde se encuentre el afectado, con un juez o un delegado de éste comisionado al efecto. Si se trata de un tribunal colegiado, se admite que sólo concurra uno de los vocales a presenciar la declaración.

Justificación de la enfermedad.

Art. 417. Justificación de la enfermedad. La enfermedad deberá justificarse con anticipación suficiente a la audiencia, mediante certificado médico. En éste deberá consignarse la fecha, el lugar donde se encuentre el enfermo, y el tiempo que durará el impedimento para concurrir al tribunal. Si el ponente impugnara el certificado, el juez ordenará el examen del citado por un médico forense. Si se comprobase que pudo comparecer, las posiciones se declararán absueltas en rebeldía.

Seriedad del motivo – para que se justifique la medida excepcional de sacar una audiencia de prueba tan importante como lo es la de absolución de posiciones de su ámbito natural –los recintos del juzgado– deben darse circunstancias debidamente acreditadas.

La enfermedad será demostrada mediante certificado médico presentado con suficiente anticipación a la fecha de la audiencia, el que será acompañado junto al escrito por el cual se solicita que la audiencia tenga lugar fuera de tribunales

El profesional de la salud deberá consignar en esa constancia la fecha en que interviene, el tipo de enfermedad que padece el absolvente, el lugar en que se encuentra –domicilio particular o centro de salud– y el tiempo que durará la imposibilidad de concurrir a tribunales.

LITIGANTE DOMICILIADO FUERA DE LA SEDE DEL JUZGADO.  

Art. 418 – Litigante domiciliado fuera de la sede del juzgado. La parte que tuviere domicilio a menos de trescientos (300) kilómetros del asiento del juzgado, deberá concurrir a absolver posiciones ante el juzgado de la causa, en la audiencia que se señale.

Inmediación – dada la trascendencia de los efectos de esta prueba y la conveniencia –en virtud del principio de inmediación– de que sea prestada ante el mismo órgano donde tramita la causa en la que se hará valer, el CPCC prescribe que sólo aquellos absolventes domiciliados a más de 300 kilómetros de la sede de los tribunales intervinientes podrán declarar ante otro juez, en sus respectivas localidades.

En tal caso, el juez de la causa deberá requerir colaboración a un colega ante quien se sustanciará esta prueba mediante comunicación por oficio o exhorto.

Si se encuentra a una distancia menor que la referida, deberá concurrir ante el juez de la causa en la audiencia que éste señale.

Ausencia del país.

Art. 419 – Ausencia del país. Mientras esté pendiente la absolución de posiciones, la parte que tuviere que ausentarse del país deberá comunicarlo al juez para que se anticipe o postergue la audiencia, bajo apercibimiento de llevarse a cabo y de tener a dicha parte por confesa.

Ausencia del absolvente – habiendo sido ofrecida y admitida la prueba de absolución de posiciones, el requerido que está por viajar fuera del país debe comunicar esta circunstancia al juez de la causa para que fije una nueva audiencia, ya sea antes de su partida o luego de su regreso, y así poder estar presente para cumplir con su carga.

Si no cursa esta comunicación con la antelación suficiente y el día fijado para su absolución de posiciones no puede acudir a los tribunales, operará la regla del art. 415: se lo tendrá por confeso en forma ficta.

5. Valor probatorio de la confesión: principio y excepciones. La confesión forzada como inversión de la carga de la prueba.

VALOR PROBATORIO DE LA CONFESIÓN: PRINCIPIO Y EXCEPCIONES.

Para referirnos al valor probatorio de la confesión es necesario distinguir según se trate de confesión expresa o de confesión ficta.

EFECTOS DE LA CONFESIÓN EXPRESA.

Art. 421 – Efectos de la confesión expresa. La confesión judicial expresa constituirá plena prueba, salvo cuando:

1) Dicho medio de prueba estuviere excluido por la ley respecto de los hechos que constituyen el objeto del juicio, o incidiere sobre derechos que el confesante no puede renunciar o transigir válidamente.

2) Recayere sobre hechos cuya investigación prohíba la ley.

3) Se opusiere a las constancias de instrumentos fehacientes de fecha anterior, agregados al expediente.

Valor de la confesión expresa – en el marco de la prueba de absolución de posiciones la parte absolvente puede efectuar una confesión judicial expresa.

Ello ocurrirá cuando, ante el juez de la causa, responda categóricamente –sea en forma afirmativa o negativa– a posiciones referidas a hechos personales contrarios a sus intereses y favorables a los de la parte ponente.

Las circunstancias así admitidas o negadas quedarán fuera de debate. A su respecto, la confesión hará plena prueba según el mandato explícito del legislador.

EXCEPCIONES –el principio sentado reconoce excepciones. La norma establece supuestos donde aun existiendo confesión judicial expresa, la misma no tendrá fuerza de plena prueba.

El primero de los casos previstos se vincula con la admisibilidad de este tipo de prueba.

En tal sentido, si la ley excluye la confesión como forma de acreditar ciertos hechos que hacen al objeto del juicio, la misma (por inadmisible) no tendrá el efecto mencionado.

Otro supuesto está dado por la circunstancia de que el hecho sobre el que recae la confesión no pueda ser investigado por prohibición expresa de la ley. Si el orden jurídico positivo veda que se indague sobre el acaecimiento de cierto evento, no podrá tener valor la confesión que se haya producido a su respecto. Se trata de un hecho fuera del campo probatorio por imperio de la norma.

Y finalmente, la última excepción al pleno valor acreditante de la confesión judicial expresa está dado por el conflicto que puede plantearse respecto del otro medio de prueba privilegiado: los instrumentos fehacientes, esto es, los públicos o privados reconocidos en juicio de fecha anterior a la confesión y que obren en el expediente.

6. Confesión ficta, concepto. Valor probatorio. Oportunidad de su declaración.

CONFESIÓN FICTA. CONCEPTO. VALOR PROBATORIO. OPORTUNIDAD DE SU DECLARACIÓN.

Art. 415 – Confesión ficta. Si el citado no compareciese a declarar dentro de la media hora de la fijada para la audiencia, o si habiendo comparecido rehusase responder o respondiere de una manera evasiva, a pesar del apercibimiento que se le hiciere, el juez, al sentenciar, lo tendrá por confeso sobre los hechos personales teniendo en cuenta las circunstancias de la causa.

En caso de incomparecencia del absolvente también se extenderá acta.

El juez, en oportunidad de dictar sentencia, se halla autorizado para tener por confeso (confesión ficta) al litigante que, citado para absolver posiciones bajo apercibimiento, dejare de concurrir sin justa causa o al que, compareciendo, rehusare responder o lo hiciere de una manera evasiva 

En el primer supuesto (incomparecencia del absolvente), constituyen requisitos de la confesión ficta no sólo que la citación se haya practicado bajo apercibimiento y que no medie una causa que justifique la inasistencia sino, además, que se haya agregado al expediente el pliego de posiciones.

En el segundo supuesto (absolvente que comparece pero que se niega a contestar o contesta de una manera evasiva) no es necesario, para tener oportunamente por confeso al absolvente, repetir las posiciones respecto de las cuales medien aquellas circunstancias. 

En ambos casos, la confesión ficta tiene lugar aunque la parte interesada no lo pida expresamente.

La confesión ficta produce los mismos efectos que la confesión expresa, en cuanto hace a la admisión de los hechos contenidos en la posición o posiciones de que se trate, pero, a diferencia de aquélla, es susceptible de desvirtuarse mediante prueba en contrario. 

Tal es la solución que surge del texto del art. 415, en tanto éste condiciona la configuración de la confesión ficta a la valoración de "las circunstancias de la causa".

Se ha resuelto, por ello, que aquel tipo de confesión carece de valor absoluto, y que su eficacia probatoria debe apreciarse en función de todos los elementos de juicio que obran en el proceso.

7. Confesión extrajudicial, concepto. Medios de probarla. Efectos.

CONFESIÓN EXTRAJUDICIAL. CONCEPTO. MEDIOS DE PROBARLA. EFECTOS.

Concepto – la confesión se llama “extrajudicial” cuando fue prestada fuera del juicio. 

Art. 423 – Confesión extrajudicial. La confesión hecha fuera de juicio, por escrito o verbalmente, frente a la parte contraria o a quien represente, obliga en el juicio siempre que esté acreditada por los medios de prueba establecidos por la ley. Quedará excluida la testimonial, cuando no hubiere principio de prueba por escrito.

La confesión hecha fuera de juicio a un tercero constituirá fuente de presunción simple.

Confesión hecha fuera del juicio ante parte interesada – la confesión puede haber tenido lugar fuera del proceso, incluso antes de iniciado el litigio. Esta manifestación de voluntad de un sujeto, reconociendo hechos favorables a otro y desfavorables a él mismo, pudo haberse plasmado por escrito o verbalmente frente al interesado o su representante.

Éstos podrán, entonces, hacerla valer en juicio en su favor. Pero para ello no bastará con sostener la configuración de una confesión extrajudicial, sino que será necesario probarla.

La ley requiere que se empleen los medios establecidos en general a estos fines, con la sola excepción de la prueba testimonial: esta vía no es suficiente por sí sola respecto de la confesión verbal. Sólo será admisible si viene acompañada de un principio de prueba por escrito (por ejemplo, un instrumento privado donde conste la alegada confesión).

Debidamente acreditada, este tipo de confesión extrajudicial tendrá la misma validez que la judicial entre las partes del pleito.

Confesión hecha fuera del juicio ante un tercero – también es posible llevar a juicio la confesión que una de las partes realiza en relación con hechos y derechos de la otra, pero no frente a ésta sino ante un tercero.

Claro que la diferencia esencial entre ambos tipos de confesión radica en que, aun debidamente acreditada, no tendrá el mismo valor probatorio: será una mera presunción simple que el juez ponderará junto con el resto de los elementos colectados en búsqueda de la certeza requerida para fallar.

Es principio recibido que la confesión hecha ante terceros carece de valor como tal a los efectos judiciales, por faltarle el requisito esencial de haberse prestado sabiendo el confesante que suministraba una prueba a su contrario y, por ende, sólo constituye una presunción simple.

8. Revocabilidad de la confesión, causas que la autorizan, error de derecho.

REVOCABILIDAD DE LA CONFESIÓN. CAUSAS QUE LA AUTORIZAN. ERROR DE DERECHO.

La voluntad del agente constituye una  de los requisitos de todo acto procesal. Es sabido que los actos procesales producen consecuencias jurídicas en la medida en que se hayan cumplido, a su respecto, las formalidades prescriptas por la ley, con prescindencia de las motivaciones subjetivas que los determinan. De allí que como regla, se excluya la aplicabilidad, a los actos procesales, de las normas que el CCiv. contiene acerca de los vicios del consentimiento. Se admite una excepción en el caso de la confesión, en virtud del tratamiento privilegiado que la ley confiere a su eficacia probatoria.

La confesión, sea judicial o extrajudicial, es susceptible de revocarse cuando ha sido prestada por error de hecho u otros vicios susceptibles de anular el consentimiento. Sin embargo, tales vicios, como todos los que pueden afectar a los actos procesales, deben alegarse y probarse en la forma y oportunidad específicamente previstas por la ley del proceso, pues de lo contrario se presumen consentidos (principio de convalidación). 

Cabe concluir, por consiguiente, que cualquiera de las causales susceptibles de invalidar la confesión debe ser hecha valer en la forma y modo establecidos, en general, con respecto a las nulidades procesales, con prescindencia de los plazos de prescripción previstos en el CCiv.

UNIDAD 12 – PRUEBA DE TESTIGOS.

1. Prueba testimonial. Especies: testimonio escrito, testimonio oral. El testigo, concepto y requisitos: analogías y diferencias con otros medios probatorios. Admisibilidad de la prueba de testigos y admisibilidad del testigo. Testigos excluidos, oposición. Número máximo de testigos, según la clase de proceso; elasticidad del número, facultades del juez.

PRUEBA TESTIMONIAL. CONCEPTO.

La prueba testimonial es aquella que se obtiene mediante las declaraciones de terceros, acerca de hechos que ellos han percibido por medio de sus sentidos y que resultan importantes a los efectos de la prueba. 

ESPECIES: TESTIMONIO ESCRITO Y TESTIMONIO ORAL.

TESTIGO. CONCEPTO.

Son testigos las personas físicas, distintas de las partes, que deben declarar sobre sus percepciones o deducciones de hechos pasados. 

Será testigo todo sujeto que haya captado un determinado suceso mediante sus sentidos y se encuentre en condiciones de transmitir esas vivencias a través de una declaración.

La percepción sensorial y la memoria son elementos esenciales en la construcción de un testimonio.

Las personas jurídicas, en tanto carecen de aptitud para percibir o deducir hechos, no pueden ser llamadas a declarar como testigos.

Tampoco pueden serlo las partes, cuyo testimonio debe rendirse mediante la absolución de posiciones, aunque es admisible que un litigante, a fin de acreditar un hecho propio, ofrezca como testigo a uno de sus litisconsortes.

Objeto de esta clase de prueba no son solamente los hechos que el testigo ha conocido a través de su percepción sensorial, sino también los hechos que aquél ha deducido de sus percepciones. Pero importa destacar que las deducciones o ilaciones lógicas relatadas por el testigo valen como hechos subjetivos, es decir, personales suyos, y no como expresión de lo que objetivamente debe estimarse como consecuencia de determinados hechos, según las enseñanzas de alguna ciencia o arte, pues ello constituye misión propia del perito.

Ello no obsta, sin embargo, a que las deducciones que el testigo haya extraído de sus percepciones sólo fuesen posibles a raíz de la posesión de conocimientos técnicos, en cuyo caso estaríamos en presencia de un testigo-perito, a quien serían aplicables las reglas de una y otra prueba.

Procedencia.

Art. 424. Procedencia. Toda persona mayor de catorce (14) años podrá ser propuesta como testigo y tendrá el deber de comparecer y declarar, salvo las excepciones establecidas por la ley.

ADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA TESTIMONIAL Y ADMISIBILIDAD DEL TESTIGO.

Admisibilidad de la prueba testimonial - la prueba de testigos reviste mayor trascendencia respecto de los hechos, existiendo numerosos casos, dentro de ese ámbito (hechos ilícitos, posesión, causales de divorcio, etc.), en los que resulta insusceptible de reemplazarse por otros elementos probatorios. Por ello, salvo lo dispuesto en relación con el nacimiento, el matrimonio y la defunción de las personas, que deben probarse mediante la copia del acta correspondiente, y siempre que no medie una expresa prohibición legal, la admisibilidad de la prueba de testigos no reconoce limitaciones en tanto se trate de acreditar simples hechos.

En materia de prueba de los contratos, en cambio, el art. 1193 CCiv. (al igual que el CCom. en su art. 209) establece la siguiente limitación: "Los contratos que tengan por objeto una cantidad de más de diez mil pesos, deben hacerse por escrito y no pueden ser probados por testigos"

A pesar de que la norma carece actualmente de virtualidad en razón de que la realidad económica licuó el valor que consigna, frente a la eventualidad de su actualización cuadra destacar que, a fin de determinar la admisibilidad de la prueba de testigos es preciso atenerse al valor originario del contrato, con prescindencia de los intereses o prestaciones accesorias que posteriormente lo hayan incrementado. A la inversa, el mencionado principio es aplicable cuando el monto originario es superior al importe normativo y ha quedado, luego, reducido a una suma igual o inferior al límite legal.
La norma transcripta se refiere a la prueba de la existencia misma del contrato, y no comprende, por lo tanto, los supuestos en que se discutan cuestiones de hecho vinculadas con él, como son las referentes a la determinación de su naturaleza o alcance, a la forma en que corresponde cumplirlo, etcétera.

La prueba de testigos no es admisible, en cambio, cuando se trata de acreditar una modificación o ampliación del contenido del contrato.

El principio que consagra el art. 1193 reconoce, sin embargo, diversas excepciones contempladas por el art. 1191:

1. cuando media imposibilidad de obtener la prueba designada por la ley.

2. cuando existe principio de prueba por escrito en los contratos que pueden hacerse por instrumento privado.

3. cuando una de las partes hubiese recibido alguna prestación y se negase a cumplir el contrato.

4. cuando la cuestión versare sobre los vicios de error, dolo, violencia fraude, simulación o falsedad del instrumento donde constare el contrato.

Admisibilidad del testigo – el testigo es admisible cuando la ley no le prohíbe prestar declaración. A contrario sensu, el testigo es excluido cuando la ley le prohíbe prestar declaración testimonial, ya sea en cualquier juicio, en contra o a favor de determinada persona, o respecto de determinados actos.  

TESTIGOS EXCLUIDOS.

Art. 425 – Testigos excluidos. No podrán ser ofrecidos como testigos los consanguíneos o afines en línea directa de las partes, ni el cónyuge, aunque estuviere separado legalmente, salvo que se tratare de reconocimiento de firmas.

Testigos excluidos – el CPCC indica qué sujetos no podrán ser traídos al juicio como testigos. 

La ley busca proteger la estabilidad de los vínculos familiares, que se verían puestos en riesgo frente a la tensión que significa emitir un testimonio, ya sea en beneficio o en perjuicio de un pariente o de su propio consorte.

Por otra parte, se preserva al sujeto declarante del conflicto ético que importa debatirse entre ser fiel a la verdad constatada, por un lado, y a la persona con la que lo une un vínculo parental o conyugal, por el otro.

Sobre la base de tales fundamentos es que la ley dispone que no puedan ser ofrecidos como testigos los parientes por consanguinidad y afinidad en línea recta de las partes.

Ello no impide, claro está, que frente a situaciones especialísimas el juez admita un testigo excluido, si ello constituye una vía esencial e imprescindible para llegar a la verdad.

También se excluyen los cónyuges de las partes. La exclusión persiste aún después de una separación o divorcio vincular legalmente decretado.
OPOSICIÓN.

Art. 426 – Oposición. Sin perjuicio de la facultad del juez de desestimar de oficio y sin sustanciación alguna el ofrecimiento de prueba testimonial que no fuese admisible, o de testigos cuya declaración no procediese por disposición de la ley, las partes podrán formular oposición si indebidamente se la hubiere ordenado.

Admisibilidad de la prueba de testigos. Contralor – las partes, en ejercicio de su derecho de defensa (referido en este supuesto a la propuesta de los medios probatorios), ofrecerán diferentes alternativas probatorias: las que entiendan más adecuadas para cumplir con la función señalada.

El juez, como árbitro de la litis y siguiendo las pautas legales, una vez enterado de las propuestas probatorias de las partes, habrá de admitirlas o no. Por supuesto que al estar en juego la garantía del debido proceso y la defensa en juicio, normalmente el criterio de los magistrados tenderá hacia la amplitud. Ante la duda, se inclinará por admitir la prueba, contando así con un elemento más con el que sustentar su decisión ya que, en definitiva, el descarte puede ser hecho en el momento de la evaluación previa al fallo.

Este contralor podrá hacerlo tanto de oficio como a pedido de parte. La aplicación de la ley es -en este tramo- imperativa por lo que no requiere petición del interesado.

El magistrado resolverá en el sentido que corresponda y sin sustanciación, mediante una decisión que tampoco podrá ser impugnada por ninguna de las partes, atento la regla del art. 377.

Toda actividad impugnatoria respecto de la prueba debe ser llevada adelante en debido tiempo.

NÚMERO MÁXIMO DE TESTIGOS, según la clase de proceso. ELASTICIDAD DEL NÚMERO, FACULTADES DEL JUEZ.

Art. 428 – Número de testigos. Cada parte podrá ofrecer hasta doce (12) testigos, como máximo, salvo petición expresa y debidamente fundada que justifique el ofrecimiento de un mayor número.

También podrán las partes proponer, subsidiariamente, hasta tres (3) testigos para reemplazar a quienes no pudieren declarar por causa de muerte, incapacidad o ausencia. Si el juez hubiere ampliado el número, podrán ofrecer hasta cinco (5).

Cantidad de testigos – se admiten hasta 12 testigos. Sin embargo, ante un pedido fundado de alguna de las partes el número puede ampliarse. El fundamento del pedido podría estar dado por la gran complejidad fáctica del caso a dilucidar, lo cual requerirá más versiones sobre los acontecimientos debatidos para llegar a la certeza judicial.

La petición que contenga esas razones se hará por escrito y al momento de ofrecer la prueba testimonial. En tal ocasión, la parte interesada brindará los datos identificatorios de todos los testigos de los que intente valerse.

Conviene presentar la nómina ordenada, colocando en las primeras posiciones los testigos de mayor importancia dejando para el final los que pueden ser considerados secundarios o menos importantes. Ello así porque si el juez no acepta la ampliación, se limitará a admitir los primeros doce descartando los demás.

El juez atenderá las razones esgrimidas y decidirá, mediante resolución irrecurrible, si admite o no la ampliación.
Testigos supletorios – muchas son las contingencias eventuales que pueden llegar a impedir que alguien ofrecido como testigo pueda prestar testimonio. El CPCC señala la ausencia, muerte o incapacidad.

Por eso es que la ley, en pos del principio de eventualidad o subsidiariedad, requiere que junto con la lista de los testigos “principales” se incluya otra de testigos “supletorios”, cuyo número varía de acuerdo con si existió o no ampliación del número de testigos “principales”: 5 o 3, respectivamente.

2. Ofrecimiento de la prueba de testigos. Forma de citación, cuándo se transforma en una carga. Carga del referente cuando la recepción de la prueba se comisiona a otro juez. Poderes de las partes para que los testigos, prescindiendo de su domicilio, declaren ante el juez del proceso. 

OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA DE TESTIGOS.

Art. 427 – Ofrecimiento. Cuando las partes pretendan producir prueba de testigos, deberán presentar una lista de ellos con expresión de sus nombres, profesión y domicilio.

Si por las circunstancias del caso a la parte le fuera imposible conocer alguno de esos datos, bastará que indique los necesarios para que el testigo pueda ser individualizado sin dilaciones y sea posible su citación.

El interrogatorio podrá reservarse por las partes hasta la audiencia en que deban presentarse los testigos.

Incorporación de testigos a la causa – el ofrecimiento de la prueba testimonial debe venir acompañado de la identificación de las personas que harán de testigos.

La identificación certera de quienes habrán de declarar es tarea esencial en esta prueba, ya que los testigos –a diferencia de lo que ocurre con los peritos– no son normalmente intercambiables: en muchas ocasiones sólo una persona ha captado determinados sucesos y sólo ella podrá, por ende, describirlos en sede judicial.

De allí que si bien la ley exige ciertos recaudos para cumplir esta meta (nombres, profesión y domicilio de las personas que testimoniarán), en definitiva, y teniendo en cuenta los supuestos en que se carezca de alguno de estos datos, lo importante será consignar la información que permita tanto la individualización como la citación a juicio.

Por eso, en casos extremos, si se carece del apellido de una persona convocada como testigo se lo podrá suplir por su nombre y seudónimo o alias, acompañando esos datos con descripciones físicas, empleo, etc.; y si hay dudas respecto del domicilio exacto (calle y número) se podrá utilizar un croquis con la ubicación del inmueble donde habita, o utilizar el domicilio laboral si se carece de toda otra información al respecto.

En muchos casos será la propia parte interesada en el testimonio quien se encargará de hacerlo comparecer a la audiencia, más allá de los términos y el lugar de diligenciamiento de la notificación.

En los procesos sumario y sumarísimo, el ofrecimiento debe formularse en los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas.

FORMA DE LA CITACIÓN. CUÁNDO SE TRANSFORMA EN UNA CARGA.

Art. 431 – Forma de la citación. La citación a los testigos se efectuará por cédula. Ésta deberá diligenciarse con tres (3) días de anticipación por lo menos, y en ella se transcribirá la parte del art. 429, que se refiere a la obligación de comparecer y a su sanción.

Anoticiamiento del testigo – la comunicación del llamamiento a ser testigo debe hacerse mediante cédula.

Téngase en cuenta que para el caso de los testigos habrá que incluir en el texto de la cédula la advertencia a la que alude el art. 429 párr. 2 parte final, vinculada a las sanciones por incumplimiento.

La ley contempla una notificación con al menos tres días de anticipación a la fecha de la audiencia. Ello es razonable, pues se busca que el testigo pueda organizar con tiempo sus actividades a los fines de concurrir a los tribunales a cumplir con esta carga.

Carga de la citación.

Art. 432 – Carga de la citación. Si en el escrito de ofrecimiento de prueba la parte no hubiese solicitado que el testigo sea citado por el juzgado, se entenderá que ha asumido la carga de hacerlo comparecer a la audiencia. En este caso, el testigo no concurriere sin justa causa, de oficio o a pedido de parte y sin sustanciación alguna, se lo tendrá por desistido.

Otra forma de convocar al testigo – se prevén dos maneras de convocar al testigo al juicio: una formal que realiza el juzgado a través de la notificación de las audiencias por cédula; y otra menos formal, que realiza la parte interesada en que el testimonio se produzca efectivamente, mediante una comunicación directa con el testigo de la fecha y hora en que deberá acudir a los tribunales a declarar.

Cuando se ofrecen los testigos, la parte debe requerir expresamente su notificación a través del juzgado mediante cédula, tal como se regula en el CPCC. Si no lo hace de este modo, se entenderá que asume personalmente la carga de hacer comparecer al testigo en la fecha estipulada.

En este caso, si el testigo no comparece sin justa razón, operará la caducidad de la prueba (se lo tendrá por “desistido”), medida que puede ser decretada por el juez tanto a pedido de la parte contraria como de oficio.

3. Obligaciones del testigo de comparecer, de declarar, de decir la verdad. Sanciones. Excusación de declarar. El secreto profesional.

OBLIGACIONES DEL TESTIGO. 

DEBER DE COMPARECER Y DECLARAR.

Art. 424 – Procedencia. Toda persona mayor de catorce (14) años podrá ser propuesta como testigo y tendrá el deber de comparecer y declarar, salvo las excepciones establecidas por la ley.

Deber de comparecer, de declarar, de decir la verdad – todo aquel que sea convocado como testigo en una causa judicial tiene la obligación de comparecer, de declarar y de decir la verdad.

A diferencia de las cargas procesales, referidas a las partes, estos terceros tienen un verdadero deber, previéndose sanciones concretas por su incumplimiento.

La comparecencia del testigo que ha sido citado a declarar constituye una obligación, cuyo incumplimiento puede traer aparejada sanciones de índole procesal y penal.

El testigo no sólo tiene la obligación de comparecer, sino también la de prestar declaración. Sin perjuicio de las sanciones procesales que caben en caso de incomparecencia, el art. 243 del CPen. sanciona el incumplimiento de las dos obligaciones mencionadas, en tanto dispone que será reprimido con prisión de 15 días a 1 mes el que siendo legalmente citado como testigo se abstuviese de comparecer o de prestar la declaración o exposición respectiva. 

Excepciones a la obligación de comparecer.

Art. 455 – Excepciones a la obligación de comparecer. Exceptúase de la obligación de comparecer a prestar declaración a los funcionarios que determine la reglamentación de la Suprema Corte.

Dichos testigos declararán por escrito, con la manifestación de que lo hacen bajo juramento o promesa de decir verdad, dentro del plazo que fije el juzgado, debiendo entenderse que no excederá de diez (10) días si no se lo hubiese indicado especialmente.

La parte contraria a la que ofreció el testigo podrá presentar un pliego de preguntas a incluir en el interrogatorio.

Excepciones a la obligación de comparecer – los referidos funcionarios, cuando sean convocados como testigos, si bien no están obligados a concurrir a tribunales, siguen teniendo la obligación de responder. En su caso, lo harán por escrito, con expresa manifestación de que se lo hace bajo juramento o promesa de decir verdad y siguiendo un interrogatorio preestablecido.

Cuando la parte ofrece el testimonio de estos funcionarios, acompañará el pliego de preguntas. Entendemos que deberá seguirse el mismo trámite que respecto de la prueba testimonial a rendirse ante otro juez (art. 452).

El cuestionario quedará a disposición de la contraria para que agregue sus propias preguntas si lo considera necesario, y luego será el juez el que componga el cuestionario final suprimiendo, reformulando y hasta agregando preguntas nuevas.

Estos testigos tienen un plazo para contestar las preguntas que se les formulen. Será el juez quien determine este término que, sin embargo, no puede superar los diez días.

DEBER DE DECIR LA VERDAD.

Art. 438 – Juramento o promesa de decir verdad. Antes de declarar, los testigos prestarán juramento o formularán promesa de decir verdad, a su elección, y serán informados de las consecuencias penales a que pueden dar lugar las declaraciones falsas o reticentes.

Juramento o promesa de decir verdad – también pesa sobre el testigo la obligación de decir verdad, pues el mismo código reprime con prisión de 1 a 5 años al testigo que afirmase una falsedad o negare o callare la verdad (art. 275), hechos éstos que autorizan al juez ante quien se presta la declaración para decretar la detención del testigo presuntamente culpable remitiéndolo a disposición de la justicia penal.

En este caso, la fórmula queda a elección del declarante para no atentar con sus convicciones religiosas o creencias. Este recaudo se ha entendido esencial, junto con la información que este mismo artículo obliga a suministrarle respecto de las sanciones que puede acarrear una deposición falaz.

EXCUSACIÓN DE DECLARAR.

Art. 433 – Excusación. Además de las causas de excusación libradas a la apreciación judicial, lo serán las siguientes:

1) Si la citación fuera nula.

2) Si el testigo hubiese sido citado con intervalo menor al prescripto en el art. 431, salvo que la audiencia se hubiese anticipado por razones de urgencia, y constare en el texto de la cédula esa circunstancia.

Incomparecencia de los testigos. Excusas admisibles – causas justificadas pueden impedir que el testigo concurra a los tribunales a cumplir con su deber de declarar. Éstas deberán ser planteadas antes de la fecha de la audiencia o, si ello no es posible, apenas pueda hacérselo luego del momento en que debió haber tenido lugar la declaración. El juez deberá ponderar la entidad del obstáculo y admitirá los justificativos, permitiendo que declare en una futura ocasión, o los rechazará, aplicando las sanciones previstas.

Más allá de estas excusas que habrá de evaluar el magistrado en cada caso concreto (como serían el caso fortuito o la fuerza mayor debidamente comprobados), la ley cita dos casos taxativos en los que el testigo queda relevado de la obligación de concurrir a la audiencia fijada: uno de ellos es la nulidad de la notificación; el otro es la citación con menos de 3 días de anticipación respecto de la fecha de la audiencia prefijada según las pautas del art. 431.

Testigo imposibilitado de comparecer.

Art. 434 (Texto según ley 11593, art. 1º) – Testigo imposibilitado de comparecer. Si alguno de los testigos se hallase imposibilitado de comparecer al juzgado o tuviere alguna otra razón atendible a juicio del juez para no hacerlo, será examinado en su casa, ante el secretario, presentes o no las partes, según las circunstancias.

La enfermedad deberá justificarse en los términos del art. 417, párr. 1º. Si se comprobase que pudo comparecer, se le impondrá multa de cincuenta pesos ($ 50) a un mil pesos ($ 1000) y se procederá a fijar audiencia de inmediato, la que deberá realizarse dentro del quinto día, quedando notificados en ese mismo acto el testigo y las partes que estuvieren presentes.

Imposibilidad permanente de comparecer a tribunales – si la razón para no acudir a la audiencia que se desarrollará en el recinto de tribunales es una imposibilidad permanente, ya sea que surja objetivamente de los hechos alegados o se configure a juicio del magistrado, entonces la audiencia podrá llevarse a cabo donde el testigo se encuentre. 

Si bien el art. señala su casa, podrá también realizarse en un hospital, casa de descanso, otro domicilio, etc.

Esta diligencia se desarrollará con la presencia del secretario. Si las partes concurren a la misma podrán intervenir en ella. Si no lo hacen, de todos modos se realizará la declaración testimonial.

Si se trata de un caso de enfermedad, el Código remite a las pautas de acreditación de esta circunstancia reguladas en la prueba de confesión
La gran diferencia estará dada por la sanción para el caso de que se haya utilizado falsamente esta excusa: en el supuesto de la prueba de confesión, se tendrá por absuelto a la parte falaz, mientras que en el caso del testigo, y dado que a su respecto esa conducta no puede tener efectos dentro del proceso, procederá una multa a fijar entre 50$ y 1000$.

4. Procedimiento para el examen del testigo: credibilidad (interrogatorio preliminar); conocimiento. Forma explorativa de las preguntas y formas de las respuestas. Careo.

PROCEDIMIENTO PARA EL EXAMEN DEL TESTIGO.

Indagación cruzada.

Art. 436 – Pedido de explicaciones a las partes. Si las partes estuviesen presentes, el juez o el secretario en su caso, podrá pedirles las explicaciones que estimare necesarias sobre los hechos. Asimismo, las partes podrán formularse recíprocamente las preguntas que estimaren convenientes.

Indagación cruzada – esta disposición tiene por objeto evitar que los testigos sean inducidos a error por efecto de preguntas imprecisas o incorrectamente formuladas, y acuerda al juez (o al secretario) la facultad de modificar los términos en que aquéllas se hallan concebidas. También las partes, con el mismo objeto, pueden formularse las preguntas que estimen convenientes.

Orden de las declaraciones.

Art. 437 – Orden de las declaraciones. Los testigos estarán en lugar desde donde no puedan oír las declaraciones de los otros. Serán llamados sucesiva y separadamente, alternándose, en lo posible, los del actor con los del demandado, a menos que el juzgado estableciere otro orden por razones especiales.

Orden de las declaraciones – cuando se trate de varios testigos, el CPCC busca que los sujetos que habrán de declarar no se vean influenciados por las circunstancias narradas por otros en igual condición.

Se persigue preservar la integridad de la versión de los hechos que cada uno ha conformado a partir de las percepciones directas realizadas, para así poder realizar un confronte válido entre ellas y, si surgen contradicciones, efectuar un careo útilmente.

De allí que debe preverse la ubicación de los testigos fuera del recinto donde se toma la declaración, para que esta diligencia se desarrolle con un testigo por vez (“serán llamados sucesiva y separadamente”) y su declaración no sea oída por el resto.

Juramento o promesa de decir verdad.

Art. 438 – Juramento o promesa de decir verdad. Antes de declarar, los testigos prestarán juramento o formularán promesa de decir verdad, a su elección, y serán informados de las consecuencias penales a que pueden dar lugar las declaraciones falsas o reticentes.

INTERROGATORIO PRELIMINAR.

Art. 439 – Interrogatorio preliminar. Aunque las partes no lo pidan, los testigos serán siempre preguntados:

1) Por su nombre, edad, estado, profesión y domicilio;

2) Si es pariente por consanguinidad o afinidad de alguna de la partes, y en qué grado;

3) Si tiene interés directo o indirecto en el pleito;

4) Si es amigo íntimo o enemigo;

5) Si es dependiente, acreedor o deudor de alguno de los litigantes, o si tiene algún otro género de relación con ellos.

Aunque las circunstancias individuales declaradas por el testigo no coincidieran totalmente con los datos que la parte hubiese indicado al proponerlo, se recibirá su declaración si indudablemente fuere la misma persona y, por las circunstancias del caso, la contraria no hubiera podido ser inducida en error.

Las “generales de la ley” – las preguntas a que se refiere la norma –que suelen denominarse generales de la ley– tienen por objeto: 

1) identificar al testigo, o sea determinar si es la misma persona que fue oportunamente ofrecida como tal.

2) verificar si no se trata de un testigo excluido (sea por razones de edad o de parentesco con las partes).

3) valorar, en su oportunidad, la idoneidad o atendibilidad de su testimonio.

El art. 439 establece, asimismo, que aunque las circunstancias individuales declaradas por el testigo no coincidan totalmente con los datos que la parte indicó al proponerlo, se recibirá su declaración si indudablemente es la misma persona y, por las circunstancias del caso, la contraria no ha podido ser inducida en error.

FORMA EXPLORATIVA DE LAS PREGUNTAS Y FORMAS DE LAS RESPUESTAS.

Forma del examen.

Art. 440 – Forma del examen. Los testigos serán libremente interrogados, por el juez o por quien lo reemplace legalmente, acerca de lo que supieren sobre los hechos controvertidos, respetando la sustancia de los interrogatorios propuestos.

La parte contraria a la que ofreció el testigo, podrá solicitar que se formulen las preguntas que sean pertinentes, aunque no tengan estricta relación con las indicadas por quien lo propuso.

Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el art. 409, párr. 2º.

Se podrá prescindir de continuar interrogando al testigo cuando las preguntas que se propongan, o las respuestas dadas, demuestren que es ineficaz proseguir la declaración.

Desarrollo de la audiencia de testigos – una vez que el testigo ha prestado juramento o formulado promesa de decir verdad, y ha sido examinado sobre las generales de la ley, debe ser interrogado libremente por el juez o por quien lo reemplace legalmente (el secretario, cuando las partes no hubiesen pedido oportunamente la asistencia de aquél), acerca de lo que sabe sobre los hechos controvertidos con sujeción, en lo sustancial, al interrogatorio propuesto.

Asimismo, en virtud de que el párrafo tercero del art. 440 remite, en lo pertinente, a lo dispuesto en el art. 409 pár. 2º sobre la forma de las posiciones, el juez puede modificar, de oficio y sin recurso alguno, el orden y los términos de las preguntas propuestas por las partes, sin alterar su sentido, y eliminar las que sean manifiestamente inútiles. Puede también prescindir de continuar interrogando al testigo cuando las preguntas que se propongan, o las respuestas dadas, demuestren que es ineficaz proseguir la declaración.

FORMA DE LAS PREGUNTAS.

Art. 441 – Forma de las preguntas. Las preguntas no contendrán más de un hecho; serán claras y concretas; no se formularán las que están concebidas en términos afirmativos, sugieran la respuesta o sean ofensivas o vejatorias. No podrán contener referencias de carácter técnico, salvo si fueran dirigidas a personas especializadas.

Forma del cuestionario – al igual que las posiciones, existen pautas legales para la redacción de preguntas dirigidas a un testigo, que habrán de ser respetadas por el letrado de la parte que ofrezca este tipo de pruebas y frente a cuyo incumplimiento el juez podrá rechazarlas, tanto de oficio como a frente al pedido de alguno de los litigantes realizado oralmente durante la audiencia.

Contrariamente a lo que se exige en las posiciones, aquí las preguntas no pueden ser confeccionadas en términos afirmativos. Deben estar orientadas a que el testigo desarrolle una descripción. Para eso, es importante que sean amplias, permitiendo al deponente la narración de lo constatado o vivido respecto de cierto evento.

Cuanto mayor detalle aporte el testigo sobre los hechos controvertidos, mayor utilidad brindará el testimonio. Una pregunta redactada con la forma de una posición limitará al declarante, llevándolo a la simple afirmación o negación con riesgo de sugerir la respuesta, lo cual también viene vedado por la letra de este artículo.

Negativa a responder.

Art. 442 – Negativa a responder. El testigo podrá rehusarse a contestar las preguntas:

1) Si la respuesta lo expusiere a enjuiciamiento penal o comprometiera su honor.

2) Si no pudiere responder sin revelar un secreto profesional, militar, científico, artístico o industrial.

Obligación de responder. Excepciones – el testigo tiene la obligación de contestar todas las preguntas que se le formulen. Regla que reconoce excepciones. 

Más allá de las preguntas ofensivas, vejatorias o cuya formulación sea defectuosa según las pautas ya vistas en el art. 441, donde a la oposición del testigo puede seguir una reformulación –o eventual eliminación– de las mismas, aquí el CPCC contempla dos supuestos frente a los cuales puede válidamente omitir la respuesta.

Se trata de los casos donde la misma pueda implicar el inicio de un proceso penal respecto del propio testigo, o ponga en juego su honor, o requiera para ella la revelación de un secreto cuando existe un deber de guardarlo.

En este caso, la manda contiene una aplicación concreta de la garantía constitucional que prohíbe la autoincriminación en materia penal; y también veda que se exija una respuesta que ponga al sujeto entre la disyuntiva de responder verazmente y poner en evidencia circunstancias que afecten su honor o buen nombre. Algo similar ocurre respecto de la revelación de secretos.

FORMA DE LAS RESPUESTAS.

Art. 443 – Forma de las respuestas. El testigo contestará sin poder leer notas o apuntes, a menos que por la índole de la pregunta, se le autorizara. En este caso, se dejará constancia en el acta, de las respuestas dadas mediante lectura.

Deberá siempre dar la razón de su dicho; si no lo hiciere, el juez la exigirá.

El acta se extenderá, en lo pertinente, de conformidad con lo establecido en el art. 414.

Formas de las respuestas – al igual que el absolvente (art. 410), el testigo responde de acuerdo con los dictados de su conciencia y memoria; no puede ayudarse con elementos externos, salvo que por la naturaleza del interrogatorio el juez autorice el uso de apuntes o borradores.

Como en la absolución de posiciones, el testigo que quiera valerse de tales elementos deberá llevarlos consigo a la audiencia, diligencia que no podrá suspenderse por falta de tal documentación: se entenderá que el testigo no responde y será pasible de las sanciones respectivas.

La razón del dicho es el motivo o motivos en que el testigo se funda para contestar en tal o cual sentido a las preguntas que se le formulan y reviste, como es obvio, influencia decisiva en la apreciación del testimonio: según sean las explicaciones que suministre aquél acerca de cómo y por qué sabe lo que contesta, podrá el juez inferir si el testigo presenció los hechos o los conoce por simples referencias. 

Pero es menester destacar que las preguntas no deben nunca involucrar el fundamento o motivos de las respuestas, pues ellos deben ser espontáneamente expresados por el testigo sin insinuaciones directas o indirectas.

CAREO.

Art. 446 – Careo. Se podrá decretar el careo entre testigos o entre éstos y las partes.

Si por residir los testigos o las partes en diferentes lugares, el careo fuere dificultoso o imposible, el juez podrá disponer nuevas declaraciones por separado, de acuerdo con el interrogatorio que él formule.

CAREO – consiste en la declaración simultánea de dos testigos que ya han sido examinados y que han declarado diversamente sobre los mismos hechos, y tiene por objeto, a través de la discusión, lograr el esclarecimiento de la verdad. 

El art. 446 CPCC autoriza no sólo el careo entre testigos, sino también entre éstos y las partes, frente a aquellos casos en los que se adviertan contradicciones entre las declaraciones testimoniales y las declaraciones de los litigantes en su absolución de posiciones. 

Agrega la norma citada que, si por residir los testigos o las partes en diferentes lugares el careo fuere dificultoso o imposible, el juez puede disponer nuevas declaraciones por separado de acuerdo con el interrogatorio que él formule (medio careo).

El careo constituye una medida cuya realización depende del arbitrio del juez, quien puede o no decretarla aunque medie pedido de parte.

5. El testigo único. El testigo necesario. Doctrina y jurisprudencia.

EL TESTIGO ÚNICO. EL TESTIGO NECESARIO. DOCTRINA.

La cuestión que se plantea aquí es determinar si el testimonio de un solo testigo es suficiente para tener por probados los hechos y fundar la sentencia. 

En la actualidad, doctrina y jurisprudencia sostienen que lo que interesa no es el número de testigos sino la calidad de los mismos. Es por ello que la declaración de un testigo único puede fundar una sentencia si merece fe de acuerdo con la aplicación de las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de que la valoración de la prueba se efectúe, en tal caso, con mayor estrictez.

6. Ofrecimiento, recepción y procedimiento de la prueba.

7. Idoneidad y atendibilidad de los testigos.

IDONEIDAD DE LOS TESTIGOS.

Art. 456 – Idoneidad de los testigos. Dentro del plazo de prueba las partes podrán alegar y probar acerca de la idoneidad de los testigos. El juez apreciará, según las reglas de la sana crítica, y en oportunidad de dictar sentencia definitiva, las circunstancias y motivos que corroboren o disminuyan la fuerza de las declaraciones.

Idoneidad de los testigos – el juez tiene amplias facultades para valorar, conforme a las reglas de la sana crítica, la fuerza probatoria de las declaraciones testimoniales.

La norma, como se advierte, no se concilia con valoraciones anticipadas de la prueba y remite exclusivamente a la apreciación que de ella los jueces formulen, en cada caso concreto, de acuerdo con las reglas de la lógica, los principios científicos y las máximas de experiencia.

ATENDIBILIDAD DE LOS TESTIGOS.

Un testigo es atendible cuando su declaración es idónea para crear la convicción del juez sobre la verdad de los hechos a que aquella se refiere; es inatendible en el caso contrario.

8. Caducidad de la prueba de testigos. Nulidad de este medio de prueba. Jurisprudencia. 

CADUCIDAD DE LA PRUEBA DE TESTIGOS. 

Art. 430 – Caducidad de la prueba. A pedido de parte y sin sustanciación alguna se tendrá por desistida del testigo a la parte que lo propuso si:

1) No hubiere activado la citación del testigo y éste no hubiese comparecido por esa razón.

2) No habiendo comparecido aquél a la primera audiencia, sin invocar causa justificada, no requiriere oportunamente las medidas de compulsión necesarias.

3) Fracasada la segunda audiencia por motivos no imputables a la parte, ésta no solicitare nueva audiencia dentro de quinto día.

Pérdida de la prueba testimonial – los motivos de esta declaración de caducidad son taxativos:

· en primer lugar, se contempla el supuesto del testigo no compareció porque la parte que lo ofreció no activó su notificación (por ejemplo, no confeccionó la cédula respectiva o fracasada la diligencia, no corrigió los datos del domicilio, etc.). En tal sentido, se ha dicho que la parte interesada en la producción de una prueba tiene la carga de colaborar con el juzgado en la realización de los actos necesarios para que el diligenciamiento tenga lugar en la oportunidad debida y no después. Si los testigos no han comparecido a la audiencia y la parte no ha activado la citación, se dan los extremos para que la caducidad prevista en el art. 430 inc. 1 sea procedente. La audiencia supletoria sólo rige para la recepción de los testimonios de quienes, debidamente notificados, no hubieran asistido a la audiencia principal

· en segundo lugar, si el testigo no acudió a la primera audiencia injustificadamente, la parte que lo ofreció debe requerir que se recurra a la fuerza pública para que realice su traslado hasta la sede del  tribunal. Deberá peticionar ante el juez, obtener y diligenciar un oficio a través del cual el magistrado requiera a la comisaría con jurisdicción en el domicilio del testigo colaboración para que se efectivice el traslado a la audiencia frente a la renuencia de aquél. 

· Y por último, puede darse que la audiencia supletoria se frustre por motivos no imputables a la parte (por ejemplo, habiendo requerido efectivamente el auxilio de la fuerza pública, la policía no cumple ese día con su cometido). En tal caso, su carga será requerir que excepcionalmente se fije una tercera audiencia dentro de cinco días. Si omite activar este procedimiento, una vez más perderá la oportunidad de requerir la declaración del testigo.

Incomparecencia y falta de interrogatorio.

Art. 435 – Incomparecencia y falta de interrogatorio. Si la parte que ofreció el testigo no concurriere a la audiencia por sí o por apoderado y no hubiese dejado interrogatorio, se la tendrá por desistida de aquél, sin sustanciación alguna.

Pérdida de la prueba testimonial II – en este caso, nos encontramos frente a otro supuesto de caducidad de la prueba de testigos. 

En muchas ocasiones, con el ofrecimiento de los testigos ya se acompaña el interrogatorio, no constituyendo esta actividad temprana fuente de perjuicio alguno, ya que las partes tienen luego la posibilidad de ampliar el listado de preguntas en la audiencia.

Es condición indispensable, entonces, la presentación previa del pliego que contenga el interrogatorio o bien la concurrencia de la parte que ofreció la prueba testimonial, ya que este sujeto tiene la carga no sólo de ofrecer a una determinada persona como testigo, sino también de indicar cuál será el tenor de la indagación, más allá de los poderes instructorios del juez al respecto.

Si ninguna de esas dos circunstancias se ven debidamente abastecidas por el litigante por sí o por apoderado, operará la caducidad de la prueba testimonial por resolución judicial.

OTROS SUPUESTOS DE CADUCIDAD.

También se reconocen como supuestos de caducidad de la prueba testimonial los siguientes:

· si la parte se comprometió a hacer comparecer al testigo y éste no concurre a la audiencia (art. 432).

· si la parte no informa oportunamente al juzgado dónde ha quedado radicado el oficio o exhorto ni la fecha de audiencia (art. 452).

NULIDAD DE LA PRUEBA TESTIMONIAL.

El CPCC no contiene ninguna norma que prevea específicamente la nulidad de dichas declaraciones. Por consiguiente, corresponde atenerse a los principios generales del art. 169:

Art. 169 – Trascendencia de la nulidad. Ningún acto procesal será declarado nulo si la ley no prevé expresamente esa sanción.

Sin embargo, la nulidad procederá cuando el acto carezca de los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad.

No se podrá declarar la nulidad, aun en los casos mencionados en los párrafos precedentes, si el acto, no obstante su irregularidad, ha logrado la finalidad a que estaba destinado.

UNIDAD 13 – PRUEBA DE PERITOS.

1. Prueba pericial, concepto y finalidad; analogías y diferencias con otros medios de prueba. El perito: requisitos, idoneidad, aceptación del cargo; recusación, remoción, responsabilidad. Informes de científicos y técnicos de instituciones especializadas, procedencia.

PRUEBA PERICIAL. CONCEPTO Y FINALIDAD.

Acontece, frecuentemente, que la comprobación o la explicación de ciertos hechos controvertidos en el proceso requiere conocimientos técnicos ajenos al saber específicamente jurídico del juez. De allí la necesidad de que este último sea auxiliado en la apreciación de esa clase de hechos, por personas que posean conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o industria, y a quienes se denomina peritos. La prueba pericial consiste, pues, en la actividad que aquéllos deben cumplir con la mencionada finalidad.

ANALOGÍAS Y DIFERENCIAS CON OTROS MEDIOS DE PRUEBA.

Los peritos están llamados a informar al juez acerca de las consecuencias que, objetivamente, de acuerdo con su saber y experiencia técnica, deben extraerse de los hechos sometidos a su observación. Esta idea sirve para diferenciarlo del testigo: 

· mientras que el testigo declara sobre hechos percibidos o realizados fuera y con independencia del proceso, el perito informa sobre hechos percibidos en ocasión de aquél. 

· en tanto que el testigo debe declarar sobre lo que ha visto u oído, el perito debe formular deducciones sobre los hechos percibidos. Si bien la declaración testimonial puede versar sobre las deducciones del testigo, éstas valen solamente como hechos subjetivos, pero no como conclusiones objetivas.

· en virtud de la relación especial que generalmente tiene el testigo con el hecho, aquél es, como regla, insustituible. El perito es, en cambio, sustituible o fungible, pues sus conocimientos son comunes a todos aquellos que integran el sector de su especialidad técnica.

EL PERITO. REQUISITOS, IDONEIDAD.

Art. 462 – Idoneidad. Si la profesión estuviese reglamentada, los peritos deberán tener título habilitante en la ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada a que pertenezcan las cuestiones cerca de las cuales deban expedirse.

En caso contrario, o cuando no hubiere peritos en el lugar del proceso, podrá ser nombrada cualquier persona entendida aun cuando careciere de título.

Idoneidad y requisitos del perito – el perito aporta al proceso saberes específicos, a los fines de ilustrar al juez sobre circunstancias que escapan al conocimiento común o vulgar y que resultan imprescindibles para un correcto análisis jurídico del caso.

La ley regula la forma en que habrá de determinarse cuándo un sujeto posee esa idoneidad que lo habilita a actuar como perito en una causa. Se distinguen dos situaciones: 

· profesión reglamentada – se requerirá el correspondiente título habilitante, que provendrá de una entidad educativa del tipo y nivel que determine la reglamentación. 

· profesión no reglamentada – el CPCC permite que se designe a “cualquier persona entendida”. Esta cualidad queda a la libre ponderación del juez, siendo su decisión irrecurrible, aunque podrá ser objeto de cuestionamiento a través de la vía de recusación, tal como lo pautan los arts. 463 y 464 a cuyas notas remitimos.

ACEPTACIÓN DEL CARGO.

Art. 467 – Aceptación del cargo. Los peritos aceptarán el cargo ante el secretario, dentro de tercero día de notificado cada uno de su designación, bajo juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo, en el caso de no tener título habilitante. Se los citará por cédula u otro medio autorizado por este Código.

Si el perito no aceptare, o no concurriere dentro del plazo fijado, el juez nombrará otro en su reemplazo, de oficio y sin otro trámite.

Aceptación del cargo. Nacimiento de las obligaciones del perito – con la resolución judicial que tiene por designado el perito nacen, luego de su notificación, dos plazos: respecto de las partes, el de 5 días para la recusación previsto en el art. 463; para el perito, el de 3 días para que concurra al tribunal a aceptar el cargo.

En el caso del perito, el cumplimiento de sus funciones en el marco del proceso no es obligatorio; no constituye un deber como en el caso de la declaración de los testigos.

Sin embargo, aceptada la designación, nacen los derechos y obligaciones para el experto.

Entre estas últimas se encuentran las de cumplir debidamente y en tiempo con la misión encomendada por el magistrado respecto de la investigación de los hechos. De allí la trascendencia de la aceptación del cargo por parte del perito designado.

A éste se le notificará de su designación por medio de cédula. 

Desde el diligenciamiento de la cédula, el perito tiene tres días para presentarse en el tribunal que lo convoca, aceptando el cargo por escrito ante el secretario. Si el convocado carece de título habilitante en la especialidad de que se trata, en ese momento deberá también realizar un juramento o promesa de ejercer fielmente el cargo conferido.

La ausencia a esta convocatoria o la falta de aceptación motivará que el juez lo reemplace oficiosamente y sin traslado a las partes. 

RECUSACIÓN.

Art. 463 – Recusación. Los peritos nombrados de oficio podrán ser recusados por justa causa, hasta cinco (5) días después de notificado el nombramiento.

Los nombrados por las partes, sólo serán recusables por causas sobrevinientes a la elección, o cuya existencia se hubiese conocido con posterioridad.

Art. 464 – Causales. Serán causas de recusación las previstas respecto de los jueces. También serán recusables por falta de título o por incompetencia en la materia de que se trate, en el supuesto del art. 462, párr. 2.

Art. 465 – Resolución. Si la recusación fuese contradicha, el juez resolverá procediendo sumariamente, y de su resolución no habrá recurso. Esta circunstancia podrá ser considerada en la alzada al resolver sobre lo principal.

Art. 466 – Reemplazo. En caso de ser admitida la recusación, el juez, de oficio, reemplazará al perito o peritos recusados, sin otra sustanciación.

REMOCIÓN.

Art. 468 – Remoción. Será removido el perito que después de haber aceptado el cargo renunciare sin motivo atendible, rehusare dar su dictamen o no lo presentare oportunamente. El juez de oficio, nombrará otro en su lugar y lo condenará a pagar los gastos de las diligencias frustradas y los daños y perjuicios ocasionados a las partes, si éstas los reclamasen. El reemplazado perderá el derecho a cobrar honorarios.

La negligencia de uno de los peritos no excusará a los otros, quienes deberán realizar las diligencias y presentar el dictamen dentro del plazo.

Obligación de practicar la pericia. Remoción – la aceptación del cargo para el perito hace nacer la obligación de realizar la pericia, de efectuarla correctamente y en debido tiempo.

El incumplimiento injustificado de tales deberes está sancionado por la ley con la remoción del experto, la condena a pagar los gastos de las diligencias frustradas así como los demás perjuicios que causara a las partes –sólo a pedido de éstas– y la pérdida del derecho a la percepción de honorarios.

La remoción la puede disponer el juez, ya sea a pedido de parte o de oficio, debiendo al mismo tiempo designar otro experto que se haga cargo del estudio pendiente.

La condena al pago de gastos y perjuicios sólo podrá ser establecida a pedido de la parte damnificada y procederá luego de una determinación de los mismos a través de un procedimiento incidental.

INFORMES DE CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS DE INSTITUCIONES ESPECIALIZADAS. PROCEDENCIA.

Art. 475 – Informes científicos o técnicos. A petición de parte o de oficio, el juez podrá solicitar informes a academias, corporaciones, institutos y entidades públicas o privadas de carácter científico o técnico, cuando el dictamen pericial requiriese operaciones o conocimientos de alta especialización.

A pedido de las entidades privadas se fijará el honorario que les corresponda percibir.

Informes científicos o técnicos – el CPCC autoriza al juez a requerir informes a instituciones de carácter científico o técnico especializadas en la materia sobre la que versa el litigio respecto de los puntos allí controvertidos.

Ya sea por ofrecimiento de las partes o por iniciativa oficiosa, el magistrado que considere pertinente contar con el análisis y las conclusiones de una entidad prestigiosa o reconocida en el campo vinculado a los temas en debate puede requerir este informe que, a diferencia de la prueba del mismo nombre, no se dirige a solicitar que se transmitan o vuelquen los datos o la información que obra en sus archivos o registros, sino a que se estudie una cuestión controvertida para que, sobre la base de la especial formación de los profesionales que integran ese ente y a tenor de las reglas del arte, ciencia o técnica aplicables, emitan una opinión fundada sobre el tópico que ilustre al juez de la causa.

El pedido se hace requiriéndose el informe por oficio. La respuesta se hace por escrito. El magistrado arbitrará los medios para que esta prueba se realice de la forma más ágil posible.

2. Ofrecimiento de la prueba y cargas. Declaración de admisibilidad de la prueba, oportunidad. Número de peritos según el proceso de que se trate. Punto de pericia, derecho de la parte contraria; facultades del juez, incidencias sobre las costas.

OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA. DECLARACIÓN DE ADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA, OPORTUNIDAD. 

Art. 457 – Procedencia. Será admisible la prueba pericial cuando la apreciación de los hechos controvertidos requiriere conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada.
Procedencia de la prueba pericial – la prueba pericial será indispensable cuando en el proceso existan aspectos discutidos para cuya dilucidación se requieran conocimientos específicos sobre “ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada”.

Tal como reza la norma, el juez sólo declarará admisible esta prueba si en el juicio los hechos controvertidos y conducentes son de una complejidad tal que requieren para su interpretación de conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria o actividad técnica especializada.

Ofrecimiento de la prueba. Puntos de pericia, facultades de la parte contraria.

Art. 458 – Ofrecimiento de la prueba. Al ofrecer la prueba pericial se indicará la especialización que han de tener los peritos y se propondrán los puntos de pericia. La otra parte, al contestar la vista que se le conferirá si se tratare de juicio ordinario, o la demanda, en los demás casos, podrá proponer otros puntos que deban constituir también objeto de la prueba y observar la procedencia de los mencionados por quien la ofreció. El juzgado dictará resolución y si considerare admisible la prueba pericial, señalará audiencia.

Ofrecimiento de la prueba pericial – la prueba pericial debe ofrecerse junto con las demás pruebas, con los escritos de demanda, reconvención, o sus contestaciones.

Bilateralización – en el marco del juicio ordinario, del ofrecimiento de prueba pericial se contempla un traslado a la contraria. Esta bilateralización tiene lugar en el proceso sumario con la contestación de la demanda.

Para el primero de los supuestos (traslado autónomo en el juicio ordinario), el plazo será el genérico de 5 días (art. 150) y correrá a partir de la notificación automática del auto que la dispone. En los demás casos, será el término que se determine para la contestación de demanda.

Durante ese lapso, la parte contraria podrá oponerse a la prueba pericial ofrecida. O bien, de no oponer reparos respecto de la prueba ofrecida, podrá oponerlos en relación a los puntos de pericia. En este caso, criticará los que introdujo la contraria y podrá, asimismo, incluir propios.

Cumplido este paso, si el juez encuentra admisible la prueba, fijará una audiencia a la que convocará a una las partes.

Prueba de peritos: audiencia.

Art. 459 – Nombramiento de peritos. Puntos de pericia. En la audiencia a que se refiere el artículo anterior:

1) Las partes, de común acuerdo, designarán el perito único o, si consideran que deben ser tres (3), cada una de ellas, con la conformidad de la contraria, propondrá uno y el tribunal designará el tercero; los tres (3) peritos deben ser nombrados conjuntamente.

En caso de incomparecencia de una o de ambas partes, falta de acuerdo para la designación del perito único o de conformidad con el propuesto por la contraria y cuando los litisconsortes no concordaren en la designación del perito de su parte, el juez nombrará uno (1) o tres (3) según el valor y complejidad del asunto.

2) Se oirá a las partes acerca de las observaciones que formularen respecto de los puntos de pericia. El juez los fijará, pudiendo agregar otros, o eliminar los que considere improcedentes o superfluos, y señalará el plazo dentro del cual deberán expedirse los peritos. Si la resolución no fijare dicho plazo se entenderá que es de treinta (30) días.

Pruebas de peritos: audiencia. Puntos de pericia definitivos – las partes, al ofrecer la prueba pericial y contestar el traslado conferido, ya expusieron los puntos de pericia –por un lado– y las críticas a los mismos, así como otros puntos de pericia diferentes –por el otro–.

Ahora, en audiencia frente al juez, tienen la ocasión de volver sobre el tema sustentando oralmente las razones para mantener o modificar los puntos plasmados por escrito.

De ese debate surgirá el listado final de los puntos de pericia, donde habrán intervenido las partes y también el juez, eliminando los superfluos y agregando nuevos.

Plazo de realización de la pericia – finalmente, de esta audiencia surgirá el plazo para que el perito realice su tarea y presente su dictamen. Éste será determinado por el juez de acuerdo con la complejidad de las tareas, pero siempre dentro del término de prueba prefijado.

Acuerdo previo de las partes.

Art. 460 – Acuerdo previo de las partes. Antes de la audiencia, las partes, de común acuerdo, podrán presentar un escrito proponiendo peritos y puntos de pericia, en cuyo caso no se la señalará o se la dejará sin efecto, según correspondiere.

Acuerdo previo de las partes – la ley busca que sean las partes las que se pongan de acuerdo en la propuesta de peritos y en los puntos de pericia. Ello implicará economía procesal y mayor rapidez en la tramitación de esta particular probanza.

Esta coincidencia de los litigantes es alentada en el marco de la audiencia a la que son convocados por el juez, pero tal diligencia podrá ser reemplazada por un escrito donde ambas partes manifiesten su conformidad, tanto respecto de la identidad de los expertos que habrán de intervenir, como sobre los puntos de pericia sobre los que tendrán que edificar su dictamen.

En esos casos, si aún no se fijó la audiencia de los arts. 458 y 459, no habrá necesidad de hacerlo; y si ya había sido establecida, se la dejará sin efecto por carecer de sentido ante el acuerdo a que han arribado los contendientes.

Anticipo de gastos.

Art. 461 – Anticipo de gastos. Si los peritos lo solicitaren dentro de tercero día de haber aceptado el cargo, y si correspondiere por la índole de la pericia, la o las partes que han ofrecido la prueba deberá depositar la suma que el juzgado fije para gastos de las diligencias.

Dicho importe deberá ser depositado dentro de quinto día de ordenado y se entregará a los peritos, sin perjuicio de lo que en definitiva se resuelva respecto de las costas y del pago de honorarios.

La resolución sólo será susceptible de recurso de reposición.

La falta de depósito dentro del plazo importará el desistimiento de la prueba.

Costo de las pericias. Anticipo de gastos – es frecuente que la tarea de los peritos genere gastos que van más allá de los honorarios por su labor profesional.
De allí que los expertos, luego de haber aceptado el cargo, tienen un breve lapso para analizar el tipo de tareas que se les encarga y determinar si deben realizar estas erogaciones tempranas para ir avanzando en los estudios periciales a su cargo.

Si entienden que ello es así, dentro del tercer día de la aceptación del cargo habrán de requerir, por escrito y en el cuaderno de prueba de la parte que la haya ofrecido, un anticipo o adelanto de gastos, indicando el monto solicitado y explicando sucintamente el destino de los fondos.

Caducidad de la prueba pericial – si lo encuentra viable, el juez ordenará que sea depositada la suma que determine dentro del plazo de 5 días desde que esa providencia queda notificada ministerio legis.

La parte que tiene la carga de hacer el depósito es la que ofreció la prueba (o ambas si la misma es común). 

Si quien tiene la carga aludida no la cumple, se configurará un caso de caducidad de la prueba pericial: ello “importará el desistimiento de la prueba” reza este artículo en su tramo último.

INCIDENCIAS SOBRE LAS COSTAS.

Art. 476 – Cargo de los gastos y honorarios. Si alguna de las partes al contestar la vista a que se refiere el art. 458, hubiese manifestado no tener interés en la pericia, absteniéndose por tal razón de participar en ella, los gastos y honorarios de los peritos serán a cargo de quien la solicitó, excepto cuando aquélla hubiese sido necesaria para la solución del pleito, circunstancia ésta que se señalará en la sentencia.

Incidencias sobre las costas – la ley establece que el costo total de la pericia (honorarios, insumos, traslados, análisis, alquiler de instrumental, etc.) será sufragado por quien solicitó la pericia si la misma no es común. Ello así, salvo “cuando aquélla hubiese sido necesaria para la solución del pleito.

En tal caso, su costo se incluirá dentro de los generales del proceso y seguirá la suerte de todos ellos, a tenor de las pautas genéricas de imposición de costas (arts. 68 y sus concordantes).

En suma, sólo correrá con los gastos de la pericia la parte que la ofreció –sin importar su condición final de vencedor o vencido– si la contraparte se opuso a la misma y el dictamen constituyó una prueba prescindible

3. Prueba pericial de oficio.

PRUEBA PERICIAL DE OFICIO.

Existen varias disposiciones en el CPCC que conceden al juez la facultad de ordenar de oficio la prueba pericial. Ver arts. enumerados en el desarrollo de la unidad.

4. Derechos y obligaciones de los peritos, antes y después de aceptada la designación. Sanciones.

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS PERITOS, ANTES Y DESPUÉS DE ACEPTADA LA DESIGNACIÓN. SANCIONES.

Antes de aceptada la designación – una vez designado, el perito debe ser citado por cédula a aceptar el cargo, para lo cual dispondrá de un plazo de 3 días a partir de su debida notificación. La aceptación se hará ante el secretario.

Si no acepta el cargo dentro de ese plazo, el juez nombrará otro perito. Si se niega a aceptar el cargo reiteradamente (o renuncia sin motivo atendible, o se rehúsa a dar su dictamen o no lo presenta oportunamente) será excluido de la lista de peritos.

Si no tiene título habilitante, debe prestar juramento o promesa de desempeñar fielmente su función. Si tiene título habilitante, no prestará juramento ni promesa, en razón de que ya lo hizo cuando se le otorgó el respectivo título.

Aceptada la designación:

Entre sus deberes podemos mencionar:

· dar su dictamen y hacerlo dentro del plazo; en caso contrario procede la remoción y surge su responsabilidad civil y penal (art. 243 CPen.). asimismo, se lo excluye de la lista de peritos y pierde el derecho a cobrar sus honorarios.

· desempeñar fielmente su cargo; en caso contrario procede su remoción y las sanciones penales de los arts. 265 y 275 CPen.

· dar las explicaciones ampliatorias o complementarias que se le requieran; caso contrario, pierde el derecho al cobro de sus honorarios.

Con respecto a sus derechos:

· podrá solicitar anticipo de gastos.

· cobrar sus honorarios.

5. Forma de practicar la pericia, derechos de las partes. El dictamen pericial, caracteres.

FORMA DE PRACTICAR LA PERICIA. DERECHOS DE LAS PARTES.

Art. 469 – Forma de practicarse la diligencia. Los peritos practicarán unidos la diligencia, si no tuvieren razón especial para lo contrario. Las partes y sus letrados podrán asistir a ella y hacer las observaciones que consideraren pertinentes, debiendo retirarse cuando los peritos pasen a deliberar.

Desarrollo de las actividades investigativas – el perito debe indicar lugar, día y hora de la diligencia, a efecto de que las partes, sus letrados y, eventualmente, los consultores técnicos, si lo desean, puedan asistir. La asistenta de estas personas es una facultad, no una obligación.

Si los peritos son más de uno, la ley manda que esta actividad preparatoria sea realizada en forma conjunta, salvo motivos valederos para trabajar separadamente.

Dictamen inmediato.

Art. 470 – Dictamen inmediato. Cuando el objeto de la diligencia pericial fuese de tal naturaleza que permita a los peritos expedirse inmediatamente, podrán dar su dictamen por escrito o en audiencia, en cuyo caso informará uno de ellos si existiere unanimidad.

Dictamen inmediato – si las cuestiones abordadas lo permiten, ya sea por su sencillez o escaso número, los peritos pueden dar el resultado inmediatamente luego de haber realizado los estudios a que se refiere el art. 469.

Podrán hacerlo por escrito o en audiencia a la que convocará el juez, con presencia de las partes.

Si se realiza oralmente, informará uno solo de los expertos el criterio al que se arribara por unanimidad. Si hubo dictamen en minoría, se expresarán ambas posiciones dejándose constancia de todo ello en el acta respectiva.

Se busca celeridad en la producción de la prueba de peritos.
Planos, exámenes científicos y reconstrucción de los hechos.

Art. 471 – Planos, exámenes científicos y reconstrucción de los hechos. De oficio o a pedido de parte, el juez podrá ordenar:

1) Ejecución de planos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas, o de otra especie, de objetos, documentos o lugares, con empleo de medios o instrumentos mecánicos.

2) Exámenes científicos necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos controvertidos.

3) Reconstrucción de hechos, para comprobar si se han producido o pudieron realizarse de una manera determinada.

A estos efectos podrá disponer que comparezcan los peritos y testigos.

Prueba complementaria – el CPCC contempla aquí una serie de medidas que pueden disponer los jueces, a pedido de las partes o de oficio, para –en definitiva– llegar a la verdad jurídica objetiva: obtención de registros gráficos y sonoros de cosas o sucesos, pericias y reconstrucción de hechos.

Explicaciones.
Art. 473 (Texto según ley 11874, art. 1) – Explicaciones. Del dictamen se dará traslado a las partes que se notificará por cédula y a instancia de cualquiera de ellas, o de oficio, el juez podrá ordenar que los peritos den las explicaciones que se consideren convenientes, en audiencia o por escrito, atendiendo a las circunstancias del caso.

El perito que no concurriere a la audiencia o no presentase el informe ampliatorio o complementario dentro del plazo, perderá su derecho a cobrar honorarios, total o parcialmente.

Cuando el juez lo estimare necesario podrá disponer que se practique otra pericia, o se perfeccione o amplíe la anterior, por los mismos peritos u otros de su elección.

Pedido de explicaciones – el derecho de defensa en juicio se manifiesta en la etapa probatoria con la posibilidad de que las partes puedan aportar las probanzas con las que pretenden sustentar sus asertos y de que puedan controlar la forma en que se produce la prueba dentro del proceso.

En este art. se contempla la vía para hacer efectivo ese contralor respecto del dictamen pericial, elemento esencial respecto de esta prueba, mediante la figura del oportuno pedido de explicaciones.

Figura a la que no sólo pueden recurrir las partes sino también el juez, no ya en pos de la vigencia del derecho de defensa, sino animado por otro principio procesal: la búsqueda de la verdad jurídica objetiva.

EL DICTAMEN PERICIAL. CARACTERES.

Art. 472 – Forma de presentación del dictamen. El dictamen se presentará por escrito, con copias para las partes. Contendrá la explicación detallada de las operaciones técnicas realizadas y de los principios científicos en que los peritos funden su opinión.

Los que concordaren, los presentarán en un único texto firmado por todos. Los disidentes lo harán por separado y siempre en un mismo escrito, salvo que por circunstancias especiales ello no fuere posible.

Forma de la presentación del dictamen – el dictamen pericial es el informe en el cual el perito contesta los puntos de pericia y da las conclusiones de su examen. Debe hacerlo por escrito y con copias para las partes, salvo el caso del art. 470, en que el perito puede dar su informe por escrito o verbalmente.

Debe contener:

· la explicación detallada de las operaciones técnicas realizadas.

· la conclusión y la explicación de los principios científicos en que la funda. 

El perito debe limitar su examen a los puntos de pericia que se le han fijado. Si se pronuncia sobre puntos no fijados, el juez no podrá hacer mérito de ellos en la sentencia.

A diferencia del perito, que tiene la obligación de presentar su dictamen, el consultor técnico puede presentar un informe. Este informe, si bien no tiene el valor del dictamen pericial, puede ser de importancia para que el juez aprecie la fuerza probatoria del dictamen pericial. 

Para el caso de que sean tres los autores del informe, habiendo uniformidad de criterio firmarán todos el dictamen único. De lo contrario, se dejará a salvo el criterio disidente en la misma pieza.

6. Valor probatorio de la prueba pericial.

VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA PERICIAL.

Art. 474 – Fuerza probatoria del dictamen pericial. La fuerza probatoria del dictamen pericial será estimada por el juez teniendo en consideración la competencia de los peritos, la uniformidad o disconformidad de sus opiniones, los principios científicos en que se fundan, la concordancia de su aplicación con las reglas de la sana crítica y demás pruebas y elementos de convicción que la causa ofrezca.

Valor de la prueba pericial – la valoración de la eficacia probatoria de la prueba de peritos debe hacerse aplicando las pautas objetivas que brinda el art. 474: competencia, principios científicos en los que se funda, concordancia con las reglas de la sana crítica y su correlación con las demás probanzas que la causa ofrezca. 

Pero la libertad judicial de apartarse de las conclusiones del perito no significa, desde luego, arbitrariedad. Aunque el apartamiento no necesita apoyarse en consideraciones de orden técnico, debe fundarse en un análisis crítico de las opiniones del perito, confrontándolas con los restantes elementos de juicio obrantes en el proceso.

7. Caducidad de la prueba, supuestos, jurisprudencia. 

UNIDAD 14 – OTROS MEDIOS DE PRUEBA.

1. Prueba de informes. Concepto. Analogías y diferencias con otros medios de prueba. A quiénes se pueden requerir. Atribuciones de los letrados en procesos contenciosos y en procesos sucesorios.

PRUEBA DE INFORMES. CONCEPTO. 

La prueba de informes puede caracterizarse como un medio de aportar al proceso datos concretos acerca de actos o hechos resultantes de la documentación, archivos o registros contables de terceros o de las partes, siempre que tales datos no provengan necesariamente del conocimiento personal de aquéllos.

ANALOGÍAS Y DIFERENCIAS CON OTROS MEDIOS DE PRUEBA.

Para algunos juristas, la prueba documental se erige como una prueba mixta ya que, en algunos aspectos, se asemeja a la instrumental (porque los informes se suministran por escrito), a la testimonial (porque es un modo de declarar de las entidades públicas o privadas), e incluso a la pericial (porque se pueden pedir informes científicos o técnicos a las entidades). 

Sin perjuicio de ello, esta clase de prueba presenta rasgos que la distinguen suficientemente de los restantes medios probatorios:

1) en primer lugar, no entraña una especie de prueba documental, porque ésta requiere la aportación directa de documento al proceso.

2) en segundo lugar, el informante se asemeja al testigo, porque tanto el informe como el testimonio se refieren a hechos pasados; pero se diferencian en cuanto:

a. el informante puede ser una persona jurídica, mientras que el testigo debe ser necesariamente una persona física.

b. el informante puede adquirir conocimiento de los hechos de que se trate en el momento mismo de expedir el informe.

c. mientras que el testigo declara sobre percepciones o deducciones de carácter personal, el informante debe atenerse a las constancias de la documentación que posee. 

d. y finalmente, como la expedición de un informe no requiere conocimientos técnicos especiales, el informante tampoco puede asimilarse a un perito.

A QUIÉNES SE PUEDE REQUERIR.

De acuerdo con el art. 394, los informes se pueden solicitar a las OFICINAS PÚBLICAS, ESCRIBANOS CON REGISTRO Y ENTIDADES PRIVADAS.

ATRIBUCIONES DE LOS LETRADOS EN LOS PROCESOS CONTENCIOSOS Y EN PROCESOS SUCESORIOS.

Art. 398 – Atribuciones de los letrados patrocinantes. Cuando interviniere letrado patrocinante, los pedidos de informes, expedientes, testimonios y certificados ordenados en el juicio serán requeridos por medio de oficios firmados, sellados y diligenciados por aquél, con transcripción de la resolución que los ordena y fija el plazo en que deberán expedirse. Deberá, asimismo, consignarse la prevención que establece el último párrafo del artículo anterior.

Los oficios dirigidos a bancos, oficinas públicas, o entidades privadas que tuvieren por único objeto acreditar el haber del juicio sucesorio, serán presentados directamente por el abogado patrocinante, sin necesidad de previa petición judicial.

Deberá otorgarse recibo del pedido de informes y remitirse las contestaciones directamente a la secretaría con transcripción o copia del oficio.

Cuando en la redacción de los oficios los profesionales se apartaren de lo establecido en la providencia que los ordena, o de las formas legales, su responsabilidad disciplinaria se hará efectiva de oficio o a petición de parte.

Atribuciones de los letrados en los procesos contenciosos y en los procesos sucesorios – en virtud del principio de celeridad y economía procesal, la ley otorga ciertas facultades a los letrados intervinientes en la causa para que se agilice el trámite probatorio. Se trata de medidas que se aplican respecto de “letrados patrocinantes”, aunque no vemos motivos para excluir de estas previsiones a los letrados apoderados, ya que su capacidad técnica de actuación es equivalente –e incluso mayor– y la finalidad del instituto no varía por la forma en que el letrado ejerza su ministerio respecto de su cliente.

Concretamente, se los autoriza a que en los casos en que el juez mediante resolución solicite informes, expedientes, testimonios, certificados, etc. en el marco del trámite probatorio, los oficios a través de los cuales se instrumenta esa orden judicial sean confeccionados, firmados y diligenciados por los abogados de las partes interesadas.

Sólo se les impone la carga de transcribir la resolución ordenatoria, consignar el plazo fijado judicialmente –o el legal, si nada se dijo– y la sanción a la que se exponen los informantes por incumplimiento, a tenor de lo que surge del art. 397.

Mayor es el poder de los abogados en el caso de que el pedido de informes tenga como único objeto acreditar el haber en un proceso sucesorio. En ese caso, no será necesaria ni siquiera la orden judicial: el letrado por sí solo presentará el pedido ante bancos, oficinas públicas o entes privados.

2. Procedencia de la prueba por informes. Presupuestos, recaudos y plazo para presentar el pedido de informes. Plazo para contestarlos. El deber de informar, límites y sanciones.

PROCEDENCIA DE LA PRUEBA DE INFORMES.

Art. 394 – Procedencia. Los informes que se soliciten a las oficinas públicas, escribanos con registro y entidades privadas, deberán versar sobre hechos concretos, claramente individualizados, controvertidos en el proceso. Procederán únicamente respecto de actos o hechos que resulten de la documentación, archivo o registros contables del informante.

Asimismo podrá requerirse a las oficinas públicas la remisión de expedientes, testimonios o certificados relacionados con el juicio.

Procedencia de la prueba de informes – para que proceda la prueba de informes deben darse los siguientes requisitos:

· que el pedido de informes verse sobre hechos concretos, claramente individualizados, controvertidos en el proceso.

· que los hechos resulten de la documentación, archivo o registro contable del informante (con ello se evita que el informante dé apreciaciones personales sobre los hechos, en cuyo caso se estaría en presencia de otro tipo de prueba, como la testimonial o la pericial).

· que el pedido de informes no tienda manifiestamente a sustituir o ampliar otro medio de prueba.

Sustitución o ampliación de otros medios probatorios.

Art. 395 – Sustitución o ampliación de otros medios probatorios. No será admisible el pedido de informes que manifiestamente tienda a sustituir o a ampliar otro medio de prueba que específicamente corresponda por ley o por la naturaleza de los hechos controvertidos.

Cuando el requerimiento fuere procedente, el informe o remisión del expediente sólo podrá ser negado si existiere justa causa de reserva o de secreto, circunstancia que deberá ponerse en conocimiento del juzgado dentro de quinto día de recibido el oficio.
Sustitución o ampliación de otros medios probatorios – uno de los motivos por los que el juez puede denegar el ofrecimiento de prueba informativa es que se advierta la intención manifiesta de sustituir o ampliar otro medio de prueba que sea el que la ley reserva para determinados hechos.

En este sentido, se ha resuelto que el reconocimiento de las firmas obrantes en un instrumento privado no puede intentarse a través de la prueba informativa, ya que ésta no puede suplir otro medio de prueba que específicamente corresponda por ley o por la naturaleza de los hechos controvertidos –la prueba de cotejo–.

Negativa al requerimiento – los datos o expedientes a partir de los cuales se requiere un informe son de propiedad del informante y, de acuerdo con la naturaleza de los mismos, podrá negarse a suministrarlos si existe justa causa de reserva o de secreto.

El requerido puede tener motivos fundados para no proveer al juez de la información solicitada. Si ello acontece, dentro del 5º día de recibido el requerimiento, el informante deberá poner en conocimiento del juez los motivos que lo llevan a negarse a cumplir con la obligación de informar. 

El magistrado atenderá sus argumentos. Si los encuentra fundados y la prueba no resulta esencial, lo eximirá del deber de informar.

Por el contrario, si encuentra razonable la oposición pero la prueba es imprescindible para la dilucidación del caso, lo relevará del secreto esgrimido y arbitrará los medios para que el informe se produzca igualmente, pero en el marco de la mayor discreción y menor publicidad posible.

Y si, en suma, entiende infundadas las razones de la oposición, mandará cumplir la orden originaria sin mayores demoras.

PRESUPUESTOS, RECAUDOS Y PLAZO PARA PRESENTAR EL PEDIDO DE INFORMES. PLAZO PARA CONTESTARLOS.

Art. 396 – Recaudos y plazos para la contestación. Las oficinas públicas no podrán establecer recaudos o requisitos para los oficios sin previa aprobación por el Poder Ejecutivo, ni otros aranceles que los que determinen las leyes, decretos u ordenanzas.

Deberán contestar el pedido de informes o remitir el expediente dentro de veinte (20) días hábiles y las entidades privadas dentro de diez (10), salvo que la providencia que lo haya ordenado hubiere fijado otro plazo en razón de la naturaleza del juicio o de circunstancias especiales.

Cumplimiento del pedido de informes – esta norma del CPCC intenta hacer más sencilla, rápida y económica la producción de la prueba de informes. Para ello, diferencia a los informantes según su naturaleza: entidades o sujetos públicos o privados.

Respecto de los primeros, prohíbe que las dependencias que puedan ser requeridas para este tipo de actividad probatoria establezcan por sí solas exigencias formales para el cumplimiento de la orden judicial de informar. Sólo podrán solicitar el cumplimiento de los recaudos que haya aprobado previamente el PE. Toda otra limitación o recaudo previo será inválido.

Este art. también veda la imposición de aranceles para evacuar el informe puntualmente requerido. Sólo pueden exigirse los que surjan de normas previamente establecidas con carácter genérico para actos de ese tipo.

Asimismo, fija en 20 días hábiles el plazo que tienen las dependencias o autoridades públicas para contestar el informe o remitir el expediente. El plazo se cuenta desde la presentación del oficio judicial, para lo cual es vital que quien se encargue de su diligenciamiento se quede con copia de este requerimiento donde obre constancia fehaciente de la recepción (fecha y hora) por parte de la dependencia informante.

Respecto de entidades o sujetos privados, sólo se les impone un plazo de diez 10 hábiles, que también comienza a correr con la recepción del pedido formal. 

En ambos casos, el plazo podrá ser modificado –ampliado o reducido– por disposición judicial si así lo requiere la naturaleza de la situación a resolver en relación con el tipo de informe a evacuar.

Retardo en la contestación del pedido de informes.

Art. 397 (Texto según ley 11593, art. 1) – Retardo. Si por circunstancias atendibles el requerimiento no pudiere ser cumplido dentro del plazo, se deberá informar al juzgado, antes del vencimiento de aquél, sobre las causas y la fecha en que se cumplirá.

Si el juez advirtiere que determinada repartición pública, sin causa justificada, no cumple reiteradamente el deber de contestar oportunamente los informes, deberá poner el hecho en conocimiento del Ministerio de Gobierno y Justicia, a los efectos que correspondan, sin perjuicio de las otras medidas a que hubiere lugar.

A las entidades privadas que sin causa justificada no contestaren oportunamente, se les impondrá multa de veinticinco pesos ($ 25) por cada día de retardo. La apelación que se dedujere contra la respectiva resolución tramitará en expediente por separado.

Retardo en la contestación del pedido de informes – ya hemos visto que el sujeto al que se solicita el informe tiene un plazo para contestarlo. Si no lo cumple sin previo aviso, o media aviso previo pero las razones del incumplimiento son absolutamente infundadas, se prevén sanciones, que dependerán de la naturaleza del informante:

· si se trata de un ente público y se advierte que en reiteradas ocasiones incumple sin motivos justificados su deber de responder pedidos de informes en el tiempo pautado, el juez podrá poner en conocimiento del órgano superior correspondiente estas circunstancias para que en ese ámbito se arbitren los medios de control que correspondan. Ello sin perjuicio de otras medidas “a que hubiere lugar”, donde se incluyen –en supuestos de gravedad– desde pedidos de sumarios administrativos hasta eventuales denuncias penales. 

· respecto de los informantes privados, se contemplan -en los casos de incumplimiento injustificado- multas diarias de 25$ hasta que se presente el informe requerido. 
Compensación de gastos.

Art. 399 – Compensación. Las entidades privadas que no fueren parte del proceso, al presentar el informe y si los trabajos que han debido efectuar para contestarlo implicaren gastos extraordinarios, podrán solicitar una compensación, que será fijada por el juez, previa vista a las partes. En este caso el informe deberá presentarse por duplicado. La apelación que se dedujere contra la respectiva resolución tramitará en expediente por separado.

EL DEBER DE INFORMAR. LÍMITES Y SANCIONES.

Las entidades públicas o privadas no pueden negarse a informar; tienen el deber de hacerlo y, en caso contrario, son pasibles de sanciones.

Sin perjuicio de ello, este deber tiene establecido un límite en el 2º párr. del art. 395, el cual prevé que el informe o remisión del expediente sólo podrá ser negado si existiere justa causa de reserva o de secreto, circunstancia que deberá ponerse en conocimiento del juzgado dentro de quinto día de recibido el oficio.

Estas cuestiones serán valoradas por el juez quien, si las considera irrelevantes, podrá ordenar que se cumpla la medida. 

Sanciones – ver comentario art. 397.

3. Impugnación del informe, procedimiento, caducidad de este medio probatorio.

IMPUGNACIÓN DEL INFORME. PROCEDIMIENTO. 

Art. 401 – Impugnación por falsedad. Sin perjuicio de la facultad de la otra parte de formular las peticiones tendientes a que los informes sean completos y ajustados a los hechos a que han de referirse, en caso de impugnación por falsedad, se requerirá la exhibición de los asientos contables o de los documentos y antecedentes en que se fundare la contestación.

Impugnación por falsedad – si bien los informantes pueden cumplir en término, no siempre lo hacen de manera correcta en cuanto al contenido. Las partes tienen diversos carriles para corregir esos desvío:

· si el informe no responde a todos los puntos sobre los que se piden datos, o no se vincula con los hechos allí consignados respecto de los cuales se solicita información, la parte interesada en esa prueba puede exponer esas deficiencias al juez y pedirle que requiera un nuevo informe o una ampliación del original. Si el juez hace lugar a este requerimiento, deberá librarse un nuevo oficio, comenzará a correr un nuevo plazo, etc. 

· si, en cambio, la crítica tiene por motivo denunciar la discordancia entre lo informado y los registros obrantes en poder del informante –un caso de falsedad–, este art. brinda la forma de resolver el punto: el juez requerirá al tercero que exhiba el material original que sirvió de fuente para la confección del informe (los libros, asientos, registros, etc.) y, de esa manera, se comprobará si asiste o no razón a la parte que tachó de falso el documento producido.

· la cuestión se complica si el informe, por constituir un documento que encuadra en alguno de los supuestos del art. 979, CCiv., es un instrumento público. En tal caso, no será suficiente la denuncia de falsedad y el cotejo documental, sino que se tornará imprescindible activar en tiempo oportuno el mecanismo del art. 393, es decir, la iniciación de un incidente de redargución de falsedad.

CADUCIDAD DE ESTE MEDIO PROBATORIO.

Art. 400 – Caducidad. Si vencido el plazo fijado para contestar el informe, la oficina pública o entidad privada no lo hubiere remitido, se tendrá por desistida de esa prueba a la parte que la pidió, sin sustanciación alguna, si dentro de quinto día no solicitare al juez la reiteración del oficio.

Caducidad de la prueba de informes – se da cuando, realizado un pedido de informes que no se cumple en tiempo, la parte no requiere una reiteración dentro del 5º día del vencimiento del plazo.

El CPCC entiende que si se dan esas circunstancias, existe desinterés de la parte en renovar el pedido de esta prueba y por eso puede el juez disponer su pérdida por caducidad, ya sea a pedido de parte o de oficio, sin sustanciación alguna.

4. Prueba de presunciones. Presunciones: concepto. Controversia acerca de si son o no pruebas; clases, valor probatorio según el tópico sobre el que recaen, indicios, necesidad de pluralidad.

PRUEBA DE PRESUNCIONES. PRESUNCIONES: CONCEPTO.

Las presunciones son las consecuencias que la ley o el juez deducen de un hecho conocido para afirmar un hecho desconocido. La presunción comporta, pues, un razonamiento que, partiendo de un hecho determinado (indicio), y de conformidad con la experiencia referente al orden normal de las cosas, permite afirmar la existencia del hecho que se desea probar.

CONTROVERSIA ACERCA DE SI SON O NO PRUEBAS. 

Según la opinión de PALACIO, las presunciones legales no configuran medios probatorios, sino reglas jurídicas sustanciales que gravitan, en el proceso, sobre la carga de la prueba, sea por la inversión o la exención de la correspondiente actividad.

Las presunciones simples tampoco constituyen medios de prueba y son, en realidad, el resultado de las operaciones intelectuales que el juez realiza en oportunidad de dictar sentencia, basándose, para ello, en hechos indiciarios que se han demostrado, a su vez, merced a la utilización de otros medios probatorios. 

Se trata, en suma, no de medios, sino de argumentos de prueba.
CLASES. VALOR PROBATORIO SEGÚN EL TÓPICO SOBRE EL QUE RECAEN.

Las presunciones son de dos clases: legales y simples o judiciales.

Presunciones legales: pueden ser, a su vez, juris tantum y juris et de jure, según que admitan o no prueba en contrario. 

Unas y otras tienen en común la circunstancia de que dispensan a la parte beneficiada por la presunción de la carga de probar el hecho deducido por la ley, pero mientras que las primeras tienen el efecto de invertir la carga de la prueba, transfiriéndola a la parte contraria, las segundas no admiten prueba alguna. 

Es ejemplo de presunción juris tantum la contenida en el art. 878 CCiv., según el cual siempre que el documento original de donde resulte la deuda se halle en poder del deudor, se presume que el acreedor se lo entregó voluntariamente. Al deudor le basta en tal caso, acreditar la simple tenencia del documento, y no debe producir prueba alguna para demostrar que esa tenencia respondió a la entrega voluntaria por parte del acreedor, pues es a este último a quien la ley le impone la carga de probar lo contrario, o sea, que el documento no fue entregado voluntariamente.

Probada en cambio una donación entre vivos hecha a un heredero forzoso que concurre a la sucesión legítima del donante, se presume que importa una anticipación de su porción hereditaria, sin admitirse prueba en contrario (CCiv.  art. 2476).

Presunciones simples: llamadas también judiciales o del hombre, se encuentran libradas, en cambio, al criterio del juez, cuyas conclusiones no se hallan sujetas a reglas preestablecidas, sino que deben ser fijadas de acuerdo con los principios de la sana crítica.

No obstante, la ley procesal enuncia diversos requisitos que condicionan la fuerza probatoria de las presunciones como garantía tendiente a evitar la absoluta discrecionalidad judicial.

INDICIOS. NECESIDAD DE PLURALIDAD.

El art. 163, referido a la sentencia definitiva de primera instancia, prevé que las presunciones no establecidas por la ley constituirán prueba cuando se funden en hechos reales y probados (INDICIO) y cuando, por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica.

De lo dicho se infiere que para admitir el valor probatorio de las presunciones es necesario:

1) Que el hecho o indicio del cual parte el razonamiento del juez se encuentre debidamente comprobado.

2) Que las presunciones sean: 

a. varias, en el sentido de numerosas. 

b. graves, es decir, aptas para producir la convicción del juez sobre la verdad de un hecho.

c. precisas, es decir, que el hecho productor de la presunción sea susceptible de interpretarse en un único sentido, pues aquélla no puede admitirse cuando el respectivo razonamiento conduce a dos o más resultados distintos.

d. concordantes, en el sentido de que formen entre sí un todo coherente y natural.

5. Reconocimiento judicial, concepto, caracteres; medidas admisibles. Forma de practicar el reconocimiento. Constitucionalidad. Caducidad de la prueba. 

RECONOCIMIENTO JUDICIAL. CONCEPTO. 

Es la percepción sensorial directa efectuada por el juez o tribunal sobre cosas, lugares o personas, con el objeto de verificar sus cualidades, condiciones o características. 

Algunos códigos provinciales denominan a este medio probatorio "inspección ocular" (v.gr. Córdoba) o "inspección judicial" (v.gr. Santa Fe y Jujuy), expresiones que, literalmente consideradas, pueden interpretarse en el sentido de que restringen la actividad del juez a una mera percepción visual de las materias que constituyen el objeto de la diligencia no obstante que, según debe entenderse, aquél puede utilizar al efecto sus otros sentidos (v.gr. el oído o el olfato para comprobar, respectivamente, la existencia de ruidos molestos o de malos olores). De allí que resulte más apropiada la denominación de "reconocimiento judicial" que utiliza el CPCC.

CARACTERES.

Corresponde mencionar algunos caracteres del reconocimiento:

· es facultativo para el juez, quien puede ordenarlo o denegarlo aún en el caso de que las partes lo hubieran solicitado.
· puede solicitarse como prueba anticipada.

Algunos autores niegan al reconocimiento judicial el carácter de medio de prueba, sosteniendo que se trata de la apreciación de una prueba y que esta última se halla constituida por la cosa sobre la cual recae el examen. Se trata, empero, de una tesis errónea, por cuanto la cosa sobre la que versa el reconocimiento no configura en sí misma una prueba sino un instrumento probatorio del cual cabe extraer un dato (fuente de prueba) que, cotejado con los hechos controvertidos (objeto de prueba), permitirán al juez convencerse de la existencia o inexistencia de éstos.

Por último, la jurisprudencia tiene decidido que el reconocimiento judicial constituye una medida potestativa para el juez, que puede decretarla o denegarla aun en el supuesto de que las partes la soliciten y que, por lo mismo, no cabe recurso alguno contra la respectiva resolución. Tal doctrina, sin embargo, no se concilia con el carácter de verdadero medio de prueba que reviste el reconocimiento judicial.

MEDIDAS ADMISIBLES.

Art. 477 – Medidas admisibles. El juez o tribunal podrá ordenar, de oficio o a pedido de parte:

1) El reconocimiento judicial de lugares o de cosas.

2) La concurrencia de peritos y testigos a dicho acto.

3) Las medidas previstas en el art. 471.

Al decretar el examen se individualizará lo que deba constituir su objeto y se determinará el lugar, fecha y hora que se realizará. Si hubiere urgencia, la notificación se hará de oficio y con un día de anticipación.

Medidas admisibles – esta medida puede ser ofrecida entre las pruebas que proponen las partes o bien ser adoptada de oficio. 

En la resolución que la admita se indicará qué lugar o cosa se habrá de reconocer, si habrán de concurrir peritos o testigos a esa diligencia, si se habrán de obtener registros visuales o sonoros, si tendrá lugar una reconstrucción de hechos y toda otra medida que entienda adecuada para que la diligencia dé un resultado más ilustrativo.

Determinará el día y la hora, así como el lugar donde se la concretará, notificándose de ella a los intervinientes por los distintos medios previstos (por cédula a los sujetos ajenos al proceso; y ministerio legis a las partes); salvo que haya urgencia, en cuyo caso la notificación se hará de oficio y con un día de anticipación.

FORMA DE PRACTICAR EL RECONOCIMIENTO. CONSTITUCIONALIDAD.

Art. 478 – Forma de la diligencia. A la diligencia asistirá el juez o los miembros del tribunal que éste determine. Las partes podrán concurrir con sus representantes y letrados y formular las observaciones pertinentes, de las que se dejará constancia en acta.

Forma de la diligencia – la ley, como se advierte, rodea al acto de una garantía de control y publicidad, evitando así que aquél se convierta, eventualmente, en una simple expresión del conocimiento privado del juez. 

En el acta deben hacerse constar las impresiones que el juez reciba (que no importen, desde luego, una valoración anticipada de la prueba), así como también las observaciones que las partes formulen; lo cual se justifica tanto para que al sentenciar se recuerde fielmente lo que se haya visto y expuesto, cuanto para que el tribunal de segunda instancia tome el conocimiento que necesite, sin perjuicio de que, a su vez, decrete otra inspección, si lo cree necesario, y el estado actual de las cosas lo permita.

CADUCIDAD DE LA PRUEBA.

6. Medios de prueba no legislados. Condiciones requeridas para su admisibilidad. Procedimiento para receptarlas.  

MEDIOS DE PRUEBA NO LEGISLADOS. CONDICIONES REQUERIDAS PARA SU ADMISIBILIDAD. 
Art. 376 – Medios de prueba. La prueba deberá producirse por los medios previstos expresamente por la ley o por los que el juez disponga, a pedido de parte o de oficio, siempre que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o de terceros, o no estén expresamente prohibidos para el caso.

Los medios de prueba no previstos se diligenciarán aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes, o en su defecto, en la forma que establezca el juez.

Si bien se tenderá a echar mano de los medios probatorios “típicos” o “nominados”, está en la creatividad de los litigantes y magistrados propiciar y admitir – respectivamente–otras formas o combinación de tipos, en la medida en que estas nuevas figuras se adapten de mejor forma a la tarea de eliminar la incertidumbre respecto de los extremos fácticos a probar.

El CPCC condiciona esta tarea de creación de nuevos medios de prueba a que los mismos no afecten la moral, la libertad personal de las partes o no estén expresamente prohibidos.

En efecto, la obtención de pruebas no justifica atacar la moral o la libertad de las personas, ya sea en grado de simple molestia o cuando la conducta importe un comportamiento sancionado normativamente.

Asimismo, la norma transcripta autoriza a ofrecer como prueba cualquier clase de documento, en el sentido amplio que oportunamente se ha asignado a esta expresión. Con respecto, por ejemplo, a la reproducción fonográfica de expresiones vertidas por una de las partes fuera de juicio, procede, salvo que la prueba se haya obtenido por medios ilegítimos, que ella sea citada a los efectos de reconocer la voz que se le atribuye. En caso de desconocimiento será menester la designación de perito.

Sin embargo, dado que en esta materia no puede descartarse en absoluto la posibilidad de un doblaje o de un truco, las conclusiones del experto no valdrán como plena prueba sino como una presunción, que deberá ser corroborada por otros medios probatorios.

PROCEDIMIENTO PARA RECEPTARLAS.

Una vez propuestas por las partes o el juez las nuevas formas probatorias, o combinaciones de las “típicas”, se habrán de aplicar las reglas de tramitación de los medios de prueba receptados legalmente que más se adapten a aquellas por su naturaleza y finalidades.

UNIDAD 15 – CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA DEFINITIVA. 

1. Preclusión en el procedimiento declarado de puro derecho, cuándo se opera.

PRECLUSIÓN EN EL PROCEDIMIENTO DECLARADO DE PURO DERECHO. CUÁNDO SE OPERA. 

Los requisitos que preceden al pronunciamiento de la sentencia definitiva, en el juicio ordinario, dependen de las actitudes que adopte el demanda​do en oportunidad de contestar la demanda. 

Cuando media allanamiento, corresponde que el juez falle la causa sin más trámite; cuando el demandado admite los hechos en que se funda la demanda pero les asigna un sentido jurídico distinto al pretendido por el ac​tor, procede declarar la causa como de puro derecho, en cuyo caso, el proceso queda concluido para definitiva.

Causa de puro derecho. 

Art. 479 – Alternativa. Cuando no hubiese mérito para recibir la causa a prueba, deberá procederse con arreglo a lo establecido en el último párrafo del art. 357.

Causa “de puro derecho” – la manda en análisis reitera la situación que ya se reguló en el art. 357, al cual remite en lo atinente al traslado “por su orden” –primero al actor, luego al demandado– del auto que dispone que no se abrirá la causa a prueba por no haber mérito para ello. Esa resolución es una de las que se notifican por cédula según reza el art. 135, inc. 3º.

Estos traslados serán por 5 días cada uno (art. 150), cumplidos los cuales, si no hay objeción alguna, la causa quedará concluida para definitiva, llamándose autos para sentencia (art. 481).

Ver nota art. 357.

2. Preclusión de la etapa probatoria, cuándo se opera: vencimiento del plazo probatorio; vencimiento habiendo prueba pendiente.

PRECLUSIÓN DE LA ETAPA PROBATORIA. CUÁNDO SE OPERA. VENCIMIENTO DEL PLAZO PROBATORIO. 

Una vez cumplido el plazo fijado al momento de la apertura de la etapa probatoria (art. 365), el CPCC señala que, de oficio o a pedido de parte –sin sustanciación en este último caso–, el juez ordenará que se agreguen al expediente las pruebas producidas.

La realidad indica que muy frecuentemente la etapa probatoria excede del plazo originariamente determinado. De allí que, en muchas ocasiones, la solicitud de una de las partes de que se tenga por concluido ese estadio determinará que el juez requiera al secretario la certificación de las pruebas producidas hasta ese momento.

El actuario realizará el informe, teniendo en cuenta el contenido de los cuadernos de prueba, confrontándolos con la resolución que proveyó las diferentes medidas ofrecidas.

De este informe surgirá la prueba pendiente, frente a lo cual es normal que el juez analice la esencialidad de las mismas. Si entiende que alguna es imprescindible para el proceso intimará a su activación.

Cuando ya no queda prueba pendiente o, habiéndola, no se la activa o recae declaración de caducidad o negligencia a su respecto, el juez ordenará que se agregue la producida al expediente.

VENCIMIENTO HABIENDO PRUEBA PENDIENTE.

Frente al supuesto de que el juez disponga la práctica de la prueba pen​diente de producción, debe declarar la suspensión del plazo para alegar y, una vez producida aquélla, decretar la reanudación de dicho plazo, ordenan​do que la providencia respectiva se notifique por cédula

3. Agregación de la prueba en proceso ordinario.

AGREGACIÓN DE LA PRUEBA EN EL PROCESO ORDINARIO.

Art. 480 1° párr. – Agregación de las pruebas. Si se hubiese producido prueba, el juez, sin necesidad de gestión alguna de los interesados, o sin sustanciarla si se hiciere, ordenará, en una sola providencia, que se agregue al expediente con el certificado del secretario sobre las que se hayan producido.

Agregación de las probanzas producidas – la medida será cumplida por el secretario, quien incorporará a la causa principal los dos cuadernos de prueba por orden –primero el de la actora y luego el de la demandada–, procediendo a unificar la foliatura.

El proceso vuelve así a reunirse en un solo expediente, a los fines de que las partes puedan contar con todos el material fáctico para elaborar sus alegatos.

4. Alegato de bien probado, concepto, importancia, caracteres, forma y contenido; procesos en que es admisible en primera instancia y en instancia única. Alegato en segunda instancia; informe “in voce”.

ALEGATO DE BIEN PROBADO, CONCEPTO.

Art. 480 2° párr. –Alegatos. Cumplidos estos trámites, el secretario entregará el expediente a los letrados por su orden y por el plazo de seis (6) días a cada uno, sin necesidad de petición escrita y bajo su responsabilidad para que presenten, si lo creyeren conveniente, un escrito alegando sobre el mérito de la prueba. Se considerará como una sola parte a quienes actúen bajo representación común. Transcurrido el plazo sin que el expediente haya sido devuelto, la parte que lo retuviere perderá el derecho de alegar, sin que se requiera intimación.

El plazo para presentar el alegato es común.

Derecho de defensa y prueba. ALEGATOS – otra manifestación del derecho de defensa en juicio se da en la figura del alegato. El alegato es el acto mediante el cual cada una de las partes expone al juez, por escrito, las conclusiones que les sugieren las pruebas producidas en el proceso. 

Los llamados “alegatos de bien probado” contendrán la ponderación de todo el plexo probatorio reunido, y la valoración del mismo de acuerdo al prisma a través del cual lo observa cada litigante. Esta visión será parcial, pues tenderá a favorecer a quien la emite. Sin embargo, podrá contener razonamientos atendibles o fundamentos sólidos que convenzan al magistrado y contribuyan a la construcción de la certeza a partir de la cual edificará la solución del diferendo.

CARACTERES, FORMA Y CONTENIDO.

El alegato se debe presentar por escrito. 

La presentación del alegato es facultativa para las partes (y por ello la no presentación de aquél, si bien causa una disminución en cuanto a la defensa, no acarrea perjuicios o sanciones específicas al litigante).

En cuanto a su contenido, por lo general comienza con una esquemática exposición de los hechos controvertidos, para luego referirse a las pruebas producidas y a su valor probatorio. 

En los alegatos, cada letrado trata de persuadir al juez de que la prueba ha sido favorable a su defendido, señalando lo que ha podido probar su parte y lo que no ha probado la adversaria.

Por último, no procede que en él los litigantes introduzcan cuestiones o de​fensas que no fueron propuestas en oportunidad de la demanda, contestación o reconvención, debiendo limitarse a destacar el mérito o poder de convicción de los elementos probatorios, siempre en función de los hechos que fueron objeto de la litis, los cuales quedan definitivamente fijados en aquellas oportunidades.

ALEGATO EN SEGUNDA INSTANCIA. 

Art. 257 – Prueba y alegatos. Las pruebas que deban producirse ante la cámara se regirán, en cuanto fuere compatible, por las disposiciones establecidas para la primera instancia.

Para alegar sobre su mérito las partes no podrán retirar el expediente. El plazo para presentar el alegato será de seis (6) días.

ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA – una vez concluida la etapa probatoria –cuyo plazo será determinado por la cámara de acuerdo con la complejidad de la tarea a desarrollar– se permite a las partes la introducción de alegatos, al igual que en primera instancia según lo manda el art. 480.

Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre en el caso del referido art. 480, ante la alzada no se admite el retiro del expediente para estudiarlo detenidamente y elaborar esa pieza con mayor minuciosidad.

El plazo para presentar el alegato es de 6 días. La diferencia es que al no operar aquí el retiro del expediente, el plazo de 6 días es único e inmodificable, y no acumulativo como en aquel caso (seis días por cada parte litigante).

Este término empieza a correr desde el momento en que se notifica el auto que da por finalizado el plazo probatorio y ordena la agregación de la prueba producida. Como se dijo, corre para todas las partes al mismo tiempo y vence al sexto día respecto de todos los litigantes.

INFORME “IN VOCE”. 
Art. 259 – Informe in voce. Si se pretendiere producir prueba en segunda instancia, dentro del quinto día de notificada la providencia a que se refiere el art. 254, las partes manifestarán si van a informar in voce. Si no hicieren esa manifestación o no informaren, se resolverá sin dichos informes.

Informe in voce – esta norma ha quedado prácticamente derogada por su falta de uso. En la práctica tribunalicia no es común el caso de alegatos orales ante la cámara. Ello, por cuanto los litigantes están más acostumbrados a alegar por escrito, tal como lo permite el art. 257 y prefieren esta forma al haber una duplicidad de maneras de realizar el mismo acto procesal.

5. Plazos para alegar, según la clase de proceso e instancia de que se trate. Derecho de las partes. Plazo para retirar el expediente. Cómputo. Sanciones.

PLAZOS PARA ALEGAR SEGÚN LA CLASE DE PROCESO E INSTANCIA DE QUE SE TRATE. PLAZO PARA RETIRAR EL EXPEDIENTE. CÓMPUTO. SANCIONES. 

· ALEGATOS EN EL PROCESO ORDINARIO.

Plazo para retener el expediente – para que los abogados puedan consultar el expediente y preparar su alegato, el secretario entregará el expediente a los letrados por su orden (primero al actor, luego al demandado) por el plazo de 6 días. Si alguna de las partes deja vencer dicho plazo sin devolver el expediente, pierde su derecho a presentar el alegato. 

La demora en que puede incurrir el actor en devolver el expediente afectará, y aún podrá absorber, el plazo que la ley acuerda al deman​dado para tenerlo en su poder. Por ello se ha decidido que, en tal caso, el demandado debe solicitar la suspensión del plazo para alegar hasta tanto el expediente sea devuelto.

Plazo para presentar el alegato – el plazo para presentar el alegato reviste carácter común, es decir, vence para todas las partes el mismo día. De allí que el actor pueda diferir su presentación hasta que venza el plazo acordado al demandado (o sea, a los 12 días).

El caso normal es que exista un solo actor y un solo demandado, en cuyo caso el plazo vence a los 12 días para ambas partes. Pero puede suceder que exista pluralidad de actores o de demandados (litisconsorcio). En tal caso, deben computarse tantos plazos de seis días como litisconsortes haya, salvo que haya mediado unifi​cación de personería, pues en tal caso, los litisconsortes se consideran como una sola parte.

En lo que se refiere al cómputo, el plazo para presentar el alegato comienza a correr desde el día siguiente al de la notificación de que el expediente está en secretaría a disposición de los litigantes. 

· ALEGATOS EN EL PROCESO SUMARIO – no existe posibilidad de que las partes presenten alegatos en el proceso plenario abreviado.

· ALEGATOS EN EL PROCESO SUMARÍSIMO – no procede, en este tipo de proceso, la presentación de alegatos.

· ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA – en este caso, el plazo para presentar el alegato es de 6 días. La diferencia con el proceso ordinario es que, al no operar aquí el retiro del expediente, el plazo de 6 días es único e inmodificable.

6. Llamamiento de autos para sentencia, efectos normales y efectos respecto de las formas anormales de terminación del proceso. Facultades del juez, límites a las mismas.

LLAMAMIENTO DE AUTOS PARA SENTENCIA. EFECTOS NORMALES Y EFECTOS RESPECTO DE LAS FORMAS ANORMALES DE TERMINACIÓN DEL PROCESO.

Llamamiento de autos para sentencia.

Art. 481 – Llamamiento de autos. Sustanciado el pleito en el caso del art. 479, o transcurrido el plazo fijado en el artículo anterior, el secretario, sin petición de parte pondrá el expediente a despacho agregando los alegatos si se hubiesen presentado. El juez, acto continuo, llamará autos para sentencia.

“Autos para sentencia” – transcurrido el plazo para la presentación de los alegatos, el secreta​rio, sin petición de parte, debe poner el expediente a despacho y agregar los alegatos que se hubiesen presentado. Acto continuo, el juez debe dictar la pro​videncia llamando autos para sentencia 

Si la causa es de puro derecho, debe darse un último traslado por su orden a las partes por 5 días.

Si se abrió a prueba, se deben agregar los cuadernos y entregar las actuaciones a las partes para que aleguen, presentando esas piezas dentro del plazo común que surge de multiplicar seis días por la cantidad de partes que haya en el juicio.

En uno u otro supuesto, vencidos estos términos, el secretario pondrá el expediente en condiciones de ser abordado por el juez para su estudio final.

Llegado este momento, el magistrado lo recibe dictando la providencia que llama “autos para sentencia”, la que se notifica ministerio legis y tendrá los efectos que se describen en el art. 482.

Efectos del llamamiento de autos para sentencia.

Art. 482 – Efectos del llamamiento de autos. Desde el llamamiento de autos quedará cerrada toda discusión y no podrán presentarse más escritos ni producirse más pruebas, salvo las que el juez dispusiere en los términos del art. 36, inc. 2º. Éstas deberán ser ordenadas en un solo auto.

El juez pronunciará sentencia dentro del plazo establecido en el art. 34, inc. 3º, ap. c), contando desde que quede firme la providencia de autos o desde el vencimiento del ampliatorio que se le hubiere concedido.

Si se ordenare prueba de oficio, no se computarán los días que requiera su cumplimiento.

Efectos del llamamiento de autos para sentencia – una vez dictada dicha providencia queda cerrada toda discusión y no procede la presentación de nuevos escritos ni la producción de más pruebas, salvo aquéllas que el juez dispusiere diligenciar de acuerdo con la facultad que le acuerda el art. 36, inc. 2°. Sin embargo, estas pruebas deben ser ordenadas en un solo acto.
En tal sentido, el llamado de autos para sentencia, una vez firme, convalida los supuestos vicios procesales anteriores a la resolución. Dicha providencia subsana la deficiencia que pudiera haber mediado y el procedimiento, hasta este punto, resultará inobjetable. 

FACULTADES DEL JUEZ. LÍMITES A LAS MISMAS.

Durante este tiempo, el juez tomará contacto con la realidad probatoria acumulada a lo largo del trámite, probanzas que seleccionará y ponderará a la luz de las reglas de la sana crítica y sobre la base de los hechos alegados por las partes. 

Determinará, en definitiva, qué prueba es pertinente y atendible, descartando aquella que no reúna tales condiciones. De la restante, el juez tomará sólo la que entienda útil para fundar la solución.

En esta oportunidad puede ocurrir que el magistrado encuentre insuficiente la prueba colectada y requiera de elementos extras para poder dar una respuesta satisfactoria a los litigantes. Recurrirá, entonces, a las medidas para mejor proveer.

Medidas para mejor proveer – se trata del momento donde habitualmente el juzgador echa mano de las facultades instructorias que consagra en su favor el art. 36, inc. 2,  el cual le permite ordenar de oficio medidas probatorias para esclarecer los hechos controvertidos del proceso.

Estas facultades rigen durante todo el proceso. Sin embargo, luego del llamado de autos para sentencia es donde por lo general se hace uso de esta prerrogativa, conferida en pos de la búsqueda de la verdad jurídica objetiva.

Durante este pequeño y especial período de prueba serán de aplicación las pautas que regulan cada uno de los medios legalmente contemplados. De allí que sea posible que renazcan cargas procesales en cabeza de las partes referidas a la producción de prueba tal como se regula en las normas específicas ya analizadas.

Notificación de la sentencia.

Art. 483 – Notificación de la sentencia. La sentencia será notificada de oficio, dentro de tercero día. En la cédula se transcribirá la parte dispositiva. Al litigante que lo pidiere, se le entregará una copia simple de la sentencia, firmada por el secretario o por el oficial primero.

Anoticiamiento del fallo – luego del llamamiento de autos para sentencia, las partes sólo tienen que esperar a ser anoticiados de esa resolución judicial.

Dicha notificación se hará de oficio, mediante cédula a los litigantes dentro del tercer día de su dictado. El tribunal transcribirá en la cédula la parte dispositiva.

Luego, si la parte lo desea y requiere, se le proveerá de una copia simple del fallo certificada por el secretario o el oficial primero.

El conocer el texto íntegro del resolutorio posibilitará al litigante disconforme con la solución recaída en primera instancia controvertir o criticar la sentencia siguiendo los diversos carriles revisores de que dispone.

UNIDAD 16 – LA SENTENCIA.

1. Clasificación de las resoluciones judiciales. Sentencia definitiva, concepto: forma y partes. Sentencia homologatoria, diferencia de su contenido según haga lugar a la petición o la rechace. El principio dispositivo. La sentencia arbitraria, concepto, doctrina y jurisprudencia.

CLASIFICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES.

Cuando se trata de determinar los distintos tipos de sentencia en consideración al derecho sustancial o material que ellas ponen en vigor, las sentencias se clasifican en:

· declarativas.

· de condena.

· constitutivas.

· cautelares.

SENTENCIAS DECLARATIVAS – son sentencias declarativas, o de mera declaración, aquellas que tienen por objeto la pura declaración de la existencia de un derecho, es decir, la afirmación de la existencia de ese derecho.

En verdad, debe anticiparse que todas las sentencias contienen una declaración del derecho como antecedente lógico de la decisión principal. Sentencia de declaración es la sentencia absolutoria que desestima la demanda, ya que en definitiva declara la inexistencia del derecho que el actor pretende como suyo. Sentencias declarativas son, asimismo, las sentencias de condena y las constitutivas, por cuanto se llega a ese extremo luego de considerar y declarar la existencia de las circunstancias que determinan la condena o la constitución del estado jurídico nuevo. 

La doctrina cita como ejemplos de sentencias declarativas aquellas tendientes a establecer la falsedad de un documento, la inexistencia de una obligación, etc.

SENTENCIAS DE CONDENA – son sentencias de condena todas aquellas que imponen el cumplimiento de una prestación, ya sea en sentido positivo (dar, hacer), o en sentido negativo (no hacer, abstenerse).

La sentencia de condena es la de más extenso campo de acción y de más abundante desenvolvimiento en la actividad jurisdiccional. 

SENTENCIAS CONSTITUTIVAS – se denominan sentencias constitutivas a aquellas que, sin limitarse a la mera declaración de un derecho y sin establecer una condena al cumplimiento de una prestación, crean, modifican o extinguen un estado jurídico. 

Pertenecen a esta clase, en primer término, aquellas sentencias que crean un estado jurídico nuevo, ya sea haciendo cesar el existente, ya sea modificándolo, ya sea sustituyéndolo por otro.

En segundo lugar, integran esta clase de sentencias aquellas que deparan efectos jurídicos de tal índole que no podrían lograrse sino mediante la colaboración de los órganos jurisdiccionales (el divorcio, la separación de bienes, etc.).

Por último, también pertenecen a esta clase de sentencias aquellas que la doctrina llama “especificativas”. El caso más frecuente en esta materia es aquel en que el juez actúa como un verdadero árbitro, fijando condiciones hasta entonces no especificadas para el ejercicio de un derecho. En estos casos, el derecho preexiste a la sentencia, y el juez se apresura a declararlo. Pero el fallo hace cesar su estado de indeterminación, sustituyéndolo por otro determinado y específico, regulando las formas concretas de su ejercicio. 

SENTENCIAS CAUTELARES – junto a las sentencias declarativas, constitutivas y de condena, la doctrina más reciente hace aparecer, como categoría autónoma de decisiones judiciales, a las resoluciones cautelares. Se les llama, indistintamente, medidas precautorias, medidas de seguridad, acciones preventivas, etc. 

Por otro lado, y teniendo como criterio de orientación la eficacia de la sentencia con relación al proceso, se las puede clasificar en:
· providencias simples.

· sentencias interlocutorias.

· sentencias homologatorias.

· sentencias definitivas.

Esta es la clasificación adoptada por el CPCC.

PROVIDENCIAS SIMPLES.
Art. 160 – Providencias simples. Las providencias simples sólo tienden, sin sustanciación, al desarrollo del proceso u ordenan actos de mera ejecución. No requieren otras formalidades que su expresión por escrito, indicación de fecha y lugar y la firma del juez o presidente del tribunal.

Providencias simples – el CPCC inicia el análisis de las resoluciones judiciales con la forma más sencilla de aquéllas: las providencias simples.

Son aquellas que propenden simplemente al desarrollo o impulso del proceso u ordenan actos de mera ejecución. Estas resoluciones son las únicas susceptibles del recurso de reposición o revocatoria, siendo apelables cuando causan gravamen irreparable.

Sustanciación – las providencias simples no requieren de sustanciación. Es una excepción a la vigencia del principio de bilateralidad o contradicción.
Forma – se requiere, además de la expresión escrita, el lugar y la fecha. Por otro lado, el recaudo de la firma del juez o presidente del tribunal de que se trate.

Notificación – en cuanto a la manera de notificarlas, las providencias simples se notifican por ministerio de la ley.

SENTENCIAS INTERLOCUTORIAS.

Art. 161 – Sentencias interlocutorias. Las sentencias interlocutorias resuelven cuestiones que requieren sustanciación, planteadas durante el curso del proceso. Además de los requisitos enunciados en el artículo anterior, deberán contener:

1) Los fundamentos.

2) La decisión expresa, positiva y precisa de las cuestiones planteadas.

3) El pronunciamiento sobre costas.

Sentencias interlocutorias – son las que resuelven cuestiones que requieren sustanciación, o sea, deciden todo conflicto que se suscite durante el desarrollo del juicio. Y se dictan previa audiencia de ambas partes. Sólo son susceptibles del recurso de apelación.

Forma – al igual que las providencias simples, la sentencia interlocutoria se redactará por escrito, dejando constancia del lugar y la fecha, firmando el juez o presidente del tribunal cuando corresponda. 

Sustanciación – una de las características que las diferencia de las providencias simples es la sustanciación previa a su dictado.  
Estas resoluciones –a diferencia de las providencias simples– deciden sobre cuestiones controvertidas, y por ello requieren sustanciación: planteada una cuestión por alguna de las partes, se debe dar traslado a la otra para que conteste en el término establecido. Recién después de contestado el traslado (o de vencido el término para hacerlo) el juez dictará la sentencia interlocutoria pertinente.

Fundamentos en la sentencia interlocutoria – la expresión de los fundamentos en que se basa es otra de las diferencias fundamentales con las providencias simples. 

Los fundamentos de la decisión son vitales para que la solución adoptada se observe objetiva y razonadamente cimentada, y no aparezca como producto del capricho o del mero arbitrio del juzgador.

Es tan importante la expresión de los fundamentos que la omisión de éstos causa la nulidad de la resolución. 

Decisión expresa, positiva y precisa de las cuestiones planteadas – el art. en análisis supone la aplicación del principio de congruencia, principio cuya manifestación puntual se da con otro de los recaudos legales a cumplir: “la decisión expresa, positiva y precisa de las cuestiones planteadas”.

De su incumplimiento también puede surgir una causa de impugnación en los casos donde el juez resuelva en más, en menos o algo diferente de lo peticionado (ultra, infra o citra petita, respectivamente).

Pronunciamiento sobre costas – respecto de esta cuestión, se suscitan dudas en relación con el decisorio que lo omite.

Al faltar la decisión expresa en lo que hace a la imposición de costas, para una parte de la jurisprudencia debe entenderse que las mismas deben ser soportadas en el orden causado; mientras que para otro sector, ello es incorrecto, desde el momento en que la ley exige un pronunciamiento expreso sobre el punto.

SENTENCIA HOMOLOGATORIA. DIFERENCIA EN SU CONTENIDO SEGÚN HAGA LUGAR A LA PETICIÓN O LA RECHACE.

Art. 162 – Sentencias homologatorias. Las sentencias que recayesen en los supuestos de los arts. 305, 308 y 309, se dictarán en la forma establecida en los arts. 160 y 161, según que, respectivamente, homologuen o no el desistimiento, la transacción o la conciliación.

Sentencias homologatorias. Formas. Requisitos  – las sentencias homologatorias son aquellas que dicta el juez cuando existe desistimiento, transacción o conciliación. 

Si la sentencia homologa, deberá reunir los requisitos de las providencias simples; por el contrario, si niega homologación, el proceso seguirá su curso y no se tratará de una sentencia homologatoria –ya que nada homologa–, sino de una sentencia interlocutoria, en cuyo caso habrán de observarse los recaudos previstos para éstas.

SENTENCIA DEFINITIVA. CONCEPTO. 

La sentencia definitiva es el acto procesal emanado del órgano jurisdiccional que pone fin al proceso, decidiendo sobre la cuestión sometida a su conocimiento; es el acto mediante el cual el juez decide el mérito de la pretensión. 

La sentencia definitiva es el modo normal de terminación de un proceso. 

FORMA Y PARTES. 

La sentencia es en sí misma un juicio, una operación de carácter crítico en la que el juez elige entre la tesis del actor y la del demandado (o, eventualmente, una tercera) la solución que le parece ajustada al derecho y a la justicia. Esa labor se desenvuelve a través de un proceso intelectual al que la doctrina llama “formación o génesis lógica de la sentencia”:

1) examen prima facie del caso a decidir: una primera operación mental del juez consiste en determinar la significación extrínseca del caso que se le propone; se trata de saber, en definitiva, si la pretensión debe ser acogida o rechazada (así, por ejemplo, si la demanda solicitara el divorcio vincular en una legislación que no consagrara la disolución del matrimonio, la pretensión deberá ser rechazada sin entrar al análisis de los hechos)

2) examen crítico de los hechos: una vez que examen primario arroja un resultado favorable en cuanto a la admisibilidad del caso, se pasa a la etapa de análisis de los hechos. El juez halla ante sí el conjunto de hechos narrados por las partes en sus escritos preliminares de demanda y contestación (y reconvención, eventualmente). Halla, asimismo, las pruebas que las partes hayan producido para depararle la convicción de la verdad y para permitirle efectuar la verificación de sus respectivas proposiciones. 

Es en este aspecto donde la labor crítica del juez se desenvuelve con mayor profundidad e importancia. En la búsqueda de la verdad, el juez actúa como un verdadero historiador. Lo que el juez va a tratar de hacer es apartar del juicio los elementos inútiles o vanos y reconstruir en su imaginación la realidad pasada; trata de revivir los instantes en que ocurrieron los hechos, tal como si él hubiera sido testigo de ellos.

Reconstruidos los hechos, el magistrado se ve en la necesidad de realizar un diagnóstico concreto: ya no se trata de la mera descripción de los sucesos, sino de su calificación jurídica. Mediante un esfuerzo de abstracción intelectual, el juez trata de reducir los hechos a especies jurídicas comunes y conocidas. 

3) aplicación del derecho a los hechos: una vez reducidos los hechos a tipos jurídicos, corresponde entrar a la determinación del derecho aplicable. En este caso, la función del juez consiste en determinar qué norma es aplicable al hecho. A esta operación se la conoce con el nombre de SUBSUNCIÓN, definida como el enlace lógico de una situación particular, específica y concreta, con la previsión abstracta, genérica e hipotética contenida en la ley. En definitiva, el hecho concreto, determinado y específico configurado por el juez para a confundirse con las categoría genérica, abstracta e hipotética prevista por el legislador. 

En esta materia no hay limitación alguna, siendo el juez libre de elegir el derecho que cree aplicable, según su ciencia y su conciencia. 

4) la decisión: una vez hecha la selección de la norma aplicable, la sentencia entra en su última etapa: la decisión. La decisión ha de ser estimatoria o desestimatoria de la demanda; a través del proceso crítico realizado por el juez, este concluye en la solución favorable o adversa al actor, pronunciándose, en definitiva, por el acogimiento o por el rechazo de la demanda. 

PARTES DE LA SENTENCIA. 

La sentencia tiene una serie de partes, identificadas a partir de su contenido:

1) RESULTANDOS – en los resultandos (o “vistos”), el juez menciona a las partes y hace una relación sucinta de las cuestiones sometidas a s decisión: hechos, pruebas aportadas, etc. Es una especie de resumen del expediente.

2) CONSIDERANDOS – por su partes, los considerandos abarcan la consideración (el tratamiento) por separado de las cuestiones sometidas a la decisión judicial, y la fundamentación y aplicación del derecho. En esta etapa, el juez reconstruye los hechos en base al examen de la prueba producida y establece cuál es la norma aplicable a aquéllos, interpretándola y fundamentando su aplicación. De esta parte de la sentencia surgen los motivos que ha tenido en cuenta el juez para formular su decisión, y en ella las partes encontrarán sus razones para impugnarla o sostenerla. Es la parte más importante de la sentencia. 

3) EL FALLO – también conocido como “parte dispositiva”, es la decisión del juez acerca de los hechos sometido a su conocimiento. En el fallo, el juez declara el derecho de las partes; condena o absuelve al demandado y, en su caso, al reconvenido, en todo o en parte; fija el plazo para cumplir la sentencia; establece las costas; regula los honorarios; y, si procede, declara la temeridad o malicia de los litigantes o de los profesionales intervinientes.

El contenido principal de la sentencia está constituido por la declaración del derecho de las partes y la condena o absolución correspondiente.

El contenido accesorio de la sentencia está constituido por el pronunciamiento sobre costas, regulación de honorarios y declaración de temeridad o malicia, tanto de las partes como de los letrados intervinientes.  

2. Contenido de la sentencia. El deber de fundar. Principios de: congruencia e “iura curia novit”. Errores “in procedendo”, “in iudicando”, ontológico y nomológico. Condenaciones accesorias. Valoración de la conducta procesal, sanciones; intereses, costas y honorarios.

CONTENIDO DE LA SENTENCIA. 

Art. 163 – Sentencia definitiva de primera instancia. La sentencia definitiva de primera instancia deberá contener:

1) La mención del lugar y fecha.

2) El nombre y apellido de las partes.

3) La relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto del juicio.

4) La consideración, por separado, de las cuestiones a que se refiere el inciso anterior.

5) Los fundamentos y la aplicación de la ley.

Las presunciones no establecidas por la ley constituirán prueba cuando se funden en hechos reales y probados, y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica.

6) La decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio, calificadas según correspondiere por ley, declarando el derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvención, en su caso, en todo o en parte.

La sentencia podrá hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o extintivos, producidos durante la sustanciación del juicio y debidamente probados, aunque no hubiesen sido invocados oportunamente como hechos nuevos.

7) El plazo que se otorgase para su cumplimiento, si fuere susceptible de ejecución.

8) El pronunciamiento sobre costas, la regulación de honorarios y, en su caso, la declaración de temeridad o malicia en los términos del art. 34, inc. 6º.

9) La firma del juez.

Contenido de la sentencia – al referirse al contenido de la sentencia definitiva de primera instancia, el art. 163 CPCC enuncia dos requisitos que son comunes a todas las resoluciones judiciales. 

· la mención del lugar y fecha del pronunciamiento (art. 163 inc. 1).

· la firma del juez (art. 163 inc. 9).

A dichos requisitos la norma mencionada agrega otros que se han de analizar agrupándolos dentro de las tres partes en que, tradicionalmente, se divide el contenido de las sentencias definitivas: resultandos, considerandos y parte dispositiva o fallo propiamente dicho.

A los RESULTANDOS se refieren los incs. 3 y 4 del art. 163, en tanto disponen, respectivamente, que la sentencia debe contener: 

· nombre y apellido de las partes (art. 163 inc. 3).

· la relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto del juicio (art. 163 inc. 4) – es decir, la mención de los hechos alegados por las partes en sus escritos de demanda, contestación, reconvención y contestación de ésta, así como del objeto y de la causa de la pretensión o pretensiones deducidas; y una breve relación de los trámites sustanciales cumplidos en el expediente.

A los llamados CONSIDERANDOS aluden los incs. 4 y 5 de dicha norma. 

· la consideración, por separado, de las cuestiones a que se refiere el inciso anterior (art. 163 inc. 4).

· los fundamentos y la aplicación de la ley; agregando que las presunciones no establecidas por ley constituyen prueba cuando se funden en hechos reales y probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica (art. 163 inc. 5).

En este tramo del pronunciamiento el juez debe: 

1) remitirse a los hechos invocados por las partes.

2) confrontarlos con la prueba que se haya producido.

3) apreciar el valor de ésta.

4) aplicar la norma o normas jurídicas mediante las cuales considera que debe resolverse el pleito. 

No está obligado, sin embargo, a hacerse cargo de todas las pruebas producidas ni a analizar todas las cuestiones propuestas por las partes, pudiendo desechar aquellas que considere innecesarias o inconducentes.

A la PARTE DISPOSITIVA, finalmente, se refieren los incs. 6, 7 y 8. 

· la decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio, calificadas según correspondiere por ley, declarando el derecho de los litigantes y condenando o absolviendo de la demanda y reconvención, en su caso, en todo o en parte (art. 163 inc. 6 párr. 1).

La ley exige, como se advierte, una estricta correspondencia entre el contenido de la sentencia y las cuestiones oportunamente planteadas por las partes, lo que supone, como es obvio, la adecuación del pronunciamiento a los elementos de la pretensión deducida en el juicio (sujetos, objeto y causa). 

Se trata de una aplicación del denominado PRINCIPIO DE CONGRUENCIA, que constituye una de las manifestaciones del principio dispositivo y que reconoce fundamento constitucional, (CN, art. 18). Suponen agravios a este principio las siguientes situaciones:

· las sentencias que omiten el examen de cuestiones oportunamente propuestas por las partes, que sean conducentes para la decisión del pleito (citra petita).

· las sentencias que se pronuncian sobre pretensiones o defensas no articuladas en el proceso (extra petita). 

· las sentencias en las que el fallo excede el límite cuantitativo o cualitativo de las peticiones contenidas en la pretensión o la oposición, concediendo o negando más de lo reclamado por las partes (ultra petita).

La sentencia, por consiguiente, debe guardar estricta correlación con lo pretendido en la demanda o reconvención en su caso. Lo cual no obsta a que, si durante el curso del proceso ocurren hechos que extingan o consoliden el derecho de las partes (como son el pago, el cumplimiento de la obligación o la extinción del plazo), el juez pueda hacer mérito de esos hechos sobrevinientes para rechazar o admitir la demanda. 

De allí que el CPCC agregue, como segundo párrafo del inc. 6, que la sentencia podrá hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o extintivos, producidos durante la sustanciación del juicio y debidamente probados, aunque no hubiesen sido invocados como hechos nuevos.

· La sentencia podrá hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o extintivos, producidos durante la sustanciación del juicio y debidamente probados, aunque no hubiesen sido invocados oportunamente como hechos nuevos (art. 163 inc. 6 2° párr.).

· el plazo que se otorgase para su cumplimiento, si fuere susceptible de ejecución (art. 163 inc. 7).

· el pronunciamiento sobre costas, la regulación de honorarios y, en su caso, la declaración de temeridad o malicia en los términos del art. 34, inc. 6 (art. 163 inc. 8)

EL DEBER DE FUNDAR.

Art. 34 – Deberes. Son deberes de los jueces:

4) Fundar toda sentencia definitiva o interlocutoria, bajo pena de nulidad, respetando la jerarquía de las normas vigentes y el principio de congruencia.

La motivación del fallo constituye un deber administrativo del magistrado. La ley se lo impone como una manera de fiscalizar su actividad intelectual frente al caso, a los efectos de poderse comprobar que su decisión es un acto reflexivo, emanado de un estudio de las circunstancias particulares, y no un acto discrecional de su voluntad autoritaria.

Una sentencia sin motivación priva a las partes del más elemental de sus poderes de fiscalización sobre los procesos reflexivos del magistrado. 

PRINCIPIO DE IURA CURIA NOVIT.

Este principio, que significa “el derecho lo sabe el juez”, implica, pura y simplemente, que el tribunal no se halla atado por los errores o las omisiones de las partes, y que en la búsqueda del derecho, todos los caminos se hallan abiertos ante él. 

En tal sentido, a la hora de decidir, el juez es libre de elegir el derecho que considera aplicable, según su ciencia y conciencia. 

VALORACIÓN DE LA CONDUCTA PROCESAL. SANCIONES.

El art. 163 inc. 8 establece que la sentencia debe contener, entre otros requisitos, la declaración de temeridad o malicia (cuando sea procedente). Como la ley no dice qué actitudes encuadran en uno u otro tipo de inconducta, la valoración acerca de la misma queda librada al criterio del juez. 

Sin embargo, la doctrina ha elaborado ciertas pautas para establecer cuándo hay temeridad y malicia. Así, se ha entendido que es temeraria la conducta de quien litiga sabiendo que carece de razón para hacerlo, y que es maliciosa la actitud de quien ejecuta u omite ciertos actos, con el sólo propósito de impedir que el proceso avance.

En materia de sanciones, el art. 45 establece que cuando se declarase maliciosa o temeraria la conducta asumida en el pleito por quien lo perdiere total o parcialmente, y no fuese aplicable el art. 4, dec.-ley 4777/1963, el juez podrá imponer una MULTA a la parte vencida o a su letrado patrocinante o a ambos conjuntamente, según las circunstancias del caso. Su importe se fijará entre el tres por ciento (3%) y el diez por ciento (10%) del valor del juicio, o entre doscientos cincuenta pesos ($ 250) y veinticinco mil pesos ($ 25.000), si no hubiere monto determinado, y será a favor de la otra parte.

Sin perjuicio de considerar otras circunstancias que estime correspondan, el juez deberá ponderar la deducción de presunciones, defensas, excepciones o interposición de recursos que resulten inadmisibles, o cuya falta de fundamento no se pueda ignorar de acuerdo con una mínima pauta de razonabilidad, o encuentre sustento en hechos ficticios o irreales o que manifiestamente conduzcan a la dilatación del proceso. 

EL ERROR IN PROCEDENDO Y EL ERROR IN IUDICANDO.

El juez puede incurrir en error en dos aspectos de su labor. Uno de ellos consiste en la desviación o apartamiento de los medios señalados por el derecho procesal para la dirección del juicio. Este error compromete la forma de los actos, su estructura externa, su modo natural de realizarse. Se llama, tradicionalmente, “error in procedendo”. 
El segundo error o desviación no afecta los medios de hacer el proceso, sino su contenido. No se trata ya de la forma, sino del fondo, del derecho sustancial que está en juego en él. Este error consiste, normalmente, en aplicar una ley inaplicable, en aplicar mal la ley aplicable, o en no aplicar la ley aplicable. Puede consistir, asimismo, en una impropia utilización de los principios lógicos o empíricos del fallo.

La consecuencia de este error no afecta la validez formal de la sentencia, la que desde ese punto de vista puede ser perfecta, sino a su propia justicia. Se le llama, tadicionalmente, “error in iudicando”. 

El error in iudicando, cuya consecuencia natural –hemos dicho– es la sentencia injusta, constituye lo que en nuestro derecho se llama AGRAVIO; y que la sentencia que es fruto de un error in procedendo constituye lo que en todos los órdenes del derecho se conoce con el nombre de NULIDAD.
3. Costas, concepto. Teorías, régimen legal, principios y excepciones. Las costas en los incidentes. Costas al vencedor. “Plus pericial”. Alcance de la condena en costas.

VER UNIDAD 3 PTO. 6.

4. Aranceles profesionales; casos de inconstitucionalidad, jurisprudencia. Honorarios de los abogados, procuradores y auxiliares de la justicia.

5. Plazo para dictar las resoluciones judiciales. Retardo de justicia. Pérdida de la competencia: constitucionalidad, doctrina y jurisprudencia.

PLAZO PARA DICTAR LAS RESOLUCIONES JUDICIALES. RETARDO DE JUSTICIA. PÉRDIDA DE LA COMPETENCIA. CONSTITUCIONALIDAD, DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA.

Art. 34 – Deberes. Son deberes de los jueces:

3) Dictar las resoluciones con sujeción a los siguientes plazos:

a) Las providencias simples, dentro de los tres (3) días de presentadas las peticiones por las partes o del vencimiento del plazo conforme a lo prescripto en el art. 36, inc. 1º, e inmediatamente, si debieran ser dictadas en una audiencia o revistieran carácter urgente.

b) Las sentencias interlocutorias, salvo disposición en contrario, dentro de los diez (10) días o quince (15) días de quedar el expediente a despacho, según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado.

c) Las sentencias definitivas, salvo disposición en contrario, dentro de los cuarenta (40) o sesenta (60) días, según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado. El plazo se computará, en el primer caso, desde que el llamamiento de autos para sentencia quede firme, y en el segundo, desde la fecha del sorteo del expediente.

Art. 167 – Retardo de justicia. Los jueces o tribunales que por recargo de tareas u otras razones atendibles, no pudieren pronunciar las sentencias definitivas, dentro de los plazos fijados por este Código, deberán hacerlo saber a la Suprema Corte con anticipación de diez (10) días al vencimiento de aquéllos. El superior, si considerare admisible la causa invocada, señalará el plazo en que la sentencia debe dictarse por el mismo juez o tribunal o por otros del mismo fuero cuando circunstancias excepcionales así lo aconsejaren.

El juez o tribunal que no remitiere oportunamente la comunicación a que se refiere el párrafo anterior y no sentenciare dentro del plazo legal, o que habiéndolo efectuado no pronunciare el fallo dentro del plazo que se le hubiese fijado, perderá automáticamente la jurisdicción para entender en el juicio y deberá remitir el expediente al superior para que éste determine el juez o tribunal que deba intervenir.

Será nula la sentencia que se dicte con posterioridad.

En los tribunales colegiados, el juez que hubiere incurrido en pérdida de jurisdicción deberá pasar de inmediato el proceso a quien le sigue en orden de sorteo, en cuyo caso aquéllos se integrarán de conformidad con lo dispuesto en la ley orgánica del Poder Judicial.

Las disposiciones de este artículo sólo afectan la jurisdicción del juez titular y no la que ejerza interinamente por sustitución, en caso de vacancia o licencia del titular.

Al hacerse cargo del juzgado, luego de un período de vacancia, aquél podrá solicitar una ampliación general de los plazos, proporcionada al número de causas pendientes.

Art. 168 – Causal de mal desempeño. La pérdida de jurisdicción en que incurrieren los jueces de primera instancia o de cámara, conforme a lo establecido en el artículo anterior, si se produjere tres veces dentro del año calendario los someterá al proceso de la ley de enjuiciamiento.

Obligación de los jueces de sentenciar en el plazo establecido. Consecuencias – el art. 15 de la Constitución provincial manda que las causas se resuelvan en tiempo razonable. Y si bien es cierto que esa pauta así enunciada requiere de una precisión mayor, en lo que se refiere puntualmente al plazo para el dictado de las sentencias se debe estar a los términos legales que contiene el art. 34, previstos en el marco de los deberes de los jueces. De hecho, debemos presumir que el legislador ha encontrado “razonables” esos lapsos, y por ello los jueces deben ajustarse estrictamente a los mismos.

Con esa finalidad, en estas normas el CPCC establece las reglas a seguir por aquellos magistrados que, con motivos justificados, no puedan cumplir con el plazo preestablecido.

Previa petición anticipada y fundamentada a la Corte, será este tribunal el que decida si procede conceder un plazo mayor o –excepcionalmente– remitir la causa a otro juez para que la resuelva.

A renglón seguido se fija la sanción de pérdida de jurisdicción para aquellos jueces que incumplan tanto el plazo original como el nuevo otorgado por la Corte, debiendo enviar los actuados a este tribunal para que disponga lo pertinente, o bien pasarlos al juez que sigue en el orden del sorteo para los órganos colegiados, procediéndose luego a la integración de acuerdo con las pautas de la Ley Orgánica 5827.

La sentencia que se dicte vencido el plazo es fulminada con la nulidad. Sin embargo, cabe recordar que por tratarse de una nulidad procesal resultará relativa y, por ende, convalidable por las partes. De allí que la sanción de nulidad sea pedida expresamente.

Finalmente, el art. 168 considera que la pérdida de jurisdicción reiterada (3 veces en el año calendario) constituye una causal de enjuiciamiento según las pautas de la ley 8085.

6. Efecto de la sentencia respecto de la competencia del juzgador, excepciones.

EFECTOS DE LA SENTENCIA RESPECTO DE LA COMPETENCIA DEL JUZGADOR. EXCEPCIONES.

Art. 166 – Actuación del juez posterior a la sentencia. Pronunciada la sentencia, concluirá la competencia del juez respecto del objeto del juicio y no podrá sustituirla o modificarla.

Le corresponderá, sin embargo:

1) Ejercer de oficio, antes de la notificación de la sentencia, la facultad que le otorga el art. 36, inc. 3º. Los errores puramente numéricos podrán ser corregidos aun durante el trámite de ejecución de sentencia.

2) Corregir, a pedido de parte, formulado dentro de los tres (3) días de la notificación y sin sustanciación, cualquier error material; aclarar algún concepto oscuro, sin alterar lo sustancial de la decisión y suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio.

3) Ordenar, a pedido de parte, las medidas precautorias que fueren pertinentes.

4) Disponer las anotaciones establecidas por la ley y la entrega de testimonios.

5) Proseguir la sustanciación y decidir los incidentes que tramiten por separado.

6) Resolver acerca de la admisibilidad de los recursos y sustanciar los que se concedan en relación, y en su caso, decidir los pedidos de rectificación a que se refiere el art. 246.

7) Ejecutar oportunamente la sentencia.

Extinción de la competencia del juez de primera instancia. Excepciones a la regla – este art. comienza sentando la regla de que con el pronunciamiento de la sentencia concluye la competencia del juez respecto del objeto del juicio, no pudiendo sustituirla o introducir modificaciones en esa resolución.

No obstante, a continuación realiza una enumeración muy extensa de excepciones, por lo que dicha regla se ve debilitada (ver art.)

UNIDAD 17 – EFECTOS DE LA SENTENCIA.

1. Efectos de la sentencia: autoridad y eficacia; jurídicos, sustanciales y procesales. 

EFECTOS DE LA SENTENCIA. AUTORIDAD. EFECTOS JURÍDICOS, SUSTANCIALES Y PROCESALES. 

Mediante la sentencia, el juez crea una norma individual (lex specia​lis) que constituye una nueva fuente reguladora de la situación jurídica contro​vertida en el proceso y que, como manifestación trascendente que es del ejercicio de la función jurisdiccional, debe ser acatada por las partes y respeta​da por los terceros.

El efecto natural de toda sentencia consiste, por consiguiente, en su obli​gatoriedad o imperatividad, pues si así no fuese es obvio que carecería de objeto y de razón de ser.

Junto a ese efecto natural, existen efectos particulares que resultan del contenido de la sentencia: 

1) quedará eliminada la incertidumbre sobre la existencia, eficacia, modalidad o interpretación de una relación o estado jurídi​co si se trata de una sentencia meramente declarativa (incluyendo su modalidad constitutiva)

2) nacerá un título ejecutivo a favor del vencedor en el supuesto de que el sujeto pasivo de una sentencia de condena no se avenga a cumplir la prestación que aquélla le impuso 

3) quedará integrada la correspondiente rela​ción jurídica si se trata de una sentencia determinativa.

Algunos autores consideran que también constituye un efecto de la sen​tencia la extinción de la competencia del juez con respecto al objeto del proceso. Se trata de un efecto relativo, pues el juez que dictó la sen​tencia tiene atribuciones para conocer del recurso de aclaratoria, decretar medidas cautelares, decidir los incidentes que tramitan por separado, etc. Más que de una extinción de la competencia, se trata de una suspensión parcial y transitoria de ella, que es reasumida por el juez, a los fines de la ejecución, una vez ejecutoriada la sentencia.

Además de los mencionados, la sentencia produce 

· efectos secundarios o indirectos (consecuencia directa de al​gún efecto principal) 

· efectos indirectos (consecuencia del simple pronunciamiento del fallo) – tales son, por ejemplo, la facultad de pedir el embargo preventivo (o cualquier otra medida cautelar) en el caso de obtenerse una sentencia favorable; la imposición de las costas al vencido.

Efectos TEMPORALES.

De igual manera, el tipo de sentencia determina el alcance temporal de sus efectos 

1. Las sentencias declarativas, como principio, proyectan sus efectos hacia el momento en que tuvieron lugar los hechos sobre los cuales versa la de​claración de certeza: declarada, por ejemplo, la nulidad absoluta de un acto ju​rídico, la declaración judicial se retrotrae a la fecha en que aquél se celebró (CCiv. arts. 1038 y 1047).

2. Las sentencias constitutivas, en principio, sólo producen efecto hacia el futuro (ex nunc). Pero la regla no es absoluta, y en cada caso, por consiguiente, será necesario atenerse a lo que dispongan las per​tinentes prescripciones legales.

3. Las sentencias de condena, por su parte, revisten importancia a los fines de determinar la fecha desde la cual corresponde abonar los intereses y frutos:

a. en lo que atañe a los intereses, que deben ser ne​cesariamente reclamados en la demanda, cabe distinguir según se trate de: 

· obli​gaciones derivadas de contratos:

· si las obligaciones son a plazo, los intereses se devengan desde el vencimiento de aquél, pues la mora se produce de pleno derecho.

· si el plazo no estuviere expresamente convenido pero resultare tácitamente de la naturaleza y circunstancias de la obligación, los intereses corren desde que se formuló la in​terpelación extrajudicial (para la cual, como es sabido, no son exigibles formas determinadas) o, en su defecto, desde la notificación de la demanda (interpela​ción judicial).

· obligaciones derivadas de hechos ilícitos: 

· los intereses deben liquidarse desde la fecha en que se produjeron los perjuicios sobre que versa la reparación. 

b. Con respecto a los frutos, el art.2433 del CCiv. prescribe que deben restituirse desde la fe​cha de notificación de la demanda. 

2. Cosa juzgada, conceptos: teorías, caracteres, clases. Límites. Subjetivos: partes, sucesores universales y particulares, codeudores y acreedores solidarios, terceros. Límites objetivos. 

COSA JUZGADA. CONCEPTO. CARACTERES. 

La cosa juzgada significa, en general, la irrevocabilidad que adquie​ren los efectos de la sentencia cuando contra ella no procede ningún recurso que permita modificarla. 

No constituye, por lo tanto, un efecto de la sentencia, sino una cualidad que se agrega a ella para aumentar su estabilidad y que igual​mente vale para todos los posibles efectos que produzca.

De lo dicho se sigue que la cosa juzgada supone, fundamentalmente, la inimpugnabilidad de la sentencia, o, lo que es igual, la preclusión de los re​cursos que procedan contra ella (tanto por no haberse deducido como por ha​berse consumado la facultad de deducirlos). 

Para que una decisión judicial adquiera autoridad de cosa juzgada, es necesario que se haya dictado en un proceso contradictorio y con carácter final.

De allí que no sean susceptibles de adquirir aquella calidad los pronunciamientos dictados en jurisdicción voluntaria. 

Tampoco adquieren autoridad de cosa juzgada las sentencias interlocuto​rias, pues éstas sólo producen preclusión acerca de las cuestiones procesales sobre las que versan, y carecen de efectos extraprocesales.

Aún tratándose de procesos contenciosos, no cabe invocar la defensa de cosa juzgada sobre la base de lo decidido en un proceso anterior tramitado en rebeldía de una de las partes, ya que en ese caso la rebeldía adquiere proporciones desmesuradas e injustas.

En otro orden de ideas, la Corte ha expresado que el derecho reconocido por una sentencia pasada en autoridad  de cosa juzgada constituye un bien que queda incorporado al patrimonio del interesado.

CLASES. 

· Existe COSA JUZGADA EN SENTIDO FORMAL cuando, no obstante ser inimpugnable la sentencia dentro del proceso en el cual se dictó, existe la posibilidad de obtener, en un proceso posterior, un resultado distinto al alcanzado en aquel. 

· Existe COSA JUZGADA EN SENTIDO MATERIAL cuando a la irrecurribilidad de la sentencia se agrega la imposibilidad de que en cualquier circunstancia y en cualquier otro proceso se juzgue de un modo contrario a lo decidido por aquella. 

La cosa juzgada en sentido material comporta la normatividad del contenido de la sentencia, es decir, de la afirmación de la existencia o inexistencia de la consecuencia jurídica pretendida por una de las partes y expresada por el fallo, para todo procedimiento en que se cuestione la misma consecuencia jurídica. La cosa juzgada en sentido material presupone la cosa juzgada en sentido formal; y que esta última, por consiguiente, puede existir con independencia de la primera.

TEORÍAS ACERCA DE SU FUNDAMENTO.

.

Constituye una preocupación doctrinaria la de hallar una justificación racional al principio de la inmutabilidad de los pronunciamientos jurisdiccionales definitivos.

· Así, SAVIGNY sostuvo que toda sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada queda a cubierto de eventuales impugnaciones, por cuanto representa una ficción de la verdad, creada frente a la conveniencia de promover la estabilidad de las relaciones jurídicas. }

Crítica: esta teoría es susceptible de objeción si se considera que el esclarecimiento de la verdad no constituye más que una meta ideal del proceso civil, y que no es necesario recurrir al arbitrio de la ficción para salvar aquellos casos en que esa verdad no se logra.

· Mayor difusión alcanzó la teoría de POTHIER, en el sentido de que la autoridad de la cosa juzgada responde a la presunción absoluta de verdad de la sentencia. Esta concepción fue recogida por el Código de Napoleón y por el CCiv. italiano de 1856, que ubicaron a la cosa juzgada entre las presunciones legales.

Crítica: como observa Hugo Rocco, esta tesis parte de una hipótesis opuesta a la de la ficción de la verdad, pues mientras esta última trata de legitimar el error posible de la sentencia, aquélla se funda en la probabilidad de que la sentencia no contiene error, transformando esa mera probabilidad en una presunción iu​ris et de iure.

Al criticar esa concepción, expresa CHIOVENDA que la fuerza de la cosa juzgada reside en un acto de voluntad del Estado, con prescindencia del razona​miento judicial contenido en la sentencia. Lo que le acuerda fuerza imperativa y vinculante es el hecho de emanar del juez, que representa la voluntad del Es​tado.

Muchas otras teorías se han enunciado aparte de las expuestas. 

· ARTURO Rocco entiende que la cosa juzgada deriva de la necesidad de la cette​za judicial, que equivale, en el orden humano, a la verdad objetiva.

· CARNELUTTI considera que, en virtud del comando complementario que el juez ejerce, y cuya autori​dad es la misma que la de la ley general (lex generalis), la sentencia comporta una lex specialis provista de una eficacia semejante a la de aquélla.
LÍMITES OBJETIVOS A LA COSA JUZGADA.

El problema de los límites objetivos de la cosa juzgada ha sido tradi​cionalmente encarado desde dos puntos de vista. Uno fundamentalmen​te procesal, que atiende a la parte o partes de la sentencia que adquieren fuerza de cosa juzgada; el otro se refiere a la determinación de las cuestiones litigiosas que se hallan amparadas por esa fuerza.

Desde el punto de vista fundamentalmente procesal, ha sido am​pliamente debatido por la doctrina el problema consistente en determinar si la autoridad de la cosa juzgada comprende a la sentencia considerada como una unidad jurídica, es decir, tanto a los fundamentos como a la parte dispositiva, o si, por el contrario, es sólo esta última la que puede alcanzar aquella autoridad. 

SAVIGNY se encuentra entre los principales defensores de la primera tesis. Consideraba que la comprensión del pensamiento del juez impone la necesidad de examinar los motivos en que se funda la decisión pues, de lo contrario, la ex​cepción de cosa juzgada deducida en un proceso posterior no podría ser acep​tada ni rechazada. Ejemplo de tal imposibilidad es, en general, el de la senten​cia absolutoria: si el demandado ha opuesto diversas excepciones y el juez lo absuelve sobre la base de que una de ellas es fundada, la parte dispositiva se li​mita a declarar la absolución e impide determinar cuál es la excepción que ha prosperado y cuáles son las que han sido rechazadas 

El autor mencionado formula, además, una distinción entre los motivos que determinan la decisión: los objetivos, a los que define como los elementos constitutivos de las relaciones jurídicas invocadas por las partes; y los subjeti​vos, que son los móviles que influyen sobre el espíritu del juez, llevándolo a afirmar o a negar la existencia de aquellos elementos (argumentos corroboran​tes, presunciones, etc.). Subsiguientemente, afirma que solamente los motivos objetivos pueden alcanzar autoridad de cosa juzgada.

Otros autores, en cambio, consideran que la autoridad de la cosa juzgada reside en la parte dispositiva de la sentencia. Tal, por ejemplo, la opinión de CHIOVENDA, quien llega a esa conclusión tras afirmar que el juez no representa al Estado cuando razona sino cuando decide y que, por lo tanto, en el estud1o de la cosa juzgada debe prevalecer la afirmación de voluntad que cierra el proceso sobre el razonamiento lógico que la precede.

La doctrina rioplatense de derecho procesal ha asumido generalmente frente a este problema una actitud conciliadora. JOFRÉ y ALSINA, por ejemplo, entienden que cuando la parte dispositiva no se basta a sí misma, procede exa​minar los motivos, a fin de precisar o interpretar su alcance; el segundo de estos juristas agrega que tal recurso es incluso válido para rectifi​car algún error material del fallo (como parte de la sentencia), cuando con ello no se altere la sustan​cia de la decisión.

Por su parte, COUTURE considera que si bien como regla las premisas o considerandos del fallo no hacen cosa juzgada, por excepción adquieren esa au​toridad cuando lo dispositivo se remite a ellos en forma expresa o cuando cons​tituyen un antecedente lógico absolutamente inseparable (cuestión prejudicial) de lo dispositivo.

La jurisprudencia, en general, se ha orientado en sentido concordante al de las conclusiones precedentemente enunciadas.

En cuanto a la determinación de las cuestiones litigiosas, rige el princi​pio de que la autoridad de la cosa juzgada se extiende a todas aquellas cuestio​nes que han sido debatidas en el proceso y decididas por la sentencia. Pero ello requiere ciertas aclaraciones: 

1) la cosa juzgada cubre incluso aquellas cuestiones que, pudiendo haber sido objeto de debate entre las partes, no lo fueron. 

2) tampoco podría invalidarse la cosa juzgada sobre la base de una prueba que no fue ofrecida en el primer proceso.

3) no adquieren autoridad de cosa juzgada los meros argumen​tos corroborantes (tales los que puede formular el juez acerca del derecho de propiedad en un proceso que, como el de interdicto, versa exclusivamente sobre la posesión o la tenencia), ni las declaraciones incidentales que no sean requeridas para la solución del pleito. Pero, mediando esta última condición, también las decisiones implícitas son susceptibles de adquirir autoridad de cosa juzgada.

LÍMITES SUBJETIVOS A LA COSA JUZGADA.

Es regla que la cosa juzgada solo afecta a quienes fueron parte en el proceso en que se dictó la sentencia investida de aquella autoridad. Esta, por consiguiente, no puede beneficiar ni perjudicar a los terceros que han sido ajenos al proceso. 

Por “partes” debe entenderse  no solo a los sujetos activo y pasivo de la pretensión procesal, sino también a todas aquellas personas que, en las condiciones previstas en la ley, se han incorporado voluntariamente al proceso o han sido citadas para intervenir en él, y a quienes la sentencia afecta como a los litigantes principales.

A los efectos de determinar los límites subjetivos de la cosa juzgada es menester atenerse a la identidad jurídica de las partes. En ese orden de ideas, la cosa juzgada no se extiende a quien, habiendo actuado en el primer proceso por derecho propio, lo hace en el segundo como representante legal o convencional de un tercero; ni a quien reclama como heredero benefi​ciario en un proceso y como acreedor hipotecario en otro; etc. 

Por el con​trario, no obstante el cambio de personas físicas, la cosa juzgada alcanza a los sucesores universales de quienes intervinieron en el proceso como partes.

La regla enunciada en el primer párrafo admite, sin embargo, algunas excepciones, fundadas en las vinculaciones jurídicas existentes entre las partes y terce​ros.

En efecto, tratándose de obligaciones solidarias, la cosa juzgada puede ser invocada por los coacreedores que no participaron en el proceso, así como los codeudores contra el coacreedor que fue parte en el juicio; de igual forma, la sentencia obtenida por el usufructuario, tanto en el juicio petitorio como en el posesorio, beneficia al nudo propietario para la conservación de los derechos sobre los cuales debe velar; etc.

3. La autoridad de la sentencia en las cuestiones de estado civil: teorías, doctrina y jurisprudencia.

LA AUTORIDAD DE LA SENTENCIA EN LAS CUESTIONES DE ESTADO CIVIL. TEORÍAS, DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA.

Tanto la jurisprudencia como la doctrina aceptan, en general, la regla de que las sentencias dictadas en cuestiones de estado adquieren autoridad de cosa juzgada no solo respecto de quienes han intervenido en el proceso, sino erga omnes. 

El fundamento de tal conclusión suele enunciarse con referencia al carácter indivisible que reviste el estado civil de las personas, y al principio de orden público que se halla comprometido en todas las cuestiones que afecten a la organización de la familia.

No se trata de un principio absoluto. Es indiscutible la autoridad de cosa juzgada erga omnes que reviste la sentencia de estado dictada frente a los legítimos contradictores primarios, o sea, a los sujetos directos de la relación jurídica controvertida, como serían en un juicio de filiación el padre y el hijo. 

No ocurre lo mismo cuando el juicio se ha sustanciado con la intervención de legítimos contradictores secundarios, como serían en materia de filiación los parientes del supuesto padre. El interés de estos queda desplazado por el de los legítimos contradictores primarios, pero entre sí, gozan de una legitimación de igual grado y, como consecuencia de ello, su actividad procesal no puede afectar el ejercicio de los derechos pretendidos por los restantes legitimados que se encuentren en su misma posición. 

Si la sentencia fue pronunciada frente a un legítimo contradictor secundario, la cosa juzgada es oponible a todos los terceros, menos a los otros legítimos contradictores secundarios, porque estos tienen, en comparación con los que fueron parte en el juicio, un interés y un derecho igual. 

Si se admitiese la cosa juzgada en estos supuestos, se consagraría la injusticia de hacer recaer sobre los que demandaron posteriormente las consecuencias de la actuación negligente o deficiente de los que primero lo hicieron.

4. Procesos fraudulentos y simulados, concepto, diferencias específicas, doctrina, jurisprudencia, legislación.

5. La sentencia sujeta a recurso, concepto: teorías.

LA SENTENCIA SUJETA A RECURSO. CONCEPTO. TEORÍAS. 

Ineficacia provisional de la sentencia – dictada y notificada la sentencia de primera instancia, se abre una nueva etapa del procedimiento, durante la cual ella queda a merced de la impugnación de las partes. 

Esta posibilidad de impugnación consiste en la facultad de deducir contra el fallo los recursos que el derecho positivo autoriza.

La impugnación del recurrente apareja, dijimos, la suspensión de los efectos de la sentencia. De esta suspensión surge un estado de cosas complejo, que la doctrina ha interpretado de diferentes maneras:

· para algunos, se trata de un acto sometido a condición resolutoria (KOHLER, MORTARA).

· otros, en cambio, opinan que no se trata de una sentencia, sino de un acto que puede devenir en sentencia (CHIOVENDA).

· también están aquellos que sostienen que es un acto perfecto, con fuera obligatoria propia (ROCCO).

· otros, que se trata de un acto imperativo, aunque no inmutable (CARNELUTTI).

· finalmente, no faltan quienes lo consideran como un acto sometido a condición suspensiva (VASSALLI, CALAMANDREI).

Por nuestra parte (COUTURE), consideramos que el problema de la sentencia pendiente de recurso no es uno sino múltiple, y que sólo puede ser resuelto considerando por separado las distintas situaciones. 

Debemos comenzar colocando, en primer término, la situación de la sentencia durante el plazo dentro del cual las partes pueden interponer los recursos. Dentro de este plazo, la sentencia es un ACTO JURÍDICO SOMETIDO A CONDICIÓN SUSPENSIVA. Si el recurso no fuere interpuesto, la condición no se cumple, y el acto se considera puro y simple desde el día de su otorgamiento. 

Debe distinguirse, luego, cuando se ha interpuesto el recurso de apelación. En este caso, la sentencia no es, por sí misma, un acto perfecto. Constituye, en todo caso, una sola de las dos o más etapas en las cuales se desarrolla la obra de la jurisdicción. En tal sentido, la voluntad originaria, por sí sola, no completa el acto; por su parte, la voluntad confirmatoria, por sí sola, sin el antecedente de la voluntad originaria, tampoco constituye el acto. Sólo la voluntad originaria y la confirmatoria lo completan. De ello surge que cuando el fallo de primera instancia resulta confirmado, la función jurisdiccional sólo puede darse por cumplida a partir de la sentencia de segunda instancia. 

Por otro lado, debemos referirnos al supuesto en que la sentencia de segunda instancia fuere revocatoria. En este caso, son más claros aún los efectos constitutivos del fallo de segunda instancia. Nada hay en la sentencia de primera instancia que pertenezca a la de la segunda, ya que los resultados de ambas son opuestos. Solamente debe subrayarse el carácter necesario de la sentencia de primera instancia (sea cual fuere su conclusión) para la producción de la cosa juzgada.

Finalmente, cabe distinguir la naturaleza de la sentencia sometida a recurso, cuando la impugnación no se refiere al mérito de aquélla, como acontece en la apelación, sino a la forma, como sucede en el recurso de nulidad.

En este caso, la situación varía. El acto impugnatorio queda sometido a revisión en cuanto a su validez externa. De esta manera, los efectos del fallo de primera instancia quedan sometidos a condición suspensiva durante la segunda instancia; y rechazado el recurso, cesan los efectos suspensivos, adquiriendo el acto carácter de puro y simple desde la fecha de su expedición. Rechazada la nulidad, los efectos de la sentencia de segunda instancia son declarativos, no constitutivos. 

Si, por el contrario, la sentencia de segunda instancia anulara la anterior, sus efectos son constitutivos, y la invalidez del fallo supone reintegrar las cosas al estado en que se encontraban antes de su dictado. 

UNIDAD 18 – MODOS ANORMALES DE TERMINACIÓN DEL PROCESO.

Frente a la sentencia definitiva que constituye el modo normal de terminación de todo proceso, existen diversos actos y situaciones que producen el mismo resultado, aunque algunos de ellos no afectan al derecho sustancial que puede asistir a las partes y posibilitan la reproducción de la pretensión en un proceso posterior.

1. Desistimientos, clases, conceptos, equívocos de la expresión. Capacidad. Bilateralidad. Revocación. Costas. Efectos.

DESISTIMIENTOS. CONCEPTO. CLASES. EFECTOS.

No es posible enunciar un concepto del desistimiento como institución procesal, por cuanto reviste características autónomas y nítida​mente diferenciables según sea la finalidad que persiga.

Existen dos clases de desistimiento:

1) de la pretensión (o del proceso).

2) del derecho.

Desistimiento DE LA PRETENSIÓN – es el acto mediante el cual el actor manifiesta su voluntad de poner fin al proceso, sin que se dicte una sentencia de fondo respecto del derecho material invocado como fundamento de aquélla.

Sólo comporta el expreso abandono del proceso y la consecuente desaparición de su objeto (pretensión), pero no afecta al derecho material que pudiere corresponder al actor. No impide el planteamiento de la misma pretensión en otro proceso ulterior, de idéntico con​tenido, salvo que se haya operado la prescripción 

Como consecuencia del desistimiento de la pretensión quedan sin efecto los actos procesales cumplidos; pero las pruebas incorporadas al proceso que mediante él se extingue pueden ser utilizadas en el proceso posterior que se promueva.

Formulado el desistimiento de la pretensión, el juez debe disponer la extinción del proceso y el archivo de las actuaciones, imponer las costas en la forma que corresponda y practicar las regulaciones de honorarios de los profesionales intervinientes.

Art. 304 – Desistimiento del proceso. En cualquier estado de la causa anterior a la sentencia, las partes, de común acuerdo, podrán desistir del proceso manifestándolo por escrito al juez, quien sin más trámite lo declarará extinguido y ordenará el archivo de las actuaciones.

Desistimiento DEL DERECHO – es el acto en cuya virtud el actor abdica del derecho material invocado como fundamento de su pretensión. Constituye un acto paralelo al allanamiento.

E1 desistimiento del derecho trae aparejado el desistimiento de la pretensión, pues no cabe concebir la subsisten​cia de una pretensión despojada de su fundamento sustantivo.

E1 efecto de esta clase de desistimiento consiste en que no podrá promoverse otro proceso por el mismo objeto y causa.

E1 desistimiento del derecho produce efectos equiva​lentes a los de la cosa juzgada, pues constituye un impedimento a la discusión posterior del derecho material que el actor invocó como fundamento de su pre​tensión.

Art. 305 – Desistimiento del derecho. En la misma oportunidad y forma a que se refiere el artículo anterior, el actor podrá desistir del derecho en que fundó la acción. No se requerirá la conformidad del demandado, debiendo el juez limitarse a examinar si el acto procede por la naturaleza del derecho en litigio, y a dar por terminado el juicio en caso afirmativo. En lo sucesivo no podrá promoverse otro proceso por el mismo objeto y causa.

CAPACIDAD.

La capacidad para desistir coincide con la capacidad proce​sal (aptitud para ejecutar actos procesales válidos).

En el ámbito de la representación convencional, el desistimiento de la pretensión no requiere facultad especial contenida en el mandato. En cambio, para desistir del derecho es necesario poder especial, cuando él comporta la re​nuncia gratuita de un derecho (CCiv. art. 1881).
Si se trata de representantes legales, toda vez que no pueden renunciar a los derechos de sus pupilos o curados aún con autorización judicial (CCiv. art. 450), carecen de facultades para desistir del derecho judicial​mente invocado en nombre de aquéllos.

REVOCACIÓN DEL DESISTIMIENTO.

Art. 306 – Revocación. El desistimiento no se presume y podrá revocarse hasta tanto el juez se pronuncie, o surja del expediente la conformidad de la contraria.

COSTAS.

El CPCC establece que las costas se impondrán a quien desiste, salvo que el desistimiento obedezca exclusi​vamente a cambios de legislación o jurisprudencia y se lleve a cabo sin demora injustificada (art. 73). 

Esta excepción es sólo aplicable al desisti​miento del derecho.

Si el desistimiento se produce de común acuerdo y las partes nada estipulan acerca del pago de las costas, estas deben pagarse en el orden causado.

2. Allanamiento. Concepto. Diferencias con el reconocimiento y la confesión. Requisitos. Oportunidad. Costas. Efectos. El principio de bilateralidad. El desistimiento del derecho (renuncia) como antítesis del allanamiento.

ALLANAMIENTO. CONCEPTO. 

El allanamiento es una de las actitudes que el demandado puede asumir frente a la demanda, y consiste en la declaración en cuya virtud aquel reconoce que es fundada la pretensión interpuesta por el actor.

DIFERENCIAS CON EL RECONOCIMIENTO Y LA CONFESIÓN.

Diferencias con el reconocimiento.

Existe reconocimiento cuando se aceptan como ciertos los hechos afirmados por la otra parte en la demanda. El efecto principal del reconocimiento es eximir de la carga de la prueba a la otra parte, pero la litis no desaparece, sino que continúa desarrollándose como una cuestión de puro derecho. 

Por su parte, el allanamiento se refiere a la pretensión del actor; su efecto es no sólo eximir de la prueba al actor, sino también poner fin a la litis.

Diferencias con la confesión.

La confesión no puede sino referirse a hechos propios del confesante, que lo perjudican; mientras que el allanamiento se refiere a la pretensión, independientemente de la justificación de los hechos. 

REQUISITOS.

El allanamiento debe ser:

· oportuno: en tal sentido, el demandado puede allanarse a la pretensión en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia.

· incondicionado: en efecto, al allanamiento debe ser la completa sumisión a la pretensión del actor, sin reservas ni reticencias.

· total: ya que esta figura procesal solamente tiene sentido cuando el demandado se somete a la pretensión del actor en toda su integridad.

· expreso: es decir, debe formularse categóricamente y, aunque no se exijan formas solemnes, es necesario que de la declaración de voluntad del demandado surja inequívocamente.

OPORTUNIDAD.

Art. 307 – Oportunidad y efectos. El demandado podrá allanarse a la demanda en cualquier estado de la causa anterior a la sentencia.

El juez dictará sentencia conforme a derecho, pero si estuviere comprometido el orden público, el allanamiento carecerá de efectos y continuará el proceso según su estado.

Cuando el allanamiento fuere simultáneo con el cumplimiento de la prestación reclamada, la resolución que lo admita será dictada en la forma prescripta en el art. 161.

Oportunidad – con respecto a la oportunidad de su formulación, el allanamiento puede tener lugar no sólo dentro del plazo establecido para la contestación de la demanda, sino en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia definitiva
COSTAS.

No se impondrán costas al vencido cuando hubiese reconocido oportu​namente como fundadas las pretensiones de su adversario allanándose a satis​facerlas, a menos que hubiere incurrido en mora o que por su culpa hubiere dado lugar a la reclamación.

También constituye causal de eximición el hecho de que el demandado se allane dentro del quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados.

Para que proceda la exención de costas, el allana​miento debe ser real, incondicionado, oportuno, total y efectivo.

EFECTOS.

El hecho de que el demandado se allane a la pretensión del actor no exime al juez de la obligación de dictar sentencia sobre el fondo del asunto.

No obstante el allanamiento, el juez no está obligado a dictar una sen​tencia acorde con la petición formulada en la demanda. Por ello dispone el art. 307 párr. 2° CPCC que el juez dictará sentencia conforme a derecho, pero si es​tuviere comprometido el orden público, el allanamiento carecerá de efectos y continuará el proceso según su estado.

Cuando el allanamiento fuere simultáneo con el cumplimiento de la prestación reclamada, la resolución que lo admita será dictada en la forma pres​cripta en el artículo 161. En tal sentido, el pronunciamiento deberá ajustarse a las formalidades de la sentencia interlocutoria.

En caso de litisconsorcio voluntario, el allanamiento de un litisconsorte autoriza a dictar sentencia respecto de él, sin perjuicio de que la causa continúe con los restantes. En cambio, si se trata de litisconsorcio necesario, el allanamiento formulado por uno de ellos carece de eficacia mientras los restantes no adopten la misma actitud, en razón de la indivisibilidad que caracteriza al objeto del proceso. Aquél acto solo lleva aparejada la consecuencia de liberar a su autor de las cargas inherentes al desarrollo ulterior del litigio y de eximirlo de la responsabilidad del pago de las costas.

EL PRINCIPIO DE BILATERALIDAD.

EL DESISTIMIENTO DEL DERECHO COMO ANTÍTESIS DEL ALLANAMIENTO.

3. Transacción, concepto. Normas sustanciales y procesales. Requisitos y objeto. Forma. Homologación. Efectos. Costas.

TRANSACCIÓN. CONCEPTO.

Es un modo de extinción de las obligaciones; es también un modo anormal de terminación del proceso.

Se la define como un acto jurídico bilateral, por el cual las partes, haciéndose concesiones recíprocas, extinguen obligaciones liti​giosas o dudosas (art. 832 CCiv.).

NORMAS SUSTANCIALES Y PROCESALES. 

Existen normas referidas a la transacción contenidas tanto en el CCiv. (normas sustanciales) como en el CPCCBA (normas procesales). A continuación se analizan.

FORMA. 

Art. 308 – Forma y trámite. Las partes podrán hacer valer la transacción del derecho en litigio, con la presentación del convenio o suscripción de acta ante el juez. Éste se limitará a examinar la concurrencia de los requisitos exigidos por la ley para la validez de la transacción, y la homologará o no. En este último caso continuará los procedimientos del juicio.

Si la transacción versare sobre derechos ya litigiosos, no podrá hacerse válidamente sino presentándola al juez de la causa, firmada por los interesados. Antes que las partes se presenten al juez ex​poniendo la transacción que hubiesen hecho, o antes que acompañen la escritu​ra en que ella conste, la transacción no se tendrá por concluida y los interesados podrán desistir de ella (Art. 838 CCiv.) 

La ley procesal reproduce la exigencia formal del CCiv., añadiendo sólo la posibilidad –implícitamente– de que la transacción se documente en acta judicial.

HOMOLOGACIÓN.

Sin perjuicio de que la transacción surta efectos desde la presentación del escrito o de la suscripción del acta ante el juez, ella se integra, procesalmente, mediante la homologación judicial. 

Ante la ausencia de resolución homologatoria, el proceso no se extingue y tampoco cabe la posibilidad de obtener el cumplimiento de la transacción por la vía de la ejecución de sentencia.

EFECTOS.

La transacción extingue los derechos y obligaciones que las partes hubiesen renunciado, y tiene para con ellas la auto​ridad de la cosa juzgada (art. 850 CCiv) 

En cuanto al momento en que este efecto se produce, tratándose de derechos litigiosos, el CCiv. lo fija en el de la presentación de la transacción ante el juez de la causa e, implícitamente, en el de su celebración verbal en presencia del juez.

No puede desconocerse a este último la facultad de examinar la capacidad y personería de quienes realizaron el acto, así como también la transigibilidad de los derechos de que se trate, en los términos de las diferentes normas contenidas en el Código Civil.

COSTAS.

Cuando el proceso finaliza por transacción, las costas se imponen en el orden causado, respecto de aquellos que celebraron el avenimiento. 
Con respecto a quienes no formaron parte de la misma, se aplican las normas generales conforme al art. 73 1° parte. 
4. Conciliación, concepto. Diferencias con el desistimiento, allanamiento y la transacción. Oportunidad en que se puede configurar. Modalidades en los procesos orales. 

CONCILIACIÓN. CONCEPTO.

La doctrina no ha logrado todavía formular un concepto inequívoco de la conciliación  como modo anormal autónomo de terminación de los procesos. ALSINA se limita a decir que la conciliación no importa una transacción, aunque esta pueda ser a veces la consecuencia de aquella. 

AYARRAGARAY sostiene que la diferencia fundamental entre la conciliación y la transacción reside en que, mientras esta última solo cabe en materia de intereses pecuniarios, la conciliación puede comprender otro género de pretensiones jurídicas, como podrían ser, por ejemplo, los referentes a la residencia de los cónyuges durante el juicio de divorcio o a la tenencia de los hijos.

Concluimos que si cabe hablar de conciliación como un medio anormal autónomo de terminación de los procesos, sólo puede serlo en el sentido de que ella supone la iniciativa y la intervención del juez en la celebración del acto.  

Sin perjuicio de estas observaciones previas, digamos que la conciliación es el avenimiento o acuerdo amigables de las partes arreglando sus diferencias. 

DIFERENCIAS CON EL DESISTIMIENTO, EL ALLANAMIENTO Y LA TRANSACCIÓN. 

En lo que concierne a su contenido, debe estimarse que es susceptible de participar de las características de los restantes modos anormales de conclusión del juicio, pues mediante ella las partes pueden concretar un desistimiento, una transacción o un allanamiento, o una figura compleja que presente, al mismo tiempo, notas comunes a esas instituciones.

OPORTUNIDAD EN QUE SE PUEDE CONFIGURAR.

De acuerdo con la oportunidad en que se lleve a cabo, existen 2 tipos de conciliación:

· conciliación preventiva o preprocesal (antes del proceso).

· conciliación intraprocesal (dentro del proceso).

MODALIDADES EN LOS PROCESOS ORALES.

EFECTOS.

Art. 309 – Efectos. Los acuerdos conciliatorios celebrados por las partes ante el juez y homologados por éste tendrán autoridad de cosa juzgada. Se procederá a su cumplimiento en la forma establecida para el trámite de ejecución de sentencia.

5. Caducidad de instancia, concepto. Importancia según que se produzca en primera o ulteriores instancias. Formas en que se declara, régimen legal. Presupuestos. Procesos, partes y personas a las que se aplica; particularidades cuando existe reconvención. Plazos. Suspensión e interrupción de los plazos de caducidad. Efectos de la caducidad de la instancia. Posibilidad de impugnación solamente cuando se la declara, quid, costas.

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. CONCEPTO.

La caducidad o perención de la instancia constituye un modo de extinción del proceso que tiene lugar cuando en él no se cumple acto de impulso alguno durante los plazos establecidos por la ley.

IMPORTANCIA SEGÚN QUE SE PRODUZCA EN PRIMERA O ULTERIORES INSTANCIAS.

VER “EFECTOS de la caducidad de la instancia”.

FORMAS EN QUE SE DECLARA. RÉGIMEN LEGAL.

Art. 315 (Texto según ley 12357, art. 1) – Quiénes pueden pedir la declaración. Oportunidad. Intimación previa. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, la declaración de caducidad podrá ser pedida en primera instancia, por el demandado; en los incidentes, por el contrario de quien lo hubiere promovido; en los recursos, por la parte recurrida. La petición deberá formularse antes de consentir el solicitante cualquier actuación del tribunal posterior al vencimiento del plazo legal y se sustanciará previa intimación a las partes para que en el término de cinco (5) días manifiesten su intención de continuar con la acción y produzcan actividad procesal útil para la prosecución del trámite, bajo apercibimiento en caso de incumplimiento, de decretarse la caducidad de la instancia.

Art. 316 (Texto según ley 12357, art. 1) – Modo de operarse. La caducidad podrá ser declarada de oficio, previa intimación a la que se refiere el artículo anterior y comprobación del vencimiento de los plazos señalados en el art. 310, pero antes de que cualquiera de las partes impulsare el procedimiento.

PRESUPUESTOS.

Constituyen presupuestos de la caducidad:

1) la existencia de una instan​cia, principal o incidental.

2) la inactividad procesal.

3) el transcurso de un pla​zo.

4) una resolución judicial que la declare operada.

1) Existencia de una instan​cia, principal o incidental – “instancia” es el conjunto de actos procesales que se suceden desde la interposición de una demanda, la petición que abre una etapa incidental del proceso o la concesión de un recurso, hasta la notificación de la sentencia o resolución que se persigue mediante tales actos. Sin embargo, aun hallándose abierta la instancia hay casos en que ella no es susceptible de caducidad.

2) La inactividad procesal – la inactividad procesal que es presupuesto de la caducidad significa la paralización total del trámite judicial útil, o sea, el no cumplimiento de acto idóneo alguno por ambas partes, por el juez o tribunal, o por los auxiliares de unos y otros. 

Pero, la caducidad no se produce cuando los juicios están pendientes de alguna resolución, y la demora en dictarla es impu​table al tribunal, porque en tales supuestos las partes se hallan eximidas de im​pulsar la marcha del proceso.
La inactividad debe ser continuada durante los lapsos que la ley determi​na. Por consiguiente, cualquier petición de las partes o actuación del tribunal que sea adecuada para impulsar el desarrollo del proceso y que se verifique antes del vencimiento de los plazos pertinentes, tiene por efecto la interrupción de la caducidad y determina la iniciación del curso de un nuevo plazo, resultando neutralizado el tiempo transcurrido con anterioridad.

3) El transcurso de un pla​zo – los períodos de inactividad procesal que deben transcurrir para que se produzca la caducidad se encuentran establecidos en el art. 310.

4) Una resolución judicial que la declare operada.
PROCESOS, PARTES Y PERSONAS A LAS QUE SE APLICA. 

Art. 313 – Improcedencia. No se producirá la caducidad:

1) En los procedimientos de ejecución de sentencia.

2) En los procesos sucesorios, de concurso, y, en general, en los voluntarios, salvo que en ellos se suscitare controversia.

3) Cuando los procesos estuviesen pendientes de alguna resolución y la demora en dictarla fuere imputable al tribunal.

Art. 314 – Contra quiénes se opera. La caducidad se operará también contra el Estado, los establecimientos públicos, los menores y cualquier otra persona que no tuviere la libre administración de sus bienes, sin perjuicio de la responsabilidad de sus administradores y representantes. Estas disposiciones no se aplicarán a los incapaces o ausentes que carecieren de representación legal en el juicio.

PARTICULARIDADES CUANDO EXISTE RECONVENCIÓN. 

PLAZOS. SUSPENSIÓN E INTERRUPCIÓN DE LOS PLAZOS DE CADUCIDAD.

Art. 310 – Plazos. Se producirá la caducidad de la instancia, cuando no se instare su curso dentro de los siguientes plazos:

1) De seis (6) meses, en primera instancia.

2) De tres (3) meses, en segunda o ulterior instancia, y en la justicia de paz.

3) De tres (3) meses, en cualesquiera de las instancias de los procesos sumarios y sumarísimos.

4) En el que se opere la prescripción de la acción, si fuere menor a los indicados precedentemente.

Art. 311 (Texto según ley 12357, art. 1) – Cómputo. Los plazos señalados en el artículo anterior se computarán desde la fecha de la última petición de las partes o resolución o actuación del tribunal, que tuviese por efecto impulsar el procedimiento. Correrán durante los días inhábiles, salvo los que correspondan a las ferias judiciales.

Para el cómputo de los plazos se descontará el tiempo en que el proceso hubiese estado paralizado o suspendido por acuerdo de las partes o por disposición del juez.

Art. 312 – Litisconsorcio. El impulso del procedimiento por uno de los litisconsortes beneficiará a los restantes.

Suspensión de los plazos de caducidad – los plazos se suspenden cuando por razones de fuerza mayor o en virtud de cualquier otra causa independiente de la voluntad de las partes, estas se encuentran en la imposibilidad de activar la marcha del proceso. 

La suspensión comporta la extinción de los efectos del tiempo transcurrido mientras subsisten los hechos que la motivan, pero no priva de utilidad al lapso de inactividad anterior a esos hechos, el cual es nuevamente computable cuando estos desaparecen (ver última parte art. 311)
Interrupción de los plazos de caducidad – la interrupción de la caducidad torna ineficaz el tiempo transcurrido con anterioridad al acto interruptivo, comenzando a correr, desde que éste se verifica, un nuevo plazo de caducidad.

Constituyen actos interruptivos de la caduci​dad toda petición de las partes, o resolución o actuación del tribunal que tuviese por efecto impulsar el procedimiento
Se ha resuelto que son actos interruptivos los siguientes:

· el pedido de notificación del traslado de la demanda.

· el pedido de nueva audiencia y la fijación de ésta.

· el escrito dándose por notifica​do de la providencia de apertura de la causa a prueba, siempre que vaya acom​pañado de la actividad necesaria para notificar a la otra parte.

· el pedido de bús​queda de un expediente extraviado.
· un dictamen del ministerio público.

· los trámites realizados para obtener la conce​sión del beneficio de litigar sin gastos.

· el escrito en el cual se denuncia el domi​cilio de uno de los codemandados a los efectos de notificar el traslado de la de​manda, etc.
EFECTOS DE LA CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. 

Art. 318 – Efectos de la caducidad. La caducidad operada en primera o única instancia no extingue el derecho, la que podrá ejercitarse en un nuevo juicio, ni perjudica las pruebas producidas, las que podrán hacerse valer en aquél. La caducidad operada en instancias ulteriores acuerda fuerza de cosa juzgada a la resolución recurrida.

La caducidad de la instancia principal comprende la reconvención y los incidentes; pero la de éstos no afecta la instancia principal.

Efectos de la caducidad de la instancia – distintos son los efectos según que se opere en pri​mera o en ulterior instancia. 

La declaración de caducidad de la primera o única instancia sola​mente produce la extinción del proceso, sin afectar el derecho material invoca​do como fundamento de la pretensión. 

Una vez firme la resolución que declara la caducidad, corresponde el levantamiento de las medidas cautelares trabadas en el proceso perimido.

Indirecta​mente, la caducidad de la instancia puede extinguir el derecho en el supuesto del art.3987 CCiv., que dispone que la interrupción de la prescripción causada por la demanda "se tendrá por no sucedida", entre otros casos, "si ha tenido lugar la deserción de la instancia".

Agrega el art. 318 que la caducidad operada en instancias ulteriores acuerda fuerza de cosa juzgada a la resolución recurrida. 

El art.318 dispone también que la caduci​dad de la instancia principal comprende la reconvención y los incidentes; pero la de éstos no afecta la instancia principal.

POSIBILIDAD DE IMPUGNACIÓN SOLAMENTE CUANDO SE LA DECLARA. 

Art. 317 – Resolución. La resolución sobre la caducidad sólo será apelable cuando ésta fuere declarada procedente. En segunda o ulterior instancia, la resolución sólo será susceptible de reposición si hubiese sido dictada de oficio.

Impugnación – la ley formula una distinción basada en la instancia de que se trate.

Con relación a la caducidad de la primera instancia, el art. 317 párr. 1 prescribe que la resolución sobre la caducidad sólo será apelable cuando ésta fuere declarada procedente. En sentido concordante, es irrecurrible la decisión que deses​tima el pedido de caducidad.

Con relación a la caducidad de la segunda instancia, el párr. 2 del mismo art. prevé que en segunda o ulterior instancia la resolución sólo será susceptible de reposición si hubiese sido dic​tada de oficio. En este caso, es irrecurrible la declaración de caduci​dad dictada a pedido de parte.

QUID.

COSTAS.

UNIDAD 19 – RECURSOS.

1. Recursos y remedios. Conceptos. Fundamentos. La única y la múltiple instancia: ventajas e inconvenientes. Clasificación de los recursos. 

RECURSOS Y REMEDIOS. CONCEPTOS. 

Se denomina recurso al acto procesal en cuya virtud la parte que se considera agraviada por una resolución judicial pide su reforma o anulación, total o parcial, sea al mismo juez o tribunal que la dictó o a un juez o tribunal jerárquicamente superior.

Al referirse a los medios de impugnación de las sentencias, parte de la doctrina moderna formula una distinción entre remedios y recursos. Los primeros tienen por objeto la reparación de errores procesales y su decisión se confía al propio juez que incurrió en ellos; los segundos persiguen un nuevo examen por parte de un tribunal jerárquicamente superior, llamado a ejercer un control sobre la justicia de la resolución impugnada.

Más apropiado parece, por ello, caracterizar a los recursos como una especie dentro de los remedios que la legislación en general acuerda a fin de complementar, rescindir,  anular o modificar actos jurídicos. Dentro del ámbito del proceso existen, a su vez, remedios que no constituyen recursos en sentido estricto, como son los de acción de nulidad que se concede contra los laudos de los amigables componedores, el proceso de conocimiento subsiguiente al de ejecución, el llamado recurso de revisión, etc.

FUNDAMENTOS.

La razón de ser de los recursos reside en la falibilidad del juicio humano y en la consiguiente conveniencia de que, por vía de reexamen, las decisiones judiciales se adecuen, en la mayor medida posible, a las exigencias de la justi​cia. 

El Estado apoya esta tendencia porque el examen mediante el tribunal superior aporta mayor seguridad a la justicia de la resolución y aumenta la confianza del pueblo en la jurisdicción estatal; y, además, le interesa al Esta porque la jurisprudencia de los tribunales superiores sirve para dirigir y formar a los inferiores, para elevar su administración de justicia y unificar la aplicación del derecho.

LA ÚNICA Y LA MÚLTIPLE INSTANCIA: VENTAJAS E INCONVENIENTES.

CLASIFICACIÓN DE LOS RECURSOS.

La clasificación básica está determinada por el carácter ordinario o extraordinario de aquellos.

La pauta para distinguir a los recursos ordinarios de los extraordinarios debe buscarse en la mayor o menor medida de conocimiento que acuerdan a los tribunales competentes para conocer de ellos. Los primeros se hallan previstos para los casos corrientes y tienen por objeto reparar cualquier irregularidad procesal o error en juicio; los segundos se conceden con carácter excepcional, respecto de cuestiones específicamente determinadas por la ley.

2. La aclaratoria, concepto. Procedencia, oportunidad, límites y efectos. El poder de corrección del juez. 

LA ACLARATORIA. CONCEPTO. 

El recurso de aclaratoria es el remedio que se concede a las partes para obtener que el mismo juez o tribunal que dictó una resolución subsane las deficiencias materiales o conceptuales que contenga, o la integre de conformi​dad con las peticiones oportunamente formuladas.

PROCEDENCIA, OPORTUNIDAD, EFECTOS. 

Art. 166 – Actuación del juez posterior a la sentencia. Pronunciada la sentencia, concluirá la competencia del juez respecto del objeto del juicio y no podrá sustituirla o modificarla. Le corresponderá, sin embargo: 

2) Corregir, a pedido de parte, formulado dentro de los tres (3) días de la notificación y sin sustanciación, cualquier error material; aclarar algún concepto oscuro, sin alterar lo sustancial de la decisión y suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio.

Procedencia, oportunidad, límites y efectos – constituyen errores materiales los errores de copia o aritméticos, los equívocos en que hubiese incurrido el juez acerca de los nombres y calidades de las partes, y la contradicción que pudiere existir entre los considerandos y la parte dispositiva.

Por “concepto oscuro” debe entenderse cualquier discordancia que resulte entre la idea y los vocablos utilizados para representarla.

Este recurso tiene también por objeto suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido el juez sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio. Los términos de la norma autorizan a interpretar que la aclaratoria es procedente para suplir omisiones de pronunciamiento tanto sobre cuestiones accesorias como sobre pretensiones principales o defensas oportunamente articuladas en el proceso.

El recurso se interpone por escrito y corresponde fundarlo, debiendo el juez o tribunal resolverlo sin ninguna clase de sustanciación.

Por último, el recurso de aclaratoria no suspende el plazo para interponer el recurso de apelación. Esto determina la necesidad de presentar conjuntamente con aquél el recurso de apelación, para evitar la preclusión del plazo para interponerlo.

LÍMITES.

En lo que se refiere a los límites, es evidente que en estos casos se “cambia la sentencia”. Si se omitió uno de los rubros reclamados –por ejemplo– y por vía de la aclaratoria se lo trata, existe una modificación de la sentencia original. De la misma manera, si en un litisconsorcio se omitió incluir en la condena a uno de los codemandados que participó del pleito y mediante aclaratoria se lo condena expresamente, no puede decirse que no hubo modificación. Los límites son, entonces, difusos. 

En tal sentido, el obstáculo que impide alterar “lo sustancial” del decisorio no se encuentra debidamente perfilado y quedará en manos del juez el determinar cuándo una aclaratoria resulta válidamente operativa y cuándo se excede el marco de lo revisable por aquella vía.

De igual manera, el objeto de este recurso se rige como uno de sus límites, pues no puede interponerse para lograr algún resultado propio de otro recurso. 

EL PODER DE CORRECCIÓN DEL JUEZ.

Si bien las partes gozan del derecho de pedir la aclaratoria, el CPCCBA establece que el juez puede realizar de oficio las correcciones que aquélla implica. En tal sentido, podrá corregir los errores puramente numéricos, aún durante el trámite de ejecución de sentencia (art. 166 inc. 1 últ. Parte).

Asimismo, el art. 36 (facultades ordenatorias e instructorias) dispone que aun sin requerimiento de parte, los jueces y tribunales podrán corregir algún error material o suplir cualquier omisión de la sentencia acerca de las pretensiones deducidas en el litigio, siempre que la enmienda o agregado no altere lo sustancial de la decisión, y ésta no hubiese sido consentida por las partes.

3. La reposición. Concepto. Procedimiento de tramitación. El recurso de apelación en subsidio, efectos; fractura legal en cuanto a la fundamentación de este recurso, consecuencias y beneficios. El principio de economía procesal.

LA REPOSICIÓN. CONCEPTO.

El recurso de reposición o revocatoria constituye el remedio procesal tendiente a que el mismo juez o tribunal que dictó una resolución subsane, "por contrario imperio", los agravios que aquélla haya inferido a alguna de las par​tes.

PROCEDIMIENTO DE TRAMITACIÓN.

Art. 238 – Procedencia. El recurso de reposición procederá únicamente contra las providencias simples, causen o no gravamen irreparable, a fin de que el juez o tribunal que las haya dictado las revoque por contrario imperio.

Procedencia – 
la reposición solo procede respecto de las providencias simples, que son aquellas resoluciones judiciales que se dictan sin sustanciación previa, sea para impulsar el proceso o para ordenar actos de mera ejecución. Quedan excluidas las sentencias interlocutorias y las sentencias definitivas.

Las providencias simples son siempre recurribles mediante reposición, causen o no gravamen irreparable, pero a condición de que el recurrente tenga interés en la reconsideración de lo decidido.

El recurso es procedente en cualquier instancia, incluso en las extraordinarias, cuando la índole de la resolución lo justifique. Por consiguiente, las providencias simples dictadas por la Corte o las cámaras de apelaciones, las cuales deben ser suscriptas por los presidentes de esos tribunales, son susceptibles de reposición ante el respectivo tribunal.

Art. 239 – Plazo y forma. El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación de la resolución; pero cuando ésta se dictare en una audiencia, deberá interponerse verbalmente en el mismo acto.

Si el recurso fuese manifiestamente inadmisible, el juez o tribunal podrá rechazarlo sin ningún otro trámite.

Plazo y forma – el recurso debe deducirse dentro de los 3 días contados desde el día siguiente al de la notificación de la respectiva providencia; y el escrito mediante el cual se lo interpone debe ser fundado.

Si la resolución se dicta en el curso de una audiencia, el recurso debe interponerse verbalmente.

En ambos casos, el juez tiene la facultad de rechazar el recurso sin ningún otro trámite cuando fuese manifiestamente inadmisible.

Art. 240 – Trámite. El juez dictará resolución, previo traslado al solicitante de la providencia recurrida, quien deberá contestarlo dentro del plazo de tres (3) días si el recurso se hubiese interpuesto por escrito, y en el mismo acto si lo hubiese sido en una audiencia.

La reposición de providencias dictadas de oficio o a pedido de la misma parte que recurrió, será resuelta sin sustanciación.

Cuando la resolución dependiere de hechos controvertidos, el juez podrá imprimir al recurso de reposición el trámite de los incidentes.

Trámite – de acuerdo con el art., e1 recurso debe decidirse previa sustanciación. Sin embargo, agrega que la reposición de providencias dictadas de oficio o a pedido de la misma parte que recurrió será resuelta sin sustanciación.

La razón de ser de la excepción del 2º párrafo radica en la circunstancia de que carece de justificación acordar audiencia a la parte que no peticionó la providencia impugnada, pues falta en tal supuesto la concurrencia de interés jurídico.

Asimismo, el CPCC dispone que cuando la resolución dependiere de he​chos controvertidos, el juez podrá imprimir al recurso de reposición el trámite de los incidentes 

Art. 241 – Resolución. La resolución que recaiga hará ejecutoria, a menos que el recurso fuese acompañado del de apelación subsidiaria y la providencia impugnada reuniere las condiciones establecidas en el artículo siguiente para que sea apelable.

Resolución – expresa el art. que la resolución que recaiga hará ejecuto​ria a menos que: 

1) El recurso de reposición hubiere sido acompañado del de apelación subsidiaria y la providencia impugnada reuniere las condiciones es​tablecidas en el artículo siguiente para que sea apelable. 

2) Hiciere lugar a la revocatoria, en cuyo caso podrá apelar la parte contraria si correspondiere.

Por aplicación del principio de eventualidad, el inc. 1 del art. 241 admite que juntamente con el pedido de revocatoria se interponga el recurso de apelación, para el caso de que el primero no prospere. Pero a fin de que el juez, en el supuesto de mantener la providencia recurrida, pueda conce​der el recurso de apelación, aquélla debe ser de las que causen gravamen irreparable. 

Por su parte, el inc. 2 de la norma mencionada deja correctamente aclarado que si bien la interlocutoria que desestima el recurso de reposición es inapelable para quien lo interpuso, no lo es en cambio con respecto a la otra par​te en el supuesto de que aquél prospere, ya que la solución contraria implicaría cercenar el derecho de la parte a quien favorecía la resolución revocada y que, a raíz de esa circunstancia, no pudo interponer contra ella la apelación subsidia​ria.

EL PRINCIPIO DE ECONOMÍA PROCESAL.

En tanto este recurso evita los gastos y demoras que siempre supone la segunda instancia, es claro que su fundamento estriba en razones de economía procesal.

EL RECURSO DE APELACIÓN EN SUBSIDIO. EFECTOS. FRACTURA LEGAL EN CUANTO A LA FUNDAMENTACIÓN DE ESTE RECURSO. CONSECUENCIAS Y BENEFICIOS. 

Como se señala en el art. 248, el litigante que plantee reposición contra un auto susceptible de ser atacado por apelación deberá plantear en el mismo escrito todos sus agravios, a los fines de que tanto el primer recurso como el segundo se encuentren fundados ante la eventualidad del fracaso de la revocatoria.

No será admitida pieza separada para plantear los agravios de la apelación.

El escrito pertinente deberá ser presentado en el plazo de tres días –que es el plazo contemplado para la reposición, art. 239–. Superado el mismo, si se introduce antes del quinto día sólo podrá tomarse como válido el recurso de apelación intentado (art. 244) en la medida en que cumpla con los restantes recaudos legales.

Esta introducción subsidiaria de la apelación es esencial a los fines de evitar que el rechazo de la reposición confiera firmeza a la providencia simple.

4. Recurso de apelación, concepto e importancia. Ámbito, efectos y postergación de su tratamiento. Efectos con que puede ser otorgado, régimen legal.

RECURSO DE APELACIÓN. CONCEPTO. IMPORTANCIA.

La apelación es el remedio procesal tendiente a obtener que un tribunal jerárqui​camente superior, generalmente colegiado, revoque o modifique una resolu​ción judicial que se estima errónea en la interpretación o aplicación del dere​cho, o en la apreciación de los hechos o de la prueba.

Es el recurso más importante y usual de los recursos ordinarios. Este recurso supone, en consecuencia, la doble instancia, pero no signifi​ca una revisión de la instancia anterior (ius novarum), por cuanto el tribunal de apelación debe limitarse a examinar la decisión impugnada sobre la base del material reunido en primera instancia. Ello no obsta, como se verá oportu​namente, a que la ley consienta, con carácter excepcional, la aportación de nue​vos elementos de juicio ante los tribunales de alzada, o la producción, ante és​tos, de prueba rechazada por el juez inferior.

ÁMBITO, EFECTOS Y POSTERGACIÓN DE SU TRATAMIENTO. EFECTOS CON QUE PUEDE SER OTORGADO. RÉGIMEN LEGAL. 

ÁMBITO. 

Art. 242 – Procedencia. El recurso de apelación, salvo disposición en contrario procederá solamente respecto de:

1) Las sentencias definitivas.

2) Las sentencias interlocutorias.

3) Las providencias simples que causen un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva.

Procedencia – con respecto a las resoluciones que son susceptibles del recurso de apelación, el art. 242 dispone que aquél, salvo disposición en contrario, procede solamente respecto de:

a) Las sentencias definitivas.

b) Las sentencias interlocutorias.

c) Las providencias simples que causen un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva.

Del texto de la norma mencionada se sigue que sólo se encuentran exclui​das del ámbito del recurso de apelación las pro​videncias simples que no causen gravamen irreparable, las cuales únicamente son susceptibles del recurso de reposición. La determinación de si una resolución causa o no gravamen irreparable es materia que queda librada a la apreciación del juez.

Es importante señalar, igualmente, que la salvedad prevista por el art.242 respecto de los casos en que existieren disposiciones en contrario, tiene en el CPCC un amplio margen de aplicación.

Con relación al proceso ordinario, existen numerosas resoluciones inapelables. Participan de ese carácter, entre otras:

1) las que admiten la intervención de terceros.

2) las que hacen lugar ala acumulación de procesos.

3) las que admiten un hecho nuevo.

4) las relativas a la producción, denegación y sustanciación de las pruebas.

5) las que desestiman el acuse de negli​gencia.

6) la que decide sobre la recusación de los peritos.

En el proceso sumario dicho margen es sensiblemente mayor, pues sólo son apelables:

1) la resolución que rechaza de oficio la demanda.

2) la que declara la cuestión de puro derecho.

3) la que decide las excepciones previas.

4) las providen​cias cautelares.

5) las resoluciones que pongan fin al juicio o impiden su continuación.
6) y la sentencia definitiva.
En el proceso sumarísimo sólo son apelables:

1) la sentencia definitiva.

2) las providencias que decreten medidas precautorias.

Constituye presupuesto inexcusable del recurso que la decisión res​pectiva cause agravio al litigante que lo deduce, debiendo entenderse por agravio la insatisfacción, total o parcial, de cualquiera de las pretensiones (principales o accesorias) planteadas en el litigio, o el rechazo de las defensas opuestas. Es, por lo tanto, la derrota total o parcial, del litigante, la circunstancia que deter​mina la existencia de agravio en cada caso concreto. Y para ello es menester atenerse, como principio, a la parte dispositiva de la sentencia.

Legitimación – en principio, sólo las partes gozan de legitimación para apelar. Tam​bién la tienen los representantes del Ministerio Público (asesores de menores y agentes fiscales), con respecto a las resoluciones dictadas en los procesos en que les corresponde intervenir.

Los terceros, en tanto no pueden ser alcanzados por la cosa juzgada, ca​recen de legitimación para deducir el recurso, salvo que se incorporen al proce​so mediante alguna de las formas de la intervención (voluntaria o forzosa), en cuyo caso se constituyen en partes.

FORMAS Y EFECTOS.

Art. 243. Formas y efectos. El recurso de apelación será concedido libremente o en relación; y en uno u otro caso, en efecto suspensivo o devolutivo.

El recurso contra la sentencia definitiva en el juicio ordinario y en el sumario, será concedido libremente. En los demás casos, sólo en relación.

Procederá siempre en efecto suspensivo, a menos que la ley disponga que lo sea en el devolutivo.

Los recursos concedidos en relación, lo serán, asimismo, en efecto diferido, cuando la ley así lo disponga.

Formas – desde el punto de vista del procedimiento a observar con motivo de la interposición del recurso, la apelación puede concederse de dos formas: 

· LIBREMENTE.

· EN RELACIÓN.
Cuando el recurso se concede libremente, la sustanciación del mismo se realizará ante la cámara y este tribunal tendrá la posibilidad –siempre que las partes lo habiliten a ello– de producir prueba, todo lo que redundará en una mayor y más completa formación de la convicción respecto del acierto o error de lo decidido en primera instancia.

Por el contrario, si se concede en relación, la cámara deberá limitarse a entender de la revisión exclusivamente sobre la base de las constancias que obren en el expediente. El alcance de su competencia será mucho menor, como así también la profundidad de la investigación que podrá llevar a cabo.

El CPCC reserva la primera forma –concesión libre– para las sentencias definitivas dictadas en procesos ordinarios y sumarios.

En los demás casos, esto es, sentencias recaídas en juicios sumarísimos, interlocutorias y providencias simples que causen gravamen irreparable, incluidas las resoluciones de todo proceso de ejecución y en el de alimentos, procederá en relación. Ello porque se ha priorizado la celeridad del trámite y la simplificación del procedimiento antes que la profundidad de la investigación fáctica.

Efectos devolutivo y suspensivo – los efectos de la apelación son, tradicionalmente, el efecto DEVOLUTIVO y el SUSPENSIVO.

Por efecto devolutivo se entiende, a pesar del error en que pueden hacer incurrir las palabras, la remisión del fallo apelado al superior que está llamado, en el orden de la ley, a conocer de él. 

No existe propiamente devolución, sino envío para la revisión. 

El efecto devolutivo se descompone en una serie de manifestaciones particulares de especial importancia, que es menester enumerar:

· la sumisión al superior hace cesar los poderes del juez a quo, quien queda desprendido de la jurisdicción
· el superior asume la facultad plena de revocación de la sentencia recurrida, dentro de los límites del recurso. Sus poderes consisten en la posibilidad de confirmar íntegramente el fallo, de confirmarlo en una parte y revocarlo en otra, o de revocarlo íntegramente

· la facultad se hace también extensiva a la posibilidad de declarar improcedente el recurso en los casos en que se haya otorgado por el inferior

Sin embargo, tan amplios poderes tienen 2 limitaciones fundamentales: la primera es la prohibición de la reformatio in pejus; la segunda es la derivada del principio denominado de la personalidad de la apelación.
La reformatio in pejus – la reforma en perjuicio consiste en una prohibición al juez superior de empeorar la situación del apelante, en los casos en que no ha mediado recurso de su adversario. 

Por ejemplo – A demanda a B por $10.000; se dicta una sentencia condenando a B al pago de $5.000; B apela la sentencia pero A no. La reforma en perjuicio consistiría en que el juez de la segunda instancia advirtiera que era infundada la demanda y revocara la sentencia de primera instancia condenando a B al pago de los $10.000 originales.

La personalidad de la apelación – en este caso, vale decir que los efectos de la apelación son personales. En tal sentido, quien consintió la sentencia de primera instancia es porque la consideraba justa; el agraviado tenía dos caminos: consentir o apelar; si optó por el primero, su voluntad lo liga definitivamente a ese consentimiento

En cuanto al efecto suspensivo de la apelación, consiste en el enervamiento provisional de los efectos de la sentencia, una vez introducido el recurso de apelación. 

Interpuesto el recurso, no sólo se opera el envío al superior para la revisión de la sentencia, sino que también, como complemento necesario, sus efectos quedan detenidos. 

Esta consecuencia fluye directamente de la esencia misma de la segunda instancia. Si ésta e un procedimiento de revisión sobre los vicios posibles de la sentencia, lo natural es que tal procedimiento sea previo a la ejecución y no posterior, cuando la sentencia se ha cumplido y sus efectos sean, acaso, irreparables. 

Efecto inmediato o diferido – de acuerdo con la oportunidad en que el recurso de apelación debe ser sustanciado y resuelto, aquél puede ser concedido con efecto INMEDIATO o DIFERIDO.

En este caso, se trata de determinar en qué momento la cámara habrá de abocarse al estudio de la apelación.

Lo normal es que lo haga inmediatamente después de que se haya interpuesto el recurso. Planteada la apelación, el juez concede el recurso y éste sigue su curso en la alzada. Tal el caso de una apelación concedida con efecto inmediato, lo cual constituye la regla.

Sin embargo, hay supuestos donde, si bien ha existido la apelación de una providencia, se posterga el estudio del recurso en segunda instancia hasta el momento en que el expediente llegue a esa órbita para tratar la apelación contra una resolución de mayor entidad como lo es la sentencia de mérito.

Esta forma de concesión nunca será posible respecto de las sentencias definitivas de juicios ordinarios y sumarios, pero sí de las demás resoluciones susceptibles del recurso de apelación en los casos en que éste sea concedido en relación (interlocutorias y providencias simples que causen gravamen irreparable en el marco de procesos ordinarios y sumarios).

De allí entonces que respecto de este grupo de decisiones judiciales, la ley pueda establecer que la apelación se conceda con efecto “diferido”.

En conclusión:

· En el efecto inmediato, si el juez concede el recurso, la providencia correspondiente determina la iniciación de un procedimiento tendiente a obtener una decisión del tribunal superior. Esta modalidad es independiente del efecto suspensivo o devolutivo otorgado al recurso, pues la circunstancia de que en la segunda hipótesis pueda cumplirse inmediatamente la resolución impugnada no obsta para que, en forma paralela con los trámites de la ejecución, se desa​rrolle el mencionado procedimiento.

· En el efecto diferido, la sustanciación y decisión del recurso no tienen lugar inmediatamente después de dictada la pro​videncia que lo concede, sino en oportunidad de encontrarse radicado el expe​diente en la cámara con motivo de la apelación interpuesta contra la sentencia definitiva.

PLAZO.

Art. 244 – Plazo. No habiendo disposiciones en contrario, el plazo para apelar, será de cinco (5) días.

Plazo – el plazo para interponer el recurso de apelación, no habiendo dispo​siciones en contrario, es de 5 días; salvo el caso de los procesos sumarísimos, en que se reduce a 2 días (ver art. 496).

El plazo reviste las siguientes características: 

· Es perentorio, de manera que producido su vencimiento sin haberse interpuesto el recurso, la sentencia o resolución respectiva queda firme. 

· Es individual, es de​cir que corre separadamente para cada una de las partes, y desde el día siguiente a aquél en que tuvo lugar la notificación de la resolución.

FORMA DE INTERPOSICIÓN DEL RECURSO.

Art. 245 – Forma de interposición del recurso. El recurso de apelación se interpondrá por escrito o verbalmente. En este último caso se hará constar por diligencia que el secretario o el oficial primero asentará en el expediente.

El apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso y si esta regla fuera infringida se mandará devolver el escrito, previa anotación que el secretario o el oficial primero pondrá en el expediente, con indicación de la fecha de interposición del recurso y del domicilio que se hubiese constituido en su caso.

Forma de la interposición del recurso – para apelar basta con expresar esa sola voluntad, ya sea mediante un escrito o a través de una manifestación verbal, de la cual se dejará constancia en el expediente bajo la firma del secretario u oficial primero dentro del plazo establecido.

Sin embargo, no es ésta la ocasión procesal adecuada para presentar los fundamentos de esta apelación.

De allí que si se pretende apelar mediante un escrito que contenga los argumentos que sostienen el recurso, la ley establece que debe ser devuelto, dejándose debida constancia en las actuaciones de los únicos datos trascendentes en este momento a los fines de la impugnación: la manifestación de la voluntad de apelar (interposición del recurso), la fecha en que se lo hizo y el domicilio del apelante.

Una cierta excepción a este criterio la encontramos en la apelación como recurso subsidiario al de reposición o revocatoria, donde la apelación debe contener los fundamentos (remitimos a la nota del art. 248).

Interpuesta la apelación, el juez que dictó la sentencia en crisis habrá de analizar la admisibilidad de aquél. Concretamente, si el resolutorio es susceptible de este tipo de recurso, si la apelación ha sido interpuesta en tiempo teniendo en cuenta del momento en que se produjo la notificación, y si quien apela es parte en el proceso (o, al menos, cuenta con un interés canalizable por esta vía).

Luego, habrá de dictar un auto concediendo (“acordando”) o no (“rechazando” o “desestimando”) el recurso.

Si lo concede, deberá determinar la forma en que se lo hace y los efectos.

Para saber si se lo concede libremente o en relación, tendrá en cuenta principalmente el tipo de resolución y de proceso de que se trate. 

Para saber si lo hace con efecto suspensivo o no suspensivo, relevará las previsiones legales específicas. Y si se trata de un caso de apelación que se concede en relación, también observará las pautas normativas aplicables a los fines de determinar si corresponde hacerlo con efecto inmediato o diferido.

APELACIÓN EN RELACIÓN.
Art. 246 – Apelación en relación. Cuando procediere la apelación en relación sin efecto diferido, el apelante deberá fundar el recurso dentro de los cinco (5) días de notificada la providencia que lo acuerda. Del escrito que presenta se dará traslado a la otra parte por el mismo plazo. Si el apelante no presentare memorial, el juez de primera instancia declarará desierto el recurso.

Si cualquiera de las partes pretendiese que el recurso ha debido otorgarse libremente, podrá solicitar, dentro de tres (3) días, que el juez rectifique el error.

Igual pedido podrán las partes formular si pretendiese que el recurso concedido libremente ha debido otorgarse en relación.

Estas normas regirán sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 271.

Fundamento de la apelación en relación – habiéndose concedido en relación y con efecto inmediato el recurso, el apelante tiene 5 días –desde que se produce la notificación ministerio legis del auto que así lo dispone– para presentar un escrito fundando el recurso ante el mismo magistrado que dictó la resolución en crisis.

Esta pieza es denominada MEMORIAL, por oposición a la expresión de agravios, nombre que corresponda al escrito a través del que se fundamenta el recurso de apelación concedido libremente.

Más allá de la diferente denominación, la esencia del acto es exactamente la misma: poner de manifiesto el yerro de la resolución a través de una crítica minuciosa del accionar del juez así como el perjuicio que le causa al recurrente –lo que determinará su interés para pedir la modificación de lo resuelto–.

Una vez presentado el memorial, se ordena el traslado a la contraparte. Desde el momento de la notificación –también automática– del auto que así lo dispone, la contraria cuenta con un plazo similar (5 días) para presentar una respuesta a los agravios vertidos en el memorial del apelante. Allí intentará demostrar la sinrazón de los argumentos del apelante.

La falta de presentación en plazo del memorial por parte del que recurre importará la declaración de deserción (recurso desierto) de la apelación intentada, mientras que si el que no hace la presentación referida es la contraparte, sólo perderá la posibilidad de rebatir los argumentos del apelante por efecto de la preclusión.

APELACIÓN CON EFECTO DIFERIDO.

Art. 247 – Efecto diferido. La apelación en efecto diferido se fundará, en los juicios ordinarios y sumarios en la oportunidad del art. 255, y en los procesos de ejecución, conjuntamente con la interposición del recurso contra la sentencia. En el primer caso la cámara lo resolverá con anterioridad a la sentencia definitiva.

Fundamentación de la apelación con efecto diferido – la ley es la que señala cuándo las apelaciones concedidas en relación también lo serán en efecto diferido.

La característica de esta forma de concesión es que no se fundan cuando se apela sino en un momento posterior. 

En juicios ordinarios y sumarios, la fundamentación de estos recursos se hace dentro del quinto día de notificada por cédula la providencia que tiene por radicado el expediente en la cámara (arts. 254 y 255, inc. 1).

Si ello no se cumple, quedarán firmes las resoluciones apeladas oportunamente.

En el caso de procesos de ejecución, los recursos concedidos con efecto diferido se fundan en el mismo escrito en el que se funda el recurso contra la sentencia. En estos juicios, los recursos concedidos con efecto diferido serán resueltos en la misma resolución que da respuesta a la impugnación contra la sentencia.

APELACIÓN SUBSIDIARIA.

Art. 248 – Apelación subsidiaria. Cuando el recurso de apelación se hubiese interpuesto subsidiariamente con el de reposición, no se admitirá ningún escrito para fundar la apelación.

Constitución de domicilio.

Art. 249 – Constitución de domicilio. Cuando el tribunal que haya de conocer del recurso tuviere su asiento en distinta localidad y éste procediere libremente, en el escrito o diligencia a que se refiere el art. 245 el apelante, y el apelado dentro del quinto día de concedido el recurso, deberá constituir domicilio en dicha localidad.

Si el recurso procediera en relación, las partes deberán constituir domicilio en los escritos mencionados en el art. 246.

En ambos casos, la parte que no hubiese cumplido el requisito impuesto por este artículo quedará notificada por ministerio de ley.

EFECTO DEVOLUTIVO.

Art. 250 – Efecto devolutivo. Si procediere el recurso en efecto devolutivo se observarán las siguientes reglas:

1) Si la sentencia fuere definitiva, se remitirá el expediente a la cámara y quedará en el juzgado copia de lo pertinente, la que deberá ser presentada por el apelante. La providencia que conceda el recurso señalará las piezas que han de copiarse.

2) Si la sentencia fuere interlocutoria, el apelante presentará copia de lo que señale el expediente y de lo que el juez estimare necesario. Igual derecho asistirá al apelado. Dichas copias y los memoriales serán remitidos a la cámara, salvo que el juez considerare más expeditivo retenerlo para la prosecución del juicio y remitir el expediente original.

3) Se declarará desierto el recurso si dentro del quinto día de concedido, el apelante no presentare las copias que se indican en este artículo y que estuvieren a su cargo. Si no lo hiciere el apelado, se prescindirá de ella.

Remisión del expediente a Cámara en los casos del art. 245 y 250 

Art. 251 – Remisión del expediente o actuación. En los casos de los arts. 245 y 250 el expediente o las actuaciones se remitirán a la cámara dentro del quinto día de concedido el recurso o de formada la pieza separada, en su caso, mediante constancia, bajo la responsabilidad del oficial primero. En el caso del art. 246 dicho plazo se contará desde la contestación del traslado o desde que venció el plazo para hacerlo.

Si la cámara tuviese su asiento en distinta localidad, la remisión se efectuará por correo y dentro del mismo plazo, contado desde la presentación del apelado constituyendo domicilio o contestando el traslado, o desde que venció el plazo para cumplir tales actos.

La remisión por correo se hará a costa del recurrente.

Pago del impuesto o sellado de justicia.

Art. 252 – Pago del impuesto. La falta de pago del impuesto o sellado de justicia no impedirá en ningún caso la concesión o trámite del recurso.

5. La apelación adhesiva. Función y competencia del tribunal de alzada, el “jus povorum”: distintas teorías y regímenes legales. Plazo y formas de interposición. Particularidades respecto de la apelación de la regulación de honorarios a auxiliares del juez y a letrados.

La apelación adhesiva rige en beneficio de la parte vencedora que no ha podido apelar por serle favorable el resultado del pleito. En ese caso, todas las defensas planteadas por el vencedor en los escritos constitutivos quedan sometidas a la Cámara y deben ser tratadas inexcusablemente como si hubiera habido una adhesión de quien resultó ganancioso. 

LA APELACIÓN ADHESIVA. FUNCIÓN Y COMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE ALZADA.

La apelación “adhesiva” tiene lugar cuando, existiendo pluralidad de actores o demandados, los que no recurrieron en el término legal lo hacen adhiriéndose a la apelación de la parte que tiene igual interés en el litigio.

Asimismo, la apelación adhesiva puede tener lugar en aquellos supuestos de sentencias en donde existe un vencimiento recíproco de las partes; ninguna de ellas ve colmadas plenamente sus pretensiones, y en este sentido, la sentencia respectiva le causa a cada una un agravio. En este caso, una de las partes deduce la apelación principal; y la contraria (la apelada) –a quien del mismo modo la perjudica la sentencia– deduce la apelación adhesiva (que presupone la existencia de la apelación principal) y solicita que se modifique también a su favor la sentencia impugnada que se presenta en un procedimiento de apelación ya abierto y todavía no concluido y referida a la primera apelación interpuesta.

Este tipo de apelación adhesiva no es una excepción al sistema de la “personalidad” de la apelación, según el cual el recurso deducido aprovecha únicamente a la persona que lo ha interpuesto. 

En tal sentido, la apelación “principal” y la apelación “adhesiva de la parte contraria” son dos formas de reglamentar la oportunidad y trámite del recurso; pero en ambos casos es necesario una concreta actividad postulatoria de cada apelante, y el tribunal de alzada se encuentra limitado por los agravios que cada apelante haya formulado en su propio beneficio. 

Si la parte contraria a la apelante principal no se adhiere al recurso de esta última formulando sus propios agravios, el tribunal de alzada no puede modificar la sentencia en grado en su favor, porque no ha existido apelación de esta parte; caso contrario, si el tribunal de alzada modificara la sentencia en grado en perjuicio del apelante principal y en beneficio del apelado, sin apelación o adhesión de este último, estaría incurriendo en violación al principio que prohíbe la “reformatio in peius”. 

Rigen, en consecuencia, los principios que informan el sistema de la “personalidad” de la apelación; el hecho que el recurso principal de una de las partes permita a la otra agraviarse también de la sentencia recurrida, no es sino una nueva posibilidad de apelación que se brinda a esta última, pero sin que ello signifique admitir la vigencia del principio de comunidad del recurso.

¿Quiénes pueden deducir la “apelación adhesiva de la parte contraria”? – Con el nombre que sugerimos para designar este tipo de impugnación, “apelación adhesiva de la parte contraria”, queda claro que quien puede deducirla es la parte adversaria del apelante principal, a quien la sentencia recurrida le ha resultado también parcialmente desfavorable.

PLAZOS Y FORMAS DE INTERPOSICIÓN.

En principio, la mayoría de los códigos que contemplan el instituto establecen que la adhesión la debe formular el apelado al contestar los agravios del apelante principal.

No es necesario utilizar formas sacramentales para realizar la adhesión; no se requiere usar las expresiones “adhesión” o “adherir”; basta que exista una clara petición y debidamente fundada, de que se modifique o revoque la decisión en grado, debiendo hacerse en tal sentido una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que se consideren equivocadas, tal como lo exige el art. 265 del CPN y la mayoría de los ordenamientos procesales. Es decir, además de la petición concreta de modificación o revocación de la sentencia en grado, el escrito de adhesión debe contener los fundamentos por los que se considera procedente la modificación o revocación propuesta; la apelación por adhesión, dice Rosenberg, debe motivarse como toda apelación.

6. Recurso de nulidad. Soluciones legales. Otras vías para sanear los vicios procesales. El incidente de nulidad procesal, fundamentación, régimen legal. Diferencias y analogías con el recurso de nulidad, con la excepción de nulidad y con la acción declarativa de nulidad.

RECURSO DE NULIDAD. SOLUCIONES LEGALES. 

Art. 253 – Nulidad. El recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia.

Los actos procesales están sujetos a formalidades cuyo incumplimiento puede dar lugar a sanciones. En tal sentido, la nulidad es la sanción por la cual la ley priva a un acto jurídico de sus efectos normales, cuando en su ejecución no se han guardado las formas prescriptas por la ley.

Cuando durante el curso del proceso algún acto procesal adolece de irregularidades, se lo debe impugnar mediante un incidente de nulidad ya que, de lo contrario, queda convalidado. Ahora bien, cuando se trata de una resolución judicial, el medio de impugnarla es el recurso de nulidad. 

El ámbito del recurso de nulidad se cir​cunscribe a las impugnaciones dirigidas contra los defectos de lugar, de tiempo o de forma que pudieren afectar a alguna resolución en sí misma, quedando por lo tanto excluidas de dicho ámbito aquellas irregularidades que afecten a los actos procesales que la precedieron. 

Por consiguiente, el objeto del recurso de nulidad no consiste en obtener la revisión de un pronunciamiento judicial que se estima injusto (error in iudi​cando), sino en lograr la reseisión o invalidación de una sentencia por haberse dictado sin sujeción a los requisitos de lugar, tiempo y forma prescriptos por la ley. 

De ahí que no constituyan materia del recurso de nulidad, sino del recurso de apelación, los agravios que hacen a la cuestión de fondo debatida en el plei​to, como son, por ejemplo, los relativos a la errónea aplicación del derecho o valoración de la prueba.

Pero si bien el objeto inmediato del recurso de nulidad consiste en la de​nuncia de defectos atinentes a la actividad que supone la sentencia, su objeto mediato no es otro que el de hacer posible un fallo ajustado a derecho, pues las nulidades procesales carecen, como se dijo, de un fin en sí mismas, y su decla​ración comporta, en definitiva, una vía indirecta para asegurar la justicia del caso.

Requisitos – de acuerdo con este régimen es innecesaria la interposición expresa del recurso de nulidad, pues él se halla implícito en el de apelación. Ello, sin em​bargo, no exime al apelante de la carga de invocar, ante el tribunal de segunda instancia, en el memorial o expresión de agravios, los defectos de actividad que a su juicio afecten a la sentencia, pues en caso contrario aquéllos quedan con​validados.

OTRAS VÍAS PARA SANEAR LOS VICIOS PROCESALES. 

Por otro lado, el derecho procesal contempla varias formas de requerir la declaración de nulidad de actos jurídicos: 

· incidente.

· recurso ordinario.

· recurso extraordinario.

· excepción. 

· la ACCIÓN DE NULIDAD.

Cada una de ellas está reservada para una etapa procesal determinada o para cierto tipo de actos procesales.

Como hemos dicho, una de las vías para la impugnación es el INCIDENTE DE NULIDAD. Por este carril se plantean las nulidades del trámite anteriores a la sentencia de mérito de primera  instancia. Una vez dictada ésta, si en ella se encuentra el vicio, deberá utilizarse el camino del RECURSO ORDINARIO DE NULIDAD por defectos de la sentencia, implícito en el de apelación (ver nota art. 253).

Tratándose de una sentencia de primera instancia, el ataque por nulidad está previsto en el art. 253 del CPCC y sus causales están reservadas a los vicios formales que presentare.

El recurso al que alude este art. resulta únicamente procedente cuando en la sentencia misma se ha incurrido en defectos de forma, mas no para sanear eventuales vicios anteriores, sólo invocables en la instancia de su causamiento y por el trámite procesal previsto
Si, en cambio, la nulidad se configura en la sentencia de segunda instancia o en la de un tribunal de instancia única y viene motivada por la trasgresión a los arts. 168 y 171 de la Constitución provincial, el carril será el del RECURSO EXTRAORDINARIO DE NULIDAD.

Por último, para algunos casos especiales existe la EXCEPCIÓN DE NULIDAD. Este instituto opera en el marco del juicio ejecutivo (art. 518 y ss.) frente a irregularidades constatadas en el trámite de intimación de pago o en la preparación de la vía ejecutiva (ver nota al art. 543).

LA ACCIÓN DECLARATIVA DE NULIDAD – por medio del art. 809, el CPCC busca que el trámite ante amigables componedores sea muy sencillo y breve. De allí que establezca la irrecurribilidad del laudo emanado de los amigables componedores.

Respecto de esa imposibilidad, se ha dicho que siendo los amigables componedores llamados a decidir, no se lesiona la garantía constitucional del debido proceso. Sin embargo, y en resguardo del derecho de defensa, se contempla una figura absolutamente atípica: la demanda de nulidad ante el juez competente.

Una vez notificada la sentencia de los arbitradores, las partes tendrán 5 días para plantear esta pretensión anulatoria si encuentran que el laudo fue dictado fuera de término o sobre puntos no sometidos a consideración de los amigables componedores.

Se hará por escrito ante la autoridad judicial, debidamente fundado, con copia del laudo y de los demás documentos que sirvan para dar sustento a la petición.

El juez la analizará y, si la cree admisible, dará traslado de ella a la contraparte –a través de una notificación por cédula– para que en el término de 5 días manifieste lo que crea conveniente al respecto.

Vencido el plazo, contestado el traslado o no, el juez resolverá si el laudo es válido o nulo.

Contra esta decisión tampoco puede haber recurso alguno por expresa prohibición legal.
Art. 809 – Nulidad. El laudo de los amigables componedores no será recurrible, pero si se hubiese pronunciado fuera de plazo o sobre puntos no comprometidos, las partes podrán demandar su nulidad dentro de cinco (5) días de notificado.

Presentada la demanda, el juez dará traslado a la otra parte por cinco (5) días.

Vencido este plazo, contestado o no el traslado, el juez resolverá acerca de la validez o nulidad del laudo, sin recurso alguno.

EL INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL, FUNDAMENTACIÓN, RÉGIMEN LEGAL. DIFERENCIAS Y ANALOGÍAS CON EL RECURSO DE NULIDAD, CON LA EXCEPCIÓN DE NULIDAD Y CON LA ACCIÓN DECLARATIVA DE NULIDAD. 

El incidente constituye la única vía adecuada para plantear la nulidad de cualquier acto procesal realizado en el curso de la instancia, aún cuando, como consecuencia de un procedimiento irregular, se haya dictado alguna resolución judicial. Si, por ejemplo, en un juicio ejecutivo se dicta sentencia de remate habiéndose omitido citar de remate al deudor, la nulidad resultante de tal omisión no puede hacerse valer mediante recurso interpuesto contra esa sentencia, sino por incidente de nulidad que debe promoverse ante el mismo juez que la dictó y contra cuya resolución, al respecto, cabrá el recurso de apelación.

Trascendencia de la nulidad.

Art. 169 – Trascendencia de la nulidad. Ningún acto procesal será declarado nulo si la ley no prevé expresamente esa sanción.

Sin embargo, la nulidad procederá cuando el acto carezca de los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad.

No se podrá declarar la nulidad, aun en los casos mencionados en los párrafos precedentes, si el acto, no obstante su irregularidad, ha logrado la finalidad a que estaba destinado.

Subsanación.

Art. 170 – Subsanación. La nulidad no podrá ser declarada cuando el acto haya sido concedido aunque fuere tácitamente, por la parte interesada en la declaración.

Se entenderá que media consentimiento tácito cuando no se promoviere incidente de nulidad dentro de los cinco (5) días subsiguientes al conocimiento del acto.

Inadmisibilidad.

Art. 171 – Inadmisibilidad. La parte que hubiere dado lugar a la nulidad, no podrá pedir la invalidez del acto realizado.

Extensión. Fundamentación.

Art. 172 – Extensión. La nulidad se declarará a petición de parte, quien, al promover el incidente, deberá expresar el perjuicio sufrido y el interés que procura subsanar con la declaración. Los jueces podrán declararla de oficio siempre que el vicio no se hallare consentido; lo harán, sin sustanciación cuando aquél fuere manifiesto.

Extensión y fundamentación – la norma prevé dos formas de declaración de una nulidad procesal: a pedido de parte y de oficio. En el primer caso, a partir del planteo del incidente respectivo en el plazo ya mencionado; en el segundo, será el juez el que declarará la nulidad de oficio. 

Rechazo in limine.

Art. 173 – Rechazo in limine. Se desestimará sin más trámite el pedido de nulidad si no se hubiesen cumplido los requisitos establecidos en el párr. 1º del artículo anterior o cuando fuere manifiestamente improcedente.

Efectos.

Art. 174 – Efectos. La nulidad de un acto no importará la de los anteriores ni la de los sucesivos que sean independientes de dicho acto. La nulidad de una parte del acto no afectará a las demás partes que sean independientes de aquélla.

7. Recurso de reconsideración en el proceso oral. 

UNIDAD 20 – RECURSOS. CONTINUACIÓN.

1. Recurso de casación, función, sistemas. El problema de la casación en nuestro país. La casación en la provincia de Buenos Aires.

RECURSO DE CASACIÓN.

En lo general, se ha caracterizado a la casación como aquella función jurisdiccional, confiada al más alto tribunal judicial, para anular, o anular y revisar, mediante el recurso, las sentencias definitivas de los tribunales de mérito que contengan una errónea interpretación de la ley.

El recurso de casación es aquel mediante el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de errores jurídicos de la sentencia de mérito que le perjudica, reclamando la correcta aplicación de la norma sustantiva, o la anulación de la sentencia, y una nueva decisión, con o sin reenvío a nuevo juicio. 

Si bien alguna opinión doctrinal ha calificado al instituto como “acción de impugnación”, prevalece lisa y llanamente su caracterización como “recurso”. 

Para la doctrina predominante, el recurso de casación es un remedio EXTRAORDINARIO. Otra, en cambio, lo sitúa dentro de los ORDINARIOS. 

El procedimiento de casación. 

Denominación: se puede aislar, en el curso del proceso, una etapa denominada por alguna doctrina como “juicio de casación”. Empero, nos parece más apropiado hablar de “procedimiento de casación”, reservando la voz “juicio” para la decisión que resuelve sobre los motivos invocados para recurrir y llevados al conocimiento del órgano específico. 

Concepto: se ha entendido al procedimiento de casación como la etapa eventual del proceso que surge cuando se declara procedente la impugnación en casación, tramitada por ante el tribunal de más alto grado, y cuya decisión le dará fin haciendo o no lugar al agravio de derecho invocado.

FUNCIÓN (fines).

En lo que se refiere a sus fines, la doctrina ha adjudicado como fines esenciales a la casación la defensa del derecho objetivo, buscándose con ello el imperio de la seguridad jurídica, la igualdad de los ciudadanos ante la ley y la supremacía del órgano legislativo; y la unificación de la jurisprudencia, que persigue, a su vez, la confluencia del interés privado con el interés social o público. A estos fines debe agregarse el hacer justicia en el caso concreto. 

SISTEMAS.

En los países en que existe el recurso de casación, se ha creado un tribunal o Corte de Casación con jurisdicción en todo el país, el cual tiene como tarea determinar si en las sentencias dictadas por los tribunales de última instancia de cada distrito judicial se ha aplicado e interpretado la ley como correspondía. Si el tribunal de casación entiende que la aplicación o interpretación de la ley no es la adecuada, “casa” (anula) la sentencia. A partir de ese momento, los procedimientos posteriores suelen variar, dando lugar a 2 sistemas:

· Sistemas francés e italiano (casación con reenvío): en este caso, anulada la sentencia por el tribunal de casación, se envía el asunto a otro tribunal de distrito, para que libremente decida la cuestión. Este tribunal podrá adoptar el criterio del tribunal de casación o uno distinto. En caso de coincidir con el criterio de casación, el asunto queda terminado; por el contrario, si no coincide, el expediente se eleva a la Corte de Casación la cual, en pleno, se pronuncia sobre el punto de derecho en cuestión. Si el criterio del tribunal de casación es mantenido por la Corte de Casación (en pleno), se envía el expediente a un tercer tribunal de distrito para que dicte sentencia conforme a la doctrina sentada por la Corte. En este sistema, el recurso de casación se refiere exclusivamente a cuestiones de derecho, sin entrar a juzgar los hechos que dieron lugar al pleito.

· Sistema español (casación sin reenvío): el procedimiento es más directo y ágil que en el caso anterior, pues el tribunal de casación, luego de anular la sentencia, dicta una nueva con carácter definitivo, sin que exista reenvío de la causa. En este sistema, el tribunal se pronuncia sobre el fondo del asunto, sin limitarse a cuestiones de derecho, y juzgando aún sobre los hechos que dieron lugar al pleito.

EL PROBLEMA DE LA CASACIÓN EN LA REPÚBLICA ARGENTINA.

En nuestro país no existe la casación con carácter nacional. Una de las razones de ello es que si se creara un tribunal de casación, se estaría violando el art. 67 inc. 11 de la CN, pues ésta concede la aplicación de los Códigos de Fondo a las provincias. 

Sin embargo, no se violaría la Constitución si el tribunal de casación que se creara se limitara a fijar la interpretación de la ley aplicable, dejando la aplicación en sí a los tribunales locales (esto conforme la opinión de Llambías).

2. Los recursos extraordinarios en la provincia. Incidencias sobre el principio iuria curia novit. Generalidades.

RECURSOS EXTRAORDINARIOS EN LA PROVINCIA. INCIDENCIAS SOBRE EL PRINCIPIO IURA CURIA NOVIT. GENERALIDADES.

La Constitución de la provincia de Buenos Aires (art. 161), acuerda a la Suprema Corte local competencia originaria para conocer y resolver: 

1) Acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, orde​nanzas o reglamentos que estatuyan sobre materia regida por la Constitución provincial y se controvierta por parte interesada.

2) En las causas de compe​tencia entre los poderes públicos de la provincia y en las que se susciten entre los tribunales de justicia con motivo de su jurisdicción respectiva. 

La misma norma establece, además, que dicho tribunal conoce y resuelve, en grado de apelación: 

1) Respecto de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de nor​mas locales en los términos precedentemente señalados con referencia a la competencia originaria.

2) De la aplicabilidad de la ley en que los tribunales de justicia en última instancia funden su sentencia sobre la cuestión que por ella deciden, con las restricciones que las leyes de procedimientos establezcan a esta clase de recursos; 

3) De la nulidad argüida contra las sentencias definiti​vas pronunciadas en última instancia por los tribunales de justicia, cuando se alegue violación de las normas contenidas en los arts. 168 y 171 de la Consti​tución provincial.

De acuerdo con las disposiciones constitucionales y legales vigentes, existen en la provincia de Buenos Aires tres recursos extraordinarios, de los cuales conoce la Suprema Corte de Justicia: 

· De inaplicabilidad de ley o doctrina legal (CP, art. 161, inc 3°, a] y CPBA, arts. 278 a 295); 

· De nulidad (CP, art. 161, inc. 3°, b] y CPBA, arts.296 a 298); 

· De inconstitucionalidad (CP, art. 161, inc. 1° y CPBA, arts. 299 a 303).

3. Recurso de inaplicabilidad de ley o doctrina legal: concepto. Generalidades. Presupuestos. Fundamentación. Resoluciones judiciales recurribles. Requisitos de admisibilidad. Competencia de la SCJBA.

RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LEY (O DOCTRINA LEGAL). CONCEPTO. 

El recurso de inaplicabilidad de ley constituye un medio de impugna​ción que se acuerda contra las sentencias definitivas de las cámaras de apelaciones y tribunales de instancia única de la provincia, respecto de las cuales se considera que han aplicado erróneamente la ley o la doctrina legal, a fin de que la Suprema Corte declare en definitiva cuál es la solución jurídica que corres​ponde al caso.

GENERALIDADES.

A pesar de su denominación, el recurso no sólo abarca la inaplicabilidad de la ley, sino también de la doctrina (legal). 

La errónea aplicación de la ley se refiere tanto a la ley sustantiva como a la procesal; mientras que la referencia a la violación de doctrina debe entenderse como doctrina legal,

El recurso de inaplicabilidad de ley está instituido imperativamente por la Constitución de la Provincia de Buenos Aires para mantener la unidad jurisprudencial de la doctrina legal.

RESOLUCIONES JUDICIALES RECURRIBLES. PRESUPUESTOS. FUNDAMENTACIÓN. REQUISITOS DE ADMISIBLIDAD.

RESOLUCIONES SUSCEPTIBLES DEL RECURSO.

Art. 278 (Texto según ley 11593, art. 1) – Resoluciones susceptibles del recurso. El recurso de inaplicabilidad de la ley o doctrina legal procederá contra las sentencias definitivas de las cámaras de apelaciones y de los tribunales colegiados de instancia única, siempre que el valor del litigio exceda de veinticinco mil pesos ($ 25.000).

Si hubiere litisconsorcio, sólo procederá si hicieren mayoría los que, individualmente, reclamen más de dicha suma.

A los efectos del recurso se entenderá por sentencia definitiva la que, aun recayendo sobre cuestión incidental, termina la litis y hace imposible su continuación.

Resoluciones susceptibles de este recurso – el recurso de inaplicabilidad de ley o doctrina legal procede contra las sentencias definitivas de las cámaras de apelaciones y de los tribunales co​legiados de instancia única, siempre que el valor del litigio exceda de determi​nada suma ($25.000). Si existe litisconsorcio, sólo procede si hacen mayoría los que, individualmente, reclamen más de esa suma.

El recurso analizado no procede, por consiguiente, contra las sentencias dictadas por los jueces de primera instancia, aunque ellas sean inapelables.

En cuanto a qué se entiende por sentencia definitiva, se trata no sólo de aquéllas que dirimen de manera final la controversia sobre la que versa el proceso, sino también las que no obstante recaer sobre un incidente, hagan imposible la continuación de aquél.

Plazo y formalidades.

Art. 279 – Plazo y formalidades. El recurso deberá interponerse por escrito, ante el tribunal que haya dictado la sentencia definitiva y dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación.

Tendrá que fundarse necesariamente en alguna de las siguientes causas:

1) Que la sentencia haya violado la ley o la doctrina legal.

2) Que la sentencia haya aplicado erróneamente la ley o la doctrina legal.

El escrito por el que se deduzca deberá contener, en términos claros y concretos, la mención de la ley o de la doctrina que se repute violada o aplicada erróneamente en la sentencia, indicando igualmente en qué consiste la violación o el error.

Requisitos de lugar, tiempo y forma – deberá interponerse por escri​to ante el tribunal que haya dictado sentencia definitiva, dentro de los 10 siguientes a la notificación 

El plazo reviste carácter perentorio y no se interrumpe por un pedido de aclaratoria denegado.

El escrito deberá contener en términos claros y concretos la mención de la ley o de la doctrina que se repute violada o aplicada erróneamente en la sentencia, indicando igualmente en qué consiste la violación o el error. La ley exige, por lo tanto, que el escrito de interposición del recurso se baste a sí mismo, es decir, que contenga los elementos indispensables para que produzca los efectos que le están asignados. 

El recurrente, por lo tanto, debe in​dicar explícitamente cual o cuáles son las normas que estima erróneamente aplicadas al caso, y demostrar, asimismo, en qué consiste el error in iudicando que imputa a la sentencia.

Depósito previo y constitución de domicilio.

Art. 280 (Texto según ley 11593, art. 1) – Depósito previo. Constitución de domicilio. El recurrente al interponerlo, acompañará un recibo del Banco de la Provincia de Buenos Aires del que resulte haberse depositado a disposición del tribunal que pronunció la sentencia impugnada una cantidad equivalente al diez por ciento (10%) del valor del litigio, que en ningún caso podrá ser inferior a dos mil quinientos pesos ($ 2500) ni exceder de veinticinco mil pesos ($ 25.000).

Si el valor del litigio fuera indeterminado o no susceptible de apreciación pecuniaria, el depósito será de dos mil quinientos pesos ($ 2500).

No tendrán obligación de depositar cuando recurran, quienes gocen del beneficio de litigar sin gastos, los representantes del Ministerio Público, y los que intervengan en el proceso en virtud del nombramiento de oficio o por razón de un cargo público.

Si se omitiere el depósito o se le efectuare en forma insuficiente o defectuosa, se hará saber al recurrente que deberá integrarlo en el término de cinco (5) días con determinación del importe, bajo apercibimiento de denegar el recurso interpuesto o declararlo desierto, según fuere el caso. El auto que así lo ordene se notificará personalmente o por cédula.

Al interponer el recurso la parte que lo dedujere constituirá domicilio en la ciudad de La Plata, o ratificará el que allí ya tuviere constituido y acompañará copia para la contraparte que quedará a disposición de ésta en la mesa de entradas.

La parte que no hubiera constituido domicilio en la capital de la provincia quedará notificada de las providencias de la Suprema Corte por ministerio de la ley.

Depósito previo – el recurrente, al interponer el recurso, debe acompañar un recibo del Banco de la Provincia del que resulte haberse de​positado a disposición del tribunal una cantidad equivalente al 5% del valor del litigio, que en ningún caso podrá ser inferior a $2.500 ni ex​ceder de $25.000.

Si el valor del litigio fuera indeterminado o no susceptible de apreciación pecuniaria, el depósito consiste en una suma fija ($2.500). Por otro lado, no tienen obli​gación de depositar, cuando recurren, quienes gozan del beneficio de litigar sin gastos, los representantes del Ministerio Público y las personas que intervienen en el proceso en virtud de nombramiento de oficio o por razón de un cargo público.

El requisito del depósito reconoce fundamento en la necesidad de restringir el recurso de inaplicabilidad de ley a los casos en que sea realmente necesario.

En el caso de omitirse el depósito o de efectuárselo en forma insuficiente, corresponde hacerle saber al recurrente que debe integrarlo en el plazo de 5 días con determinación de importe, bajo apercibimiento de declarársele desier​to el recurso.

Constitución de domicilio – asimismo, al interponer el recurso, debe el recurrente constituir domicilio en la ciudad de La Plata, o ratificar el que allí ya tuviere constituido, así como acompañar copia para la parte contraria, que debe quedar a disposición de ésta en la mesa de entradas.

CONDICIONES DE ADMISIBILIDAD.

Art. 281 – Condiciones de admisibilidad. Presentado el recurso, el tribunal examinará sin más trámite:

1) Si la sentencia es definitiva.

2) Si lo ha interpuesto en término.

3) Si se han observado las demás prescripciones legales.

En seguida se limitará a dictar la resolución admitiendo o denegando el recurso. Esta resolución será fundada. Cuando se admita el recurso se expresará que concurren para hacerlo todas las circunstancias necesarias al respecto, que se referirán; cuando se deniegue, se especificarán con precisión las circunstancias que falten.

Condiciones de admisibilidad – si bien, en definitiva, el juez del recurso es la Suprema Corte (art. 283), la Cámara de Apelaciones o tribunal colegiado de instancia única debe emitir un juicio previo acerca de la admisibilidad formal de aquél. 

Remisión del expediente a la SCJBA.

Art. 282 (Texto según ley 10481, art. 1) – Remisión del expediente. Si el tribunal concedente no tuviere su asiento en la ciudad de La Plata, la resolución que admite el recurso contendrá emplazamiento al recurrente para que dentro de cinco (5) días, entregue en mesa de entradas y en sellos postales, el valor del franqueo que corresponda para la remisión de los autos a la Suprema Corte y su oportuna devolución por ésta.

La remisión y devolución se hará de oficio en el caso de las personas indicadas en el ap. 3 del art. 280.

Si el recurrente omitiere entregar el franqueo se le declarará de oficio desierto el recurso y se le aplicarán las costas.

Los autos serán enviados a la Corte dentro de los dos (2) días siguientes de quedar las partes notificadas de la concesión del recurso o de quedar los mismos en estado para su remisión.

Las resoluciones a que se hace referencia en este artículo, se notificarán por cédula.

Remisión del expediente a la SCJBA – dado que los recursos extraordinarios tramitarán ante la Suprema Corte, hasta ella habrán de llegar las causas desde los diferentes departamentos judiciales de la provincia.

Excepto para los casos de La Plata, todos los demás litigantes que recurren a la casación deberán soportar la carga de afrontar los gastos del envío y devolución de la causa por correo.

El no cumplimiento de esta carga tiene trágicas consecuencias, ya que si intimado el recurrente para que aporte la suma dineraria correspondiente en estampillas no lo hace, de oficio se declarará desierto el recurso, la sentencia adquirirá firmeza y cargará con las costas.

La intimación aludida se hará en la resolución que admite el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal, y se conceden 5 días desde la notificación personal o por cédula (art. 135) para su cumplimiento.

Providencia de autos.

Art. 283 (Texto según ley 8689, art. 1) – Providencia de autos. Recibido el expediente en la Corte, el secretario dará cuenta y el presidente, previa vista, cuando corresponda, al Procurador General, dictará la providencia de “autos”, que será notificada en el domicilio constituido por los interesados. Las demás providencias quedarán notificadas por ministerio de la ley.

Radicación en la Corte – una vez concedido el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal por parte del tribunal que dictó la sentencia atacada y recibido el expediente por la SCJBA, éste ingresa a través de la Secretaría de Actuación para quedar luego radicado en su órbita.

En el ámbito de la referida Secretaría se lleva a cabo un segundo control de admisibilidad. Aquí es la Corte el juez del recurso y por ello no queda atada a lo que haya dispuesto el a quo en torno al cumplimiento de los recaudos de esta naturaleza.

Si supera este control de admisibilidad, el expediente pasará a estudio del Procurador General de la Corte para que éste emita su dictamen en los casos previstos legalmente: siempre en los recursos extraordinarios de nulidad y de inconstitucionalidad (conforme las pautas de los arts. 297 y 302) y sólo en los supuestos que corresponda en el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal, como reza el artículo en estudio

Si no corresponde la vista al Procurador General o, correspondiendo, ésta es evacuada, el expediente quedará en estado de ser resuelto, dictándose la providencia de “autos para sentencia”, la que será notificada por cédula.

Este auto será el único a notificar por esta vía, ya que respecto del resto se aplicará la notificación ministerio legis.

Memorial.

Art. 284 (Texto según ley 8689, art. 1) – Memorial. Dentro del término de diez (10) días contados desde la notificación de la providencia de “autos”, cada parte podrá presentar una memoria relativa a su recurso o al interpuesto por la contraria.

Queda prohibido el ofrecimiento de pruebas y la alegación de hechos nuevos.

Bilateralidad del recurso – a partir de que las partes toman conocimiento mediante la notificación por cédula de la providencia de autos para sentencia tienen 10 días para presentar memorias.

Desistimiento del recurrente.

Art. 285 – Desistimiento del recurrente. En cualquier estado del recurso podrá desistir del mismo el recurrente; perderá entonces el cincuenta por ciento (50%) de su depósito y se le aplicarán las costas.

Desistimiento. Pérdida del depósito – la ley contempla la posibilidad de que el recurrente retire la impugnación mediante la figura del desistimiento.

El desistimiento puede tener lugar en cualquier estado del recurso, por escrito. Operado el mismo, causará efectos patrimoniales adversos a la parte que lo suscriba: la pérdida de la mitad del depósito y el pago de las costas generadas por la actuación ante la Corte. 

El efecto principal será la firmeza de la sentencia de segunda o única instancia.

Plazo para resolver.

Art. 286 – Plazo para resolver. La sentencia se pronunciará dentro de los ochenta (80) días, que empezarán a correr desde que el proceso se encuentre en estado. Vencido el término, las partes podrán solicitar despacho dentro de los diez (10) días.

Acuerdo.

Art. 287 (Texto según ley 10172, art. 1) – Acuerdo. Las cuestiones relativas a la aplicabilidad de la ley o doctrina serán formuladas previamente.

El voto será fundado y se emitirá separadamente sobre cada una de las cuestiones a decidir y en el mismo orden en que hayan sido establecidas.

La sentencia que se acuerde deberá reunir mayoría absoluta de votos.

Acuerdo previo de la Corte – la ley requiere en el acuerdo ciertos elementos que habrán luego de reflejarse en la estructura de la sentencia.

El Código pide que se realice un previo planteamiento de las cuestiones que específicamente serán abordadas y resueltas en torno a la aplicabilidad de la ley o de la doctrina legal. 

Respecto de cada una de las cuestiones planteadas previamente –que en la práctica tienen forma de interrogante–, cada juez emitirá individualmente un voto fundado. Debe dar las razones de porqué responde en forma afirmativa o negativa al planteo propuesto. 

Sentencia. Contenido. 

Art. 288 (Texto según ley 10172, art. 1) – Sentencia. Terminado el acuerdo se pronunciará inmediatamente sentencia de conformidad a la opinión de la mayoría y se redactará en el Libro de Acuerdos y Sentencias, precedida de la versión íntegra del acuerdo, que asimismo deberá transcribirse y firmarse en los autos.

Art. 289 – Contenido de la sentencia. Cuando la Suprema Corte estimare que la sentencia recurrida ha violado o aplicado erróneamente la ley o doctrina, su pronunciamiento deberá contener:

1) Declaración que señale la violación o errónea aplicación de la ley o doctrina que fundamentó la sentencia.

2) Resolución del litigio, con arreglo a la ley o doctrina que se declaran aplicables.

Cuando entendiere que no ha existido violación ni errónea aplicación de la ley o doctrina, así lo declarará desechando el recurso y condenando al recurrente al pago de las costas.

Sentencia – concluido el acuerdo, tiene lugar el dictado de la sentencia. En ella se volcarán por escrito las opiniones de cada uno de los ministros respecto de cada una de las cuestiones planteadas. 

Será firmada por todos los intervinientes ante el secretario en dos originales: uno se incorpora al expediente y el otro se conservará como parte del Libro de Acuerdos y Sentencias de la Suprema Corte 

Contenido de la sentencia – si se considera que el tribunal de segunda o única instancia ha violado la ley o doctrina legal, deberá así declararlo indicándose cuál fue la norma o la doctrina de esa Corte transgredidas y de qué modo ello se configuró.

Si, por el contrario, considera que no se encuentran configuradas las causales casatorias denunciadas, deberá así manifestarlo también, limitándose a rechazar el recurso e imponer las costas por las actuaciones en la órbita extraordinaria al recurrente vencido

Sólo excepcionalmente la Corte remite la causa a la instancia de grado, para que resuelva algún aspecto de la pretensión u oposición planteadas. Ello así cuando de la revocatoria surge la necesidad de contar con actividad procesal que no ha tenido lugar en el expediente y que no puede sustanciarse en el ámbito de la Corte (típicamente, la producción de prueba).

Revocatoria contra resoluciones dictadas durante la sustanciación. 

Art. 290 – Revocatoria contra resoluciones dictadas durante la sustanciación. Salvo lo dispuesto en este capítulo respecto de determinadas resoluciones, las providencias de trámite y las sentencias interlocutorias dictadas por la Corte durante la sustanciación del recurso, serán susceptibles del de revocatoria.

Notificación de la sentencia y devolución del expediente.

Art. 291 – Notificación y devolución. Notificada la sentencia se devolverá el expediente al tribunal de origen sin más trámite.

COMPETENCIA DE LA SCJBA.

La función de la Suprema Corte provin​cial, cuando conoce por vía de este recurso, consiste en verificar y, eventualmente, rectificar los errores de derecho en que pudieran incurrir las cámaras de apelaciones y tribunales colegiados de instancia única, sin que le sea dado a di​cho tribunal rever las cuestiones de hecho resueltas por la sentencia recurrida.

4. Recurso extraordinario de nulidad. Concepto. Generalidades. Fundamentación. Resoluciones judiciales recurribles. Requisitos de admisibilidad. Causales.

RECURSO EXTRAORDINARIO DE NULIDAD (art. 161 inc. 3 b Constitución de la Provincia). CONCEPTO.

El recurso extraordinario de nulidad es un medio de impugnación tendiente a que la SCJBA deje sin efecto aquellas sentencias de las cámaras de apelaciones o tribunales colegia​dos de única instancia que se hayan dictado sin observar los requisitos formales prescriptos por la Constitución. 


En este recurso se comprenden los supuestos de violación de las formas que la Constitución provincial ha considerado básicas para las sentencias definitivas de última instancia. 

Se trata de un recurso de "casación por que​brantamiento de formas". Pero, a diferencia de lo que ocurre con el recurso de inaplicabilidad de ley, el de nulidad constituye una casación con reenvio: la Suprema Corte, en efecto, sólo se halla do​tada, cuando conoce de él, de una competencia negativa, pues debe limitarse a de​clarar la nulidad de la respectiva resolución y disponer la devolución de la causa a otro tribunal para que pronuncie nueva sentencia
RESOLUCIONES RECURRIBLES. CAUSALES.

Art. 296 – Resoluciones recurribles y causales. El recurso de nulidad extraordinario procederá cuando las sentencias definitivas de las cámaras de apelación o tribunales colegiados de instancia única, hayan sido dictadas con violación de las exigencias previstas por los arts. 156 y 159 de la Constitución de la Provincia.

Resoluciones recurribles – sólo son susceptibles del recurso de nulidad las sentencias definiti​vas distadas por las cámaras de apelación o tribunales colegiados de instancia única. 
En consecuencia habrá de tenerse presente que son sentencias definitivas, a los efectos de este recurso, aquellas que diriman con carácter final la controversia planteada en un proceso civil o laboral y las que, aun cuando ha​yan recaído sobre un incidente, terminen el pleito y hacen imposible su conti​nuación.
Causales – el recurso procede en contra de sentencias que hayan sido dictadas violando las prescripciones de los arts. 156 y 159 de la Constitución de la Provincia, actuales 168 y 171, respectivamente.

Dice el art. 156 (actual art.168) que "los tribunales de justicia deberán resolver todas las cuestio​nes que le fueren sometidas por las partes, en la forma y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. Los jueces que integran los tribunales colegia​dos deberán dar su voto en todas las cuestiones esenciales a decidir. Para que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones acerca de cada una de ellas".
A su vez, el art.171 de la Constitución vigente expresa que "las senten​cias que pronuncien los jueces y tribunales letrados, serán fundadas en el texto expreso de la ley; a falta de éste, en los principios jurídicos de la legislación vi​gente en la materia respectiva, y en defecto de éstos en los principios generales del derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso".

De la redacción de estos arts. surgen los motivos por los que pueden plantearse recurso de nulidad extraordinario. Ellos son:

1.  FALTA DE ACUERDO: del texto del art. 168 surge, en primer lugar, que las cámaras de ape​laciones y tribunales colegiados de la provincia deben dictar sentencia median​te acuerdo previo y voto individual de los jueces que los componen, de manera que es susceptible de anulación, mediante este recurso, la sentencia dictada en forma de simple auto. 

2. NO CONCURRENCIA DE MAYORÍA DE OPINIONES: el art. 168 de la Constitución provincial dispone también que para que exista sentencia debe concurrir la mayoría de opiniones de los jueces acerca de las cuestiones esenciales a decidir. No dándose esta mayoría surge un motivo de anulación. Siempre deberá tenerse en cuenta que tal mayoría debe coincidir en lo fundamental del caso a decidir. 
3. OMISIÓN DE TRATAR CUESTIONES ESENCIALES: el mismo art. 168 dispone que los tribunales deberán resolver todas las cuestiones que le fueren sometidas por las partes. Por cuestión esencial debe entenderse aquella de la cual dependa o pueda depender directamente el resultado del pleito, o in​fluya preponderantemente en el pronunciamiento respectivo. 

4. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN: finalmente, las sentencias son nulas por ausencia de fundamentación legal cuando omiten totalmente la enunciación de los preceptos legales o de los principios jurídicos en que se basan. Si la sentencia aparece fundada en ley, pero se considera que ésta ha sido erróneamente aplicada, no corresponde el recurso de nulidad sino el de inaplicabilidad de ley. 

Trámite del recurso. Remisión.

Art. 297 (Texto según ley 8689, art. 1) – Trámite. Remisión. Regirán las normas de los arts. 278, último párrafo, 280, último párrafo y, en lo pertinente, las de los arts. 279, 281 a 288 y 290 a 292. Deberá oírse al Procurador General.

Requisitos – e1 recurso de nulidad debe interponerse por escrito ante la cámara de apelación o tribunal de instancia única que dictó la sentencia que se impugna, y en el plazo de 10 días contados desde la notificación de aquélla.

No rigen, en cambio, los requisitos referentes al mon​to del litigio y al depósito previo.

El escrito debe fundarse. Corresponde, por lo tanto, enun​ciar concretamente cuáles son las formas que el recurrente considera violadas por la sentencia.

Interpuesto el recurso, el tribunal, sin sustanciación, examinará: 

· si el caso encuadra en alguna de las causales pre​vistas por el art. 161, inc. 3°, subinc. b) de la Constitución.

· si se ha inter​puesto en término. 

En seguida otorgará o denegará el recurso en la forma descripta al examinarse el recurso de inaplicabilidad de ley (arts. 281 Y 297).

Contenido de la sentencia.

Art. 298 – Contenido de la sentencia. Cuando la Suprema Corte lo acogiera, se declarará nula la sentencia recurrida y se remitirá la causa a otro tribunal para que la decida nuevamente. En este supuesto se aplicará a cada juez del tribunal una multa idéntica a la establecida por el art. 45, siempre que, a juicio del tribunal, existiera manifiesta o inexcusable infracción a los preceptos constitucionales aludidos. Cuando la Corte estimare que no ha existido infracción a las precitadas disposiciones de la Constitución, así lo declarará, desestimando la impugnación y condenando al recurrente en las costas causadas.

Contenido de la sentencia – en este caso, si la Corte entiende que se ha configurado alguna de las causales de nulidad propuestas  declarará nulo el fallo y lo remitirá a otro tribunal para que dicte nueva sentencia sobre el caso. Se efectúa así un reenvío, propio de las formas casacionales “puras” –a diferencia de la “impura”, que se regula para el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal, donde el mismo tribunal que casa repone el fallo–.

Si, en cambio, el intento no prospera, se declarará que no existe la infracción aludida, se desestimará el recurso interpuesto y se hará cargar al recurrente con las costas de la instancia extraordinaria.

5. Recurso extraordinario de inconstitucionalidad, concepto. Procedencia. Requisitos de admisibilidad, similitudes con la acción de inconstitucionalidad.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD (art. 161 inc. 1 Constitución de la Provincia).

En concordancia con el texto constitucional, el CPCCBA reglamenta dos vías procesales tendientes a asegurar la supremacía de la Constitución local: 

1) la demanda de inconstitucionalidad, que se sustancia ante la Suprema Corte en instancia originaria y procede en todos los casos en que los poderes o autoridades públicas dicten leyes, decretos, ordenanzas o reglamen​tos, y las partes interesadas comprendidas en sus disposiciones y a quienes deban aplicarse, se consideren agraviadas por ser contrarios a derechos, exenciones o garantías constitucionales (CPCCBA art. 683).

2) el recurso de inconstitucio​nalidad que, como tal, sólo cabe dentro de un juicio instaurado y procede, se​gún el art. 299 CPBA, "cuando en el proceso se haya controvertido la validez de una ley, decreto, ordenanza o reglamento, bajo la pretensión de ser contrarios a la Constitución de la Provincia siempre que la decisión recaiga sobre ese tema".

La finalidad de este remedio extraordinario es la de mantener la supremacía de la Constitución Provincial. 

El recurso de inconstitucionalidad es, por consiguiente, el remedio que se acuerda para impugnar la sentencia definitiva de última instancia que haya decidido un caso constitucional, entendiéndose por tal aquél que versa so​bre la validez de una norma impugnada como contraria a la Constitución de la provincia o sobre la inteligencia de algunas de las cláusulas contenidas en ésta.

PROCEDENCIA. REQUISITOS.

Para la procedencia de este recurso se requiere:

1. que se haya sometido en oportunidad, por parte interesada, a la decisión de los jueces de la instancia ordinaria un caso constitucional en que se haya cuestionado la validez de una ley, decreto, reglamento u ordenanza, como repugnante a determinado precepto de la Constitución provincial.

2. que haya recaído pronunciamiento definitivo de esa instancia respecto al caso planteado.

3. y que el pronunciamiento sea contrario a las pretensiones del recurrente. 

Desestimación: debe desestimarse el recurso extraordinario de inconstitucionalidad en el que el impugnante no ha efectuado planteo constitucional alguno y, en consecuencia, no ha sido resuelto por el tribunal a quo caso constitucional desfavorable a su pretensión.

RESOLUCIONES RECURRIBLES.

Art. 299 – Resoluciones recurribles. Causal. El recurso extraordinario de inconstitucionalidad procederá contra las sentencias definitivas de los jueces o tribunales de última o única instancia, cuando en el proceso se haya controvertido la validez de una ley, decreto, ordenanza o reglamento, bajo la pretensión de ser contrarios a la Constitución de la Provincia y siempre que la decisión recaiga sobre ese tema.

Resoluciones recurribles – a diferencia de lo que ocurre con los recursos de nulidad y de inaplicabilidad de ley o doctrina, que sólo proceden contra las sen​tencias definitivas de las cámaras de apelaciones y tribunales colegiados de instancia única, el recurso de inconstitucionalidad procede contra las senten​cias definitivas de los jueces o tribunales de última o única instancia, debiendo entenderse por tales a aquellas sentencias que, dirimiendo el pleito, o haciendo imposible su continuación, no son susceptibles de ningún otro recurso en el or​den provincial.

Por otro lado, vale decir que el recurso establecido en el art. 161 inc. 1° de la Constitución de la provincia sólo es admisible cuando en la instancia ordinaria se ha controvertido y decidido la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos provinciales confrontados con normas de la Constitución local.

Plazo, forma y fundamentación.

Art. 300 (Texto según ley 8689, art. 1) – Plazo, forma y fundamentación. El recurso se interpondrá en la forma y plazo establecidos por el art. 279 y deberá fundarse necesariamente en la causal prevista por el artículo anterior.

Requisitos – e1 recurso debe interponerse y fundarse ante el juez o tribunal que en última instancia haya decidido el "caso constitucional", dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación de la sentencia.

Examen previo.

Art. 301 – Examen previo. El juez o el tribunal, sin sustanciación alguna, examinará las circunstancias siguientes:

1) Si el caso se encuentra comprendido en el art. 299.

2) Si se ha interpuesto en término.

En seguida procederá como lo establece el ap. 2 del art. 281.

Examen previo – el tribunal a quo habrá de controlar si se planteó debidamente un “caso constitucional” y si se respetó el plazo del art. 279. Todo ello sin intervención de la contraparte.

Luego de ese examen, lo admitirá o rechazará, tal como lo indica la manda a la que se reenvía.

Trámite. Remisión.

Art. 302 (Texto según ley 8689, art. 1) – Trámite. Remisión. Regirán las normas de los arts. 278, último párrafo, 280, último párrafo y, en lo pertinente, las de los arts. 279, 281 a 288 y 290 a 292. Deberá oírse al Procurador General.

Trámite. Remisión – se reenvía a las normas del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal.

Como en el de nulidad, no operan aquí ni los recaudos del monto mínimo ni del depósito.

Como en el recurso extraordinario de nulidad, también aquí se busca la opinión en todos los casos del representante del Ministerio Público.

Contenido de la sentencia.

Art. 303 – Contenido de la sentencia. En su decisión, la Suprema Corte declarará si la disposición impugnada es o no contraria a la Constitución de la Provincia. En el segundo caso desestimará el recurso condenando al recurrente en las costas causadas.

Sentencia. Contenido – el contenido de la sentencia depende del éxito del recurso planteado.

Si la norma denunciada efectivamente se encuentra en pugna con contenidos de la Constitución provincial, la Corte así lo manifestará, declarándola inconstitucional y, por ende, inaplicable al caso al que se refiere el expediente en el que se produce la resolución del tribunal. Esta declaración opera sólo inter partes y para el caso ventilado.

Por el contrario, si la Corte no encuentra configurada la tacha constitucional alegada, así también lo dirá, rechazará el recurso extraordinario de inconstitucionalidad e impondrá las cosas del trámite ante la casación al recurrente perdidoso.

6. El llamado recurso de inaplicabilidad de ley o doctrina legal en el orden federal, concepto, requisitos y cargas. Efectos de su admisión y procedimiento. 

RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LEY O DOCTRINA LEGAL EN EL ORDEN FEDERAL. CONCEPTO. REQUISITOS Y CARGAS. 

Prescribe el art.288 CPN que "el recurso de inaplicabilidad de la ley sólo será admisible contra la sentencia definitiva que contradiga la doctrina establecida por alguna de las salas de la cámara en los diez años anteriores a la fecha del fallo recurrido y siempre que el precedente se hubiere invocado con anterioridad a su pronunciamiento". Por lo tanto, el re​curso es inadmisible en el supuesto de que la contradicción resulte de decisio​nes sucesivas emanadas de una misma sala.

La ley 22.434 introdujo al citado artículo un agregado según el cual, "si se tratare de una cámara federal, que estuviere constituida por más de una sala, el recurso será admisible cuando la contradicción exista entre sentencias pro​nunciadas por las salas que son la alzada propia de los juzgados civiles federa​les o de los juzgados en lo contencioso-administrativo federal".

Se refiere a las cámaras federa​les con asiento en las provincias que cuenten, por lo menos, con dos salas provis​tas de competencia para conocer de los recursos de apelación interpuestos con​tra las sentencias dictadas por los juzgados federales en materia civil, comercial o contencioso-administrativa, o por los juzgados del mismo fuero con específica competencia en esas materias, donde existieren.

Del texto del art. 300 CPN se desprende, asimismo, que a diferencia de lo que ocurre en el régimen del CPCCBA con respecto al recurso de inaplicabi​lidad de ley, el recurso examinado acuerda al tribunal plenario competencia ne​gativa, ya que éste debe limitarse a establecer la doctrina aplicable al caso, a anular el fallo impugnado en el supuesto de que su doctrina no se ajustare a aquélla, y a disponer la remisión de la causa a otra sala de la cámara a fin de que dicte nueva sentencia de conformidad con la doctrina fijada.

SENTENCIAS RECURRIBLES

Sólo son susceptibles de este recurso las sentencias definitivas, debiendo entenderse por tales a las que terminen el pleito o hagan imposible su continua​ción (CPN, art. 289, párr. 1°). 

REQUISITOS DE LUGAR, TIEMPO Y FORMA

A fin de que el recurso de inaplicabilidad de ley sea declarado admi​sible, es necesario, en primer lugar, que el recurrente haya cumplido con la car​ga de invocar el respectivo precedente con anterioridad al pronunciamiento de la sentencia definitiva (CPN, art. 288). Debe entenderse que la invocación pue​de inclusive formularse en segunda instancia, en oportunidad de presentar la expresión de agravios o su contestación, o el memorial, según se trate, respec​tivamente, de apelación libre o restringida, aunque alguna jurisprudencia, con dudoso acierto, ha decidido que la cita del precedente debe figurar entre las cuestiones sometidas al juez de primera instancia y que es por lo tanto extem​poránea la invocación hecha en el escrito de expresión de agravios.

Asimismo, el precedente invocado debe haber sido establecido dentro de los diez años anteriores a la fecha del fallo recurrido (norma citada).

En otro orden de ideas, el recurso se interpondrá dentro de los 10 días de notificada la sentencia definitiva, ante la sala que lo pronunció. En el escrito en que se lo deduzca se señalará la existencia de la contradicción en términos precisos, se mencionará el escrito en que se invocó el precedente jurisprudencial y se expre​sarán los fundamentos que, a juicio de la parte, demuestren la procedencia del recurso. El incumplimiento de estos requisitos determinará su inadmisibili​dad
TRÁMITE DEL RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LA LEY EN EL ORDEN NACIONAL. RESOLUCIÓN SOBRE ADMISIBILIDAD Y CONCESIÓN DEL RECURSO

Interpuesto el recurso, corresponde acordar a la parte contraria la posibilidad de ser oída con anterioridad a la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de aquél. 

Dispone, en efecto, el art. 292, párrafo final CPN que del escrito de recurso se dará traslado a la otra parte, por el plazo de 10 diez días, agregando el art. 293, en su párrafo primero, que contestado el traslado a que se refiere el artículo anterior o, en su caso, vencido el plazo para hacerlo, el presidente de la sala ante la cual se ha interpuesto el recurso remitirá el expediente al presidente de la que le siga en el orden del turno.

El citado artículo continúa expresando que dicha sala determinará si concurren los requisitos de admisibilidad, si existe contradicción y si las alegaciones que se refieren a la procedencia del recurso son suficientemente fundadas. Si lo declarare inadmisible o insuficiente, devolverá el expediente a la sala de origen; si lo estimare admisible, concederá el recurso en efecto suspensivo y remitirá los autos al presidente del tribunal. En ambos casos la resolución es irrecurrible.

Sea positivo o negativo, el juicio de admisibilidad formulado por la sala reviste carácter definitivo, y si es positivo el recurso debe otorgarse con efecto suspensivo, lo cual implica que la sentencia impugnada no puede ser objeto de ejecución hasta tanto recaiga pronunciamiento de la cámara en pleno sobre el fondo del asunto. De ello se sigue que el juicio de admisibilidad compete, en todos sus aspectos, a la sala que sigue en el orden del turno, en tanto que el juicio de fundabilidad incumbe exclusivamente a la cámara en pleno, la cual, como juez del recurso, puede sin embargo declararlo inadmisible no obstante la decisión de la sala en sentido contrario.

PROCEDIMIENTO POSTERIOR.

Recibido el expediente, el presidente del tribunal dictará la providencia de autos y, firme ésta, determinará la cuestión a resolver; si fueran varias deberán ser formuladas separadamente y, en todos los casos, de manera que permitan contestar por sí o por no (art. 294 CPN).

Por lo tanto, concedido el recurso por la sala que le sigue en el orden del turno a aquélla que dictó la sentencia, y recibido el expediente por el presidente de la Cámara, éste debe dictar la providencia de autos, la que adquiere carácter firme una vez transcurrido el plazo de 3 días sin que contra ella se deduzca el recurso de reposición (CPN, arts. 239 Y 273). 

Firme la providencia de autos, el presidente del tribunal debe determinar cuál o cuáles son las cuestiones que corresponde decidir a la cámara reunida en pleno, aunque se trata, como se verá, de una determinación provisional.

El presidente hará llegar en forma simultánea a cada uno de los integrantes del tribunal copias del memorial y de su contestación, si la hubiere, y un pliego que contenga la o las cuestiones a decidir, para que dentro del plazo de 10 días exprese conformidad o, en su caso, formule objeciones respecto a la forma como han sido redactadas.

Vencido el plazo a que se refiere el artículo anterior (art. 295), el presidente mantendrá las cuestiones o, si a su juicio correspondiere, las modificará atendiendo a las sugerencias que le hubieren sido formuladas. Su decisión es obligatoria.

Según fácilmente se percibe, se trata de un procedimiento interno de la cámara, cuyo desarrollo resulta manifiestamente facilitado porque excluye la necesidad de que se practique sorteo alguno y la posibilidad de que el expediente circule entre los distintos jueces que integran el tribunal.

Fijadas definitivamente las cuestiones, el presidente convocará a un acuerdo, dentro del plazo de 40 días, para determinar si media unanimidad de opiniones o, en su caso, cómo quedarán constituidas la mayoría y minoría.

La mayoría y la minoría expresarán en voto conjunto e impersonal y dentro del plazo de 50 días la respectiva fundamentación. Los jueces de cámara que estimaren pertinente ampliar los fundamentos, podrán hacerlo dentro del plazo de diez días, computado desde el vencimiento del plazo anterior.

Si la mayoría de las salas de la cámara hubiere sentado doctrina coincidente sobre la cuestión de derecho objeto del plenario, no se suspenderá el pronunciamiento y se dictará sentencia de conformidad con esa doctrina. Los miembros del tribunal podrán dejar a salvo su opinión personal.

RESOLUCIÓN.

El art. 299 CPN prescribe que la decisión se adoptará por el voto de la mayoría de los jueces que integran la cámara. En caso de empate decidirá el presidente.

Aunque la norma transcripta no califica a la mayoría necesaria para emitir pronunciamiento, cuadra entender que aquélla debe computarse en relación con la totalidad de los jueces que integran la cámara y no con respecto al número de miembros presentes en oportunidad de dictarse la sentencia.

E1 empate a que alude el art. 299 supone, por lo tanto, que ha intervenido en la votación la totalidad de los miembros del tribunal.

En cuanto al contenido y efectos de la sentencia recaída con motivo de este recurso, el art. 300 CPN dispone que aquélla establecerá la doctrina legal aplicable; y agrega: "Cuando dejase sin efecto el fallo que motivó el recurso, se pasarán las actuaciones a la sala que resulte sorteada para que pronuncie nueva sentencia, de acuerdo con la doctrina plenaria establecida". 

Rige en consecuencia, el sistema del reenvío, con la variante de que el fallo definitivo del pleito, que debe adecuarse a la doctrina establecida por el tribunal plenario, es dictado, no por la sala que pronunció la sentencia dejada sin efecto, sino por la que resulte sorteada en cada caso.

7. Obligatoriedad de los fallos plenarios. Soluciones doctrinarias. Régimen legal de la provincia de Buenos Aires y de la Capital Federal. Facultad de los jueces disidentes.

8. Recurso extraordinario nacional de inconstitucionalidad (art. 14 LEY 48); casos, requisitos de admisibilidad, plazos, sustanciación, efectos. Jurisprudencia de la CSJN.

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD (Art. 14 LEY 48). CASOS, REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD, PLAZOS, SUSTANCIACIÓN, EFECTOS.

Por medio de este recurso, las sentencias definitivas de los tribunales (locales o federales) que sean contrarias a la Constitución Nacional, podrán ser llevadas en grado de apelación y en última instancia ante la CSJN, para que ella revise dichas sentencias. 

Art. 14 LEY 48: Una vez radicado un juicio ante los tribunales de provincia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial; y sólo podrá apelarse a la Corte Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores de provincia, en los casos siguientes:

1) Cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la validez de un tratado, de una ley del Congreso, o de una autoridad ejercida en nombre de la Nación, y la decisión haya sido contra su validez;

2) Cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de provincia se haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, a los tratados o leyes del Congreso, y la decisión haya sido a favor de la validez de la ley o autoridad de provincia;

3) Cuando la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución, un tratado o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional, haya sido cuestionada y la decisión sea contraria a la validez del título, derecho, privilegio o exención que se funda en dicha cláusula y sea materia de litigio.

Requisitos.

La procedencia del recurso extraordinario se encuentra subordinada al cumplimiento de ciertos requisitos, tanto de forma como de fondo, que deben ser observados cualquiera sea la importancia de las cuestiones debatidas.

Requisitos comunes:

1. intervención anterior de un tribunal de justicia: para que proceda el recurso extraordinario es necesario que haya intervenido un tribunal de justicia, es decir, alguno de los órganos permanentes del Poder Judicial de la Nación o de las Provincias.
2. que haya existido un juicio: es decir, un proceso. La Corte ha dicho que, a los efectos del recurso extraordinario, es “juicio” todo asunto susceptible de ser llevado ante los tribunales de justicia mediante alguno de los procedimientos establecidos por la ley.
3. que se trate de una cuestión judiciable: se entiende por tal toda cuestión que pueda  ser decidida por los jueces en ejercicio de su específica función judicial.

4. que exista gravamen: la resolución apelada debe causar gravamen al recurrente. El gravamen debe ser actual; los agravios potenciales, hipotéticos o conjeturales no bastan para sustentar el recurso.

5. que subsistan los requisitos: porque de lo contrario la resolución de la Corte podría resultar innecesaria.
Requisitos propios:

1. que se trate de una cuestión federal y que ella sea decisiva para la solución del pleito: son cuestiones federales los casos enumerados por el mismo art. 14, y se pueden clasificar en:
· cuestiones federales simples: son aquellas que versan sobre la interpretación o inteligencia de alguna cláusula de la Constitución, ley del Congreso o tratado internacional.

· cuestiones federales complejas: son las que versan sobre conflictos entre una norma o un acto nacional o local, con la Constitución nacional.

Las cuestiones federales que den lugar al recurso extraordinario deben ser cuestiones de derecho. Las cuestiones de hecho quedan excluidas.

La cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia del pronunciamiento, lo cual ocurre cuando la cuestión federal es decisiva para la resolución del pleito. 

2. que la sentencia sea contraria al derecho federal invocado por el recurrente: es decir, contraria a un derecho fundado en la Constitución Nacional o en una ley federal, alterando el orden de primacía que establece el art. 31 del mismo cuerpo normativo. No procede el recurso cuando la sentencia es a favor del derecho federal.

3. que se trate de una sentencia definitiva: a los efectos de este recurso, se entiende por sentencia definitiva aquella que pone fin al pleito o impide su continuación. Además, la Corte equiparó a las sentencias definitivas las resoluciones que causen un gravamen irreparable. 
4. que haya sido dictada por un tribunal superior: tribunal superior es aquél cuyo fallo sobre la cuestión federal no puede ser revisado por otro tribunal en el orden local, de modo que sólo quede la apelación ante la CSJN.
Requisitos formales:

1. planteamiento oportuno y concreto de la cuestión federal: el planteamiento debe ser oportuno y concreto. “Concreto” significa que debe mencionarse concretamente el derecho que se estima desconocido. 

2. interposición del recurso respetando requisitos de forma: 

· se debe interponer ante el mismo juez que dictó la resolución recurrida; no cabe interponerlo directamente ante la CSJN. Además, se debe fundar en el mismo escrito de interposición. 

· el recurso debe bastarse a sí mismo, indicándose claramente de qué manera resulta violada la CN, el tratado, etc., y de modo tal que su lectura permita al tribunal decidir acerca de su procedencia. 

· el plazo de interposición del recurso es de 10 días, contados desde la notificación de la sentencia; este plazo tiene carácter perentorio e individual (corriendo en forma independiente para cada parte) y no se interrumpe por la interposición de otros recursos.

· tiene efecto suspensivo.

9. Queja por recurso denegado, concepto. Similitudes y diferencia con el recurso de avocación; recaudos y cargas. Procedimiento de la queja por denegación de recursos extraordinarios ante la SCJBA y ante la CSJN, requisitos y cargas.

QUEJA POR RECURSO DENEGADO. CONCEPTO.

Art. 275 – Denegación de la apelación. Si el juez denegare la apelación, la parte que se considere agraviada podrá recurrir directamente en queja ante la cámara pidiendo que se le otorgue el recurso denegado y se ordene la remisión del expediente.

El plazo para interponer la queja será de cinco (5) días, con la ampliación que corresponda por razón de la distancia, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 158.

Denegación de la apelación. Queja – si bien el juez de primera instancia se halla facultado para denegar la apelación, el juicio de​finitivo sobre la admisibilidad del recurso incumbe al tribunal superior, porque de otro modo quedaría en manos de los jueces o tribunales inferiores la posibi​lidad de frustrar la vigencia misma del sistema de la instancia plural admitido por la ley. 

La queja es el remedio procesal tendiente a obtener que el órgano jurisdiccional competente, tras revisar el juicio de admisibilidad formulado por el órgano inferior, revoque la providencia denegatoria de la apelación, declare a ésta admisible y disponga sustanciarla en la forma y efectos que correspondan; o bien revise el “efecto” con el que se ha concedido la apelación.

Plazo – el plazo para su planteo es de 5 días desde la notificación de la denegatoria de la apelación por el juez de primera instancia.

Trámite.

Art. 276 – Trámite. Al interponerse la queja deberá acompañarse copia simple de la resolución recurrida y de los recaudos necesarios suscriptos por el letrado patrocinante del recurrente, sin perjuicio de que la cámara requiera el expediente.

Presentada la queja en forma, la cámara decidirá, sin sustanciación alguna, si el recurso ha sido bien o mal denegado. En este último caso mandará tramitar el recurso.

Mientras la cámara no conceda la apelación no se suspenderá el curso del proceso.

Trámite del recurso. Procedimiento – junto con el escrito del recurso de queja, que debe ser fundado, se debe acompañar copia simple (fotocopia) de la resolución apelada, así como de toda otra pieza que pueda ser de utilidad para resolver el planteo.

Si la documentación es incompleta o parcial, la cámara podrá pedir la remisión de expediente a los solos fines de cotejar sus piezas y así ilustrarse respecto de si procede o no la apelación en el caso concreto. 

La presentación debe ser autosuficiente aquí también.

La queja es resuelta sin sustanciación, determinándose si el recurso es o no admisible, sin poder adentrarse en otro tipo de cuestiones (procedencia, etc.).

Si entiende que es admisible, lo declarará mal denegado y dispondrá que siga su tramitación. Si, por el contrario, considera que ha sido bien denegado, quedará firme la sentencia apelada.

Efecto suspensivo –hasta tanto la alzada no se expida concediendo la apelación, el proceso seguirá su curso. Esto es, el efecto suspensivo que eventualmente puede tener el recurso de apelación intentado sólo tendrá virtualidad desde el momento en que un tribunal de justicia disponga formalmente su concesión. Hasta entonces, podrá comenzar la ejecución de la resolución apelada.

Objeciones sobre el efecto del recurso.

Art. 277 – Objeción sobre el efecto del recurso. Las mismas reglas se observarán cuando se cuestionase el efecto con que se hubiese concedido el recurso de apelación.

QUEJA POR DENEGACIÓN DE RECURSOS EXTRAORDINARIOS ANTE LA SCJBA Y LA CSJN, REQUISITOS Y CARGAS.

Art. 292. Queja por denegatoria o declaración de deserción. Requisitos y efectos. Si la cámara o el tribunal denegare el recurso o concedido lo declarare desierto, podrá recurrirse en queja ante la Suprema Corte, dentro de los cinco (5) días, con la ampliación que corresponda en razón de la distancia.

Al interponerse la queja se acompañará:

1) Copia, certificada por el letrado del recurrente, de la sentencia recurrida, de la de primera instancia (cuando hubiere sido revocada), del escrito de interposición del recurso y del auto que lo deniegue y lo declare desierto.

2) Los demás recaudos necesarios para individualizar el caso y el tribunal.

Presentada la queja la Corte decidirá, dentro de los cinco (5) días y sin sustanciación alguna, si el recurso ha sido bien o mal denegado o declarado desierto. Si se diere cualquiera de los dos últimos casos se procederá como lo determina el ap. 3 del art. 283. Si se declarare bien denegado o desierto el recurso, se aplicarán las costas al recurrente.

Mientras la Corte no conceda el recurso, no se suspenderá la sustanciación del proceso, salvo que la misma requiera los autos para resolver la queja, y ello desde que el tribunal reciba la requisitoria.

Recurso de queja por denegación del extraordinario – denegado el recurso extraordinario por el superior tribunal de la cau​sa, la parte agraviada puede interponer recurso de queja ante la SCJBA dentro del plazo de 5 días hábiles subsiguientes al de la no​tificación (personal o por cédula) de la providencia denegatoria, con la amplia​ción que corresponda por razón de la distancia.

El recurso de queja se deduce directamente ante la Corte, mediante escrito que debe fundarse en la misma forma exigida para el recurso extraordinario. 

Con el escrito de interposición se debe acompañar:

1) Copia, certificada por el letrado del recurrente, de la sentencia recurrida, de la de primera instancia (cuando hubiere sido revocada), del escrito de interposición del recurso y del auto que lo deniegue y lo declare desierto.

2) Los demás recaudos necesarios para individualizar el caso y el tribunal.

Reintegro del depósito.

Art. 293 – Reintegro del depósito. Se ordenará la devolución del depósito al recurrente: cuando se le deniegue el recurso, en cuyo caso el pedido de su extracción implicará consentir la denegatoria, y, cuando concedido por el tribunal o declarado por la Corte como mal denegado, su resultado le fuere favorable.

Reintegro del depósito. Supuestos – se regulan aquí los casos en que el recurrente que efectuó un depósito como condición de admisibilidad del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley o doctrina legal habrá de recuperar ese monto dinerario.

Se trata del supuesto en que se lo deniegue el tribunal de segunda o única instancia y no se acuda en queja.

En este caso, el pedido de extracción de los fondos depositados en el Banco de la Provincia de Buenos Aires implicará consentir la denegatoria, adquiriendo así firmeza el fallo atacado.

También se reintegra cuando concedido o declarado mal denegado, triunfa en la Corte.

Pérdida del depósito.

Art. 294 – Pérdida del depósito. Perderá el depósito el recurrente: cuando, concedido el recurso por el tribunal o declarado por la Corte como mal denegado, su resultado no le fuere favorable, y, cuando dicho tribunal declare bien denegado el recurso.

No obstante lo dispuesto precedentemente la Corte podrá, en atención a la naturaleza de la cuestión resuelta o a la forma en que ella lo ha sido, disponer se devuelva al recurrente hasta un cincuenta por ciento (50%) del importe de su depósito.

Pérdida del depósito. Quantum – se pierde el depósito cuando concedido o declarado mal denegado el recurso, se lo rechaza en la Corte por improcedente.

También, cuando denegado por el tribunal de segunda o única instancia, se acude en queja a la Corte y ésta lo declara bien denegado.

Destino del depósito.

Art. 295 – Destino del depósito. Los depósitos que queden perdidos para los recurrentes se aplicarán al destino que fije la Suprema Corte.

Destino del depósito. Uso de los fondos – la misma Suprema Corte habrá de dar a los depósitos perdidos por los litigantes el destino que entienda más conveniente para una mejor prestación del servicio de justicia.

10. Recursos de aclaratoria, reposición y apelación. Doctrina. Régimen del Código Contencioso Administrativo de la provincia de Buenos Aires.

UNIDAD 21 – PROCEDIMIENTO EN SEGUNDA INSTANCIA.

1. Apertura de la segunda instancia: presupuestos. Facultades del tribunal para examinar el ámbito y efectos con que el recurso fue concedido. Apelación libre y en relación: diferencias en el trámite de los recursos. Efecto suspensivo y no suspensivo. Recursos concedidos para su tratamiento diferido.

APERTURA DE LA SEGUNDA INSTANCIA: PRESUPUESTOS.

Los presupuestos necesarios para que se abra la segunda instancia son: 

· que exista una sentencia apelable contra la cual interponer el recurso.

· que el recurso sea concedido o declarado admisible por la Cámara.

FACULTADES DEL TRIBUNAL PARA EXAMINAR EL ÁMBITO Y EFECTOS CON QUE EL RECURSO FUE CONCEDIDO.

APELACIÓN LIBRE Y EN RELACIÓN: DIFERENCIAS EN EL TRÁMITE DE LOS RECURSOS. 

Cuando el recurso se concede LIBREMENTE, la sustanciación del mismo se realizará ante la cámara y este tribunal tendrá la posibilidad –siempre que las partes lo habiliten a ello– de producir prueba, todo lo que redundará en una mayor y más completa formación de la convicción respecto del acierto o error de lo decidido en primera instancia.

Art. 254 – Trámite previo. Expresión de agravios. Cuando el recurso se hubiese concedido respecto de sentencia definitiva dictada en proceso, ordinario o sumario, en el día en que el expediente llegue a la cámara, el secretario dará cuenta y se ordenará que sea puesto en la oficina.

Esta providencia se notificará a las partes personalmente o por cédula. El apelante deberá expresar agravios dentro del plazo de diez (10) o de cinco (5) días, según se tratare de juicio ordinario o sumario.

Por el contrario, si se concede EN RELACIÓN, la cámara deberá limitarse a entender de la revisión exclusivamente sobre la base de las constancias que obren en el expediente. El alcance de su competencia será mucho menor, como así también la profundidad de la investigación que podrá llevar a cabo.

Art. 270 – Apelación en relación. Si el recurso se hubiese concedido en relación, recibido el expediente con sus memoriales, la cámara, si el expediente tuviere radicación de sala, resolverá inmediatamente.

En caso contrario dictará la providencia de autos.

No se admitirá la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos.

Cuando la apelación se concediere en efecto diferido, se procederá en la forma establecida en el art. 255, inc. 1º.

El CPCC reserva la primera forma –concesión libre– para las sentencias definitivas dictadas en procesos ordinarios y sumarios.

En los demás casos, esto es, sentencias recaídas en juicios sumarísimos, interlocutorias y providencias simples que causen gravamen irreparable, incluidas las resoluciones de todo proceso de ejecución y en el de alimentos, procederá en relación. Ello porque se ha priorizado la celeridad del trámite y la simplificación del procedimiento antes que la profundidad de la investigación fáctica.

EFECTO SUSPENSIVO Y NO SUSPENSIVO. RECURSOS CONCEDIDOS PARA SU TRATAMIENTO DIFERIDO.

Efectos devolutivo y suspensivo – los efectos de la apelación son, tradicionalmente, el efecto DEVOLUTIVO y el SUSPENSIVO.

Por efecto devolutivo se entiende, a pesar del error en que pueden hacer incurrir las palabras, la remisión del fallo apelado al superior que está llamado, en el orden de la ley, a conocer de él. No existe propiamente devolución, sino envío para la revisión. 

En cuanto al efecto suspensivo de la apelación, consiste en el enervamiento provisional de los efectos de la sentencia, una vez introducido el recurso de apelación. 

Interpuesto el recurso, no sólo se opera el envío al superior para la revisión de la sentencia, sino que también, como complemento necesario, sus efectos quedan detenidos. 

Esta consecuencia fluye directamente de la esencia misma de la segunda instancia. Si ésta e un procedimiento de revisión sobre los vicios posibles de la sentencia, lo natural es que tal procedimiento sea previo a la ejecución y no posterior, cuando la sentencia se ha cumplido y sus efectos sean, acaso, irreparables. 

Efecto inmediato o diferido – de acuerdo con la oportunidad en que el recurso de apelación debe ser sustanciado y resuelto, aquél puede ser concedido con efecto INMEDIATO o DIFERIDO.

En este caso, se trata de determinar en qué momento la cámara habrá de abocarse al estudio de la apelación.

Lo normal es que lo haga inmediatamente después de que se haya interpuesto el recurso. Planteada la apelación, el juez concede el recurso y éste sigue su curso en la alzada. Tal el caso de una apelación concedida con efecto inmediato, lo cual constituye la regla.

Sin embargo, hay supuestos donde, si bien ha existido la apelación de una providencia, se posterga el estudio del recurso en segunda instancia hasta el momento en que el expediente llegue a esa órbita para tratar la apelación contra una resolución de mayor entidad como lo es la sentencia de mérito.

Esta forma de concesión nunca será posible respecto de las sentencias definitivas de juicios ordinarios y sumarios, pero sí de las demás resoluciones susceptibles del recurso de apelación en los casos en que éste sea concedido en relación (interlocutorias y providencias simples que causen gravamen irreparable en el marco de procesos ordinarios y sumarios).

De allí entonces que respecto de este grupo de decisiones judiciales, la ley pueda establecer que la apelación se conceda con efecto “diferido”.

2. Expresión de agravios, concepto. Quid de la llamada “demanda de apelación”. Paralelo con el memorial. Cargas. Desistimiento y deserción del recurso. Congruencia con la demanda o contestación, en su caso, y la sentencia. Apelación adhesiva, supuestos. Sustanciación, efectos, recursos o remedios, ante el mismo tribunal.

EXPRESIÓN DE AGRAVIOS. CONCEPTO.

La expresión de agravios es el escrito mediante el cual el apelante pone de manifiesto ante la cámara los errores de que, a su juicio, adolece la sentencia de primera instancia.

No constituye expresión de agravios: 

· la remisión a lo expresado en oportu​nidades anteriores de la causa.

· las generalizaciones y apreciaciones subjetivas que no cuestionan concretamente las conclusiones de la sentencia apelada.

· el simple pedido de que se revoque el fallo, sin argumentar contra él.

· la remisión al contenido de un dictamen agregado al proceso; etc.

El escrito de ex​presión de agravios deberá contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas. No bastará remitirse a presen​taciones anteriores

PARALELO CON EL MEMORIAL.

El escrito en el cual se funda el recurso concedido en relación se denomi​na memorial y éste, al igual que la expresión de agravios, debe contener una crítica concreta y razonada de la resolución recurrida, siendo insuficiente la simple remisión a los fundamentos de escritos presentados con anterioridad.

Existe, sin embargo, un elemento diferenciador muy importante entre la expresión de agravios y el memorial, y ello deviene de las diferentes formas de conceder y tramitar el recurso de apelación a las que esos actos procesales se vinculan.

El recurso concedido en relación limita la actuación de la cámara, ya que sólo le permite abordar la apelación sobre la base de las constancias del expediente reunidas en la instancia inferior. Su revisión se ve acotada al marco fáctico planteado y probado y sobre él se extenderán las consideraciones hermenéuticas sobre el derecho y los hechos de la instancia revisora.

En cambio, el recurso concedido libremente amplía en mucho estas potestades. En este marco son posibles las alegaciones de hechos nuevos, así como la apertura a prueba con los alcances del art. 255. Ello hace que el contenido de la expresión de agravios pueda tener otro vuelo, mayor al del memorial.
CARGAS. DESISTIMIENTO Y DESERCIÓN DEL RECURSO.

Art. 260 – Contenido de la expresión de agravios. Traslado. El escrito de expresión de agravios deberá contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas.

No bastará remitirse a presentaciones anteriores. Dicho escrito se dará traslado por diez (10) o cinco (5) días al apelado según se trate de juicio ordinario o sumario.

Contenido de la expresión de agravios – el artículo precisa de manera más acabada el contenido de esta pieza. Exige que contenga la “crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas”.

La parte, frente a un fallo adverso, tiene la posibilidad de exigir su revisión. Esta revisión se basa en que la sentencia es considerada injusta, por contener transgresiones normativas que pueden ser de variado rango: procesal, de fondo o constitucional.

Pues bien, toda esa anomalía debe ser expuesta clara y detalladamente al juzgador de segunda instancia. Deben ser juicios concretos respecto de los pasajes de la sentencia considerados defectuosos, no meras elucubraciones teóricas desconectadas de lo concretamente ocurrido en el fallo.

Y tales asertos tienen que ser razonados. Así como se exige un adecuado razonamiento al juez para exponer sus ideas, para que se pueda percibir el camino lógico seguido desde la ponderación fáctica hasta la solución de fallo pasando por la subsunción normativa, también el litigante, si quiere conmover una norma individual dictada por un órgano del Estado, deberá argumentar de manera adecuada, con solidez y objetividad.

A diferencia de lo que ocurre en la demanda, aquí el litigante debe buscar la satisfacción de su interés a partir de demostrar lo incorrecto de la resolución que no lo beneficia.

Téngase en cuenta que esta expresión de agravios –junto con la contestación si la hay– conformarán el marco litigioso dentro del que se moverá la cámara y del cual no podrá salir sin quebrar el principio de congruencia plenamente vigente en esta instancia del proceso. Todos aquellos puntos o partes de la sentencia que no han sido motivo de especial tratamiento en la pieza impugnativa por parte del quejoso, deben considerarse consentidos.

La norma prohíbe que haya remisiones a otros escritos. El tribunal debe poder comprender la crítica realizada con la sola lectura de esta pieza.

Traslado – se prevé que de los argumentos de la expresión de agravios se dé traslado a la contraria para que los responda dentro de los 10 o 5 días de serle notificado el mismo, dependiendo de si se trata de un juicio ordinario o sumario.

En su respuesta, el apelado intentará desvirtuar los argumentos del contrario desde dos puntos de vista: el formal, argumentando que no se cumple con los recaudos que contempla este mismo artículo en su primera parte; y el sustancial, negando la existencia de los errores del fallo que allí se señalan.

Desistimiento y deserción del recurso.

Art. 261 – Deserción del recurso. Si el apelante no expresare agravios dentro del plazo o no lo hiciere en la forma prescripta en el artículo anterior, se declarará desierto el recurso y la sentencia quedará firme para él.

Deserción del recurso – dos son las cargas esenciales en este punto: presentar en tiempo y en forma la expresión de agravios. Incumplida cualquiera de ellas por el recurrente, la cámara declara desierto el recurso de apelación y la sentencia atacada adquirirá firmeza a su respecto. Esta declaración puede hacerse de oficio o a pedido de la parte apelada.

Falta de contestación de la expresión de agravios.

Art. 262 – Falta de contestación de la expresión de agravios. Si el apelado no contestare el escrito de expresión de agravios dentro del plazo fijado en el art. 260, no podrá hacerlo en adelante y la instancia seguirá su curso.

Falta de contestación de la expresión de agravios –  la contestación al escrito de expresión de agravios importa un claro ejercicio del derecho de defensa del apelado. Sin embargo, no es imprescindible para la validez del proceso que éste tenga lugar. Sólo debe garantizársele a la parte la posibilidad de que lo haga, quedando en él –ya que se trata de una carga– cumplirla o no.

CONGRUENCIA (de la expresión de agravios) CON LA DEMANDA Y CONTESTACIÓN Y, EN SU CASO, CON LA SENTENCIA.

La expresión de agravios es el acto jurídico a través del cual las partes exponen las razones por las que requieren la modificación de lo decidido por el juez de primera instancia. Se trata de una verdadera “demanda” ante la alzada.

La equiparación entre ambas piezas esenciales (demanda y expresión de agravios) viene dada porque las dos constituyen actos petitorios y se fundamentan en el derecho de acción. Asimismo, ambas son consideradas como los actos cuyo contenido determina la competencia del tribunal de primera y de segunda instancia, respectivamente.

Se diferencian en que la expresión de agravios presupone la existencia de una sentencia ya dictada, que pudo haber acogido total o parcialmente los requerimientos integrativos de la pretensión, y en que puede presentarla tanto actor como demandado.

Por tal razón, en la expresión de agravios sólo sobreviven aquellos aspectos de la pretensión –o de la oposición si la presenta el demandado– que no fueron receptados de manera favorable. Allí se encuentra el “agravio”, el que determinará el alcance del interés para recurrir.

Y la crítica que contiene esta expresión de agravios, a diferencia de lo que ocurre en la demanda, habrá de enderezarse contra el razonamiento del juzgador que, por lo general, no hizo lugar al requerimiento en su integridad (si se trata del actor) o no acogió íntegramente la oposición (si se trata del demandado).

3. Facultades del tribunal y de las partes en el procedimiento de apelación. Replanteo de prueba. Prueba en segunda instancia. Casos de admisibilidad, apertura a prueba. Recepción, alegato y sus características. Informe. Principio de inmediación. 

FACULTADES DEL TRIBUNAL Y DE LAS PARTES EN EL PROCEDIMIENTO DE APELACIÓN. REPLANTEO DE PRUEBA. PRUEBA EN SEGUNDA INSTANCIA. CASOS DE ADMISIBILIDAD, APERTURA A PRUEBA.

Art. 255 – Fundamento de las apelaciones diferidas, actualización de cuestiones y pedido de apertura a prueba. Dentro del quinto día de notificada la providencia a que se refiere el artículo anterior y en un solo escrito, las partes deberán:

1) Fundar los recursos que se hubiesen concedido en efecto diferido. Si no lo hicieren, quedarán firmes las respectivas resoluciones.

2) Indicar las medidas probatorias denegadas en primera instancia o respecto de las cuales hubiese mediado declaración de negligencia, que tengan interés en replantear en los términos de los arts. 377 y 383 in fine. La petición será fundada, y resuelta sin sustanciación alguna.

3) Presentar los documentos de que intenten valerse, de fecha posterior a la providencia de autos para sentencia de primera instancia, o anteriores, si afirmaren no haber tenido antes conocimiento de ello.

4) Exigir confesión judicial a la parte contraria sobre hechos que no hubiesen sido objeto de esa prueba en la instancia anterior.

5) Pedir que se abra la causa a prueba cuando:

a) Se alegare un hecho nuevo posterior a la oportunidad prevista en el art. 363, o se tratare del caso a que se refiere el párr. 2º del art. 364.

b) Se hubiese formulado el pedido a que se refiere el inc. 2º de este artículo.

Actividad procesal del apelante luego de la concesión en forma libre del recurso – una vez que el recurso de apelación es concedido en forma libre, el expediente es remitido a la cámara y es puesto en secretaría, de ello se notifica a las partes, naciendo en este momento variadas cargas: 

· una será la de presentar la expresión de agravios dentro del décimo o quinto día, según se trate de un juicio ordinario o sumario, tal como se indica en el art. 254. 

· las demás vienen expresadas en los diferentes incisos de esta manda, a los que haremos referencia a continuación.

Fundamentación de recursos concedidos con efecto diferido – la parte que haya apelado oportunamente y cuyo recurso haya sido concedido con efecto diferido (arts. 243 y 247) deberá fundarlo en esta ocasión. Se otorgan 5 días para hacerlo.

Si se trata de más de un recurso, se deberán fundar todos en el mismo escrito.

Prueba perdida en primera instancia – como regla, las decisiones sobre producción, denegación y sustanciación de la prueba en primera instancia serán irrecurribles (como reza el art. 377), así como la declaración de negligencia de prueba prevista en el art. 383 parte final.

De allí que si alguna prueba ofrecida se perdió, ya sea porque fuera denegada o porque recayó respecto de ella declaración de negligencia en primera instancia, no pudiendo cuestionarse el punto ante el juez de origen, el CPCC –en salvaguarda del derecho de defensa de la parte afectada por tal situación– regula la manera de llevar el planteo ante la cámara.

Deberá indicarse por escrito cuál es la prueba malograda, los motivos (denegación o declaración de negligencia), la sinrazón o error de esa medida, la importancia de la prueba para revertir el resultado del pleito, etc. Todo ello hace a la imprescindible fundamentación del pedido.

La cámara resolverá el punto sin dar traslado. Si hace lugar al pedido, habrá de declarar mal denegada la medida probatoria o incorrectamente dispuesta la negligencia, haciendo lugar a la solicitud de apertura a prueba, que también deberá incluirse en el escrito.

Nuevos documentos – se habilita a la parte que apela a que pueda incorporar en la cámara nuevos documentos. Estas piezas deben ser posteriores a la fecha del llamamiento de autos para sentencia; también pueden ser anteriores a ese momento, pero en ese caso debe afirmarse que se los desconocía en aquella época.

La presentación de estos documentos se hará juntamente con el escrito que contempla el artículo en estudio.

Confesión en segunda instancia – en esta revisión fáctica de la causa, que se canaliza a través de la apelación concedida libremente, puede ser que la parte apelante requiera de su contraria confesión sobre ciertos extremos que recién con el replanteo de prueba salen a la luz y no fueron conocidos en primera instancia.

Ello es posible, debiendo exigirse por escrito fundándose el pedido en las circunstancias apuntadas: concretamente, la imposibilidad de haber incluido estas posiciones en el pliego utilizado en primera instancia por desconocimiento de ciertos hechos que habrán de ser demostrados en la etapa probatoria ante la Alzada.

Pedido de apertura a prueba por hecho nuevo – esta etapa tendrá como uno de sus posibles objetivos la acreditación de un “hecho nuevo”, aunque ello merece una aclaración ya que este acápite legal (art. 255 inc. 5.a) se refiere a dos diferentes grupos de “hechos nuevos”.

Por un lado, los “hechos nuevos” del art. 363. Para esta norma, será “hecho nuevo” aquel que ocurre o es conocido con posterioridad a la contestación de demanda o reconvención y que puede ser alegado hasta 5 días después de notificada la apertura a prueba en primera instancia.

Por otro lado, los “hechos nuevos” que ocurren o son conocidos luego de la notificación de la referida apertura a prueba.

Respecto de los primeros, sólo pueden introducirse en la cámara si fueron llevados en primera instancia y rechazados oportunamente por el juez.

Para este supuesto, la ley contempla la apelabilidad con efecto diferido 

Respecto de los segundos –”hechos nuevos” posteriores a los del art. 363– si éstos no ingresaron al proceso por la vía del art. 163 inc. 6º párr. 2º, podrán ser traídos en la segunda instancia en virtud de la norma que ahora analizamos (art. 255, inc. 5.a, 1ª parte).

Se deberá señalar en el escrito que esta circunstancia fáctica novedosa ocurrió o se conoció luego del momento que prevé el art. 363, y también se indicará cuál es la trascendencia de la misma para el juicio.

Para todos los “hechos nuevos” alegados en cámara, con el pedido de que se tenga en cuenta se habrán de ofrecer las pruebas que lo acrediten.

Pedido de apertura a prueba por medidas perdidas en primera instancia – en este caso, se deberá requerir formalmente la apertura a prueba ya que si es exitoso el planteo, acto seguido deberán producirse las pruebas que fueron indebidamente denegadas o respecto de las cuales recayó declaración de negligencia.

Traslado.

Art. 256 – Traslado. De las presentaciones y peticiones a que se refieren los incs. 1º, 3º y 5º, ap. a) del artículo anterior, se correrá traslado a la parte contraria quien deberá contestarlo dentro del quinto día.

Bilateralidad – la ley establece que de los fundamentos de las apelaciones concedidas con efecto diferido, así como de los documentos que se introducen en esta instancia y de los hechos nuevos que se pretende traer ante la cámara, se dará traslado a la contraria por el término de 5 días para que alegue lo que crea conveniente.

RECEPCIÓN.

Art. 257 – Prueba y alegatos. Las pruebas que deban producirse ante la cámara se regirán, en cuanto fuere compatible, por las disposiciones establecidas para la primera instancia. […]

Prueba en la Cámara – para los casos de la apelación concedida libremente, y siempre que se haya efectuado de manera fundada el requerimiento de apertura a prueba que dicta el art. 255, inc. 5, la cámara podrá disponer un plazo probatorio en el mismo acto en que admite la prueba ofrecida.

A partir de aquí y en lo concerniente a la producción de la misma, las reglas a aplicar serán las que operan en primera instancia y que el Código contempla a partir del art. 358.

ALEGATO. CARACTERÍSTICAS.

Art. 257 – Prueba y alegatos. […] Para alegar sobre su mérito las partes no podrán retirar el expediente. El plazo para presentar el alegato será de seis (6) días.
Alegatos – concluida la etapa probatoria –cuyo plazo será determinado por la cámara– se permite a las partes la introducción de alegatos, al igual que en primera instancia según lo manda el art. 480.

Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre en el caso del referido art. 480, ante la alzada no se admite el retiro del expediente para estudiarlo detenidamente y elaborar esa pieza con mayor minuciosidad.

Por su parte, el plazo para presentar el alegato es de 6 días. Al no dar mayores precisiones, será necesario integrar tal manda con las reglas generales de la prueba en primera instancia, tal cual se ordena en el inicio del artículo en estudio. Tomando lo pertinente del art. 480, entendemos que al igual que en primera instancia, todas las partes tienen el mismo plazo de 6 días para presentar su alegato 

La única diferencia es que al no operar aquí el retiro del expediente, el plazo de 6 días es único e inmodificable y no acumulativo como en aquel caso (seis días por cada parte litigante).

Este término empieza a correr desde el momento en que se notifica el auto que da por finalizado el plazo probatorio y ordena la agregación de la prueba producida.

INFORME.

Art. 259 – Informe in voce. Si se pretendiere producir prueba en segunda instancia, dentro del quinto día de notificada la providencia a que se refiere el art. 254, las partes manifestarán si van a informar in voce. Si no hicieren esa manifestación o no informaren, se resolverá sin dichos informes.

Desuetudo – esta norma ha quedado prácticamente derogada por su falta de uso. En la práctica tribunalicia no es común el caso de alegatos orales ante la cámara.

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. 

Art. 258 – Producción de la prueba. Los miembros del tribunal asistirán a todos los actos de prueba, siempre que así lo hubiese solicitado alguna de las partes en los términos del art. 34, inc. 1º. En ellos llevará la palabra el presidente. Los demás jueces, con su autorización, podrán preguntar lo que estimaren oportuno.

Inmediación en la Cámara – este artículo reitera la obligación de los jueces (aquí, de los integrantes de la cámara de apelación) de cumplir con el principio de inmediación. Concretamente, participando en forma personal en las diligencias probatorias que se realicen en la segunda instancia.

Por una razón lógica, la norma prevé cómo habrán de funcionar los integrantes de la cámara al tratarse de un cuerpo colegiado. En tal sentido, durante la diligencia será el presidente del tribunal quien lleve la palabra, no impidiendo ello a los demás integrantes participar activamente del acto de prueba.

De todas estas intervenciones deberá quedar constancia en el acta que se labre al efecto.

4. Sentencia definitiva en segunda instancia. Sentencia interlocutoria que pone fin al proceso, fondo. Poderes del tribunal.

SENTENCIA DEFINITIVA EN SEGUNDA INSTANCIA. 

Art. 263 – Llamamiento de autos. Sorteo de la causa. Con la expresión de agravios y su contestación, o vencido el plazo para la presentación de ésta, y, en su caso, sustanciadas y resueltas las cuestiones a que se refieren los arts. 255 y ss., se llamará autos y, consentida esta providencia, el expediente pasará al acuerdo sin más trámite. El orden para el estudio y votación de las causas será determinado por sorteo, el que se realizará, al menos dos (2) veces en cada mes.

Conclusión de la causa en segunda instancia – la norma prevé que la causa quede en estado de ser fallada por el tribunal revisor luego de varios pasos.

En primer lugar, la presentación de la expresión de agravios y su contestación. Si se presentó el escrito del art. 255, deberán “sustanciarse y resolverse” todas las cuestiones allí planteadas. 

Si se la admite, se debe producir la prueba ofrecida.

Cerrada esta etapa, si se trata de juicio ordinario se deben incorporar los alegatos presentados por las partes.

Luego de todos estos pasos, se llamará autos para sentencia. La providencia se notifica y una vez firme el expediente pasará al “acuerdo” sin otro trámite intermedio.

Libro de sorteos.

Art. 264 – Libro de sorteos. La secretaría llevará un libro que podrá ser examinado por las partes, sus mandatarios o abogados, en el cual se hará constar la fecha del sorteo de las causas, la de remisión de los expedientes a los jueces y la de su devolución.

Estudio del expediente.

Art. 265 – Estudio del expediente. Los miembros de las cámaras se instruirán cada uno personalmente de los expedientes antes de celebrar los acuerdos para pronunciar sentencia.

Análisis del expediente – cada camarista deberá conocer personal y directamente el alcance del recurso planteado, así como los elementos de prueba que obran en la causa, ya sea los que provienen de la instancia originaria como aquellos que se agregaron en el trámite ante el tribunal.

En este último caso, si se cumplió acabadamente con las mandas que ordenan resguardar la vigencia del principio de inmediación, los jueces estarán al tanto de las pruebas aportadas.
ACUERDO.

Art. 266 – Acuerdo. El acuerdo se realizará con la presencia de todos los miembros del tribunal y del secretario. La votación se hará en el orden en que los jueces hubiesen sido sorteados. Cada miembro fundará su voto o adherirá al de otro. La sentencia se dictará por mayoría, y en ella se examinarán las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a la decisión del juez de primera instancia que hubiesen sido materia de agravio.

Forma de resolver. El ACUERDO – una vez estudiado el expediente por los jueces que integran la cámara o sala de cámara interviniente, éstos se reúnen en acuerdo para la resolución del mismo. Todos los miembros del tribunal deben estar presentes.

La ley exige, además, la presencia del secretario, quien estará encargado y será responsable por la facción material del fallo y la certificación de la autenticidad de las firmas de los jueces sobre él estampadas.

Cada integrante del tribunal debe dar su voto en el orden de sorteo preestablecido. Ello se hará en forma personal y de manera fundada. No puede estar ausente el fundamento respecto de los hechos ni las referencias normativas. 

Además, la ley expresamente admite que un juez reemplace el fundamento de su voto por la adhesión a los argumentos brindados por un colega preopinante. 

El principio de congruencia manda que sólo puedan ser objeto de análisis por la alzada las cuestiones de hecho y de derecho que fueron puestas a consideración del juez de primera instancia. Y de éstas no todas, sino tan sólo las que ingresan por la vía de la expresión de agravios.

SENTENCIA.

Art. 267 – Sentencia. Concluido el acuerdo, será redactado en el libro correspondiente suscripto por los jueces del tribunal y autorizado por el secretario.

Inmediatamente se pronunciará la sentencia en el expediente, precedida de copia íntegra del acuerdo, autorizada también por el secretario.

Podrá pedirse aclaratoria en el plazo de cinco (5) días.

Fin del acuerdo. Resolución. SENTENCIA – concluida la deliberación de los jueces respecto de una causa, se volcará el texto definitivo de sus votos en la sentencia, que será luego registrada en el libro correspondiente con las firmas de aquéllos puestas ante el secretario, que con la suya certificará la autenticidad del acto.

Otro de estos originales que contenga todo el texto de los votos emitidos e idénticos recaudos formales se agregará al expediente.

Providencias de trámite.

Art. 268 – Providencias de trámite. Las providencias simples serán dictadas por el presidente. Si se pidiere revocatoria, decidirá el tribunal sin lugar a recurso alguno.

Resoluciones de mero trámite – las providencias simples las dictará el presidente de la cámara o sala en que haya quedado radicado el expediente. Las formas del despacho serán las que contempla el art. 160.

Recurribilidad – contra las resoluciones de mero trámite dictadas por el presidente del tribunal de alzada procederá la revocatoria, que será resuelta por el cuerpo sin lugar a otro recurso.

Debe entenderse “sin lugar a otro recurso ordinario”, ya que si se dan los recaudos de admisibilidad operarán los recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley y doctrina legal, nulidad e inconstitucionalidad.

Procesos sumarios.

Art. 269 – Procesos sumarios. Cuando el recurso se hubiese concedido respecto de sentencia definitiva dictada en proceso sumario se aplicarán las reglas establecidas precedentemente con excepción de lo dispuesto en el art. 255, inc. 4º.

PODERES DEL TRIBUNAL.

Facultades en torno a la concesión del recurso.

Art. 271 – Examen de la forma de concesión del recurso. Si la apelación se hubiese concedido libremente debiendo serlo en relación, el tribunal, de oficio o a petición de parte hecha dentro del tercer día, así lo declarará, mandando poner el expediente en secretaría para la presentación de memoriales del art. 246.

Si el recurso se hubiese concedido en relación, debiendo serlo libremente, la cámara dispondrá el cumplimiento de lo dispuesto en el art. 255.

La Cámara como tribunal del recurso – más allá de lo que disponga el juez de primera instancia al momento de conceder el recurso de apelación, quien tendrá la última palabra respecto de las formas y efecto acerca de cómo debe ser tramitada esta revisión es el tribunal de alzada.

Éste, como juez del recurso, tiene facultad para pronunciarse aun de oficio acerca de la admisibilidad o procedencia formal de los recursos llevados a su conocimiento, no encontrándose ligado a la conformidad de las partes ni a la resolución del magistrado de primer grado aunque estuviere consentida, toda vez que se trata de una cuestión en la cual está comprometido el orden público.

Si bien las partes pudieron plantear su disconformidad con la forma de concesión a través del remedio del art. 246, si este intento fue infructuoso habrá otra vía para reparar el error: la contemplada por la norma en análisis.

En este caso la cámara, de oficio o a pedido de alguno de los litigantes, dentro de los 3 días de notificado el auto que pone la causa en secretaría, decidirá lo que corresponda:

· si fue concedido libremente cuando correspondía hacerlo “en relación”, en primera instancia no se recibieron los memoriales. En ese caso, la alzada mandará que se cumpla con esta medida ante ella, de acuerdo con las pautas procedimentales del art. 246.

· si, por el contrario, fue concedido en relación cuando correspondía hacerlo libremente, el expediente viene ya con los memoriales (ahora “expresión de agravios” y contestación),  por lo que la cámara ordenará que se cumpla con lo que falta: las presentaciones en el marco del art. 255.

Facultades decisorias del tribunal.

Las facultades decisorias de los tribunales de segunda instancia están limitadas al conocimiento de las cuestiones que: 

1) hayan sido oportunamente propuestas a la decisión del inferior. 
2) no hayan sido expresa o implícitamente excluidas por el apelante, sea en la expresión de agravios o en el memorial.

Con respecto a la primera de las limitaciones es que vale mencionar, dice el art. 272:

Art. 272 – Poderes del tribunal. El tribunal no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia. No obstante deberá resolver sobre los intereses y daños y perjuicios u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores a la sentencia de primera instancia.

La regla establecida por esta norma deriva de la vigencia del principio dispositivo. En sentido concordante, el ámbito de conocimiento de los tribunales de alzada se halla, pues, limi​tado por las cuestiones articuladas en el proceso, y no por lo decidido en prime​ra instancia.
No obstante, dice el art. en su segundo párr., deberá resolver sobre los intereses y daños y perjuicios u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores a la sentencia de primera instancia. 

Existen, en efecto, numerosos casos en los cuales los tribunales de alzada se hallan habilitados para resolver cuestiones que no han sido objeto de pronun​ciamiento en la instancia anterior, ya sea por omisión (como es el caso de la última parte del art. 272) o por haberse hecho lugar a una defensa o argumento de carácter excluyente (ver análisis del art. siguiente) 
Omisiones de la sentencia de primera instancia.

Art. 273 – Omisiones de la sentencia de primera instancia. El tribunal podrá decidir sobre los puntos omitidos en la sentencia de primera instancia, aunque no se hubiese pedido aclaratoria, siempre que se solicitare el respectivo pronunciamiento al expresar agravios.

Omisiones del tribunal de primera instancia – el tribunal de alzada tiene facultades para pronunciarse sobre cuestiones involucradas en la demanda que no fueron objeto de examen en la primera instancia por haber prosperado una defensa del demandado. 

La jurisprudencia tiene decidido que las defensas opuestas por la parte que no apela el fallo de primera instancia por serle favorable y que fueron desestimadas, quedan sometidas a la decisión del tribunal de alzada en virtud de la apelación deducida por la otra parte. Lo mismo en el caso de que ciertas defensas no hayan sido consideradas por la sentencia de primera instancia, por ser innecesario su examen para resolver la causa: si por ejemplo,  se han opuesto en primera instancia las excepciones de prescripción y nulidad, y el juez hace lugar a la primera y omite examinar la segunda, esta puede ser objeto de pronunciamiento en la alzada si el tribunal declara que no existe prescripción. 

Sobre la base del principio según el cual es condición de validez de los fallos judiciales el que se pronuncien sobre todas las cuestiones conducentes para la decisión de la causa, y que hayan sido propuestas por las partes, la Corte tiene establecido que las sentencias de los tribunales de alzada deben contener decisión sobre las defensas que, oportunamente opuestas ante el inferior y rechazadas por este, son mantenidas en segunda instancia por la parte triunfadora, aún cuando la apelación hubiera sido deducida por el litigante vencido.

El tribunal de alzada no puede revisar aquellas cuestiones que, resueltas en primera instancia en contra del apelante, este las excluye, expresa o implícitamente, en oportunidad de deducir el recurso de apelación o de presentar  la expresión de agravios. De allí el paralelismo puntualizado entre la demanda y la expresión de agravios, consideradas ambas como los actos cuyos contenido determina la competencia del tribunal de primera y de segunda instancia, respectivamente.

La competencia del tribunal de alzada tampoco se abre en los supuestos de declararse la deserción del recurso, sea por no haberse presentado la expresión de agravios dentro del plazo que fija la ley, o por carecer aquella de la necesaria fundamentación.

Es consecuencia del principio dispositivo que el tribunal de segunda instancia carezca de facultades para modificar la sentencia en perjuicio del litigante que apeló, si su contrario no lo hizo (reformatio in peius).

Costas y honorarios.

Art. 274 – Costas y honorarios. Cuando la sentencia o resolución fuere revocatoria o modificatoria de la de primera instancia, el tribunal adecuará las costas y el monto de los honorarios al contenido de su pronunciamiento, aunque no hubiese sido materia de apelación.

5. Procedimiento ante la SCJBA cuando se han concedido recursos extraordinarios; cargas cuando la sentencia impugnada no es de las Cámaras de Apelación del Dpto. Judicial capital. Juicio previo de admisibilidad. Memorial. Poderes del tribunal. Intervención del Procurador General. Acuerdo, contenido según se acoja o rechace el recurso. Déficit, según estadísticas del conocimiento de estos recursos.

PROCEDIMIENTO ANTE LA SCJBA CUANDO SE HAN CONCEDIDO RECURSOS EXTRAORDINARIOS. CARGAS CUANDO LA SENTENCIA IMPUGNADA NO ES DE LAS CÁMARAS DE APELACIÓN DEL DEPARTAMENTO JUDICIAL CAPITAL. JUICIO PREVIO DE ADMISIBILIDAD. MEMORIAL. PODERES DEL TRIBUNAL. INTERVENCIÓN DEL PROCURADOR GENERAL. ACUERDO, CONTENIDO. 

Todos los recursos extraordinarios admitidos por el CPBA  (inaplica​bilidad de ley, nulidad e inconstitucionalidad) se hallan sustancialmente suje​tos al mismo trámite. 

En primer lugar, deben interponerse y fundarse ante la respectiva cámara de apelaciones o tribunal colegiado de ins​tancia única; salvo el de inconstitucionalidad, que puede serlo ante el juez o tri​bunal de última o única instancia.

Interpuesto el recurso, puede ocurrir que el tribunal lo admita o lo de​niegue:

· en caso de admitirlo, cuando el tribunal no tiene su asiento en la ciudad de La Plata, se debe emplazar al recurrente para que, dentro de 5 días, entregue en mesa de entradas y en sellos postales el valor del franqueo que corresponda para la remisión del expediente a la Suprema Corte y su oportuna devolución por ésta, salvo que se trate de las personas a quienes el art. 280 exime del depósito. 

Si el recurrente omite entregar el fran​queo corresponde declarar desierto el recurso, darle por perdido el 25% del de​pósito y aplicarle las costas. 

Cumplido el requisito mencionado, el expediente debe ser elevado a la Corte dentro de los 2 días siguientes de quedar las partes notificadas de la concesión del recurso o de quedar aquél en estado para su re​misión (CPBA, art. 282).

Llegado el expediente a la Corte, el secretario debe dar cuenta y el presi​dente, previa vista, cuando corresponda, al Procurador General, dictar la provi​dencia de "autos" y mandarla notificar en el domicilio constituido por los inte​resados, debiendo las demás providencias quedar notificadas por ministerio de la ley (art. 283). La jurisprudencia tiene decidido, no obstante, que el dictado de la providencia de autos no obsta a que, por vía de interlocutoria, se declare mal concedido el recurso.

Dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación de la provi​dencia de "autos", cada parte puede presentar una memoria relativa a su recur​so o al interpuesto por la contraria, quedando prohibido el ofrecimiento de pruebas y la alegación de hechos nuevos (art. 284). 

Si el recurrente desiste del recurso –lo que puede hacer en cualquier estado del trámite–  pierde el 50% del depósito y debe pagar las costas (art. 285). 

La SENTENCIA debe pronunciarse dentro de los 80 días, que empiezan a correr desde que el proceso se encuentre en estado. Vencido el plazo, las partes pueden solicitar pronto despacho dentro de los 10 días (art. 286). 

Pronunciada y notificada la sentencia, debe devolverse el expediente al tribunal de origen sin más trámite (art. 291).

· en el supuesto de que la cámara o tribunal denieguen el recurso o lo declaren desierto, el interesado puede recurrir en queja ante la Corte, dentro de los 5 días, con la ampliación que corresponda en razón de la distancia, acompañando: 

1) copia, certificada por el letrado del recurrente, de la senten​cia recurrida, de la de primera instancia (cuando hubiere sido revocada), del escrito de interposición del recurso y del auto que lo deniegue o lo declare desierto.

2) los demás recaudos necesarios para individualizar el caso y el tribunal. 

Pre​sentada la queja la Corte debe decidir, dentro de los 5 días y sin sustancia​ción alguna, si el recurso ha sido bien o mal denegado o declarado desierto. En estos dos últimos casos, corresponde imprimirle el trámite descrito en el punto anterior (dictado de la providencia de autos, etc.). 

Si, en cambio, se declara que el recurso ha sido bien denegado o declarado desierto, deben aplicarse las cos​tas al recurrente. 

Mientras la Corte no conceda el recurso no se suspende la tra​mitación del proceso, salvo que aquélla requiera los autos para resolver la queja y ello desde que el Tribunal reciba la requisitoria (art. 292).

En cuanto a la suerte del depósito que, como se vio oportunamente, constituye requisito de admisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley, va​ría de acuerdo con las decisiones que eventualmente se adopten. Aquél, en efecto, debe ser devuelto al recurrente cuando: 

· se le deniega el recurso, en cuyo caso el pedido de extracción implica consentir la denegatoria.

· conce​dido el recurso por el tribunal o declarado por la Corte como mal denegado, el resultado de aquél le fuere favorable (CPBA, art.293). 

En cambio, el recurren​te pierde el depósito si: 

· concedido el recurso por el tribunal o declarado por la Corte como mal denegado, su resultado no le fuere favorable.

· denegado el recurso por el Tribunal, la Corte lo declare bien denegado.

RESOLUCIÓN.

La sentencia debe dictarse en el plazo que anteriormente se ha seña​lado (80 días), correspondiendo destacar que, mientras para decidir los recursos de ina​plicabilidad de ley y de nulidad basta que intervenga la mayoría de los jueces de la Suprema Corte (cinco), la resolución del recurso de inconstitucionalidad exige la concurrencia de la totalidad de los miembros del tribunal, aunque son suficientes, para que exista sentencia, cinco votos conformes (ley 5827, art. 25).

En cuanto a los efectos de los recursos extraordinarios provinciales, se debe distinguir entre los de inaplicabilidad de ley e inconstitucionalidad, por un lado, y el de nulidad, por otro.
Los dos primeros acuerdan a la Suprema Corte competencia po​sitiva y excluyen, por lo tanto, el régimen de reenvío.

Con respecto al RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LEY, dice el art. 289 CPBA que "cuando la Suprema Corte estimare que la sentencia recurrida ha violado o aplicado erróneamente la ley o doctrina, su pronunciamiento deberá contener: 

1) declaración que señale la violación o errónea aplicación de la ley o doctrina que fundamentó la sentencia.

2) resolución del litigio con arreglo a la ley o doctrina que se declaran aplicables".

En este caso, el fallo de la Suprema Corte viene a sustituir a la sentencia recurrida. Lo mismo ocurre si prospera el RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD, a cuyo respecto el art. 303 prescribe que "en su decisión, la Suprema Corte declarará si la disposición impugnada es o no contraria a la Constitución de la Provincia. En el segundo caso desestimará el recurso condenando al recurrente en las costas causadas".

E1 RECURSO DE NULIDAD, en cambio, se halla sujeto al régimen de reenvío: "Cuando la Suprema Corte lo acogiera se declarará nula la sentencia recurrida y se remitirá la causa a otro tribunal para que la de​cida nuevamente. En este supuesto se aplicará a cada juez del tribunal una mul​ta idéntica a la establecida por el art. 45 siempre que, a juicio del tribunal, existiera manifiesta o inexcusable infracción a los preceptos constitucionales aludidos. Cuando la Corte estimare que no ha existido infracción a las precitadas dispo​siciones de la Constitución, así lo declarará desestimando la impugnación y condenando al recurrente en las costas causadas" (art. 298 CPBA).

6. Procedimiento en la apelación extraordinaria ante la CSJN.

PROCEDIMIENTO EN LA APELACIÓN EXTRAORDINARIA ANTE LA CSJN.

CONCESIÓN DEL RECURSO Y PROVIDENCIA DE AUTOS

Concedido el recurso ordinario de apelación para ante la Corte Suprema y recibido el expediente por ésta, debe ser puesto en secretaría y notificarse la providencia que así lo ordene personalmente o por cédula. 

El apelante debe presentar memorial dentro del plazo de 10 días, y de éste corresponde confe​rir traslado a la otra parte por el mismo plazo. 

La falta de presentación o insuficiencia del me​morial trae aparejada la deserción del recurso. 

Contestado el traslado o transcurrido el plazo para hacerlo, debe dictarse la providencia de autos, no pudiendo en ningún caso admitirse la apertura a prueba ni la alega​ción de hechos nuevos (CPN, art. 280).

RESOLUCIÓN.

Cuando es procedente el recurso ordinario de apelación, la competencia de la Corte es equiparable a la de cualquier tribunal de alzada, pudiendo versar, por lo tanto, sobre todas las cuestiones de hecho o de derecho (común o federal) que hayan sido materia de agravios.

UNIDAD 22 – PROCESO SUMARIO (PLENARIO ABREVIADO) Y SUMARÍSIMO.

1. Evolución histórica de los procesos de conocimiento; raíz romana en el proceso escrito; raíz germánica en el proceso oral. Ámbito del proceso plenario abreviado (sumario) en la legislación de la provincia: análisis del art. 320. Modalidades de la demanda, contestación, de ofrecimiento y recepción de la prueba; plazos. Recursos. Caracteres de la sentencia.

EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LOS PROCESOS DE CONOCIMIENTO. RAÍZ ROMANA EN EL PROCESO ESCRITO. RAÍZ GERMÁNICA EN EL PROCESO ORAL.

ÁMBITO DEL PROCESO PLENARIO ABREVIADO (SUMARIO) EN LA LEGISLACIÓN DE LA PROVINCIA: ANÁLISIS DEL ART. 320.

Art. 320 – Juicio sumario. Tramitarán por juicio sumario:

1) (Texto según ley 11593, art. 1) Los procesos de conocimiento hasta la suma de ciento cincuenta mil pesos ($ 150.000), exceptuados aquellos de competencia de la Justicia de Paz, que se regirán por la ley respectiva.

2) Cualquiera sea su monto, las controversias que versen sobre:

a) Pago por consignación.

b) División de condominio.

c) Cuestiones entre copropietarios surgidas de la administración, y las demandas que se promovieran por aplicación de la ley de propiedad horizontal, salvo que las leyes especiales establecieren otra clase de procedimiento.

d) Cobro de crédito por alquileres de bienes muebles.

e) Cobro de medianería.

f) Obligación de otorgar escritura pública y resolución de contrato de compraventa de inmuebles.

g) Cuestiones relacionadas con restricciones y límites del dominio o sobre condominio de muros y cercos, y en particular, las que se susciten con motivo de la vecindad urbana o rural.

h) Obligación exigible de dar cantidades de cosas o valores, o de dar cosas muebles ciertas y determinadas.

i) Suspensión del ejercicio de la patria potestad y suspensión y remoción de tutores y curadores.

j) Pedido de fijación del plazo de cumplimiento de la obligación cuando no se hubiere señalado en el acto constitutivo, o si se hubiese autorizado al deudor para satisfacerla cuando pudiere o tuviese medios para hacerlo, siempre que no se tratase de título ejecutivo.

k) Daños y perjuicios derivados de delitos y cuasi delitos y de incumplimiento del contrato de transporte.

l) Cancelación de hipoteca o prenda.

ll) Restitución de cosa dada en comodato.

m) (Incorporado por ley 11205, art. 1) Cuestiones relacionadas con la tenencia de menores.

3) Los demás casos que la ley establece.

PROCESO SUMARIO.

El CPCCBA llama sumario –siguiendo una tradición procesal muy arraigada– al proceso de conocimiento plenario abreviado.

En este tipo de proceso, el conocimiento del litigio por parte del juez también es pleno y profundo –por contraste con lo que ocurre con los procesos de ejecución y cautelares–; sin embargo, se prevén algunas restricciones procesales en pos de la celeridad del trámite.

Básicamente, estas limitaciones se refieren a un acortamiento de los plazos, eliminación de actos procesales admisibles, concentración de varias diligencias en un solo paso y restricciones recursivas. Todo ello en pos de brindar a los litigantes un continente procesal ágil y simplificado a través de los cuales canalizar determinadas pretensiones.

En el artículo analizado se contemplan las pretensiones que tramitan por juicio sumario a través de una larga lista que no resulta exhaustiva, ya que admite la posibilidad de otros supuestos señalados por la ley (inc. 3º).

MODALIDADES DE LA DEMANDA, CONTESTACIÓN, OFRECIMIENTO Y RECEPCIÓN DE LA PRUEBA. PLAZOS. RECURSOS. CARACTERES DE LA SENTENCIA. 

Art. 484 – Demanda, contestación y ofrecimiento de prueba. Presentada la demanda con sujeción a lo dispuesto por el art. 330, se dará traslado por diez (10) días. Para la contestación regirá lo establecido en el art. 354.

Con la demanda, reconvención y contestación de ambas, deberá acompañarse la prueba instrumental, en los términos del art. 332, y ofrecerse todas las demás de que las partes intentaren valerse.

Dentro del plazo de cinco (5) días contados desde la notificación de la providencia que tiene por contestada la demanda o la reconvención, en su caso, el actor o reconviniente podrá ampliar su prueba respecto de los nuevos hechos invocados por el demandado o reconvenido.

En esta clase de proceso no procederá la recusación sin causa.

Plazo para contestar la demanda – se trata de un plazo de 10 días (en lugar de los 15 del proceso ordinario), que se computan también desde la notificación por cédula del traslado de la demanda. Regirá aquí la ampliación de plazos por efecto de la distancia del art. 158.

Ofrecimiento de la prueba – además de agregarse la prueba documental como en el juicio ordinario (art. 332), en el sumario se ofrece en los mismos escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas todo el resto de la prueba de que intenten valerse las partes.

Recusación sin expresión de causa – no opera en el juicio sumario la recusación de jueces sin expresión de causa.

Reconvención.

Art. 485 – Reconvención. La reconvención será admisible si las pretensiones en ella deducidas derivaren de la misma relación jurídica o fueren conexas con las invocadas en la demanda. De la reconvención se dará traslado por diez (10) días.

Plazo para contestar la reconvención – es de 10 días (en lugar de los 15 del proceso ordinario).

Excepciones previas.

Art. 486 – Excepciones previas. Las excepciones previas se regirán por las mismas normas del proceso ordinario, pero se opondrán conjuntamente con la contestación a la demanda.

Si las normas sobre competencia engendraren duda razonable, el juez requerido deberá conocer de la acción.

Excepciones – todas las cuestiones referidas a las excepciones previas serán resueltas sobre la base de las reglas generales ya analizadas. La única diferencia importante es que su introducción al proceso se hará en el mismo escrito de contestación de demanda o de reconvención.

Incompetencia. Regla especial –  rigen las mismas reglas que en el proceso ordinario. Sólo que aquí el legislador ha incluido una pauta que tiende a la celeridad procesal, al no tener que cambiar el juicio de juez una vez radicado. En tal sentido, si las pautas de competencia no son claras en relación con el caso específico y generan “duda razonable” en el magistrado, éste debe así expresarlo y continuar con la tramitación.

Contingencias posteriores.

Art. 487 – Contingencias posteriores. Contestada la demanda o la reconvención, vencido el plazo para hacerlo o desestimadas en su caso las excepciones previas, no habiendo hechos controvertidos, el juez declarará la cuestión de puro derecho, y una vez ejecutoriada esta resolución, dictará sentencia. Si hubiere hechos controvertidos, el juez acordará el plazo que estimare necesario para la producción de la prueba, fijando la audiencia en que tendrán lugar la absolución de posiciones, testimonial y, eventualmente, las explicaciones que deban dar los peritos. Respecto de la prueba testimonial regirá lo dispuesto en el art. 429, párr. 2º. Asimismo, ordenará los oficios que hayan sido solicitados por las partes.

Plazo probatorio – no se establece aquí duración del período de prueba. Se deja la determinación del mismo a la prudencia del juez. Por supuesto, no podrá dejar de tener en cuenta la brevedad de los tiempos que debe regir en este proceso. De allí que entendemos que el plazo probatorio en el proceso sumario no podría superar los 40 días, período contemplado para el plenario mayor (art. 365).

Concentración de diligencias: audiencia de prueba – se busca concentrar la mayor cantidad de diligencias posibles. Concretamente, la ley impone la fijación de una audiencia a la que deberán acudir las partes requeridas como absolventes, los testigos y, eventualmente, los peritos a brindar sus explicaciones oralmente.

Prueba de testigos – en relación a la prueba testimonial, la ley remite a lo ya regulado respecto de la fijación de audiencias en días seguidos para el caso de insuficiencia de tiempo, supletorias por ausencias justificadas y sanciones por ausencias injustificadas (art. 429, párr. 2º).

Absolución de posiciones.

Art. 488 – Absolución de posiciones. Sólo podrá pedirse la absolución de posiciones en primera instancia una sola vez. Deberá solicitarse en la oportunidad mencionada en el art. 484, párr. 2º.

Confesión – el ofrecimiento de la prueba de confesión se limita a una vez por instancia. En la primera debe realizarse junto con la de todas las demás pruebas –en el escrito de demanda, reconvención o contestación de ambas–.

Número de testigos.

Art. 489 – Número de testigos. Los testigos no podrán exceder de cinco (5) por cada parte. Si se hubiese propuesto un mayor número, el juez citará a los cinco (5) primeros y luego de examinados, de oficio, o a pedido de parte, podrá disponer la recepción de otros testimonios si fuesen estrictamente necesarios.

Limitación a la cantidad de testigos – se limita el número de los testigos. De los 12 que pueden ser ofrecidos en el juicio ordinario, aquí sólo es posible proponer 5.

Citación de los testigos.

Art. 490 – Citación de testigos. Para la citación y comparecencia del testigo regirá lo dispuesto en los arts. 431 y 432.

Citación – se remite a las reglas del juicio ordinario de los arts. 431 y 432.

Justificación de incomparecencia.

Art. 491 – Justificación de la incomparecencia. La inasistencia del testigo a la audiencia supletoria, sólo podrá justificarse por una vez, por causa grave invocada con anterioridad. La fuerza mayor que hubiese impedido la justificación anticipada será excusable si se la hiciere valer dentro de las veinticuatro (24) horas de celebrada la audiencia, para lo cual deberá acompañarse la prueba del hecho, o acreditarse sumariamente dentro del plazo que fije el juez.

Prueba pericial.

Art. 492 – Prueba pericial. Si fuese pertinente la prueba pericial, el juez designará perito único de oficio, quien deberá presentar su dictamen con anticipación de cinco (5) días al acto de la audiencia de prueba.

El perito podrá ser recusado hasta el día siguiente al de su nombramiento. Deducida la recusación, se hará saber a aquél para que en el acto de la notificación o hasta el día siguiente manifieste si es o no cierta la causal. Reconocido el hecho o guardándose silencio será reemplazado. Si se negare, el incidente tramitará por separado sin interrumpir la sustanciación del principal.

Prueba pericial – respecto de este medio probatorio, también es notoria la intención de simplificar y abreviar pasos procesales. 

Si las partes ofrecen prueba pericial, indicarán la especialidad y los puntos de pericia en la ocasión del art. 484, párr. 2º, junto con toda la prueba.

No se desarrollará aquí la audiencia del art. 459; en lugar de ella, si el juez entiende admisible la prueba, en su resolución designará un único perito de oficio, establecerá los puntos de pericia y fijará el plazo para que presente el dictamen.

Esta fecha debe ser necesariamente anterior (5 días) a que tenga lugar la audiencia de prueba a que se alude en la norma del art. 487.

Recusación del perito. Reglas especiales – el perito podrá ser recusado hasta el día siguiente al de su nombramiento. La recusación se pondrá en conocimiento del experto para que en el momento de la notificación o al día siguiente manifieste si son ciertas o no las circunstancias alegadas por la parte impugnante.

Si las admite o calla al respecto, el juez sin más trámite lo habrá de reemplazar.

Si, en cambio, las niega, se inicia un trámite incidental que no debe entorpecer el principal. Los plazos aquí serán determinados por el juez siguiendo las pautas del art. 187 

Improcedencia del plazo extraordinario.

Art. 493 – Improcedencia del plazo extraordinario. Alegatos y prueba de informes pendientes. En el juicio sumario no procederá el plazo extraordinario de prueba, ni la presentación de alegatos.

Si producidas las pruebas, quedare pendiente únicamente la de informes en su totalidad o en parte, y ésta no fuese esencial, se pronunciará sentencia prescindiendo de ella, sin perjuicio de que sea considerada en segunda instancia si fuese agregada cuando se encontrare la causa en la alzada.

Prueba en el extranjero – la ley veda que en el marco de un proceso sumario se pueda disponer un plazo extraordinario de prueba.

Alegatos – no existe posibilidad de que las partes presenten alegatos en el proceso plenario abreviado.

Prueba de informes pendiente – si concluida la producción de las demás pruebas sólo falta que se agreguen informes solicitados, el juez podrá disponer que se espere a su incorporación al proceso para luego resolver el caso si considera que son esenciales a esos fines. Si, en cambio, los considera no esenciales, podrá dictar sentencia sin ellos y, eventualmente, serán tenidos en cuenta en la segunda instancia si es que se agregan antes de esta oportunidad.

Resoluciones y recursos.

Art. 494 – Resoluciones y recursos. El plazo para dictar sentencia será de treinta (30) o cincuenta (50) días, según se tratare de tribunal unipersonal o colegiado.

Únicamente serán apelables la resolución que rechaza de oficio la demanda; la que declara la cuestión de puro derecho; la que decide las excepciones previas; las providencias cautelares; las resoluciones que pongan fin al juicio o impidan su continuación y la sentencia definitiva.

Las apelaciones deducidas contra resoluciones que desestiman las excepciones previstas en los incs. 6º, 7º y 8º del art. 345, se concederán en efecto diferido. Las interpuestas respecto de providencias cautelares tramitarán en incidente por separado.

Las resoluciones sobre producción, denegación y sustanciación de las pruebas, estarán sujetas al régimen del art. 377.

Plazo para resolver – la sentencia de un proceso de conocimiento plenario abreviado se dictará en 30 o 50 días, según se trate de un órgano unipersonal o colegiado.

Apelación limitada – sólo son apelables: 

· el rechazo oficioso de la demanda.

· la declaración de puro derecho.

· la resolución respecto de excepciones previas.

· las que disponen medidas cautelares.

· las interlocutorias que pongan fin al juicio o impidan su continuación.

· y la sentencia de mérito.

Normas supletorias.

Art. 495 – Normas supletorias. En cuanto no se hallare previsto, regirán las normas generales en lo que fuesen compatibles con el carácter sumario del procedimiento.

2. El proceso sumarísimo. Analogía y diferencias con el proceso ordinario y el proceso plenario abreviado (sumario). Análisis del art. 321 del CPCCBA y CPN. Ámbito de aplicación.

PROCESO SUMARÍSIMO. ÁMBITO DE APLICACIÓN.

Art. 321. Proceso sumarísimo. Será aplicable el procedimiento establecido en el art. 496:

1) Cuando se reclamase contra un acto u omisión de un particular que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta algún derecho o garantía explícita o implícitamente reconocida por la Constitución Nacional o de esta Provincia, siempre que fuere necesaria la reparación urgente del perjuicio o la cesación inmediata de los efectos del acto, y la cuestión, por su naturaleza, no deba sustanciarse por alguno de los procesos establecidos por este Código u otras leyes.

2) En los demás casos previstos por este Código u otra ley.

Si de conformidad con las pretensiones deducidas por el actor no procediere el trámite del juicio sumario o sumarísimo, el juez resolverá cuál es la clase de proceso que corresponde. La resolución no será recurrible.

Ámbito de aplicación. Acción de amparo contra actos de particulares – ver pto. 3.

Otros casos – la ley regula más supuestos de procesos sumarísimos. Son los que corresponden a:

· los trámites de los interdictos (de retener, art. 605; de recobrar, art. 609; de obra nueva, art. 613 y de adquirir, art. 601).

· la determinación de frutos o intereses cuando no fueron establecidos en la sentencia (art. 165).

· los planteos generados a raíz del nombramiento de tutor o curador (art. 814).

· y la oposición al otorgamiento de segunda copia de una escritura pública (art. 816).

ANALOGÍAS Y DIFERENCIAS CON LOS PROCEDIMIENTOS ORDINARIO Y SUMARIO.
Art. 496 – Trámite. En los casos del art. 321, presentada la demanda, el juez teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión y la prueba ofrecida, resolverá de oficio y como primera providencia si corresponde su trámite según las normas del juicio sumarísimo.

La sustanciación se ajustará a lo establecido en los artículos anteriores con estas modificaciones:

1) No será admisible reconvención ni excepciones de previo y especial pronunciamiento;

2) Todos los plazos serán de dos (2) días, salvo el de contestación de la demanda que será de cinco (5) días y el de la prueba, que fijará el juez;

3) La audiencia de prueba deberá señalarse dentro de los diez (10) días de contestada la demanda o de vencido el plazo para hacerlo;

4) Sólo serán apelables la sentencia definitiva y las providencias que decreten medidas precautorias. El recurso se concederá en relación y en efecto devolutivo;

5) En el supuesto del art. 321, inc. 1º, la demanda rechazada únicamente podrá reproducirse si tuviere lugar un nuevo acto, cuya reparación no pueda obtenerse por vía de ejecución de sentencia;

6) El plazo para dictar sentencia será de diez (10) o de quince (15) días, según se tratare de tribunal unipersonal o colegiado.

Trámite – se trata de la forma más abreviada de los procesos de conocimiento. Como en el caso del proceso plenario abreviado, el legislador regula el juicio “sumarísimo” por remisión a reglas generales (en este caso las del proceso sumario) y aporta en un solo artículo las pautas diferenciales que caracterizan a la figura en estudio (ver art. 496).

Reconvención – No se admite reconvención.

Excepciones de previo y especial pronunciamiento – en realidad, lo que veda esta norma es que estas defensas sean resueltas en forma anticipada respecto de la cuestión de fondo, tal como ocurre en los otros dos tipos de proceso de conocimiento mediante sentencias interlocutorias que, en muchos casos, pueden ser encuadradas dentro de la categoría de “sentencias definitivas” por dar terminación al proceso. Lo que no habrá, entonces, en el sumarísimo es un “previo y especial pronunciamiento”.

Plazos – la regla en el sumarísimo es que todos los plazos serán de 2 días, a excepción del que corresponde a la contestación de demanda que será de 5.

Audiencia de prueba – en el sumarísimo opera también la audiencia de prueba regulada para el sumario en el art. 487, a cuya nota remitimos.

Máxima reducción de la apelabilidad – sólo podrán ser objeto del recurso de apelación: 

· la sentencia de mérito.

· y las resoluciones que decreten medidas precautorias.
El recurso de apelación se concederá en relación y “en efecto devolutivo”, según reza la manda en análisis (inc. 4º). 

Cuando se impugnen resoluciones que concedan medidas precautorias, el mismo operará con efecto no suspensivo, tal como surge de este artículo. 

No procede, por ende, el debate probatorio amplio ante la alzada a que da lugar el art. 255, respecto de otros juicios de conocimiento.

El plazo para apelar la sentencia dictada en juicio sumarísimo es también de 2 días.

Amparo contra actos de particulares – se regula aquí el efecto del rechazo de una pretensión de amparo contra actos u omisiones de particulares. Este rechazo no impedirá la presentación de una nueva demanda, en la medida en que la causa sea otra manifestación de esta conducta pretendidamente violatoria del orden constitucional. La única excepción está dada por la posibilidad de que este nuevo accionar indebido pueda ser neutralizado mediante un trámite de ejecución de aquella sentencia dictada originariamente.

Plazos para el tribunal – el plazo para dictar sentencia será de 10 o 15 días, dependiendo de si se trata de un órgano unipersonal o colegiado.

3. La acción de amparo: antecedentes doctrinarios y jurisprudencia. Sistemas legislativos vigentes en la Provincia y en la Capital Federal.

LA ACCIÓN DE AMPARO.

Concepto: la institución del amparo integra el rubro de las garantías constitucionales, es decir, se trata de un medio jurisdiccional para hacer efectiva la protección del goce de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional.
La acción de amparo se admite contra todo acto u omisión de autoridad pública que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías explícita o implícitamente reconocidos por la CN, con excepción de la libertad individual tutelada por el hábeas corpus.

Con la expresión “amparo” se hace alusión, precisamente, al procedimiento judicial, breve y sumario, que asegura un medio expeditivo para la protección de los derechos y las libertades constitucionales distintas a la libertad física, corporal o de locomoción. 

Creación jurisprudencial del amparo.

La creación jurisprudencial del amparo la podemos ver en diferentes fallos, que fueron los que marcaron el rumbo de su existencia. Nos referiremos a continuación a los casos “Siri” y “Kot”.

Caso “SIRI” 

La policía de la Provincia de Buenos Aires procedió a la clausura del diario Mercedes, sin aclarar las razones del por qué de la medida. En consecuencia, Ángel Siri, director del diario, se presentó ante la justicia alegando la violación de sus derechos de libertad de imprenta y trabajo consagrados en los arts. 14, 17 y 18 de la CN.
El director del diario pretendía, en primer lugar, que se retirara la custodia policial del local donde se imprimía el periódico, y segundo, que se levantara la clausura impuesta.
Siri se presentó ante el juez solicitando se requiriera a la policía bonaerense un informe sobre quién había ordenado la clausura y los fundamentos de la medida. Requerido el informe, el comisario informó que la orden había sido emitida por la “Dirección de Seguridad de la Policía” y que el motivo lo desconocía. Ante esta circunstancia, el juez requirió informes al jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, a la Comisión Investigadora Nacional y  al Ministerio de Gobierno de la Provincia de Buenos Aires. Todos manifestaron ignorar las causas de la clausura y la autoridad que la había dispuesto.

El magistrado, interpretando el pedido de Siri como un recurso de Habeas Corpus, no hizo lugar al mismo en razón que no se había violado la libertad física de ninguna persona. Habiéndose apelado la decisión del juez de primera instancia, la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Mercedes confirmó la sentencia, por lo que el afectado dedujo recurso extraordinario dejando en claro que no había interpuesto un recurso de Habeas Corpus sino que se trataba de una petición a las autoridades por la violación de garantías constitucionales.
La Corte revocó la sentencia de la Cámara de Apelaciones ordenando a la autoridad policial “cesar con la restricción impuesta” exponiendo que, las garantías constitucionales invocadas por Siri se hallaban restringidas sin orden de autoridad competente ni causa justificada y que estos motivos bastaban para que fueran reestablecidas íntegramente por los jueces; “las garantías individuales existen y protegen a los individuos por el sólo hecho de estar consagradas en la Constitución Nacional”.

Se crea el recurso de Acción de Amparo como remedio judicial para proteger todos los derechos enumerados por la constitución Nacional, a excepción de los ya protegidos por el recurso de Habeas Corpus.

Se confirma la supremacía constitucional para proteger los derechos enunciados por los arts. 14, 17 y 18. 

Caso “KOT”.

La empresa Kot SRL sufrió una huelga por parte del personal en su fábrica textil de San Martín (Provincia de Buenos Aires).

La Delegación de San Martín del Departamento Provincial del Trabajo, declaró ilegal la huelga, por lo que la empresa Kot ordenó a sus empleados retomar las tareas dentro de las 24 horas. Frente al incumplimiento de dicho mandato se despidió a muchos obreros.
Transcurrido poco más de un mes, el presidente del Departamento Provincial del Trabajo declaró nula la resolución de la Delegación San Martín e intimó a la empresa a reincorporar a los obreros despedidos.

Al no llegar a un acuerdo con la empresa, los obreros despedidos ocuparon la fábrica paralizándola totalmente. Por esa razón, Juan Kot, gerente de la empresa hizo una denuncia por usurpación, solicitando se desocupara la fábrica.

El juez de primera instancia resolvió el sobreseimiento definitivo en la causa y no hizo lugar al pedido de desocupación, alegando que se trataba de un conflicto gremial en el que los obreros no intentaban ocupar la fábrica para ejercer un derecho de propiedad y que, por lo tanto, no existía usurpación.

La Cámara de Apelaciones en lo Penal de La Plata confirmó el sobreseimiento definitivo. Contra esta sentencia Kot interpuso recurso extraordinario, y la Corte lo declaró improcedente.

Al observar Kot que su denuncia por usurpación no le daba resultados, paralelamente inició otra causa. Antes de dictarse la sentencia de la Cámara de Apelaciones, se presentó ante la misma deduciendo recurso de amparo para obtener la desocupación de la fábrica. Para invocarlo Kot tomó como base lo resuelto por la Corte en el caso Siri; y la libertad de trabajo, el derecho a la propiedad y el derecho a la libre actividad, todos derechos amparados por laCN.

La Cámara no hizo  lugar al recurso planteado, interpretando que se trataba de un recurso de habeas corpus; contra esta sentencia interpuso recurso extraordinario.
La Corte falló a favor de Kot, haciendo lugar al recurso de amparo luego de revocar la sentencia de la Cámara de Apelaciones. Ordenó que se entregara a kot el establecimiento textil libre de todo ocupante indicando que “la Cámara de Apelaciones se confunde al considerar el recurso invocado por el afectado como un recurso de Habeas Corpus. El interesado interpuso una acción de amparo invocando los derechos constitucionales de la libertad de trabajo, de la propiedad y de la libre actividad, o sea, dedujo una garantía distinta a la que protege la libertad corporal (habeas corpus)”. Así fue que la corte ratificó lo resuelto en el caso Siri (en este último la restricción ilegítima provenía de la autoridad pública. En el caso en cuestión es causada por actos de particulares.)

Se amplía la esfera de acción del recurso de amparo al establecerse que también es viable deducirlo cuando la violación de un derecho provenga de un particular.

Recepción constitucional del amparo.

En la CN:

Art. 43 CN – “Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización” […].

En la Constitución provincial:

Artículo 20 Constitución de la Provincia de Bs. As. – “Se establecen las siguientes garantías de los derechos constitucionales: 

[…] 2. La garantía de Amparo podrá ser ejercida por el Estado en sentido lato o por particulares, cuando por cualquier acto, hecho, decisión u omisión, proveniente de autoridad pública o de persona privada, se lesione o amenace, en forma actual o inminente con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de los derechos constitucionales individuales y colectivos.

El Amparo procederá ante cualquier juez siempre que no pudieren utilizarse, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable y no procediese la garantía de Hábeas Corpus.

No procederá contra leyes o contra actos jurisdiccionales emanados del Poder Judicial.

La ley regulará el Amparo estableciendo un procedimiento breve y de pronta resolución para el ejercicio de esta garantía, sin perjuicio de la facultad del juez para acelerar su trámite, mediante formas más sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada.

En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesivos”.

RÉGIMEN LEGAL EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y EN LA LEY NACIONAL. COMPARACIÓN.

· En el ámbito de la provincia de Buenos Aires, el amparo se rige por la LEY 7.166, con las modificaciones incorporadas por LEY 7.261 y 7.425.

· Por su parte, la normativa que rige el amparo a nivel nacional es la LEY 16.986.

El juicio de amparo en la provincia de Buenos Aires (LEY 7.166). Comparación con la ley nacional.

El art. 1 de esta ley prescribe que procederá la acción de amparo contra todo acto u omisión de órganos o agentes de la Administración Pública que, ya sea en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, cualquiera de los derechos y garantías reconocidos en las constituciones nacional o provincial, con excepción del de la libertad corporal.

Legitimación: el art. 5 de la ley 7.166 establece que se hallan legitimados para deducir la acción de amparo:

· las personas físicas o jurídicas.

· los partidos políticos con personería reconocida por el organismo electoral competente.

· las entidades con personería profesional o gremial.
· las asociaciones que, sin revestir el carácter de personas jurídicas, justificaren, median la exhibición de sus estatutos, que no contrarían una finalidad de bien público.
Interposición de la demanda: la demanda de amparo deberá ser presentada en un plazo de 30 días hábiles, a contar desde la fecha en que el afectado tomó conocimiento del acto u omisión que considerado violatorio del derecho  garantías constitucionales. 

La ley provincial confiere un plazo más amplio que la ley nacional, que es de 15 días. 


Requisitos de la demanda: la demanda deberá presentarse por escrito, y contendrá:

1) nombre, apellido, nacionalidad y domicilio del accionante.

2) justificación de la personería invocada, conforme a las leyes que rigen la materia.
3) denominación del órgano, función o cargo del agentes de la Administración Pública, autor de la restricción.

4) la relación circunstanciada de los hechos, actos u omisiones que han producido, o estén en vías de producir, la lesión de derechos cuyo amparo se pretenda.

5) la petición que se formula en términos precisos y claros.

Rechazo “in limine” de la demanda: el art. 9 determina que si la acción puede notoriamente improcedente, por no cumplir los recaudos establecidos en la presente ley, el juez o tribunal así lo declarará sin más sustanciación, ordenándose el archivo de las actuaciones. 

Esta resolución será apelable en el plazo de 2 días desde notificada la resolución, debiendo fundarse junto con la interposición del recurso. En tal caso, es deber del actuario arbitrar los medios necesarios para que el tribunal de grado reciba las actuaciones dentro de las 24 hs. de concedido. 

A su vez, el tribunal deberá pronunciarse dentro del plazo de 3 días de recibido el expediente. 

Informe circunstanciado: el art. 10 establece que el juez o tribunal requerirá a la autoridad que corresponda un informe circunstanciado acerca de los antecedentes y fundamentos de la medida impugnada, el que deberá ser evacuado dentro del plazo prudencial que fije a tal efecto.

Prueba: en materia de ofrecimiento de prueba, la ley provincial, al igual que la nacional, ha seguido los lineamientos generales de los procesos rápidos o abreviados. En tal sentido, el art. 8 prescribe que con el escrito de demanda el actor deberá acompañar la prueba documental de que disponga, o deberá individualizarla si no se encontrara en su poder. 

Deberá individualizarse a los testigos propuestos, que no podrán ser más de 5 por cada parte.

Si alguna de las partes hubiera solicitado prueba se ordenará su inmediata producción, fijándose audiencia para dentro del 3° día. 

A diferencia de la ley nacional, la ley provincial no veda la prueba de confesión. 

 Sentencia: el art. 12 prescribe que una vez evacuado el informe a que se refiere el art. 10 o transcurrido el plazo conferido sin que el requerido se hubiere presentado, no habiéndose ofrecido prueba, se dictará sentencia fundada, dentro de las 48 hs. de concedido o denegado el amparo.

Recurso de apelación: el art. 18 determina que contra la sentencia, así como contra la resolución que rechaza in limine la acción, o cuando se decretan medidas de no innovar, procede el recurso de apelación.

El recurso deberá interponerse dentro de los 2 días de notificada la resolución recurrida y fundarse en el mismo escrito de presentación. Debe ser resuelto en el día y es obligación del actuario arbitrar los medios necesarios para que el tribunal de grado reciba las actuaciones dentro de las 24 hs. de concedido. A su vez, el tribunal de alzada se pronunciará dentro de un término no mayor de 3 días de recibido el expediente. 

Al igual que la ley nacional, el art. 18 de la ley provincial no ha previsto la apelación contra la decisión que deniega la petición de la medida cautelar. 

UNIDAD 23 – PROCESOS DE EJECUCIÓN.

1. Antecedentes e historia de los procesos de ejecución.

ANTECEDENTES E HISTORIA DE LOS PROCESOS DE EJECUCIÓN.

2. Teoría general de la ejecución procesal forzada: bases legales, modalidades, límites. Cumplimiento de los mandatos judiciales: medios, doctrina y jurisprudencia.

TEORÍA GENERAL DE LA EJECUCIÓN PROCESAL FORZADA: BASES LEGALES, MODALIDADADES, LÍMITES.

Los jueces tienen facultad para conocer sobre el litigio (notio), para resolverlo (iudicium) y, también, para hacer cumplir lo decidido en la sentencia (executio).

En ocasiones, el vencido en el pleito ejecuta voluntariamente lo que la sentencia ordena. Pero en otros casos, se niega a cumplirlo, y entonces el vencedor debe recurrir nuevamente al juez para que se lleve a cabo la ejecución forzada, mediante el correspondiente proceso de ejecución. 

En principio, la ejecución forzada sólo tiene lugar cuando existe una sentencia de condena. ¿Por qué? Porque en las sentencias meramente declarativas, el interés del vencedor queda satisfecho simplemente con el pronunciamiento de la sentencia (ej: se declarar la nulidad de una escritura, se reconoce la filiación, etc.). En cambio, en la sentencia de condena, dado que impone una obligación al vencido, el vencedor no queda satisfecho hasta que aquél no la cumple, y si el vencido no cumple es necesario algo más: requerir la ejecución forzada mediante el correspondiente proceso de ejecución, denominado específicamente “ejecución de sentencia”.

Pero la ejecución forzada no siempre es consecuencia de una sentencia de condena. A veces, la ejecución forzada procede por la existencia de títulos ejecutivos extrajudiciales, a los que la ley atribuye efectos equivalentes a los de una sentencia de condena, y regula para ellos un proceso de ejecución autónomo, denominado “juicio ejecutivo”. 

Conforme lo expuesto, vale decir que el proceso de ejecución es aquél que tiene por objeto hacer efectivo el cumplimiento de la obligación impuesta en la sentencia de condena o en un título ejecutivo extrajudicial, en los casos en que el vencido o el deudor no cumplen voluntariamente. 

3. Títulos ejecutivos y ejecutorios. Concepto y diferencias. Personas y cosas ejecutables. Teoría general del embargo: concepto, clases.

TÍTULOS EJECUTIVOS Y EJECUTORIOS. CONCEPTO Y DIFERENCIAS.

El proceso de ejecución podría definirse como aquel cuyo objeto consiste en hacer efectiva la sanción impuesta por una sentencia de condena. 

Sin embargo, el proceso de ejecución puede agotar autónomamente el cometido de la función jurisdiccional. Ello significa que, en ciertos casos, es posible llevar a cabo la ejecución forzada sin que ella haya sido precedida por un proceso de conocimiento. Tal es el supuesto de los títulos ejecutivos extrajudiciales, a los que la ley asigna efectos equivalentes a los de una sentencia de condena, regulando a su respecto un procedimiento autónomo, aunque sustancialmente análogo al que rige en materia de ejecución de sentencias.

Existen dos clases de títulos ejecutivos extrajudiciales:

· los convencionales: se trata, en definitiva, de determinados documentos que comprueban el reconocimiento, por parte del deudor, de una obligación cierta y exigible y que cuentan con una presunción favorable respecto de la legitimidad del derecho del acreedor (instrumentos públicos o privados reconocidos, letras de cambio, pagarés, cheques, etc.). 

· los administrativos: a diferencia de los anteriores, se trata de ciertas constancias y certificaciones expedidas por la administración, de las cuales surge la existencia de una deuda exigible, y cuyo cobro por la vía ejecutiva obedece a la necesidad de simplificar los procedimientos tendientes a la más expedita recaudación de la renta pública.

En la medida en que el título ejecutivo judicial, también llamado TÍTULO EJECUTORIO, se halla representado por una sentencia que ha declarado la legitimidad del derecho del acreedor, es obvio que su certeza supera a la de los títulos ejecutivos extrajudiciales. En conclusión, el título ejecutorio es aquél que surge de una sentencia que ha pasado en autoridad de cosa juzgada.

El CPCC ha instituido procedimientos diversos según se trate de ejecución de sentencia o de títulos ejecutivos extrajudiciales.

PERSONAS Y COSAS EJECUTABLES.

Personas ejecutables – pueden ser sometidas a ejecución forzada:

· las personas físicas.

· las personas jurídicas.

· las simples asociaciones.

Existe una excepción a favor del Estado nacional, pues las sentencias que se dicten contra la nación sólo pueden tener carácter meramente declarativo, limitándose al simple reconocimiento del derecho que se pretenda (art. 7 LEY 3952 sobre “Demandas contra la Nación”). Sin embargo, la CSJN ha resuelto que la excepción no funciona en los casos de expropiación, fundándose en el art. 17 CN.

Cosas ejecutables – el patrimonio del deudor constituye la prenda común de los acreedores. Por tal motivo, todos los bienes que integran el patrimonio de una persona son embargables y ejecutables, salvo que medie alguna excepción legal. 

· bienes públicos del Estado – sean de la nación o de las provincias, son inajenables e inembargables, por lo que no pueden ser ejecutados

· bienes privados del Estado nacional o provincial – el Estado tiene sobre sus bienes privados un derecho de propiedad igual que cualquier particular. Por tanto, sus obligaciones y derechos sobre ellos se rigen, en principio, por las disposiciones del CCiv. Pero dado que esos bienes, por lo general, están destinados al servicio de la comunidad, existen diferencias con los bienes de propiedad de los particulares. Tomando en cuenta esto, distinguimos:

a) bienes afectados a un servicio público: no son embargables ni ejecutables; si así lo fueran, se produciría la paralización del servicio público, con el consiguiente perjuicio para la comunidad

b)  bienes no afectados a un servicio público (ej.: tierrras sin dueño o vacantes): pueden embargarse y ejecutarse, pero en el caso de la nación, encontramos el obstáculo del art. 7 ley 3952 ya mencionado.

· bienes municipales – tienen el mismo régimen que los bienes privados de las provincias: son embargables y ejecutables, salvo que se demuestre su afectación a un servicio público.

TEORÍA GENERAL DEL EMBARGO.

Concepto – el embargo es una medida judicial de tipo económico por la cual se produce la afectación de uno o varios bienes del deudor al pago del crédito reclamado.

Su objeto es:

· lograr la individualización de uno o varios bienes del deudor.

· lograr la indisponibilidad de los mismos, es decir, privar al deudor de la libre disposición sobre ellos.
· asegurar, de esa forma, que el importe que se obtenga de la realización del bien sea destinado al pago del crédito.

CLASES.

· embargo PREVENTIVO: es una medida cautelar que puede solicitarse al juez con el fin de asegurar el resultado de un proceso de conocimiento o ejecución.

· embargo EJECUTIVO: es una medida cautelar que procede en los procesos de ejecución, ya sea en la “ejecución de sentencias” o en el “juicio ejecutivo”.

· embargo EJECUTORIO: es el que se decreta directamente o surge por la conversión de alguno de los embargos anteriores en la etapa de apremio de la ejecución forzada (por ej.: el el embargo ejecutivo se transforma en ejecutorio si no se oponen excepciones).
(para ampliar el tema de embargo VER Unidad 26: PROCESOS CAUTELARES)

4. Ejecución de sentencias y laudos. Resoluciones y títulos ejecutables: competencia, procedimiento. Cumplimiento de la sentencia cuando se trate: de entregar sumas de dinero líquidas, de cosas fungibles o no; cuando se trate de obligaciones de hacer, de no hacer. Liquidaciones especiales. 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS Y LAUDOS. RESOLUCIONES Y TÍTULOS EJECUTABLES.

Art. 497 – Resoluciones ejecutables. Consentida o ejecutoriada la sentencia de un tribunal judicial o arbitral y vencido el plazo fijado para su cumplimiento, se procederá a ejecutarla, a instancia de parte, de conformidad con las reglas que se establecen en este capítulo.

Resoluciones ejecutables – para ser ejecutado, el fallo debe encontrarse firme, esto es, debe haber pasado en autoridad de cosa juzgada.

La norma establece que el fallo deberá estar consentido o ejecutoriado:

· se da el consentimiento del mismo cuando las partes, debidamente notificadas de la sentencia, manifiestan de modo expreso su conformidad con lo resuelto –consentimiento expreso– o dejan pasar los plazos estipulados para su impugnación –consentimiento tácito–, adquiriendo firmeza al vencimiento de los mismos.

· la ejecutoriedad, en cambio, implica la revisión de la sentencia por tribunales superiores y la confirmación de sus términos, si eran favorables al ejecutante, o bien la modificación de los mismos, si eran desfavorables al ejecutante.

Otras resoluciones ejecutables.

Art. 498 – Aplicación a otros títulos ejecutables. Las disposiciones de este título serán asimismo aplicables:

1) A la ejecución de transacciones o acuerdos homologados;

2) A la ejecución de multas procesales;

3) Al cobro de honorarios regulados en concepto de costas.

Otras resoluciones ejecutables – lo típicamente ejecutable es la sentencia dictada en un juicio donde se ventiló una pretensión de conocimiento y de condena. Sin embargo, el CPCC extiende las reglas aplicables a otras resoluciones:

· sentencias homologatorias: por un lado, las sentencias homologatorias de acuerdos o transacciones. Se refiere a las vías a través de las cuales el magistrado admite la operatividad de medios “anormales” de terminación del proceso

· multas procesales: también se aplica este trámite a la ejecución de resoluciones que establecen multas procesales. En muchos arts. el CPCC habilita al juez a aplicar sanciones pecuniarias por casos concretos de violación a la buena fe procesal. Éstas podrán estar fijadas en beneficio de la contraparte o bien sin destinatario

· honorarios profesionales: finalmente, mediante el trámite de la ejecución de sentencias podrán los profesionales intervinientes en el proceso cobrar los honorarios regulados como integrantes de las costas judiciales. Normalmente se hace referencia aquí a los honorarios de abogados, pero también estas pautas son de aplicación respecto de los de los peritos intervinientes.

COMPETENCIA.

Art. 499 – Competencia. Será juez competente para la ejecución:

1) El que pronunció la sentencia;

2) El de otra competencia territorial si así lo impusiere el objeto de la ejecución, total o parcialmente;

3) El que haya intervenido en el proceso principal si mediare conexión directa entre causas sucesivas.

Competencia – se brindan aquí pautas específicas respecto de la manera en que habrá de establecerse la competencia.

La primera de las reglas señala como competente al mismo juez que dictó la ejecutoria. Es la regla básica. Se busca que el mismo juez que conoció de los hechos de la controversia, los valoró jurídicamente y emitió resolución al respecto sea el que conozca respecto de la nueva pretensión, que tiene como punto de partida la sentencia de su autoría.

Una excepción a esa regla viene dada por la naturaleza del objeto sobre el que recae la ejecución. En efecto, si la sentencia no puede ser ejecutada en el lugar y por el juez que la dictó, deberá plantearse esta pretensión ejecutiva ante el magistrado competente de la jurisdicción que corresponda, sea en el país como fuera de éste.

Finalmente, en el caso de vinculación de procesos por conexidad, entenderá el juez que intervino en el proceso de conocimiento considerado “principal” respecto de los demás. 

SENTENCIA QUE CONDENA AL PAGO DE UNA CANTIDAD LÍQUIDA.

Art. 500 – Suma líquida. Embargo. Si la sentencia contuviere condena al pago de cantidad líquida y determinada o hubiese liquidación aprobada, a instancia de parte se procederá al embargo de bienes, de conformidad con las normas establecidas para el juicio ejecutivo.

Se entenderá que hay condena al pago de cantidad líquida siempre que de la sentencia se infiera el monto de la liquidación, aun cuando aquél no estuviese expresado numéricamente.

Si la sentencia condenase a una misma parte al pago de una cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá procederse a la ejecución de la primera sin esperar a que se liquide la segunda.

Deuda por suma líquida – el mismo Código nos dice cuándo hay suma líquida: “siempre que de la sentencia se infiera el monto de la liquidación aun cuando aquél no estuviese expresado numéricamente”.

Esto es, en la sentencia puede constar el monto adeudado “expresado numéricamente” o bien, si no existe el monto total y definitivo, pueden aparecer los parámetros para su cálculo.

Traba de embargo – existiendo suma líquida, a pedido de la parte se trabará embargo por ese monto sobre bienes del deudor. Este recaudo es esencial, ya que sobre estos bienes embargados habrá de hacerse efectivo el crédito ante la renuencia al cumplimiento voluntario del deudor. 

Deuda parcialmente líquida. Principio de celeridad – cuando se trate de una sentencia compleja, que condene a pagar al mismo tiempo una suma líquida y otra que no lo es, se podrá iniciar la ejecución de aquélla sin esperar a que se practique liquidación respecto de la segunda.
SENTENCIA QUE CONDENA AL PAGO DE UNA SUMA “ILÍQUIDA”.

Art. 501 – Liquidación. Cuando la sentencia condenare al pago de cantidad ilíquida y el vencedor no hubiese presentado la liquidación dentro de diez (10) días contados desde que aquélla fuere ejecutable, podrá hacerlo el vencido. En ambos casos se procederá de conformidad con las bases que en la sentencia se hubiesen fijado.

Presentada la liquidación se dará vista a la otra parte por cinco (5) días.

Suma ilíquida – si la sentencia no contiene una suma líquida –ni fácilmente liquidable–, habrá que cumplir con el trámite de la liquidación.

Para ello, es carga del ejecutante presentar una liquidación confeccionada a partir de las pautas de la sentencia a ejecutar.

Debe ser clara y detallada, permitiendo a la contraria y al juez advertir los pasos seguidos, los índices utilizados, los plazos aplicados y demás rubros y pautas extraídos de la ejecutoria. Para los supuestos donde esta tarea revista una complejidad muy alta o sea necesario procesar una cantidad de datos mayor de lo normal, está previsto un trámite diverso en el art. 514 a cuya nota enviamos.

La ley fija un plazo para que el acreedor pueda presentar esta liquidación: 10 días desde el momento en que venció el plazo fijado en la sentencia para su cumplimiento.

Sustanciación – sea quien fuere el que presenta la liquidación en juicio, el juez dará traslado a la contraria por el plazo de 5 días, que se computa desde la notificación de ese auto por cédula.

Conformidad. Objeciones.
Art. 502 – Conformidad. Objeciones. Expresada la conformidad por el deudor, o transcurrido el plazo sin que se hubiese contestado la vista, se procederá a la ejecución por la suma que resultare, en la forma prescripta por el art. 500.

Si mediare impugnación se aplicarán las normas establecidas para los incidentes en los arts. 178 y ss.

Carga de controlar la liquidación – la norma contempla el caso de que sea el acreedor ejecutante el que produjo la liquidación. En tal supuesto, se requiere la conformidad del deudor ejecutado. 

Existe aquí la carga de controlar en debida forma y, eventualmente, controvertir la liquidación efectuada.

Como toda carga, podrá o no ejercerse en la práctica.

Oposición a la liquidación – otra posibilidad es que el ejecutado oponga reparos a la liquidación en tiempo oportuno, ya sea por haber errores en los cálculos, por haberse apartado de los parámetros fijados en la sentencia u otros motivos fundados debidamente.

Estos planteos deberán ser canalizados a través de la vía incidental, donde podrá existir, incluso, etapa probatoria al efecto.

Citación de venta.

Art. 503 – Citación de venta. Trabado el embargo se citará al deudor para la venta de los bienes embargados. Las excepciones deberá oponerlas y probarlas dentro de quinto día.

Citación de venta – con la traba de embargo sobre los bienes del deudor ejecutado se lo “citará para la venta” de los mismos. Más allá de la fórmula legal, lo trascendente de este acto es que marca el inicio del plazo de 5 días dentro de los cuales el ejecutado puede oponer ciertas defensas acompañándolas de la prueba de que intente valerse.

Excepciones.

Art. 504 – Excepciones. Sólo se considerarán legítimas las siguientes excepciones:

1) Falsedad de la ejecutoria;

2) Prescripción de la ejecutoria;

3) Pago;

4) Quita, espera o remisión.

Defensas en el proceso ejecutivo – sin perjuicio de que se señale a estas excepciones como las únicas admisibles en un proceso ejecutivo (“sólo se considerarán legítimas...”), lo cierto es que también el deudor ejecutado puede plantear aquellas defensas que se vinculan con presupuestos procesales como es la competencia del juzgador, la deficiente personería, defecto legal, etc.

Falsedad de la ejecutoria – la ejecutoria, presentada en testimonio, resulta falsa total o parcialmente por haber sido modificada luego de su firma por el juez. 

Sin embargo, se ha ampliado el alcance de esta defensa, incluyéndose en la misma la inhabilidad de título, la inexistencia de suma líquida cuando corresponda e incluso las faltas de legitimación y defectos en la personería ya mencionados.

Prescripción de la ejecutoria – el término para iniciar la ejecución de una sentencia es el de la prescripción decenal que contempla el art. 4023, CCiv. Se cuenta desde que la sentencia adquirió firmeza y no desde la fecha de su dictado. 

Pago – el cumplimiento (pago) es la defensa por excelencia en el juicio ejecutivo.

Quita, espera o remisión – se trata de modos de extinguir las obligaciones que deben surgir de actitudes del acreedor, posteriores a la sentencia, formalmente acreditadas, y que le impiden ejecutar la sentencia en sus términos originales.

Limitaciones probatorias. 

Art. 505 – Prueba. Las excepciones deberán fundarse en hechos posteriores a la sentencia o laudo. Se probarán por las constancias del juicio o por documentos emanados del ejecutante que se acompañarán al deducirlas, con exclusión de todo otro medio probatorio.

Si no se acompañasen los documentos, el juez rechazará la excepción sin sustanciarla. La resolución será irrecurrible.

Resolución.

Art. 506 – Resolución. Vencidos los cinco (5) días sin que se dedujere oposición, se mandará continuar la ejecución sin recurso alguno.

Si se hubiese deducido oposición, el juez, previo traslado al ejecutante por cinco (5) días, mandará continuar la ejecución, o si declarare procedente la excepción opuesta, levantará el embargo.

Recursos.

Art. 507 – Recursos. La resolución que desestime las excepciones será apelable en efecto devolutivo, siempre que el ejecutante diere fianza o caución suficiente.

Todas las apelaciones que fueren admisibles en las diligencias para la ejecución de la sentencia, se concederán en efecto diferido.

Cumplimiento.

Art. 508 – Cumplimiento. Consentida o ejecutoriada la resolución que mande llevar adelante la ejecución se procederá según las reglas establecidas para el cumplimiento de la sentencia de remate, hasta hacerse pago al acreedor.

Adecuación de la ejecución.

Art. 509 – Adecuación de la ejecución. A pedido de parte, el juez establecerá las modalidades de la ejecución o ampliará o adecuará las que contengan la sentencia, dentro de los límites de ésta.

SENTENCIA QUE CONDENA A ESCRITURAR.

Art. 510 – Condena a escriturar. La sentencia que condenare al otorgamiento de escritura pública, contendrá el apercibimiento de que si el obligado no cumpliere dentro del plazo fijado, el juez la suscribirá por él y a su costa.

La escritura se otorgará ante el registro del escribano que proponga el ejecutante, si aquél no estuviere designado en el contrato. El juez ordenará las medidas complementarias que correspondan.

Condena que obliga a escriturar – se trata de un tipo de obligación de hacer. La conducta debida consiste en el otorgamiento de escritura pública.

Lo trascendente en este caso es determinar cómo se cumplirá la sentencia que ordena suscribir una escritura pública si el deudor se niega.

Sabido es que no pueden ser utilizados medios de compulsión personal para lograr esa finalidad. Y si bien se puede recurrir a sanciones pecuniarias compulsivas y progresivas (las astreintes procesales del art. 37) para quebrar la resistencia del contumaz y lograr que sea él en persona quien estampe su firma ante el notario, lo cierto es que la vertiginosidad del tráfico jurídico ha llevado a que se recurra a otra medida mucho más expeditiva: la misma sentencia que establece la condena a escriturar y fija plazo para ese acto deberá contener el apercibimiento de que si el obligado no cumple voluntariamente en el término acordado, será el propio juez quien la suscribirá por él y a su costa.

SENTENCIA QUE CONDENA A HACER.

Art. 511 – Condena a hacer. En caso de que la sentencia contuviese condena a hacer alguna cosa, si la parte no cumpliese con lo que se le ordenó para su ejecución dentro del plazo señalado por el juez, será a su costa o se le obligará a resarcir los daños y perjuicios provenientes de la inejecución, a elección del acreedor.

Podrán imponerse las sanciones conminatorias que autoriza el art. 37.

La obligación se resolverá también en la forma que establece este artículo cuando no fuere posible el cumplimiento por el deudor.

La determinación del monto de los daños tramitará ante el mismo juez por las normas de los arts. 501 y 502 o por juicio sumario, según aquél lo establezca. La resolución será irrecurrible.

Para hacer efectiva la indemnización se aplicarán las reglas establecidas según que la sentencia haya fijado o no su monto para el caso de inejecución.

Sentencia que condena a hacer – aquí también se debe determinar la forma en que habrá de reemplazarse el cumplimiento para el supuesto de negativa total y absoluta por parte del ejecutado. En esta hipótesis, se contempla expresamente la aplicación de las sanciones conminatorias del art. 37 (astreintes).

La sentencia ordenará la realización de cierta actividad al vencido y fijará el plazo para ello.

Agotado el mismo, habiéndose hecho uso de las astreintes procesales del art. 37 y cuando ya se han perdido todas las esperanzas de un cumplimiento en especie, el trámite de ejecución importará para el acreedor una toma de decisión: deberá escoger entre requerir la ejecución de los actos por un tercero a costa del obligado remiso, o bien conformarse con una indemnización por los daños y perjuicios que acarreó el incumplimiento de la prestación debida.

SENTENCIA QUE CONDENA A NO HACER.

Art. 512 – Condena a no hacer. Si la sentencia condenare a no hacer alguna cosa y el obligado la quebrantase, el acreedor tendrá opción para pedir que se repongan las cosas al estado en que se hallaban, si fuese posible, y a costa del deudor, o que se le indemnice los daños y perjuicios, conforme a lo prescripto en el artículo anterior.

Obligación de no hacer – cuando el contenido de la obligación sea una abstención y sea violada por el deudor realizando las conductas prohibidas por sentencia, el acreedor podrá optar entre requerir que las cosas sean puestas en su estado original, el que existía antes de la conducta indebida del deudor, o que se dejen como están y se indemnice el detrimento causado.

Si es posible la reconstrucción o reposición volviendo al estado previo, el juez a pedido de parte dispondrá que las tareas las realice un tercero a costa del incumplidor.
SENTENCIA QUE CONDENA A LA ENTREGA DE COSAS.

Art. 513 – Condena a entregar cosas. Cuando la condena fuere de entregar alguna cosa, se librará mandamiento para desapoderar de ella al vencido, quien podrá oponer las excepciones a que se refiere el art. 504, en lo pertinente. Si la condena no pudiera cumplirse se le obligará a la entrega del equivalente de su valor, previa determinación si fuere necesaria, con los daños y perjuicios a que hubiere lugar. La fijación de su monto se hará ante el mismo juez, por las normas de los arts. 501 o 502, o por juicio sumario según aquél lo establezca. La resolución será irrecurrible.

Obligación de dar cosas – cuando se trata de este tipo de obligaciones fijadas judicialmente e incumplidas de manera voluntaria, vencido el plazo conferido, el ejecutante requerirá al juez que se libre mandamiento de secuestro del bien objeto del proceso.

Frente a esta diligencia, el deudor podrá oponer las defensas del art. 504.

El desapoderamiento ocurrirá de todos modos, quedando en suspenso el destino final del bien hasta tanto se resuelvan las defensas planteadas.

Si el objeto no puede ser entregado (por no existir más, por haber sido enajenado, etc) será reemplazado por su valor, al que se le agregarán las sumas correspondientes a los daños y perjuicios que esta sustitución cause al acreedor.

Liquidaciones en casos especiales.
Art. 514 – Liquidación en casos especiales. Siempre que las liquidaciones o cuentas fueren muy complicadas y de lenta y difícil justificación o requirieren conocimientos especiales, serán sometidas a la decisión de amigables componedores.

La liquidación de sociedades incluida la determinación del carácter propio o ganancial de los bienes de la sociedad conyugal, impuesta por sentencia, se sustanciará por juicio ordinario o sumario, según lo establezca el juez de acuerdo con las modalidades de la causa. Esta resolución será irrecurrible.

5. Ejecución de sentencias extranjeras. Requisitos, exequátur.  

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS. REQUISITOS. EXEQUATUR.

Por razones de conveniencia y de solidaridad, casi todas las leyes procesales vigentes en el mundo, entre las cuales se encuentran las argentinas, reconocen, bajo ciertas condiciones, la eficacia de las sentencias pronunciadas en el extranjero, y autorizan a promover su ejecución dentro de los respectivos territorios.

Pero de acuerdo con el sistema generalmente aceptado, a la ejecución de las sentencias extranjeras antecede un trámite preparatorio que culmina con el exequátur, que es la declaración en cuya virtud se acuerda a aquellas la mis​ma eficacia que revisten las sentencias dictadas por los jueces nacionales.

Ese previo juicio de reconocimiento no versa sobre la relación sustancial controver​tida en el proceso que motivó la sentencia cuya ejecución se solicita. Su objeto, por el contrario, consiste en verificar, por un lado, además de la competencia del órgano judicial extranjero y del tipo de pretensión deducida, si el contenido del pronunciamiento se ajusta a las reglas fundamentales de orden público y si en el procedimiento seguido en el extranjero se ha respetado la garantía del debido proceso (requisitos intrínsecos); y, por otro lado, si la sentencia reúne los recau​dos de legalización y autenticación exigibles a todo instrumento extranjero (requisitos extrínsecos).

Para la concesión del exequátur se conocen dos sistemas:

1) administrativo: es el Poder Ejecutivo la autoridad para concederlo.

2) judicial: es un tribunal de justicia dicha autoridad (este es el más difundido).

Dentro del sistema judicial, a su vez, exis​ten diferencias relativas a la índole del tribunal competente: mientras que en al​gunos países el exequátur debe solicitarse ante un tribunal superior (Supremo Tribunal Federal en el Brasil, etc.), en otros –como ocurre en la República Argentina– la competencia corres​ponde a los jueces de primera instancia.

Las diversas leyes difieren, además, desde el punto de vista de las condi​ciones a que supeditan la homologación de las sentencias extranjeras. 

Procedencia.

Art. 515 – Procedencia. Las sentencias de los tribunales extranjeros tendrán fuerza ejecutoria en los términos de los tratados celebrados con el país de que provengan.

Cuando no hubiese tratados, serán ejecutables si concurrieren los siguientes requisitos:

1) Que la sentencia, con autoridad de cosa juzgada en el Estado en que se ha pronunciado, emane de tribunal competente en el orden internacional y sea consecuencia del ejercicio de una acción personal o de una acción real sobre un bien mueble, si éste ha sido trasladado a la República durante o después del juicio tramitado en el extranjero;

2) Que la parte condenada, domiciliada en la República, hubiese sido personalmente citada;

3) Que la obligación que haya constituido el objeto del juicio sea válida según nuestras leyes;

4) Que la sentencia no contenga disposiciones contrarias al orden público interno;

5) Que la sentencia reúna los requisitos necesarios para ser considerada como tal en el lugar en que hubiere sido dictada, y las condiciones de autenticidad exigidas por la ley nacional;

6) Que la sentencia no sea incompatible con otra pronunciada, con anterioridad o simultáneamente, por un tribunal argentino.

Ejecutoriedad de las sentencias extranjeras. Tratados internacionales – en estos casos, lo primero que debe hacer el juez bonaerense requerido es consultar si existen normas de derecho internacional (el art. habla de “tratados”) que nos liguen con aquel Estado extranjero. Si existen, sus pautas serán las que corresponderá aplicar al caso.

Ausencia de tratados internacionales – para el caso en que no existan convenciones internacionales entre nuestro país y aquel del que proviene la sentencia, el legislador ha establecido que el juez de la ejecución deberá controlar ciertos aspectos externos del fallo cuyo cumplimiento se persigue.

En ningún caso revisará el acierto o mérito de la decisión, dado que carece de competencia para ello. 

Sólo se limitará a controlar si se cumplen a su respecto los recaudos que el artículo en análisis exige para que una sentencia extranjera pueda generar válidamente actos compulsorios en nuestro ámbito.

Competencia. Recaudos. Sustanciación.

Art. 516 – Competencia. Recaudos. Sustanciación. La ejecución de la sentencia dictada por un tribunal extranjero se pedirá ante el juez de primera instancia que corresponda, acompañando su testimonio legalizado y traducido y de las actuaciones que acrediten que ha quedado ejecutoriada y que se han cumplido los demás requisitos, si no resultaren de la sentencia misma.

Para el trámite del exequátur se aplicarán las normas de los incidentes.

Si se dispusiere la ejecución, se procederá en la forma establecida para las sentencias pronunciadas por tribunales argentinos.

Trámite – la pretensión ejecutiva respecto de una sentencia foránea se habrá de plantear ante el juez con competencia en nuestro ámbito.

Esta demanda requiere de documentación esencial:

· en primer término, se debe acompañar el testimonio del fallo incumplido legalizado y traducido. 

· también se habrán de acompañar las constancias de las que surja que el fallo se encuentra consentido o ejecutoriado (también legalizadas y traducidas), así como toda otra documentación que abone el cumplimiento de todos los recaudos que dejan a la sentencia en condición de ser ejecutada, si es que tal información no surge del texto del fallo mismo.

Con este pedido se formará un incidente a través del que tramitará el exequátur.

Las partes podrán ofrecer la prueba que permita formar convicción en el juez respecto del cumplimiento de los recaudos pertinentes. 

Si lo admite, se aplicarán para la ejecución de las obligaciones allí contenidas las mismas pautas que para una sentencia local.

La resolución será apelable por el agraviado y el recurso se concederá en relación y con efecto suspensivo.

Eficacia de la sentencia extranjera.

Art. 517 – Eficacia de sentencia extranjera. Cuando en juicio se invocare la autoridad de una sentencia extranjera, ésta sólo tendrá eficacia si reúne los requisitos del art. 515.

“Autoridad” de una sentencia extranjera – puede darse el caso de que se pretenda hacer valer el contenido de una sentencia extranjera, pero no a los fines de su ejecución, sino que sean simplemente declarativas o constitutivas.

En estos casos, será necesario un simple “reconocimiento como válida” para nuestro derecho.

El reconocimiento de la sentencia extranjera es un paso imprescindiblemente previo a la ejecución, pero no necesariamente deben darse juntos.

Puede haber reconocimiento sin ejecución.

En este caso, bastará con el trámite incidental del exequátur donde se controle si se cumplen los recaudos de los tratados internacionales específicos o, en su defecto, los del art. 515 vistos.

UNIDAD 24 – JUICIO EJECUTIVO.

1. Admisión del proceso ejecutivo. Caracteres del procedimiento ejecutivo. Requisitos, cargas. Títulos ejecutivos: enumeración legal.

CONCEPTO, NATURALEZA Y CARACTERES DEL JUICIO EJECUTIVO.

Juicio ejecutivo es el proceso especial, sumario (en sentido estricto) y de ejecución, tendiente a hacer efectivo el cumplimiento de una obligación documentada en alguno de los títulos extrajudiciales convencionales o administrativos legalmente dotados de autenticidad.

El carácter especial de este proceso deriva de la circunstancia de hallarse sometido a trámites específicos, distintos a los del proceso ordinario.  

Es un proceso de ejecución por cuanto:

1) su objeto no consiste en obtener un pronunciamiento judicial que declare la existencia o inexistencia de un derecho sustancial incierto, sino en lograr la satisfacción de un crédito que la ley presume existente en virtud del documento que lo comprueba.

2) el efecto inmediato de la pretensión ejecutiva consiste en un acto conminatorio (intimación de pago) y en un acto coactivo sobre el patrimonio del deudor (embargo).

PROCEDENCIA. 

Art. 518 (Texto según ley 11593, art. 1) – Procedencia. Se procederá ejecutivamente siempre que en virtud de un título que traiga aparejada ejecución, se demandare por obligación exigible de dar cantidades líquidas de dinero o fácilmente liquidables.

Si la obligación estuviera subordinada a condición o prestación, la vía ejecutiva procederá si del título o de otro instrumento público o privado reconocido que se presente junto con aquél, o de la diligencia prevista en el art. 523, inc. 4º, resultare haberse cumplido la condición o prestación.

Si la obligación fuere en moneda extranjera, la ejecución deberá promoverse por su equivalente en moneda de curso legal, según la cotización que las partes hubiesen convenido o, en su defecto, la del Banco de la Nación Argentina del día anterior a la iniciación -tipo comprador-, sin perjuicio del reajuste que pudiere corresponder a la fecha de pago.

Procedencia de la pretensión ejecutiva – la admisibilidad intrínseca de la pretensión ejecutiva se halla subordinada a la concurrencia de ciertos requisitos que debe reunir el título ejecutivo:

1) debe consignar una obligación de dar una suma de dinero.

2) debe tratarse de una suma líquida o fácilmente liquidable:

· “líquida” es aquella que se encuentra determinada en el título.

· “fácilmente liquidable” es la que, a pesar de no hallarse numéricamente expresada en aquél, puede establecerse a través de una simple operación aritmética, sin que sean indispensables imputaciones o interpretaciones.

3) la obligación debe ser exigible, es decir:

· que sea de plazo vencido. 

· que se trate de una obligación subordinada a condición o prestación.
Deuda parcialmente líquida.

Art. 520 – Deuda parcialmente líquida. Si del título ejecutivo resultare una deuda de cantidad líquida y otra que fuese ilíquida, podrá procederse ejecutivamente respecto de la primera.

TÍTULOS EJECUTIVOS. ENUMERACIÓN LEGAL.

Art. 521 – Títulos ejecutivos. Los títulos que traen aparejada ejecución son los siguientes:

1) El instrumento público presentado en forma.

2) El instrumento privado suscripto por el obligado, reconocido judicialmente o cuya firma estuviese certificada por escribano con intervención del obligado y registrada la certificación en el protocolo o libro de requerimientos.

3) La confesión de la deuda líquida y exigible prestada ante el juez competente para conocer en la ejecución.

4) La cuenta aprobada o reconocida como consecuencia del procedimiento establecido en el art. 523.

5) La letra de cambio, factura conformada, vale o pagaré, el cheque y la constancia del saldo deudor de cuenta corriente bancaria, cuando tuvieren fuerza ejecutiva de conformidad con las disposiciones del Código de Comercio o ley especial.

6) El crédito por alquileres o arrendamientos de inmuebles.

7) Los demás títulos que tuvieren fuerza ejecutiva por ley y no estén sujetos a un procedimiento especial.

Estudio de los títulos ejecutivos en particular – los títulos ejecutivos enumerados por la ley son:

· instrumentos públicos – se trata de aquellos mencionados en el art. 979 del CCiv.; deben ser presentados en forma, o sea, rodeados de las solemnidades a que la ley condiciona su eficacia.
· instrumentos privados – su fuerza ejecutiva se encuentra subordinada al reconocimiento de la firma (arts. 1026 y 1028 CCiv.) o a la certificación de aquélla hecha por escribano, siempre que se haya efectuado con intervención del obligado y que la certificación esté registrada en el protocolo.

· confesión – el objeto de la confesión debe ser una deuda líquida y exigible, y debe realizarse ante el juez competente, que es el de la eventual ejecución.
· cuentas aprobadas y reconocidas en juicio – se trata de un caso de formación del título ejecutivo en los trámites preparatorios. En tal sentido, deberá citarse al deudor para que preste conformidad o manifieste disconformidad con la cuenta presentada por el actor, bajo apercibimiento de ser aprobada de oficio.

· la letra de cambio.

· el crédito por alquileres o arrendamientos de inmuebles – esta norma es consecuencia de los arts. 1578, 1581 y 1582 CCiv., que acuerdan la vía ejecutiva a favor del locador en contra del locatario, y a favor de éste y de sus herederos, sucesores y representantes contra el sublocatario, así como a favor tanto del locador como del locatario contra el fiador. El procedimiento ejecutivo es viable, ya sea que se persiga el cobro de alquileres o cualquier otra deuda derivada de la locación (arts. 578 y 1582 CCiv.).
· otros títulos – el ordenamiento vigente somete a sus disposiciones a aquellos títulos que tienen fuerza ejecutiva en virtud de una prescripción legal, siempre que no estén sujetos a un procedimiento especial.
Art. 522 – Crédito por expensas comunes. Constituirá título ejecutivo el crédito por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de propiedad horizontal.

En el escrito en que se promueva la ejecución deberán acompañarse certificados de deuda que reúnan los requisitos exigidos por el reglamento de copropiedad. Si éste no los hubiere previsto, deberá agregarse copia protocolizada de las actas de las reuniones del consorcio, celebradas de conformidad con el reglamento, en las que se ordenaron o aprobaron las expensas. Asimismo, se acompañará constancia de la deuda líquida y exigible y del plazo concedido a los copropietarios para abonarla, expedido por el administrador o quien haga sus veces.

Fuera ejecutiva – tiene también fuerza ejecutiva el crédito por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de propiedad horizontal.

2. Opción por el proceso de conocimiento. Preparación del proceso ejecutivo; casos; procedimiento. Teoría de la individualización. La demanda ejecutiva. Requisitos y cargas. Actos procesales irrenunciables: actuación de oficio. Intimación de pago, embargo y citación de remate. 

OPCIÓN POR EL PROCESO DE CONOCIMIENTO. PROCEDIMIENTO.

Art. 519 – Opción por proceso de conocimiento. Si, en los casos en que por este Código, corresponde un proceso de ejecución, el actor optare por uno de conocimiento y hubiese oposición del demandado, el juez, atendiendo a las circunstancias del caso resolverá cuál es la clase de proceso aplicable. La resolución no será recurrible.

Renuncia a la vía ejecutiva  – la vía del proceso ejecutivo se ha instituido básicamente en interés del acreedor ejecutante.

De allí que éste pueda optar entre transitarla o renunciar a la misma, iniciando un juicio de conocimiento que permita un debate más completo en cuanto al abordaje de todas las aristas del conflicto y amplio en relación con las posibilidades de demostración

Sin embargo, la ley otorga al deudor ejecutado la posibilidad de oponerse a esa vía. En tal caso, el juez deberá atender los argumentos de ambas partes y, de acuerdo con las peculiaridades del caso, resolverá cuál de las dos vías es la adecuada, mediante resolución que no podrá ser controvertida.

Para ello, de esta opción efectuada por el actor se dará un traslado previo al demandado, para que pueda ejercer su derecho a oponerse antes de que se inicie formalmente el proceso, ya que dependiendo de la vía que se utilice muy diferentes serán los pasos procesales de inicio.
PREPARACIÓN DEL PROCESO EJECUTIVO. CASOS. PROCEDIMIENTO. 

Art. 523 – Preparación de la vía ejecutiva. Podrá prepararse la acción ejecutiva, pidiendo previamente:

1) Que sean reconocidos los documentos que por sí solos no traigan aparejada ejecución.

2) Que en la ejecución por alquileres o arrendamientos, el demandado manifieste previamente si es locatario o arrendatario y, en caso afirmativo, exhiba el último recibo.

Si el requerido negase categóricamente ser inquilino y su condición de tal no pudiere probarse sumariamente en forma indubitada, no procederá la vía ejecutiva y el pago del crédito será reclamado por juicio sumario. Si durante la sustanciación de éste se probare el carácter de inquilino, en la sentencia se le impondrá una multa a favor de la otra parte, equivalente al treinta por ciento (30%) del monto de la deuda.

3) Que el juez señale el plazo dentro del cual debe hacerse el pago, si el acto constitutivo de la obligación no lo designare o si autorizare al deudor para realizarlo cuando pudiera o tuviese medios para hacerlo. El juez dará traslado y resolverá, sin más trámite ni recurso alguno.

4) Que el deudor reconozca el cumplimiento de la condición, si la deuda fuese condicional.

Preparación de la vía ejecutiva – mientras algunos de los títulos enumerados por la ley, como los instrumentos públicos y los papeles de comercio, traen aparejada ejecución por sí mismos (títulos completos), los restantes requieren ser complementados o perfeccionados, y aun formados, mediante el cumplimiento de ciertos trámites previos a la apertura del juicio ejecutivo.

Para esos supuestos, la ley procesal contempla un momento previo a la ejecución propiamente dicha: la etapa de preparación de la vía ejecutiva.

Las distintas hipótesis contempladas en la norma son:

· reconocimiento de documentos privados: en este caso, el deudor debe ser citado para que efectúe el reconocimiento de la firma que se le atribuye

· créditos por alquileres o arrendamientos: aquí se debe acreditar tanto la existencia del respectivo contrato de locación como el monto de la deuda

· obligación a plazo: con respecto a la fijación del plazo, el título se integra mediante la resolución que, previo traslado, fija el plazo dentro del cual debe hacerse el pago.

· obligación condicional la condición: con respecto al reconocimiento de la condición, corresponde citar al demandado bajo apercibimiento de tener por confeso el hecho afirmado por el ejecutante. 

Citación del deudor.

Art. 524 – Citación del deudor. La citación al demandado para que efectúe el reconocimiento de su firma se hará en la forma prescripta en los arts. 338 y 339, bajo apercibimiento de que si no compareciere o no contestare categóricamente, se tendrá por reconocido el documento, o por confesados los hechos en los demás casos.

El citado deberá comparecer personalmente y formular la manifestación ante el juez. Dicha manifestación no podrá ser reemplazada por un escrito.

Si el citado no compareciere, o no probare justa causa de inasistencia, se hará efectivo inexcusablemente el apercibimiento y se procederá como si el documento hubiere sido reconocido por el deudor personalmente, o hubiese confesado los hechos, en los demás casos.

Efectos del reconocimiento de la firma.

Art. 525 – Efectos del reconocimiento de la firma. Reconocida la firma del instrumento, quedará preparada la acción ejecutiva, aunque se hubiese negado su contenido.

Efectos del reconocimiento de la firma – ya sea que la firma en instrumento privado sea reconocida expresamente o de manera ficta (por inasistencia injustificada a la audiencia debidamente notificada o negativa a responder en la misma), ello importa dejar expedita la vía ejecutiva, aun cuando se hubiera negado su contenido.
Desconocimiento de la firma.

Art. 526 – Desconocimiento de la firma. Si el documento no fuere reconocido, el juez, a pedido del ejecutante, previo dictamen de uno (1) o de tres (3) peritos, según el monto del juicio, designados de oficio, declarará si la firma es auténtica. Si lo fuere, se procederá según lo establece el art. 529 y se impondrá al ejecutado las costas y una multa equivalente al treinta por ciento (30%) del monto de la deuda, que aquél deberá dar a embargo, como requisito de admisibilidad de las excepciones. Si no las opusiere, el importe de la multa integrará el capital a los efectos del cumplimiento de la sentencia de remate.

La resolución que declara la autenticidad de la firma e impone la multa será apelable en efecto diferido.

Caducidad de las medidas preparatorias.

Art. 527 – Caducidad de las medidas preparatorias. Se producirá la caducidad de las medidas preparatorias del juicio ejecutivo, sin necesidad de declaración judicial, si no se dedujere la demanda dentro de los quince (15) días de su realización. Si el reconocimiento hubiese sido ficto, el plazo correrá desde que la providencia hubiese sido notificada al ejecutante.

Plazo para plantear la demanda ejecutiva – habiéndose transitado la etapa de preparación de la vía ejecutiva, concluida la misma el acreedor cuenta con un plazo de 15 días para presentar la demanda.

El término corre desde el momento de la audiencia donde se reconoce la firma o admiten los hechos pertinentes en forma expresa. Si opera el reconocimiento ficto, desde la fecha en que el acreedor fue notificado de la resolución judicial que declara aquel efecto.

Vencidos estos plazos, las medidas preparatorias caducarán automáticamente.

Firma por autorización o a ruego.

Art. 528 – Firma por autorización o a ruego. Si el instrumento privado hubiese sido firmado por autorización o a ruego del obligado, quedará preparada la vía ejecutiva si, citado éste, declarase que otorgó la autorización o que es cierta la deuda que el documento expresa.

Si la autorización resultare de un instrumento público, bastará citar al autorizado para que reconozca la firma.

LA DEMANDA EJECUTIVA. REQUISITOS Y CARGAS. 

La demanda ejecutiva tiene requisitos comunes a otros escritos iniciales: debe presentarse por escrito, en idioma castellano, denunciarse nombre y domicilio del demandante y demandado, objeto, derecho, etc.).

Pero tiene un requisito específico: debe hacer referencia al título ejecutivo que trae aparejada la ejecución. En efecto, con la demanda debe acompañarse el título y, en su caso, los elementos que lo completen (por ejemplo, si se trata de un pagaré, se acompañará dicho título junto con el testimonio del protesto).

Ampliación de la demanda.

Art. 538 – Ampliación anterior a la sentencia. Cuando durante el juicio ejecutivo y antes de pronunciarse sentencia, venciere algún nuevo plazo de la obligación en cuya virtud se procede, a pedido del actor podrá ampliarse la ejecución por su importe, sin que el procedimiento retrotraiga, y considerándose comunes a la ampliación los trámites que la hayan precedido.

Art. 539 – Ampliación posterior a la sentencia. Si durante el juicio, pero con posterioridad a la sentencia, vencieren nuevos plazos o cuotas de la obligación en cuya virtud se procede, la ejecución podrá ser ampliada pidiéndose que el deudor exhiba dentro de quinto día los recibos correspondientes o documentos que acrediten la extinción de la obligación, bajo apercibimiento de hacerse extensiva la sentencia a los nuevos plazos y cuotas vencidos. Si el deudor no exhibiere recibos o documentos que fuesen reconocidos por el ejecutante o no se comprobase sumariamente su autenticidad, se hará efectivo el apercibimiento sin recurso alguno.

Lo dispuesto en ese  artículo y en el anterior regirá también en las ejecuciones por cobro de alquileres y expensas comunes.

Ampliación de la demanda – el CPCC contempla la posibilidad de ampliar la demanda, ya sea antes de la sentencia de remate (art. 538), como después, pero antes de que termine el juicio. En ambos supuestos, deberá cumplirse con la intimación de pago al ejecutado. 

El vencimiento periódico de “nuevos plazos” debe surgir del título ejecutivo o de la documentación que lo complemente. De allí que el deudor no pueda aducir violación de su derecho de defensa por la implementación del aludido mecanismo, ya que este aumento de su deuda derivado del paso del tiempo era una circunstancia por él conocida desde el momento mismo en que suscribió el documento que ahora sirve de base para la ejecución.

La petición del interesado debe ser expresa y con precisa identificación de los períodos reclamados en cada caso. Eventualmente, este reclamo podrá venir acompañado del de la ampliación del embargo para cubrir las nuevas sumas de dinero que integran la deuda.

Naturalmente, de cada una de estas peticiones del actor se deberá dar traslado al deudor para que manifieste lo que estime pertinente, pudiendo incluso oponer excepciones respecto de este nuevo período reclamado

ACTOS PROCESALES IRRENUNCIABLES.

Art. 541 – Trámites irrenunciables. Son irrenunciables la intimación de pago, la citación para oponer excepciones y la sentencia.

Indisponibilidad de ciertos trámites – existen ciertos actos procesales propios del juicio ejecutivo que se vinculan directamente con la vigencia del derecho de defensa en juicio.

Estos actos procesales son el diligenciamiento del mandamiento a través del cual se intima de pago al deudor (con todo lo que ello implica: requerimiento de pago, notificación de la demanda en su contra, entrega de copia de la misma y de la documentación anexa, plazo para constituir domicilio y oponer excepciones), la citación para oponer excepciones y la sentencia de remate.

Respecto del segundo acto procesal irrenunciable (citación para oponer excepciones), se ha dicho que lo irrenunciable no es la mera citación, ya que ello viene incorporado a la intimación de pago, sino la posibilidad misma de plantear las defensas que contempla el orden normativo procesal respecto de los juicios ejecutivos.

INTIMACIÓN DE PAGO, EMBARGO Y CITACIÓN DE REMATE.

Art. 529 – Intimación de pago y procedimiento para el embargo. El juez examinará cuidadosamente el instrumento con que se deduce la ejecución, y si hallare que es de los comprendidos en los arts. 521 y 522, o en otra disposición legal, y que se encuentran cumplidos los presupuestos procesales, librará mandamiento de embargo, observándose el siguiente procedimiento:

1) Con el mandamiento, el oficial de justicia requerirá el pago al deudor. Si no se pagare en el acto el importe del capital reclamado, del estimado por el juez en concepto de intereses y costas, y de la multa establecida por el art. 526, en su caso, dicho funcionario procederá a embargar bienes suficientes, a su juicio, para cubrir la cantidad fijada en el mandamiento. El dinero deberá ser depositado dentro del primer día hábil siguiente en el Banco de la Provincia;

2) El embargo se practicará aun cuando el deudor no estuviese presente, de lo que se dejará constancia.

En este caso, se le hará saber dentro de los tres (3) días siguientes al de la traba.

Si se ignorase su domicilio, se nombrará al defensor oficial, previa citación por edictos que se publicarán por una sola vez;

3) El oficial de justicia requerirá al propietario de los bienes para que manifieste si se encuentran embargados o afectados por prenda u otro gravamen y, en su caso, por orden de qué juez y en qué expediente, y el nombre y domicilio de los acreedores, bajo apercibimiento de lo dispuesto en las leyes sobre la materia. Si el dueño de los bienes no estuviere presente, en la misma diligencia se le notificará que debe formular esta manifestación dentro del plazo para oponer excepciones.

Denegación de la ejecución.

Art. 530 – Denegación de la ejecución. Será apelable la resolución que denegare la ejecución.

Bienes en poder de un tercero.

Art. 531 – Bienes en poder de un tercero. Si los bienes embargados se encontraren en poder de un tercero, se notificará a éste en el día, personalmente o por cédula.

En el caso del art. 736, CCiv., si el notificado del embargo pagase indebidamente al deudor embargado, el juez hará efectiva su responsabilidad en el mismo expediente, por el trámite de los incidentes o del juicio sumario, según correspondiere atendiendo a las circunstancias del caso.

Inhibición general. 

Art. 532 – Inhibición general. Si no se conocieren bienes del deudor, o si los embargados resultaren presuntivamente insuficientes para cubrir el crédito del ejecutante, podrá solicitarse contra el ejecutado, inhibición general de vender o gravar sus bienes. La medida quedará sin efecto si el deudor presentare bienes a embargo o diere caución bastante.

Sustituto del embargo – un embargo ejecutivo puede ser reemplazado por una inhibición general de bienes cuando: el deudor no posea bienes registrables conocidos o los embargados no resultaran suficientes para cubrir el monto del crédito reclamado.

Expuestas estas circunstancias al juez de la causa, éste puede disponer que se trabe una inhibición general de bienes, la que se concretará mediante la respectiva inscripción en el Registro de Anotaciones Personales del Registro de la Propiedad de la provincia.

Orden de la traba. Perjuicios.

Art. 533 – Orden de la traba. Perjuicios. El acreedor no podrá exigir que el embargo recaiga sobre determinados bienes con perjuicio grave para el deudor, si hubiese otros disponibles.

Serán aplicables, además, las normas establecidas en el capítulo relativo a las medidas cautelares en cuanto fueren pertinentes.

Si los bienes muebles embargados formaren parte de un establecimiento comercial o industrial, o fueren los de uso de la casa habitación del deudor, éste podrá exonerarlos del embargo presentando otros bienes no gravados, o que, aun cuando lo estuviesen, bastaren manifiestamente, para cubrir el crédito reclamado.

Límites y modalidades de la ejecución.

Art. 534 – Límites y modalidades de la ejecución. Durante el curso del proceso de ejecución de la sentencia, el juez podrá de oficio o a pedido de parte, y si las circunstancias así lo aconsejaren, fijar una audiencia para que comparezcan ejecutante y ejecutado con el objeto de establecer la forma más rápida y eficaz de satisfacer el crédito, procurando evitar perjuicios innecesarios.

A esta audiencia deberán comparecer las partes personalmente, y se celebrará con la que concurra. No podrá señalarse una nueva con el mismo objeto, ni tampoco podrá el ejecutado promover posteriormente incidentes por causas anteriores que no fueron invocadas en dicha audiencia.

Audiencia para el acercamiento de las partes – esta norma no hace más que expresar un supuesto concreto de operatividad de las genéricas potestades judiciales ordenatorias contempladas en el art. 36, inc. 4º.

En todo momento, aún en el marco de una ejecución, el magistrado está habilitado para fijar, ya sea de oficio o a pedido de alguno de los contendientes, una audiencia a la que convocará a las partes para que, con ambos litigantes frente a frente, se intente llegar a un acuerdo acerca de cómo cumplir la obligación que ha dado lugar al proceso en marcha.

Depositario.

Art. 535 – Depositario. El oficial de justicia dejará los bienes embargados en poder de un depositario provisional que podrá ser el deudor si resultare conveniente, salvo que aquéllos se encontraren en poder de un tercero y éste requiriese el nombramiento a su favor.

Cuando las cosas embargadas fueren de difícil o costosa conservación o hubiese peligro de pérdida o desvalorización, el depositario deberá poner el hecho oportunamente en conocimiento del juez si no lo hubiese expresado ante el oficial de justicia, lo que se hará saber a las partes a los fines del art. 205.

Embargo de inmuebles o muebles registrables.

Art. 536 – Embargo de inmuebles o muebles registrables. Si el embargo hubiese de hacerse efectivo en bienes inmuebles o en muebles registrables, bastará su anotación en el registro, en la forma y con los efectos que resultaren de la ley.

Los oficios o exhortos serán librados dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de la providencia que ordenare el embargo.

Costas. 

Art. 537 – Costas. Aunque el deudor pagare en el acto de la intimación judicial, serán a su cargo las costas del juicio.

3. Oportunidad de intervención del demandado en el procedimiento. Excepciones. Nulidad de la ejecución: supuestos.

OPORTUNIDAD DE INTERVENCIÓN DEL DEMANDADO EN EL PROCEDIMIENTO. EXCEPCIONES. 

Art. 540. Intimación de pago. Oposición de excepciones. La intimación de pago importará la citación para oponer excepciones, debiendo dejarse al ejecutado copia de la diligencia, del escrito de iniciación y de los documentos acompañados.

Las excepciones se propondrán, dentro de cinco (5) días, en un solo escrito, conjuntamente  con el ofrecimiento de prueba.

Deberán cumplirse, en lo pertinente, los requisitos establecidos en los arts. 330 y 354, determinándose con exactitud cuáles son las excepciones que se oponen.

La intimación de pago importará, asimismo, el requerimiento para que el deudor dentro del plazo establecido en el párr. 2º de este artículo, constituya domicilio, bajo apercibimiento de tenerlo por constituido en los estrados del juzgado en los términos del art. 41.

No habiéndose opuesto excepciones dentro del plazo, el juez, sin otra sustanciación, pronunciará sentencia de remate.

Bilateralización del trámite ejecutivo – en el juicio ejecutivo no existe un “traslado de demanda” como ocurre en los procesos de conocimiento. De allí que, para salvaguardar el derecho de defensa del ejecutado, el CPCC haya previsto otro acto procesal con el mismo objetivo: el diligenciamiento de un mandamiento judicial por un oficial de justicia en el domicilio real del ejecutado. 

En esta oportunidad se intima de pago al deudor y, ante la respuesta negativa al requerimiento, se procede, si hubiera sido solicitado, a la traba de embargo de bienes muebles en su poder (art. 529).

Sin embargo, tal conducta no agota el cometido de la diligencia.

El legislador ha previsto que en esa misma oportunidad se anoticie al demandado de la demanda ejecutiva en su contra. Para ello, se le dejará una copia del mandamiento diligenciado (que es equivalente a la cédula en el caso de los juicios de conocimiento), así como copias del escrito de demanda y de la documentación agregada.

Plazo y formalidades para oponer las excepciones – el diligenciamiento del mandamiento de intimación de pago al ejecutado importa la citación para que se defienda: comienza a correr desde ese momento el plazo de 5 días para que se presente a plantear las defensas que entienda le asisten, siempre que las mismas se encuentren entre las admisibles en este tipo de proceso.

El plazo es ampliable en razón de la distancia de acuerdo con las pautas del art. 158.

Todas las excepciones que el demandado quiera proponer como sustento de su oposición a esta pretensión deberán ser alegadas en el plazo mencionado, por escrito, y con ellas se deberá ofrecer la prueba pertinente.

Cumplidos los 5 días desde el diligenciamiento referido sin que el ejecutado haya planteado defensa alguna, el juez sin otro trámite dictará la sentencia de remate si encuentra al título en condiciones para ello. 

El plazo para oponer excepciones es: 

· Susceptible de ampliación en razón de la distancia.

· Perentorio, por cuanto el CPCC prescribe que, si no se oponen dentro de dicho plazo, el juez, sin otra sustanciación, pronunciará sentencia de remate.

· Individual, pues siendo varios los ejecutados corre independientemente para cada uno de ellos.

Excepciones.

Art. 542 – Excepciones. Las únicas excepciones admisibles en el juicio ejecutivo son:

1) Incompetencia;

2) Falta de personería en el ejecutante, en el ejecutado o en sus representantes, por carecer de capacidad civil para estar en juicio o de representación suficiente;

3) Litispendencia en otro juzgado o tribunal competente;

4) Falsedad o inhabilidad de título con que se pide la ejecución. La primera podrá fundarse únicamente en la adulteración del documento; la segunda se limitará a las formas extrínsecas del título, sin que pueda discutirse la legitimidad de la causa. Si hubiere mediado reconocimiento expreso de la firma no procederá la excepción de falsedad;

5) Prescripción;

6) Pago documentado, total o parcial;

7) Compensación de crédito líquido que resulte de documento que traiga aparejada ejecución;

8) Quita, espera, remisión, novación, transacción, conciliación o compromiso documentados;

9) Cosa juzgada.

Análisis de las excepciones – a continuación enunciamos y explicamos sucintamente el contenido de cada una de las excepciones admisibles en el juicio ejecutivo:

· Incompetencia – respecto de esta excepción, le son aplicables los principios del proceso ordinario, con la salvedad de que en el juicio ejecutivo no es una excepción de previo y especial pronunciamiento.

· Falta de personería – sólo puede fundarse, al igual que en los procesos de conocimiento: 
1) en la falta de capacidad de las partes.

2) en la ausencia de mandato otorgado a favor de quienes invocan la representación de aquéllas.

3) o en las deficiencias de que adolezca el mandato.

· Litispendencia en otro juzgado o tribunal competente – tal excepción sólo puede prosperar cuando se la funda en la existencia de otro juicio ejecutivo seguido entre las mismas partes y en virtud del mismo título. No puede fundarse en la existencia de un proceso de conocimiento promovido por el deudor, pues ello importaría dejar librada al arbitrio de éste la frustración de la pretensión ejecutiva. 

· Falsedad o inhabilidad del título – la falsedad podrá fundarse únicamente en la adulteración del documento. En cambio, la inhabilidad del titulo se limita a las formas extrínsecas del mismo, sin que pueda discutirse la legitimidad de la causa. 

No se puede mediante ellas discutir la inexistencia, ilegitimidad o falsedad de la causa. No obstante, esta prohibición cede cuando la ilicitud de la causa surge del documento mismo.

· Prescripción – esta excepción es viable cuando han transcurrido los lapsos a que la legislación de fondo supedita el ejercicio judicial de los derechos. La prescripción se interrumpe como consecuencia de las diligencias preparatorias del juicio ejecutivo.

· Pago documentado, total o parcial – el pago debe ser documentado. Debe acompañarse el documento original, no puede ser suplido por fotocopias, por constancias de los libros de comercio, por la invocación de la entrega de cheques al ejecutante, etc.

· Compensación – para que prospere la excepción de compensación debe reunir las condiciones que determina el art. 819 CCiv. y resultar, el crédito respectivo, de documento que traiga aparejada ejecución.

· Quita, espera, remisión, novación, transacción, conciliación o compromiso documentados – sólo pueden acreditarse mediante prueba documental.
· Cosa juzgada – esta excepción tiene por objeto impedir la inútil tramitación del proceso ejecutivo cuando media sentencia dictada en un proceso anterior sustanciado entre las mismas partes y en virtud del mismo título.

Trámite.
Art. 545 – Trámite. El juez desestimará sin sustanciación alguna las excepciones que no fueren de las autorizadas por la ley, o que no se hubieren opuesto en forma clara y concreta, cualquiera sea el nombre que el ejecutado les hubiese dado. En ese mismo acto dictará sentencia de remate.

Si se hallaren cumplidos los requisitos pertinentes, dará traslado de las excepciones al ejecutante por cinco (5) días, quien al contestarlo ofrecerá la prueba de que intente valerse.

No se hará declaración especial previa acerca de la admisibilidad o inadmisibilidad de las excepciones.

Excepciones de puro derecho. Falta de prueba. 

Art. 546 – Excepciones de puro derecho. Falta de prueba. Si las excepciones fueren de puro derecho o se fundasen exclusivamente en constancias del expediente o no se hubiere ofrecido prueba, el juez pronunciará sentencia dentro de diez (10) días de contestado el traslado o de vencido el plazo para hacerlo.

Prueba.

Art. 547 – Prueba. Cuando se hubiere ofrecido prueba que no consistiese en constancias del expediente, el juez acordará un plazo común para producirla, tomando en consideración las circunstancias y el lugar donde deba diligenciarse.

Corresponderá al ejecutado la carga de la prueba de los hechos en que funde las excepciones.

El juez, por resolución fundada, desestimará la prueba manifiestamente inadmisible, meramente dilatoria o carente de utilidad.

No se concederá plazo extraordinario.

Se aplicarán supletoriamente las normas que rigen el juicio sumario.

Examen de las pruebas. Sentencia. 

Art. 548 – Examen de las pruebas. Sentencia. Producidas las pruebas, el expediente se pondrá en secretaría durante cinco (5) días. Vencido dicho plazo, el juez dictará sentencia dentro de diez (10) días.

NULIDAD DE LA EJECUCIÓN: SUPUESTOS.

Art. 543 – Nulidad de la ejecución. El ejecutado podrá solicitar, dentro del plazo fijado en el art. 540, por vía de excepción o de incidente, que se declare la nulidad de la ejecución.

Podrá fundarse únicamente en:

1) No haberse hecho legalmente la intimación de pago, siempre que en el acto de pedir la declaración de nulidad el ejecutado depositara la suma fijada en el mandamiento u opusiere excepciones;

2) Incumplimiento de las normas establecidas para la preparación de la vía ejecutiva, siempre que el ejecutado desconozca la obligación, niegue la autenticidad de la firma, el carácter de locatario, o el cumplimiento de la condición.

Nulidad de la ejecución – el CPCC autoriza a solicitar la nulidad de la ejecución por vía de excepción o de incidente, disponiendo en el art. 543, que sólo puede fundarse en: 

1) No haberse hecho legalmente la intimación de pago, siempre que en el acto de pedir la declaración de nulidad, el ejecutado deposite la suma fijada en el mandamiento u oponga excepciones.

2) Incumplimiento de las normas establecidas para la preparación de la vía ejecutiva, siempre que el ejecutado desconozca la obligación, niegue la autenticidad de la firma, el carácter de locatario, o el cumplimiento de la condición o de la prestación.

Si se anulare el procedimiento ejecutivo o se declarare la incompetencia, el embargo que se hubiese trabado se mantendrá con carácter preventivo durante 15 días. Si dentro de ese plazo no se reinicia la ejecución, se produce la caducidad automática de esa medida.

4. Sentencia de remate. Recursos, cuándo son admisibles. Cumplimiento.

SENTENCIA DE REMATE. RECURSOS: CUÁNDO SON ADMISIBLES. 

La sentencia en el juicio ejecutivo sólo puede determinar una de estas dos alternativas: 

1) Llevar la ejecución adelante, total o parcialmente – esta hipótesis se configura cuando: 

a. el deudor no opone excepciones, en cuyo caso la ejecución se lleva adelante en forma total; sin embargo, si hubiese prosperado la excepción de pago parcial, lo será únicamente por el monto admitido:

b. el deudor opone excepciones, pero éstas son rechazadas.
2) Rechazar la ejecución – esta segunda hipótesis se presenta cuando las excepciones son declaradas procedentes.

En cuanto a sus formas, no se halla sujeta rigurosamente a aquellas que la ley prescribe respecto de las sentencias definitivas de los procesos de conocimiento:

· si el deudor no ha opuesto excepciones, son innecesarios los fundamentos, y la sentencia se reduce, prácticamente, a la parte dispositiva. 

· si ha opuesto excepciones, debe examinar las cuestiones de hecho y de derecho involucradas en el juicio y adaptarse. 

· si son varios los ejecutados, no procede que se dicte sentencia respecto de uno solo de ellos sin haberse previamente intimado el pago y citado de remate a los restantes; cabe una sola sentencia que comprenda a todos los demandados.

La sentencia se notifica al deudor personalmente o por cédula, pero cuando aquél tenga domicilio desconocido y no se haya presentado, debe notificarse el fallo al defensor oficial.

Cuando se lleva la ejecución adelante, al ejecutado que hubiese litigado sin razón  u obstruido el curso normal del proceso con articulaciones manifiestamente improcedentes, o que de cualquier manera hubiese demorado injustificadamente el trámite, se le impondrá una multa a favor del ejecutante, cuyo monto será fijado entre el 5% y el 30% del importe de la deuda.

RECURSOS.

La sentencia de remate será apelable:

1) cuando las excepciones se han rechazado en virtud de no hallarse legalmente autorizadas o de no haberse opuesto en forma clara y concreta.

2) cuando las excepciones hubiesen tramitado como de puro derecho.

3) cuando se hubiese producido prueba respecto de las opuestas.

Plazo – el plazo para deducir el recurso es siempre de 5 días.

FIANZA.

Fianza – la ley acuerda al ejecutante la posibilidad de obtener el cumplimiento inmediato de la sentencia cuando el ejecutante diere fianza de responder de lo que percibiere si la sentencia fuese revocada. En tal caso, el recurso se concederá en efecto devolutivo.

El juez establecerá la clase y el monto de la fianza. La concesión de la apelación en efecto devolutivo se halla condicionada a que el ejecutante lo pida y otorgue, dentro del plazo de 5 días que se cuentan desde la concesión del recurso, una fianza que puede ser substituida por prenda o hipoteca, y cuyo monto cubra los derechos del deudor en la medida del eventual producido del remate judicial.

La fianza sólo se hará extensiva al resultado del juicio ordinario, cuando así lo requiriere el ejecutado en los casos en que, tuviere la facultad de promover el juicio ordinario posterior. 

Quedará cancelada: 

1) si el ejecutado no promoviere el juicio dentro de los 15 días de haber sido otorgada. 

2) si habiéndolo deducido dentro de dicho plazo, la sentencia fuere confirmada. 

Art. 549 (Texto según ley 8689, art. 1) – Sentencia de remate. La sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo. En el primer caso, siempre que no fuese aplicable el art. 4, dec.-ley 4777/1963, al ejecutado que hubiese litigado sin razón valedera u obstruido el curso normal del proceso con articulaciones manifiestamente improcedentes, o que de cualquier manera hubiese demorado injustificadamente el trámite, se le impondrá una multa a favor del ejecutante, cuyo monto será fijado entre el tres por ciento (3%) y el diez por ciento (10%) del importe de la deuda, según la incidencia de su inconducta procesal sobre la demora del procedimiento.

Art. 550 – Notificación al defensor oficial. Si el deudor con domicilio desconocido no se hubiese presentado, la sentencia se notificará al defensor oficial.

Art. 552 – Apelación. La sentencia de remate será apelable:

1) Cuando se tratare del caso previsto en el art. 545, párr. 1º;

2) Cuando las excepciones hubiesen tramitado como de puro derecho;

3) Cuando se hubiese producido prueba respecto de las opuestas.

Art. 553 – Efecto. Fianza. Cuando el ejecutante diere fianza de responder de lo que percibiere si la sentencia fuese revocada, el recurso se concederá en efecto devolutivo.

El juez establecerá la clase y el monto de la fianza. Si no se prestase dentro de los cinco (5) días de haber sido concedido el recurso, se elevará el expediente a la cámara.

Si se diere fianza se remitirá también el expediente dejándose, en primera instancia, testimonio de las piezas necesarias para que prosiga la ejecución.

Art. 554 – Extensión de la fianza. La fianza sólo se hará extensiva al resultado del juicio ordinario cuando así lo solicitare el ejecutado que opuso excepciones, si el juez les hubiese dado curso y se hubiese producido prueba, en su caso.

Quedará cancelada:

1) Si el ejecutado no promoviere el juicio dentro de los treinta (30) días de haber sido otorgada;

2) Si habiéndolo deducido dentro de dicho plazo, la sentencia fuere confirmada.

Art. 555 – Carácter y plazo de las apelaciones. Las apelaciones en el juicio ejecutivo se concederán en efecto diferido con excepción de las que procedieren contra la sentencia de remate y la providencia que denegare la ejecución.

Costas.

Art. 556 – Costas. Las costas del juicio ejecutivo serán a cargo de la parte vencida, con excepción de las correspondientes a las pretensiones de la otra parte que hayan sido desestimadas.

Si se hubiese declarado procedente la excepción de pago parcial, al ejecutado se le impondrán sólo las costas correspondientes al monto admitido en la sentencia.

Costas – las costas del juicio ejecutivo serán a cargo de la parte vencida, con excepción de las correspondientes a las pretensiones de la otra parte que hayan sido desestimadas

En el juicio ejecutivo sólo cabe la eximición de costas relacionadas con pretensiones de la otra parte que no prosperan. Debe soportar el pago si se rechaza en parte la ejecución con respecto a pagarés no vencidos y a una cláusula penal.

Excepción de pago parcial: sólo cabe imponer al ejecutado el pago de las costas correspondientes al monto admitido en la sentencia.

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE REMATE.

Frente a la hipótesis de que la sentencia haya ordenado que se lleve adelante la ejecución, se abre la tercera y última etapa del juicio ejecutivo, durante la cual se procede a hacer efectivo ese pronunciamiento, mediante trámites que difieren de acuerdo con la naturaleza de los bienes embargados.

Es requisito del trámite de cumplimiento de la sentencia de remate, la traba del embargo.

En el proceso de ejecución de sentencia dictada en proceso de conocimiento, el embargo constituye un trámite esencial y necesariamente previo a la citación de venta. Dicha medida reviste el mismo carácter en el trámite del cumplimiento de la sentencia de remate, pues se cumple con vistas a la realización de los bienes necesarios para satisfacer el crédito reconocido en la sentencia de condena o por cuyo monto se ordenó llevar adelante la ejecución. 

El CPCC contiene, asimismo, disposiciones comunes al tipo de procedimiento examinado. Son las siguientes: 

Art. 591 – Recursos. Son inapelables, por el ejecutado, las resoluciones que se dictaren durante el trámite del cumplimiento de la sentencia de remate.

Art. 592 – Temeridad. Si el ejecutado hubiere provocado dilación innecesaria en el cumplimiento de la sentencia de remate, el juez le impondrá una multa, en los términos del art. 549, sobre la base del importe de la liquidación aprobada.

La modalidad más sencilla del cumplimiento de la sentencia de remate se presenta en la hipótesis de que el embargo haya recaído sobre sumas de dinero cuyo importe resulte suficiente para cubrir el crédito reclamado y sus accesorios. A esta situación se refiere el art. 557.

Art. 557 – Dinero embargado. Pago inmediato. Cuando lo embargado fuese dinero, una vez firme a la sentencia o dada la fianza a que se refiere el art. 553, el acreedor practicará liquidación del capital, intereses y costas, de la que se dará vista al ejecutado. Aprobada la liquidación, se hará pago inmediato al acreedor del importe que de ella resultare.

Otra de las modalidades está contemplada en el art. 564, que comprende 2 supuestos. En el primero de ellos (títulos o acciones que coticen oficialmente en los mercados de valores o bolsas de comercio), practicada la liquidación y agregado al expediente el informe que acredite el precio de cotización de los títulos o acciones, estas pueden serle adjudicadas a ese precio, con la ventaja de su inmediata conversión en dinero en efectivo y el ahorro de los gastos que importa el remate. Si los títulos o acciones no cotizan en los mercados de valores, corresponde que se disponga su venta en subasta pública

Art. 564 – Adjudicación de títulos o acciones. Si se hubiesen embargado títulos o acciones que se coticen oficialmente en los mercados de valores o bolsas de comercio, el acreedor podrá pedir que se le den en pago al precio que tuviesen a la fecha de la resolución.

5. Subasta pública. El martillero, designación, cargas, facultades.

SUBASTA PÚBLICA. 

La realización de los bienes (inmuebles y muebles o semovientes) se lleva a cabo mediante una subasta pública y con la intervención de un martillero público. 

La subasta pública consiste en la venta de los bienes al mejor postor. La modalidad de aquélla difiere según se trate de bienes muebles o inmuebles, como veremos en los puntos siguientes.

En el procedimiento encaminado al cumplimiento de la sentencia de remate, la subasta es el acto procesal mediante el cual se enajenan, por un auxiliar del juez que actúa en representación de éste, el bien o bienes embargados, con el objeto de satisfacer, con su producido, el importe del crédito que dio origen a la ejecución.

La subasta debe caracterizarse como un acto procesal cuyo contenido consiste en el contrato de compraventa que se configura al aceptarse, por el martillero, la oferta formulada por el mejor postor, aunque dicho contrato queda sujeto a la condición suspensiva representada por la resolución judicial aprobatoria del acto.

EL MARTILLERO, DESIGNACIÓN, CARGAS, FACULTADES.

Designación – el martillero es una persona que tiene a su cargo la venta en remate de los bienes. En principio, es nombrado de oficio, salvo en los casos en que las partes, de común acuerdo, hayan propuesto la designación de un sujeto específico para desempeñar esa función. 

Vale decir también que el martillero no puede ser recusado, pero de existir causas graves el juez puede dejar sin efecto su nombramiento. 

A diferencia de lo que ocurre en las subastas privadas (mandatario o comisionista), en las subastas judiciales el martillero reviste el carácter de auxiliar del órgano judicial.

Requisitos – el martillero debe:

1) contar con más de 2 años de antigüedad en la matrícula.

2) reunir los demás requisitos de idoneidad exigidos en la reglamentación dictada por la respectiva cámara de apelaciones.

Cuando es designado de oficio:

1) debe ser sorteado del registro que cada año incumbe abrir a dichas cámaras para que en él se inscriban los profesionales que reúnan los mencionados requisitos.

2) debe aceptar el cargo dentro del plazo de 3 días computados desde la notificación del nombramiento.

Remuneración: comúnmente se la llamada comisión, que conforme con la costumbre es pagada por el adquirente de los bienes subastados. 

Si el remate se suspende o fracasa sin culpa del martillero, el monto de la comisión debe ser fijado por el juez; si se anula, también sin su culpa, tiene derecho a percibir la comisión que corresponda. 

En el caso de que el remate se anule por culpa del martillero, éste debe reintegrar el importe de la comisión percibida dentro del 3° día de notificado por cédula de la resolución que decreta la nulidad.

El martillero tiene derecho a que se le reintegre el importe de los gastos que corrientemente insume, e incluso de aquellos de carácter extraordinario a cuyo respecto haya mediado oportuna autorización judicial.

Si el martillero lo solicita y el juez lo considera procedente, las partes deben adelantar los fondos que se estimen necesarios para la realización de la subasta.

Deberes – tiene el deber de ajustar su cometido a las instrucciones que le imparta el juez; también debe depositar el importe percibido en la subasta; finalmente, deberá rendir cuentas sobre el resultado de ésta (dentro de los 3 días de realizado el remate). Si omite la realización de ese acto sin justa causa, carece de derecho a cobrar comisión.

El martillero tiene prohibido delegar sus funciones; se le prohíbe también mencionar en la propaganda, o subastar en un mismo remate, bienes distintos de aquellos cuya venta fue ordenada judicialmente, bajo pena de perder su comisión.
6. Subasta de cosas muebles o semovientes. 

SUBASTA DE COSAS MUEBLES O SEMOVIENTES.

Art. 558. Subasta de muebles o semovientes. Si el embargo hubiese recaído en bienes muebles o semovientes se observarán las siguientes reglas:

1) Se ordenará su venta en remate, sin base y al contado, por un martillero público que se designará de oficio, salvo que existiese acuerdo de las partes para proponerlo;

2) En la resolución que dispone la venta se requerirá al deudor para que, dentro del plazo de cinco (5) días, manifieste si los bienes están prendados o embargados. En el primer caso, aquél deberá indicar el nombre y domicilio de los acreedores y el monto del crédito; en el segundo, el juzgado, secretaría y carátula del expediente;

3) Se podrá ordenar el secuestro de las cosas para ser entregadas al martillero a los efectos de su exhibición y venta;

4) Se requerirá informe sobre las condiciones de dominio y gravámenes a los registros pertinentes, cuando se tratase de muebles registrables;

5) Se comunicará a los jueces embargantes la providencia que decrete la venta, y a los acreedores prendarios para que formulen observaciones dentro de los tres (3) días de recibida la notificación.

Art. 559 – Edictos. El remate se anunciará por edictos que se publicarán por dos (2) días en el Boletín Judicial, y en otro diario, en la forma indicada en los arts. 145, 146 y 147.

En los edictos se individualizarán las cosas a subastar, se indicará, en su caso, la cantidad, el estado y el lugar donde podrán ser revisadas por los interesados; la obligación de depositar la seña y comisión de costumbre en el acto del remate; el lugar, día, mes, año y hora de la subasta; el juzgado y secretaría donde tramita el proceso; el número del expediente, y el nombre de las partes si éstas no se opusieren.

Art. 560 – Propaganda. En materia de propaganda adicional regirá lo dispuesto en el art. 575, en lo pertinente.

Art. 561 – Inclusión indebida de otros bienes. No se podrá mencionar en la propaganda, ni subastar en el mismo remate, bajo pena de perder el martillero su comisión, bienes distintos de aquéllos cuya venta fue ordenada en el expediente.

Art. 562 – Posturas bajo sobre. En las subastas de muebles que se realicen por intermedio de instituciones oficiales que admitan posturas en sobre cerrado será aplicable esta modalidad, en los términos que establezcan las respectivas reglamentaciones.

Art. 563 – Entrega de los bienes. Realizado el remate, y previo pago total del precio, el martillero entregará al comprador los bienes adquiridos, siempre que no se hubiere dispuesto lo contrario en la resolución que lo hubiere ordenado.

El martillero deberá depositar el importe en el Banco de la Provincia de Buenos Aires a la orden del juez y cuenta de autos, dentro de los tres (3) días siguientes al de la subasta.

7. Subasta de inmuebles. Requisitos: acreditación del dominio, constatación del estado de ocupación, deudas fiscales. Nulidad de la subasta.

SUBASTA DE BIENES INMUEBLES. REQUISITOS: ACREDITACIÓN DEL DOMINIO, CONSTATACIÓN DEL ESTADO DE OCUPACIÓN, DEUDAS FISCALES.

Art. 565 – Subasta de inmuebles. Martillero. Para la subasta de inmuebles el martillero se designará en la forma prevista en el art. 558, inc. 1º, y no podrá ser recusado. Sin embargo, cuando circunstancias graves lo aconsejaren, el juez, dentro del quinto día de hecho el nombramiento, podrá dejarlo sin efecto.

Art. 566 – Base para la subasta. Cuando se subastaren bienes inmuebles, se fijará como base las dos terceras partes de la valuación fiscal.

A falta de valuación, el juez designará de oficio perito ingeniero o arquitecto para que tasen los bienes. La base para la venta equivaldrá a las dos terceras partes de dicha tasación.

Para la aceptación del cargo, plazo en que debe expedirse, y en su caso, remoción, se aplicarán las normas de los arts. 467 y 468.

Art. 567 – Trámite de la tasación. De la tasación se dará vista a las partes, quienes dentro de cinco (5) días comunes manifestarán su conformidad o disconformidad, debiendo fundar su oposición. El juez resolverá, fijando el monto de la base.

Art. 568 – Recaudos. Antes de ordenar la subasta el juez requerirá informes:

1) Sobre impuestos, tasas y contribuciones;

2) Sobre deudas por expensas comunes, si se tratare de un bien sujeto al régimen de la propiedad horizontal;

3) Sobre las condiciones de dominio, embargos e inhibiciones.

Art. 569 – Acreedores hipotecarios. Decretada la subasta se comunicará a los jueces embargantes y se citará a los acreedores hipotecarios para que dentro de tercer  día presenten sus títulos. Aquéllos, dentro del mismo plazo, podrán solicitar el aumento de la base hasta cubrir el importe de sus créditos.

Art. 570 – Exhibición de títulos. Dentro de los tres (3) días de ordenado el remate, el ejecutado deberá presentar el título de propiedad del inmueble, bajo apercibimiento de obtenerse testimonio a su costa.

Art. 571 – Preferencia para el remate. Si el bien estuviere embargado en diversos procesos seguidos contra el ejecutado, la subasta se realizará en el que estuviere más adelantado en su trámite, con prescindencia de la naturaleza o garantías que tuvieren los créditos.

Art. 572 – Subasta progresiva. Si se hubiere dispuesto la venta de varios inmuebles, el juez podrá ordenar la subasta en distintas fechas. En este caso, se suspenderá el o los remates cuando el precio obtenido alcanzare a cubrir el crédito, intereses y costas reclamados.

Art. 574 – Edictos. El remate se anunciará por edictos que se publicarán durante tres (3) días en el Boletín Judicial y en otro diario, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 146.

Podrá, asimismo, anunciarse en diarios del lugar donde esté situado el inmueble. Si se tratare de un bien de escaso valor, sólo se publicarán edictos en el Boletín Judicial por un día.

Art. 575 – Contenido de los edictos. En los edictos se individualizará el inmueble, indicándose la base, condiciones de venta, estado de ocupación, lugar, día, mes, año y hora de la subasta, horario de visita, juzgado y secretaría donde tramita el proceso, número del expediente y nombre de las partes. Asimismo, se hará constar la comisión y la seña, que serán las de costumbre.

Si se tratare de un bien sujeto al régimen de propiedad horizontal, en las publicaciones y en el acto del remate, deberá indicarse el monto de las expensas comunes correspondientes al último mes, y la deuda por este concepto, si fuere posible.

La propaganda adicional será a cargo del ejecutante, salvo que el ejecutado hubiese prestado conformidad, o que su costo no excediere del dos por ciento (2%) de la base.

Art. 576 – Lugar del remate. El remate deberá realizarse en el lugar donde tramita la ejecución, o en el de ubicación del bien según lo resolviere el juez de acuerdo con las circunstancias del caso.

Art. 577 – Remate fracasado. Si fracasare el primer remate por falta de postores, se dispondrá otro con la base reducida en un veinticinco por ciento (25%). Si tampoco existieren postores, se ordenará la venta sin limitación de precio.

Art. 578 – Comisión del martillero. Si el remate se suspendiere, fracasare, o se anulare sin culpa del martillero, el monto de la comisión será fijado por el juez, de acuerdo con la importancia del trabajo realizado.

Si el remate se anulare por culpa del martillero, éste deberá reintegrar el importe de la comisión que percibió, dentro de los tres (3) días de notificado de la resolución que decreta la nulidad.

Art. 579 – Rendición de cuentas. Los martilleros deberán rendir cuentas del remate dentro de los tres (3) días desde realizado. Si así no lo hicieren, sin justa causa, se les impondrá una multa que no podrá exceder de la mitad de la comisión.

Art. 580 – Domicilio del comprador. El comprador, al suscribir el boleto, deberá constituir domicilio en el lugar del asiento del juzgado. Si no lo hiciere, se aplicará la norma del art. 41, en lo pertinente.

Art. 581 – Pago del precio. Dentro de los cinco (5) días de aprobado el remate, el comprador deberá depositar el precio en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, a la orden del juez y cuenta de autos. Podrá requerir su indisponibilidad hasta que se le otorgue la escritura correspondiente, o se inscriba el bien a su nombre cuando se hubiere prescindido de aquélla, salvo que la demora en la realización de estos trámites le fuere imputable. La indisponibilidad no regirá respecto de los gastos de escrituración y pago de impuestos.

Art. 582 (Texto según ley 11909, art. 1) – Compra en comisión. El comprador deberá indicar el nombre de su comitente en el momento mismo de la realización del remate, debiendo ser ratificado en escrito firmado por ambos dentro del plazo previsto en el artículo anterior. En su defecto, se lo tendrá por adjudicatario definitivo.

El comitente constituirá domicilio en esta presentación, bajo el apercibimiento que contienen los arts. 580 y 41.

Art. 583 – Escrituración. La escritura de protocolización de las actuaciones será extendida por el escribano sin que sea necesaria la comparecencia del ejecutado.

Art. 584 – Levantamiento de medidas precautorias. Los embargos e inhibiciones se levantarán al solo efecto de escriturar, con citación de los jueces que los decretaron. Una vez escriturado el bien, sin otro trámite, esas medidas se levantarán definitivamente, si fuere procedente, con la presentación del testimonio para su inscripción en el Registro de la Propiedad. Los embargos quedarán transferidos al importe del precio.

Art. 585 – Postor remiso. Cuando por culpa del postor a quien se hubiesen adjudicado los bienes, la venta no se formalizare, se ordenará un nuevo remate, en los términos del art. 577. Dicho postor será responsable de la disminución del precio que se obtuviere en la segunda subasta, de los intereses acrecidos y de las costas causadas con ese motivo.

El cobro del importe que resultare tramitará, previa liquidación, por el procedimiento de ejecución de sentencia, quedando embargadas a ese efecto las sumas que hubiere entregado.

Art. 586 – Perfeccionamiento de la venta. Después de aprobado el remate, la venta judicial sólo quedará perfeccionada una vez pagado el precio o la parte que correspondiere si se hubieren otorgado facilidades, y luego de realizada la tradición del bien a favor del comprador.

NULIDAD DE LA SUBASTA.

Art. 587 – Nulidad de la subasta. La nulidad de la subasta podrá plantearse hasta cinco (5) días después de realizada. Del pedido se conferirá traslado por igual plazo a las partes, al martillero y al adjudicatario.

Art. 588 – Desocupación de inmuebles. No procederá el desalojo de los ocupantes del inmueble subastado hasta tanto no se hubiere pagado el saldo del precio y hecho la tradición.

Las cuestiones que se suscitaren con motivo de la desocupación del inmueble se sustanciarán por el trámite de los incidentes.

8. Terminación del proceso ejecutivo. Liquidación definitiva. Pago: situación de acreedores preferentes o privilegiados. Sobreseimiento del proceso ejecutivo: régimen legal, doctrina, jurisprudencia.

9. Proceso ordinario posterior. Admisibilidad. Jurisprudencia. Validez de las cuestiones debatidas en el procedimiento originario.

UNIDAD 25 – EJECUCIONES ESPECIALES.

Disposiciones generales.

Junto al juicio ejecutivo común, las leyes estructuran ejecuciones sujetas a trámites específicos, distin​tos de los que son propios de aquél, y a las cuales, por ese motivo, cabe calificar de especiales.

Característica común de todos estos juicios es la mayor celeridad que revisten con relación al juicio ejecutivo común. 

Art. 593 – Títulos que las autorizan. Los títulos que autorizan las ejecuciones especiales sólo serán aquellos que se mencionan expresamente en este Código o en otras leyes.

Art. 594 – Reglas aplicables. En las ejecuciones especiales se observará el procedimiento establecido para el juicio ejecutivo, con las siguientes modificaciones:

1) Sólo procederán las excepciones previstas en el capítulo siguiente;

2) No se admitirá prueba que deba rendirse fuera del lugar del asiento del juzgado, salvo que el juez, de acuerdo con las circunstancias, lo considerara imprescindible, en cuyo caso fijará el plazo dentro del cual deberá producirse.

1. Ejecución hipotecaria: excepciones admisibles. Procedimiento. Tercero poseedor. Normas sustanciales y procesales. 

EJECUCIÓN HIPOTECARIA. EXCEPCIONES ADMISIBLES.

Art. 595 – Excepciones admisibles. Además de las excepciones procesales autorizadas por los incs. 1º, 2º, 3º y 9º del art. 542 y en el art. 543, el deudor podrá oponer, únicamente, las de prescripción, pago total o parcial, quita, espera, y remisión. Las cuatro últimas sólo podrán probarse por instrumentos públicos o privados o actuaciones judiciales que deberán presentarse en sus originales o testimoniadas, al oponerlas.

Dentro del plazo para oponer excepciones podrá invocarse también la caducidad de la inscripción hipotecaria, con los efectos que determina el Código Civil.

Excepciones admisibles – existe limitación a las excepciones que el ejecutado podrá oponer al progreso de la pretensión de su contraria:

1. incompetencia (art. 542 inc. 1). 

2. falta de personería en el ejecutante, ejecutado o representantes (art. 542 inc. 2). 

3. litispendencia (art. 542 inc. 3).

4. cosa juzgada (art. 542 inc. 9). 

5. nulidad (art. 543).

6. prescripción (art. 542 inc. 5). 

7. pago total o parcial (art. 542 inc. 6).

8. quita, espera y remisión (art. 542 inc. 8).

Asimismo, se estipula que las últimas 4 excepciones (pago, quita, espera y remisión) sólo podrán demostrarse a través de documentación presentada al oponerlas, ya sea en original o testimonio.

PROCEDIMIENTO.

Art. 596 – Informes sobre condiciones del inmueble hipotecado. En la providencia que ordenare la intimación de pago y la citación de remate, se dispondrá la anotación del embargo sobre el inmueble hipotecado y el libramiento de oficio al Registro de la Propiedad para que informe:

1) Sobre las medidas cautelares y gravámenes que afectaren al inmueble hipotecado, con indicación del importe de los créditos, sus titulares y domicilios;

2) Sobre las transferencias que de aquél se hubieren realizado desde la fecha de constitución de la hipoteca, y nombre y domicilio de los adquirentes.

Sin perjuicio de ello el deudor deberá, durante el plazo para oponer excepciones, denunciar el nombre y domicilio de los acreedores privilegiados, embargantes y terceros poseedores del inmueble hipotecado.

Medidas previas – hace a la esencia de la garantía hipotecaria la existencia de un inmueble afectado a la misma.

De allí que cuando se admite el trámite ejecutivo especial y se ordena el libramiento de la intimación de pago y citación de remate, al mismo tiempo se ordenará la traba de un embargo sobre el bien gravado, juntamente con un pedido de informes al Registro de la Propiedad.

A través de ese informe se recabarán datos respecto de medidas cautelares o gravámenes constituidos sobre el inmueble y, en su caso, el importe, titulares de la acreencia y domicilio de los mismos.

También se solicitará que se señalen cuáles fueron las transferencias de dominio del bien registradas desde el momento de la constitución de la garantía hipotecaria que ahora se ejecuta.

Más allá de los informes requeridos mediante oficio judicial al Registro ya mencionados, la ley pone a cargo del deudor, durante el plazo para oponer excepciones, el deber de informar el nombre y domicilio de acreedores privilegiados, embargantes y terceros poseedores del inmueble hipotecado.

Todos estos recursos servirán para que el juez cuente con información completa en relación a todas las personas con interés en la subasta del inmueble. De tal modo, podrá identificarlas y cursar los avisos que indica la ley para que puedan hacer las observaciones pertinentes en defensa de sus derechos.

TERCERO POSEEDOR. NORMAS SUSTANCIALES Y PROCESALES.

Art. 597 – Tercer poseedor. Si del informe o de la denuncia a que se refiere el artículo anterior, resultare que el deudor transfirió el inmueble hipotecado, dictada la sentencia de remate contra aquél, se intimará al tercer poseedor para que dentro del plazo de cinco (5) días pague la deuda o haga abandono del inmueble, bajo apercibimiento de que la ejecución se seguirá también contra él.

En este último supuesto se observarán las reglas establecidas en los arts. 3165 y ss. del Código Civil.

Tercero poseedor – se trata de aquel que recibió el bien hipotecado por compra u otro modo de transmisión de dominio luego de constituido el derecho real de garantía.

Dada la publicidad registral de la hipoteca, nunca pudo este nuevo propietario desconocer la existencia de la misma. Por eso es que el CCiv. establece que “si el deudor enajena, sea por título oneroso o lucrativo, el todo o una parte de la cosa o una desmembración de ella, que por sí sea susceptible de hipoteca, el acreedor podrá perseguirla en poder del adquirente, y pedir su ejecución y venta, como podría hacerlo contra el deudor...” (art. 3162).

De allí que la ley mande (a través de la norma en estudio) que si de los informes surgiere la transferencia del inmueble gravado, una vez que se dicte la sentencia contra el deudor hipotecario se intimará mediante cédula al tercer poseedor, esto es, aquel que tiene bajo su poder al bien asiento de la garantía, para que pague o abandone el inmueble, bajo apercibimiento de que la ejecución se siga también contra él.

Si esto último es necesario, se tornará de aplicación el régimen de los arts. 3165 a 3180, CCiv.

2. Ejecución de la prenda con registro. El título ejecutivo prendario, régimen legal, excepciones, procedimiento. La ejecución directa o privada, casos. Ejecución de la prenda civil.

EJECUCIÓN DE LA PRENDA CON REGISTRO.

Art. 598 – Prenda con registro. En la ejecución de prenda con registro sólo procederán las excepciones procesales enumeradas en los incs. 1º, 2º, 3º y 9º del art. 542 y en el art. 543 y las sustanciales autorizadas por la ley de la materia.

Prenda con registro. Excepciones – en esta norma tan sólo se indica que en el juicio ejecutivo iniciado a partir de un título de este tenor se admitirán las excepciones de: 

1. incompetencia (art. 542 inc. 1).

2. falta de personería en el ejecutante, ejecutado o representantes (art. 542 inc. 2).

3. litispendencia (art. 542 inc. 3).

4. cosa juzgada (art. 542 inc. 9).

5. nulidad (art. 543) 

Ello sin perjuicio de las defensas que contiene el dec.-ley 15348/1946, que se erige como el régimen especial de la prenda. 

En todo lo demás, devienen operativas las mandas del juicio ejecutivo (art. 594).

RÉGIMEN DE EJECUCIÓN DE LA PRENDA CON REGISTRO. 

E1 decreto-ley 15.348, del 28 de mayo de 1946, ratificado por la ley 12.962, no sólo reglamenta los requisitos y efectos del derecho real y del contrato de prenda con registro, sino que además contempla una ejecución especial destinada al cobro de los créditos prendarios (arts. 26 y sigs.). Prevé, asimismo, una ejecución extrajudicial o privada para los casos en que el acreedor sea una institución oficial o bancaria (art. 39).

La ejecución prendaria difiere, en diversos aspectos, del juicio ejecutivo común. Ellos son, fundamentalmente, los siguientes: 

a) La intimación de pago no constituye diligencia esencial.

b) El número de excepciones admisibles es más reducido.

c) No cabe, como regla, la apertura de un período probatorio.

d) En la sentencia que manda llevar adelante la ejecución se ordena también la venta de los bienes prendados.

e) Es más breve el plazo para apelar de esa sentencia, y el recurso se acuerda con efecto devolutivo aunque el acreedor no otorgue fianza.

f) El cumplimiento de la sentencia de venta se halla sujeto a trámites más expeditivos.

EL TÍTULO EJECUTIVO PRENDARIO. RÉGIMEN LEGAL. 

Dispone el art. 26 de la ley que "El certificado de prenda da acción ejecutiva para cobrar el crédito, intereses, gastos y costas. La acción ejecutiva y la venta de los bienes se tramitarán por procedimiento sumarísimo, verbal y actuado. No se requiere protesto previo ni reconocimiento de la firma del certificado ni de las convenciones anexas".

No obstante lo dispuesto por esta norma, la ejecución prendaria es, en la práctica, un procedimiento escrito. La forma verbal y actuada no se concilia con la costumbre judicial vigente.

Tiene competencia para conocer en el juicio:

1) el juez de comercio del lugar convenido para el pago del crédito.

2) o del lugar en que, según el contrato, se encontraban o se encuentran situados los bienes.

3) o del lugar del domicilio del deudor, a opción del ejecutante.

PROCEDIMIENTO.

Presentada la demanda con el certificado, se despachará mandamiento de embargo y ejecución como en el juicio ejecutivo; el embargo se notificará al encargado del Registro y las oficinas que perciban patentes o ejerciten control sobre los bienes prendados. 

La intimación de pago no es diligencia esencial. En el mismo decreto en que se dictan las medidas anteriores, se citará de remate al deudor, notificándole que si no opone excepción legítima en el término de 3 días perentorios, se llevará adelante la ejecución y se ordenará la venta de la prenda (art. 29).

Cuando el crédito prendario se encuentra fraccionado en cuotas documentadas en pagarés, éstos, que deben hallarse inscriptos en el Registro (art.10 del decreto reglamentario), integran el título ejecutivo prendario y deben acompañarse al deducirse la demanda. De lo contrario, el título es inhábil.

En la providencia inicial de la ejecución el juez debe, además, ordenar el secuestro de los bienes.

Excepciones – el art. 30 de la ley establece que las únicas excepciones admisibles son las siguientes: 

1) Incompetencia.

2) Falta de personería en el demandante, en el demandado o en su representante.

3) Renuncia del crédito o del privilegio prendario por parte del acreedor. Esta excepción comprende: el caso de que el acreedor, mediante documento público o privado, hace expresa remisión de la deuda; el caso en que renuncia al privilegio prendario.

4) Pago.

5) Caducidad de la inscripción.

6) Nulidad del contrato de prenda. Esta excepción es admisible cuando media la violación de los requisitos esenciales a los que se halla supeditada la validez del contrato prendario y su inscripción, y debe surgir de las propias constancias del contrato. 

El dec. ley admite tales excepciones y remite, en lo que respecta a su carácter sustancial, a lo dispuesto por el art. 30: las excepciones de incompetencia, caducidad de la inscripción y nulidad del contrato (incs.1, 5 y 6), deberán resultar del contrato mismo; la de falta de personería (inc. 2), de las constancias de autos; y las de renuncia del crédito o del privilegio (inc. 3) y de pago (inc. 4), de documentos emanados del acreedor y presentados con el escrito en el que se oponen excepciones.

La ley se limita a decir (art.30 párr. 3) que el juez resolverá sobre las excepciones dentro del término de 3 días, haciendo lugar a ellas y rechazando la ejecución, o desestimándolas y mandando llevar adelante la ejecución, ordenando la venta de los bienes en la forma establecida en el art.29.

Sentencia. Recursos – por su parte, la sentencia será apelable dentro del término de 2 días, en relación y al solo efecto devolutivo (art. 30 in fine).

Esta disposición debe entenderse en el sentido de que el recurso no procede en el caso de que no se hayan opuesto excepciones, pues la regla establecida con respecto al juicio ejecutivo es aplicable en la ejecución prendaria.

A diferencia de lo que ocurre en el juicio ejecutivo, en la misma sentencia que dispone llevar adelante la ejecución prendaria el juez debe ordenar la venta de los bienes.

Forma de realizarse la venta – en cuanto a la forma de realizarse la venta, dispone el art. 31 que la subasta de los bienes se anunciará con 10 días de anticipación mediante edicto que se publicará 3 veces. 

Cuando en el contrato no se haya convenido que el acreedor tiene la facultad de proponer a la persona que realizará la subasta, el juez designará para esto a un rematador. Para la designación se preferirá a los que estén domiciliados en el lugar donde se realizará la subasta o en las cercanías. 

La base de la venta será el importe del crédito garantizado con la prenda. 

EJECUCIÓN DIRECTA O PRIVADA. CASOS.

Cuando el acreedor sea una de las instituciones mencionadas en el art. 5 inc. a (Estado, reparticiones autárquicas y Bancos oficiales, mixtos o particulares autorizados a funcionar por autoridad competente), ante la presentación del certificado prendario, el juez ordenará el secuestro de los bienes y su entrega al acreedor, sin que el deudor pueda promover recurso alguno. 

El acreedor procederá a la venta de los objetos prendados en la forma prescripta por el art. 585 del CCom., sin perjuicio de que el deudor pueda ejercitar, en juicio ordinario, los derechos que tenga que reclamar al acreedor. 

El trámite de la venta extrajudicial preceptuado en este artículo no se suspenderá por embargo de los bienes ni por concurso, incapacidad o muerte del deudor (art. 39 de la ley 12.962 modificado por el decreto-ley 6810/63).

La disposición transcripta acuerda a las instituciones oficiales y bancarias un privilegio similar al instituido a favor del Banco Hipotecario Nacional, consistente en la posibilidad de proceder a la ejecución de los objetos prendados con prescindencia de los trámites judiciales que se han analizado, pues la intervención de los jueces se limita a facilitar, mediante la pertinente orden de secuestro, la venta de dichos bienes. Pero las entidades favorecidas por este privilegio pueden renunciar a él y optar por el procedimiento judicial.

EJECUCIÓN DE LA PRENDA CIVIL.

A diferencia de la prenda comercial, en la que frente a la falta de pago la ley autoriza al acreedor a proceder a la venta de los bienes prendados, prescindiendo del trámite judicial (CCom. art. 585), del texto del art. 3224 CCiv. se infiere que el acreedor prendario sólo puede obtener el remate de las cosas afectadas a la garantía dentro del trámite de la ejecución promovida contra el deudor.

Art. 599 – Prenda civil. En la ejecución de la prenda civil sólo serán oponibles las excepciones que se mencionan en el art. 595, párr. 1º. Serán aplicables, en lo pertinente, las disposiciones que rigen la ejecución hipotecaria y la ejecución de prenda con registro.

Prenda civil. Excepciones admisibles – sólo son oponibles las siguientes excepciones:

1. incompetencia.

2. falta de personería

3. litispendencia.

4. falsedad e inhabilidad de título.

5. cosa juzgada.

6. nulidad de la ejecución.

7. prescripción.

8. pago total o parcial.

9. quita.

10. espera.

11. remisión.

3. Ejecución comercial. Casos. Excepciones admisibles. Procedimiento.

EJECUCIÓN COMERCIAL. CASOS. EXCEPCIONES ADMISIBLES. PROCEDIMIENTO.

El CPN regula la denominada ejecución comercial en los arts. 602 y 603.

Dispone el primero de esos preceptos que procede la ejecución comercial para el cobro de: 

· Fletes de los transportes marítimos, terrestres y aéreos acreditados con la póliza de fletamento o conocimiento o carta de porte o documento análogo en su original, y en su caso, el recibo de las mercaderías, a cuyo fin corresponde atenerse a lo dispuesto en los arts. 589 y 590 de la ley 20.094, 167 del CCom. y 119 del Cód. aeronáutico.

· Crédito por las vituallas suministradas para la provisión de los buques (o sea, el emergente de la venta de las cosas destinadas a la alimentación de los tripulantes del buque y de las personas que éste transporta a raíz de un contrato de pasaje), justificado con las respectivas facturas valoradas, aprobadas por el capitán, consignatario o cargador por cuya orden las haya entregado el acreedor.

PROCEDIMIENTO.

En las ejecuciones comerciales debe observarse el procedimiento establecido para el juicio ejecutivo, con la variante que resulta de lo dispuesto en el art. 596, inc. 2°.

En materia de excepciones, sólo son admisibles: 

1. incompetencia.

2. falta de personería.

3. litispendencia.

4. falsedad e inhabilidad de título.

5. cosa juzgada.

6. nulidad de la ejecución.

7. prescripción.

8. pago.

9. quita.

10. espera. 

11. remisión. 

Las cuatro últimas sólo pueden probarse por instrumentos públicos o privados o actuaciones judiciales, que deben presentarse en sus originales o testimoniadas (CPN art. 603).

4. Ejecución fiscal. Procedencia. Régimen legal en la provincia y en el código procesal civil y comercial federal. Procedimiento. Títulos admisibles. 

EJECUCIÓN FISCAL EN LA PROVINCIA (apremio provincial).

Desde fines de diciembre de 2005, el proceso de apremio cuenta con una regulación dual:

· la LEY 13.406, que contempla el cobro judicial de créditos fiscales por tributos, sus accesorios y sus multas de la provincia o municipalidades contra sus deudores y responsables.

· el DEC/LEY 9.122/78, aplicable al cobro de los créditos fiscales de naturaleza no tributaria. 

LEY 9.122

Etapa de la pretensión ejecutiva.

Deducida la demanda, si el juez encontrara en forma el título ejecutivo, ordenará se libre mandamiento de intimación de pago y embargo, y en el mismo auto citará por remate al deudor para que oponga las excepciones en el plazo (perentorio) de 3 días, término que podrá ampliarse en razón de la distancia. 

Además, intimará la constitución de domicilio, en igual plazo, bajo apercibimiento de rebeldía. 

En el caso de que se embarguen bienes muebles, el ejecutado será intimado para que, en un plazo de 3 días, informe si los bienes embargados reconocen prenda u otro gravamen. Si es así, deberá denunciar su monto, nombre y domicilio del acreedor. 

No es admisible en este proceso la recusación sin causa. 

Las medidas cautelares que pueden solicitarse, tanto al inicio del juicio como con posterioridad a ello, y aún en cualquier estado del proceso, son:

· traba de embargo sobre:

a. cuentas o activos bancarios y financieros

b. bienes inmuebles; bienes muebles, sean o no registrables

c. sueldos u otras remuneraciones, siempre que sean superiores a 6 salarios mínimos, en las proporciones que prevé la ley

· inhibición general de bienes, e incluso su extensión a los activos bancarios y financieros

· intervención de caja y embargo de las entradas brutas equivalentes al 20% y hasta el 40% de las mismas.  

Etapa de las excepciones.

El demandado puede oponer las excepciones enumeradas en forma taxativa en el art. 6 del DEC/LEY 9.122:

1. incompetencia.

2. inhabilidad del título ejecutivo por sus formas extrínsecas únicamente.

3. pago total documentado.

4. prescripción.

5. plazo concedido documentado.

6. pendencia de recursos concedidos con efecto suspensivo.

7. litispendencia.

De las excepciones opuestas el juez dará traslado al actor, quien tendrá 3 días para contestarlas. 

Deducidas las excepciones, o vencido el plazo para hacerlo, el juez puede:

a. pronunciarse sobre la admisibilidad de las defensas planteadas.

b. si existieran hechos controvertidos, abrir a prueba el juicio, por el término de 10 días improrrogables.
La declaración de inadmisibilidad de las excepciones es susceptible de ser apelada por el demandado en relación dentro de las 48 hs. De notificada. 

Etapa de la sentencia.

Si no se hubieran planteado excepciones o fueran declaradas inadmisibles o infundadas, el juez procederá a dictar sentencia ordenando llevar adelante la ejecución. En tal caso, el ejecutado podrá luego promover proceso de repetición por las sumas abonadas.

Etapa de cumplimiento de la sentencia.

Si la sentencia dispone seguir adelante con la ejecución, debe procederse a hacerla efectiva, disponiéndose la venta de los bienes del deudor en subasta pública, hasta la cantidad suficiente para saldar el crédito.

Cuando se han embargado bienes inmuebles, previo a la realización de la venta en remate debe pedirse informe de dominio sobre los mismos, para verificar la existencia (o no) de gravámenes.

Para la realización de la venta de los bienes se debe designar un martillero propuesto por el actor. El martillero podrá ser recusado con causa por el ejecutado, dentro de los 3 días de notificado sobre su designación.

Para la subasta de los bienes muebles, el juez debe designar un tasador, propuesto por la actora.

La base de la venta será equivalente al 80% de la tasación. 

Si la subasta llegara a fracasar por falta de postores, se ordenará una nueva venta con una base disminuida hasta en un 50% respecto de la primera, a pedido de la parte actora. 

A su vez, en caso de fallar la subasta de los bienes muebles, el Fisco de la Provincia podrá adquirirlos por el valor de la base del último remate, compensando total o parcialmente el precio con el monto del crédito ejecutado. 

Realizada la subasta, se debe intimar por 5 días al ejecutado para que presente los títulos de propiedad, bajo apercibimiento de obtenerse copia de los mismos a su costa. 

El remate no será aprobado hasta tanto se agregue el título, o el adquirente manifestare conformidad con la certificación emanada del Registro de la Propiedad

En lo que concierne a las costas, los gastos se aplican a la parte vencida (no rige el principio de “costas por su orden” del CCA).

LEY 13.406.

El proceso de apremio regulado en la LEY 13.406, al cual se le aplican en forma supletoria las normas del CPCC, se desarrolla en las etapas que a continuación enumeramos.

Etapa de la pretensión ejecutiva.

Deducida la demanda, si el juez considera en forma el título ejecutivo, ordenará se libre mandamiento de intimación de pago y embargo, citando al deudor por remate en el mismo auto para que oponga excepciones en el plazo de 5 días.

También lo intimará a la constitución de domicilio en igual término, bajo apercibimiento de tenerlo por constituido en los estrados del juzgado, conforme lo prescribe el CPCC.

En el caso de que se embarguen bienes muebles, se debe intimar al ejecutado para que manifieste, dentro del plazo de 5 días, si dichos bienes reconocen prenda o algún otro gravamen. En caso afirmativo, deberá denunciar monto, nombre y domicilio del acreedor, y también juzgado interviniente. 

Al igual que en el proceso regulado en la LEY 9.122, no es admisible la recusación sin causa. 

En lo que se refiere a medidas cautelares, al inicio del juicio o en cualquier estado del proceso, la parte actora podrá solicitar toda medida cautelar o modificación de las decretadas con anterioridad, y el juez deberá disponerla en el término de 24 hs., sin más recaudos ni necesidad de acreditación de peligro en la demora, todo ello bajo la responsabilidad del fisco. 

Las medidas cautelares admitidas son:

· traba de embargos sobre:

a. dinero en efectivo o cuentas o activos bancarios y financieros.

b. créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a corto plazo.

c. sueldos y otras remuneraciones, siempre que sean superiores a 6 salarios mínimos, en las proporciones que fija la ley.
d. bienes inmuebles; bienes muebles, sean o no registrables. 

· intervención de caja y embargo de las entradas brutas equivalentes al 20% y hasta el 40% de las mismas.

· inhibición general de bienes, e incluso su extensión a los activos bancarios y financieros.

Etapa de las excepciones.

Las excepciones se encuentran mencionadas taxativamente en el art. 9:

1. incompetencia.

2. falta de personería.

3. plazo concedido expresamente por acto administrativo y documentado.

4. pendencia de recursos concedidos con efecto suspensivo.

5. litispendencia.

6. inhabilidad del título ejecutivo por sus formas extrínsecas.

7. pago total documentado.

8. prescripción.

Las excepciones deberán ser opuestas y fundadas por el demandado en el mismo escrito en que se articulen, acompañándose la prueba documental que obre en su poder y ofreciendo la restante.

De las excepciones el juez dará traslado a la otra parte, que deberá contestarlas en un plazo de 20 días. 

Contestadas las excepciones, o vencido el plazo para hacerlo, el juez puede:

a. pronunciarse sobre la admisibilidad de las defensas planteadas.

b. si existieran hechos controvertidos, abrirá a prueba la causa, por el término de 10 días improrrogables. 

Etapa de la sentencia.

Si no se hubieran planteado excepciones o, habiéndose planteado, hubiesen sido declaradas inadmisibles o infundadas, o el ejecutado se hubiera allanado a la pretensión de cobro, el juez debe proceder al dictado de la sentencia, ordenando llevar adelante la ejecución.

Si, en cambio, se hace lugar a las excepciones, entonces deberá disponer el rechazo de la ejecución y la revocación del auto de intimación de pago. 

La sentencia es susceptible de ser apelada por el demandado, cuando se hubieran opuesto excepciones legítimas; o por el actor, cuando se hubiere rechazado total o parcialmente su pretensión.

El recurso de apelación debe interponerse por escrito fundado dentro de los 5 días de notificados del acto.

Etapa de cumplimiento de la sentencia.

Esta ley contempla un singular régimen de ejecución de sentencias de remate. En efecto, el actor puede optar por ejecutar la sentencia en sede judicial o en sede administrativa, a través del procedimiento previsto en el código fiscal, incorporado por la LEY 13.405.


Ejecución en sede administrativa: una vez firme la sentencia en el juicio de ejecución fiscal, y existiendo liquidación firme, la Dirección Provincial de Rentas procederá por sí, sin intervención judicial, a la venta en subasta pública de los bienes del deudor, hasta saldar el crédito. Además, se la autoriza a trabar medidas cautelares, designar martillero, disponer la publicación de edictos, designar peritos tasadores y ordenar la subasta.


Ejecución en sede judicial: está legislado en los arts. 15 y ss. LEY 13.406. Al efecto, se contemplan 3 situaciones diferentes, según se haya trabado embargo sobre dinero, bienes muebles o bienes inmuebles.

· dinero: cuando lo embargado fuese dinero, una vez aprobada por el juez la liquidación de capital, intereses y costas, se transferirán a la cuenta que denuncie la demandante las sumas líquidas embargadas y, posteriormente, se regularán los honorarios profesionales.

· bienes muebles: en el supuesto de que no existieran sumas líquidas o fueren insuficientes, se procederá a la venta de los bienes embargados del deudor o a embargar nuevos bienes que denuncie la actora. 

Para proceder a la venta en subasta se debe designar martillero al que proponga el demandante, pudiendo éste ser recusado con causa por el ejecutado dentro de los 3 días.

· bienes inmuebles: para proceder a la subasta de inmuebles el juez debe tomar una serie de recaudos: 

1) pedir certificado de dominio al Registro de la Propiedad para averiguar las condiciones dominiales.

2) pedir certificado de anotaciones personales.
Luego, dictará la resolución por la que se llama a remate, que deberá contener:

1) designación del martillero y del perito tasador propuesto por la actora.

2) publicación de edictos por parte del martillero designado.

3) libramiento de oficio a jueces embargantes e inhibientes.

4) cumplimiento, por parte del martillero, de lo dispuesto en el art. 568 CPCC, relativo a las condiciones de dominio, la existencia de embargos, inhibiciones, deudas impositivas y por expensas (si se tratara de un bien sujeto al régimen de PH).

5) libramiento de un mandamiento de constatación del inmueble y sus ocupantes, con habilitación de días y horas inhábiles y facultad de ingresar al domicilio y requerir el auxilio de la fuerza pública si fuera necesario.

6) la intimación al ejecutado al domicilio constituido procesalmente por 5 días para que presente el título de propiedad, bajo apercibimiento de obtenerse copia del mismo de los protocolos públicos, a su costa.

Cumplidos estos requisitos, el martillero debe proceder a denunciar en el expediente la fecha fijada para la subasta. Esta fecha debe también anunciarse a los interesados por medio de la publicación de un edicto en el BO por 1 sólo día y, si el caso lo requiere, en un diario.

La base de la subasta será equivalente al 80% de la tasación realizada por el perito tasador. Si fracasa por falta de postores, se debe disponer otra, en la cual la base se reducirá en un 50%. Y, si fracasa nuevamente, se procederá a realizar una venta sin limitación de precio.

El saldo obtenido con motivo de la subasta deberá ser depositado por el adquirente dentro de los 5 días de su realización. 

El remate no será aprobado hasta tanto no se agregue el título de propiedad, o el adquirente manifieste su conformidad con la certificación de la Dirección Provincial del Registro de la Propiedad o se obtenga segundo testimonio.

Aprobado el remate, se intimará al comprador para que inscriba o protocolice la venta efectuada en la subasta en un plazo de 30 días hábiles, debiendo acreditarlo judicialmente bajo pena de multa de 100$ diarios.

Los fondos serán inmediatamente transferidos a la cuenta denunciada por el actor.

En materia de costas, no rige el principio de las “costas por su orden”: serán soportadas por la parte vencida. 
EJECUCIÓN FISCAL EN EL CPN. PROCEDIMIENTO.

El CPN denomina "fiscal" a la ejecución especial que tiene por objeto el cobro de los impuestos, patentes, tasas, retribuciones de servicios o mejoras, multas adeudadas a la administración pública, aportes y contribuciones al sistema nacional de previsión social y, en general, todo crédito adeudado a reparticiones públicas nacionales a los cuales la ley les otorgue fuerza ejecutiva (CPN art. 604 párr. 1°).

Con anterioridad a la sanción del CPN, el cobro de esos créditos tramitaba por el llamado "procedimiento de apremio", destinado al cobro de ciertos créditos emergentes de relaciones marítimas (algunos de los cuales figuran en el art.602 CPN, relativo a la ejecución comercial), así como a la ejecución de las sentencias de los tribunales o de las sentencias arbitrales que hubiesen pasado en autoridad de cosa juzgada y de los laudos de los amigables componedores que fuesen ejecutables, siempre que la ejecución se iniciara dentro de los 3 meses de haber adquirido la sentencia o laudo fuerza ejecutiva (arts. 308 y 309).

En cuanto a la forma del título y a su fuerza ejecutiva, el art. 604 párr. 2° CPN remite a lo que en cada caso determine la legislación fiscal.

PROCEDIMIENTO.

Dispone el art. 605, párr. 1° CPN que la ejecución fiscal tramitará conforme a las reglas que estableciere la ley que específicamente regula la materia impositiva u otro título al que también por ley se haya atribuido fuerza ejecutiva.

Mientras que algunas leyes tributarias y previsionales remiten, sin más, al trámite de la ejecución fiscal reglamentado por el CPN –que es el establecido en el art. 596 de ese ordenamiento con respecto a todas las ejecuciones especiales–, otras, sin perjuicio de hacer igual remisión, introducen ciertas modificaciones que, sin embargo, no afectan la estructura básica del proceso analizado.

El art. 605 parr. 2º CPN agrega que a falta de tales disposiciones o en lo que ellas no previeren procederán las excepciones autorizadas en los incs. 1, 2, 3, y 9 del art. 544 (vale decir, las de incompetencia, falta de personería, litispendencia, cosa juzgada y nulidad de ejecución) y las de falsedad material o inhabilidad extrínseca del título, falta de legitimación para obrar pasiva en el ejecutado, pago total o parcial, espera y prescripción. Agrega el párrafo final de dicha norma que las excepciones de pago y espera sólo podrán probarse con documentos.

Este precepto, como se advierte, contempla dos situaciones: 

1) que la ley específica no contenga una enumeración de excepciones. Aquí son admisibles todas las excepciones que contempla el art. 605.

2) o que, conteniendo tal enumeración, ésta no incluya la totalidad de las previstas en ella. 

Aquí corresponde formular una distinción fundada en la naturaleza de las excepciones. Si se trata de aquellas que, como las de incompetencia, falta de personería, litispendencia, cosa juzgada, nulidad de la ejecución, falsedad e inhabilidad de título y falta de legitimación procesal del ejecutado, se hallan referidas a la aptitud del título ejecutivo y a la regularidad del proceso, deben reputarse admisibles aun cuando la ley específica no las prevea e incluso las prohíba. 

Si se trata, en cambio, de aquellas excepciones que hacen a la subsistencia o exigibilidad actual del crédito, debe privar, por razones de prelación normativa, lo dispuesto en la ley específica.

UNIDAD 26 – PROCESOS CAUTELARES.

1. Medidas cautelares. Concepto y fines. Caracteres. Presupuestos. Clasificación. Enumeración de las medidas. Modalidades según la naturaleza de los bienes sobre los que recaen. La medida cautelar genérica. 

MEDIDAS CAUTELARES. CONCEPTO Y FINES.

Se trata de aquellas medidas que tienen como finalidad de asegurar provisionalmente los bienes, la situación jurídica, el derecho o el interés de que se trate, para que la sentencia que en su momento declare el derecho del recurrente pueda ser ejecutada eficaz e integralmente.

CARACTERES.

Las medidas cautelares presentan los siguientes caracteres:

· son provisionales: porque subsisten mientras duren las causas que las antecedieron. En caso de desaparecer esas causas, la medida cautelar pierde su razón de ser, pudiendo pedirse su levantamiento.
Art. 202 – Carácter provisional. Las medidas cautelares subsistirán mientras duren las circunstancias que las determinaron. En cualquier momento en que éstas cesaren se podrá requerir su levantamiento.

· son modificables: en el sentido de que se pueden ampliar, mejorar o sustituir por otra.

Art. 203 – Modificación. El acreedor podrá pedir la ampliación, mejora o sustitución de la medida cautelar decretada, justificando que ésta no cumple adecuadamente la función de garantía a que está destinada.

El deudor podrá requerir la sustitución de una medida cautelar por otra que le resulte menos perjudicial, siempre que ésta garantice suficientemente el derecho del acreedor. Podrá, asimismo, pedir la sustitución por otros bienes del mismo valor, o la reducción del monto por el cual la medida precautoria ha sido trabada, si correspondiere.

La resolución se dictará previo traslado a la otra parte por el plazo de cinco (5) días, que el juez podrá abreviar según la circunstancia.

· se decretan inaudita parte: es decir, sin que sea necesaria la intervención de la parte afectada por la medida. 

Art. 198 – Cumplimiento y recurso. Las medidas precautorias se decretarán y cumplirán sin audiencia de la otra parte. Ningún incidente planteado por el destinatario de la medida podrá detener su cumplimiento […].

PRESUPUESTOS.

3 son los presupuestos de las medidas cautelares:

1) la verosimilitud del derecho invocado como fundamento de la pretensión principal.

2) el temor fundado de que ese derecho se frustre o sufra menoscabo durante la substanciación del proceso tendiente a tutelarlo.

3) la prestación de una contracautela por parte del sujeto activo.

En primer lugar, el otorgamiento de una medida cautelar no requiere la prueba terminante y plena del derecho invocado, porque si así fuese podría ocurrir que, ínterin, se consumasen los hechos que precisamente tiende a impedir. Basta, por consiguiente, la simple apariencia o verosimilitud del derecho, a cuyo efecto el procedimiento probatorio es meramente informativo y sin intervención de la persona contra la cual se pide la medida.

Además, toda medida cautelar se halla condicionada a la circunstancia de que exista un peligro en la demora (periculum in mora), es decir, a la posibilidad de que, en caso de no adoptarse, sobrevenga un perjuicio o daño inminente que transformará en tardío el eventual reconocimiento del derecho invocado como fundamento de la pretensión. Corresponde destacar, asimismo, que en ese riesgo reside el interés procesal que respalda a toda pretensión cautelar. 

Finalmente, constituye presupuesto de las medidas cautelares que recaigan sobre bienes, el previo otorgamiento, por su beneficiario, de una caución que asegure a la otra parte el resarcimiento de los daños que aquéllas pueden ocasionarle en la hipótesis de haber sido pedidas indebidamente. La contracautela, por consiguiente, en tanto asegura al destinatario de la medida la efectividad del resarcimiento de los posibles daños, concreta en cierto modo la igualdad de las partes en el proceso, pues viene a contrarrestar la falta de contradicción inicial que caracteriza al proceso cautelar.

Con respecto a la CONTRACAUTELA, el CPCC dispone:

Art. 199 – Contracautela. La medida precautoria sólo podrá decretarse bajo la responsabilidad de la parte que la solicitare, quien deberá dar caución por todas las costas y daños y perjuicios que pudiere ocasionar en caso de haberla pedido sin derecho.

El juez graduará la calidad y monto de la caución de acuerdo con la mayor o menor verosimilitud del derecho y las circunstancias del caso.

Podrá ofrecerse la garantía de instituciones bancarias o de personas de acreditada responsabilidad económica.

Art. 200 – Exención de la contracautela. No se exigirá caución si quien obtuvo la medida:

1) Fuere la provincia, alguna de sus reparticiones, una municipalidad o persona que justifique ser reconocidamente abonada.

2) Actuare con beneficio de litigar sin gastos.

Art. 201 – Mejora de la contracautela. En cualquier estado del proceso, la parte contra quien se hubiere hecho efectiva una medida cautelar podrá pedir que se mejore la caución probando sumariamente que es insuficiente. El juez resolverá previo traslado a la otra parte.

CLASIFICACIÓN.

Las medidas cautelares pueden clasificarse en:

1. medidas para asegurar bienes:

· medidas que tienden a asegurar la ejecución forzada:

a) embargo preventivo.

b) intervención sustitutiva del embargo.

c) secuestro.

d) inhibición general.

· medidas que pretenden mantener un status quo respecto de bienes o cosas:

a) prohibición de innovar y de contratar.

b) anotación de litis.

c) intervención de mera vigilancia.

2. medidas para asegurar personas:

· las que tienen por objeto la guarda provisional de aquéllas.

· las que tienen por objeto la satisfacción de sus necesidades urgentes.

ENUMERACIÓN.

1) Embargo preventivo.

2) Secuestro.

3) Intervención y administración judiciales.

4) Inhibición general de bienes. 

5) Anotación de litis.

6) Prohibición de innovar. 

7) Prohibición de contratar.

8) Protección de personas.

LA MEDIDA CAUTELAR GENÉRICA.

"Medidas cautelares genéricas" o "innominadas" son aquellas que pueden ser dispuestas para satisfacer una necesidad de aseguramiento provisional específica, y a cuyo respecto resulten insuficientes o excesivas las medidas contempladas en la ley.

El CPCC prevé expresamente dicho tipo de medidas (art. 232). 

Art. 232 – Medidas cautelares genéricas. Fuera de los casos previstos en los artículos precedentes, quien tuviere fundado motivo para temer que durante el tiempo anterior al reconocimiento judicial de su derecho, éste pudiere sufrir un perjuicio inminente o irreparable podrá solicitar las medidas urgentes que, según las circunstancias, fueren más aptas para asegurar provisionalmente el cumplimiento de la sentencia.

Art. 233 – Normas subsidiarias. Lo dispuesto en este capítulo respecto del embargo preventivo es aplicable al embargo ejecutivo, al ejecutorio, y a las demás medidas cautelares, en lo pertinente.

2. Procedimiento cautelar: juez competente, informaciones, contracautela. Facultades del juez y de las partes respecto de las medidas precautorias; quid de la no preclusión. Caducidad de esas medidas. Recursos. Responsabilidad por los perjuicios innecesarios: régimen legal, doctrina y jurisprudencia.

PROCESO CAUTELAR. CONCEPTO.

Se define al proceso cautelar como aquél que tiende a impedir que el derecho cuyo reconocimiento o actuación se pretende obtener a través de otro proceso, pierda su virtualidad o eficacia durante el tiempo que transcurre entre la iniciación de ese proceso y el pronunciamiento de la sentencia definitiva.

La ley ha debido prever la posibilidad de que, durante el lapso que transcurre entre la presentación de la demanda y la emisión del fallo final, sobrevenga cualquier circunstancia que haga imposible la ejecución o torne inoperante el pronunciamiento judicial definitivo (lo que ocurriría, por ejemplo, si desapareciesen los bienes o disminuyese la responsabilidad patrimonial del presunto deudor, o se operase una alteración del estado de hecho existente al tiempo de la demanda).

A conjurar tales peligros obedece la institución de las diversas medidas que pueden requerirse y disponerse dentro del llamado proceso cautelar, a las cuales cabe denominar, indistintamente, "cautelares" o "precautorias". Dicho proceso, por consiguiente, carece de autonomía, pues su finalidad consiste en asegurar el resultado práctico de la sentencia que debe recaer en otro proceso.

JUEZ COMPETENTE.

Art. 196 – Medida decretada por juez incompetente. Los jueces deberán abstenerse de decretar medidas precautorias, cuando el conocimiento de la causa no fuese de su competencia.

Sin embargo, la medida ordenada por un juez incompetente será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones de este capítulo, pero no prorrogará su competencia.

El juez que decretó la medida, inmediatamente después de requerido remitirá las actuaciones al que sea competente.

Medidas cautelares y competencia – el art. 6 inc. 4 CPCC indica que las medidas precautorias tramitarán ante el juez que conozca en el juicio principal. Por otro lado, la manda en estudio prohíbe a los jueces la adopción de medidas cautelares si la causa no es de su competencia.

El fundamento de la materia cautelar es la urgencia. El derecho busca que se adopte una medida rápida de resguardo o protección. Priorizando esta finalidad es que se contempla una excepción a las reglas de competencia ya vistas.

De tal modo, se admite que un juez incompetente dicte medidas de este tenor sin que ello implique la prórroga de la competencia. Esto es, por el solo y excepcional hecho de haber dispuesto una medida cautelar no asumirá la jurisdicción respecto del trámite principal respectivo.

INFORMACIONES.

Art. 197 – Trámites previos. Las informaciones para obtener medidas precautorias podrán ofrecerse firmando los testigos el escrito en que se solicitare, quienes deberán ratificarse en el acto de ser presentado aquél, o en primera audiencia. Se admitirán sin más trámite, pudiendo el juez encomendarlas a los secretarios.

Las actuaciones permanecerán reservadas hasta tanto se ejecuten las medidas. Tramitarán por expediente separado al cual se agregarán, en su caso, las copias de las pertinentes actuaciones del principal.

Trámites previos – la procedencia de las medidas cautelares dependerá de la acreditación de ciertos extremos: la verosimilitud del derecho y el peligro en la demora (amen de la contracautela, claro está). 

Sin embargo, la demostración de estas circunstancias no puede realizarse en forma acabada, ya que ello insumiría un tiempo precioso, frustrando en la mayoría de las ocasiones la finalidad tuitiva perseguida.

Es por tal razón que se admitirá la medida solicitada en cuanto se acredite, sumariamente, tanto la urgencia como la simple verosimilitud del derecho. Se trata de una carga esencial de la que depende la suerte de la medida solicitada.

A los fines de esa acreditación somera es que el CPCC contempla una forma simplificada de producción de prueba testimonial.

Se admite que el escrito que presente la parte, donde afirma la existencia de extremos fácticos que constituyen el sustento tanto de la verosimilitud del derecho como del peligro en la demora, pueda venir firmado por las personas que abonen la veracidad de tales asertos.
Estos testigos deberán ratificar su apoyo a la versión de los hechos de la actora en el momento en que el formal pedido de la cautela se presente en tribunales. Para ello, deberán acompañar a la parte y, ante un funcionario judicial, expresamente reconocer la veracidad de los dichos vertidos por escrito. Otra forma es prestar declaración posteriormente, en primera audiencia, que será fijada por el órgano y podrá ser delegada por el juez en el secretario.

RECURSOS.

Art. 198 – Cumplimiento y recurso. […] Si el afectado no hubiese tomado conocimiento de las medidas con motivo de su ejecución, se le notificarán personalmente o por cédula dentro de los tres (3) días. Quien hubiese obtenido la medida será responsable de los perjuicios que irrogue  la demora.

La providencia que admitiere o no hiciere lugar a una medida precautoria será apelable. Si la concediese, lo será en efecto devolutivo.

Apelabilidad en materia cautelar – tanto la resolución que haga lugar como la que deniegue el pedido cautelar serán apelables.

El recurso de apelación previsto está dirigido a atacar la procedencia de la medida cautelar decretada cuando se intenta demostrar que carece de algún presupuesto. Pero si el cuestionamiento sólo persigue la reducción, limitación o sustitución de la medida, la vía idónea la señala el art. 203 del ordenamiento adjetivo, al reglar las incidencias sobre modificaciones de las medidas cautelares.

FACULTADES DEL JUEZ.

Art. 204 – Facultades del juez. El juez, para evitar perjuicios o gravámenes innecesarios al titular de los bienes, podrá disponer una medida precautoria distinta de la solicitada, o limitarla, teniendo en cuenta la importancia del derecho que se intentare proteger.

Facultades del juez – esta norma acuerda al juez la facultad de disponer una medida precautoria distinta de la solicitada, a fin de evitar perjuicios o gravámenes innecesarios al titular de los bienes gravados.
Atento que las cautelares se tramitarán y determinarán sin la intervención de quien habrá de sufrirla, la ley le encarga al juez que custodie el interés de éste, en el sentido de evitar la adopción de resoluciones que importen un sacrificio mayor del que requiere la protección solicitada.

Peligro de pérdida o desvalorización.

Art. 205 – Peligro de pérdida o desvalorización. Si hubiere peligro de pérdida o desvalorización de los bienes afectados o si su conservación fuere gravosa o difícil, a pedido de parte y previa vista a la otra por un plazo breve que fijará según la urgencia del caso, el juez podrá ordenar la venta en la forma más conveniente, abreviando los trámites y habilitando días y horas.

Venta de bienes por riesgo de pérdida – al igual que en el caso anterior, la regla aquí es evitar los perjuicios inútiles o excesivos a quien padece la traba de la cautelar.

Esta norma contempla el caso de bienes inmovilizados por la medida precautoria que puedan, por su naturaleza, desaparecer o perder su valor, o que resulte muy costoso su mantenimiento o conservación durante el tiempo que dure la vigencia de la cautela. Todo ello redunda en una pérdida económica que no está en miras de la justicia causar, por lo que en esos casos, a pedido de parte y luego de escuchar a la contraria, se podrá ordenar la venta de la manera que el juez estime conveniente (remate, etc.).

Establecimientos industriales o comerciales.

Art. 206 – Establecimientos industriales o comerciales. Cuando la medida se trabare sobre bienes muebles, mercaderías o materias primas, pertenecientes a establecimientos comerciales, fabriles o afines, que los necesitaren para su funcionamiento, el juez podrá autorizar la realización de los actos necesarios para no comprometer el proceso de fabricación o comercialización.

Protección de la continuidad de actividades lucrativas – una vez más el CPCC regula medidas de protección de quien sufre la cautelar, evitando que padezca perjuicios innecesarios.

En este supuesto se trata de medidas precautorias que afectan ciertos bienes, impidiendo el desarrollo de actividades lucrativas (comerciales, industriales, etc.). Entendemos que, al igual que en el caso del art. 206, a pedido de parte y previo traslado a la contraria, el juez decidirá los pasos a seguir para que permanezca la efectividad de la cautela pero sin obstaculizar la actividad señalada.

CADUCIDAD DE ESTAS MEDIDAS.

Art. 207 – Caducidad. Se producirá la caducidad de pleno derecho de las medidas cautelares que se hubieren ordenado y hecho efectivas antes del proceso, si tratándose de obligación exigible no se interpusiere la demanda dentro de los diez (10) días siguientes al de su traba. Las costas y los daños y perjuicios causados serán a cargo de quien hubiese obtenido la medida, y ésta no podrá proponerse nuevamente por la misma causa.

Las inhibiciones y embargos se extinguirán a los cinco (5) años de la fecha de su anotación en el Registro de la Propiedad, salvo que a petición de parte se reinscribieran  antes del vencimiento del plazo, por orden del juez que entendió en el proceso.

Cautelares previas a la demanda. Diligencia – otra forma de proteger a aquel contra quien se solicitó la medida cautelar y se obtuvo sin su intervención es exigir especial diligencia en el actor cuando la traba se realiza antes de incoar la pretensión de fondo.

La ley fija un plazo perentorio de 10 días para presentar la demanda ya que, de lo contrario, se producirá la caducidad de pleno derecho de las medidas precautorias establecidas y efectivizadas antes del inicio del proceso principal.

El plazo legal a los efectos de la caducidad se debe computar a partir del momento en que se efectivice en su integridad el acto precautorio o el conjunto de ellos (si se hubiesen acumulado más de uno o fueren complejos o combinados). 

Si el solicitante no es diligente, además de que quedan automáticamente sin efecto las medidas adoptadas, deberá cargar con todos los gastos irrogados por esta actividad procesal estéril, además de tener la obligación de reparar todos los daños que pudo haber ocasionado a la contraria.

A ello, la ley suma la prohibición de volver a pedir una medida cautelar equivalente a la frustrada por la misma causa.

El caso de las cautelares registrales – para el supuesto de medidas cautelares que se instrumentan mediante su inscripción en el Registro de la Propiedad (embargos e inhibición general de bienes), la ley también contempla los efectos del paso del tiempo.

Se señala que su vigencia será de 5 años a partir de la anotación, pudiendo el plazo ser renovado indefinidamente mediante petición al juez que intervino en el juicio y orden de éste reinscripta antes de que expire el lapso indicado. 

Entendemos que en los casos en que estas medidas se traben antes de la demanda, el plazo de cinco años será operativo en la medida en que la pretensión de fondo se intente en el plazo que señala la norma en estudio. De lo contrario, opera la caducidad prevista en el párr. 1º.

Asimismo, si decretado el embargo sobre el bien motivo de la litis y librado el oficio respectivo al Registro de la Propiedad Inmueble la medida cautelar fue anotada provisoriamente, procediéndose a la inscripción definitiva después de haberse subsanado los defectos que contenía el documento, esa inscripción definitiva tiene efectos retroactivos a la fecha de la toma de razón provisoria, debiéndose contar a partir de ahí el plazo de caducidad previsto en el art. 207 segunda parte del Código. Ello así ya que cuando un documento es presentado al Registro para su anotación y se produce la inscripción provisional porque presenta defectos subsanables, una vez superado estos obstáculos, la registración definitiva tiene efectos retroactivos a la fecha de la anotación provisional.

RESPONSABILIDAD POR LOS PERJUICIOS INNECESARIOS: RÉGIMEN LEGAL. DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA.

Art. 208 – Responsabilidad. Salvo en el caso de los arts. 209, inc. 1º, y 212, cuando se dispusiera  levantar una medida cautelar por cualquier motivo que demuestre que el requirente abusó o se excedió en el derecho que la ley otorga para obtenerla, la resolución lo condenará a pagar los daños y perjuicios si la otra parte lo hubiera solicitado.

La determinación del monto se sustanciará por el trámite de los incidentes o por juicio sumario, según que las circunstancias hicieren preferible uno u otro procedimiento a criterio del juez, cuya decisión sobre este punto será irrecurrible.

Responsabilidad por daños – esta manda vuelve a plasmar el principio de la reparación de daños causados por cautelares trabadas a partir de pedidos abusivos o con exceso de las facultades legales.

Al momento de decretarse el levantamiento de una precautoria, si la parte lo pide, el juez deberá declarar si la misma fue requerida indebidamente (con abuso o exceso) y, en caso afirmativo, condenará al requirente al pago de los daños y perjuicios causados.

Para establecer el quantum de condena, esta norma deja a elección del juez la determinación del tipo de trámite a utilizar, que puede echarse mano tanto del incidente como del juicio sumario.

Respecto del fundamento de esta reparación, se ha dicho que la responsabilidad por medidas cautelares tiene una doble interpretación. Para la doctrina subjetiva requiere invocación y prueba de la conducta ilícita del peticionario; y para la objetiva, que la medida se haya tomado en forma indebida. 

Mayoritariamente se ha recepcionado la primera de las interpretaciones, por lo que no corresponde la admisión automática de la reparación aplicada por el tribunal. En consecuencia, el hecho que se haya concluido el presente proceso por caducidad de la instancia no justifica sin más la aplicación del art. 208, pues la adopción de un criterio muy riguroso conllevaría el riesgo de restringir el derecho de defensa o convertir las medidas precautorias en una trampa para quien las solicita.

Así también, no corresponde formular una condena automática, por el mero hecho del levantamiento de una medida cautelar. Sea que se subsuma la cuestión en la norma específica del art. 208 o en las normas generales previstas en los arts. 1071, 1078 y 1109 CCiv., la responsabilidad de quien ha obtenido una medida cautelar no surge por el simple hecho de que se haya ordenado su levantamiento, sino que es menester acreditar que ha mediado de su parte abuso, exceso o culpa en su traba. Se arriba a idéntica conclusión si se pretende la aplicación de la responsabilidad extracontractual por el hecho propio. El fundamento de la misma es, en principio, subjetivo: no hay responsabilidad sin culpa.

La Corte bonaerense avala este criterio, sosteniendo que la responsabilidad que consagra el art. 208 CPCC es netamente subjetiva y por ello no corresponde formular, en los términos de dicha norma, una condena automática por el mero hecho del levantamiento de la medida cautelar.

3. Embargo preventivo: admisibilidad, mandamiento. Bienes inembargables. Levantamiento del embargo o modificación de su alcance, bilateralidad, jurisprudencia. El depositario judicial. Preferencia del primer embargante. 

EMBARGO PREVENTIVO. 

Se llama embargo a la afectación, por orden judicial, de uno o varios bienes del deudor, o presunto deudor, al pago del crédito sobre que versa la eje​cución o de un crédito que se reclama o ha de ser reclamado en un proceso de conocimiento.
El embargo cumple, en cierto sentido, un papel semejante al de la afecta​ción convencional de determinados bienes emergentes de la constitución de un derecho real de garantía (hipoteca, prenda), pero la característica que funda​mentalmente lo distingue de esa situación consiste en que requiere, ine​ludiblemente, una resolución judicial.

Existen tres clases de embargo:

· PREVENTIVO.

· EJECUTIVO.

· EJECUTORIO.
El embargo PREVENTIVO – el embargo preventivo constituye la medida cautelar en cuya virtud se afectan e inmovilizan uno o varios bienes de quien es o ha de ser demandado en un proceso de conocimiento (ordinario, sumario, sumarísimo o especial) o en un proceso de ejecución, a fin de asegurar la eficacia práctica de las sentencias que en tales procesos se dicten.

El embargo EJECUTIVO – el embargo ejecutivo es la medida que el juez debe acordar, como prime​ra providencia, cuando se promueve una ejecución en virtud de un título ejecu​tivo judicial o extrajudicial 

Dada la presunción de certeza que tales títulos ostentan, el otorgamiento de esta clase de embargo no requiere la prestación de contracautela. Tampoco se halla sometido al régi​men de caducidad que es propio del embargo preventivo, y sólo puede ser le​vantado cuando el bien es inembargable o en el supuesto de que haya prospera​do alguna de las excepciones que la ley autoriza a oponer al progreso de la ejecución. Este embargo no es una medida cautelar.

El embargo EJECUTORIO – el embargo ejecutorio, finalmente, es el que resulta de la circunstancia de no haberse opuesto excepciones al progreso de la ejecución, o de haber sido ellas desestimadas por sentencia firme. El embargo ejecutivo se convierte, pues, en ejecutorio cuando se verifica cualquiera de las situaciones precedente​mente mencionadas. De donde resulta, asimismo, que adquiriendo el embargo carácter ejecutorio por simple conversión, no es necesaria resolución judicial alguna que le confiera expresamente tal carácter.

Lo que interesa destacar es que al convertirse en ejecutorio, el embargo se transforma en definitivo.
En efecto, mientras que el embargo preventivo y el embargo ejecutivo constituyen, aunque con distinto alcance, medidas provisio​nales, cuando el embargo ejecutivo se convierte en ejecutorio se procede inmediatamente al pago del acreedor o a la realización de los bienes respectivos mediante la venta judicial, según sea el caso.

ADMISIBILIDAD. Distintos casos de embargo.

Procedencia.

Art. 209 – Procedencia. Podrá pedir embargo preventivo el acreedor de deuda en dinero o en especie que se hallare en alguna de las condiciones siguientes:

1) Que el deudor no tenga domicilio en la República.

2) Que la existencia del crédito esté demostrada con instrumento público o privado atribuido al deudor, abonada la firma por información sumaria de dos (2) testigos.

3) Que fundándose la acción en un contrato bilateral, se justifique su existencia en la misma forma del inciso anterior, debiendo en este caso probarse además sumariamente el cumplimiento del contrato por parte del actor, salvo que éste ofreciese cumplirlo, o que su obligación fuese a plazo.

4) Que la deuda esté justificada por libros de comercio llevados en debida forma por el actor, o resulte de boleto de corredor de acuerdo con sus libros, en los casos en que éstos puedan servir de prueba, o surja de la certificación realizada por contador público en el supuesto de factura conformada.

5) Que estando la deuda sujeta a condición o plazo, el actor acredite sumariamente que su deudor trata de enajenar, ocultar o transportar sus bienes, o siempre que justifique del mismo modo que por cualquier causa ha disminuido notablemente la responsabilidad de su deudor después de contraída la obligación.

Otros casos.

Art. 210 – Otros casos. Podrán igualmente pedir el embargo preventivo:

1) El coheredero, el condómino, o el socio, sobre los bienes de la herencia, del condominio, o de la sociedad, si acreditaren la verosimilitud del derecho y el peligro de la demora.

2) El propietario o locatario principal de predios urbanos o rústicos, haya o no contrato de arrendamiento, respecto de las cosas afectadas a los privilegios que le reconoce la ley. Deberá acompañar a su petición el título de propiedad o el contrato de locación, o intimar al locatario para que formule previamente las manifestaciones necesarias.

3) La persona a quien la ley reconoce privilegios sobre ciertos bienes muebles o inmuebles, siempre que el crédito se justificase en la forma establecida en el art. 209, inc. 2º.

4) La persona que haya de demandar por acción reivindicatoria, petición de herencia, nulidad de testamento o simulación, respecto de la cosa demandada, mientras dure el juicio, y siempre que se presentaren documentos que hagan verosímil la pretensión deducida.

Demanda de escrituración.

Art. 211 – Demanda por escrituración. Cuando se demandare el cumplimiento de un contrato de compraventa, si el derecho fuese verosímil, el adquirente podrá solicitar el embargo del bien objeto de aquél.

Proceso pendiente.

Art. 212 – Proceso pendiente. Durante el proceso podrá decretarse el embargo preventivo:

1) En el caso del art. 63.

2) Siempre que por confesión expresa o ficta, o en el caso del art. 354, inc. 1º, resultare verosímil el derecho alegado.

3) Si quien lo solicita hubiese obtenido sentencia favorable, aunque estuviere recurrida.

FORMA DE LA TRABA.

Art. 213 – Forma de la traba. En los casos en que deba efectuarse el embargo, se trabará en la forma prescripta para el juicio ejecutivo. Se limitará a los bienes necesarios para cubrir el crédito que se reclama y las costas.

Mientras no se dispusiere el secuestro o la administración judicial de lo embargado, el deudor podrá continuar en el uso normal de la cosa.

Procedimiento para la traba del embargo – la ley remite en todo lo que se refiere a la forma de trabar un embargo a las reglas del embargo del juicio ejecutivo. De allí se tomarán las pautas pertinentes: funcionario encargado de practicarlo, ocasión y forma (art. 529), supuesto de bienes en poder de tercero (art. 531), inhibición general de bienes (art. 532), modalidades de la afectación (art. 533), depositario y venta por desvalorización o costosa conservación (art. 534) y embargo de bienes registrables (art. 536).

Las formas de practicar el embargo difieren según la naturaleza de los bienes sobre los cuales haya recaído la medida:

· tratándose de bienes inmuebles o muebles registrables bastará, previa denuncia del ejecutante y libramiento del correspondiente oficio, la anotación del embargo en el Registro de la Propiedad. En ciertos casos, como cuando existe peligro de que el deudor realice actos en detrimento del va​lor del inmueble (v.gr., explotación abusiva de un bosque), la medida puede complementarse mediante la designación de un depositario.

· si el embargo recae sobre bienes del ejecutado que se hallen en poder de un tercero (dinero efectivo, créditos, salarios, etc.), corresponde notificar de la medida a aquél, personalmente o por cédula.

· el embargo de cosas muebles, en general, se practica mediante depósito de ellas a la orden del juez. Si se tratase de dinero efectivo o de valores, se depositarán en el banco de depósitos judiciales dentro del primer día hábil siguiente.

MANDAMIENTO.

Art. 214 – Mandamiento. En el mandamiento se incluirá siempre la autorización para que los funcionarios encargados de ejecutarlo soliciten el auxilio de la fuerza pública y el allanamiento de domicilio en caso de resistencia, y se dejará constancia de la habilitación de día y hora y del lugar.

Contendrá, asimismo, la prevención de que el embargado deberá abstenerse de cualquier acto respecto de los bienes objeto de la medida, que pudiere causar la disminución de la garantía del crédito, bajo apercibimiento de las sanciones penales que correspondieren.

Art. 215 – Suspensión. Los funcionarios encargados de la ejecución del embargo sólo podrán suspenderlo cuando el deudor entregue la suma expresada en el mandamiento.

DEPOSITARIO JUDICIAL. OBLIGACIONES.

Art. 216 – Depósito. Si los bienes embargados fuesen muebles, serán depositados a la orden judicial; pero si se tratase de los de la casa en que vive el embargado, y fuesen susceptibles de embargo, aquél será constituido en depositario de ellos, salvo que, por circunstancias especiales, no fuese posible.

Art. 217 – Obligación del depositario. El depositario de objetos embargados a la orden judicial deberá presentarlos dentro de veinticuatro (24) horas de haber sido intimado judicialmente. No podrá eludir la entrega invocando el derecho de retención.

Si no lo hiciere, el juez remitirá los antecedentes al tribunal penal competente, pudiendo asimismo ordenar la detención del depositario hasta el momento en que dicho tribunal comenzare a actuar.

PREFERENCIA DEL PRIMER EMBARGANTE.

Art. 218 – Prioridad del primer embargante. El acreedor que ha obtenido el embargo de bienes de su deudor, no afectados a créditos privilegiados, tendrá derecho a cobrar íntegramente su crédito, intereses y costas, con preferencia a otros acreedores, salvo en el caso de concurso.

Los embargos posteriores afectarán únicamente el sobrante que quedare después de pagados los créditos que hayan obtenido embargos anteriores.

Preferencia del primer embargante – un bien puede ser embargado más de una vez. No obstante, al momento de hacerse efectivo el cobro de alguno de esos créditos sobre la cosa, se deberá convocar a otros embargantes. Las respectivas fechas de la toma de razón de estas medidas serán las que establezcan el orden en que serán satisfechas las acreencias respecto de ese bien determinado.
Se ha sostenido que el art. 218 es suficientemente claro en cuanto a que es la efectivización de la traba la que determina el orden de preferencia en el supuesto de sucesivos embargos sobre un mismo bien –prior in tempore, potior in iure–, y no la fecha en que se comunicó la medida ordenada mediante el respectivo oficio en los autos en que se efectuaron los depósitos cautelados.

El embargante cobrará con prioridad a otros acreedores no embargantes y también respecto de los embargantes posteriores. Éstos podrán venir a satisfacer su crédito sobre el remanente –si es que queda alguno– una vez que el primero que logró trabar la precautoria haya percibido la totalidad de su crédito más los intereses y costas, todo según las determinaciones realizadas en sentencia.

Ha dicho nuestra Corte que la prioridad del primer embargante debe comprender el monto nominal de la traba más su actualización monetaria, como única manera de resguardar al acreedor el derecho estatuido por ley a cobrar íntegro su crédito, más aun cuando ese crédito ha sido reajustado.

Obvio es que estas previsiones no pueden modificar las leyes de fondo. El art. 218 CPCC no crea un privilegio, sino simplemente confiere una prioridad –que cesa en caso de concurso o de concurrir con un acreedor con privilegio especial–, dado el carácter local del ordenamiento procesal.

De tal manera, si el embargo recayó sobre un bien afectado a un crédito privilegiado según el CCiv. u otras normas (por ejemplo, la Ley de Contrato de Trabajo) o está sujeto a una garantía real previa (por ejemplo, hipoteca), aquí prevalecerá esta condición por sobre la cautelar trabada.

Otro tanto ocurre en el caso de que el deudor titular del bien se concurse o quiebre.

BIENES INEMBARGABLES.

Art. 219 – Bienes inembargables. No se trabará nunca embargo:

1) En el lecho cotidiano del deudor, de su mujer e hijos, en las ropas y muebles de su indispensable uso, ni en los instrumentos necesarios para la profesión, arte u oficio que ejerza.

2) Sobre los sepulcros, salvo que el crédito corresponda a su precio de venta, construcción o suministro de materiales.

3) En los demás bienes exceptuados de embargo por la ley. Ningún otro bien quedará exceptuado.

LEVANTAMIENTO DEL EMBARGO.

Art. 220 – Levantamiento de oficio y en todo tiempo. El embargo indebidamente trabado sobre alguno de los bienes enumerados en el artículo anterior, podrá ser levantado, de oficio o a pedido del deudor o de su cónyuge o hijos, aunque la resolución que lo decretó se hallare consentida.

Medida injustificada – toda medida cautelar incorrectamente trabada será dejada sin efecto por el juez, ya sea por propia iniciativa o a pedido del damnificado o de alguno de los sujetos referidos en la norma, en cualquier momento.

Las normas sobre inembargabilidad de bienes contenidas en el art. 219 son de orden público, motivo por el cual es procedente hacer lugar –cualquiera fuere el estado procesal de la causa– a toda solicitud de levantamiento de un embargo trabado sobre bienes comprendidos en el citado artículo, a cuyo respecto no resultan aplicables las reglas que rigen la preclusión.

MODIFICACIÓN DE SU ALCANCE.

La limitación o reducción del embargo procede cuando la medida se ha trabado sobre bienes cuyo valor excede notoriamente el monto del crédito reclamado. Si, por ejemplo, se traba embargo sobre varias cuentas corrientes del deudor y luego resulta que el saldo de una de ellas basta para cubrir el cré​dito, corresponde limitar la medida a esa sola cuenta, con exclusión de las otras.

Por otro lado, el acreedor se halla facultado para pedir la ampliación del embargo, acreditando la insuficiencia o la pérdida del valor experimentado por los bienes sobre los cuales recayó la medida o en los supuestos en que hu​biese obtenido la ampliación de la ejecución o se hubie​re deducido una tercería de mejor derecho 

4. Secuestro judicial. Concepto. Admisibilidad. Diferencia con otras instituciones afines. Colisión del secuestro con el derecho de retención. Inhibición general para disponer de bienes, concepto, procedimiento e inscripción. Anotación de litis, concepto, consecuencias jurídicas.

SECUESTRO. CONCEPTO.

En sentido estricto, denomínase secuestro a la medida cautelar en cuya virtud se desapodera a una persona de un bien sobre el cual se litiga o se ha de litigar, o de un documento necesario para deducir una pretensión procesal.

DIFERENCIAS CON OTRAS INSTITUCIONES AFINES.

Mientras que el secuestro recae sobre cosas ciertas y determinadas acerca de las cuales existe o ha de promoverse una controversia judicial, el embargo preventivo versa sobre cualquier bien que se encuentre en el patrimonio del deudor y cuya eventual realización permitirá satisfacer el crédito por el cual se procede.

En lo que concierne a sus efectos, mientras los bienes embargados pueden ser usados por el deudor, si éste ha sido nombrado depositario, tal facultad no existe en la hipótesis del secuestro, pues las cosas afectadas por la medida se ponen en manos de un tercero.

PROCEDENCIA.

Art. 221 – Procedencia. Procederá el secuestro de los bienes muebles o semovientes objeto del juicio, cuando el embargo no asegurare por sí solo el derecho invocado por el solicitante, siempre que se presenten instrumentos que hagan verosímil el derecho cuya efectividad se quiere garantizar. Procederá, asimismo, con igual condición, toda vez que sea indispensable proveer a la guarda o conservación de cosas para asegurar el resultado de la sentencia definitiva.

El juez designará depositario a la institución oficial o persona que mejor convenga; fijará su remuneración y ordenará el inventario, si fuese indispensable.

El secuestro – el secuestro puede solicitarse como medida subsidiaria del embargo o en forma autónoma. A ambas modalidades se refiere el art. 221. 

Esta norma regula el secuestro como medida cautelar autónoma. Y se la deja reservada para dos casos: el primero, cuando el embargo no resulte suficiente como resguardo para asegurar “el derecho invocado” respecto de los “muebles o semovientes objeto del juicio”; y el segundo, cuando sea necesario proveer a la guarda de “cosas para asegurar el resultado de la sentencia definitiva”.

En el primer caso, el secuestro recaerá sobre los bienes controvertidos y resultará necesario cuando el embargo –que debe trabarse en forma previa– no resulte suficiente. Imagínese el caso de la reivindicación de costosas piezas de arte que se encuentran en poder del demandado y se sospeche que de permanecer allí pueden ser objeto de un uso inadecuado o deteriorante o bien de su venta. Se las habrá de embargar pero, además, secuestrar para entregárselas a un tercero que las conservará hasta el final del pleito.

En el segundo supuesto, el secuestro operará sobre bienes que no constituyen el objeto mediato de la pretensión, pero sobre los cuales se podrá hacer efectiva la condena. Se trata, por ejemplo, del secuestro de los mismos objetos de arte, pero para satisfacer luego con su producido una sentencia de condena a pagar una suma de dinero en concepto de indemnización por daños y perjuicios.

Depositario. Inventario – cuando se produce un secuestro cautelar de bienes, es imprescindible contar con un depositario a quien se entregarán las cosas y tendrá todas las cargas y obligaciones que se regulan en este Código, el CCiv. y el CPen.

La norma contempla que el depositario pueda ser tanto una entidad como una persona física, según mejor convenga.

El juez, al designarlo, establecerá el pago de una remuneración por la tarea.

El depositario judicial es un auxiliar de la justicia y, como tal, sus derechos y deberes se encuentran regidos en primer término por el derecho procesal, y sólo subsidiariamente por el CCiv.

En los casos donde existan numerosos bienes, muy costosos o de variada naturaleza, se podrá disponer que en forma previa a otorgar la tenencia de los mismos al depositario se efectúe un inventario de la cantidad, valor, calidad y estado de las cosas.

Este inventario lo realizará el escribano que designe el juez y su intervención a estos fines habrá de beneficiar no sólo al acreedor, sino también al depositario.

INHIBICIÓN GENERAL DE BIENES. CONCEPTO.

A diferencia del embargo, que recae sobre uno o más bienes del deudor, sean muebles o inmuebles, la inhibición constituye una medida cautelar que se traduce en la interdicción de vender o gravar cualquier bien inmueble de que el deudor pueda ser propietario en el momento de anotarse la medida, o que adquiera en lo sucesivo, pues los escribanos no pueden, sin orden judicial, otorgar escrituras traslativas de dominio o de constitución de derechos reales cuando surge del certificado expedido por el Registro de la Propiedad que existe inhibición respecto del titular del dominio.

La inhibición es una medida similar al embargo, cuya procedencia se halla supeditada a la justificación del crédito en alguna de las formas que se han analizado al estudiar el embargo preventivo, y a la circunstancia de no conocerse bienes del deudor, o de ser éstos insuficientes para cubrir el crédito reclamado. En el primer caso, basta la afirmación que formule el solicitante de la medida; en el segundo, corresponde la justificación sumaria de la insuficiencia del embargo.

La doctrina y la jurisprudencia consideran, en general, que esta medida sólo puede referirse a bienes inmuebles. Sin embargo, ante la ausencia de una específica prohibición legal, no mediaría inconveniente alguno en decretarla respecto de cualquier bien que se encuentre sometido a un adecuado régimen de registración y publicidad (v.gr. automotores y embarcaciones).

Frente a la inhibición judicial se ha admitido la procedencia de la inhibición voluntaria, entendida como el pacto conforme al cual una persona, a fin de garantizar el cumplimiento de un contrato, contrae la obligación de no trasmitir un bien determinado o aquéllos de que sea o pueda ser propietario. La jurisprudencia continúa admitiendo la inscripción de este tipo de inhibiciones.

A diferencia del embargo, la inhibición no afecta ni individualiza ningún bien determinado y su único efecto consiste en impedir que el deudor enajene o grave los inmuebles o muebles registrables que posea, o que adquiera posteriormente. La anotación de la inhibición constituye, de tal manera, un medio tendiente a que el deudor, para obtener el levantamiento de la medida, pague, denuncie bienes a embargo o caucione la deuda.

PROCEDIMIENTO E INSCRIPCIÓN.

Art. 228 – Inhibición general de bienes. En todos los casos en que habiendo lugar a embargo éste no pudiere hacerse efectivo por no conocerse bienes del deudor, o por no cubrir éstos el importe del crédito reclamado, podrá solicitarse contra aquél la inhibición general de vender o gravar sus bienes, la que se deberá dejar sin efecto siempre que presentase a embargo bienes suficientes o se diere caución bastante.

El que solicitare la inhibición deberá expresar el nombre, apellido y domicilio del deudor; así como todo otro dato que pueda individualizar al inhibido, sin perjuicio de los demás requisitos que impongan las leyes.

La inhibición sólo surtirá efecto desde la fecha de su anotación, salvo para los casos en que el dominio se hubiere transmitido con anterioridad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación general.

No concederá preferencia sobre las anotadas con posterioridad.

Inhibición general de bienes. Procedimiento – como ocurre en los casos de embargo preventivo, la inhibición se decreta sin audiencia previa del presunto deudor, sin perjuicio del recurso que éste puede deducir dentro de los 3 días siguientes al de la notificación de la medida 

Tampoco es necesaria la previa intimación de pago.

El que solicita la inhibición debe expresar el nombre, apellido y domicilio del deudor, así como todo otro dato que pueda individualizar al inhibido, sin perjuicio de los demás requisitos que impongan las leyes.

Los oficios que se libren para la anotación de inhibiciones deberán indicar, en cuanto fuere posible, el nombre, estado, nacionalidad, edad, domicilio, profesión y datos de enrolamiento del embargado o inhibido. 

Además, constituye requisito de la inhibición que quien la solicita preste la correspondiente contracautela.

Sustitución y levantamiento – la inhibición debe levantarse tan pronto como el deudor presente bienes suficientes a embargo o preste caución bastante. Los bienes ofrecidos a embargo deben ser suficientes para cubrir el importe del crédito reclamado. 

Para el levantamiento de la inhibición no basta la denuncia de bienes a embargo, siendo necesario que este se haya hecho efectivo.

Asimismo, la inhibición, como todas las medidas cautelares, debe ser dejada sin efecto cuando se haya ordenado con prescindencia de los requisitos que condicionan su procedencia, o cuando hayan desaparecido las circunstancias de hecho sobre cuya base se decretó.

ANOTACIÓN DE LITIS. CONCEPTO.

La anotación de litis es la medida cautelar que tiene por objeto asegurar la publicidad de los procesos relativos a bienes inmuebles, para el supuesto de que las sentencias que en ellos se dicten hayan de ser opuestas a terceros adquirentes del bien litigioso o a cuyo favor se constituya un derecho real sobre éste.

A diferencia del embargo preventivo, la anotación de la litis no impide la libre disposición del bien, que puede ser gravado o enajenado por el demandado.

Procedencia.

Art. 229 – Anotación de litis. Procederá la anotación de litis cuando se dedujere una pretensión que pudiere tener como consecuencia la modificación de una inscripción en el registro de la propiedad y el derecho fuere verosímil. Cuando la demanda hubiere sido desestimada, esta medida se extinguirá con la terminación del juicio. Si la demanda hubiese sido admitida, se mantendrá hasta que la sentencia haya sido cumplida.

Consecuencias – se deja aclarado que si la demanda se repele, la anotación de litis perderá virtualidad “extinguiéndose con la terminación del juicio”. Ello es indiscutible: desapareciendo el presupuesto que permitió su dictado, la precautoria debe extinguirse.

Sin embargo, ello que parecería automático, no funciona así en la realidad, ya que en algunos casos será necesario que el interesado obtenga una expresa resolución del juzgado que la deje sin efecto y realizar luego las diligencias ante el registro pertinente para anotar el levantamiento de la medida.

Recién en ese momento y por esas vías se deja sin efecto la anotación señalada.

Por el contrario, si la demanda prospera, la medida recién dejará de tener virtualidad con el cumplimiento de la sentencia. Hasta allí perdurará el aseguramiento, anotándose ahora el nuevo estado registral derivado del resultado del juicio.

5. Intervención judicial como género, concepto. Especies: amplitud de cada una de ellas; admisibilidad. Régimen legal, doctrina y jurisprudencia. Facultades del juez para establecer límites. Obligaciones y facultades del interventor según la especie de que se trate.

INTERVENCIÓN JUDICIAL COMO GÉNERO: CONCEPTO.

Desde un punto de vista general, denomínase intervención judicial a la medida cautelar en cuya virtud una persona designada por el juez, en calidad de auxiliar externo de éste, interfiere en la actividad económica de una persona física o jurídica, sea para asegurar la ejecución forzada o para impedir que se produzcan alteraciones en el estado de los bienes.

ESPECIES.

Existen diferentes tipos de interventores:

· interventor recaudador – se limita a recaudar y retener el monto embargado, para luego depositarlo a la orden del juzgado; no interviene en la administración.
· interventor fiscalizador – no reemplaza al administrador, pero controla o fiscaliza la administración para evitar que haya actos dañosos para la entidad.
· interventor administrador (administrador judicial) – reemplaza al administrador existente en la entidad intervenida. 

· interventor informante (veedor) – no recauda, no fiscaliza ni administra; su función es la de informar al juzgado acerca de los hechos que se le han indicado al designárselo.
RÉGIMEN LEGAL.

Art. 222 – Intervención judicial. Podrá ordenarse la intervención judicial, a falta de otra medida precautoria eficaz o como complemento de la dispuesta:

1) A pedido del acreedor, si hubiese de recaer sobre bienes productores de rentas o frutos.

2) A pedido de un socio, respecto de una sociedad o asociación, cuando los actos u omisiones de quienes la representen, le pudieren ocasionar grave perjuicio o pusieren en peligro el normal desarrollo de las actividades de aquéllas.

Procedencia – el Código señala que se deberá recurrir a ella cuando no exista posibilidad de trabar otras medidas previamente, o cuando éstas sean insuficientes, en cuyo caso la intervención vendrá a complementar el resguardo ya obtenido.

La ley no menciona sobre quién habrá de recaer el nombramiento. Entendemos que la persona a designar deberá tener la idoneidad o los conocimientos suficientes para desempeñar las tareas que se le habrán de encomendar.
Facultades del interventor.

Art. 223 – Facultades del interventor. El interventor tendrá las siguientes facultades:

1) Vigilar la conservación del activo y cuidar de que los bienes objeto de la medida no sufran deterioro o menoscabo.

2) Comprobar las entradas y gastos.

3) Dar cuenta al juez de toda irregularidad que advirtiere en la administración.

4) Informar periódicamente al juzgado sobre el resultado de su gestión.

El juez limitará las funciones del interventor a lo indispensable y, según las circunstancias, podrá ordenar que actúe exclusivamente en la recaudación de la parte embargada, sin injerencia alguna en la administración.

El monto de la recaudación deberá oscilar entre el diez por ciento (10%) y el cincuenta por ciento (50%) de las entradas brutas.

Facultades del interventor. Especies de intervención. Vigilancia e información – la persona designada como interventor por el juez tendrá injerencia respecto de la producción de bienes o frutos de ciertas cosas (campos, animales, inversiones financieras, etc.) o de la administración de una sociedad o asociación dentro de los márgenes que paute el magistrado al momento de discernirle el cargo.

Su actuación se realiza de manera conjunta con los administradores originarios, quienes no son desplazados y continúan normalmente con sus actividades.

Recaudación y ganancias – la figura tradicional del interventor se encamina a ejercer poderes de vigilancia e información. Sin embargo, si se entiende que ello es excesivo, alcanzando con que se realice una tarea de recaudación, la figura podrá limitarse a esa sola misión.

Se trata del interventor recaudador, quien actuará en forma independiente de la administración natural de la cosa o entidad y sólo tendrá competencia para retener ganancias brutas, fijando la ley los límites dentro de los cuales podrá efectuarse la recaudación (del 10% al 50% de aquéllas).

Administración judicial.

Art. 224 – Administración judicial. Cuando fuere indispensable sustituir la administración de la sociedad o asociación intervenida, por divergencias entre socios derivadas de una administración irregular o de otras circunstancias que, a criterio del juez hicieren procedente la medida, el interventor será designado con el carácter de administrador judicial.

En la providencia en que lo designe, el juez precisará sus deberes y facultades tendientes a regularizar la marcha de la administración y a asumir la representación, si correspondiere. Ejercerá vigilancia directa sobre su actuación y procederá a removerlo en caso de negligencia o abuso de sus funciones, luego de haber oído a las partes y al administrador.

No se decretará esta medida si no se hubiese promovido la demanda por remoción del o de los socios administradores.

Administración judicial. Control de la sociedad o entidad – cuando las figuras del interventor o del recaudador no resulten suficientes, por existir un conflicto de gran magnitud respecto de la administración de una sociedad, la ley prevé la figura cautelar más grave de toda esta familia: la administración judicial.

Motivos de la administración y poderes del administrador – esta medida estará justificada por el motivo que el juez entienda de importancia suficiente para desplazar las estructuras societarias naturales y reemplazarlas por un sujeto judicialmente designado (el administrador judicial), a quien le conferirá los poderes necesarios para que continúe con el manejo de la firma.

La ley señala como motivo las divergencias entre socios por irregular administración, siendo ello meramente ilustrativo para el juez.

Los poderes que le otorgue el magistrado al administrador también dependerán de la entidad de las cuestiones a conducir. Podrá tener facultades para tomar decisiones y hasta podrá llegar a asumir la representación de la firma.

La actuación de este sujeto se desarrolla bajo la supervisión directa del juez. 

Condición de procedencia – por ser la medida cautelar más gravosa de todas las de esta Sección, la ley agrega un recaudo de procedencia (además de los propios de toda medida precautoria), cual es el hecho de que en forma previa a su petición se haya motorizado la pretensión que busque remover a los socios administradores.

Gastos. Manejo de dinero.

Art. 225 – Gastos. El interventor y el administrador judiciales sólo podrán retener fondos o disponer de ellos con el objeto de pagar los gastos normales de la administración, entendiéndose por tales los que habitualmente se inviertan en el bien, sociedad o asociación administrados. Los gastos extraordinarios o nombramientos de auxiliares serán autorizados por el juez previo traslado a las partes, salvo que su postergación pudiere irrogar perjuicios, en cuyo caso, después de efectuados, se dará inmediatamente noticia al juzgado.

Honorarios. Remuneración.

Art. 226 – Honorarios. Los interventores o administradores no podrán percibir honorarios con carácter definitivo hasta que la gestión total haya sido judicialmente aprobada. Si su actuación excediere de seis (6) meses, previo traslado a las partes podrán ser autorizados a percibir periódicamente sumas con carácter de anticipos provisionales, en adecuada proporción con el honorario total y los ingresos de la sociedad o asociación.

Veedor.

Art. 227 – Veedor. De oficio o a petición de parte, el juez podrá designar un veedor para que practique un reconocimiento del estado de los bienes objeto del juicio o vigile las operaciones o actividades que se ejerzan respecto de ellos e informe al juzgado sobre los puntos que en la providencia se establezcan.

Veedor – el Código regula aquí la forma más simple de esta medida cautelar, cual es la del veedor judicial.

La intervención de este sujeto, también nombrado por el juez, se limitará a reconocer el estado de las cosas que integran el objeto mediato de la pretensión e informarlo formalmente.

Otra de las misiones del veedor es vigilar e informar al juzgado sobre el curso de las actividades, tanto de explotación de la cosa productora de ganancias como de la sociedad.

La veeduría judicial en ningún caso desplaza a los órganos de dirección y administración naturales de la sociedad intervenida mediante este particular instituto.
6. Prohibición de innovar. Concepto. Régimen legal, doctrina y jurisprudencia. Prohibición de contratar, concepto. Casos.

PROHIBICIÓN DE INNOVAR. CONCEPTO.

Es la medida en cuya virtud se ordena a una de las partes que se abstenga de alterar, mientras dure el proceso, la situación de hecho o de derecho existente en un momento determinado.

En la generalidad de los casos, la medida de no innovar implica la prohibición de que se altere el estado de hecho existente al tiempo de iniciarse el proceso. Tal lo que ocurre, por ejemplo, cuando se dispone mantener el estado de "no ocupación" en que se encuentra un inmueble, o se prohibe la destrucción de una cosa.

Pero la medida también es admisible para impedir la alteración de un estado de hecho existente con anterioridad y que el juez ordena restablecer luego de iniciado el proceso. Por ejemplo, en el supuesto de decretarse la paralización de una obra o la suspensión de la ejecución de un acto administrativo.

La prohibición de innovar procede en toda clase de juicios y cualquiera que sea la etapa en que éstos se encuentren. Pero es inadmisible contra otra de igual naturaleza. Tampoco procede para impedir el cumplimiento de una sentencia firme pronunciada por otro juez.

RÉGIMEN LEGAL.

Art. 230 – Prohibición de innovar. Podrá decretarse la prohibición de innovar en toda clase de juicio, siempre que:

1) El derecho fuere verosímil.

2) Existiere el peligro de que si se mantuviera o alterara, en su caso, la situación de hecho o de derecho, la modificación pudiera influir en la sentencia o convirtiera su ejecución en ineficaz o imposible.

3) La cautela no pudiere obtenerse por medio de otra medida precautoria.

PROHIBICIÓN DE CONTRATAR. CONCEPTO. CASOS.

Para asegurar el resultado práctico de un proceso en el que se discuten derechos sobre determinados bienes respecto de los cuales medie el temor de que alguna de las partes los ceda, arriende o enajene aun tercero, existe una medida cautelar, denominada "prohibición de contratar'', en cuya virtud el juez está facultado para ordenar que los eventuales interesados se abstengan de celebrar el contrato y para acordar publicidad a la prohibición.

Art. 231 – Prohibición de contratar. Cuando por ley o contrato o para asegurar la ejecución forzada o los bienes objeto del juicio, procediese la prohibición de contratar sobre determinados bienes, el juez ordenará la medida. Individualizará lo que sea objeto de la prohibición, disponiendo se inscriba en los registros correspondientes y se notifique a los interesados y a los terceros que mencione el solicitante.

La medida quedará sin efecto si quien la obtuvo no dedujere la demanda dentro del plazo de cinco (5) días de haber sido dispuesta, y en cualquier momento en que se demuestre su improcedencia.

7. Protección de personas como medida cautelar, concepto, casos.

PROTECCIÓN DE PERSONAS COMO MEDIDA CAUTELAR. CONCEPTO.

Los arts. 234 a 237 ter instituyen una medida cautelar dirigida a la protección de ciertas personas expuestas a peligros o amenazas sobre su integridad física o moral o sobre su libertad de determinarse en un asunto de orden privado.
Como características propias de este tipo de medidas podemos mencionar que existe, en varios casos, una amplísima legitimación para solicitarlas, flexibilización en cuanto a la prueba de los recaudos básicos de toda cautelar (verosimilitud del derecho, peligro en la demora así como respecto de la contracautela) e intervención obligatoria del Ministerio Público a través de los Asesores de Incapaces (de acuerdo con las mandas de los arts. 59, 493 y 494, CCiv.).

CASOS.

Art. 234 (Texto según ley 12607, art. 198) – Procedencia. Podrá decretarse la guarda:

1) De menores de edad que se encontraren en las situaciones previstas en los arts. 307 y 309, CCiv.

2) De menores o incapaces que sean maltratados por guardadores o curadores o inducidos por ellos a actos reprobados por las leyes o la moral.

3) De menores o incapaces sin representantes legales.

4) De menores o incapaces que estén en pleito con sus representantes legales, en el que se controvierta la patria potestad, tutela o curatela o sus efectos.

Art. 235 – Juez competente. La guarda será decretada por el juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada, con intervención del Ministerio Público.

Cuando existiese urgencia o circunstancias graves, se resolverá provisionalmente, sin más trámite.

Art. 236 (Texto según ley 12607, art. 198) – Procedimiento. La petición podrá ser deducida por cualquier persona. Previa intervención del Ministerio Público, el juez decretará la guarda si correspondiere.

Art. 237 – Medidas complementarias. Al disponer la medida, el juez ordenará que se entreguen a la persona a favor de quien ha sido ordenada, las ropas, útiles y muebles de su uso y profesión. Ordenará, asimismo, que se le provea de alimentos por el plazo de treinta (30) días, a cuyo vencimiento, quedarán sin efecto si no se iniciare el juicio correspondiente. La suma será fijada prudencialmente por el juez, previa vista a quien deba pagarlo  y sin otro trámite.

Art. 237 bis (Incorporado por ley 11173, art. 1). En el supuesto del art. 231, CCiv. (ley 23515), el juez podrá disponer ante pedido fundado de parte y a título de medida cautelar, la exclusión del hogar conyugal de alguno de los cónyuges, o su reintegro al mismo, cuando los motivos fundantes estén sumariamente acreditados y medien razones de urgencia impostergable. Cuando la exclusión o inclusión se promueva como pretensión de fondo, antes de la promoción de la demanda de separación personal o de divorcio vincular, tramitará según las normas del proceso sumarísimo. Encontrándose iniciada la demanda, la cuestión tramitará por incidente.

Art. 237 ter (Incorporado por ley 12607, art. 199). En los casos en que menores de edad fueran víctimas de delitos por parte de sus padres, tutores, responsables o convivientes, el juez podrá disponer ante pedido fundado y a título de medida cautelar, la exclusión del hogar del presunto autor, cuando se encuentren motivos justificados y medien razones de urgencia.

La exclusión tramitará según las normas del juicio sumarísimo.

UNIDAD 27 – PROCESOS ESPECIALES (I).

1. Quid de los procesos especiales. Características. Enumeración.

QUID DE LOS PROCESOS ESPECIALES. CARÁCTERÍSTICAS. ENUMERACIÓN.

Son aquellos procesos judiciales contenciosos que se hallan sometidos a trámites específi​cos, total o parcialmente distintos a los del proceso ordinario.

Dentro de esta gran categoría de procesos especiales es necesario distinguir dos vertientes. Por un lado, encontramos aquellos que buscan un resultado más rápido y por ello reducen la complejidad procesal de la figura base (juicio ordinario), aunque sin dejar de analizar todas las aristas del conflicto y dando lugar a una sentencia que hace cosa juzgada material. En otro extremo, aquellos que, limitando o recortando el conocimiento de los planteos a determinados aspectos de ellos, para resolverlos también rápidamente, dejan abierta la posibilidad de que ese resultado (cosa juzgada formal) se revierta en posterior juicio.

En el primer caso nos referimos a los plenarios rápidos o abreviados, como el juicio sumario y el sumarísimo. En cambio, en el segundo supuesto encontramos los juicios sumarios propiamente dichos: se trata de los interdictos, las pretensiones posesorias y el desalojo. En todos ellos la discusión se limita a una porción del problema, existiendo la posibilidad de que se recurra a un juicio de conocimiento pleno posterior.

Como adelantáramos, son procesos sumarios propiamente dichos: 

· los interdictos.

· las pretensiones posesorias.

· y el desalojo. 

Por su parte, son formas de plenarios abreviados los juicios de: 

· declaración de incapacidad e inhabilitación. 

· alimentos.

· litis expensas.

· rendición de cuentas.

· mensura y deslinde. 

· y división de cosas comunes. 

2. Interdictos y acciones posesorias: teorías. Enumeración de los interdictos. Requisitos de admisibilidad y sustanciación. Objeto de la prueba. Alcance de la sentencia, respecto de su autoridad y eficacia. Medidas cautelares e interdictos. Diferencias y similitudes. Casos de posibilidad de ampliación de la demanda: imposibilidad de transformación de las mismas. Procedimiento de las acciones posesorias.

INTERDICTOS Y ACCIONES POSESORIAS: TEORÍAS.

Con respecto a este tema, la controversia se planteo en el sentido de saber si los interdictos procesales son remedios distintos de las acciones posesorias o si, por el contrario, los primeros constituyen la reglamentación procesal de aquéllas. 

Surgieron entonces 2 tesis:

· Dualista: la cual sostiene que hay independencia entre tales remedios.

· Unitaria: entiende que las normas del Código de Procedimiento se convirtieron en regulación procesal de las acciones posesorias del CCiv.

Sin embargo, ha logrado consagración legislativa la tesis dualista por los siguientes argumentos (entre otros): mientras que los interdictos tramitan por vía sumarísima, las acciones posesorias del CCiv. tramitan por las reglas del proceso sumario. 

El párrafo 2º del art. 623 dice: “…Deducida la acción posesoria o el interdicto, posteriormente sólo podrá promoverse acción real”. La conjugación disyuntiva “o” demuestra que se trata de remedios distintos. 

ENUMERACIÓN DE LOS INTERDICTOS.

· INTERDICTO DE ADQUIRIR.

Art. 601 – Procedencia. Para que proceda el interdicto de adquirir se requerirá:

1) Que se presente título suficiente para adquirir la posesión con arreglo a derecho.

2) Que nadie tenga título de dueño o de usufructuario o posea los bienes que constituyen el objeto del interdicto. Si otro también tuviere título o poseyere el bien, la cuestión deberá sustanciarse en juicio ordinario.

Cuando alguien ejerciere la tenencia de los bienes, la demanda deberá dirigirse contra él y se sustanciará por el trámite del juicio sumarísimo.

Procedencia – el interdicto de adquirir tiene por objeto conseguir la investidu​ra en una posesión o tenencia que nunca se tuvo. 

Se trata de un interdicto atípico. Normalmente serán legitimados activos en este tipo de procesos quienes tengan o hayan tenido la tenencia o posesión. En este caso, sin embargo, el titular de la pretensión no ha tenido nunca en su poder la cosa por la que reclama. De allí que recurra a la justicia para que se la entreguen y así constituirse en poseedor del bien objeto del reclamo.

Otra particularidad que lo diferencia de las restantes figuras consiste en la necesidad de demostrar título suficiente para adquirir la posesión con arreglo a derecho.

Esta vía no sirve para lograr la tenencia del bien, sino tan sólo la posesión. No obstante, se admite el conflicto entre el derecho a poseer del actor y la tenencia de quien se encuentra con el bien en su poder. En este caso, la vía del interdicto tramitará con la forma de un juicio sumarísimo. 
Procedimiento.

Art. 602 – Procedimiento. Promovido el interdicto, el juez examinará el título y requerirá informes sobre las condiciones de dominio y gravámenes del bien. Si lo hallare suficiente otorgará la posesión, sin perjuicio de mejor derecho, y dispondrá la inscripción del título, si correspondiere.

Procedimiento –  presentada la demanda, el juez analizará el título que se acompaña y de dónde dimana el derecho a poseer. También observará si del relato de los hechos surgen causas de rechazo in limine. 

Ante la duda, dará traslado para que quien detenta el bien señale la condición en que lo hace, acreditándola debidamente. 

Para mayor seguridad, el juez deberá ordenar que se produzcan informes sobre las condiciones de dominio y gravámenes del bien, cuando se trata de inmuebles o muebles registrables. Se lo hará mediante oficio al Registro pertinente, cuyo diligenciamiento quedará a cargo del interesado. De esta información también podrán surgir elementos que sustenten el rechazo del interdicto.

Si, por el contrario, considera que el actor acreditó los extremos a su cargo y no encontró en el demandado una causal válida de oposición, hará lugar a la pretensión contra el mero tenedor, entregándole a aquél la posesión del bien y disponiendo la inscripción del título si correspondiera.

Anotación de la litis.

Art. 603 – Anotación de litis. Presentada la demanda, si el derecho fuere verosímil, podrá decretarse la anotación de litis en el Registro de la Propiedad.

· INTERDICTO DE RETENER. 

Es la pretensión procesal mediante la cual quien ejerce la posesión o tenencia de una cosa mueble o inmueble, reclama el amparo judicial frente a actos que implican una perturbación potencial o efec​tiva de aquellas situaciones.
Art. 604 – Procedencia. Para que proceda el interdicto de retener se requerirá:

1) Que quien lo intentare se encuentre en la actual posesión o tenencia de un bien, mueble o inmueble.

2) Que alguien amenazare perturbarle o lo perturbase en ellas mediante actos materiales.

Procedencia – en este caso, la ley requiere que el actor detente actualmente la posesión o tenencia de la cosa y que el demandado realice actos materiales de perturbación actuales o inminentes.

No debe haber ocurrido el despojo, ya que en esos casos procede la vía del art. 608.

Procedimiento.

Art. 605 – Procedimiento. La demanda se dirigirá contra quien el actor denunciare que lo perturba en la posesión o tenencia, sus sucesores y copartícipes, y tramitará por las reglas del proceso sumarísimo.

Trámite – en este caso, será actor el tenedor o poseedor del bien y demandado el perturbador (actual o inminente), sus sucesores y todos los que colaboren con él en la realización de los actos materiales de turbación (copartícipes).

La vía procesal será la del juicio sumarísimo.

El juez analizará si la demanda es sustentable. Si no lo es, la rechazará liminarmente. Caso contrario, conferido el traslado de ley y producida –si corresponde– la prueba, dictará sentencia haciendo lugar o rechazando la pretensión.

En el primer caso, el magistrado se limitará a mandar el cese de la perturbación. Sin perjuicio de ello, siempre existe la posibilidad de que la cuestión pueda reverse en un juicio posterior de conocimiento. 

Por otro lado, si el actor pretendiera la reparación de los daños causados por esta turbación deberá plantear su requerimiento de manera autónoma por la vía procesal respectiva.

OBJETO DE LA PRUEBA.

Art. 606 – Objeto de la prueba. La prueba sólo podrá versar sobre el hecho de la posesión o tenencia invocada por el actor, la verdad o falsedad de los actos de perturbación atribuidos al demandado, y la fecha en que éstos se produjeron.

Objeto de la prueba – la tarea probatoria es simple: al actor le incumbe demostrar al juez que se encuentra actualmente en condición de poseedor o mero tenedor del bien; la existencia de los hechos materiales de la turbación, ya sea consumados o en grado de preparación o amenaza, que se endilgan al demandado; y, finalmente, la fecha en que éstos se produjeron, ya que deben ser actuales o inminentes y no haber operado la caducidad del art. 615.

En definitiva, la prueba sólo puede versar sobre el hecho de la posesión o tenencia in​vocada por el actor, la verdad o falsedad de los actos de perturbación atribuidos al demandado, y la fecha en que éstos se produjeron.

MEDIDAS PRECAUTORIAS.

Art. 607 – Medidas precautorias. Si la perturbación fuere inminente, el juez podrá disponer la medida de no innovar, bajo apercibimiento de aplicar las sanciones a que se refiere el art. 37.

Medidas cautelares – si la realización de los actos procesales correspondientes a este interdicto prolonga la duración del trámite, el juez podrá decretar, a pedido de parte, una medida cautelar de no innovar o, en su caso, una medida innovativa, ya sea que se dirija a evitar que las amenazas inminentes se concreten o bien, estando en curso la perturbación, cese por mandato judicial. A estos fines operan plenamente los recaudos de la teoría cautelar general.

· INTERDICTO DE RECOBRAR.

El interdicto de recobrar, denominado también interdicto de despojo, es la pretensión procesal mediante la cual quien ejerce la posesión o tenencia de una cosa mueble o inmueble de la que ha sido total o parcialmente despojado, reclama judicialmente la restitución de esa posesión o tenencia.

Art. 608 – Procedencia. Para que proceda el interdicto de recobrar se requerirá:

1) Que quien lo intente, o su causante, hubiere tenido la posesión actual o la tenencia de un bien mueble o inmueble.

2) Que hubiere sido despojado total o parcialmente del bien, con violencia o clandestinidad.

Procedencia – para que proceda este interdicto es necesaria la reunión de una serie de requisitos: 

· que quien lo intente, o su causante, hubiere tenido la posesión actual o la tenencia de una cosa mueble o inmueble.

· que hubiere sido despojado total o parcialmente de la cosa, con vio​lencia o clandestinidad 

· como condición esencial, que haya mediado desapoderamiento efectivo, total o parcial, del bien sobre el que recae, no siendo suficiente, por lo tanto, la simple molestia o turbación en la posesión o tenencia, pues en tales hipótesis sería admisible el interdicto de retener.

Procedimiento.

Art. 609 – Procedimiento. La demanda se dirigirá contra el autor denunciando , sus sucesores universales o particulares de mala fe, copartícipes o beneficiarios del despojo y tramitará por juicio sumarísimo.

Sólo se admitirán pruebas que tuvieren por objeto demostrar el hecho de la posesión o tenencia invocadas, así como el despojo.

Procedimiento – la demanda debe dirigirse contra el autor denunciado, sus sucesores, copartícipes o beneficiarios del despojo y tramitará por las reglas del juicio su​marísimo. Mientras no se demuestre lo contrario, co​rresponde presumir la complicidad de quienes dieron lugar, con su actitud, a la deducción del interdicto.

Durante el proceso sólo corresponde admitir las pruebas que tengan por objeto demostrar el hecho de la posesión o tenencia invocadas, así como el des​pojo (es decir, los actos de violencia o clandestinidad denunciados en la deman​da) y la fecha en que aquél se produjo.

Restitución del bien.

Art. 610 – Restitución del bien. Cuando el derecho invocado fuere verosímil y pudieren derivar perjuicios si no se decretare la restitución inmediata del bien, el juez podrá ordenarla previa fianza que prestará el reclamante para responder por los daños que pudiere irrogar la medida.

MODIFICACIÓN Y AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA.

Art. 611 – Modificación y ampliación de la demanda. Si durante el curso del interdicto de retener se produjere el despojo del demandante, la acción proseguirá como interdicto de recobrar, sin necesidad de retrotraer el procedimiento.

Cuando llegare a conocimiento del demandante la existencia de otros sucesores, copartícipes o beneficiarios, podrá ampliar la acción contra ellos en cualquier estado del juicio.

Modificación y ampliación de la demanda – iniciado un interdicto de retener (art. 604) por simples turbaciones, si en el curso de su trámite se produjere el despojo (entendemos que por los mismos demandados), la acción continuará tramitándose como si fuese un caso de los contemplados en el art. 608.

Asimismo, la demanda puede ampliarse en cualquier estado del proceso, cuando llegare a conocimiento del actor la existencia de otros sucesores, copar​tícipes o beneficiarios

Sentencia.

Art. 612 – Sentencia. El juez dictará sentencia, desestimando el interdicto o mandando restituir la posesión o la tenencia del bien al despojado.

· INTERDICTO DE OBRA NUEVA.

Es la pretensión procesal en cuya virtud el poseedor o tenedor de un inmueble que es turbado en su posesión o tenencia por una obra nueva que afectare a ese bien , reclama que la obra se suspenda durante la tramitación del proceso y se ordene destruir en la sentencia.

Art. 613 – Procedencia. Cuando se hubiere comenzado una obra que afectare a un inmueble, su poseedor o tenedor podrá promover el interdicto de obra nueva. La acción se dirigirá contra el dueño de la obra y, si fuere desconocido, contra el director o encargado de ella. Tramitará por el juicio sumarísimo.

Procedencia – en este supuesto, debe existir el inicio de construcción de una obra que afecte a un inmueble vecino. Cuando ello ocurra, el tenedor o poseedor de este último podrá reclamar ante la justicia que se suspendan las obras o que se destruyan las realizadas, si fueron perjudiciales para la heredad que ocupa.

El actor de este juicio será el tenedor o poseedor del bien afectado por las obras iniciadas; el demandado puede ser tanto el dueño de la obra como quien esté técnicamente a cargo de la misma.

La vía procesal será la del juicio sumarísimo.

Sentencia.

Art. 614 – Sentencia. La sentencia que admitiere la demanda dispondrá la suspensión definitiva de la obra o, en su caso, su destrucción y la restitución de las cosas al estado anterior, a costa del vencido.

DISPOSICIONES COMUNES a los interdictos. 

Art. 615 – Caducidad. Los interdictos de retener, de recobrar y de obra nueva no podrán promoverse después de transcurrido un (1) año de producidos los hechos en que se fundaren.

Juicio posterior.

Art. 616 – Juicio posterior. Las sentencia que se dictaren en los interdictos de adquirir, retener y recobrar no impedirán el ejercicio de las acciones reales que pudieren corresponder a las partes.

Juicio posterior. Cosa juzgada formal – transitada la vía del interdicto de adquirir, retener o recobrar, no podrá volverse a discutir entre las mismas partes la tenencia o posesión del bien. Sólo quedará habilitada la vía para la promoción de un juicio sobre la base de una acción real (por ejemplo, reivindicación), en la medida en que los asistan este tipo de derechos.

Dado que esta nueva sentencia podría modificar los alcances de la recaída en el interdicto es que se señala que este tipo de procesos hace cosa juzgada formal.

PROCEDIMIENTO DE LAS ACCIONES POSESORIAS.

Art. 617 – Trámite. Las acciones posesorias del Título III, Libro III del Código Civil, tramitarán por juicio sumario.

Deducida la acción posesoria o el interdicto, posteriormente sólo podrá promoverse acción real.

3. Proceso de declaración de incapacidad: casos. Inhabilitación judicial, régimen del art. 152 bis del CCiv. La denuncia, requisitos de admisibilidad. El curador provisional. Prueba. El dictamen médico. Intervención del denunciado. La internación: clases, régimen legal. Sentencia, recursos, costas, rehabilitación. Declaración de muerte por ausencia; régimen legal, procedimiento.

PROCESO DE DECLARACIÓN DE INCAPACIDAD. CASOS. 

Las causas de incapacidad previstas por la ley de fondo pueden operarse ipso facto, como ocurre en el caso de las personas por nacer o menores de  edad, o bien a través de un pronunciamiento judicial constitutivo de la incapacidad. Tal es el caso de los dementes, es decir, las personas que por causa de enfermedades mentales no tengan aptitud para dirigir su persona o administrar sus bienes (art. 141 CCiv.); y de los sordomudos que no puedan darse a entender por escrito (art. 153 CCiv.). 

Con relación a los primeros, el art. 140 CCiv. establece que ninguna persona será habida por demente sin que la demencia sea previamente verificada y declarada por juez competente. Respecto de los segundos, el art. 154 del mismo código condiciona la incapacidad a la declaración oficial de sordomudez.

INHABILITACIÓN JUDICIAL. RÉGIMEN DEL ART. 152 bis DEL CCIV. 

El art.152 bis estable​ce que podrá inhabilitarse judicialmente:

1) a quienes por embriaguez habitual o uso de estupefacientes están ex​puestos a otorgar actos jurídicos perjudiciales a su persona o patrimonio.

2) a los disminuidos en sus facultades cuando sin llegar al supuesto pre​visto en el art.141 del código (demencia), el juez estime que del ejercicio de su plena capacidad pueda resultar presumiblemente daño a su persona o patrimonio.

3) a quienes por la prodigalidad en los actos de administración y dispo​sición de sus bienes expusieren a su familia a la pérdida del patrimonio. 

Tales causas de inhabilitación, lo mismo que las de incapacidad por razón de demencia o sordomudez, únicamente pueden tenerse por configuradas me​diante una decisión judicial que reviste, por ello, carácter constitutivo.

LA DENUNCIA. REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD. 

De acuerdo con lo dispuesto en el art.144 CCiv., están legitimados para pedir la declaración de demencia: 

1) el esposo o esposa no divorciados.

2) los parientes del demente.

3) el ministerio de menores.

4) el respectivo cónsul, si el demente fuere extranjero.

5) cualquier persona del pueblo, cuando el demente sea furioso o incomode a los vecinos.

Art. 618 – Requisitos. Las personas que pueden pedir la declaración de demencia se presentarán ante el juez competente exponiendo los hechos y acompañando certificados de dos (2) médicos, relativos al estado mental del presunto incapaz y su peligrosidad actual.

Art. 619 – Médicos forenses. Cuando no fuere posible acompañar dichos certificados, el juez requerirá la opinión de dos médicos forenses, quienes deberán expedirse dentro de cuarenta y ocho (48) horas. A ese solo efecto y de acuerdo con las circunstancias del caso, el juez podrá ordenar la internación del presunto incapaz por igual plazo, si fuere indispensable para su examen.

EL CURADOR PROVISIONAL. LA PRUEBA. EL DICTAMEN MÉDICO.

Art. 620 – Resolución. Con los recaudos de los artículos anteriores y previa vista al Ministerio Público el juez resolverá:

1) El nombramiento de un curador provisional, que recaerá en un abogado de la matrícula. Sus funciones subsistirán hasta que se discierna la curatela definitiva o se desestime la demanda.

2) La fijación de un plazo no mayor de treinta (30) días, dentro del cual deberán producirse todas las pruebas.

3) La designación de oficio de tres (3) médicos psiquiatras o legistas, para que informen, dentro del plazo preindicado, sobre el estado actual de las facultades mentales del presunto insano. Dicha resolución se notificará personalmente a aquél.

Art. 621 – Prueba. El denunciante únicamente podrá aportar pruebas que acrediten los hechos que hubiese invocado; y el presunto insano las que hagan a la defensa de su capacidad. Las pruebas que aquéllos o las demás partes ofrecieren, se producirán en el plazo previsto en el inc. 2º del artículo anterior.

Art. 622 – Curador oficial y médicos forenses. Cuando el presunto insano careciere de bienes o éstos sólo alcanzaren para su subsistencia, circunstancia que se justificará sumariamente, el nombramiento de curador provisional recaerá en el defensor oficial de pobres y ausentes, y el de psiquiatras o legistas, en médicos forenses.

Art. 625 – Calificación médica. Los médicos, al informar sobre la enfermedad, deberán expedirse con la mayor precisión posible, sobre los siguientes puntos:

1) Diagnóstico.

2) Fecha aproximada en que la enfermedad se manifestó.

3) Pronóstico.

4) Régimen aconsejado para la protección y asistencia del presunto insano.

5) Necesidad de su internación.

INTERNACIÓN. CLASES: RÉGIMEN LEGAL.

Art. 623 – Medidas precautorias. Internación. Cuando la demencia apareciere notoria e indudable, el juez de oficio, adoptará las medidas establecidas en el art. 148, CCiv., decretará la inhibición general de bienes y las providencias que crea convenientes para asegurar la indisponibilidad de los bienes muebles y valores.

Si se tratase de un presunto demente que ofreciese peligro para sí o para terceros, el juez ordenará su internación en un establecimiento público o privado.

Art. 624 – Pedido de declaración de demencia con internación. Cuando al tiempo de formularse la denuncia el presunto insano estuviere internado, el juez deberá tomar conocimiento directo de aquél y adoptar todas las medidas que considerase necesarias para resolver si debe o no mantenerse la internación.

Art. 630 – Fiscalización del régimen de internación. En los supuestos de dementes, presuntos o declarados, que deban permanecer internados, el juez, atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá disponer que el curador provisional o definitivo y el Ministerio Público visiten periódicamente al internado e informen sobre la evolución de su enfermedad y régimen de atención a que se encontrare sometido. Asimismo, podrá disponer que el director del establecimiento informe periódicamente acerca de los mismos hechos.

INTERVENCIÓN DEL DENUNCIADO. SENTENCIA. RECURSOS. 

Art. 626 – Traslado de las actuaciones. Producido el informe de los facultativos y demás pruebas, se dará traslado por cinco (5) días al denunciante, al presunto insano y al curador provisional y, con su resultado, se dará vista al Ministerio Público.

Art. 627 – Sentencia. Recursos. Antes de pronunciar sentencia, y si las particularidades del caso lo aconsejaren, el juez hará comparecer al presunto insano a su presencia o se trasladará a su domicilio o lugar de internación. La sentencia se dictará en el plazo de quince (15) días y se comunicará a los registros de incapaces y del estado civil de las personas.

Si no se declarase la incapacidad, cuando el juez estimare que del ejercicio de la plena capacidad pudiere resultar, presumiblemente, daño a la persona o patrimonio del que sin haber sido hallado demente presenta disminución de sus facultades mentales, podrá declararlo inhabilitado en la forma y con el alcance previstos en el art. 152 bis, CCiv.

La sentencia será apelable dentro del quinto día, por el denunciante, el presunto insano o inhabilitado, el curador provisional y el asesor de menores.

COSTAS.

Art. 628 – Costas. Los gastos causídicos serán a cargo del denunciante si el juez considerase inexcusable el error en que hubiere incurrido al formular la denuncia, o si ésta fuere maliciosa.

Los gastos y honorarios a cargo del presunto insano no podrán exceder, en conjunto, del diez por ciento (10%) del monto de sus bienes.

REHABILITACIÓN.

Art. 629 – Rehabilitación. El declarado demente o el inhabilitado, podrá promover su rehabilitación. El juez designará tres (3) médicos psiquiatras o legistas para que lo examinen, y de acuerdo con los trámites previstos para la declaración de demencia, hará o no lugar a la rehabilitación.

DECLARACIÓN DE SORDOMUDEZ.

Art. 631 – Sordomudo. Las disposiciones del capítulo anterior regirán, en lo pertinente, para la declaración de incapacidad del sordomudo que no sabe darse a entender por escrito o por lenguaje especializado, y, en su caso, para la cesación de esta incapacidad.

Remisión – el art. en estudio prevé que las disposiciones contenidas en el capítulo referente al proceso de insania regirán, en lo pertinente, para la declaración de incapacidad del sordomudo que no sabe darse a entender por escrito y, en su caso, para la cesación de esta incapacidad (rehabilitación).

INHABILITACIÓN.

Art. 632 – Alcoholistas habituales, toxicómanos, disminuidos mentales y pródigos. Remisión. Los preceptos del Capítulo I del presente Título, regirán en lo pertinente, para la declaración de inhabilitación de alcoholistas habituales, toxicómanos, disminuidos mentales y pródigos, que estén expuestos por ello, a otorgar actos jurídicos perjudiciales a sus personas o patrimonios. Esta acción corresponde a quienes, según el Código Civil pueden solicitar la incapacidad de un presunto demente, salvo lo dispuesto en el párrafo siguiente.

La inhabilitación del pródigo podrá ser solicitada exclusivamente por quienes indica el art. 152 bis, CCiv.

Art. 633 – Sentencia. Limitación de actos. La sentencia de inhabilitación, además de los requisitos generales, deberá determinar, cuando las circunstancias del caso así lo autoricen, los actos de administración cuyo otorgamiento le será limitado a quien se inhabilita.

DECLARACIÓN DE AUSENCIA.

Art. 634 – Ausente. El proceso de declaración de ausencia se ajustará a las disposiciones nacionales que rigen la materia y, en lo aplicable, a las establecidas para la declaración de incapacidad.

4. Proceso por alimentos; proceso por litis expensas. Conceptos. Acumulación. Régimen sustancial y procesal. Procedimiento. Intervención de la parte demandada. Recursos: amplitud según la parte que lo deduce. Cumplimiento de la sentencia. Alimentos atrasados. Modificación, casación, ampliación y reducción de la prestación. Procedimiento.

PROCESO POR ALIMENTOS. PROCESO POR LITIS EXPENSAS. CONCEPTOS.

Proceso por alimentos – el juicio de alimentos es aquél que tiende a satisfacer una pretensión fundada en la existencia de una obligación alimentaria.

De acuerdo con lo prescripto en el art. 372 CCiv., la prestación de alimentos comprende lo necesario para la subsistencia, habitación y vestuario correspondiente a la condición del que la recibe, y también de lo necesario para la asistencia en las enfermedades.

Dicha obligación se encuentra instituida en el CCiv., y tiene su fun​damento en el vínculo de solidaridad que se supone existente entre los integrantes del núcleo familiar.

Proceso por litisexpensas – las litisexpensas consisten en la suma de dinero que el beneficiario de los alimentos tiene derecho a solicitar a quien deba suministrárselos, con el objeto de atender los gastos de un juicio determinado, como puede ser, por ejemplo, el de divorcio.

El derecho de solicitar las litisexpensas nace de lo dispuesto en los arts. 375 y 1295 del CCiv,

Tiene carácter provisional y su obtención se halla sujeta al cumplimiento de los recaudos establecidos con res​pecto a los alimentos. En los juicios de divorcio, se ha decidido que corresponde la paralización de los procedimientos hasta que se verifique el pago de la suma fijada en concepto de litisexpensas. Dicha suma, por otra parte, debe cubrir los gastos or​dinarios del juicio, con exclusión de los honorarios profesionales.

La demanda por litisexpensas se sustancia de acuerdo con las normas que rigen en el juicio de alimentos 

PROCEDIMIENTO.

Art. 635 – Recaudos. La parte que promoviere juicio de alimentos deberá, en un mismo escrito:

1) Acreditar el título en cuya virtud los solicita.

2) Denunciar, siquiera aproximadamente, el caudal de quien deba suministrarlos.

3) Acompañar toda la documentación que tuviere en su poder y que haga a su derecho, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 332.

4) Ofrecer la prueba de que intentare valerse.

Si se ofreciese prueba testimonial, los testigos declararán en primera audiencia.

Recaudos – el art. 370 CCiv. dispone que “El pariente que pida alimentos debe probar que le faltan los medios para alimentarse, y que no le es posible adquirirlos con su trabajo, sea cual fuere la causa que lo hubiere reducido a tal estado. Los requisitos para la procedencia de esta obligación son:
· la existencia de un vínculo de parentesco: en tal sentido, el demandante deberá probar, mediante la presentación de partidas que así lo acrediten, el vínculo de parentesco con el grado exigido por la ley para la procedencia de la acción.

· la falta de medios: en este caso, deberá probar su estado de indigencia o insolvencia, pero no es necesario acreditar que se encuentra en la miseria.
· imposibilidad de adquirirlos con su trabajo: la norma exige, para la procedencia de la acción, que el demandante acredite que no puede adquirir los medios con su trabajo (o que con su trabajo no puede alimentarse). 

· condición económica del alimentante: otro de los extremos necesarios para la procedencia de esta acción es que el alimentante se encuentre en condiciones económicas de afrontar el pago de los alimentos. Vale aclarar que la ley no pretende terminar con el estado de indigencia de uno de los sujetos mediante la colocación del otro en ese estado (como consecuencia de tener que prestar alimentos).
· que no haya otros parientes de grado más cercano: ello en virtud de que el art. 367 establece una prioridad de acuerdo al grado de parentesco. 
En concordancia con las reglas prescriptas en la ley de fondo, el CPCC dispone que la persona que solicita la fijación de una cuota alimentaria, al promover el correspondiente proceso, debe: 

1) acreditar el título en cuya vir​tud la solicita – en tal sentido, deberá indicarse cuál de todos los orígenes legales de la obligación (alimentaria) es aquel de donde proviene el derecho alimentario del actor.

2) denunciar, aproximadamente, el caudal de quien deba sumi​nistrarle los alimentos – respecto del caudal del alimentante, no se requiere la producción de una prueba concluyente acerca de los ingresos del demandado a los efectos de la fijación de la cuota alimentaria, pues es admisible hacer mérito de presunciones resultantes de indicios que demuestren la situación patrimonial del alimentante, computándose la índole de sus actividades, la posesión de bienes y su nivel de vida.

3) acompañar toda la documentación que tenga en su poder y que haga a su derecho, de acuerdo con lo que al respecto establece el art. 333 – se trata de las partidas y demás instrumentos necesarios para acreditar el vínculo o el origen de la obligación alimentaria.

4) ofrecer toda la prueba de que intente valerse.

Audiencia preliminar.

Art. 636 – Audiencia preliminar. El juez, sin perjuicio de ordenar inmediatamente las medidas probatorias que fueren solicitadas, señalará una audiencia que tendrá lugar dentro de un plazo que no podrá exceder de diez (10) días, contado desde la fecha de la presentación.

En dicha audiencia, a la que deberán comparecer las partes personalmente y el representante del Ministerio Pupilar, si correspondiere, el juez procurará que aquéllas lleguen a un acuerdo directo, en cuyo caso, lo homologará en ese mismo acto, poniendo fin al juicio.

Incomparecencia injustificada del alimentante. Efectos.

Art. 637 (Texto según ley 8689, art. 1º) – Incomparecencia injustificada del alimentante. Efectos. Cuando, sin causa justificada, la persona a quien se le requiriesen alimentos no compareciese a la audiencia prevista en el artículo anterior, en el mismo acto el juez dispondrá:

1) (Texto según ley 11593, art. 1º) La aplicación de una multa, a favor de la otra parte, que se fijará entre cincuenta pesos ($ 50) y un mil doscientos cincuenta pesos ($ 1250), y cuyo importe deberá depositarse dentro de tercero día contado desde la fecha en que se notificó la providencia que la impuso.

2) La fijación de una nueva audiencia que tendrá lugar dentro del quinto día, la que se notificará con habilitación de día y hora, bajo apercibimiento de establecer la cuota alimentaria de acuerdo con las pretensiones de la parte actora y con las constancias del expediente.

Incomparecencia injustificada del actor. Efectos. 

Art. 638 – Incomparecencia injustificada de la parte actora. Efectos. Cuando quien no compareciere, sin causa justificada a la audiencia que prevé el art. 636 fuere la parte actora, el juez señalará nueva audiencia, en la misma forma y plazo previstos en el artículo anterior, bajo apercibimiento de tenerla por desistida de su pretensión si no concurriese.

Incomparecencia justificada.

Art. 639 – Incomparecencia justificada. A la parte actora y a la demandada se les admitirá la justificación de la incomparecencia por una sola vez. Si la causa subsistiere, aquéllas deberán hacerse representar por apoderado, bajo apercibimiento de lo dispuesto en los arts. 637 y 638, según el caso.

INTERVENCIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.

Art. 640 – Intervención de la parte demandada. En la audiencia prevista en el art. 636, el demandado, para demostrar la falta de título o derecho de quien pretende los alimentos, así como la situación patrimonial propia o de la parte actora sólo podrá:

1) Acompañar prueba instrumental.

2) Solicitar informes cuyo diligenciamiento no podrá postergar, en ningún caso, el plazo fijado en el art. 641.

El juez al sentenciar valorará esas pruebas para determinar el monto de la pensión, o para denegarla, en su caso.

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA. ALIMENTOS ATRASADOS.

Art. 641 – Sentencia. Cuando en la oportunidad prevista en el art. 636 no se hubiere llegado a un acuerdo, el juez, sin necesidad de petición de parte, deberá dictar sentencia dentro de cinco (5) días, contados desde que se hubiese producido la prueba ofrecida por la parte actora.

Admitida la pretensión, el juez fijará la suma que considere equitativa y la mandará abonar por meses anticipados, desde la fecha de interposición de la demanda.

Fracaso del acuerdo. Sentencia – el objetivo primordial de la audiencia preliminar del art. 636 es lograr que las partes arriben a un acuerdo sobre los alimentos que se dicen incumplidos.

Si tal circunstancia no se da, entonces ese contexto será el propicio para que el demandado haga ejercicio de su derecho de defensa, aportando documentos y ofreciendo prueba. De todo ello habrá de dejarse constancia en el acta de la diligencia que habrá de levantarse.

Concluida aquélla, el juez, aun sin que las partes lo pidan, deberá resolver el conflicto y dictar sentencia en el plazo de 5 días, contados desde que se produzca la prueba ofrecida por la actora en el escrito de inicio (art. 635).

En la resolución judicial, el magistrado admitirá o rechazará la pretensión alimentaria, dependiendo de si encuentra o no justificado el título alegado en la demanda.

Si hace lugar a ella, habrá de pasar al segundo momento: el establecimiento de la cuota. La cuota alimentaria puede fijarse de 2 maneras:

1) estableciendo una suma fija.

2) fijando un porcentaje sobre los ingresos del alimentante. 

Si existe relación de dependencia, el mecanismo más apropiado es establecer un porcentaje sobre los ingresos del alimentante, lo cual permitirá la modificación de la cuota en la medida que la remuneración del alimentante aumente. De esta manera, se evita el constante trámite de incidentes de aumento de cuota alimentaria, con el consiguiente dispendio de actividad jurisdiccional que ello significa. 

El otro sistema es el de la suma fija, adoptado en aquellos casos en que no exista relación de dependencia en la tarea laboral desarrollada por el alimentante, o cuando no se logre determinar el quantum de la misma y aún en el supuesto de que ésta sufra desniveles, como consecuencias de las contingencias del mercado.

Asimismo, podrá establecerse –si se acredita debidamente su necesidad– la determinación de cuotas referidas a alimentos extraordinarios, normalmente destinados a cubrir erogaciones puntuales frente a necesidades concretas –compra de algún bien, un tratamiento médico determinado, un viaje, etc.–.

En la sentencia que hace lugar a la pretensión alimentaria se impondrán las costas al vencido, siguiéndose la regla general del art. 68.

Art. 642 – Alimentos atrasados. Respecto de los alimentos que se devengaren durante la tramitación del juicio, el juez fijará una cuota suplementaria, de acuerdo con las disposiciones sobre inembargabilidad de sueldos, jubilaciones y pensiones, la que se abonará en forma independiente.

Cuotas suplementarias – El CPCCBA, art. 642, establece respecto de los alimentos que se devengaren durante la tramitación del juicio, que el juez fijará una cuota suplementaria, de acuerdo con las disposiciones sobre inembargabilidad de sueldos, jubilaciones y pensiones, la que se abonará en forma independiente. 

Aún cuando las sumas que se van acumulando en concepto de cuota alimentaria durante el trámite del proceso son exigibles en su totalidad, la jurisprudencia ha ido fijando facilidades para su pago mediante la implementación de cuotas suplementarias, siempre y cuando se acreditara que el deudor no estaba en condiciones de efectuar el pago en su totalidad.

Las cuotas suplementarias constituyen, pues, un modo de permitir al deudor satisfacer, en un plazo acordado judicialmente, los alimentos devengados durante el juicio.  

Art. 643 – Percepción. Salvo acuerdo de partes, la cuota alimentaria se depositará en el Banco de la Provincia de Buenos Aires y se entregará al beneficiario a su sola presentación. Su apoderado únicamente podrá percibirla cuando existiere resolución fundada que así lo ordenare.

Art. 645 – Cumplimiento de la sentencia. Si dentro de quinto día de intimado el pago, la parte vencida no lo hubiere hecho efectivo, sin otra sustanciación se procederá al embargo y se decretará la venta de los bienes necesarios para cubrir el importe de la deuda.

RECURSOS.

Art. 644 – Recursos. La sentencia que deniegue los alimentos será apelable en ambos efectos. Si los admitiere, el recurso se concederá en efecto devolutivo. En este último supuesto, una vez deducida la apelación, se expedirá testimonio de la sentencia, el que se reservará en el juzgado para su ejecución, remitiéndose inmediatamente las actuaciones a la cámara.

CESACIÓN DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA POR DIVORCIO CULPABLE.

Art. 646 – Divorcio decretado por culpa de uno o de ambos cónyuges. Cuando se tratase de alimentos fijados a favor de uno de los cónyuges durante la sustanciación del juicio de divorcio, y recayese sentencia definitiva decretándolo por culpa de aquél o de ambos, la obligación del alimentante cesará de pleno derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 80, Ley de Matrimonio Civil.

MODIFICACIÓN, AMPLIACIÓN Y REDUCCIÓN DE LA PRESTACIÓN. PROCEDIMIENTO.

Art. 647 – Trámite para la modificación o cesación de los alimentos. Toda petición de aumento, disminución, cesación o coparticipación en los alimentos, se sustanciará por las normas de los incidentes, en el proceso en que fueron solicitados. Este trámite no interrumpirá la percepción de las cuotas ya fijadas.

LITISEXPENSAS.

Art. 648 – Litisexpensas. La demanda por litisexpensas se sustanciará de acuerdo con las normas de este título.

5. Rendición de cuentas, concepto. Demanda por rendición de cuentas y por aprobación de cuentas. Conceptos. Requisitos de admisibilidad. Saldos reconocidos. 

RENDICIÓN DE CUENTAS. CONCEPTO.

Se denomina rendición de cuentas, en general, a la obligación que contrae quien ha realizado actos de administración o de gestión por cuenta y en interés de un tercero y en cuya virtud debe suministrar a éste un detalle circuns​tanciado y documentado acerca de las operaciones realizadas, estableciendo, eventualmente, el saldo deudor o acreedor resultante en contra o a favor del administrador o gestor. Tal obligación pesa, entre otros, sobre los tutores, curado​res, administradores de sociedades con posterioridad a la extinción de éstas, mandatarios, gestores de negocios ajenos, comisionistas, etcétera.

La rendición de cuentas puede ser extrajudicial o judicial, según que, respectivamente, se efectúe fuera de juicio o constituya el objeto de una preten​sión procesal fundada en la negativa u omisión del obligado a rendirlas o en la negativa del dueño de los bienes a recibirla.

DEMANDA POR OBLIGACIÓN DE RENDIR CUENTAS.

Art. 649 – Obligación de rendir cuentas. La demanda por obligación de rendir cuentas tramitará por juicio sumario, a menos que integrase otras pretensiones que debieren sustanciarse en juicio ordinario.

El traslado de la demanda se hará bajo apercibimiento de que si el demandado no la contestare, o admitiere la obligación y no las rindiere dentro del plazo que el juez fije al conferir dicho traslado, se tendrán por aprobadas las que presente el actor, en todo aquello que el demandado no pruebe que sean inexactas.

Obligación de rendir cuentas – la demanda debe tramitar por juicio sumario, salvo el caso de la obligación de rendir cuentas que integre otras pretensiones a las cuales corres​ponda el trámite del proceso ordinario 

Dicho trámite tiene por objeto la comprobación de la obligación y even​tual condena a rendir cuentas. Pueden presentarse, por consiguiente, las siguientes hipótesis:

1) que al contestar el traslado de la demanda el demandado se oponga a la pretensión fundado en que, por cualquier motivo, no se encuentra obligado a rendir cuentas. En este caso el proceso debe continuar hasta el pronunciamien​to del fallo que declare la existencia o inexistencia de la obligación. En el pri​mer supuesto corresponde condenar al demandado a rendir cuentas dentro del plazo que el juez determine, bajo apercibimiento de tener por aprobadas las que presente el actor en todo aquello que aquél no demuestre ser inexacto.

2) que el demandado se abstenga de contestar la demanda, en cuyo su​puesto, vencido el plazo de la contestación, el juez debe acordar plazo al actor para la presentación de las cuentas y conferir traslado de éstas al demandado, quien de considerarlas inexactas, puede promover incidente de impugna​ción en el cual le incumbe la carga de la prueba tendiente a acreditar sus mani​festaciones en aquel sentido.

3) que el demandado se allane a la pretensión y no rinda cuentas dentro del plazo fijado, en cuya hipótesis es aplicable el mismo procedimiento que en el caso anterior.

4) que el demandado se allane a la pretensión y rinda cuentas dentro del plazo fijado. En tal caso corresponde conferir traslado al actor y observar, si media impugnación, el trámite de los incidentes.

Trámite por incidente.

Art. 650 – Trámite por incidente. Se aplicará el procedimiento de los incidentes siempre que:

1) Exista condena judicial a rendir cuentas.

2) La obligación de rendirlas resultare de instrumento público o privado reconocido, o haya sido admitida por el obligado al ser requerido por diligencia preliminar.

Facultad judicial.

Art. 651 – Facultad judicial. En los casos del artículo anterior, si conjuntamente  con el pedido, quien promovió el incidente hubiere acompañado una cuenta provisional, el juez dará traslado a la otra parte para que la admita u observe, bajo apercibimiento de que si no lo hiciere se aprobará la presentada.

El juez fijará los plazos para los traslados y producción de prueba, atendiendo a la complejidad de las cuentas y documentos que se hubiesen acompañado.

Documentación. Justificación de partidas.

Art. 652 – Documentación. Justificación de partidas. Con el escrito de rendición de cuentas deberá acompañarse la documentación correspondiente. El juez podrá tener como justificadas las partidas respecto de las cuales no se acostumbrare a pedir recibos y fueren razonables y verosímiles.

SALDOS RECONOCIDOS.

Art. 653 – Saldos reconocidos. El actor podrá reclamar el pago de los saldos reconocidos por el demandado, sin esperar la resolución definitiva sobre las cuentas y sin que por ello se entienda que las ha aceptado.

El pedido se sustanciará por las normas sobre ejecución de sentencias.

Saldos reconocidos – la rendición de cuentas culminará con la determinación de un saldo dinerario, que normalmente el administrador deberá abonar al dueño de los negocios.
Si aquél reconoce algunos de estos saldos y desconoce otros, el CPCC admite –en pos de la celeridad procesal– que se reclame el pago de los primeros, sin que por ello se entienda que admitió el resto de las cuentas, ya que el trámite habrá de continuar con la finalidad de dilucidar lo vinculado a esos rubros cuestionados.

Serán de aplicación las normas de la ejecución de sentencia (arts. 497 a 514).

DEMANDA POR APROBACIÓN DE CUENTAS. 

Art. 654 – Demanda por aprobación de cuentas. El obligado a rendir cuentas podrá pedir la aprobación de las que presente. De la demanda, a la que deberá acompañarse boleta de depósito por el importe del saldo deudor, se dará traslado al interesado, por el plazo que fije el juez, bajo apercibimiento de ser tenido por conforme si no las impugnare al contestar. Se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento establecido en los artículos anteriores.

Demanda por aprobación de cuentas – puede darse el caso de que sea el administrador quien tenga interés en rendir cuentas. Ya sea porque existe saldo a su favor o porque simplemente quiere desligarse de la obligación pendiente por desidia o desinterés del dueño de los negocios. En estos casos, la ley contempla la posibilidad de la “demanda por aprobación de cuentas” que tramitará, en lo pertinente, según las reglas vistas para la rendición de cuentas “normal”.

6. Mensura y deslinde, conceptos. Diferencias y caracteres. Procedimiento.

MENSURA Y DESLINDE. CONCEPTO. DIFERENCIAS Y CARACTERES.

Denomínase mensura a la operación técnica consistente en ubicar con precisión el título de propiedad sobre el terreno y en comprobar, a través del plano que se trace, la coincidencia entre la superficie consignada en el título y la efectivamente poseída, determinando, eventualmente, en cuál de las pro​piedades linderas se halla la parte faltante.

El deslinde es el acto en cuya virtud se establece, mediante una mensura, la línea divisoria entre dos propiedades contiguas cuyos límites se encuentran confundidos.

DIFERENCIAS Y CARACTERES.

El proceso de mensura reviste, en rigor, carácter voluntario, pues tiende a satisfacer una petición unilateral del solicitante y no otorga derechos de posesión o dominio, los cuales, en su caso, deben hacerse valer en el corres​pondiente proceso contencioso de conocimiento. 

Por ello el art. 656 esta​blece que la mensura no afectará los derechos que los propietarios pudieran tener al dominio o a la posesión del inmueble. 

Por su parte, el proceso de deslinde es contencioso, porque entre los dueños de los terrenos cuyos límites están confundidos existe un condominio legal y, en consecuencia, cada uno de ellos tiene en el proceso el carácter de actor y demandado, y la sentencia que se dicte tiene efecto de cosa juzgada material. 

En ambos casos es juez competente el del lugar donde esté situado el inmueble. 

PROCEDIMIENTO DE MENSURA.

Art. 655 – Procedencia. Procederá la mensura judicial:

1) Cuando estando el terreno deslindado, se pretendiere comprobar su superficie.

2) Cuando los límites estuvieren confundidos con los de un terreno colindante.

Art. 656 – Alcance. La mensura no afectará los derechos que los propietarios pudieren tener al dominio o a la posesión del inmueble.

Art. 657 – Requisitos de la solicitud. Quien promoviere el procedimiento de mensura, deberá:

1) Expresar su nombre, apellido y domicilio real.

2) Constituir domicilio legal, en los términos del art. 40.

3) Acompañar el título de propiedad del inmueble.

4) Indicar el nombre, apellido y domicilio de los colindantes, o manifestar que los ignora.

5) Designar el agrimensor que ha de practicar la operación.

El juez desestimará de oficio y sin sustanciación previa la solicitud que no contuviere los requisitos establecidos.

Art. 658 – Nombramiento del perito. Edictos. Presentada la solicitud con los requisitos indicados en el artículo anterior, el juez deberá:

1) Disponer que se practique la mensura por el perito designado por el requirente.

2) Ordenar se publiquen edictos por tres (3) días, citando a quienes tuvieran interés en la mensura. La publicación deberá hacerse con la anticipación necesaria para que los interesados puedan concurrir a presenciarla, por sí o por medio de sus representantes.

En los edictos se expresará la situación del inmueble, el nombre del solicitante, el juzgado y secretaría y el lugar, día y hora en que se dará comienzo a la operación.

3) Hacer saber el pedido de mensura a la oficina topográfica.

Art. 659 – Actuación preliminar del perito. Aceptado el cargo, el agrimensor deberá:

1) Citar por circular a los propietarios de los terrenos colindantes, con la anticipación indicada en el inc. 2º del artículo anterior y especificando los datos en él mencionados.

Los citados deberán notificarse firmando la circular. Si se negaren a hacerlo, el agrimensor deberá dejar constancia en aquélla ante dos (2) testigos que la suscribirán. Si los propietarios colindantes no pudiesen ser notificados personalmente, la diligencia se practicará con quien los represente, dejándose constancia. Si se negare a firmar, se labrará acta ante dos (2) testigos, se expresarán en ella las razones en que fundare la negativa y se lo tendrá por notificado.

Si alguno de los terrenos colindantes fuese de propiedad fiscal, el agrimensor deberá citar a la autoridad administrativa que corresponda y a su representante judicial.

2) Cursar aviso al peticionario con las mismas enunciaciones que se especifiquen en la circular.

3) Solicitar instrucciones a la oficina topográfica y cumplir con los requisitos de carácter administrativo correspondientes a la intervención asignada a ese organismo.

Art. 660 – Oposiciones. La oposición que se formulara al tiempo de practicarse la mensura no impedirá su realización, ni la colocación de mojones. Se dejará constancia, en el acta, de los fundamentos de la oposición, agregándose la protesta escrita, en su caso.

Art. 661 – Oportunidad de la mensura. Cumplidos los requisitos establecidos en los arts. 657 a 659, el perito hará la mensura en el lugar, día y hora señalados, con la presencia de los interesados o de sus representantes.

Cuando por razones climáticas o mal estado del terreno no fuese posible comenzar la mensura en el día fijado en las citaciones y edictos, el profesional y los interesados podrán convenir nueva fecha, todas las veces que ello sea necesario, labrándose siempre acta de cada postergación.

Cuando la operación no pudiere llevarse a cabo por ausencia del profesional, el juzgado fijará la nueva fecha. Se publicarán edictos, se practicarán citaciones a los linderos y se cursarán avisos con la anticipación y en los términos del art. 659.

Art. 662 – Continuación de la diligencia. Cuando la mensura no pudiere terminar en el día, proseguirá en el más próximo posible. Se dejará constancia de los trabajos realizados y de la fecha en que continuará la operación, en acta que firmarán los presentes.

Art. 663 – Citación a otros linderos. Si durante la ejecución de la operación se comprobare la existencia de linderos desconocidos al tiempo de comenzarla, se los citará, si fuera posible, por el medio establecido en el art. 659, inc. 1º. El agrimensor solicitará su conformidad respecto de los trabajos ya realizados.

Art. 664 – Intervención de los interesados. Los colindantes podrán:

1) Concurrir al acto de la mensura acompañados por peritos de su elección, siendo a su cargo los gastos y honorarios que se devengaren.

2) Formular las reclamaciones a que se creyeren con derecho, exhibiendo los títulos de propiedad en que las funden. El agrimensor pondrá en ellos constancia marginal que suscribirá.

Los reclamantes que no exhibieron sus títulos sin causa justificada, deberán satisfacer las costas del juicio que promovieren contra la mensura, cualquiera fuese el resultado de aquél.

La misma sanción se aplicará a los colindantes que, debidamente citados, no hubiesen intervenido en la operación de mensura sin causa justificada.

El perito deberá expresar, oportunamente, su opinión técnica acerca de las observaciones que se hubiesen formulado.

Art. 665 – Remoción de mojones. El agrimensor no podrá remover los mojones que encontrare, a menos que hubiesen comparecido todos los colindantes y manifestasen su conformidad por escrito.

Art. 666 – Acta y trámite posterior. Terminada la mensura, el perito deberá:

1) Labrar acta en la que expresará los detalles de la operación y el nombre de los linderos que la han presenciado. Si se hubiere manifestado disconformidad, las razones invocadas.

2) Presentar al juzgado la circular de citación y, a la oficina topográfica, un informe acerca del modo en que ha cumplido su cometido y, por duplicado, el acta y el plano de la mesura. Será responsable de los daños y perjuicios que ocasionare su demora injustificada.

Art. 667 – Dictamen técnico administrativo. La oficina topográfica podrá solicitar al juez el expediente con el título de propiedad. Dentro de los treinta (30) días contados desde la recepción del acta y diligencia de mensura o, en su caso, del expediente requerido al juez, remitirá a éste uno de los ejemplares del acta, el plano y un informe acerca del valor técnico de la operación efectuada.

Art. 668 – Efectos. Cuando la oficina topográfica no observare la mensura y no existiere oposición de linderos, el juez la aprobará y mandará expedir los testimonios que los interesados solicitaren.

Art. 669 – Defectos técnicos. Cuando las observaciones u oposiciones se fundaren en cuestiones meramente técnicas, se dará traslado a los interesados por el plazo que fije el juez. Contestados los traslados o vencido el plazo para hacerlo, aquél resolverá aprobando o no la mensura, según correspondiere, u ordenando las rectificaciones pertinentes, si fuere posible.

DESLINDE.

Para que haya juicio de deslinde es presupuesto que existan terrenos contiguos cuyos límites estén confundidos. Los propietarios de los terrenos en esas condiciones se encuentran bajo un régimen de condominio legal o forzoso, al cual se le pone fin mediante este juicio. 

Es necesario que ninguno de los propietarios sepa con exactitud por dónde pasa la línea divisoria (de ambos fundos). 

Ahora bien, si existiera controversia sobre la línea divisoria y, en consecuencia, ambos colindantes se atribuyeran derechos sobre una zona litigiosa, no procederá la acción de deslinde, sino la acción reivindicatoria del art. 2447 CCiv.

Art. 670 – Deslinde por convenio. La escritura pública en que las partes hubiesen efectuado el deslinde deberá presentarse al juez, con todos sus antecedentes. Previa intervención de la oficina topográfica se aprobará el deslinde, si correspondiere.

Art. 671 – Deslinde judicial. La acción de deslinde tramitará por las normas establecidas para el juicio sumario.

Si el o los demandados no se opusieren a que se efectúe el deslinde, el juez designará de oficio perito agrimensor para que realice la mensura. Se aplicarán, en lo pertinente, las normas establecidas en el Capítulo I de este Título, con intervención de la oficina topográfica.

Presentada la mensura, se dará traslado a las partes por diez (10) días, y si expresaren su conformidad, el juez la aprobará, estableciendo el deslinde. Si mediare oposición a la mensura, el juez, previo traslado y producción de prueba por los plazos que fijare, dictará sentencia.

Art. 672 – Ejecución de la sentencia que dispone el deslinde. La ejecución de la sentencia que declare procedente el deslinde se llevará a cabo de conformidad con las normas establecidas en el artículo anterior. Si correspondiere, se efectuará el amojonamiento.

7. División de cosas comunes: presupuesto, procedimiento, costas y jurisprudencia. 

DIVISIÓN DE COSAS COMUNES. 

Uno de los medios de conclusión del condominio se halla configura​do por la división o partición, la cual consiste en transformar el derecho inma​terial del condómino en una fracción material, equivalente a su interés dentro de la cosa. Su admisibilidad está condicio​nada, básicamente, a la concurrencia de dos requisitos: 

1) la existencia de una copropiedad debidamente reconocida.

2) la inexistencia de cláusulas de indi​visión dentro de los límites fijados por la ley (art.2693 CCiv.) o de normas legales que la establezcan (arts. 2710 a 2716 CCiv.).

Art. 673 – Trámite. La demanda por división de cosas comunes se sustanciará y resolverá por el procedimiento del juicio sumario.

La sentencia deberá contener, además de los requisitos generales, la decisión expresa, cuando fuere posible, sobre la forma de la división, de acuerdo con la naturaleza de la cosa.

Art. 674 – Peritos. Ejecutoriada la sentencia, se citará a las partes a una audiencia para el nombramiento de un perito tasador, partidor o martillero, según corresponda, y para que convengan la forma de la división, si no se hubiere establecido en la sentencia. Para su designación y procedimiento  ulteriores, se aplicará las disposiciones relativas a la división de herencia, en el primer caso, o las del juicio ejecutivo, en el segundo.

Art. 675 – División extrajudicial. Si se pidiere la aprobación de una división de bienes hecha extrajudicialmente, el juez, previas las ratificaciones que correspondieren, y las citaciones necesarias en su caso, resolverá aprobándola o rechazándola, sin recurso alguno.

UNIDAD 28 – PROCESOS ESPECIALES (II).

1. Desalojo de fincas urbanas, incidencia de las causales de rescisión del contrato de locación según las leyes de emergencia. Normas del CPCC: competencia, legitimación activa y pasiva, integración de la litis; intervención de sub-inquilinos, procedimiento. La condena de futuro. Supuestos de precario tenedor y del intruso. Régimen legal, pruebas, sentencia, recursos, jerarquía.

DESALOJO DE FINCAS URBANAS.

La pretensión de desalojo es aquélla que tiene por objeto recuperar el uso y goce de un bien inmueble que se encuentre ocupado por quien carece de título para ello, sea por tener una obligación exigible de restituirlo o por revestir el carácter de simple intruso aunque sin pretensiones a la posesión.

La pretensión de desalojo es inadmisible cuando el ocupante del inmueble invoca y prueba prima facie la calidad de poseedor, debiendo en tal caso el actor deducir la correspondiente pretensión posesoria o petitoria.

NORMAS DEL CPCC.

COMPETENCIA.

El juez competente será el del lugar en que deba cumplirse la obligación –de restituir– y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en él, aunque sea accidentalmente en el momento de la notificación (art. 5º, inc. 3º).

LEGITIMACIÓN ACTIVA Y PASIVA. INTEGRACIÓN DE LA LITIS.

El legitimado activo será todo sujeto que tenga derecho al uso y goce de la cosa inmueble urbana o rústica: 

· el propietario.

· el poseedor animus domini.

· a quien goce del usufructo o uso de la cosa.

· el locador.

· el comodante.

· el administrador, etc.

Por supuesto que no deben gozar de ese uso y goce al momento de la demanda de desalojo para que su agravio sea consistente.

Por su parte, será legitimado pasivo todo aquél que tenga una obligación exigible de restituir o entregar:

· el locatario o sublocatario cuyo contrato se encuentre vencido. 

· el tenedor precario ante el requerimiento de comodante para que devuelva la cosa

· el simple intruso, que es quien ingresa al bien por actos unilaterales, sin la anuencia de quien tiene el uso y goce del mismo, sin causa jurídica alguna y sin pretender ser poseedor animus domini de la cosa
Art. 676 – Clase de juicio. La acción de desalojo de inmuebles urbanos o rurales se sustanciará por el procedimiento establecido por este Código para el juicio sumario.

Se podrá dirigir esta acción contra el locatario, sublocatario, tenedor precario, intruso, o cualquier otro ocupante, cuya obligación de restituir o entregar, sea exigible.

SUPUESTOS DE PRECARIO TENEDOR E INTRUSO.

Art. 676 bis. (Incorporado por ley 11443, art. 1º) Entrega del inmueble al accionante. En los casos que la acción de desalojo se dirija contra tenedor precario o intruso, en cualquier estado del juicio después de trabada la litis y a pedido del actor, el juez podrá disponer la inmediata entrega del inmueble si el derecho invocado fuera verosímil y previa caución real por los eventuales daños y perjuicios que se pudieren irrogar.

El juez sólo ordenará la medida cuando de no decretarse la entrega inmediata del inmueble, pudieren derivarse graves perjuicios para el accionante.

Entrega cautelar del inmueble – esta manda contempla una medida cautelar directamente vinculada con la pretensión de desalojo.

Busca que, frente al peligro en la demora que implicaría aguardar hasta el dictado de la sentencia y ante la verosimilitud del derecho, se pueda disponer provisoriamente la entrega del bien al actor a pedido de éste y luego de haber prestado caución real.

Vemos cómo aquí se limita la procedencia de la medida a casos de considerable entidad, ello atento la gravedad que importa el desalojo de los actuales ocupantes sin que exista sentencia firme al respecto.

Por otro lado, también se restringe la petición de esta cautela a que la pretensión se enderece contra tenedor precario o intruso. Quedan a la vera del camino otros legitimados pasivos como pueden ser los locatarios y sublocatarios.

Claro que a estos efectos, la calificación de “intruso” o “tenedor precario” que se efectúe en la oportunidad de dictar la medida prevista por el art. 676 bis no puede interpretarse como prejuzgamiento sobre la cuestión de fondo que debe resolverse en la sentencia del mérito.

Asimismo, no puede ser requerida esta medida antes de la promoción del juicio. Sólo opera el pedido “en cualquier estado del juicio después de trabada la litis”.

Le son aplicables a esta figura las pautas generales de las medidas cautelares. 

LA CONDENA DE FUTURO.

Art. 677 – Condena de futuro. La demanda de desalojo podrá interponerse antes del vencimiento del plazo convenido para la restitución del bien, en cuyo caso la sentencia que ordena la desocupación deberá cumplirse una vez vencido aquél. Las costas serán a cargo del actor cuando el demandado, además de allanarse a la demanda, cumpla con su obligación de desocupar el bien o devolverlo en la forma convenida.

Condena anticipada – vemos aquí una rara figura procesal, cual es la posibilidad de que se reclame y resuelva el desalojo de un bien inmueble antes de que exista obligación exigible de restituirlo en los casos en que previamente se pactó un plazo de duración en el marco de un contrato.

Como ya se señalara, es condición de procedencia del desalojo la existencia de un deber exigible de reintegrar la cosa.

En este caso, el legislador ha dejado de lado tal recaudo, priorizando el temor fundado de que cuando llegue ese momento el ocupante no cumpla en debido tiempo con su obligación y ello cause un particular perjuicio al actor. Por tal circunstancia es que permite la procedencia de una pretensión con efecto “preventivo”.

El fallo determinará la fecha en que habrá de hacerse esa entrega de la cosa.

Se resguarda el derecho de la parte demandada haciéndose cargar al actor con todas las costas del juicio en la medida en que se haya allanado a la demanda y, además, entregue el inmueble en la fecha estipulada por el magistrado.

2. Desalojo de fincas rurales, régimen legal. Competencia. Procedimiento. Jurisprudencia.

3. El proceso de expropiación: regímenes legales en la Pcia. de Bs. As y el federal. Procedimiento. Contenido de la sentencia. Costas. Recursos.

4. El proceso de usucapión. Normas sustanciales y procesales. Requisitos de la demanda. La prueba. Jurisprudencia. La sentencia: efectos, inscripción, tasas.

EL PROCESO DE USUCAPIÓN.

El proceso de usucapión tiene como objeto la pretensión consistente en obtener, mediante el pronunciamiento de una sentencia declarativa, un título supletorio de dominio a favor de quien ha poseído un bien inmueble durante el plazo y en las condi​ciones previstas por el art. 4015 del CCiv. (“prescríbese también la propiedad de cosas inmuebles y demás derechos reales por la posesión continua de veinte años, con ánimo de tener la cosa para sí, sin necesidad de título y buena fe por parte del poseedor...”). 
El proceso es de carácter contencioso y debe sustanciarse con quien resulte titular del dominio de acuerdo con las constancias del Catastro, Registro de la Propiedad o cualquier otro registro oficial del lugar del inmueble.

NORMAS SUSTANCIALES Y PROCESALES.

El juicio de usucapión está reglado por la ley 14159 con la reforma del decreto-ley 5756/58, que en su art. 24 dispone: 

En el juicio de adquisición del dominio de inmuebles por la posesión continuada de los mismos (artículo 4015 y concordantes del Código Civil) se observarán las siguientes reglas:

a) El juicio será de carácter contencioso y deberá entenderse con quien resulte titular del dominio… Si no se pudiera establecer con precisión quién figura como titular al tiempo de promoverse la demanda, se procederá en la forma que los códigos de procedimientos señalan para la citación de personas desconocidas;

El juicio no es propiamente de adquisición sino de declaración de la adquisición.

b) Con la demanda se acompañará plano de mensura, suscripto por profesional (agrimensor o ingeniero civil) autorizado y aprobado por la oficina técnica respectiva.

c) Se admitirá toda clase de pruebas, pero el fallo no podrá basarse exclusivamente en la testimonial. Corresponderá al juez la valoración de las pruebas, según el caso concreto.

d) En caso de haber interés fiscal comprometido, el juicio se entenderá con el representante legal de la Nación, de la provincia o de la municipalidad a quien afecte la demanda. Habrá interés fiscal cuando los inmuebles puedan pertenecer al Estado, sea originariamente o por vacancia.

Las disposiciones precedentes no regirán cuando la adquisición del dominio por posesión veinteñal no se plantea en juicio como acción, sino como defensa.

PARTES DEL JUICIO. 

Dentro del marco litigioso de una usucapión, se enfrentarán por un lado quien o quienes se encuentren poseyendo el inmueble y entiendan que a su respecto se han cumplido las condiciones legales para que opere la figura del art. 4015, CCiv.

Demandado será quien o quienes aparezcan como titulares de dominio del bien a partir de constancias registrales u otras fuentes

JUEZ COMPETENTE.

El juez competente para este trámite será el del lugar donde se encuentre el bien a usucapir (art. 5 inc. 1 CPCC).

REQUISITOS DE LA DEMANDA. LA PRUEBA.

Art. 679 – Vía sumaria. Requisitos de la demanda. Cuando se trate de probar la adquisición del dominio de inmuebles, por la posesión, de conformidad a las disposiciones de las leyes de fondo, se observarán las reglas del proceso sumario, con las siguientes modificaciones:

1) Se admitirá toda clase de pruebas, pero la sentencia no podrá basarse exclusivamente en la testifical;

2) La demanda deberá acompañarse de certificados otorgados por el Registro de la Propiedad, donde conste la condición jurídica del inmueble, debiendo informar dicho organismo con precisión y amplitud, todos los datos sobre el titular o titulares del dominio;

3) También se acompañará un plano firmado por profesional matriculado, que determine el área, linderos y ubicación del bien, el que será visado por el organismo técnico-administrativo, que corresponda.

4) Será parte en el juicio quien figure como propietario en el Registro de la Propiedad o, en su defecto, el señor fiscal de Estado, o la municipalidad correspondiente a la ubicación del inmueble, según se encuentren o no afectados intereses fiscales, provinciales o municipales.

La prueba – será esencial la prueba de los extremos legales alegados en la demanda Concretamente dos: los actos posesorios y el tiempo continuado de los mismos. 

Respecto de los actos posesorios, se entiende que los mismos importan la manifestación externa del animus domini, esto es, detentar la cosa para sí con la intención de ejercer sobre ella un completo señorío, aquel que sólo corresponde a su pleno propietario.

La prueba debe acreditar que el actor se comportó ante los ojos de la sociedad como el dueño del fundo. Este comportamiento puede desplegarse de innumerables modos: la plantación de árboles, la edificación de mejoras, el mantenimiento de alambrados y cercos, la instalación de servicios -agua, luz, teléfono, gas, cloacas-, ampliación de las comodidades preexistentes, el pago de impuestos, tasas, contribuciones, etc.

Por otro lado, esa actividad posesoria habrá de ser ininterrumpida (“continua”) y extenderse por el plazo de la ley: 20 años en los supuestos donde no existe justo título ni buena fe por parte del usucapiente (art. 4015 CCiv.); 10 años si se da el justo título y la buena fe (art. 3999 CCiv.).

En materia probatoria, la ley no plantea limitaciones. No obstante, veda que la sentencia haga pie solamente en prueba de testigos.

Propietario ignorado.

Art. 680 – Propietario ignorado. Toda vez que se ignore el propietario del inmueble se requerirá informe del organismo técnico-administrativo, que corresponda, de la Provincia, sobre los antecedentes del dominio y si existen intereses fiscales comprometidos.

Indagación sobre el paradero del propietario – el Código regula la usucapión como un típico proceso contencioso. De allí la necesidad de una correcta individualización de la parte demandada.

Los datos del demandado surgirán, por lo general, de los informes de dominio emitidos por el Registro de la Propiedad a que alude el inc. 2 del artículo anterior. 

Ahora bien, si no se logra determinar quién es el titular de dominio a partir de los datos del Registro de la Propiedad Inmueble, este art. ordena que se solicite informes al organismo técnico administrativo provincial respectivo (Direcciones de Catrastro, de Geodesia y hasta podría consultarse la dependencia equivalente dentro de la Municipalidad de que se trate), a los efectos de que se expida sobre si en sus archivos existen antecedentes dominiales del bien y, eventualmente, indique si existen intereses fiscales en juego.

También puede darse el supuesto de que se conozca la identidad del titular registral y de averiguaciones posteriores surja que éste ha fallecido y no se sepa si tiene herederos o no se pueda dar con el paradero de los mismos.

En todos estos casos se aplicarán las reglas generales que operan para la hipótesis de “citación de persona incierta” que contempla el art. 341, esto es, la vía de los edictos reguladas en los arts. 145 a 147.

Traslado. Informe sobre domicilio.

Art. 681 – Traslado. Informe sobre domicilio. De la demanda se dará traslado al propietario, o al fiscal de Estado o municipalidad, en su caso. Cuando se ignore el domicilio del propietario, se requerirán informes de la secretaría electoral y delegaciones locales de policía y correos con relación al último domicilio conocido o supuesto del demandado. De dar resultado negativo se lo citará por edictos por diez (10) días en el Boletín Judicial y en un diario de la zona, previniéndosele que si no se presenta y contesta la demanda, se le nombrará defensor al de ausentes en turno. Serán citados, además, quienes se consideren con derecho sobre el inmueble.

Traslado de la demanda – si se ha podido determinar quién es el titular de dominio y se conoce su domicilio real, se dará traslado de la demanda normalmente de acuerdo con las reglas ya vistas.

Si no se trata de persona física, la notificación de la demanda seguirá las pautas generales respecto de los representantes de las diferentes personas jurídicas (se cita en este artículo el caso del Fiscal de Estado para el supuesto de demandarse a la Provincia de Buenos Aires).

Ahora bien, si se conoce la identidad del propietario pero no su domicilio, se habrán de realizar las gestiones tendientes a la averiguación de este dato mediante los trámites de rigor (oficios pidiendo información a la secretaría electoral de la jurisdicción, a las delegaciones policiales correspondientes y a la oficina de correos del lugar para que brinden datos sobre el último domicilio conocido o supuesto del sujeto demandado, cuyos datos filiatorios habrán de ser consignados en tales diligencias con la mayor amplitud posible).

Frente al resultado negativo, operará también aquí la citación por edictos. Se deberán publicar durante 2 días (art. 341) y los interesados tendrán 10 para presentarse en el expediente, a contar desde la última publicación en el Boletín Oficial y en un diario de la zona donde se encuentra el bien objeto del proceso. En los avisos se indicará que si no se presenta el citado y contesta la demanda, se le designará un defensor oficial.

En los mismos edictos se incluirá la convocatoria a todo otro sujeto que se considere con derechos sobre el bien a usucapir.

LA SENTENCIA. EFECTOS. INSCRIPCIÓN.

Art. 682 – Inscripción de sentencia favorable. Dictada sentencia acogiendo la demanda se dispondrá su inscripción en el Registro de la Propiedad y la cancelación de la anterior si estuviere inscripto el dominio. La sentencia hará cosa juzgada material.

Cosa juzgada en la usucapión – la sentencia que acoja favorablemente la pretensión -de adquirir firmeza- hará cosa juzgada material.

Esta sentencia declarativa de la adquisición del dominio por usucapión será ejecutable mediante la inscripción de su contenido en el Registro de la Propiedad Inmueble pertinente, operándose -por incompatibilidad- la cancelación de la inscripción dominial respecto del demandado vencido.

Si, por el contrario, se produce el rechazo de la pretensión, habrá que determinar cuál fue la causa de tal medida. Si ha sido la falta de los recaudos de fondo, ello hará cosa juzgada también respecto del actor; si lo fue por ausencia de requisitos de admisibilidad, la pretensión podrá ser renovada, cumplimentándose debidamente los recaudos que exige la ley en el art. 679.

5. Demanda originaria de inconstitucionalidad en la provincia de Buenos Aires. Requisitos de admisibilidad; plazos para demandar, jurisprudencia, procedimiento. Contenido y efectos de la sentencia. 

DEMANDA ORIGINARIA DE INCONSTITUCIONALIDAD EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES.

REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD.

El CPCC reglamenta el procedimiento para el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad prevista en el art. 161 inc. 1 de la Constitución provincial, pauta que le otorga a la SCJBA el ejercicio de la jurisdicción originaria y de apelación para conocer y resolver acerca de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos que estatuyan sobre la materia regida por la Constitución.

De ello se desprende que son 2 los caminos que llevan al Alto Tribunal a conocer sobre la constitucionalidad de las normas:

· el del recurso extraordinario de inconstitucionalidad, esto es, por la vía revisora.

· y el ejercicio de una acción autónoma, promovida directamente ante la Corte, con el objeto de que establezca si determinada ley, decreto, ordenanza o reglamento contrasta con los principios constitucionales provinciales.
El art. 161 inc. 1 exige que la prescripción objeto de la demanda originaria de inconstitucionalidad sea “controvertida por parte interesada”. El interés que califica a la parte en la expresión del mencionado precepto constitucional debe ser “particular” y “directo”

Además, la calidad de parte interesada debe ser acreditada como requisito necesario para la procedencia de la demanda. 

Materia regida por la Constitución provincial.

Es indispensable que se indique la disposición constitucional afectada por la norma jurídica impugnada. Esta mención debe ser concreta. 

En concordancia con lo expuesto, no es viable el pronunciamiento sobre derechos amparados por la CN. En efecto, la demanda originaria de inconstitucionalidad autorizada por el art. 161 inc. 1 sólo es admisible para impugnar violaciones a la carta provincial.

Además, la SCJBA excluye a la demanda originaria de inconstitucionalidad como medio apto para juzgar la concordancia de normas de carácter provincial frente a otras de carácter nacional. 

Plazo para demandar.

Objeto del juicio.

Art. 683 – Objeto del juicio. De acuerdo a lo dispuesto por la Constitución de la Provincia, se podrá demandar la declaración de inconstitucionalidad de ley, decreto, ordenanza o reglamento que estatuya sobre materia regida por aquélla, debiendo observarse el siguiente procedimiento.

PLAZO PARA DEMANDAR.

Art. 684 – Plazo para demandar. La demanda se interpondrá ante la Suprema Corte de Justicia dentro del plazo de treinta (30) días, computados desde que el precepto impugnado afecte concretamente los derechos patrimoniales del actor.

Después de vencido ese plazo, se considerará extinguida la competencia originaria de la Suprema Corte, sin perjuicio de la facultad del interesado para ocurrir a la jurisdicción ordinaria en defensa de los derechos patrimoniales que estime afectados.

Plazo para demandar – la demanda debe entablarse ante la SCJBA dentro del plazo de 30 días, computados desde que el precepto impugnado afecte concretamente los derechos patrimoniales del actor. 

Como puede apreciarse, la limitación temporal se relaciona con la afectación de derechos patrimoniales, no siendo aplicable:

· cuando se encuentren en juego cuestiones no patrimoniales.

· cuando no se ha procedido a la aplicación de la norma señalada como contraria a la Constitución.

· en los casos de estricto carácter institucional.

Excepciones al plazo.

Art. 685 – Excepciones. No regirá dicho plazo, cuando se trate de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos, de carácter institucional o que afecten derechos de la personalidad no patrimoniales.

Tampoco regirá cualquiera sea la naturaleza de los preceptos impugnados, cuando éstos no hayan sido aún aplicados al demandante y la acción se ejercite con finalidad preventiva.

Traslado de la demanda. Funcionarios competentes.

Art. 686 – Traslado. Funcionarios competentes. El presidente del tribunal dará traslado de la demanda, por quince (15) días:

1) Al Asesor de Gobierno, cuando el acto haya sido dictado por los poderes Legislativo o Ejecutivo;

2) A los representantes legales de las municipalidades, o a los funcionarios que ejerzan la titularidad de los organismos involucrados, cuando los preceptos emanaren de dichas entidades.

Traslado. Legitimación pasiva – interpuesta la demanda y superado el control liminar de procedencia, el Presidente del Alto Tribunal correrá traslado de la demanda por el término de 15 días. 

La acción ha de sustanciarse con el Asesor General de Gobierno cuando el acto haya sido dictado por los PE o PL.

En cambio, cuando se cuestionen normas municipales, el traslado se conferirá a los representantes legales, o a los funcionarios que ejerzan la titularidad de los organismos involucrados en el dictado del precepto.

Medidas probatorias. Conclusión para definitiva.

Art. 687 – Medidas probatorias. Conclusión para definitiva. Contestado el traslado o vencido el plazo, el presidente ordenará las medidas probatorias que considere convenientes fijando el término para su diligenciamiento. Concluida la causa para definitiva, se oirá el Procurador General y se dictará la providencia de autos.

Medidas probatorias. Conclusión de la causa para definitiva – Corrido el traslado de la demanda, el requerido debe contestarla; cumplido lo cual (o vencido el plazo para hacerlo), el Presidente del Tribunal fijará un plazo para la producción de las pruebas que considere pertinentes, contando con facultades para desestimar aquéllas que se muestren sobreabundantes o impertinentes.

Posteriormente, será oído el Procurar General, quedando el expediente en condiciones de dictar sentencia. 

CONTENIDO Y EFECTOS DE LA SENTENCIA.

Art. 688 – Contenido de la decisión. Si la Suprema Corte estimase que la ley, decreto, ordenanza o reglamento cuestionados, son contrarios a la cláusula o cláusulas de la Constitución que se citaron, deberá hacer la correspondiente declaración sobre los puntos discutidos.

Si por el contrario, no halla infracción constitucional, desechará la demanda.

Contenido y efectos de la sentencia – si la Corte estima que la norma es contraria a la Constitución provincial declarará la inconstitucionalidad, expresando los motivos suficientemente fundados. Caso contrario, rechazará la demanda.

La declaración de inconstitucionalidad de un precepto acarrea la eliminación del vallado legal que impedía a la actora acceder al derecho afectado.

No obstante, entendemos adecuado precisar que la sentencia declarativa carece de efectos derogatorios o erga omnes, de lo que se deduce que la norma cuestionada no pierde vigencia sino respecto de aquél que interpuso la demanda.

6. Conflicto de poderes. Concepto. Competencia de la SCJBA. Procedimiento. contenido y efectos de la sentencia. 

CONFLICTO DE PODERES. CONCEPTO. 

El art. 161 inc. 2 de la Constitución de la provincia asigna a la esfera originaria de la Corte y de manera exclusiva, las causas de competencia entre los poderes públicos de la Provincia. 

La expresión “causas de competencia” se identifica con la idea de “conflicto” (en forma amplia, pues involucra también a los suscitados en el gobierno municipal). En concordancia con ello, la SCJBA ha expresado que por “causas de competencia” se entienden los conflictos nacidos sobre el alcance de las atribuciones constitucionales en cada uno de los poderes subordinados al régimen federal, y son esas causas de competencia aquellas que la Corte está llamada a resolver.

En estos casos, la SCJBA no actúa como un tribunal ordinario, sino como tribunal constitucional. Es decir, no lo hace como parte del Poder Judicial, sino como juzgador creado por la Constitución expresamente para resolver la desavenencia entre los Poderes Públicos. 

El conflicto al que se refiere este artículo puede presentarse:

· cuando un poder invada las atribuciones exclusivas del otro. No lo será en las concurrentes.

· cuando colisionen dos poderes y cada uno reclame para sí el ejercicio de una atribución, es decir, una disputa.

· cuando un poder desconozca la acción del otro impidiendo o dificultando el ejercicio de la función constitucional o legalmente asignada.
COMPETENCIA DE LA SCJBA. PROCEDIMIENTO.

Art. 689 – Tribunal competente. Las causas de competencia entre los poderes públicos de la Provincia, serán resueltas por la Suprema Corte, a la vista de los antecedentes que le fueren remitidos y previo dictamen del Procurador General.

Deducida la demanda, la Corte requerirá del otro poder el envío de los antecedentes constitutivos del conflicto, los que serán remitidos dentro de cinco (5) días a más tardar, con prevención de que será resuelto con los presentados por el poder demandante.

CONTENIDO Y EFECTOS DE LA SENTENCIA.

Art. 690 – Resolución. El Procurador General deberá expedirse en el plazo de cinco (5) días y la Suprema Corte resolver de inmediato, comunicando la resolución a quien corresponda.

Contenido y efectos de la sentencia – cerrada la discusión, se remitirá el expediente al Procurador General para que dictamine en el plazo de 5 días.

Cumplido ello, la Corte resolverá lo que corresponda respecto de la controversia suscitada, comunicándose la decisión a los órganos involucrados y disponiendo toda otra medida que sea necesaria para dar debido cumplimiento a lo establecido como solución del diferendo entre los poderes públicos en pugna

7. El Proceso de adopción, clases. Procedimiento. El principio de publicidad. Características. Partes. 

EL PROCESO DE ADOPCIÓN. CLASES. PROCEDIMIENTO. EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD. CARACTERÍSTICAS. PARTES.

El trámite judicial de la adopción tiene 2 etapas bien definidas: LA GUARDA PREADOPTIVA Y EL JUICIO DE ADOPCIÓN.

LA GUARDA PREADOPTIVA.

La LEY 24.779 erradicó la posibilidad del otorgamiento de la guarda por otro medio que no sea el judicial, cuando dispuso en el art. 18 que se prohíbe expresamente la entrega en guarda de menores mediante escritura pública o acto administrativo.

Asimismo, el art. 316 dispone que la guarda deberá ser otorgada por el juez o tribunal del domicilio del menor, o donde judicialmente se hubiera comprobado el abandono del mismo. 

A los fines del otorgamiento de la guarda, la LEY 25.854 creó el Registro Único de Aspirantes a Guarda con Fines Adoptivos. Este Registro tiene como fin formalizar una lista de aspirantes a guardas con fines de adopción, la que será denominada “nómina de aspirantes”. 

Para poder formar parte de dicha nómina, se exige que los peticionantes estén domiciliados en el territorio de Argentina, con residencia efectiva, durante un período anterior de al menos 5 años. En el caso de los extranjeros, el plazo comenzará a regir a partir de la radicación otorgada por la Dirección Nacional de Migraciones.

La nómina de aspirantes se integra con la lista de todos los inscriptos en ella, tanto de las provincias como de la Ciudad Autónoma de Bs. As. Los datos de los aspirantes constarán en un LEGAJO, en el que deben asentarse los siguientes datos:

· nombre.

· DNI.

· número de legajo.

· sexo.

· nacionalidad.

· estado civil.

· domicilio real.

· profesión u oficio.

· si se encuentra imposibilitado de concebir, cuando ello fuera requisitos para el otorgamiento de la adopción.
· características del niño que se pretende adoptar.

· si posee otros hijos.

· fecha de inicio del trámite, etc.

 JUEZ COMPETENTE para discernir la guarda preadoptiva – el art. 316 establece que será competente el juez o tribunal del domicilio del menor o el del lugar en que judicialmente se hubiera comprobado el abandono.

Entendemos que, siempre que el menor tuviera domicilio conocido, será ante el juez de dicho domicilio que deberán promoverse las actuaciones para conferir la guarda en protección a su persona.

La eventualidad de que se desconozca su domicilio y que, en consecuencia, se deba recurrir al juez del lugar en que se comprobó el abandono, es una hipótesis de carácter residual. 

REQUISITOS PARA OTORGAR LA GUARDA establecidos en la LEY 24.779 – el art. 317 determina que son requisitos para otorgar la guarda:

1. citación a los progenitores del menor a fin de que presten su consentimiento para el otorgamiento de la guarda con fines de adopción.

La citación tiene una doble finalidad: que sean oídos y que presten su consentimiento.

· prestación del consentimiento de los progenitores: se pueden dar varias situaciones:

· que comparezcan y nieguen el consentimiento para que su hijo sea otorgado en guarda.

· que comparezcan y presten su consentimiento para el otorgamiento de la guarda, pero que se opongan a que sea a favor del peticionante, designando el matrimonio o la persona que consideran debe ser adoptante.
· que comparezcan y uno de preste el consentimiento y el otro se niegue.
· que comparezcan y guarden silencio.
· que comparezca uno sólo dando su consentimiento y el otro no se presente.
· que comparezcan ambos y den consentimiento sólo para la adopción simple, y no para la plena.

· derecho a ser oídos: tienen el derecho-deber de ser escuchados, de explicar cuáles fueron las causas que los han llevado al extremo de dar a su hijo en adopción, y las razones por las que se oponen a la concesión de la guarda. 

MOMENTO DE LA CITACIÓN – respecto de la citación, el art. 317 dispone que “…el juez determinará dentro de los sesenta días posteriores al nacimiento la oportunidad de dicha citación…”.
La redacción es confusa, no obstante lo cual se sostiene que el juez debe citar a la madre después de los 60 días del nacimiento. Si la madre hubiera prestado el consentimiento dentro de los 60 días, el juez tiene que citarla nuevamente transcurrido dicho plazo para que, en uso de su libertad y terminado el estado puerperal, pueda decidir. 

Cuando la guarda a otorgarse fuera de un menor de 2 meses o más, no rige la exigencia en estudio.

EXCEPCIÓN AL CONSENTIMIENTO – el mismo art. 317 contiene una excepción a la prestación del consentimiento: “No será necesario el consentimiento cuando el menor estuviese en un establecimiento asistencial y los padres se hubieran desentendido totalmente del mismo durante un año, o cuando el desamparo moral o material resulte evidente, manifiesto y continuo, y esa situación hubiese sido comprobada por la autoridad judicial. Tampoco será necesario cuando los padres hubiesen sido privados de la patria potestad, o cuando hubiesen manifestado judicialmente su expresa voluntad de entregar al menor en adopción”.
2. OBLIGACIÓN DEL JUEZ DE TOMAR CONOCIMIENTO PERSONAL DEL ADOPTADO. 

El art. 317 inc. b dispone que es obligación del juez, bajo pena de nulidad, tomar conocimiento personal del adoptado. 

En concordancia con esta exigencia, el juez debe mantener una entrevista personal con el menor, cuya modalidad dependerá de la edad de éste. 

En tal oportunidad tendrá ocasión no sólo de conocer al menor cuya guarda se solicita, sino que podrá también recabarle su opinión respecto del posible nuevo emplazamiento que podría disponerse, si su edad así lo permitiera. 

Consideramos, además, que por la trascendencia de esta entrevista, el juez debe hacerla personalmente, no pudiendo delegarla en sus subordinados. 

3. CONOCIMIENTO Y EXAMEN DE LOS PRETENDIDOS ADOPTANTES.

Nuevamente, el art. 317 inc. c dispone que el juez deberá tomar conocimiento de las condiciones personales, edad y aptitudes del o los adoptantes, teniendo en consideración las necesidades y los intereses del menor, con la efectiva participación del Ministerio Público y la opinión de los equipos técnicos consultados a tal fin. 

En este aspecto, es de singular importancia la opinión de los equipos técnicos consulados, que deberán producir un informe ambiental del pretenso adoptante, juicio que merece a sus vecinos, capacidad de la vivienda donde reside, etc. 

Este informe, sumado a las demás pruebas, permitirá establecer si el candidato satisface o no las necesidades e intereses del menor. 

4. CONOCIMIENTO DE LA FAMILIA BIOLÓGICA DEL MENOR.

Finalmente, el art. 3147 inc. d dispone que iguales condiciones a las dispuestas en el inciso anterior podrán observarse respecto de la familia biológica. Es decir, faculta al juez a tomar conocimiento de la familia biológica del menor.

Entendemos que debió revestir el carácter de obligatorio y no facultativo el conocimiento de las condiciones personales de la familia biológica. El juez debe conocer la situación de esta familia, su relación con los padres biológicos, la incidencia que tienen en su crianza, etc. 

CONCLUSIÓN DEL PROCESO DE GUARDA PREADOPTIVA – cumplidos todas los requisitos analizados, el juez deberá dictar resolución fundada otorgando o denegando la guarda preadoptiva. 

Si la otorgara, deberá fijar su plazo, de conformidad a lo establecido por el art. 316: “El adoptante deberá tener al menor bajo su guarda durante un lapso no menor de seis meses ni mayor de un año, el que será fijado por el juez”. 
EL JUICIO DE ADOPCIÓN.

INICIACIÓN del juicio de adopción – el juicio de adopción es la segunda etapa del proceso de adopción y sólo podrá iniciarse transcurridos 6 meses del comienzo de la guarda. Así lo dispone el art. 316.

Es decir que, cualquiera sea el plazo de guarda, transcurridos 6 meses del comienzo de la misma, se podrá promover anticipadamente el juicio de adopción. 


JUEZ COMPETENTE (art. 321 inc. a) – la acción deberá interponerse:

· ante el juez o tribunal del domicilio del adoptante.

· o ante el juez o tribunal del lugar en que se otorgó la guarda.

Como puede advertirse, existe una modificación respecto de la guarda, ya que el juez competente es el del domicilio del adoptante o el del lugar en donde se otorgó la guarda.

Por nuestra parte, creemos que el juicio de adopción debe tramitar ante el mismo juez que otorgó la guarda, pues fue él quien valoró, con el asesoramiento del gabinete técnico, todos los elementos probatorios y antecedentes que lo llevaron a expedirse favorablemente respecto de aquélla. 

LAS PARTES – el art. 321 inc. b establece que son partes en el juicio de adopción el adoptante y el Ministerio Público de Menores.

En el trámite de la guarda, la ley prevé expresamente la intervención de los padres en calidad de partes. En cambio, en el proceso de adopción no son parte los padres biológicos, limitando esta calidad al Ministerio de Menores y al adoptante. 

AUDIENCIA CON EL MENOR – el art. 321 inc. c dispone que el juez o tribunal, de acuerdo con la edad del menor y su situación personal, oirá personalmente, si lo juzga conveniente, al adoptado, conforme el derecho que lo asiste. Podrá también oír a cualquier otra persona que estime conveniente en beneficio del menor. 

Que el art. diga “si lo juzga conveniente” no significa que el derecho a ser oído del niño sea una facultad discrecional del magistrado, sino que debe interpretarse que se refiere a la facultad de determinar si el menor reúne o no las condiciones de madurez necesarias, en cuyo caso será obligatorio oírlo. 

VALORACIÓN DE LA CONVENIENCIA DEL MENOR – el inc. d art. 321 dispone que el juez o tribunal valorará si la adopción es conveniente para el menor, teniendo en cuenta los medios de vida y cualidades morales y personales del o los adoptantes, así como la diferencia de edad entre adoptante y adoptado. 

El eje central en el proceso de adopción es el interés del menor. Por tal motivo, los elementos que el juez debe valorar respecto del o los adoptantes son:

· medios de vida.

· cualidades morales.

· diferencia de edad entre adoptante y adoptado.

PRUEBAS – el inc. e art. 321 establece que el juez o tribunal podrá ordenar, como así también Ministerio de Menores requerir, las medidas de prueba o informaciones que estimen convenientes.

Se consagra una amplia libertad probatoria, tanto para el juez como para el Ministerio de Menores, para resolver lo que más convenga al interés del niño. 

Asimismo, si bien la norma no lo prevé expresamente, entendemos que los pretensos adoptantes podrán ofrecer todas las pruebas que estimen pertinentes para probar su propia idoneidad. 

De igual forma, si se presentan los padres biológicos, también podrán ofrecer pruebas para los fines del juicio. 

CARÁCTER RESERVADO – los incs. f y g establecen el carácter reservado del expediente y las audiencias. Así, el art. 321 inc. f dispone que las audiencias serán privadas y el expediente será reservado y secreto, a la vez que sólo podrá ser examinado por las partes, sus letrados patrocinantes, apoderados y peritos intervinientes.

Por su parte, el art. 321 inc. g prevé que el juez o tribunal no podrán entregar o remitir los autos, debiendo solamente expedir testimonios de sus constancias ante requerimiento fundado de otro magistrado, quien estará obligado a respetar el carácter reservado de las actuaciones. 

COMPROMISO DEL ADOPTANTE DE REVELAR AL MENOR SU IDENTIDAD BIOLÓGICA – el inc. h del art. 321 dispone que debe constar en la sentencia que el adoptante se compromete a hacer conocer al adoptado su realidad biológica. 

La ley se limita a reconocer la existencia de este deber jurídico, cuyo cumplimiento difícilmente pueda ser controlado ulteriormente por el juez. Sin perjuicio de ello, la responsabilidad que recae sobre los adoptantes es la de no engañar al hijo adoptado respecto de su origen. Por supuesto que, a tal fin, debe reconocérseles la libertad acerca del modo adecuado de revelarle la verdad al hijo, de acuerdo a su nivel de comprensión y madurez.  

SENTENCIA – el art. 322 establece el carácter retroactivo de la sentencia de adopción. En tal sentido, dispone que la sentencia que acuerde la adopción tendrá efecto retroactivo a la fecha del otorgamiento de la guarda. Cuando se trate del hijo del cónyuge, el efecto retroactivo se prolongará hasta la fecha de promoción de la acción.

La sentencia tiene carácter constitutivo, porque crea un nuevo estado de familia (adopción plena) o una nueva situación familiar (adopción simple).

La sentencia de adopción, apartándose de la generalidad de las sentencias constitutivas, que producen efectos ex nunc, es retroactiva al día del otorgamiento de la guarda, o, cuando se trate del hijo del cónyuge, a la fecha de promoción de la acción. 

INSCRIPCIÓN DE LA SENTENCIA – la sentencia de adopción se inscribe en el Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas. Dicha inscripción ha sido dispuesta a los fines de dar la más adecuada publicidad al título de estado que la sentencia ha creado.

Sin perjuicio de ello, la inscripción no es constitutiva del título de estado como tal, ni tampoco convalidará eventuales vicios que pudieran afectar la adopción acordada; en otro orden de ideas, la inscripción se convertirá en la prueba legal del estado de familia adoptivo. 

UNIDAD 29 – PROCESO ORAL EN EL FUERO DE FAMILIA.

1. El proceso oral en el fuero de familia en la provincia de Buenos Aires. Régimen legal. Caracteres. Ámbito de aplicación.

EL PROCESO ORAL EN EL FUERO DE FAMILIA EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. CARACTERES.

La estructura del tribunal, su planta funcional y las particulares formas procesales que a estos fines se regulan, hablan a las claras de las intenciones del legislador de plasmar un fuero especializado no sólo en cuando a su competencia material, sino también respecto a su forma de actuar: el hecho de que se trate de un cuerpo colegiado, cuyo funcionamiento sigue las pautas de un proceso “por audiencias”, importa dar vigencia a los principios de oralidad e inmediación en la administración de la justicia de familia, caracterizada por una conflictiva peculiar frente a la que las soluciones brindadas desde un fuero civil, predominantemente “patrimonial”, no siempre serán las más adecuadas.

Por otra parte, el hecho de que estos magistrados y funcionarios se vean asistidos de manera permanente por un equipo profesional interdisciplinario permite una mayor indagación en estas problemáticas, un mejor conocimiento del conflicto y la posibilidad de brindar soluciones más efectivas.

La Ley Orgánica del Poder Judicial prevé tribunales de instancia única del fuero de familia en todos los departamentos judiciales. Sin embargo, su puesta en funcionamiento ha sido paulatina. 

ÁMBITO DE APLICACIÓN.

Art. 827 – Competencia. Los tribunales de familia tendrán competencia exclusiva con excepción de los casos previstos en los arts. 3284 y 3285, CCiv. y la atribuida a los tribunales de menores, juzgados de primera instancia descentralizados y juzgados de paz, en las siguientes materias:

a) Separación personal y divorcio.

b) Inexistencia y nulidad del matrimonio.

c) Disolución y liquidación de sociedad conyugal, excepto por causa de muerte.

d) Reclamación e impugnación de filiación y lo atinente a la problemática que origine la inseminación artificial u otro medio de fecundación o gestación de seres humanos.

e) Suspensión, privación y restitución de la patria potestad y lo referente a su ejercicio.

f) Designación, suspensión y remoción del tutor y lo referente a la tutela.

g) Tenencia y régimen de visitas.

h) Adopción, nulidad y revocación de ella.

i) Autorización para contraer matrimonio, supletoria o por disenso y dispensa judicial del art. 167, CCiv.

j) Autorización supletoria del art. 1277, CCiv.

k) Emancipación y habilitación de menores y sus revocaciones.

l) Autorización para disponer, gravar y adquirir bienes de incapaces.

m) Alimentos y litisexpensas.

n) Declaración de incapacidad e inhabilitaciones, sus rehabilitaciones y curatela.

ñ) Guarda de personas.

o) Internaciones del art. 482, CCiv.

p) Cuestiones referentes a inscripción de nacimientos, nombres, estado civil y sus registraciones.

q) Toda cuestión que se suscite con posterioridad al deceso de un ser humano sobre disponibilidad de su cuerpo o alguno de sus órganos.

r) Actas de exposiciones sobre cuestiones familiares, a este solo efecto.

s) Exequátur, siempre relacionado con la competencia del tribunal.

t) Todo asunto relativo a la protección de las personas.

u) (Incorporado por ley 12569, art. 25) Protección contra la violencia familiar.

Competencia – este artículo contempla una larga enumeración de materias en las que será competente el tribunal de familia. La enumeración es taxativa. De allí que el tribunal, al analizar su competencia en el planteo que se trae a resolución, pueda rechazarlo in limine por esta causa.

2. Organización del tribunal. El juez de trámite, distribución de funciones entre los miembros del colegio. Etapas del proceso.

ORGANIZACIÓN DEL TRIBUNAL. 

Con la sanción de la ley 11453 (publicada en el Boletín Oficial el 29/11/1993) se crea en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires el fuero especializado de familia.

El mismo está integrado por tribunales colegiados de instancia única –estructura equivalente a la de los órganos del fuero laboral–.

Cada uno de estos tribunales se conformará de 3 jueces y 1 secretario, y contará con un funcionario especial –el consejero de familia– y un cuerpo técnico auxiliar, que asistirá interdisciplinariamente y colaborará con los jueces y el consejero de familia en las tareas y funciones que éstos les asignen. El cuerpo técnico dependerá orgánicamente de cada tribunal y estará integrado por 1 médico psiquiatra, 1 psicólogo y 3 asistentes sociales (art. 3 ley 11453 según texto de la ley 12318).

EL JUEZ DE TRÁMITE. DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES ENTRE LOS MIEMBROS DEL COLEGIO.

El art. 54 ter de la ley 5827 (Ley Orgánica del Poder Judicial) establece que cada tribunal de familia tendrá un presidente, que será el juez de trámite, un vicepresidente y un vocal, determinándose que la presidencia será ejercida de manera rotativa y cambiará anualmente.

3. Normas procesales, aplicación supletoria de las normas que rigen en el proceso “plenario abreviado”. Recusación.

NORMAS PROCESALES. APLICACIÓN SUPLETORIA DE LAS NORMAS QUE RIGEN EL PROCESO “PLENARIO ABREVIADO”. RECUSACIÓN.

Art. 838 (Texto según ley 12318, art. 2º) – Trámite. Salvo los procesos que tienen trámite especial en cuanto a sus formas, los demás se regirán por las disposiciones del proceso plenario abreviado -sumario- previstas en este Código, con las modificaciones contenidas en el presente libro.

No procederá, en ningún tipo de proceso, la recusación sin expresión de causa.

El juez del trámite en atención a la mayor o menor complejidad de la cuestión, podrá cambiar el tipo de proceso mediante resolución fundada, intimando por cédula a las partes para que dentro del plazo de diez (10) días adecuen sus peticiones conforme su decisión, la que sólo será susceptible de reposición.

Los procesos de divorcio o separación personal promovidos conforme a los arts. 205 y 215, CCiv. y en los casos de los incs. i), j), k), l), n), o), p) y r) del art. 827, CPCC, texto según ley 11453, cuando el tribunal lo disponga, por resolución fundada, tramitarán íntegramente ante uno de los jueces del tribunal que se designe mediante sorteo previo, quien dictará la sentencia definitiva con reconsideración ante aquél. Se sustanciará ante el tribunal en pleno, si así optaren las partes en el escrito inicial.

En los supuestos de los procesos previstos en los incs. n) y o) del art. 827 en caso de que la sentencia decretara la incapacidad, interdicción y/o internación, el juez del trámite si no se hubiera interpuesto recurso de reconsideración elevará en consulta el expediente al plenario, habilitando la competencia revisora del mismo.

Juicio de conocimiento – omitida por razones excepcionales (arts. 828 y 831) o transitada sin éxito la etapa previa conciliatoria, las partes se encuentran en condiciones de dar inicio a la fase contenciosa del proceso de familia mediante la interposición de una demanda escrita, que deberá respetar las formas del art. 330.

Para ello, y como regla general, el CPCC establece un trámite de conocimiento que se basa en la forma del plenario abreviado (“sumario”) previsto en los arts. 484 a 495, a los que habrá de introducir ciertas modificaciones que, en síntesis, se vinculan con la particular estructura del órgano interviniente y la forma del “proceso por audiencias”.

Se indica, por otro lado, que este tipo procesal básico se verá a su vez modificado o reemplazado en los casos donde la ley disponga un trámite particular respecto de ciertas pretensiones.

Recusación sin expresión de causa – no se admite la recusación sin expresión de causa en pos de la celeridad y economía del trámite. Se trata de una previsión sobreabundante, desde el momento en que ya se encontraba establecida en el art. 484 parte final, formando parte del régimen del proceso sumario al que se remite esta norma.

Cambio del tipo de proceso – el juez de trámite se encuentra autorizado a modificar el tipo de proceso si entiende que ello es adecuado, atento la complejidad de la cuestión debatida.

Juez unipersonal – el cuarto párrafo de la norma en estudio contempla la enumeración (taxativa) de casos en los cuales el tribunal puede decidir, mediante resolución fundada, que la causa tramite ante sólo uno de sus integrantes, el cual será sorteado al efecto.

Sin embargo, esta decisión del órgano colegiado sólo puede tener lugar si las partes no requirieron expresamente en sus escritos de inicio que la cuestión sea ventilada ante el tribunal en pleno.

Demanda. Contestación. Excepciones.

Art. 839 – Demanda. Contestación. Excepciones. La demanda, contestación de demanda, reconvención, oposición de excepciones cuando corresponda, sus contestaciones y todos los otros actos del período instructivo de la instancia, se harán por escrito.

Falta de contestación de la demanda. Efectos.

Art. 840 – Falta de contestación de demanda. La falta de contestación de demanda importará el reconocimiento de los hechos lícitos pertinentes y el tribunal dictará sentencia, sin perjuicio de decretar las medidas o diligencias del art. 36, inc. 2º, de este Código, si lo estimare necesario.

Posibilidad de las partes.

Art. 841 – Posibilidad de las partes. El demandado en la contestación y el actor en la oportunidad del art. 484, párr. 3º, podrán manifestar oposición a:

a) Los hechos invocados por la contraria, alegando que no son conducentes para la decisión del pleito.

b) Las medidas probatorias ofrecidas por considerarlas impertinentes, superfluas o innecesariamente onerosas.

4. Actos procesales preparatorios, intervención del consejero de familia. Producción de las diligencias que no pudieran practicarse en la audiencia: forma y plazos.

ACTOS PROCESALES PREPARATORIOS. 

Art. 828 – Presentación. Toda persona que peticione por cualquiera de los supuestos enumerados en el artículo que antecede deberá presentarse, con patrocinio letrado, ante el tribunal de familia que corresponda, salvo que optare por la competencia de los juzgados de primera instancia descentralizados o la de los juzgados de paz, en cuyo caso se estará a los procedimientos establecidos para los mismos.

Serán radicados directamente ante el tribunal, los asuntos que no admiten demora o aquellos que por su especial naturaleza, resulte improcedente la etapa previa. En ambos casos deberá mediar la decisión del juez de trámite en ese sentido. En esta etapa todas las actuaciones serán sin formalidades, con excepción de las resoluciones que dicte el juez de trámite o tribunal.

Etapa previa – una de las particularidades del proceso de familia que lo diferencian del civil y comercial “ordinario” es la existencia de esta primera fase procesal: la etapa previa.

Se trata del primer contacto del órgano con el conflicto, a través de un funcionario denominado “consejero de familia” quien, si lo estima conveniente, convocará a las partes a audiencia e intentará que éstos lleguen a un acuerdo.

Se trata de una etapa obligatoria, por la que deberá transitarse en forma previa al planteo de toda demanda ante el fuero de familia (art. 835). Y si bien es obligatoria, no ocurre lo mismo con la concurrencia de las partes: si no asiste el actor, el proceso no tendrá impulso pudiendo llegarse a fijar audiencia bajo apercibimiento de tenerlo por desistido del trámite, mientras que si no asiste el demandado, ello no detendrá el avance de la causa hacia el estadio plenamente contencioso.

De igual forma, cuando sea presentado el planteo ante el tribunal y el juez de trámite considere que el caso no admite demora, esta etapa no es procedente; tampoco lo es cuando haga lugar al informe del Consejero, si entiende que el tránsito por esta etapa previa no es conveniente (art. 831).

Durante el transcurso de la misma rige el principio de informalidad, salvo en lo que hace a las resoluciones que dicte el juez de trámite o el tribunal. Asimismo, el Consejero podrá disponer libremente de las medidas y diligencias que entienda útiles, por sí solo o a través del juez de trámite, para lograr un acuerdo o mejor entendimiento entre las partes.

Será fundamental, para ello, que el Consejero recurra al auxilio de los especialistas del cuerpo técnico, trabajando en conjunto cuando la situación lo justifique.

De ser imposible revertir conductas nocivas o violentas por este carril, será necesaria la adopción de medidas cautelares de protección de personas involucradas, en particular incapaces, hasta tanto la situación de fondo se resuelva.

Cuando no sea necesario transitar la etapa previa, el trámite se radicará directamente ante el tribunal.

Trámite.

Art. 829 – Trámite. La etapa previa se promoverá mediante la presentación de “solicitud de trámite” ante la Receptoría General de Expedientes, de conformidad a la reglamentación que establezca la Suprema Corte de Justicia, pudiendo la misma presentarse sin patrocinio letrado cuando razones de urgencia lo justificaren.

Inicio del trámite – a los fines de efectuar un acto petitorio ante un tribunal de familia, la SCJBA ha implementado la utilización de formularios especiales denominados “solicitud de trámite”, donde habrán de consignarse datos esenciales de las partes y de la pretensión esgrimida.

Con la información allí requerida, y agregándose a la solicitud la documentación pertinente, se habrá de presentar en la Receptoría General de Expedientes que corresponda.

Esta presentación dará lugar a la etapa previa, siempre que no se configuren las circunstancias excepcionales vistas en la nota al art. 828 y que motivan la radicación directa ante el tribunal.

Asistencia letrada inicial – la solicitud de trámite debe llevar firma de letrado. Sin perjuicio de ello, el CPCC admite, cuando existan razones que así lo justifiquen, obviar este requisito.

Radicación. Competencia.

Art. 830 – Radicación. Competencia. Presentada la solicitud en la Receptoría General de Expedientes, se la restituirá de inmediato al interesado, con indicación del tribunal asignado. En esta oportunidad, dicha oficina constatará la existencia de peticiones anteriores de las partes, y en su caso la remitirá al tribunal que hubiere prevenido.

El juez de trámite del tribunal respectivo procederá de inmediato a dar intervención al consejero de familia, ante quien deberán sustanciarse todas las actuaciones.

INTERVENCIÓN DEL CONSEJERO DE FAMILIA.

Art. 830 – Radicación. Competencia. […] El juez de trámite del tribunal respectivo procederá de inmediato a dar intervención al consejero de familia, ante quien deberán sustanciarse todas las actuaciones.

Art. 831 – Informe. Resolución. El consejero de familia, una vez recibida la solicitud informará dentro de las veinticuatro (24) horas sobre la conveniencia de la etapa. Si la considerase inadmisible elevará las actuaciones de oficio en el mismo plazo al juez de trámite, quien resolverá en definitiva. Podrá interponerse reposición en caso de denegatoria.

Intervención del consejero de familia – radicada la petición ante el órgano, admitido por el juez de trámite y dispuesto el pase al Consejero, éste deberá realizar un nuevo estudio del caso a través de los elementos que se desprendan de la solicitud y luego informar, dentro de las 24 horas de recibido el formulario, si encuentra o no conveniente el tránsito por la etapa previa conciliatoria bajo su conducción.

Si del tenor de la presentación y atento su experiencia profesional considera inútil o inconveniente este paso, así lo informará, elevando las actuaciones de oficio y quedando el tema a resolución del juez de trámite, a quien no vincula la opinión de este funcionario. Si el magistrado adhiere a su informe y dispone que la causa no transite por la etapa previa y se radique directamente ante el tribunal, tal decisión es atacable por la vía de la reposición.

Será irrecurrible, en cambio, la decisión que, a pesar de lo informado por el Consejero, ordene que se desarrolle la instancia conciliatoria.

Por el contrario, si el consejero de familia no encuentra objeción al inicio de la etapa previa, fijará directamente audiencia a tales fines, sin necesidad de otra manifestación expresa al respecto.

Recusación.

Art. 832 – Recusación. Los consejeros de familia son susceptibles de ser recusados y deberán excusarse siempre que se encuentren comprendidos en las causales del art. 17.

Deducida la recusación, el juez de trámite informará sumariamente sobre el hecho en que se funde y sin más trámite dictará la resolución que será inapelable.

Funciones.

Art. 833 – Funciones. Las funciones de los consejeros de familia se desarrollarán en la etapa previa y en la contenciosa, mediante asesoramiento y orientación, intentando la conciliación, procediendo de la manera más conveniente al interés familiar, y al de las partes.

Ello, sin perjuicio de la actuación que las leyes confieren a los asesores de incapaces.

Atribuciones.

Art. 834 – Atribuciones. A tal efecto podrán convocar a las partes y a toda otra persona vinculada, disponer comparendos, solicitar informes, requerir tanto la colaboración del cuerpo técnico auxiliar, de la oficina pericial y efectuar el reconocimiento de personas o lugares.

Asimismo, podrán solicitar al juez de trámite, todas las medidas que hagan al mejor cumplimiento de sus fines, incluyendo las de carácter cautelar.

Conciliación.

Art. 835 – Conciliación. Si hubiere conciliación, procederán a labrar acta circunstanciada. El tribunal, si correspondiere, homologará el acuerdo.

Cuando no se lograre, o a su criterio considerasen innecesaria la continuación o se hubiere agotado su intervención, los consejeros de familia labrarán acta dejando constancia de ello y de la conducta de las partes durante esta etapa.

El trámite que antecede, será previo e imprescindible para iniciar las actuaciones enumeradas en el art. 827, salvo los casos de urgencia, referidos por el párr. 2º del art. 828.

Conciliación – la conciliación es la finalidad de la tarea del Consejero, tanto en la etapa previa como en la contenciosa posterior.

Si se llega a un acuerdo, total o parcial, entre las partes, se procede a volcar el mismo en un acta circunstanciada. Los interesados son libres allí de pautar las modalidades que crean adecuadas respecto del convenio en sí y la forma de su cumplimiento.

El Consejero elevará el acuerdo para su homologación al tribunal, el cual analizará el alcance de la conciliación, es decir, si es total o parcial, y si lo conciliado se refiere a cuestiones disponibles donde no se afecte el orden público. Luego, si lo encuentra en condiciones, procederá a su homologación.

Si el acuerdo es total, concluirá allí la intervención de la justicia, salvo en lo que se refiera al posterior trámite de cumplimiento de lo concertado. Si, en cambio, es parcial, continuará el proceso, pero sólo en relación con las pretensiones respecto de las que no hubo acuerdo.

Por el contrario, si no se llega a acuerdo alguno o el Consejero entendiese que la continuación de su intervención no es ya necesaria, también se labrará acta de estas circunstancias, explicitándose los motivos por los que se culmina la etapa conciliatoria e indicándose cuál ha sido la conducta de las partes en ese trance. En tal caso, el expediente será elevado el acta al juez de trámite, quien resolverá como veremos en el art. 837.

Conclusión por petición.

Art. 836 – Conclusión por petición. Cualquiera de los interesados podrá peticionar se dé por concluida la etapa, y el consejero de familia entregará las actuaciones, con su opinión, al juez de trámite.

Cierre de la etapa previa a pedido de parte – la etapa previa o conciliatoria puede quedar clausurada cuando alguna de las partes así lo requiera al Consejero, quien deberá entregar las actuaciones al juez de trámite con un informe dando su opinión al respecto. 

En caso de que el cierre haya sido pedido por una sola de las partes, no se requiere sustanciación.

El magistrado, a renglón seguido, emitirá su decisión al respecto.

Decisión.

Art. 837 – Decisión. En los supuestos previstos en los arts. 835, párr. 2º y 836, el juez de trámite, resolverá acerca de la continuación o no de la etapa, en decisión inimpugnable.

Si se dispone la continuación, fijará pautas y el término de cumplimiento de la instancia conciliatoria, que en ningún caso podrá superar los quince (15) días. Concluida dicha etapa, quedarán expeditas para las partes las acciones que le correspondan.

PRODUCCIÓN DE LAS DILIGENCIAS QUE NO PUDIERON PRACTICARSE EN LA AUDIENCIA: FORMA Y PLAZOS.

Art. 842 – Audiencia preliminar. Una vez trabada la litis, el juez de trámite convocará a una audiencia ante el tribunal, a celebrarse en un plazo no mayor de los diez (10) días.

Si el actor o reconviniente, no compareciere a la audiencia sin justa causa, a pedido de parte, se lo tendrá por desistido del proceso y se le impondrán las costas. Si en iguales circunstancias no compareciere el demandado, se le aplicará una multa, a favor de la otra parte, que se fijará entre diez (10) y veinte (20) jus, y cuyo importe deberá depositarse dentro del tercer día de notificado.

Por única vez y por razones de fuerza mayor, debidamente acreditadas, el tribunal podrá diferir la audiencia.

Las pautas indicadas precedentemente regirán igualmente para la audiencia de vista de la causa.

Audiencia preliminar – se trata de una de las diligencias centrales del proceso de familia. 

Será convocada por el juez de trámite luego de presentados los escritos de inicio y sus respondes y sustanciadas y resueltas las excepciones previas (art. 487, primera parte), en un plazo no mayor de 10 días.

Se indica, asimismo, que sólo por única vez, y ante razones de fuerza mayor debidamente probadas, el tribunal podrá decidir su postergación.

Se notificará la fijación de la misma a las partes ministerio legis.

Éstas tienen la carga de comparecer en forma personal a la misma ya que se persigue, justamente, la inmediación entre el tribunal, que deberá actuar en pleno, y los partícipes del conflicto.

Si el actor o reconviniente no asiste a la misma sin motivo justificado, a pedido de parte se lo tendrá por desistido del proceso y se impondrán las costas del mismo.

Si en iguales circunstancias no comparece el demandado, se le aplicará una multa a favor de la contraparte, cuyo monto se estipulará entre 10 y 20 jus. Una vez notificado de la imposición de la sanción pecuniaria, el obligado debe depositar el importe dentro del 3º día. En este último caso, la audiencia se celebrará igual, más allá de que las principales finalidades de la diligencia no puedan ser cumplidas por falta de una de las partes. Sin perjuicio de ello, se habrá de proveer la prueba ofrecida en los escritos postulatorios.

Estas mismas reglas, remata el artículo, se aplicarán a la audiencia de vista de la causa (art. 849).

Contenido de la audiencia preliminar.

Art. 843 – Contenido de la audiencia preliminar. En la audiencia preliminar, el tribunal procederá a:

1) Interrogar informalmente a las partes sobre todas las circunstancias que estime conducentes para la delimitación de las cuestiones en disputa.

2) Invitar a las partes a reajustar sus pretensiones, si correspondiere, como asimismo a que desistan de las pruebas que resultaren innecesarias, sin perjuicio de las atribuciones del tribunal conforme el inc. 7º de este artículo.

3) Procurar especialmente que los litigantes pongan término a sus diferencias mediante conciliación o avenimiento amigable.

4) Subsanar los defectos u omisiones que se hubieren suscitado, conforme al art. 34, inc. 5º, ap. b).

5) Receptar la prueba sobre las excepciones de previo y especial pronunciamiento, en caso de existir algún hecho decisivo a probar, en cuyo supuesto se recibirá exclusivamente la que fuere esencial.

6) Dictar la sentencia interlocutoria que resuelva las excepciones previas, salvo que exista prueba pendiente en cuyo caso la resolución podrá dilatarse hasta la celebración de la audiencia de la vista de la causa.

7) Estimar expresamente los alcances de los escritos de contestación de la demanda, y del traslado del art. 356, a los fines del art. 354, inc. 1º.

Siempre que hubiere hechos conducentes controvertidos el tribunal dictará resolución fundada abriendo la causa a prueba. En su defecto declarará la cuestión de puro derecho previo traslado por su orden.

Determinará en su caso los hechos que considere inconducentes, así como las medidas de prueba improcedentes, superfluas o meramente dilatorias.

8) Fijará el día y hora de la audiencia de la vista de la causa, que tendrá lugar dentro de los cuarenta (40) días.

9) Dispondrá en ese acto, o a más tardar dentro de los cinco (5) días, la producción previa de todas aquellas diligencias que no pudieran practicarse en la audiencia. Solicitará los informes, la remisión de los testimonios o documentos en poder de terceros o las partes, o existentes en otras oficinas públicas o privadas y se practicarán reconocimientos judiciales, reconstrucciones de hecho e informes asistenciales.

10) Resolverá sobre la producción de la prueba pericial por un perito con sujeción al artículo siguiente.

Audiencia preliminar. Desarrollo y contenido – llegado el día de la audiencia preliminar se encontrarán las partes y los tres jueces de familia frente a frente.

De la diligencia participarán también los letrados de los litigantes, el secretario del tribunal y, si corresponde, el consejero de familia, el fiscal y el Asesor de Incapaces.

La audiencia estará dirigida por el juez de trámite (presidente del tribunal), quien organizará el debate.

Depuración de las pretensiones – si luego de las contingencia previas, el conflicto sigue sin ser resuelto, el tribunal dialogará informalmente con las partes a los fines de que éstos indiquen todas las circunstancias conducentes para la delimitación de los planteos llevados en la demanda y contestación (inc. 1º). 

De esta conversación el tribunal podrá perfilar de modo acabado el thema decidendum desde el punto de vista estrictamente fáctico, advirtiendo qué puntos son los verdaderamente esenciales para la solución y cuáles quedan en el marco de lo superfluo (inc. 1º).
Conciliación – en la medida en que ello sea viable, se realizará un nuevo intento conciliatorio, ahora por parte de los jueces del tribunal, luego de que fracasara la etapa previa a cargo del Consejero (inc. 3º).

Prueba y resolución de excepciones previas – las excepciones de previo y especial pronunciamiento que se introduzcan con la contestación de la demanda podrán requerir o no producción de prueba oral. En este último caso, cuando sean suficientes los documentos agregados o las constancias de la causa, podrá recaer a su respecto resolución previa a la audiencia preliminar.

Pero si, por el contrario, se necesitara más prueba, el CPCC indica que en esta diligencia habrá de producirse la misma, pero sólo en el caso de que sea esencial (inc. 5º).

Apertura de la causa a prueba o declaración de la cuestión como de puro derecho – en virtud de toda esa actividad previa de depuración, surgirán o no hechos conducentes y controvertidos.

Si no los hay, el tribunal declarará la cuestión “de puro derecho”.

Si, en cambio, hay circunstancias fácticas que requieren de prueba, las determinará claramente y, a tales fines, se abrirá la causa a prueba mediante auto fundado. En el mismo acto o dentro de 5 días, el tribunal dispondrá las producción de la prueba que no pueda rendirse en la audiencia de vista de la causa: ordenará el pedido de informes, la remisión de documentos que no hayan sido agregados hasta ese momento, reconocimientos judiciales, reconstrucciones de hechos e informes asistenciales cuando corresponda (inc. 9º).

También, en cuanto a la prueba pericial, resolverá lo pertinente ateniéndose a lo que indica el art. 844.

Fijación de la audiencia de vista de causa – asimismo, fijará la fecha y hora de la audiencia de vista de la causa donde, entre otras cosas, se producirá la prueba oral (tal como señala el art. 850).

La ley establece que entre la audiencia preliminar y la de vista de la causa deberá existir un lapso de 40 días. Ése es el término dentro del cual habrá de producirse toda la prueba que no pueda ser practicada durante esta última diligencia, tarea que debe culminar y cuyos resultados deben agregarse 10 días antes de la vista de la causa (art. 846).

5. Modalidades de la prueba pericial. El cuerpo oficial de peritos. Comparecencia de testigos, particularidades en este proceso. Sistema de apreciación y valoración de la prueba.

MODALIDADES DE LA PRUEBA PERICIAL. EL CUERPO OFICIAL DE PERITOS.

Art. 844 – Prueba pericial. La prueba pericial se practicará por intermedio de los profesionales integrantes del equipo técnico del tribunal. Si se tratare de una especialidad distinta, se lo designará del Cuerpo de Asesoría Pericial, salvo que éste tampoco contase con ella en cuyo caso se lo desinsaculará de la lista respectiva. Los peritos, sin perjuicio de su concurrencia a la vista de la causa, anticiparán su dictamen por escrito no menos de diez (10) días antes de la audiencia. Las partes podrán solicitar explicaciones conforme al art. 473 que serán dadas en la vista de la causa.

Rol pericial del cuerpo técnico – la ley que crea los tribunales de familia los dota de un cuerpo técnico auxiliar conformado por 1 psicólogo, 1 médico psiquiatra y 3 asistentes sociales.

Estos profesionales, que intervienen en la etapa previa a pedido del Consejero y luego en el estadio contencioso, tendrán a su cargo la realización de las pericias que ordene el tribunal a solicitud de las partes u oficiosamente, en el marco de sus facultades instructorias.

Tal lo que señala esta manda.

Son aplicables las reglas de la prueba pericial en lo pertinente. 

Téngase en cuenta que respecto de los profesionales que integran el cuerpo técnico auxiliar no operan las pautas de aceptación del cargo y juramento por ser, al igual que los peritos de la Oficina respectiva de la Corte, integrantes del Poder Judicial. Todo ello agiliza en mucho la obtención de estos estudios probatorios.

Informe pericial – una vez determinado quién será el experto escogido, éste deberá presentar por escrito el informe solicitado con no menos de 10 días de anticipación a la fecha de vista de la causa. Ello así para que las partes tomen conocimiento de los contenidos y puedan requerir explicaciones o ampliaciones, de acuerdo con lo que establece el art. 473.

Los peritos deberán concurrir a la vista de la causa para que el tribunal, si lo entiende necesario, pueda requerir su intervención a los fines de clarificar aspectos controvertidos de la cuestión o ampliar in voce el dictamen.
Todo ello sin perjuicio de contestar en ese momento el pedido de explicaciones que pudieron haber realizado las partes.

COMPARECENCIA DE TESTIGOS EN ESTE PROCESO.

Art. 845 – Prueba testimonial. El tribunal podrá disponer la declaración de personas cuyo conocimiento pudiera gravitar en la decisión de la causa, mencionadas por las partes en los escritos de constitución del proceso o que surjan de las constancias probatorias producidas.

Los testigos que tuvieran domicilio en un radio de quinientos (500) km del asiento del tribunal, estarán obligados a comparecer ante el mismo para prestar declaración.

La parte proponente sufragará los gastos que a pedido del interesado, fijará al  juez de trámite sin recurso alguno. Si actuase con beneficio de litigar sin gastos el Estado abonará los inherentes al traslado con cargo del reembolso al mejorar de fortuna.

Las personas citadas recabarán de la dependencia policial más próxima a su domicilio la entrega de las órdenes de pasaje necesarias.

Prueba de testigos – son aplicables a su respecto todas las pautas que plasma el CPCC respecto de la prueba testimonial en los juicios sumarios.

En pos de lograr una plena inmediación no sólo con las partes sino con quienes conozcan directamente los hechos en discusión, aquí la obligación de comparecer a prestar declaración ante el tribunal se extiende expresamente a los testigos residentes a menos de 500 km del asiento del órgano.

Los gastos de su traslado estarán a cargo de la parte proponente, salvo que actúe con beneficio de litigar sin gastos, en cuyo caso el tribunal habrá de proveer al testigo de pasajes gratuitos, los que serán suministrados en la dependencia policial más cercana al domicilio del citado.
SISTEMA DE APRECIACIÓN Y VALORACIÓN DE LA PRUEBA.

6. La audiencia de vista de causa. Carga de las partes de concurrir personalmente, sanciones. Desarrollo de la audiencia, facultades del juez del trámite; funcionamiento del acto, inconveniencia. La interrogación directa y libre. Alegatos.

LA AUDIENCIA DE VISTA DE CAUSA. CARGA DE LAS PARTES DE CONCURRIR PERSONALMENTE, SANCIONES.

Al momento de analizar el art. 842, referido a la audiencia preliminar, vimos que las partes tienen la carga de comparecer en forma personal a la misma, ya que se persigue la inmediación entre el tribunal que deberá actuar en pleno y los partícipes del conflicto.

Dicho art. culmina diciendo que las pautas indicadas regirán igualmente para la audiencia de vista de la causa, por lo que la obligatoriedad de comparecer es también aplicable a ésta. 

Con respecto a las sanciones, se aplicarán las del art. 842, a cuya nota remitimos.

FACULTADES DEL JUEZ DEL TRÁMITE.

Art. 846 – Trámites previos. Toda prueba que haya de ser producida con anterioridad a la audiencia de la vista de la causa deberá ser incorporada indefectiblemente hasta diez (10) días antes de su realización. En caso contrario, se prescindirá de la misma, salvo que la demora u omisión se debiere exclusivamente a las autoridades comisionadas a este fin, en cuyo supuesto la parte podrá solicitar se practiquen antes de finalizar la vista, lo que resolverá el tribunal sin recurso alguno.

Art. 847 – Facultades del tribunal. El tribunal podrá disponer la conducción inmediata por la fuerza pública de testigos, peritos, funcionarios y otros auxiliares cuya presencia fuera necesaria y que citados en forma no hayan concurrido sin causa justificada.

Art. 848 – Facultades de los jueces. El presidente del tribunal colegiado, o quien lo reemplace legalmente, presidirá la audiencia de vista de la causa y realizará todas las diligencias que no correspondan al tribunal.

Con reconsideración ante el tribunal, dispondrá las medidas cautelares y preparatorias que le fueren solicitadas.

Ante él, en su caso, se ejecutará la sentencia.

La actuación de funcionarios y magistrados será en todos los casos personal bajo apercibimiento de incurrir en falta grave.

Podrá comisionar a asistentes sociales para que produzcan los informes pertinentes, los que serán puestos de manifiesto con diez (10) días de antelación como mínimo a la vista de la causa.

Art. 849 – Vista de la causa. El día y hora señalados para la vista de la causa se constituirá el tribunal. Por intermedio de su presidente, le incumbe:

1) Intentar conciliación.

2) Ordenar el debate, recibir los juramentos o promesas, formular las advertencias necesarias y ejercitar las facultades disciplinarias para asegurar el normal desenvolvimiento de la misma.

3) Procurar que las partes, testigos y peritos se pronuncien con amplitud respecto de todos los hechos pertinentes controvertidos.

La audiencia no concluirá hasta que se hayan ventilado la totalidad de las cuestiones propuestas. Sin embargo el tribunal excepcionalmente podrá suspenderla por causas de fuerza mayor o por necesidad de incorporar algún elemento de juicio considerado indispensable, en cuyo caso proseguirá el primer día hábil siguiente o el que se fije dentro de los cinco (5) días de removido el obstáculo que demandó la suspensión.

DESARROLLO DE LA AUDIENCIA. INTERROGACIÓN DIRECTA Y LIBRE. ALEGATOS.

Art. 850 – Trámite del acto. Abierto el acto, éste se ajustará a las siguientes prescripciones:

1) Se dará lectura a las diligencias y actuaciones probatorias practicadas con anterioridad, salvo que las partes prescindan de ellas por considerarse suficientemente instruidas y acto continuo, se recibirá la prueba que se ordenó a producir en la resolución del art. 843. Sin perjuicio de los poderes del tribunal, las partes tendrán intervención a los efectos de su contralor y sus letrados podrán interrogar directa y libremente a la contraparte, a los testigos y a los peritos. El tribunal podrá limitar dicha facultad cuando se ejerza en forma manifiestamente improcedente o se advierta propósito de obstrucción.

2) Las partes podrán presentar hasta el momento de iniciarse la audiencia los documentos a que se refiere el art. 334 o alegar hechos nuevos posteriores a la oportunidad prevista en el art. 363. En ambos casos se dará traslado a la contraria. El tribunal sin embargo los desestimará cuando considere que su admisión entorpeciere manifiestamente el desarrollo de la audiencia o afectare la igualdad de las partes.

3) Terminada la recepción de dicha prueba y de aquella que en el acto de la audiencia el tribunal hubiera resuelto recibir y decididas las cuestiones que sobre el mismo punto se hubieran planteado, se concederá la palabra a las partes y al Ministerio Público, si tuviese intervención, para que, si así lo desearen, aleguen verbalmente sobre su mérito, en exposiciones, que salvo decisión del tribunal en otro sentido, no excederán de veinte (20) minutos. No podrán ser sustituidas por escritos en ningún caso, bajo pena de nulidad.

4) Finalizado el debate, quedará concluida la audiencia, debiendo el tribunal pasar a deliberar en forma secreta para resolver por mayoría de votos. La votación comenzará por el miembro que se determine en el sorteo previo que a esos efectos se realizará públicamente en cada caso. Acto continuo se expedirá sobre los hechos y planteadas las cuestiones que considere pertinentes, dictará el veredicto con indicación de los elementos de juicio merituados. La prueba será apreciada con sujeción a las reglas de la sana crítica. A continuación se dictará la sentencia, excepto que se estimare conveniente, por la complejidad de las cuestiones, diferir el pronunciamiento, en cuyo caso la expedirá dentro de los diez (10) días posteriores, salvo los plazos especiales previstos por la ley. El incumplimiento de estos términos será considerado falta grave del juez o de los jueces incumplientes.

Acta de la audiencia.

Art. 851 – Acta. De lo sustancial de la audiencia se levantará acta, consignando el nombre de los comparecientes, de los peritos y testigos y sus datos personales. De igual modo se procederá respecto de las demás pruebas. A pedido de cualquiera de las partes, podrá dejarse mención de alguna circunstancia especial siempre que el tribunal lo considere pertinente, y sin perjuicio de lo dispuesto por el art. 126.

7. Sentencia, forma y contenido. Recursos contra la sentencia definitiva, contra las sentencias interlocutorias. El recurso de reconsideración: ámbito y requisitos. Reposición.

RECURSOS CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA. RECURSOS CONTRA LA SENTENCIA INTERLOCUTORIA. 

Art. 852 – Recursos. En lo pertinente, rige lo dispuesto en el Libro I, Título IV, Capítulo IV, Sección I, sobre el recurso de reposición. La resolución que recaiga hará ejecutoria a menos que el recurso sea acompañado del de reconsideración subsidiaria y la impugnada reuniese las condiciones establecidas en el último apartado.

Fuera del pedido de aclaratoria, contra la sentencia definitiva sólo procederán, en su caso, los recursos extraordinarios previstos en la Constitución y en este Código para ante la Suprema Corte de Justicia.

Sin perjuicio de los demás supuestos previstos en el presente título, el recurso de reconsideración será admisible únicamente contra las resoluciones dictadas por el juez de trámite que causen un gravamen que no pueda ser reparado en la sentencia definitiva, en los supuestos en que por el art. 494 correspondiera la apelación. Se lo interpondrá dentro de cinco (5) días mediante escrito fundado del que se correrá traslado a la otra parte por igual plazo, salvo su planteamiento verbal en la audiencia por cuestiones surgidas en la misma. El tribunal en pleno deberá resolverlo sin otro trámite, dentro de los cinco (5) días, o en su caso, en la misma audiencia.

Revisión de lo decidido en un proceso de familia – el hecho de que el fuero de familia se organice sobre la base de tribunales colegiados de única instancia restringe el número de recursos disponibles contra las resoluciones que allí se adopten.

Esta manda regula la materia impugnativa específica de estos trámites.

Aclaratoria – si bien sólo se alude a ella respecto de la sentencia definitiva, por aplicación de las reglas generales puede establecerse que procede contra toda resolución judicial con los mismos plazos, formalidades y efectos que en el juicio sumario, de acuerdo con las reglas de los arts. 36, inc. 3º y 166, incs. 1º y 2º.

Reposición o revocatoria – la norma en estudio comienza declarando operativo en este contexto procesal el recurso de reposición o revocatoria contemplado en los arts. 238 a 241.

Según los supuestos allí regulados, procederá contra las providencias simples, causen o no gravamen irreparable.

El dictado de las mismas estará a cargo del juez de trámite. De allí que se contemple una variante específica, propia de este tipo de proceso ante un cuerpo colegiado: interpuesta una revocatoria contra alguno de estos resolutorios emitido por un solo magistrado, lo que éste resuelva en punto a la reposición planteada causará ejecutoria, a menos que este intento revisor venga acompañado del recurso de reconsideración en subsidio y la impugnada sea una resolución que cause un perjuicio que no pueda ser reparado en la sentencia definitiva.

De tal modo, al igual que la apelación subsidiaria en el proceso civil y comercial “ordinario”, en el fuero de familia la confirmación de la providencia simple que cause gravamen irreparable permitirá renovar la crítica del auto ratificado, pero ahora ante el plenario, para que se revise el planteo mediante este recurso de reconsideración que operará subsidiariamente.

Reconsideración – es un recurso propio de este fuero, que se vincula con la posibilidad de que las resoluciones que adopte un solo juez sean revisadas por el tribunal en pleno.

La reconsideración puede interponerse en forma autónoma o en subsidio de la revocatoria. En forma autónoma procederá contra las resoluciones del juez de trámite que causen un gravamen que no pueda repararse en la sentencia definitiva siempre que, de acuerdo con la enumeración del art. 494, proceda la apelación; y contra la sentencia del “juez monocrático” en los casos del párr. 4º del art. 838.

Como vemos, la referencia a la limitación recursiva contenida en el art. 494 vuelve a asimilar el recurso de reconsideración del fuero de familia al de apelación en el fuero civil y comercial.

En cuanto al trámite, se prevé su planteamiento mediante escrito fundado dentro de los 5 días de notificada la providencia respectiva, corriéndose traslado del mismo a la contraparte por el mismo plazo. Cumplido el término, el tribunal en pleno resolverá también dentro de los 5 días.

Varía este mecanismo si la resolución a impugnar se adopta en audiencia. En ese caso, la interposición del recurso será oral, se dará allí mismo ocasión a la contraria para que argumente lo que corresponda y en ese mismo ámbito habrá de ser resuelto por el órgano colegiado.

Recursos extraordinarios – proceden contra la sentencia definitiva del tribunal colegiado de instancia única. Son aplicables las reglas específicas contempladas en los arts. 278 a 303.

 Al respecto se ha dicho que tratándose del fuero de familia, los recursos extraordinarios son admisibles únicamente respecto de las decisiones definitivas dictadas por el tribunal colegiado (arts. 278 y 296, CPCC), no procediendo contra las resoluciones emanadas del juez de trámite, que son susceptibles de ser recurridas por reconsideración (arts. 838 y 852 CPCC).

UNIDAD 30 – PROCESOS UNIVERSALES.

1. Quid de los procesos universales. Enumeración. Los procesos concursales.

ENUMERACIÓN.

El CPCC dedicaba el Libro V ("Procesos uni​versales") a la reglamentación del concurso civil (Titulo I) y del proceso suce​sorio (TITULO II). Sin embargo, las normas referidas al concurso civil han sido derogadas en virtud de la sanción de la LEY 24.522 (Ley de Concursos y Quiebras), por lo que tales prescripciones han perdido operatividad.

LOS PROCESOS CONCURSALES.

RÉGIMEN DE LA LEY 24522 – el art. 1 de esta norma nacional establece que el estado de cesación de pagos, cualquiera sea su causa y la naturaleza de las obligaciones a las que afecte, es presupuesto para la apertura de los concursos regulados en esta ley; mientras que el art. 2 señala que pueden ser declaradas en concurso las personas de existencia visible, las de existencia ideal de carácter privado y aquellas sociedades en las que el Estado nacional, provincial o municipal sea parte, cualquiera sea el porcentaje de su participación.

Frente a este régimen es que ha quedado sin aplicación el conjunto de mandas que con el rótulo “Concurso civil” prevé este Título del Código Procesal Civil y Comercial.

2. Proceso sucesorio, concepto. Especies. Competencia. Legitimados sustanciales para promoverlo. Fuero de atracción, concepto, límites. El procedimiento sucesorio extrajudicial.

PROCESO SUCESORIO. CONCEPTO.

Es aquel proceso que tiene por objeto determinar quiénes son los  sucesores de una persona muerta (o declarada presuntivamente muerta), precisar el número y valor de los bienes del causante, pagar las deudas de éste y distribuir el saldo entre aquellas personas a quienes la ley o la voluntad del testador, expresada en un testamento válido, confieren la calidad de sucesores.

Caracteres.

· Es un proceso voluntario, aunque en cualquier etapa puede convertirse en contencioso si surge un conflicto entre los sucesores, o entre éstos y terceros.

· Es un proceso universal, ya que tiene por objeto la liquidación total de un patrimonio y el juez que conoce de él tiene competencia para resolver todas las cuestiones que se susciten con relación a ese patrimonio, ya sea entre los herederos o estos y un terceros, a excepción de las pretensiones reales y aquellas pretensiones personales en las cuales la legitimación activa corresponda a la sucesión.

ESPECIES.

Según que el causante haya otorgado o no testamento, puede hablarse de:

· sucesión testamentaria.

· sucesión ab intestato.

COMPETENCIA.

La jurisdicción (competencia) sobre la sucesión corresponde a los jueces del último domicilio del difunto (art. 3284 CCiv.).

El domicilio que determina la competencia es el del lugar de la residencia habitual del causante, aunque el fallecimiento se haya producido cuando residía accidentalmente en otro lugar (CCiv. art. 92).

Si hubiese tenido un domicilio legal, el juez del lugar de ese domicilio será el competente para conocer en la suce​sión

Por otro lado, el art. 3285 indica que si el difunto no hubiese dejado más que un solo heredero, las acciones deben dirigirse ante el juez del domicilio de ese heredero después de que hubiese aceptado la herencia.

LEGITIMADOS SUSTANCIALES PARA PROMOVERLO.

Quien solicite la apertura del proceso sucesorio debe justificar, prima facie, su carácter de parte legítima, y acompañar la partida de defunción del causante.

Se encuentran legitimados para iniciar la sucesión: 

1. los herederos, sean legítimos o testamentarios: la inmediata comprobación de la calidad hereditaria no rige cuando esa comprobación dependa de un trámite judicial. Tal sería el caso de que el presunto hijo natural promoviese, simultáneamente, el juicio por filiación natural y el sucesorio de su presunto padre. 

Además, los herederos pueden iniciar el juicio sucesorio en cualquier momento, ya que no rigen respecto de ellos los 9 días de llanto y luto del art. 3357 CCiv.

2. el cónyuge supérstite está legitimado para iniciar el juicio sucesorio, ya sea como heredero (art. 3410 CCiv.) o como socio de la sociedad conyugal a fin de obtener la liquidación de ésta.

3. los acreedores.

4. la autoridad encargada de recibir la herencia vacante, con respecto al juicio sucesorio de aquellas personas a quienes no se les conozcan herederos.

5. el albacea, cuando no existen herederos legítimos o instituidos (art. 3854 CCiv.) o frente a la inactividad de éstos en caso contrario.

6. los representantes legales de los incapaces, en virtud de lo que al respecto disponen los arts. 411 y 475 CCiv.

7. los legatarios particulares, frente a la hipótesis de que los sucesores universales sean renuentes en hacerlo con el objeto de entrar en posesión del legado.

8. los cónsules extranjeros (ley 163): tienen legitimación para solicitar la apertura del proceso sucesorio de sus connacionales, cuando éstos fallecen sin haber testado o sin dejar parientes con vocación hereditaria.

FUERO DE ATRACCIÓN, CONCEPTO. LÍMITES.

Persiguiendo la unidad procesal se establece el denominado “fuero de atracción”, el cual se traduce en que el juez que entiende en el sucesorio no se limita exclusivamente a la resolución de éste, sino que su conocimiento se extiende a cuestiones vinculadas a la transmisión.

Sin embargo, debe advertirse que la regla de la atracción no funciona en forma absoluta, y el mismo art. 3284 CCiv. desgrana en 4 incisos los alcances de ella:

· inc. 1 – este inc. prevé que deberán entablarse ante el juez de la sucesión las demandas concernientes a los bienes hereditarios, hasta la partición inclusive, cuando son interpuestas por alguno de los sucesores universales contra sus coherederos.

· inc. 2 – por su parte, el inc. 2 prevé que deberán entablarse ante el juez de la sucesión las demandas relativas a las garantías de los lotes entre los copartícipes, y las que tienden a la reforma o nulidad de la partición.

· inc. 3 – también se atribuye al juez del sucesorio el conocimiento de las demandas relativas a la ejecución de las disposiciones del testador, aunque sean a título particular, como sobre la entrega de los legados.

· inc. 4 – comprende las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia.

Existen, asimismo, acciones excluidas del fuero de atracción:

· acciones reales – deben sustanciarse ante el juez del lugar en que estén situados los bienes.

· acciones por cobro de impuestos – en este caso, será competente el juez de lugar del bien o actividad gravadas o sometidas a inspección, inscripción o fiscalización; o el del lugar en que deban pagarse; o el del domicilio del deudor, a elección del actor.

· contrato de trabajo – la sucesión del empleador no atrae las acciones judiciales que tenga promovidas o promoviere el trabajador por créditos u otros derechos provenientes de aquella relación.
EL PROCEDIMIENTO SUCESORIO EXTRAJUDICIAL.

Art. 733 – Sucesión extrajudicial. Aprobado el testamento o dictada la declaratoria de herederos, en su caso, si todos los herederos fueren capaces y hubiere conformidad entre ellos, los ulteriores trámites del proceso sucesorio podrán continuar extrajudicialmente a cargo del o de los profesionales intervinientes.

En este supuesto, las operaciones de inventario, avalúo, partición y adjudicación, deberán efectuarse con la intervención y conformidad de los organismos administrativos que correspondan.

Cumplidos estos recaudos los letrados podrán solicitar directamente la inscripción de los bienes registrables y entregar las hijuelas a los herederos.

Si durante la tramitación extrajudicial se suscitasen desinteligencias entre los herederos, o entre éstos y los organismos administrativos, aquéllas deberán someterse a la decisión del juez del proceso sucesorio.

El monto de los honorarios por los trabajos efectuados será el que correspondería si aquéllos se hubiesen realizado judicialmente. No se regularán dichos honorarios hasta tanto los profesionales que hubiesen tenido a su cargo el trámite extrajudicial presenten al juzgado copia de las actuaciones cumplidas, para su agregación al expediente.

Tampoco podrán inscribirse los bienes registrables sin el certificado expedido por el secretario en el que conste que se han agregado las copias a que se refiere el párrafo anterior.

El trámite extrajudicial de la sucesión – el trámite extrajudicial de la sucesión, con posterioridad a la declaratoria de herederos o a la aprobación del testamento, pasa a convertirse en obligatorio, salvo que mediase disconformidad atendible, a juicio del juez, de alguno o algunos de los herederos.

No basta la mera discon​formidad: ésta debe exponerse ante el juez y ser fundada, correspondiendo el pronunciamiento de una resolución en la que se establezca, en definitiva, si las razones alegadas revisten o no idoneidad suficiente para descartar la proceden​cia del trámite extrajudicial.

Pero la partición debe hacerse judicialmente, a pedido de los acreedo​res del causante o de los herederos, o en el caso de que estos no estén de acuerdo en hacerla privadamente (art. 3465 incs. 2 y 3 CCiv.).

Operaciones de inventario, avalúo, partición y adjudicación – estas operaciones deben efectuarse con la intervención y conformidad de los organismos administrativos que correspondan. 

Cumplidas las mismas, los letrados pueden solici​tar directamente la inscripción de los bienes registrables y entregar la hijuela a los herederos.

Si durante la tramitación extrajudicial se suscitan diferencias entre los herederos o entre estos y los organismos administrativos, estas deben someterse a la decisión del juez del sucesorio.

Honorarios de los profesionales intervinientes – su monto será el que correspondería si los trabajos se hubiesen efectuado judicialmente.

No se practi​cará su regulación hasta tanto dichos profesionales no presenten al juzgado copia de las ac​tuaciones cumplidas, para su agregación al expediente. 

No se podrán inscribir los bienes registrables si no se acompaña el certificado expedido por el secretario en el que conste que esas copias fueron agregadas.
3. Apertura: requisitos y cargas. Medidas de seguridad. Límites a la intervención de los interesados. Acumulación de procesos sucesorios.

APERTURA: REQUISITOS Y CARGAS.

Art. 724 (Texto según ley 11511, art. 1º) – Requisitos de la iniciación. Quien solicitare la apertura del proceso sucesorio deberá justificar prima facie, su carácter de parte legítima y acompañar la partida de defunción del causante, denunciando el nombre y domicilio de los herederos o representantes legales conocidos.

Si el causante hubiere hecho testamento y el solicitante conociere su existencia, deberá presentarlo, cuando estuviese en su poder, o indicar el lugar donde se encontrare, si lo supiere.

En todos los casos se oficiará al Registro de Testamentos del Colegio de Escribanos de la Provincia, quien deberá informar sobre la existencia de testamento u otra disposición de última voluntad. Si el informe resultare positivo, el juez requerirá del notario testimonio de la escritura, si aquél hubiese sido otorgado por acto público, o la entrega del original en caso contrario.

Condición de parte legítima – quien se presenta con intenciones de abrir el sucesorio de una persona fallecida deberá aportar la documentación que demuestre el deceso (partida de defunción del causante), así como la demostración prima facie de su carácter de parte legítima.

Cargas – si el causante ha hecho testamento y quien solicita la apertura del proce​so sucesorio conoce su existencia, debe presentarlo, cuando estuviese en su po​der, o indicar el lugar donde se encuentra, si lo supiere. 

Si el cau​sante no ha testado, se debe denunciar el nombre y domicilio de los herederos o representantes legales conocidos.

Oficio al Registro de Testamentos – esta manda contempla que en todos los casos se deberá diligenciar un oficio al Registro de Testamentos, que depende del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, para que informe si se encuentra allí asentada la existencia de un testamento u otra disposición de última voluntad. 

Si del informe resulta la existencia de este instrumento indicándose ante qué registro fue otorgado o depositado, así como fecha del acto, el juez solicitará al escribano correspondiente la expedición de testimonio de la escritura pertinente, si se trata de testamento por acto público, o bien que haga entrega del original, si se trata de testamento ológrafo depositado en escribanía o cerrado.

MEDIDAS DE SEGURIDAD.

Art. 725 – Medidas preliminares y de seguridad. El juez hará lugar o denegará la apertura del proceso, previo examen de su competencia y recepción de la prueba que resultare necesaria.

A petición de parte interesada, o de oficio, en su caso, el juez dispondrá las medidas que considere convenientes para la seguridad de los bienes y documentación del causante.

El dinero, los títulos, acciones y alhajas se depositarán en el Banco de la Provincia de Buenos Aires; respecto de las alhajas se adoptará la misma medida, salvo que los herederos decidieren que quedaren bajo su custodia.

Medidas preliminares y de seguridad – frente a la existencia de riesgo de pérdida, deterioro o desaparición de los bienes y documentos de la sucesión, el magistrado podrá adoptar las medidas de resguardo que considere apropiadas, ya sea a pedido de alguna de las partes o de oficio.

Simplificación de los procedimientos.

Art. 726 (Texto según ley 11593, art. 1º) – Simplificación de los procedimientos. Cuando en el proceso sucesorio el juez advirtiere que la comparecencia personal de las partes y de sus letrados podría ser beneficiosa para la concentración y simplificación de los actos procesales que deban cumplirse, de oficio o a pedido de parte, señalará una audiencia a la que deberán concurrir personalmente, bajo apercibimiento de imponer una multa de cincuenta pesos ($ 50) a un mil pesos ($ 1.000) en caso de inasistencia injustificada.

En dicha audiencia el juez procurará que las partes establezcan lo necesario para la más rápida tramitación del proceso.

Simplificación de los procedimientos – el CPCC, en mate​ria de juicio sucesorio, prevé la fijación de una audiencia, de oficio o a pedido de parte, en aquellos casos en que el juez advierta que la comparecencia perso​nal de las partes y de sus letrados puede ser beneficiosa para la concentración y simplificación de los procedimientos.

A la audiencia deben concurrir perso​nalmente los interesados, bajo apercibimiento de multa que la ley fija frente al caso de inasistencia injustifica​da

No se trata de una audiencia de conciliación. La norma tiende a que, mediante la intervención del juez y la presencia de los herederos y de sus letrados, se evite el dictado de providencias o la presentación de escritos su​perfluos que conspiran contra el principio de econo​mía procesal.

LÍMITES A LA INTERVENCIÓN DE LOS INTERESADOS.

Art. 728 – Intervención de interesados. La actuación de las personas y funcionarios que pueden promover el proceso sucesorio o intervenir en él, tendrá las siguientes limitaciones:

1) el Ministerio Público cesará de intervenir una vez aprobado el testamento, dictada la declaratoria de herederos, o reputada vacante la herencia;

2) los tutores ad litem cesarán de intervenir cuando a sus pupilos se les designe representante legal definitivo, o desaparezca la incapacidad o la oposición de intereses que dio motivo a su designación;

3) el organismo recaudador fiscal, en la forma y a los efectos que se establecen en el Código Fiscal, y en cuanto concierne a la determinación y percepción del impuesto a la transmisión gratuita de bienes.

Art. 729 – Intervención de los acreedores. Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 3314, CCiv., los acreedores sólo podrán iniciar el proceso sucesorio después de transcurridos cuatro (4) meses desde el fallecimiento del causante. Sin embargo, el juez podrá ampliar o reducir ese plazo cuando las circunstancias así lo aconsejaren. Su intervención cesará cuando se presente al juicio algún heredero o se provea a su representación en forma legal, salvo inacción manifiesta de éstos, en cuyo supuesto los acreedores podrán activar el procedimiento.

Art. 730 – Fallecimiento de herederos. Si falleciere un heredero o presunto heredero, dejando sucesores, éstos deberán acreditar ese carácter y comparecer, bajo una sola representación, dentro del plazo que el juez fije. Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en el art. 54.

ACUMULACIÓN DE PROCESOS SUCESORIOS.

Art. 731 – Acumulación. Cuando se hubiesen iniciado dos juicios sucesorios, uno testamentario y otro ab intestato, para su acumulación prevalecerá, en principio, el primero. Quedará a criterio del juez la aplicación de esta regla, teniendo en cuenta el grado de adelanto de los trámites realizados y las medidas útiles cumplidas en cada caso, siempre que la promoción del proceso o su sustanciación no revelaren el propósito de obtener una prioridad indebida. El mismo criterio se aplicará en caso de coexistencia de juicios testamentarios o ab intestato.

Acumulación de juicios sucesorios – la norma asigna preva​lecencia al juicio testamentario; la excepción a esta regla se funda en circunstan​cias de hecho, cuya valoración se deja librada al crite​rio de los jueces. 

Algunos precedentes judiciales decidieron que prevalece el juicio que tenga acumulada documentación más completa, y tratándose de dos juicios de la misma índole, la prioridad en el tiempo sólo juega si ambas sucesiones están en el mismo estado de tramitación.

4. Sucesión ab intestato, concepto. Citación de los interesados, límites a la intervención de éstos, alcance. Declaratoria de herederos, caracteres. Reconocimiento de coherederos, ampliación de la declaratoria. Clases. Inscripción de bienes registrables.

SUCESIÓN AB INTESTATO. CONCEPTO.

Procede el juicio sucesorio ab intestato cuando no existe testamento, o éste es declarado inválido por cualquier razón, o no contiene institución de herederos, o en él no se dispone de la totalidad de los bie​nes.

El objeto de este proceso es establecer la existencia de herederos llamados por ley a recoger la herencia y distribuir entre ellos los bienes del causante.

PROVIDENCIA DE APERTURA Y CITACIÓN DE LOS INTERESADOS. LÍMITES A SU INTERVENCIÓN. ALCANCE.

Art. 734 (Texto según ley 8689, art. 1º) – Providencia de apertura y citación a los interesados. Cuando el causante no hubiere testado o el testamento no contuviese institución de heredero, en la providencia de apertura del proceso sucesorio, el juez dispondrá la citación de todos los que se consideren con derecho a los bienes dejados por el causante, para que dentro del plazo de treinta (30) días lo acrediten.

A tal efecto ordenará:

1) La notificación por cédula, oficio o exhorto a los herederos denunciados en el expediente que tuvieren domicilio conocido en el país;

2) (Texto según ley 11593, art. 1º) La publicación de edictos por tres (3) días en el Boletín Judicial y en otro diario del último domicilio del causante o, no habiéndolo en ese lugar, en uno de la ciudad donde tramita el juicio, salvo que el monto del haber hereditario no excediere, prima facie, de treinta mil pesos ($ 30.000) en cuyo caso sólo se publicarán en el Boletín Judicial. Si el haber sobrepasare, en definitiva, la suma precedentemente indicada, se ordenarán las publicaciones que correspondan.

Providencia de apertura y citación a los interesados – en la pro​videncia de apertura del proceso sucesorio, el juez dispondrá la citación de to​dos los que se consideran con derecho a los bienes dejados por el causante, para que dentro de 30 días lo acrediten.
A tal efec​to ordenará: 

· La notificación por cédula, oficio o exhorto a los herederos de​nunciados en el expediente que tuvieren domicilio conocido en el país. 

· La publicación de edictos por 3 días en el Boletín Oficial y en otro diario del lugar del juicio; salvo que el monto del haber hereditario no exceda de $30.000, en cuyo caso sólo se publicarán en el Boletín Oficial. Si el haber sobrepasare la suma indicada, se ordenarán las publicaciones que correspondan.

Cuando se trata de herederos denunciados pero cuyo domicilio se ignora, acreditada esa circunstancia, no es necesario que se les provea de representación oficial, siendo suficiente la publicación de edictos, cuya finalidad consiste en hacer conocer la existencia del proceso sucesorio a los que se crean con derecho a recoger la herencia.

DECLARATORIA DE HEREDEROS.

Es el pronunciamiento judicial mediante el cual se reconoce el carácter de heredero emergente de la ley.

Caracteres – la declaratoria de herederos es una sentencia en la que el juez, relacionando el hecho del fallecimiento del causante, el vínculo acreditado de quienes se pretenden sucesores y las disposiciones legales que regulan la transmisión hereditaria, declara herederos legítimos a los titulares del llamamiento que les defiere la herencia. 

Dicha resolu​ción no causa estado ni tiene eficacia de cosa juz​gada, por cuanto no descarta la posibilidad de que se incluyan nuevos herederos o de que se excluyan los que la declaratoria contiene.

Art. 735 (Texto según ley 11511, art. 1º) – Declaratoria de herederos. Cumplidos el plazo y los trámites a que se refieren los arts. 724 y 734, y acreditado el derecho de los sucesores, el juez dictará declaratoria de herederos.

Si no se hubiere justificado el vínculo de alguno de los presuntos herederos, se diferirá la declaratoria por el plazo que el juez fije para que, durante su transcurso, se produzca la prueba correspondiente. Vencido dicho plazo, el juez dictará declaratoria a favor de quienes hubieren acreditado el vínculo, o reputará vacante la herencia.

Declaratoria de herederos – presentado el escrito donde se solicita la apertura del sucesorio por quien demuestre prima facie encontrarse legitimado para ello, con la documentación suficiente a tales fines, existiendo constancia del diligenciamiento del oficio al Registro de Testamentos del Colegio de Escribanos, habiéndose notificado a los herederos conocidos en sus respectivos domicilios reales, publicado los edictos que correspondan por el lapso de 3 días y transcurrido el término de 30 días corridos desde el día siguiente a la fecha de última publicación, el juez analizará tales constancias y, si lo entiende procedente, dictará declaratoria de herederos.

Previo a ello, habrá de analizar la documentación con la que los presuntos herederos que acudieron a la convocatoria pretenden justificar su vocación. En tal sentido, la vocación hereditaria se acredita:

1) mediante las correspondientes parti​das del Registro Civil.

2) partidas parroquiales, en el caso de ser anteriores a la crea​ción de aquél.

3) con las partidas extranjeras debidamente legalizadas.

4) con la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada que declare el parentesco. 

5) cuan​do se trata de la filiación legítima, es preciso acompañar también la partida de matrimonio del causante. 

Luego de ello, emitirá auto declarando herederos a quienes han justificado tal condición o, frente a la ausencia de los mismos, reputará vacante la herencia.

Admisión de herederos.

Art. 736 – Admisión de herederos. Los herederos mayores de edad que hubieren acreditado el vínculo conforme a derecho, podrán, por unanimidad, admitir coherederos que no lo hubiesen justificado, sin perjuicio del impuesto a la herencia y sin que ello importe reconocimiento del estado de familia. Los herederos declarados podrán, en iguales condiciones, reconocer acreedores del causante.

Admisión de herederos – el CPCC prevé que los herederos mayores de edad y capaces que demostraron debidamente su derecho a los bienes del causante pueden, por unanimidad, admitir la inclusión de otros herederos que no logran justificar aquel extremo. 

También, del mismo modo, pueden reconocer acreedores del causante.

Sin perjuicio de ello, la circunstancia de que se exima de prueba a herederos y acreedores con el objeto de hacerlos partícipes del reparto del patrimonio del fallecido no importa que se reconozca el estado de familia que correspondería a aquella condición. En este caso, el orden público veda la posibilidad de que existan cambios o mutaciones respecto del estado civil basados en el acuerdo de las partes.
EFECTOS DE LA DECLARATORIA.

Art. 737 – Efectos de la declaratoria. Posesión de la herencia. La declaratoria de herederos se dictará sin perjuicio de terceros. Cualquier pretendiente podrá promover demanda impugnando su validez o exactitud, para excluir al heredero declarado, o para ser reconocido con él.

Aun sin decisión expresa, la declaratoria de herederos otorgará la posesión de la herencia a quienes no la tuvieren por el solo hecho de la muerte del causante.

Efectos de la declaratoria – la inclusión en la declaratoria de herederos crea, a favor de los declarados, una presunción que será válida mientras no se demuestre lo contrario, apuntando con ello a la seguridad de las transacciones.

Sabido es que los ascendientes, descendientes y cónyuge del causante entran en la posesión de los bienes hereditarios desde el mismo momento de la muerte de aquél (art. 3410 CCiv.), sin necesidad de intervención judicial ni medida de ningún tipo. 

Todo otro sucesor requerirá que el juez le otorgue esa condición de poseedor. En tal sentido, la declaratoria de herederos otorgará la posesión de la herencia a quienes no la tuvieran por el sólo hecho de la muerte del causante. 

AMPLIACIÓN DE LA DECLARATORIA.
Art. 738 – Ampliación de la declaratoria. La declaratoria de herederos podrá ser ampliada por el juez en cualquier estado del proceso, a petición de parte legítima, si correspondiere.

Ampliación de la declaratoria de herederos – como manifestación de la regla que impide que la declaratoria de herederos haga cosa juzgada erga omnes respecto de lo que estipula, se contempla aquí el supuesto de que un heredero pueda presentarse una vez dictada y peticionar ser incluido en la misma demostrando su condición de sucesor.

Normalmente, se habrá de utilizar la vía incidental frente a la petición, dándose traslado a los demás herederos ya declarados.

Si no hay oposición y existe prueba suficiente, se ampliará la declaratoria de herederos.

Pero en la medida en que la prueba sea insuficiente y exista negativa u oposición de los demás interesados en que se autorice esta inclusión, el marco procesal del incidente se verá desbordado, debiéndose recurrir al juicio de conocimiento ordinario.

INSCRIPCIÓN RESPECTO DE BIENES REGISTRABLES.

Si bien la publicidad registral de la declaratoria de herederos no importa un requisito para su oponibilidad, la legislación inmobiliaria prevé, en algunos casos, la registración de ella, en tanto incide sobre la disponibilidad jurídica de los inmuebles. En tal supuesto, la inscripción registral de la declaratoria debe relacionarse con el folio de los inmuebles que corresponda.

5. Sucesión testamentaria, concepto, requisitos, admisibilidad, protocolización del testamento ológrafo o cerrado. Citaciones. Aprobación. Procedimiento.

SUCESIÓN TESTAMENTARIA. CONCEPTO.

Para que el proceso sucesorio tramite como testamentario es preciso:

· que exista un testamento.

· que éste sea válido en cuanto a sus formas de acuerdo con la ley argentina o extranjera, en su caso.

· que conten​ga institución de heredero.

· y que el testador haya dispuesto de la totalidad de sus bienes.

El CCiv. establece en su art. 3606 que toda persona legalmente capaz de tener voluntad y de manifestarla, tiene la facultad de disponer de sus bienes por testamento, con arreglo a las disposiciones de este Código.

Es decir, se admite que la transmisión de bienes mortis causa se realice a partir de las reglas que el causante fije, pero sólo en la medida en que se plasmen con arreglo al derecho sucesorio. 

Son múltiples los condicionamientos que el derecho testamentario impone a quienes quieran utilizar esta vía como forma de prever el destino de su patrimonio. Entre ellos encontramos, esencialmente, los que se relacionan con las formas de los testamentos y con la institución de la legítima:

· en cuanto a las formas, el testador debe manifestar su voluntad siguiendo ciertas pautas que tienden a garantizar la fidelidad de sus expresiones (art. 3632, CCiv.). Existen diferentes formas de testamento a las que se puede recurrir, pero en todas hay ritos que cumplir sin los cuales el instrumento carecerá total o parcialmente de validez.

· con respecto a la legítima, el testador encontrará una valla insalvable en la disposición de bienes para después de la muerte: la porción de éstos que la ley reserva para cada heredero forzoso y de la cual no puede ser privado por ningún conducto (art. 3714, CCiv.). Si el testador se excede desatendiendo este límite, su voluntad se verá modificada al momento del cumplimiento, ya que el heredero instituido recibirá el remanente que resulte una vez salvada la legítima y pagadas las mandas (art. 3715, CCiv.).

Testamentos ológrafos y cerrados.

Art. 739 – Testamentos ológrafos y cerrados. Quien presentare testamento ológrafo deberá ofrecer dos (2) testigos para que reconozcan la firma y letra del testador.

El juez señalará audiencia a la que citará a los beneficiarios y a los presuntos herederos cuyos domicilios fueren conocidos, y al escribano y testigos si se tratare de testamento cerrado.

Si el testamento ológrafo se acompañare en sobre cerrado, el juez lo abrirá en dicha audiencia en presencia del secretario.

Testamento ológrafo – cuando un interesado pretenda abrir la sucesión testamentaria sobre la base de un testamento ológrafo, habrá de acompañarlo con el escrito de inicio a que alude el art. 724, o bien indicar dónde se encuentra. 

Se deberán ofrecer también 2 testigos, para que reconozcan la firma y letra del autor del testamento.

Agregado el testamento al expediente, el juez observará sus formas extrínsecas (arts. 3639 a 3650, CCiv.). Si el documento presentado cumple las exigencias del derecho de fondo para operar como manifestación de última voluntad, fijará audiencia.
A ella convocará a los testigos propuestos, a los herederos instituidos y otros beneficiarios. Las citaciones se harán por cédula a sus domicilios reales denunciados en el escrito del art. 724.

En esta audiencia exhibirá el testamento y los testigos habrán de reconocer o desconocer la letra y firma del causante:

· si se da un efectivo y certero reconocimiento y no hay objeciones por parte de los restantes convocados, se continuará con las medidas que prevé el art. 740, al que remitimos.

· si hay reconocimiento pero los demás interesados plantean objeciones respecto de la forma en que se ha realizado esta diligencia, el trámite seguirá como lo establece el art. 741.
· por último, si no tiene lugar el reconocimiento mentado, el juez rechazará la pretensión por ausencia de testamento válido –reconocido– y el trámite seguirá adelante según las reglas de la sucesión ab intestato (arts. 734 a 738).

Testamento cerrado – si bien este testamento también constituye un instrumento privado como el ológrafo, la prueba de su autenticidad es, en cierto modo, más sencilla, ya que viene presentado dentro de un sobre cerrado en cuya carátula obra un acta notarial suscripta por escribano ante testigos, que da fe de que el causante lo entregó diciendo que contenía su última voluntad.

En este caso, el juez fijará audiencia, a la que convocará a los mismos sujetos –herederos instituidos, beneficiarios y testigos de reconocimiento–, así como al escribano autorizante del acta de recepción y depositario del sobre cerrado.

En esa audiencia, el magistrado, en presencia de todos los concurrentes, procederá a abrir el sobre cerrado, extrayendo de él el testamento de puño y letra del causante. Lo exhibirá y requerirá el reconocimiento del mismo por parte de los testigos.

Las contingencias que pueden suscitarse luego son las mismas ya vistas respecto del testamento ológrafo.

PROTOCOLIZACIÓN.

Art. 740 – Protocolización. Si los testigos reconocieren la letra y firma del testador, el juez rubricará el principio y fin de cada una de las páginas del testamento y designará un escribano para que lo protocolice.

Protocolización – como manera de resguardar estos testamentos con forma de instrumento privado (ológrafo y cerrado), la ley contempla la protocolización.

Luego de haber sido reconocida la firma y letra del causante en estas manifestaciones de última voluntad, el juez firmará el principio y fin de cada página del testamento y designará a un escribano de la jurisdicción donde se encuentra tramitando el sucesorio para que proceda a transcribirlo a su protocolo, a partir de lo cual tendrá carácter de instrumento público (arts. 979 y 994 CCiv.), protegiéndoselo contra cualquier tipo de adulteraciones o deterioros.

Oposición a la protocolización.

Art. 741 – Oposición a la protocolización. Si reconocida la letra y la firma del testador por los testigos, se formularen objeciones sobre el cumplimiento de las formalidades prescriptas, o reclamos que no se refieren  a la validez del testamento, la cuestión se sustanciará por el trámite de los incidentes.

Oposición a la protocolización – en el ámbito de la audiencia a la que habrá de convocar el juez para el reconocimiento de la firma y letra de estos testamentos, pueden surgir objeciones por parte de los beneficiarios o herederos instituidos respecto de la forma en que se ha realizado esta diligencia –que culminará en la protocolización del testamento–, o en cuanto a la validez o autenticidad del testamento.

En el primer supuesto, los planteos habrán de referirse a la habilidad de los testigos que fueron ofrecidos para reconocer la firma y letra del difunto, a la regular convocatoria a la audiencia en lo que respecta a formas de notificación u omisión de sujetos interesados, a la competencia del juez, etc.
En tal caso, es decir, si aparecen objeciones que no tengan que ver con la validez o autenticidad del testamento pero sí con la forma en que se realizaron los trámites previos a la protocolización, el CPCC indica que las mismas serán sustanciadas por la vía incidental.
Si, por el contrario, se impugna la autenticidad o validez en sí mismo del documento que contiene la última voluntad del de cujus, entonces habrá de recurrirse a un proceso de conocimiento (juicio ordinario) a través del cual canalizar el más amplio debate que requiere esta pretensión.

CITACIONES.

Art. 742 (Texto según ley 11511, art. 1º) – Citación. Presentado el testamento, o protocolizado en su caso, el juez dispondrá la notificación personal de los herederos instituidos, de los demás beneficiarios y del albacea, para que se presenten dentro de treinta (30) días. En el mismo acto ordenará la publicación de edictos en la forma y por el plazo determinados en el art. 734, inc. 2º.

Si se ignorase el domicilio de las personas mencionadas en el párrafo anterior, se procederá en la forma dispuesta en el art. 145.

Notificaciones – del texto del testamento pueden surgir herederos instituidos, otros beneficiarios y el albacea testamentario (que es el encargado del cumplimiento de la voluntad post mortem del testador).

Normalmente se incluirán allí sus domicilios. Si esto es así, se los notificará por cédula a sus respectivos lugares de residencia de la apertura del sucesorio testamentario,  requiriéndoles que se presenten en el expediente en el plazo de 30 días desde el anoticiamiento fehaciente.

De no haberse consignado los domicilios o siendo éstos desconocidos, la ley admite que sean citados por edictos, con cumplimiento de las pautas del art. 145.

Como puede haber otros sujetos con interés respecto de lo que se disponga en este juicio sucesorio, es que también se contempla la notificación genérica por edictos del art. 734, inc. 2, la que se llevará a cabo de la misma manera, durante el mismo tiempo, por los mismos medios y con idénticos efectos que los que en esa manda se contemplan. 

APROBACIÓN DEL TESTAMENTO.

Art. 743 – Aprobación de testamento. En la providencia a que se refiere el artículo anterior, el juez se pronunciará sobre la validez del testamento, cualquiera fuere su forma. Ello importará otorgar la posesión de la herencia a los herederos que no la tuvieren de pleno derecho.

Aprobación del testamento – en la resolución judicial mencionada en el art. anterior, donde se disponía la notificación a todos los sujetos vinculados con esta sucesión testamentaria, el magistrado interviniente también se pronunciará sobre la validez del testamento. Esta aprobación importará poner en posesión de los bienes de la herencia a quienes no entran en ella ministerio legis.

Esta declaración es equiparada en todos sus efectos a la declaratoria de herederos, tanto en lo relativo a la posesión hereditaria como en los alcances respecto a los tercero. 

Cabe aclarar, asimismo, que si el testamento no agotara los llamamientos a la sucesión (por comprender, por ejemplo, solamente legados de cosa cierta o de cuota), corresponderá tramitar la sucesión intestada en la parte en que el testador no dispuso de sus bienes. Por ello, independientemente del auto de aprobación del testamento, el juez deberá dictar la declaratoria de herederos, incluyendo a los titulares de vocaciones legítimas que hayan comparecido acreditando el llamamiento ab intestato.
6. Administración de la herencia. Nombramiento del administrador, facultades, obligaciones, sustitución o remoción, honorarios.

ADMINISTRACIÓN DE LA HERENCIA. NOMBRAMIENTO, FACULTADES, OBLIGACIONES. 

Administrador provisional.

Art. 727 – Administrador provisional. A pedido de parte, el juez podrá fijar una audiencia para designar administrador provisional. El nombramiento recaerá en el cónyuge supérstite o en el heredero que, prima facie, hubiere acreditado mayor aptitud para el desempeño del cargo. El juez sólo podrá nombrar a un tercero cuando no concurrieren estas circunstancias.

Administrador provisional – desde la apertura de la sucesión hasta la declaratoria de herederos o, en su caso, aprobación judicial del testamento, no existe todavía reconocimiento judicial del carácter de heredero que permita oponer un título suficiente relativo a la adquisición de la herencia. 
Sin embargo, durante esta etapa el juez podrá, a pedido de parte interesada, fijar una audiencia para la designación de un administrador provisional. En dicho caso, el nombramiento recaerá sobre el cónyuge supérstite o el heredero que prima facie hubiera acreditado mayor aptitud para el desempeño del cargo. El juez sólo podrá nombrar a un tercero cuando no concurrieren estas circunstancias.  
Audiencia.

Art. 732 – Audiencia. Dictada la declaratoria de herederos o declarado válido el testamento, el juez convocará a audiencia que se notificará por cédula a los herederos y legatarios de parte alícuota, en su caso, y a los funcionarios que correspondiere, con el objeto de efectuar las designaciones de administrador definitivo, inventariador, tasador y las demás que fueren procedentes.

Audiencia. Designación del administrador definitivo – si la declaratoria se hubiese dictado o, en su caso, se hubiera declarado válido el testamento, el juez convocará a una audiencia, notificando mediante cédula a herederos y legatarios y a los funcionarios que correspondiere, para efectuar la designación de un administrador definitivo.

Otras designaciones – durante el transcurso de esta audiencia procederá también la designación del perito inventariador, de un tasador, y todas aquellas designaciones que se estimaren procedentes. 

Designación de administrador.

Art. 744 – Designación de administrador. Si no mediare acuerdo entre los herederos para la designación de administrador, el juez nombrará al cónyuge supérstite, y a falta, renuncia o inidoneidad de éste, al propuesto por la mayoría, salvo que se invocasen motivos especiales que, a criterio del juez, fueren aceptables para no efectuar ese nombramiento.

Designación de administrador – si durante la audiencia celebrada en la oportunidad a que hace referencia el art. 732 se hubiera designado administrador, el juez deberá estar a lo acordado en aquélla. 

Ahora bien, de no mediar acuerdo entre los herederos en torno a la designación del administrador, el juez designará al cónyuge supérstite. A falta de éste, o por renuncia, o por falta de idoneidad, el juez designará al sujeto que hubiera propuesto la mayoría, salvo que se invocaran motivos específicos que, a criterio del magistrado, fueran suficientes para dejar sin efecto ese nombramiento. 

Asimismo, vale decir que siempre se tratará de designar como administrador a uno de los herederos. Sólo en casos de absoluta imposibilidad el juez habrá de admitir el ingreso al manejo de los bienes hereditarios de un tercero ajeno a la comunidad. Esta designación habrá de realizarse con suma prudencia, agudizándose el contralor del desempeño de estas personas.

Aceptación del cargo. 

Art. 745 – Aceptación del cargo. El administrador aceptará el cargo ante el secretario y será puesto en posesión de los bienes de la herencia por intermedio del oficial de justicia. Se le expedirá testimonio de su nombramiento.

Aceptación del cargo – la primera aclaración que cabe hacer respecto de esta cuestión es que la persona designada como administrador puede o no aceptar el cargo. En efecto, no tiene el deber de hacerlo. 

Sin embargo, una vez aceptada su designación, surgen respecto de él una serie de obligaciones, cargas y facultades. 

En la resolución por la que se lo designa administrador, el juez deberá fijar el plazo en que el nombrado habrá de concurrir a aceptar el cargo por secretaría. Éste correrá desde la notificación, efectuada de diverso modo según la persona de quien se trate: parte o tercero ajeno.

El momento de la aceptación del cargo por parte del administrador será tomado como punto de arranque de sus funciones a los efectos de la determinación de sus honorarios.

Expedientes de administración.

Art. 746 – Expedientes de administración. Las actuaciones relacionadas con la administración tramitarán en expediente separado, cuando la complejidad e importancia de aquélla así lo aconsejare.

FACULTADES DEL ADMINISTRADOR.

Art. 747 – Facultades del administrador. El administrador de la sucesión sólo podrá realizar actos conservatorios de los bienes administrados.

Con respecto a la retención o disposición de fondos de la sucesión, deberá ajustarse a lo dispuesto por el art. 225.

No podrá arrendar inmuebles sin el consentimiento de todos los herederos.

Cuando no mediare acuerdo entre los herederos, el administrador podrá ser autorizado por el juez para promover, proseguir o contestar las demandas de la sucesión. Si existieren razones de urgencia, podrá prescindir de dicha autorización, pero deberá dar cuenta al juzgado de esa circunstancia en forma inmediata.

Facultades del administrador – corresponde hacer mención de las facultades que corresponden a quien asume el rol de administrador:

· retención y disposición de los fondos – al respecto, vale decir que sólo podrá retener fondos o disponer de ellos con el objeto de pagar los gastos normales de la administración, entendiéndose por tales los que habitualmente se invierten en el bien, la sociedad o asociación administrados. Los gastos extraordinarios serán autorizados por el juez, previo traslado a los herederos, salvo que su postergación pudiera irrogar perjuicios, en cuyo caso, inmediatamente después de efectuados deberá anoticiarse al juzgado.

· arrendamiento de bienes – el administrador no podrá arrendar inmuebles sin el consentimiento de todos los herederos
· personería para representar a los herederos en juicio – de no mediar acuerdo entre los herederos, el administrador podrá ser autorizado por el juez para promover, proseguir o contestar demandas en contra de la sucesión. Asimismo, si existieran razones de urgencia, podrá prescindirse de tal autorización. 

DEBERES DEL ADMINISTRADOR. La rendición de cuentas. 

Art. 748 – Rendición de cuentas. El administrador de la sucesión deberá rendir cuentas trimestralmente, salvo que la mayoría de los herederos, hubiere acordado fijar otro plazo. Al terminar sus funciones rendirá una cuenta final.

Tanto las rendiciones de cuenta parciales como la final se pondrán en secretaría a disposición de los interesados durante cinco (5) y diez (10) días, respectivamente. Si no fueren observadas, el juez las aprobará, si correspondiere. Cuando mediaren observaciones, se sustanciarán por el trámite de los incidentes.

Rendición de cuentas – el art. 748 impone la rendición de cuentas como una obligación del administrador. En cumplimiento de la norma, el administrador deberá rendir cuentas trimestralmente, salvo que la mayoría de los herederos hubiera acordado fijar otro plazo. De igual forma, deberá rendir una cuenta final al concluir sus funciones.

Tanto las rendiciones parciales como la final se pondrán en secretaría a disposición de los interesados, por 5 y 10 días respectivamente. Si estas no fueran observadas, el juez las aprobará, si correspondiere. 

En caso de mediar observaciones, ellas se sustanciarán por el trámite de los incidentes. 

SUSTITUCIÓN Y REMOCIÓN.

Art. 749 – Sustitución y remoción. La sustitución del administrador se hará de acuerdo con las reglas contenidas en el art. 744.

Podrá ser removido, de oficio o a pedido de parte, cuando su actuación importare mal desempeño del cargo. La remoción se sustanciará por el trámite de los incidentes.

Si las causas invocadas fueren graves y estuviesen prima facie acreditadas, el juez podrá disponer su suspensión y reemplazo por otro administrador. En este último supuesto, el nombramiento se regirá por lo dispuesto en el art. 744.

HONORARIOS.

Art. 750 – Honorarios. El administrador no podrá percibir honorarios con carácter definitivo hasta que haya sido rendida y aprobada la cuenta final de la administración. Cuando ésta excediere de seis (6) meses, el administrador podrá ser autorizado a percibir periódicamente sumas, con carácter de anticipos provisionales, las que deberán guardar proporción con el monto aproximado del honorario total.

7. Inventario y avalúo de bienes, conceptos. Petición y adjudicación de bienes. Conceptos. Modos y formas de la partición. La cuenta particionaria, concepto. Aprobación, impugnación, cumplimiento. Venta de los bienes relictos.

INVENTARIO Y AVALÚO. CONCEPTOS.

· Inventario es la operación consistente en la individualización y descripción de los bienes relictos. El inventario busca, entonces, exhibir la composición del acervo hereditario, discriminando entre su activo y su pasivo. La descripción de los bienes se efectuará detalladamente. 

· Avalúo es la diligencia complementaria mediante la cual se determina el valor de cada uno de esos bienes al tiempo de practicarse el inventario.

Inventario y avalúo judiciales.

Art. 751 – Inventario y avalúo judiciales. El inventario y avalúo deberán hacerse judicialmente:

1) A pedido de un heredero que no haya perdido o renunciado el beneficio de inventario, o en el caso del art. 3363, CCiv.;

2) Cuando se hubiere nombrado curador de la herencia;

3) Cuando lo solicitaren los acreedores de la herencia o de los herederos, o el organismo recaudador fiscal, y resultare necesario a criterio del juez;

4) Cuando correspondiere por otra disposición de la ley.

No tratándose de alguno de los casos previstos en los incisos anteriores, las partes podrán sustituir el inventario por la denuncia de bienes, previa conformidad del Ministerio Pupilar, si existieren incapaces. Si hubiese oposición del organismo recaudador fiscal, el juez resolverá en los términos del inc. 3º.

Inventario y avalúo judiciales – este artículo contempla supuestos donde se impone la realización judicial de inventario y avalúo como parte del trámite sucesorio. Dichos supuestos son:

1) a pedido de un heredero que no haya perdido o renunciado el beneficio de inventario; o en los casos del art. 3363 CCiv. (este art. establece que toda aceptación de herencia se presume hecha bajo beneficio de inventario, cualquiera sea el tiempo en que se haga. Se trata de una presunción iuris tantum).

2) cuando se hubiere nombrado curador de la herencia.

3) cuando lo solicitaren los acreedores de la herencia o de los herederos, o el organismo recaudador fiscal, y el juez lo considerare necesario.

4) cuando correspondiere por otra disposición de la ley.

Si se trata de un supuesto que no se incluye en las prescripciones anteriores, entonces el inventario podrá sustituirse por la DENUNCIA DE BIENES, previa conformidad del Ministerio Pupilar cuando existan incapaces. 

Inventario provisional.

Art. 752 – Inventario provisional. El inventario se practicará en cualquier estado del proceso, siempre que lo solicitare alguno de los interesados. El que se realizare antes de dictarse la declaratoria de herederos o aprobarse el testamento, tendrá carácter provisional.

Inventario definitivo.

Art. 753 – Inventario definitivo. Dictada la declaratoria de herederos o declarado válido el testamento, se hará el inventario definitivo. Sin embargo, con la conformidad de las partes podrá asignarse este carácter al inventario provisional, o admitirse el que presentaren los interesados, a menos que en este último paso existieren incapaces o ausentes, y sin perjuicio de la intervención que corresponda al organismo recaudador fiscal.

Nombramiento del perito inventariador.

Art. 754 – Nombramiento del inventariador. Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 751, último párrafo, el inventario será efectuado por un escribano que se propondrá en la audiencia prevista en el art. 732, o en otra, si en aquélla nada se hubiese acordado al respecto.

Para la designación bastará la conformidad de la mayoría de los herederos presentes en el acto. En su defecto, el inventariador será nombrado por el juez.

Bienes fuera de jurisdicción.

Art. 755 – Bienes fuera de jurisdicción. Para el inventario de bienes existentes fuera del lugar donde tramita el proceso sucesorio se comisionará al juez de la localidad donde se encontraren.

Bienes fuera de jurisdicción – en este caso, el magistrado a cargo de la sucesión requerirá, mediante oficio o exhorto de acuerdo con la ubicación del juez requerido, que su colega disponga lo pertinente para que se efectúe el inventario de aquella porción del patrimonio del causante situada en su jurisdicción.

A esos fines habrá de designar también a un notario de la zona donde se ubican los bienes siguiendo, en lo posible, las pautas del art. 754.

El documento así producido se agregará al expediente, formando parte inescindible del inventario general.

Citaciones. Inventario.

Art. 756 – Citaciones. Inventario. Las partes, los acreedores y legatarios y el representante del organismo recaudador fiscal serán citados para la formación del inventario, notificándoselos personalmente del lugar, día y hora de la realización de la diligencia.

El inventario se hará con intervención de las partes que concurran.

El acta de la diligencia contendrá la especificación de los bienes, con indicación de la persona que efectúe la denuncia. Si hubiese título de propiedad, sólo se hará una relación sucinta de su contenido.

Se dejará constancia de las observaciones o impugnaciones que formularen los interesados.

Los comparecientes deberán firmar el acta. Si se negaren se dejará también constancia, sin que ello afecte la validez de la diligencia.

Avalúo.

Art. 757 – Avalúo. Sólo serán valuados los bienes que hubiesen sido inventariados, y siempre que fuere posible, las diligencias de inventario y avalúo se realizarán simultáneamente.

El o los peritos serán designados de conformidad con lo establecido en el art. 754.

Podrán ser recusados por las causas establecidas para los peritos.

Otros valores.

Art. 758 – Otros valores. Si hubiere conformidad de partes, se podrá tomar para los inmuebles la valuación fiscal y para los títulos y acciones la cotización de la bolsa de comercio o mercado de valores al día del fallecimiento del causante.

Si se tratare de los bienes de la casa-habitación del causante, la valuación por peritos podrá ser sustituida por declaración jurada de los interesados.

Impugnación del inventario o avalúo.

Art. 759 – Impugnación al inventario o al avalúo. Agregados al proceso el inventario y el avalúo, se los pondrá de manifiesto en la secretaría por cinco (5) días. Las partes serán notificadas por cédula.

Vencido el plazo sin haberse deducido oposición, se aprobarán ambas operaciones sin más trámite.

Impugnación del inventario y avalúo – si hubiera objeciones o “reclamaciones” respecto del inventario o avalúo, se canalizarán por las vías del art. 760, al que remitimos.

Reclamaciones.

Art. 760 – Reclamaciones. Las reclamaciones de los herederos o terceros sobre inclusión o exclusión de bienes en el inventario se sustanciarán por el trámite de los incidentes.

Si las reclamaciones versaren sobre el avalúo, se convocará a audiencia a los interesados y al perito para que se expidan sobre la cuestión promovida, resolviendo el juez lo que correspondiere.

Si no compareciere quien dedujo la oposición, se lo tendrá por desistido con costas. En caso de inasistencia del perito, éste perderá el derecho a cobrar honorarios por los trabajos practicados, cualquiera sea la resolución que se dicte respecto de las impugnaciones.

Si las observaciones formuladas requiriesen, por su naturaleza, sustanciación más amplia, la cuestión tramitará por juicio sumario o por incidente. La resolución del juez no será recurrible.

Impugnaciones al inventario. Vía incidental – si con ocasión del traslado conferido sobre la base del artículo anterior alguno de los interesados presenta impugnaciones respecto del inventario, el juez deberá darle a las mismas el trámite de los incidentes.

En este marco, se discutirá si la inclusión o exclusión de bienes que realizó el notario es correcta o no, más allá de los diversos ribetes que puede adquirir la cuestión en cada caso particular

Serán partes quienes planteen la impugnación y el escribano inventariador.

Impugnaciones al avalúo. Audiencia – en cambio, si las críticas se dirigen contra el avalúo, se prevé un trámite más expeditivo: la convocatoria a una audiencia a los interesados y al perito para que brinden los argumentos y las explicaciones que correspondan.

Luego de escuchar las posiciones, el juez resolverá hacer lugar o no a las objeciones planteadas, modificando en su caso el avalúo practicado.

Si a esa audiencia, debidamente notificado, no comparece quien la motivó, se lo tendrá por desistido de esta pretensión y deberá cargar con las costas de la incidencia.

En cambio, si es el perito quien no concurre, se lo sanciona con la pérdida de los honorarios por esta labor, cualquiera que fuere luego el resultado a que se llegue respecto de la impugnación.
PARTICIÓN Y ADJUDICACIÓN. CONCEPTOS.

Es el acto mediante el cual, al ponerse fin a la comunidad hereditaria, la parte alícuota que tiene cada heredero sobre el total de los bienes relictos se transforma en una porción concreta, físicamente determinada, y de propiedad exclusiva del heredero a quien ha sido adjudicada.

MODOS Y FORMAS DE LA PARTICIÓN. 

La partición puede operarse de distintas formas:

1) privada.

2) judicial.

3) mixta.

PARTICIÓN PRIVADA – para que sea procedente la partición privada el art. 3462 exige 3 requisitos:

a. que todos los herederos se encuentren presentes.

b. que sean capaces.

c. que exista unanimidad.

Art. 761 – Partición privada. Una vez aprobadas las operaciones de inventario y avalúo, si todos los herederos están presentes y son capaces, podrán convenir la partición en la forma y por el acto que, por unanimidad, juzguen conveniente.

PARTICIÓN JUDICIAL – la partición deberá ser judicial en los casos previstos por el art. 3465 CCiv.:

a. cuando haya menores, aunque estén emancipados, o incapaces, o ausentes cuya existencia sea incierta.

b. cuando terceros, fundándose en un interés jurídico, se opongan a la partición privada.

c. cuando los herederos mayores y presentes no se acuerden en hacer la división privadamente. 

PARTICIÓN MIXTA – la partición mixta es aquella que, realizada en forma privada, debe someterse, empero, a la aprobación judicial. Los supuestos de partición mixta están contemplados en el art. 3515, el cual establece que los ascendientes que nombren tutores a sus descendientes menores pueden autorizarlos para que hagan los inventarios, tasaciones y partición de sus bienes extrajudicialmente, presentándolas después a los jueces para su aprobación.

PARTIDOR.

Art. 762 – Partidor. El partidor, que deberá tener título de abogado, será nombrado en la forma dispuesta por  el inventariador.

Art. 763 – Plazo. El partidor deberá presentar la partición dentro del plazo que el juez fije, bajo apercibimiento de remoción. El plazo podrá ser prorrogado si mediare pedido fundado del partidor o de los herederos.

Art. 764 – Desempeño del cargo. Para hacer las adjudicaciones, el perito, si las circunstancias lo requirieran, oirá a los interesados a fin de obrar de conformidad con ellos en todo lo que acordaren, o de conciliar, en lo posible, sus pretensiones.

Las omisiones en que incurrieren deberán ser salvadas a su costa.

Certificados.

Art. 765 – Certificados. Antes de ordenarse la inscripción en el Registro de la Propiedad de las hijuelas, declaratoria de herederos, o testamento, en su caso, deberá solicitarse certificado sobre las condiciones de dominio de los inmuebles.

CUENTA PARTICIONARIA. CONCEPTO. APROBACIÓN. IMPUGNACIÓN. CUMPLIMIENTO.

La cuenta particionaria consta de 6 partes:

1) los prenotados – en los cuales se realiza una relación sucinta del expediente sucesorio, dejando constancia de la fecha del fallecimiento del causante, quiénes son sus herederos, el auto de declaratoria o aprobación del testamento que les reconoce dicho carácter, la cuotaparte que corresponde a cada uno de ellos, etc. En definitiva, se erige como una síntesis en la que se vuelcan todas las constancias necesarias de los autos. Asimismo, en ella el partidor podrá enunciar las pautas a que ajustó su gestión.

2) el cuerpo general de bienes – en este acápite encontramos una enumeración detallada de los bienes que componen el patrimonio sucesorio y la indicación de sus respectivos valores, en partidas numeradas. La suma de esos valores arrojará como resultado el monto al que asciende el cuerpo general de bienes.

3) bajas comunes – en esta parte se hará un detalle, también en partidas numeradas, de todos los créditos que existen en contra de la sucesión y de los legados que deban satisfacerse. El partidor deberá separar lo necesario para afrontar el pago de las deudas y cargas, fijando un monto global para responder por aquello que todavía no estuviera determinado. 
4) saldo líquido partible – la suma de los valores que integran las bajas generales se restarán del cuerpo general de bienes determinando, de esa manera, el saldo partible.

5)  división – es la operación mediante la cual se determina el haber de cada heredero, según su grado de parentesco, aplicándose las normas del CCiv. o, si la sucesión es testamentaria, las cláusulas del testamento.

6) Adjudicación – consiste en la formación de las HIJUELAS, adjudicándose a cada herederos bienes suficientes de acuerdo a su haber hereditario.

Presentación de la cuenta.

Art. 766 – Presentación de la cuenta particionaria. Presentada la partición, el juez la pondrá de manifiesto en la secretaría por diez (10) días. Los interesados serán notificados por cédula.

Vencido el plazo sin que se haya formulado oposición, el juez, previa vista al Ministerio Pupilar, si correspondiere, aprobará la cuenta particionaria, sin recurso, salvo que violare normas sobre división de la herencia o hubiere incapaces que pudieren resultar perjudicados.

Sólo será apelable la resolución que rechace la cuenta.

Trámite de la oposición.

Art. 767 – Trámite de la oposición. Si se dedujere oposición el juez citará a audiencia a las partes, al Ministerio Pupilar, en su caso, y partidor, para procurar el arreglo de las diferencias. La audiencia tendrá lugar cualquiera fuese el número de interesados que asistiere. Si quien ha impugnado la cuenta particionaria dejare de concurrir, se lo tendrá por desistido, con costas. En caso de inasistencia del perito, perderá su derecho a los honorarios.

Si los interesados no pudieren ponerse de acuerdo, el juez resolverá dentro de los diez (10) días de celebrada la audiencia.

VENTA DE LOS BIENES RELICTOS.

La venta de los bienes que integran el acervo sucesorio constituye también una forma de concretar la división de la herencia.

Sin importar la naturaleza de los bienes, no se presenta problema alguno cuando todos los herederos, de común acuerdo, deciden la venta de aquellos a fin de distribuirse luego el dinero que se obtenga.

Cuando se trata de bienes divisibles, cada uno de los herederos puede pedir que la partición se haga en especie.

Aun cuando la división en especie sea posible, corresponde disponer la venta de los bienes relictos en el supuesto de que aquella resulte económicamente desventajosa (por ejemplo, cuando la división provoca una disminución del valor venal o de la renta de los bienes, o cuando, para efectuarla, es menester gravar al predio con una servidumbre de paso. A esta situación se refiere el art. 3475 bis, párr. 2 CCiv.)

8. Contrato fiscal en el proceso sucesorio. Intervención de AFIP en el orden federal y de ARBA en el orden provincial. Intervención del Ministerio Público, quid y alcances. Determinación del impuesto a la transmisión gratuita de bienes por muerte.

9. Herencia vacante, presupuestos de admisibilidad, declaración de vacancia. Intervención de la Fiscalía de Estado en la provincia de Buenos Aires. El tercero denunciante, cargas y derechos.

HERENCIA VACANTE. PRESUPUESTOS DE ADMISIBILIDAD. DECLARACIÓN DE VACANCIA.

Se dice que la herencia “está vacante” cuando, al fallecimiento del causante, ningún sucesor legítimo o testamentario consolida su vocación (sucesoria) y, por ende, los bienes no son atribuidos a título universal a titular alguno.

El CCiv. dispone en su art. 3588 que “a falta de los que tengan derecho a heredar conforme a lo dispuesto anteriormente, los bienes del difunto, sean raíces o muebles, que se encuentren en el territorio de la República, ya sea extranjero o ciudadano argentino, corresponden al fisco, provincial o nacional, según fueren las leyes que rigieren a este respecto”.

PRESUPUESTOS DE ADMISIBILIDAD.

El CCiv. art. 3539 establece: “cuando, después de citados por edictos durante treinta días a los que se crean con derecho a la sucesión, o después de pasado el término para hacer inventario y deliberar, o cuando habiendo repudiado la herencia el heredero, ningún pretendiente se hubiese presentado, la sucesión se reputará vacante”. 

De la redacción de este art. surgen los presupuestos de admisibilidad:

· vencimiento del plazo de 30 días.

· que no se presente ningún heredero.

· o que los que se presenten no puedan acreditar su derecho.

Curador provisional. Facultad del denunciante particular.

Art. 768 – Curador provisional. Facultad del denunciante particular. Denunciada una herencia como vacante, se designará curador provisional en la persona del señor fiscal de Estado o del letrado que lo represente conforme a la ley, sin perjuicio de la intervención que le corresponda al Ministerio Público hasta que la herencia sea reputada en aquel carácter.

El denunciante particular, con asistencia letrada podrá, sin embargo, instar el procedimiento en la misma forma en que pueden hacerlo los acreedores conforme con este Código y siempre que hayan sido útiles sus gestiones les serán resarcidas las erogaciones en que incurra a cargo de la herencia, según calificación que hará el juez.

Normas aplicables.

Art. 769 – Normas aplicables. En todo lo aplicable se regirá por el procedimiento previsto en los artículos anteriores; el juez podrá hacer uso de la facultad que el art. 148 confiere a los litigantes cuando lo justifique el caudal del acervo sucesorio.

REPUTACIÓN DE VACANCIA. Trámite.

Art. 770 – Trámite. Hecho el llamamiento de herederos y acreedores por edictos y vencido su término sin que se presente ninguno que justifique su título y acepte la herencia, ésta se reputará vacante y el juez designará al curador hasta entonces provisional en el carácter de definitivo. El curador definitivo aceptará el cargo bajo juramento e instará la realización del inventario definitivo de los bienes sucesorios en la forma prevenida en el capítulo precedente.

De igual manera se obrará aun cuando la sucesión no haya sido denunciada como vacante si finalmente resulta que los presuntos herederos no pudieron justificar el título alegado, ni se ha presentado ningún otro aceptando la herencia.

Sin perjuicio del derecho del Fisco de solicitar la adjudicación de los bienes en especie, en cuanto otras leyes no se opongan, los de la herencia se enajenarán siempre en remate público debiendo liquidarse aquellos que sean necesarios para pagar a los acreedores y las expensas útiles del denunciante a quien le quedarán además a salvo los derechos que le reconozcan otras leyes en su carácter de tal.

Todas las cuestiones relativas a la herencia reputada vacante, se sustanciarán con el curador y el Ministerio Público, como representante de los que pudieran tener derecho a la herencia.

DECLARACIÓN DE VACANCIA.

Dispone el art. 3544 que cuando no hubiere acreedores a la herencia, y se hubieran vendido todos los bienes hereditarios, el juez de la sucesión, de oficio o a solicitud del fiscal, debe declarar vacante la herencia y, satisfechas todas las costas y los honorarios del curador, pasar la suma de dinero depositada al gobierno nacional o provincial, según corresponda. 

Art. 771 – Efectos de la declaración de vacancia. La declaración de vacancia se entenderá siempre hecha sin perjuicio de la acción de petición de herencia que pueda entablar en proceso ordinario quien se pretenda heredero.

Reconocidos los títulos de los que reclaman la herencia después de la declaración de vacancia, estarán aquéllos obligados a tomar las cosas en el estado en que se encuentren por efecto de las operaciones regulares del curador. En todos los casos quedarán a salvo los derechos del Fisco por los trabajos útiles que hayan resultado de beneficio para el heredero.

Art. 772 – Intervención de cónsules extranjeros. Cuando en virtud de las leyes de la Nación corresponda la intervención de los cónsules extranjeros, se aplicarán las disposiciones procesales de aquellas leyes y, subsidiariamente, las de este Código.

INTERVENCIÓN DE LA FISCALÍA DE ESTADO EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. EL TERCERO DENUNCIANTE, CARGAS Y DERECHOS.

Es de aplicación supletoria a lo que aquí establece el CPCC el DEC-LEY 7322/1967, complementado por las pautas de la ley 7484 y las de la ley que regula el funcionamiento de la Fiscalía de Estado (DEC-LEY 7543/1969, con especial énfasis en los arts. 19 a 23).

El DEC-LEY citado indica quiénes pueden poner en conocimiento de la Fiscalía de Estado la existencia de “herencias vacantes”. En tal sentido, considera denunciante a toda persona de existencia visible o jurídica que, sin obligación legal, hiciera saber a ese órgano provincial la existencia de bienes o valores vacantes de los cuales ésta no tuviere conocimiento por vía de la intervención policial que determina el art. 698, CPCC u otro medio oficial. 

No podrán ser considerados denunciantes (art. 1): 

· los abogados, procuradores y funcionarios de la Fiscalía de Estado.

· los funcionarios o empleados del Estado que, por razón de su oficio público, hubieran llegado a tener conocimiento de la existencia de bienes vacantes.

· las personas de existencia visible o jurídica que, por tener en su poder bienes pertenecientes a una sucesión, se hallaran imposibilitados de hacer entrega o transferencia de los mismos sin mandato judicial 

Los arts. 2 a 6 indican las formalidades y contenido de esta denuncia, así como los trámites que siguen a su presentación. 

Los arts. 7 a 9 contemplan la recompensa a la que se hace acreedor todo denunciante de herencias vacantes, etc.

El art. 14 establece que, una vez recibida la denuncia, el Fiscal de Estado ordenará todas las diligencias precautorias que considere necesarias para establecer el patrimonio del causante y asegurar o conservar los bienes, pudiendo para ello requerir el auxilio de la fuerza pública. Provisoriamente, ordenará el inmediato inventario de los bienes denunciados, el nombramiento de depositario y el traslado de las cosas muebles al depósito de la Fiscalía de Estado, sin perjuicio de pedir la aprobación judicial oportunamente.

Por otro lado, el art. 16 contempla que en todos los casos, cuando el estado de los autos lo permita o el carácter perecedero de las cosas lo exijan, se requerirá su venta en pública subasta. Sólo cuando el Poder Ejecutivo decida mantener ilíquidos ciertos bienes se incorporarán al patrimonio fiscal.

Asimismo, el art. 17 prevé que cuando en un juicio sucesorio se presentaren herederos o legatarios que obtengan la respectiva declaratoria deberán satisfacer los honorarios del Fiscal de Estado y curadores por los trabajos realizados hasta la intervención de aquéllos, los que serán regulados conforme a la ley, y distribuidos de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Fiscalía de Estado. Los gastos devengados por depósito y traslado de bienes también deberán ser reintegrados por quienes judicialmente sean declarados con derecho a su disposición.

10. Fallecimiento presunto. Reglas aplicables. Procedimiento. 

UNIDAD 31 – PROCESO ARBITRAL.

1. Proceso arbitral. Concepto, especies, caracteres. Cuestiones excluidas cláusula compromisoria. Compromiso. Constitución del tribunal. Procedimiento. El laudo. Recursos. 

PROCESO ARBITRAL. CONCEPTO.

Junto con el proceso judicial, la ley admite la posibilidad de que las partes sometan la decisión de sus diferencias a uno o más jueces privados, a los cuales se denomina árbitros o amigables componedores según que, respectiva​mente, deban o no sujetar su actuación a formas determinadas y fallar con arre​glo a las normas jurídicas.

ESPECIES.

Por regla, el arbitraje es VOLUNTARIO, es decir, las partes, espontáneamente, se someten a él mediante la celebración de un compromiso sin que exista, como antecedente, un acuerdo de voluntades en el que se haya estipulado la exigibilidad de dicho acto.

Sólo excepcionalmente se da el supuesto de arbitraje OBLIGATORIO. Y en ese caso, la obligatoriedad puede derivar de la ley o de un acuerdo entre las partes:

· arbitraje obligatorio LEGAL – se da cuando la celebración del compromiso arbitral es exigible en virtud de una disposición de la ley que lo impone. Constituyen ejemplos de arbitraje obligatorio legal los contemplados:

1) en el art.1627 CCiv., con referencia a la determinación del precio de un trabajo o servicio que sea de la profesión o modo de vivir de quien lo haya re​alizado y cuyo monto no se hubiese convenido.

2) en los arts. 179, 180 y 182 CCom., en relación, respectivamente, con la indemnización resultante de la pérdi​da, extravío o disminución del valor de los efectos que son objeto del contrato de transporte terrestre, o con la determinación del estado de esos efectos al tiempo de la entrega.
3) en el art.5 de la ley 17.418, relativo a la eventual inciden​cia en la celebración del contrato de seguro, del conocimiento, por parte del asegurador, de alguna declaración falsa o reticencia del asegurado.
· arbitraje obligatorio CONVENCIONAL – cuando la celebración del compromiso arbitral es exigible en virtud de un convenio anterior (cláusula compromisoria o convención preliminar de compromiso), en el cual las partes lo han previsto como medio de solucionar sus diferencias
OBJETO. CUESTIONES EXCLUIDAS.

Art. 774 – Objeto del juicio. Toda cuestión entre partes, excepto las mencionadas en el art. 775 podrá ser sometida a la decisión de jueces árbitros, antes o después de deducida en juicio y cualquiera fuere el estado de éste.

La sujeción a juicio arbitral puede ser convenida en el contrato o en un acto posterior.

Objeto del proceso arbitral – el objeto puede estar constituido por cualquier género de pretensiones, aun de aquéllas que ya hubie​sen sido planteadas ante un tribunal de justicia y cualquiera sea el estado en que se encuentre el correspondiente proceso

Art. 775 – Cuestiones excluidas. No podrán comprometerse en árbitro, bajo pena de nulidad, las cuestiones que no pueden ser objeto de transacción.

Cuestiones excluidas del objeto del juicio arbitral – para determinar concretamente cuáles son, es menester remitirnos al CCiv., donde se mencionan: 

1) las que versen sobre la validez o nulidad de matrimonio (art. 843).

2) las relativas a la patria potestad, a la autoridad del marido, al propio estado de familia o al derecho a reclamar el estado que corresponda a las perso​nas, sea por filiación natural o legítima (art. 845).

3) las relativas a cosas que están fuera del comercio (por ejemplo, bienes públicos del Estado) o a derechos que no son susceptibles de ser materia de una con​vención (por ejemplo, el derecho a los alimentos) (CCiv. art. 844).

4) los referentes a derechos eventuales a una sucesión o sobre la sucesión de una persona viva (CCiv. art. 848).

CLÁUSULA COMPROMISORIA.

Es la estipulación en cuya virtud las partes establecen que los conflictos que puedan suscitarse entre ellas con motivo del cumplimiento de un contrato serán resueltos mediante arbitraje. 

Se trata de un acuerdo de voluntades, regularmente expreso, que hace necesario el arbitraje para la resolución de un determinado género de conflictos futuros.

Diferencia del compromiso – el compromiso supone un conflicto ya producido y es el acto mediante el cual se determinan defini​tivamente los sujetos y el objeto del proceso arbitral; la cláusula compromiso​ria se limita a prever los conflictos que eventualmente pueden surgir de una determinada relación jurídica y a establecer la clase de proceso (arbitral) en el que aquéllos deberán decidirse. Constituye una promesa.

Diferencia con la "convención preliminar de compromiso" – la convención preliminar de compromiso defiere al arbitraje uno o más conflictos actuales, ya suscitados.

El efecto primordial de la cláusula compromisoria – consiste en el de​recho que acuerda a cada uno de los contratantes para exigir judicialmente al otro la suscripción del compromiso y la constitución del tribunal arbitral. 

Dicha cláusula puede ser invocada como fundamento de una excepción de incompetencia en el supuesto de que una de las partes, con prescindencia de la promesa que aquélla implica, demande a la otra ante la justicia estatal.

Pero, no impide la gestión de medidas precautorias urgentes, cuya propia naturaleza re​quiere la intervención de los jueces estatales.

La validez de la cláusula compromisoria – la cláusula compromisoria no se halla sujeta a formas determinadas. Por lo común, integra el documento representativo de la relación sustancial, pero se la puede establecer en una convención autó​noma. 

El contenido de la cláusula compromisoria – el contenido de la cláusula compromisoria se halla librado a la voluntad de las partes, quienes pueden pactar la jurisdicción arbitral respecto de todos los casos litigiosos que se planteen como consecuencia de la relación sustancial que las vincula, o limitarla a las que se refieran a aspectos particulares de esa relación.

El deber de compro​meter implica una renuncia al principio general de sometimiento a la jurisdicción judicial, por lo que corresponde interpretar el alcance de la cláusula compromi​soria con carácter restrictivo.

Anticipándose al compromiso, las partes pueden incluir en la cláusula compromisoria la designación de los árbitros e, inclusive, el procedimiento y lugar donde del arbitraje. Tales estipulaciones pueden ser modificadas de común acuerdo en oportunidad de la suscripción del compromiso.

Extinción de la cláusula compromisoria – la cláusula compromisoria se extingue:
1. por renuncia ex​presa o tácita (ésta se configuraría por el hecho de que una de las partes presen​tase la demanda ante la justicia común y la otra parte la contestase sin articular la declinatoria).

2. por rescisión o declaración de nulidad del contrato al cual ac​ceda.

3. por prescripción.

COMPROMISO. 

Es el convenio en cuya virtud las partes especifican las cuestiones a decidir mediante el arbitraje, designan a los árbitros (o amigables componedores) y determinan los requisitos del procedimiento y del laudo. 

Se trata de un contrato, sujeto como tal a los requisitos generales establecidos en el CCiv., y constituye, junto con la aceptación del encargo por parte de los árbitros, un presupuesto del proceso arbitral.

E1 compromiso puede ser consecuencia

1. de una cláusula compromisoria.

2. de una convención preliminar. 

3. o de una prescripción normativa que impone su otorgamiento.

Aun en el caso de que no exista ninguna disposición contractual o legal previa, las partes pueden celebrar espontáneamente un com​promiso arbitral, incluso cuando la cuestión que pretendan someter al arbitraje haya sido deducida en juicio y cualquiera sea el estado en que éste se encuentre
Capacidad.

Art. 776 – Capacidad. Las personas que no pueden transigir no podrán comprometer en árbitros.

Cuando la ley exija autorización judicial para realizar actos de disposición, también aquélla será necesaria para celebrar el compromiso. Otorgada la autorización, no se requerirá la aprobación judicial del laudo.

Forma del compromiso.

Art. 777 – Forma del compromiso. El compromiso deberá formalizarse por escritura pública o instrumento privado, o por acta extendida ante el juez de la causa, o ante aquel a quien hubiese correspondido su conocimiento.

Contenido. Cláusulas obligatorias y facultativas.

Art. 778 – Contenido. El compromiso deberá contener, bajo pena de nulidad:

1) Fecha, nombre y domicilio de los otorgantes.

2) Nombre y domicilio de los árbitros, excepto en el caso del art. 781.

3) Las cuestiones que se sometan al juicio arbitral, con expresión de sus circunstancias.

4) La estipulación de una multa que deberá pagar, a la otra parte, la que dejare de cumplir los actos indispensables para la realización del compromiso.

Art. 779 – Cláusulas facultativas. Se podrá convenir, asimismo, en el compromiso:

1) El procedimiento aplicable y el lugar en que los árbitros hayan de conocer y fallar. Si no se indicare el lugar, será el de otorgamiento del compromiso.

2) El plazo en que los árbitros deben pronunciar el laudo.

3) La designación de un secretario, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 787.

4) Una multa que deberá pagar la parte que recurra del laudo, a la que lo consienta, para poder ser oído, si no mediase la renuncia que se menciona en el inciso siguiente.

5) La renuncia del recurso de apelación y del de nulidad, salvo los casos determinados en el art. 79.

Extinción del compromiso.

Art. 786 – Extinción del compromiso. El compromiso cesará en sus efectos:

1) Por decisión unánime de los que lo contrajeron.

2) Por el transcurso del plazo señalado en el compromiso, o del legal en su defecto, sin perjuicio de la responsabilidad de los árbitros por daños e intereses, si por su culpa hubiese transcurrido inútilmente el plazo que corresponda, o del pago de la multa mencionada en el art. 778, inc. 4º, si la culpa fuese de alguna de las partes.

3) Si durante tres (3) meses las partes o los árbitros no hubiesen realizado ningún acto tendiente a impulsar el procedimiento. 

Causales de extinción del compromiso arbitral – las causales contempladas en el art. son las siguientes:

· decisión unánime de los que lo contrajeron – esta causal puede operarse con anterioridad a la constitución del tribunal arbitral o durante el desarrollo del proceso, y puede ser expresa o tácita. Es tácita cuando los compromitentes resuel​ven dirimir sus diferencias privadamente, o bien someterlas al conocimiento de los jueces ordinarios.

Ésta extinción puede también ser parcial, lo que ocurriría si las partes, dejando subsistente el compromiso, se limitaran a acordar el reemplazo de los árbitros.

· transcurso del plazo señalado en el compromiso, o del legal en su defecto – sólo existe plazo legal para lau​dar en relación con los amigables componedores.
· si durante 3 meses las partes o los árbitros no hubiesen realizado ningún acto tendiente a impulsar el procedimiento – sólo puede configurarse una vez aceptado el cargo por los árbitros; esta causal es equiparable a la caducidad de la instancia en el proceso judicial.

Otras causales de extinción:

· la muerte, renuncia o incapacidad de alguno o de todos los árbitros.

· la pérdida de la cosa litigiosa.

· la nulidad del compromiso y el pronunciamiento del laudo.

CONSTITUCIÓN DEL TRIBUNAL. 

Demanda.

Art. 780 – Demanda. Podrá demandarse la constitución de tribunal arbitral, cuando una o más cuestiones deban ser decididas por árbitros.

Presentada la demanda con los requisitos del art. 330, en lo pertinente, ante el juez que hubiese sido competente para conocer en la causa, se conferirá traslado al demandado por diez (10) días y se designará audiencia para que las partes concurran a formalizar el compromiso.

Si hubiese resistencia infundada, el juez proveerá por la parte que incurriere en ella, en los términos del art. 778.

Si las partes concordaren en la celebración del compromiso, pero no sobre los puntos que ha de contener, el juez resolverá lo que corresponda.

Si la oposición a la constitución del tribunal arbitral fuese fundada, el juez así lo declarará, con costas, previa sustanciación por el trámite de los incidentes, si fuere necesario.

Constitución del tribunal arbitral.

Art. 781 – Nombramiento. Los árbitros serán nombrados por las partes, pudiendo el tercero ser designado por ellas, o por los mismos árbitros, si estuviesen facultados. Si no hubiere acuerdo, el nombramiento será hecho por el juez competente.

La designación sólo podrá recaer en personas mayores de edad y que estén en el pleno ejercicio de los derechos civiles.

Nombramiento – si las partes se han reservado el derecho de propo​ner un árbitro cada una de ellas, y no llega a existir conformidad recíproca con respecto a la persona de los árbitros propuestos, la designación debe ser efec​tuada por el juez. 

La misma solución corresponde aplicar en caso de que exista acuerdo recíproco con relación a los dos árbitros, pero que no lo haya con respecto al tercero y no se hubiese delegado a aquéllos la facul​tad de designarlo. 

Designación en virtud de demanda arbitral – si la designación debe efec​tuarse con motivo de una demanda por constitución de tribunal arbitral, la incomparecencia de cualquiera de las partes a la audiencia fijada para el otor​gamiento del compromiso autoriza al juez para designar a los árbitros de oficio.

Capacidad – la designación de árbitros o de amigables componedores sólo puede recaer en personas mayores de edad y que estén en pleno ejercicio de los dere​chos civiles.

Dicha norma sólo comprende a las personas físicas. Debe considerarse implícitamente exigido el requisito de que los árbitros o amigables componedores sepan leer y escribir.

Asimismo, vale aclarar que a los jueces y funcionarios del Poder Judicial les está prohibido bajo pena de nulidad, aceptar el nombramiento de árbitros o amigables componedores salvo si en el juicio fuese parte la Provincia (art. 803).

Aceptación del cargo.

Art. 782 – Aceptación del cargo. Otorgado el compromiso, se hará saber a los árbitros para la aceptación del cargo ante el secretario del juzgado, con juramento o promesa de fiel desempeño.

Si alguno de los árbitros renunciare, se incapacitare o falleciere, se lo reemplazará en la forma acordada en el compromiso. Si nada se hubiese previsto, lo designará el juez.

Aceptación – la norma, que es también aplicable a los amigables componedores, sólo se ha colocado en el supuesto de que el compromiso se otor​gue en un expediente judicial. Pero no excluye la posibilidad de que la aceptación se verifique en escritura pública o instrumento privado.

Si alguno de los árbitros renuncia, admite la recusación, se incapacita o fallece, debe reemplazarse en la forma acordada en el compromiso; pero si nada se hubiese previsto, debe designarlo el juez.

Desempeño.

Art. 783 – Desempeño de los árbitros. La aceptación de los árbitros dará derecho a las partes para compelerlos a que cumplan con su cometido, bajo pena de responder por daños y perjuicios.

Responsabilidad – los árbitros y los amigables componedores no están obligados a aceptar el cargo. Pero verificada la aceptación, ella dará derecho a las partes para compelerlos a que cumplan su cometido, bajo pena de responder por daños y perjui​cios. Son también pasibles de sanciones penales.

Recusación.

Art. 784 – Recusación. Los árbitros designados por el juzgado podrán ser recusados por las mismas causas que los jueces. Los nombrados de común acuerdo por las partes, únicamente por causas posteriores al nombramiento.

Los árbitros no podrán ser recusados sin causa. Sólo serán removidos por consentimiento de las partes y decisión del juez.

Art. 785 – Trámite de la recusación. La recusación deberá deducirse ante los mismos árbitros, dentro de los cinco (5) días de conocido el nombramiento.

Si el recusado no se abstuviere de intervenir, conocerá de la recusación el juez ante quien se otorgó el compromiso o el que hubiese debido conocer si aquél no se hubiere celebrado.

Se aplicarán las normas de los arts. 17 y ss., en lo pertinente.

La resolución del juez será irrecurrible.

El plazo para pronunciar el laudo quedará suspendido mientras no se haya decidido sobre la recusación.

PROCEDIMIENTO.
Art. 789 – Procedimiento. Si en la cláusula compromisoria, en el compromiso, o en un acto posterior de las partes no se hubiese fijado el procedimiento, los árbitros observarán el del juicio ordinario o sumario, según lo establecieren teniendo en cuenta la naturaleza e importancia económica de la causa. Esta resolución será irrecurrible.

Procedimiento a observar – la ley autoriza a las partes para que en la cláu​sula compromisoria, en el compromiso, o en un acto posterior, fijen el procedi​miento aplicable.

Si las partes no hubiesen ejercido esa facultad, los árbitros deben establecer, teniendo en cuenta la naturaleza e im​portancia económica de la causa, si ha de observarse el procedimiento del jui​cio ordinario o el del juicio sumario, siendo irrecurrible su decisión.
Actuación ante el secretario.

Art. 787 – Secretario. Toda la sustanciación del juicio arbitral se hará ante un secretario, quien deberá ser persona capaz, en el pleno ejercicio de sus derechos civiles e idónea para el desempeño del cargo.

Será nombrado por las partes o por el juez, en su caso, a menos que en el compromiso se hubiese encomendado su designación a los árbitros. Prestará juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo ante el tribunal arbitral.

Actuación de los árbitros.

Art. 788 – Actuación del tribunal. Los árbitros designarán a uno de ellos como presidente. Éste dirigirá el procedimiento y dictará, por sí solo, las providencias de mero trámite.

Sólo las diligencias de prueba podrán ser delegadas en uno de los árbitros; en lo demás, actuarán siempre formando tribunal.

Actuación del tribunal – los árbitros deben designar a uno de ellos como presidente. Éste debe dirigir el procedimiento y dictar por sí solo las providencias de mero trámite, que son aquéllas que se dictan sin previa sustan​ciación. Sólo las diligencias de prueba pueden ser delegadas en uno de los árbitros. En los demás actos procesales (sentencias interlocutorias y laudo), deben actuar siempre formando tribunal.
EL LAUDO.

Es la decisión definitiva de los árbitros o amigables componedores sobre las cuestiones comprendidas en el compromiso.

El laudo es sustancialmente equiparable a una sen​tencia, pues participa de su mismo carácter imperativo y posee, una vez firme o ejecutoriado, la autoridad de la cosa juzgada.

Cuestiones previas.

Art. 790 – Cuestiones previas. Si a los árbitros le  resultare imposible pronunciarse antes de que la autoridad judicial haya decidido alguna de las cuestiones que por el art. 775 no pueden ser objeto de compromiso u otras que deban tener prioridad y no les hayan sido sometidas, el plazo para laudar quedará suspendido hasta el día en que una de las partes entregue a los árbitros un testimonio de la sentencia ejecutoriada que haya resuelto dichas cuestiones.

Medidas de ejecución.

Art. 791 – Medidas de ejecución. Los árbitros no podrán decretar medidas compulsorias, ni de ejecución. Deberán requerirlas al juez y éste deberá prestar el auxilio de su jurisdicción para la más rápida y eficaz sustanciación del proceso arbitral.

Contenido del laudo.

Art. 792 – Contenido del laudo. Los árbitros pronunciarán su fallo sobre todas las pretensiones sometidas a su decisión, dentro del plazo fijado en el compromiso, con las prórrogas convenidas por los interesados, en su caso.

Se entenderá que han quedado también comprometidas las cuestiones meramente accesorias y aquellas cuya sustanciación ante los árbitros hubiese quedado consentida.

Contenido del laudo – los árbitros (y los amigables componedores) deben pronun​ciar su fallo sobre todas las pretensiones sometidas a su decisión.

Asimismo, debe mediar una estricta correlación entre las cues​tiones decididas por los árbitros (y amigables componedores) y aquéllas que fueron objeto del compromiso. Quedan también comprometidas y pueden ser decididas en el lau​do, las cuestiones meramente accesorias (ej.: intereses) y aquellas cuya sus​tanciación ante los árbitros (y amigables componedores) hubiese quedado consentida.
Plazo.

Art. 793 – Plazo. Si las partes no hubieren establecido el plazo dentro del cual debe pronunciarse el laudo, lo fijará el juez atendiendo a las circunstancias del caso.

El plazo para laudar será continuo y sólo se interrumpirá cuando deba procederse a sustituir árbitros.

Si una de las partes falleciere, se considerará prorrogado por treinta (30) días.

A petición de los árbitros el juez podrá prorrogar el plazo si la demora no les fuese imputable.

Plazo – si se trata de árbitros y las partes no han establecido el plazo para el pronunciamiento del laudo, el  juez debe fijarlo atendiendo a las circunstancias del caso. 

El plazo es continuo y sólo se interrumpe cuando deba procederse a la sustitución de árbitros (ej.: fa​llecimiento o  recusación).

Si fallece una de las partes, el plazo debe considerarse prorrogado por 30 días. 

Asimismo, el juez puede prorrogar el plazo, a pedido de los árbitros, siempre que la demora no les sea imputable. 

Por último, también las partes, de común acuerdo, pueden prorro​gar el plazo.
Responsabilidad por demora.

Art. 794 – Responsabilidad de los árbitros. Los árbitros que, sin causa justificada, no pronunciaren el laudo dentro del plazo, carecerán de derecho a honorario. Serán asimismo responsables por los daños y perjuicios.

Responsabilidad – los árbitros que (sin causa) no pronuncien el laudo dentro del plazo, pierden el derecho de cobrar honorarios y son responsa​bles por los daños y perjuicios que surjan de su actuar. 
Mayoría para laudar.

Art. 795 – Mayoría. Será válido el laudo firmado por la mayoría si alguno de los árbitros se hubiese resistido a reunirse para deliberar o para pronunciarlo.

Si no pudiese formarse mayoría porque las opiniones y  votos contuviesen soluciones inconciliables en la totalidad de los puntos comprometidos, se nombrará otro árbitro para que dirima.

Si hubiese mayoría respecto de algunas de las cuestiones se laudará sobre ellas. Las partes o el juez, en su caso, designarán un nuevo integrante del tribunal para que dirima sobre las demás y fijarán el plazo para que se pronuncie.

Nulidad del laudo.

Art. 799 – Laudo nulo. Será nulo el laudo que contuviere en la parte dispositiva decisiones incompatibles entre sí. Se aplicarán subsidiariamente las disposiciones sobre nulidades establecidas por este Código.

Si el proceso se hubiese sustanciado regularmente y la nulidad fuese únicamente del laudo, a petición de parte, el juez pronunciará sentencia, que será recurrible por aplicación de las normas comunes.

Pleito pendiente.

Art. 802 – Pleito pendiente. Si el compromiso se hubiese celebrado respecto de un juicio pendiente en última instancia, el fallo de los árbitros, causará ejecutoria.

RECURSOS.

Impugnación del laudo.

Art. 796 – Recursos. Contra la sentencia arbitral podrán interponerse los recursos admisibles respecto de las sentencias de los jueces, si no hubiesen sido renunciados en el compromiso.

Recursos – los laudos dictados por los árbitros admiten en contra los mismos recursos que caben contra las sentencias de los jueces, siempre que las partes no hubieran renunciado a ellos en el compromiso.
Art. 797 – Interposición. Los recursos deberán deducirse ante el tribunal arbitral, dentro de los cinco (5) días, por escrito fundado.

Si fueren denegados serán aplicables los arts. 275 y 276, en lo pertinente.

Art. 798 – Renuncia de recursos. Aclaratoria. Nulidad. Si los recursos hubiesen sido renunciados, se denegarán sin sustanciación alguna.

La renuncia de los recursos no obstará, sin embargo, a la admisibilidad del de aclaratoria y de nulidad, fundado en falta esencial del procedimiento, en haber fallado los árbitros fuera del plazo, o sobre puntos no comprometidos. En este último caso, la nulidad será parcial si el pronunciamiento fuere divisible.

Este recurso se resolverá sin sustanciación alguna, con la sola vista del expediente.

Art. 800 – Pago de la multa. Si se hubiese estipulado la multa indicada en el art. 779, inc. 4º, no se admitirá recurso alguno si quien lo interpone no hubiese satisfecho su importe.

Si el recurso deducido fuese el de nulidad por las causales expresadas en los arts. 798 y 799, el importe de la multa será depositado hasta la decisión del recurso. Si se declarase la nulidad, será devuelto al recurrente. En caso contrario, se entregará a la otra parte.

Art. 801 – Recursos. Reconocerá  de los recursos el tribunal jerárquicamente superior al juez a quien habría correspondido conocer si la cuestión no se hubiese sometido a árbitros, salvo que el compromiso estableciera la competencia de otros árbitros para entender en dichos recursos.

2. Proceso de amigables componedores. Concepto. Normas aplicables.

PROCESO DE AMIGABLES COMPONEDORES. CONCEPTO. NORMAS APLICABLES.

Art. 804 – Objeto. Clase de arbitraje. Podrán someterse a la decisión de arbitradores o amigables componedores, las cuestiones que pueden ser objeto del juicio de árbitros.

Si nada se hubiese estipulado en el compromiso acerca de si el arbitraje ha de ser de derecho o de amigables componedores, o si se hubiese autorizado a los árbitros a decidir la controversia según equidad, se entenderá que es de amigables componedores.

Objeto – toda aquella cuestión que puede ser objeto de un juicio arbitral podrá también serlo de uno de amigables componedores (también llamados “arbitradores” por el Código). Concretamente, remitimos a los análisis de los arts. 774 a 776.

Normas comunes.
Art. 805 – Normas comunes. Se aplicará al juicio de amigables componedores lo prescripto para los árbitros respecto de:

1) La capacidad de los contrayentes.

2) El contenido y forma del compromiso.

3) La calidad que deban tener los arbitradores y forma de nombramiento.

4) La aceptación del cargo y responsabilidad de los arbitradores.

5) El modo de reemplazarlos.

6) La forma de acordar y pronunciar el laudo.

Recusación.

Art. 806 – Recusaciones. Los amigables componedores podrán ser recusados únicamente por causas posteriores al nombramiento.

Sólo serán causas legales de recusación:

1) Interés directo o indirecto en el asunto.

2) Parentesco dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad con las partes.

3) Enemistad manifiesta con aquéllas, por hechos determinados.

En el incidente de recusación se procederá según lo prescripto para la de los árbitros.

Recusación. Causales – se reducen las causales para recusar a un amigable componedor: sólo podrán aducirse las mencionadas en esta manda, perdiendo virtualidad toda otra (art. 17), atento la regulación específica aquí realizada.

Procedimiento.

Art. 807 – Procedimiento. Carácter de la actuación. Los amigables componedores procederán sin sujeción a formas legales, limitándose a recibir los antecedentes o documentos que las partes presentasen, a pedirles las explicaciones que creyeren convenientes, y a dictar sentencia según su saber y entender.

Procedimiento. Informalismo – hace a la esencia del juicio de amigables componedores el hecho de que en el trámite no se sigan formas legalmente establecidas.

En tal sentido, los arbitradores habrán de tomar contacto con el conflicto, conocerán los argumentos de ambas partes, atenderán la prueba que sea presentada, requerirán las explicaciones o ampliaciones que entiendan necesarias a cualquier sujeto, sin importar si es o no parte y, luego de haberse formado criterio libremente, dictarán una sentencia según su saber y entender.

Si bien este laudo no tendrá fundamento normativo, deberá ser construido sobre la base de razonamientos expresos, fundados y lógicos, respetándose el derecho de defensa de las partes.
Plazo.

Art. 808 – Plazo. Si las partes no hubiesen fijado plazo, los amigables componedores deberán pronunciar el laudo dentro de los tres (3) meses de la última aceptación.

Nulidad.

Art. 809 – Nulidad. El laudo de los amigables componedores no será recurrible, pero si se hubiese pronunciado fuera de plazo o sobre puntos no comprometidos, las partes podrán demandar su nulidad dentro de cinco (5) días de notificado.

Presentada la demanda, el juez dará traslado a la otra parte por cinco (5) días.

Vencido este plazo, contestado o no el traslado, el juez resolverá acerca de la validez o nulidad del laudo, sin recurso alguno.

3. Nulidad del laudo, régimen legal, supuestos, doctrina y jurisprudencia. Costas y honorarios en los procesos arbitrales.

NULIDAD DEL LAUDO. RÉGIMEN LEGAL. SUPUESTOS. 

Nulidad del laudo de árbitros.

Art. 799 – Laudo nulo. Será nulo el laudo que contuviere en la parte dispositiva decisiones incompatibles entre sí. Se aplicarán subsidiariamente las disposiciones sobre nulidades establecidas por este Código.

Si el proceso se hubiese sustanciado regularmente y la nulidad fuese únicamente del laudo, a petición de parte, el juez pronunciará sentencia, que será recurrible por aplicación de las normas comunes.

Nulidad del laudo de árbitros – los laudos de árbitros podrá ser atacados de nulidad, teniendo como fundamento: 

· una falta esencial del procedimiento.

· el haber fallado los árbitros fuera del plazo o sobre puntos no comprometidos.

· también será nulo el laudo que contuviere en la parte dispositiva decisiones incompatibles entre sí. 
Nulidad del laudo de amigables componedores.

Art. 809 – Nulidad. El laudo de los amigables componedores no será recurrible, pero si se hubiese pronunciado fuera de plazo o sobre puntos no comprometidos, las partes podrán demandar su nulidad dentro de cinco (5) días de notificado.

Presentada la demanda, el juez dará traslado a la otra parte por cinco (5) días.

Vencido este plazo, contestado o no el traslado, el juez resolverá acerca de la validez o nulidad del laudo, sin recurso alguno.

Nulidad del laudo de amigables componedores – los laudos de los amigables componedores son irrecurribles, pero son im​pugnables por demanda de nulidad cuando:

· se hayan pronunciado fuera del plazo.

· sobre puntos no comprometidos.
La demanda de nulidad es una pretensión procesal autónoma y debe deducirse dentro del plazo de 5 días contado desde la notificación del laudo.

Presentada la demanda, el juez debe dar traslado a la otra parte por 5 días. Vencido este plazo, contestado o no el traslado, el juez debe resolver acer​ca de la validez o nulidad del laudo, no siendo admisible contra esa decisión re​curso alguno.
COSTAS Y HONORARIOS EN LOS PROCESOS ARBITRALES.

Art. 810 – Costas. Honorarios. Los árbitros y amigables componedores se pronunciarán acerca de la imposición de las costas, en la forma prescripta en los arts. 68 y ss.

La parte que no realizare los actos indispensables para la realización del compromiso además de la multa prevista en el art. 778, inc. 4º, si hubiese sido estipulado, deberá pagar las costas.

Los honorarios de los árbitros, secretario del tribunal, abogados, procuradores, y demás profesionales, serán regulados por el juez.

Los árbitros podrán solicitar al juez que ordene el depósito o embargo de la suma que pudiere corresponderles por honorarios, si los bienes objeto del juicio no constituyesen garantía suficiente.

Costas y honorarios – en el laudo, los árbitros y amigables componedores deben pronun​ciarse acerca de la imposición de las costas 
La parte que no haya realizado los actos indispensables para la realizar el compromiso, además de la multa del art. 778 inc. 4, debe ser condenada al pago de las costas, con inde​pendencia del resultado del proceso arbitral

Los árbitros y amigables componedores tienen facultades para decidir la forma en que deben pagarse las costas; pero la regulación de los honorarios de los abogados, procuradores y demás profesionales que hayan inter​venido en el proceso debe ser practicada por el juez.
4. Procedimiento pericial: presupuestos de admisibilidad. Diferencias con los procesos arbitrales y con la prueba de peritos, inimpugnabilidad.

PROCEDIMIENTO PERICIAL. PRESUPUESTOS DE ADMISIBILIDAD. 

La pericia arbitral –también llamada juicio pericial– es aquella que tiene lugar cuando se encomienda a una o más personas especialmente versadas en alguna materia, la decisión definitiva de un conflicto exclusivamente relativo a una cuestión de hecho.

Art. 811 – Procedencia. La pericia arbitral procederá en el caso del art. 514, y cuando las leyes establezcan ese procedimiento con el nombre de juicio de árbitros, arbitradores, peritos o peritos árbitros, para que resuelva cuestiones de hecho concretadas expresamente.

Los peritos árbitros deberán tener las condiciones exigidas para los amigables componedores y especialidad en la materia. Procederán como aquéllos, sin que sea necesario el compromiso.

La pericia arbitral tendrá los efectos de la sentencia, no siendo admisible recurso alguno. Para su ejecución, luego de agregada al proceso, se aplicarán las normas sobre ejecución de sentencia.

Procedencia – son aplicables a la pericia arbitral las reglas del juicio de amigables componedores, debiendo tener los árbitros peritos especialidad en la materia. Deben proceder sin sujeción a formas le​gales, decidiendo según su saber y entender.

La utilización de esta vía puede venir impuesta por la ley. Tal el caso del art. 514 (mencionado en la norma), donde se contempla el supuesto de liquidaciones o cuentas muy complicadas o de lenta y difícil justificación que requieran de conocimientos especiales. Asimismo, el juez puede disponer que se recurra a una pericia arbitral.

La ley establece que no es necesaria la suscripción de un compromiso arbitral. Sin embargo, entendemos que la propuesta del caso a dilucidar, la exposición del mismo, la elección de los peritos árbitros, la determinación del plazo, etc. deben darse por escrito por parte de quienes se someten a esta forma de resolver conflictos fácticos.

Las condiciones y formas de designación serán las mismas que para los amigables componedores, sumándose el requisito insoslayable de la idoneidad específica.

INIMPUGNABILIDAD.

La pericia arbitral emitida (equivalente al laudo) tendrá los efectos de la sentencia que dimana de los arbitradores y, al igual que aquélla, no será susceptible de recurso alguno. Entendemos que sí será pasible de la demanda de nulidad prevista en el art. 809.

Si la solución que de allí surja no es voluntariamente acatada por las partes, deberá recurrirse a la vía de la ejecución de sentencia para su cumplimiento coactivo (art. 497).

DIFERENCIAS CON LOS PROCESOS ARBITRALES Y CON LA PRUEBA DE PERITOS.

Esta institución tiene puntos de contacto con la prueba de peritos y con el juicio de árbitros o de amigables componedores.

· Paralelo entre la pericia arbitral y el dictamen pericial.

Semejanzas – la pericia arbitral se asemeja al dictamen pericial porque ambos requieren conocimientos especiales y versan sobre cuestiones de hecho. 

Diferencias – mientras el dictamen pericial constituye un medio de prueba que sólo puede verificarse en el transcurso de un proceso y tiende únicamente a ilustrar al juez, quien puede apartarse de las conclusiones enunciadas por los peritos, la pericia arbitral puede llevarse a cabo dentro de un proceso o fuera de él, y conduce al pronunciamiento de una decisión provista de fuerza vinculante para el juez. Si bien éste aprecia libremente el derecho aplicable al caso, debe hacerlo sobre la base de las conclusiones de hecho establecidas por los peritos árbitros.

· Paralelo entre la pericia arbitral y el proceso arbitral.

Semejanzas – la pericia arbitral tiene puntos de contacto con el proceso arbitral. Tanto uno como otro tienen por objeto la decisión de una cuestión o divergencia suscitada entre partes. 
Diferencias – las diferencias entre una y otro son:

1. mientras que el proceso arbitral supone como antecedente necesario la celebración de un compromiso, la pericia arbitral no siempre requiere esa formalidad.

2. en el proceso arbitral se decide tanto sobre los hechos como sobre el derecho, en tanto que el ámbito de la pericia arbitral está circunscripto a las cuestiones de hecho.

3. mientras que es procedente deferir al arbitraje un género determinado de conflictos, sólo cabe someter al juicio pericial cuestiones de hecho concretadas expresamente.

· Paralelo entre la pericia arbitral y el juicio de amigables componedores.

Semejanzas – la pericia arbitral se asemeja al juicio de amigables componedores en cuanto a la forma en que los peritos árbitros deben proceder.

UNIDAD 32 – JUSTICIA DE PAZ. PROCESOS VOLUNTARIOS.

1. La Justicia de Paz en la provincia de Buenos Aires. Caracteres. Competencia. Procedimiento verbal y actuado; frustración. Pedido de audiencia para demandar. Audiencia: demanda, contestación y reconvención. Plazos. Prueba. Sentencia. Recursos. Tribunal de alzada. Normas subsidiarias.

2. Justicia Nacional Especial en lo civil y comercial. Competencia. Procedimiento. Plenario abreviado (sumario).

3. Procesos voluntarios (Libro VII del CPCCBA y del CPN). Caracteres. Diferencia con los procesos contenciosos. Procedimiento. Decisión. Recursos. Efectos. Análisis en particular de las peticiones para contraer matrimonio. Tutela. Curatela. Copia y renovación de títulos. Autorización para comparecer en procesos o ejercer actos jurídicos. Examen de los libros por el socio. Reconocimiento. Adquisición y venta de mercadería. 

PROCESOS VOLUNTARIOS. CARACTERES. DIFERENCIA CON LOS PROCESOS CONTENCIOSOS.

El objeto del proceso voluntario está constituido por una petición procesal extracontenciosa en cuya virtud se reclama, ante un órgano judicial y en interés del propio peticionario, la emisión de un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o relación jurídica privada. 

Dicha petición se diferencia de la pretensión en que no persigue una decisión entre dos partes, sino solamente con relación al sujeto o sujetos que reclaman el ejercicio de la actividad judicial en el caso concreto. En el proceso voluntario el concepto de parte debe ser sustituido por el de peticionario y el de demanda por el de solicitud.

La oposición de un interesado legítimo, o las discrepancias que se susciten entre los propios peticionarios, transforman, total o parcialmente, al proceso voluntario en contencioso.

ANÁLISIS EN PARTICULAR DE CADA UNO DE LOS PROCESOS.

· AUTORIZACIÓN PARA CONTRAER MATRIMONIO.

Art. 812 – Trámite. El pedido de autorización para contraer matrimonio tramitará en juicio verbal, privado y meramente informativo, con intervención del interesado, de quien debe darla y del representante del Ministerio Público.

La licencia judicial para el matrimonio de los menores o incapaces, sin padres, tutores o curadores, será solicitada y sustanciada en la misma forma.

Autorización para contraer matrimonio – que los menores hayan cumplido la edad mínima exigida por la ley para contraer matrimonio (la mujer 16 y el hombre 18), no los habilita para cumplir ese acto si no se encuentran autorizados por quie​nes legalmente deban conceder la autorización. Dichos menores, aunque estén emancipados por habilita​ción de edad, no pueden casarse entre sí ni con otra persona sin el asentimiento de sus padres o de aquél que ejerza la patria potestad, o sin el de su tutor cuando ninguno de ellos la ejerce o, en su defecto, sin la del juez (art. 168 CCiv.).

Facultad de conceder o negar la autorización – la facultad de conceder la autorización entraña también la de negarse a otorgarla, pudiendo la oposición fundarse en: 

1) la existencia de alguno de los impedimentos legales.
2) la inmadurez psíquica del menor que solicita autorización para casarse.

3) la enfermedad contagiosa o grave deficiencia psíquica o física de la persona que pretenda casarse con el menor.

4) la conducta desordenada o inmoral o la falta de medios de subsistencia de la persona que pretenda casarse con el menor (CCiv. art. 169).

La ley legitima para deducir oposición a la celebración del ma​trimonio por razón de impedimento a las personas que menciona el art. 177 CCiv. (cónyuge de la persona que quiere contraer otro matrimonio; ascen​dientes, descendientes y hermanos de cualquiera de los futuros esposos; adop​tante y adoptado en la adopción simple; tutores y curadores; ministerio públi​co) e incluso faculta a cualquier persona para denunciar ante el ministerio público o ante el oficial público del Registro correspondiente la existencia de alguno de los impedimentos legales (CCiv. art. 178).

En el caso de oposición, el oficial público debe hacerla conocer a los futuros esposos y, frente al desconocimiento de éstos de la existencia del impedimento, levantar acta y remitir copia autorizada de todo lo actuado al juez competente. Por su parte, en el caso de denuncia formulada ante dicho oficial, éste debe remitirla al juez, quien dará vista de ella al ministerio fiscal y el funcionario correspondiente, dentro del 3º día, deducirá oposición o manifestará que considera infundada la denuncia (CCiv. arts. 183 y 185).

Tanto en el supuesto de negativa al asentimiento por parte de los repre​sentantes legales del menor, cuanto en el de oposición precedentemente men​cionado, el juez debe resolver mediante el procedimiento más breve que prevea la ley local (CCiv. arts. 170 Y 183).

Corresponde la intervención judicial y la aplica​ción de ese procedimiento, aun cuando no medie negativa u oposición, para allanar el impedimento derivado de la ausencia de edad mínima para contraer matrimonio (CCiv. art. 167).

Procedimiento – el juez puede intervenir aquí para: 

· suplir la ausencia de quienes deben brindar el asentimiento para el matrimonio.

· resolver lo pertinente si éstos, existiendo, se niegan a brindarlo (juicio de disenso).

· conceder la dispensa judicial en el caso de impedimento de edad.
· o resolver respecto de la oposición que planteen las personas enumeradas en el art. 177. 

Para todos estos trámites es utilizable el carril procesal que contiene esta manda.

Vemos claramente cómo de estos supuestos, sólo algunos son puramente voluntarios (el pedido de asentimiento ante la falta de representantes legales y la dispensa judicial en el caso de ausencia de edad mínima), mientras que, en los demás casos, existe un verdadero pleito o controversia entre partes.

Trámite – el juez competente en todos los casos será el del domicilio de la persona respecto de quien deba emitirse la autorización (art. 5 inc. 12), regla aplicable a todos los juicios voluntarios.

Se hace alusión a un trámite “verbal, privado y meramente informativo”. Más allá de las designaciones, y teniendo en cuenta que sin perjuicio de las audiencias que puedan celebrarse a iniciativa del juez, los tramos esenciales del proceso serán escriturarios, el peticionario o parte deberá realizar su presentación judicial y el juez, luego de analizar los recaudos mínimos vinculados con el tipo de presentación, dispondrá lo pertinente.

Así, si la naturaleza de la pretensión es estrictamente voluntaria, dará intervención al Ministerio Público en la persona del Asesor de Incapaces. Luego de ello y de la producción de prueba que eventualmente pueda llegar a requerirse, el juez resolverá concediendo o denegando la autorización.

Si, en cambio, la petición es de naturaleza controversial, además de aquellos sujetos deberá darse traslado a quien planteara la oposición que motiva la intervención judicial. Se lo escuchará y se atenderá la prueba que ofrezca y sea imprescindible producir.

En todos los casos, quedará a criterio del magistrado la determinación de los plazos y los pasos procesales que entienda necesarios para un mejor conocimiento y resolución de los planteos.

Apelación.

Art. 813 – Apelación. La resolución será apelable dentro del quinto día. El tribunal de alzada deberá pronunciarse, sin sustanciación alguna, en el plazo de diez (10) días.

Apelación – la resolución que dicte el juez en este proceso será susceptible de ser apelada dentro del 5º día de ser notificada por cédula por cualquiera de los interesados. Este recurso será concedido, de acuerdo con las reglas generales, en relación.

La Cámara resolverá sin que haya existido traslado alguno en un término de 10 días.

· TUTELA. CURATELA. 

Art. 814 – Trámite. El nombramiento de tutor o curador y la confirmación del que hubieren efectuado los padres se hará a solicitud del interesado o del Ministerio Público, sin forma de juicio, a menos que alguien pretendiere tener derecho a ser nombrado. Si se promoviere cuestión, se sustanciará en juicio sumarísimo. La resolución será apelable en los términos del art. 813.

Nombramiento de tutor o curador – los ordenamientos procesales reglamenten el trámite destinado a la designación o, en su caso, a la confirmación del nombramiento de tutores o curadores, así como el discernimiento de esos cargos.

El tutor será quien viene a ejercer la patria potestad sobre un menor de edad en lugar de sus representantes legales naturales -padres-. En cambio, curador será el representante que se otorga a personas mayores de edad pero incapaces de conducirse en la vida civil por sí solas.

En los casos en que sea necesario nombrar tutor o curador a una persona, el cargo habrá de ser discernido por juez competente según reza el art. 399 CCiv.

Con ese fin se regula el proceso voluntario del artículo en análisis.

Juez competente – el juez competente (según el art. 400 CCiv.) será el del lugar del domicilio de los padres del menor el día de su fallecimiento, o el del lugar en que se encontrare éste si fuese expósito o abandonado (art. 403 CCiv.), sin perjuicio de otras pautas específicas (arts. 401, 404, 405, etc. del CCiv.).

Desarrollo del trámite – si el trámite es voluntario, ante la presentación que haga el interesado (es decir, la persona que habrá de desempeñar el cargo) o el Ministerio Público, en ambos casos indicando los hechos que motivan la petición, el juez resolverá de acuerdo con tales datos y sobre la base de las pautas del CCiv. al respecto.

Si la presentación no fue hecha por el Asesor de Incapaces, deberá dársele vista del pedido.

En caso de que exista oposición de otra persona a la designación, el trámite tendrá por partes a los dos que reclaman ser nombrados en el cargo y al Ministerio Público. Las pautas del juicio serán las del proceso sumarísimo.

El magistrado atenderá los argumentos del presentante o de las partes y resolverá designando tutor o curador a la persona ya escogida, o bien realizando un nombramiento sin atenerse a nominaciones previas.

Apelación – en uno y otro caso, lo que resuelva el juez puede ser apelado dentro del 5º día, concediéndose el recurso en relación pero sin sustanciación. La Cámara resolverá en el término de 10 días.

Acta.

Art. 815 – Acta. Confirmado o hecho el nombramiento, se procederá al discernimiento del cargo, extendiéndose acta en que conste el juramento o promesa de desempeñarlo fiel y legalmente y la autorización judicial para ejercerlo.

Acta – una vez resuelta la designación del tutor o curador, el cargo debe discernírsele mediante acta judicial.

En la diligencia en la que habrá de producirse ese acto procesal, el tutor o curador elegido prestará juramento o promesa de cumplir fiel y legalmente el cargo conferido.

De ello, así como de la autorización judicial para ejercerlo, quedará constancia instrumental.

Un testimonio de este acta servirá al tutor o curador para acreditar ante terceros su condición de tal y poder ejercer adecuadamente la representación del incapaz en los actos de la vida civil que determine la ley aplicable.

· COPIA Y RENOVACIÓN DE TÍTULOS. 

Segunda copia de escritura pública.

Art. 816 – Segunda copia de escritura pública. La segunda copia de una escritura pública, cuando su otorgamiento requiera autorización judicial, se otorgará previa citación de quienes hubiesen participado en aquélla, o del Ministerio Público en su defecto.

Si se dedujere oposición, se seguirá el trámite del juicio sumarísimo.

La segunda copia se expedirá previo certificado del Registro de la Propiedad Inmueble, acerca de la inscripción del título y estado del dominio, en su caso.

Segunda copia de escritura pública – el art. 979 CCiv. enumera casos de instrumentos públicos. Dentro de esa lista hallamos las escrituras públicas hechas por los escribanos en sus protocolos o por otros funcionarios con las mismas atribuciones y las copias sacadas en la forma que prescribe la ley (inc. 1).

Según este cuerpo legal, el escribano debe entregar a las partes que lo pidiesen copia autorizada de la escritura que haya otorgado (art. 1006). Asimismo, el notario podrá dar otras copias cuando se pidieran por haber sido perdida la primera. Sin embargo, si en la escritura alguna de las partes se hubiese obligado a dar o hacer alguna cosa, la segunda copia no podrá darse sin autorización expresa del juez (art. 1007 CCiv.).

La normativa de fondo contempla, pues, la necesidad de que esta nueva (o “segunda”) copia deba emitirse con citación de aquellos que han participado en la escritura, para que comparen la exactitud de la copia con la matriz (art. 1008 CCiv.). Tal la pauta que recoge el artículo en estudio.

El interesado en obtener esta segunda copia deberá presentarse ante el juez y por escrito fundado explicitar las circunstancias que lo llevan a efectuar la petición. Se mencionarán los domicilios de los demás participantes del otorgamiento de la escritura, así como el del escribano autorizante.

Juez competente será el del lugar donde se otorgaron o protocolizaron las escrituras públicas (art. 5 inc. 9).

Se citará a todos ellos a la diligencia en la que el notario emitirá la segunda copia. Si alguno estuviere ausente, se designará al Defensor Oficial para que supervise (art. 1008 CCiv. y el presente del CPCC).

Frente a discrepancias entre el original y la segunda copia habrá de prevalecer aquél (art. 1009 CCiv.).

Si esta operación se realiza con la presencia y anuencia de todos los participantes en el acto plasmado en la escritura, el juez se limitará a aprobar el acto una vez concluido.

Si, por el contrario, alguno de los interesados plantea cuestiones a resolver, el trámite se tornará adversarial y seguirá el carril del juicio de conocimiento sumarísimo.

Se ha dicho al respecto que el proceso voluntario para obtener segundo testimonio instituido en el art. 816 CPCC se ha restringido a aquellos sujetos que han sido parte del negocio plasmado en la escritura matriz y que hubieran extraviado la primera copia, al par que se exige que existan obligaciones pendientes de cumplimiento, pues de lo contrario es innecesaria la intervención judicial.

Certificado de dominio previo – la ley procesal señala que para la emisión de esta segunda copia –en la medida en que se vincule con inmuebles– habrá de solicitarse previamente un certificado de inscripción y estado de dominio del Registro de la Propiedad Inmueble como recaudo formal frente a eventuales discrepancias entre el título y el asiento registral.

Renovación de títulos.

Art. 817 – Renovación de títulos. La renovación de títulos mediante prueba sobre su contenido, en los casos en que no fuere posible obtener segunda copia, se sustanciará en la forma establecida en el artículo anterior.

El título supletorio deberá protocolizarse en el registro de escrituras públicas del lugar del tribunal, que designe el interesado.

Renovación de títulos – Se trata ahora del caso del art. 1011 CCiv., el cual prescribe: “Si el libro de protocolo se perdiese y se solicitare por alguna de las partes que se renovase la copia que existía, o que se ponga en el registro para servir de original, el juez puede ordenarlo con citación y audiencia de los interesados, siempre que la copia no estuviese raída ni borrada en lugar sospechoso, ni en tal estado que no se pudiese leer claramente”.

En este caso, se busca no emitir una copia de la matriz, sino justamente reconstituir esa matriz que se ha perdido o destruido total o parcialmente y que, por tal motivo, no resulta “posible obtener segunda copia”, tal como reza el artículo en estudio.

A esos fines, se seguirá en lo sustancial el trámite visto en la manda anterior.

El interesado requerirá del juez que convoque a todos los que intervinieron en el acto pasado ante escribano público para que aporten pruebas sobre el contenido del documento destruido o perdido –normalmente copias de aquella escritura original– y así poder transcribirlas en el protocolo, o bien agregar a éste una de las copias mientras se encuentre en buen estado material.

· AUTORIZACIÓN PARA COMPARECER EN JUICIO Y EJERCER ACTOS JURÍDICOS. 

Art. 818 – Trámite. Cuando la persona interesada, o el Ministerio Pupilar a su instancia, solicitare autorización para comparecer en juicio y ejercer actos jurídicos, se citará inmediatamente a aquélla, a quien deba otorgarla y al representante del Ministerio Pupilar, a una audiencia que tendrá lugar dentro de tercero día y en la que se recibirá toda la prueba.

En la resolución en que se conceda autorización a un menor para estar en juicio, se le nombrará tutor especial.

En la autorización para comparecer en juicio queda comprendida la facultad de pedir litisexpensas.

Trámite – son varios los supuestos en los que la ley de fondo exige que ciertos sujetos cuenten con autorización judicial para ejercer su derecho de acción ante los tribunales o para realizar ciertos actos jurídicos.

Es el caso de los menores emancipados para disponer de bienes adquiridos a título gratuito antes o después de la emancipación, excepto cuando haya acuerdo entre los cónyuges y uno de ellos sea mayor de edad (art. 135 CCiv.); de los menores adultos que pretendan iniciar un juicio civil contra un tercero y los padres denieguen el permiso respectivo (art. 282 CCiv.); del menor adulto que se encuentre ausente de su hogar y requiera contraer deudas para necesidades urgentes (art. 284, CCiv.); del menor que deba demandar a sus padres por intereses propios (art. 285); el del tutor o curador para realizar los actos enumerados en los arts. 434, 435, 438 y 443 CCiv.; del varón menor de 16 años para el reconocimiento de hijos extramatrimoniales (art. 41, dec.-ley 8204/1963).

A estos fines es que se prevé el presente juicio voluntario.

En todos estos casos, el interesado que requiera la autorización aludida se presentará ante el juez por sí o a través del Ministerio Público –cuando corresponda–, mediante escrito explicando el motivo del requerimiento.
Dependiendo del caso, del tipo de autorización peticionada y de los sujetos involucrados, el juez convocará a quien busca la autorización, al que debe otorgarla y la niega y al Asesor de Incapaces a una audiencia dentro del 3º día de la presentación. En ella se oirá a todos los concurrentes y se recibirá la prueba de que intenten valerse.

Luego de la misma, se resolverá de acuerdo con los argumentos vertidos y las reglas del derecho de fondo.

Se aclara que si se concede autorización a un menor para estar en juicio, al mismo tiempo se le designará un tutor especial que lo asistirá durante el trámite judicial, sin perjuicio de la representación promiscua que seguirá ejerciendo el Ministerio Público.

Asimismo, se indica que la autorización judicial para estar en juicio incluye la de pedir litis expensas a quienes tienen el deber de prestar alimentos al menor.

· EXAMEN DE LOS LIBROS POR EL SOCIO. 

Art. 819 – Trámite. El derecho del socio para examinar los libros de la sociedad se hará efectivo, sin sustanciación, con la sola presentación del contrato, decretándose las medidas necesarias si correspondiere. El juez podrá requerir el cumplimiento de los recaudos necesarios para establecer la vigencia de aquél. La resolución será irrecurrible.

Trámite – en este art. se regula la vía procesal rápida y autónoma que permite gozar plenamente del derecho de información respecto de los negocios societarios al socio que no interviene en la administración del ente.

Este derecho viene contemplado en los arts. 1696 CCiv. respecto de las sociedades civiles y el 55 ley 19550 en relación con la comerciales.

El socio al que se le veda esa información puede concurrir a los estrados judiciales mediante una presentación escrita donde plantee su pretensión y acredite su derecho mediante copia del contrato social.

Si el juez advierte fundado el pedido, sin sustanciación alguna dispondrá las medidas que entienda necesarias de acuerdo con la entidad de las circunstancias: allanamiento, intimación bajo apercibimiento de aplicación de astreintes, secuestro de documentación, etc.

Ninguna de estas decisiones puede ser objeto de recurso alguno.

De la instrumentación de las aludidas medidas pueden surgir oposiciones por parte de los demás socios o de las autoridades de gobierno o administración del ente.

Quedará en el juez, en esos casos, decidir cuál será el trámite por el que tramitarán estas controversias.

· RECONOCIMIENTO, ADQUISICIÓN Y VENTA DE MERCADERÍAS. 

Art. 820 – Reconocimiento de mercaderías. Cuando el comprador se resistiese a recibir las mercaderías compradas, sosteniendo que su calidad no es la estipulada, el juez decretará, sin otra sustanciación, a solicitud del vendedor o de aquél, su reconocimiento por uno (1) o tres (3) peritos, según el caso, que designará de oficio. Para el acto de reconocimiento y al solo efecto de controlarlo y formular las protestas escritas que considere pertinentes, citará a la otra parte, si se encontrare en el lugar, o al defensor de ausentes, en caso, con habilitación de día y hora.

Igual procedimiento se seguirá siempre que la persona que deba entregar o recibir mercaderías, quisiera hacer constar su calidad o el estado en que se encontraren.

Reconocimiento de mercaderías – las compraventas pueden celebrarse respecto de cosas de determinada calidad. Tanto el derecho comercial (art. 456 CCom.) como el civil (art. 1338 CCiv.) establecen que si así se pactó y el vendedor entrega cosas del tipo señalado en el acuerdo, el comprador no puede negarse válidamente a recibirlas y debe pagar el precio. Tal es el supuesto que recoge la manda en estudio.

Frente a la negativa del comprador de recibir la mercadería alegando que no es de la calidad prometida, tanto vendedor como comprador podrán recurrir a la justicia presentando un escrito donde se explicite la cuestión acompañándose copia del contrato celebrado.

El juez, si encuentra admisible la petición, sin dar traslado dispondrá el reconocimiento de la mercadería por 1 o 3 expertos (según la importancia de las cosas a controlar) que designará de oficio. Se aplicarán aquí supletoriamente las pautas de la prueba pericial.

Una vez dispuesto el reconocimiento por peritos, citará a ambas partes a la diligencia para que puedan controlarla y manifestar, eventualmente, sus cuestionamientos por escrito. Si alguno se encuentra ausente, convocará al Defensor Oficial.

Luego de la diligencia, y sobre la base del informe de los expertos, se declarará si la mercadería es o no de la calidad prometida.

La norma culmina estableciendo que el mismo trámite se seguirá si quien debe entregar o recibir mercaderías quisiera hacer constar su calidad o el estado en que se encuentra.

Art. 821 – Adquisición de mercaderías por cuenta del vendedor. Cuando la ley faculta al comprador para adquirir mercaderías por cuenta del vendedor, la autorización se concederá con citación de éste, quien podrá alegar sus defensas dentro de tres (3) días.

Si el vendedor no compareciere o no se opusiere, el tribunal acordará la autorización. Formulada oposición, el tribunal resolverá previa información verbal.

La resolución será irrecurrible y no causará instancia.

Adquisición de mercaderías por cuenta del vendedor – Aquí también, tanto el derecho comercial (art. 467 CCom.) como el civil (art. 1412) autorizan al comprador, frente a la falta de entrega oportuna de la cosa por parte del vendedor, a pedir autorización judicial para comprar una cosa equivalente a costa de éste.

Ante tal hipótesis, presentado el escrito petitorio del comprador, el juez dará traslado al vendedor –notificándolo por cédula– por 3 días, dentro de los cuales deberá defenderse de la pretensión dirigida en su contra.

Si no se presenta o no se opusiere, el juez autorizará la compra por cuenta del vendedor.

Si se opone, se citará a audiencia para escuchar las posiciones de ambas partes. Luego se resolverá, siendo el fallo irrecurrible, aunque no causará instancia: quedará abierta la posibilidad de un juicio de conocimiento donde, con amplitud de debate y prueba, se acrediten los extremos referidos al cumplimiento contractual en cuestión.

Art. 822 – Venta de mercaderías por cuenta del comprador. Cuando la ley autoriza al vendedor a efectuar la venta de mercaderías por cuenta del comprador, el tribunal decretará el remate público con citación de aquél, si se encontrare en el lugar, o del defensor de ausentes, en su caso, sin determinar si la venta es o no por cuenta del comprador.

Venta de mercaderías por cuenta del comprador – si se da el supuesto aprehendido por esta manda (autorización legal al vendedor para enajenar las cosas objeto del contrato de compraventa por cuenta del comprador), se realizará la petición escrita ante el juez y éste dispondrá que la venta se haga en remate público, con citación de aquél o del Defensor Oficial si no se encontrare en el lugar.

No se aclarará en la resolución que la venta es por cuenta del comprador, ya que el tópico habrá de merecer un mayor análisis y debate en el marco de un juicio de conocimiento más amplio.

Casos como el que contempla esta manda pueden surgir en los supuestos donde por culpa del comprador las mercaderías no pueden ser entregadas y sufren deterioros importantes con el paso del tiempo.

NORMAS COMPLEMENTARIAS.

Art. 823 – Casos no previstos. Cuando se promuevan otras actuaciones, cuyo fin sea requerir la intervención o autorización de los jueces, exigidas por la ley, para acordar autenticidad o relevancia a hechos o situaciones, que pueden producir efectos jurídicos, el procedimiento en tanto no estuviere previsto expresamente en este Código, se ajustará a las siguientes prescripciones:

1) La petición se formulará de acuerdo con las disposiciones relativas a la demanda del proceso ordinario, en cuanto fueren aplicables. En el mismo escrito se indicarán los elementos de información que hayan de hacerse valer;

2) Se dará intervención, en su caso, al Ministerio Público;

3) Regirán para la información las disposiciones relativas a la prueba del proceso ordinario, en cuanto fueren aplicables;

4) Si mediare oposición del Ministerio Público, se sustanciará por el trámite del juicio sumarísimo o de los incidentes, según lo determine el juez, de acuerdo con las circunstancias;

5) Las resoluciones que aprueben, homologuen o desechen el pedido son susceptibles de apelación en relación;

6) Si mediare oposición de terceros, el juez examinará en forma preliminar su procedencia. Si advirtiere que no obsta a la declaración solicitada, la sustanciará en la forma prevenida en el inc. 4º. Si la oposición planteada, constituye una cuestión de tal importancia que obsta a todo pronunciamiento, sobreseerá los procedimientos, disponiendo que los interesados promuevan la demanda que consideren pertinente. Contra esta resolución podrá recurrirse en apelación, la que se concederá en relación.

Art. 824 – Requisitos de leyes respectivas. Tendrán aplicación, asimismo, los requisitos que particularmente establezcan las leyes respectivas.

Art. 825 – Efectos de la declaración. Las declaraciones emitidas en primera instancia en los procedimientos de jurisdicción voluntaria no hacen cosa juzgada, ni aun cuando, por haber sido objeto de recurso, hayan sido confirmadas en la alzada.

Art. 826 – Aplicación subsidiaria. Las disposiciones de este capítulo, se aplicarán supletoriamente a los procedimientos de jurisdicción voluntaria, regulados especialmente en este título.

UNIDAD 33 – EL PROCESO LABORAL.

1. El proceso laboral en la provincia de Buenos Aires. Competencia de los tribunales del trabajo. Régimen procesal: oralidad, inmediación, concentración, impulso oficial. 

EL PROCESO LABORAL EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES.

A diferencia del procedimiento nacional, se caracteriza por tener una INSTANCIA ÚNICA CON UN TRIBUNAL COLEGIADO integrado por 3 jueces; sus sentencias deben ser recurridas directamente ante la SCJBA, y las de ésta, ante la CSJN. 

1) DEMANDA: debe ser interpuesta por escrito, con los requisitos de formalidad que la ley exige, y junto con ese escrito debe ser ofrecida la totalidad de la prueba

2) de dicha presentación se corre TRASLADO AL DEMANDADO por el término de 10 días, bajo apercibimiento de declararlo en REBELDÍA. En dicho plazo debe contestar la demanda, ofrecer todas las pruebas, oponer las excepciones, pudiendo también deducir reconvención

3) el PRESIDENTE DEL TRIBUNAL, dentro del plazo de 10 días, debe proveer las pruebas ofrecidas, las cuales deben ser producidas en el plazo de 60 días. *

( * ) Si no hubiesen sido ofrecidas pruebas orales o por cualquier otro motivo no fuera procedente recibirlas, el presidente del tribunal, dentro de los 10 días, otorga a las partes un plazo de 5 días para producir los ALEGATOS, y luego dicta SENTENCIA.

4) producida la prueba, o vencido el plazo para hacerlo, el presidente debe fijar, dentro de los 10 días, una fecha para la AUDIENCIA DE VISTA DE CAUSA, donde se concentra toda la prueba producida y se produce la prueba oral (confesional y testimonial)

5) luego, el tribunal debe DICTAR SENTENCIA en un plazo de 20 días.
6) APELACIÓN:
· contra este pronunciamiento se pueden interponer sólo los recursos extraordinarios que prevé la constitución de la pcia. De Buenos Aires. Es requisito previo para la interposición el depósito del capital, los intereses y las costas
· contra ese fallo dictado por la SCJBA, se puede presentar recurso extraordinario ante la SCJN, que emitirá el pronunciamiento definitivo. 
RÉGIMEN PROCESAL.

IMPULSO DEL PROCESO DE OFICIO; EN FORMA CONJUNTA. 

El impulso del proceso estará a cargo de las partes, el Tribunal o el Ministerio Público. En principio, el impulso es de oficio, aunque en la práctica actual el proceso está a cargo de las partes y, principalmente, de la actora, quien desea arribar a una sentencia con el objeto de hacerse del crédito que le corresponde. 

En esta línea observamos que el Tribunal interviniente puede instar a las partes a activar el proceso bajo apercibimiento de decretar la caducidad de instancia. Entonces, transcurridos los plazos de seis meses para los juicios sumarios y de tres meses para los sumarísimos, sin que se hubiere instado el curso de proceso, el Tribunal deberá intimar a las partes a que en el término de cinco días produzcan actividad procesal útil para la prosecución del trámite, bajo apercibimiento de decretar la caducidad de instancia.

ORALIDAD.

El procedimiento laboral es de aquellos llamados mixtos, por cuanto conviven lo escriturario y lo oral. Pero se dice que un procedimiento tendrá la caracterización específica de oral o escrito en atención a que el acto más importante del proceso se realice de uno u otra forma, y a la mayor o menor incidencia que una u otra situación signifiquen en el propio proceso. 

Nosotros observamos esta oralidad en el acto central del proceso como es la audiencia de vista de la causa. 

INMEDIACIÓN.

A diferencia de otros fueros, las audiencias de vista de causa que deban celebrarse en el Tribunal no podrán ser delegadas por los jueces, ni en funcionarios ni en delegados, ya que en el fuero laboral existe la inmediación entre las partes, testigos, peritos y jueces. Toda audiencia de vista de causa debe ser tomada por los tres jueces, pues de no ser así puede ser atacada de nulidad.

GRATUIDAD.

Todo actor trabajador en los términos del artículo 20 LCT y 22 de la ley 11653, en el fuero laboral, sin necesidad de tramitar un beneficio de litigar sin gastos, goza del beneficio de gratuidad, lo que significa que su acceso a la justicia está exento de tasas y gastos. Pero además, y principalmente, para el caso de ser vencido en el proceso, en virtud de haber obtenido una sentencia desfavorable y ser condenado en costas, éstas serán abonadas cuando mejore de fortuna.
Límites al principio: el principio será posible solamente cuando el sujeto mantenga su condición de trabajador, probando la relación laboral, pues si perdiera el pleito y se probara la no existencia de dicha relación, perderá la gratuidad.
APRECIACIÓN DE LA PRUEBA EN CONCIENCIA.

Los jueces del trabajo efectúan la apreciación de la prueba respecto de los hechos, por el sistema de valoración en conciencia, es decir que aquí no cuenta la prueba tasada como es la sana crítica fijada en el Código de Procedimiento Civil y Comercial para la Provincia de Buenos Aires (Art. 384 CPCC), ni las sinceras convicciones (Art. 373 CPP) del procedimiento penal bonaerense, sin perjuicio de destacar que se acerca más a este último. 

Como señalamos, la apreciación es sobre los hechos, donde no se aplicará el in dubio pro operario ya que éste solamente será en relación a la duda que los jueces tengan con respecto al derecho.

Este sistema de valoración de la prueba, dota al fallo del tribunal de una particular firmeza en lo que se refiere al veredicto, el cual resulta poco menos que invulnerable para utilizar la vía recursiva, ya que la Suprema Corte de  Justicia de la Provincia, no se abocará nunca a las cuestiones de hecho que puedan causar agravio, excepto ABSURDO, que es aquel error palmario y fundamental que signifique una valoración inadecuada de los elementos probatorios; de no existir ello la Corte rechaza in limine el recurso (ver jurisprudencia en vía recursiva).

2. Beneficio de pobreza: alcances. Carta de poder. Conciliación.

3. Demanda y contestación. Recepción de la prueba. Vista de la causa. Veredicto y sentencia. Ejecución de sentencia. 

Ver punto 1.

4. Recursos contra las resoluciones del tribunal de trabajo. Revocatoria. Recursos extraordinarios, depósito previo.

Ver punto 1.

5. El proceso laboral en la Capital Federal.

EL PROCESO LABORAL EN LA CAPITAL FEDERAL.

SERVICIO DE CONCILIACIÓN LABORAL OBLIGATRIA (SeCLO).

La Ley 24.635 establece un RÉGIMEN DE CONCILIACIÓN OBLIGATORIA previa a la instancia judicial para conflictos individuales de trabajo en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

Para ello se crea el Servicio de Conciliación Obligatoria, dependiente del Mo. de Trabajo y de la Seguridad Social y un Registro Nacional de Conciliadores Laborales, dependiente del Mo. de Justicia, formado por abogados con antecedentes en el derecho del trabajo, que perciben por su labor un honorario fijo. 

Esto implica que aquel trabajador que intente reclamar a su empleador un crédito de naturaleza laboral emergente de un contrato de trabajo, antes de iniciar una demanda judicial debe, con carácter obligatorio, presentar su reclamo en el SeCLO. Si en esa instancia no se llega a un acuerdo conciliatorio, estará habilitado para recurrir a la justicia nacional del trabajo y presentar demanda judicial. 

PROCEDIMIENTO:

1) El procedimiento ante el SeCLO es GRATUITO PARA EL TRABAJADOR.

2) Éste, por sí o por apoderado, debe formalizar su reclamo en un FORMULARIO TIPO en el cual consigna, en forma sintética, su petición.

3) El SeCLO designa por SORTEO PÚBLICO 1 CONCILIADOR, y CITA A LAS PARTES a una AUDIENCIA que se deberá celebrar dentro de los 10 días siguientes a dicha designación.

4) A esa audiencia deben comparecer las partes asistidas por sus letrados, los cuales deben celebrar con sus patrocinados un PACTO DE CUOTALITIS que no exceda del 10% de la suma conciliada. De todo lo actuado se debe labrar ACTA CIRCUNSTANCIADA.
5) El conciliador tiene un plazo de 20 DÍAS HÁBILES a partir de la celebración de la audiencia para cumplir su cometido, aunque las partes, de común acuerdo, pueden solicitar una prórroga de hasta 15 días, cuya concesión o denegatoria será irrecurrible. 

6) En caso de llegar a un ACUERDO CONCILIATORIO, se debe instrumentar en forma clara, en un ACTA ESPECIAL, y someterse a la HOMOLOGACIÓN DEL SeCLO. En caso de denegarse la homologación, el SeCLO otorga una certificación de dicha circunstancia a los efectos de dejar expedita la vía judicial ordinaria. 

7) Si el empleador no da cumplimiento al acuerdo conciliatorio, debidamente homologado por el SeCLO, es ejecutable ante los juzgados nacionales de 1ª instancia del trabajo por el procedimiento de ejecución de sentencia. En este supuesto, el juez impone una MULTA al empleador de hasta el 30% del monto conciliado, a favor del trabajador.

8) Si FRACASA la instancia de conciliación, tiene la facultad de proponer a las partes que se sometan a ARBITRAJE, el cual requiere la aceptación de éstas, ya que se trataría de un arbitraje voluntario. En caso afirmativo, se suscribe el respectivo compromiso arbitral.
9) Finalmente, SI NO SE LLEGA A ACUERDO CONCILIATORIO, SE LABRA EL ACTA RESPECTIVA Y QUEDA EXPEDITA LA VÍA JUDICIAL ORDINARIA. 



PROCEDIMIENTO JUDICIAL NACIONAL.

De no llegarse a un acuerdo conciliatorio en el SeClo (servicio de conciliación obligatoria para conflictos individuales de trabajo), el trabajador queda habilitado para iniciar la demanda ante la justicia nacional del trabajo.

El fuero laboral de capital federal está integrado por una CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES, integrada por 10 SALAS (cada una de ellas con 3 jueces) y por 80 JUZGADOS de 1ª instancia UNIPERSONALES, con una SECRETARÍA cada uno. 

El procedimiento es de oficio desde el ingreso de la causa hasta el momento de practicar la liquidación de los créditos, es decir, el juez impulsa la tramitación de la causa y el juzgado confecciona la totalidad de las cédulas.

Proceso.
1) la demanda debe ser presentada en la Secretaría General de la CNAT, que procederá al sorteo de un juzgado de 1ª instancia para que entienda en la causa.

2) ingresado el expediente en el juzgado, el 1° acto procedimental es determinar la competencia y luego efectuar la “revisión” de los requisitos de admisibilidad de la demanda.

3) el trabajador debe adjuntar a la demanda el certificado emitido por el SeClo, que acredite haber pasado por esa instancia. De no hacerlo, el juez lo debe intimar en su domicilio constituido para que lo presente dentro de los 3 días, bajo apercibimiento de archivar la causa.
4) posteriormente, se corre traslado de la demanda al empleador accionado por 10 días, quien no sólo debe contestar la demanda, sino también ofrecer la prueba de la que intentará valerse, oponer excepciones, citar a terceros, reconvenir y ofrecer la prueba de reconvención.

5) cuando el acreedor accionado contesta la demanda y ofrece la prueba, el juzgado notifica por CÉDULA a la parte actora corriéndole traslado por 3 días de la contestación de la demanda y de la documentación. En ese plazo, la actora debe ofrecer la prueba y reconocer o desconocer los documentos agregados por la demandada, contestar las excepciones y expedirse sobre la citación de tercero si hubiere. Si la demanda se hubiese RECONVENIDO, en lugar de 3 días el plazo se extiende a 10 días para todos estos actos procesales y para contestar la reconvención y ofrecer prueba sobre ella.

6) concluidos estos plazos, el JUEZ tiene un plazo de 5 días para ABRIR LA CAUSA A PRUEBA, resolución que notificará por CÉDULA Y CON COPIA a las partes. En el auto de apertura a prueba se expide sobre la totalidad de las pruebas ofrecidas, ordenando producir las procedentes y conducentes y desestimando las innecesarias para dilucidar la causa.

7) también fija la fecha de la AUDIENCIA CONFESIONAL Y DE TESTIGOS en forma sucesiva, y notifica a las partes y a los testigos.

8) finalizada la etapa probatoria, el juez hace saber a las partes que los autos se encuentran en secretaría para ALEGAR, otorgándoles un plazo de 10 días para presentar una memoria escrita.

9) vencido dicho plazo, LA CAUSA INGRESA A DESPACHO PARA DICTAR SENTENCIA; el plazo para su dictado es de 30 días y el juzgado notifica a las partes por cédula y con copia.

10) APELACIÓN: 

· el plazo para apelar la sentencia y expresar agravios es de 6 días. Una vez apelada, se corre traslado por 3 días a la otra parte para que conteste. Luego, el expediente se eleva a la Cámara de Apelaciones del Trabajo. En esa instancia se sortea sala y, posteriormente, orden de votación de los vocales (“camaristas”).
· la sala tiene un plazo de 60 días para dictar sentencia definitiva.

· excepcionalmente, contra ese pronunciamiento se puede presentar recurso de inaplicabilidad y recurso extraordinario dentro de los 10 días para que se expida la CSJN.
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Excepciones previas





Impedimentos procesales





Excepciones





Defensas





1. Incompetencia


2. Falta de personería


3. Litispendencia


4. Defecto legal


5. Arraigo





1. Cosa juzgada


2. Transacción


3. Conciliación


4. Desistimiento del derecho





1. Prescripción


2. Falta de legitimación


3. Beneficio de inventario y de excusión
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